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A 

Abal Suárez, don Manuel, contra los doctorea Manuel 
Peña y Julio C. Borda, por escrituración; sobre com 
petencia 198 

Aischmann y Cía., Luis, ( sus sucesores) en autos con Gi- 
ménez, Schadc y Cía., |X)r cobro de ¡«sos, sobre compe- 
tencia. Recurso de hecho 448 

Alfonso, don Francisco en autos con Martín y Cía., so- 
bre incumplimiento de contrato. Recurso de hecho .... 437 

Arnau, don Daniel, en autos con don Juan Pingel y otros, 
sobre desalojamiento. Recurso de hecho 34 

Arnold, don Juan B., en autos con la Compañía de Manda* 
tos y Agencias Austfálasia» sobre cobro de créditos 
hipotecarios. Recurso de hecho 44*> 

Arocena, don Alejo, contra don Norberto Maillart, por 
cobro de pesos , sobre competencia 299 

Attwcl!, don Juan S., en autos con la Compañía Francesa 
ele Ferrocarriles de la Provincia de Santa Fe, sobre 
expropiación 443 
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Austt don Alfonso, contra la Provincia de Buenos Aires 

sobre ubicación de tierras (yj 

Aust, don Alfonso, contra la Municipalidad de Campana, 
sobre embargo preventivo 330 




B 

Banco Británico de la América del Süd¿ contra la Provin- " 

cía de Santa Fe, por repetición de dinero 255 

Barrelier, don Carlos y don Pablo, contra la Provincia de 

de Córdoba, por indemnización de daños y perjuicios. . . 126 
Berho, el doctor .Martin S., en autos con el Fisco Nacional, 

por infracción a la ley de impuestos internos 2O4 

Béxrés, don Antonio, en autos con don Andrés Giordano, 

sobre cobro de pesos. Recurso de hecho 153 

Bonomi, Baldassare y Cía., en autos con la sociedad "Le 

Plpperminf, sobre nulidad de Marca. Recurso de hecho 334 
Brand, don Antonio, en autos con «Ion José Paradiso, por 

cobro'ordinario de pesos. Recurso de hecho 153 

c 

Calandrelli. don Matías É., contra el Gobierno Nacional, 

por daños y perjuicios, sobre competencia 461 

Cantarín!, don José, en autos con don Pablo Amichetta, 

por disolución de sociedad. Recurso de hecho 71 

Carrasco, don Carlos, (su concurso). Contienda de com- 
petencia 

Casado, don Carlos, ( su sucesión), en autos con don Cami- 
lo Aldao, sobre expropiación. Recurso de hecho 273 

Casares, don Emilio L., contra la provincia de Buenos Ai-. 

res, por cobro fie pesos 290 

Cayol, don Francisco, contra doña Esperanza Fernández, 
por desalojamiento i;r*> 
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Compañía de Gas del Rosario, contra la provincia de Santa 
Fe, sobre daños y perjuicios. Incidente de prueba 183 

Compañía Francesa de Ferrocarriles de la provincia de San- 
ta Fe, contra I>. Francisco Odorico, sobre expropiación 46 

Compañía General de Ferrocarriles en la provincia de I Sue- 
ños Aires contra la Provincia de Unenos Aires sobre 
expropiación • 39*> 

Compañía General de Ferrocarriles en la provincia de 
Huenos Aires, contra la provincia de Hítenos Aires, 

sobre expropiación 404 

Compañía Francesa de Ferrocarriles de la provincia de 
Santa Fe, contra don Juan S. Atwell, sobre expropiación 443 

Consiglicri, don Pablo, capitán del vapor Raicson, apelan- 
do de una resolución de la Prefectura General de Puer- 
tos, que le impone una multa por infracción al art. 26 del 
decreto de Marzo 31 de 1913 45° 

Conté, don Genaro, en autos con la Aduana de la capital, 
por dobles derechos. Recurso de hecho i 93 

Correa, don Manuel I., en autos con las Obras de Salubri- 
dad de la Xación, por cobro de pesos. Recurso de hecho 210 

D 

David, Ignacio, criminal contra. \m*t homicidio 122 

Dávila y Barbará, su quiebra, sobre competencia 322 

De la Cruz Díaz, doña Isabel. Recurso de habeos corpas. . 91 
De los Dolores, doña Cruz Carmen Correa y don Cayetano 
Ugarteche, en autos con don Eduardo II unter. sobre rei- 
vindicación. Recurso de hecho 306 

Diaz, don Hilario, en autos con el doctor Carlos Salas, 

sobre cobro ejecutivo de pesos 28 

Domenech Hermanos, en autos con la administración 
de impuestos internos, sobre defraudación. Recurso de 

hecho 385 

Drysdalc, don José N. contra la provincia de Huenos Ai- 
res, interdicto de despojo • • • ■ - - 3 UI 
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Echenique, monseñor Carlos, Bulas instituyéndolo obispo 
titular de Tennessi y auxiliar del obispo de la diócesis 
de Tucumán $3 

Elchehoum, don Bernardo, en autos con don Heraclio Ro- 
mán (sus herederos), sobre entrega ele un inmueble . . . 223 

Empresa Puerto del Rosario, contra los herederos de 
Grandoli, sobre expropiación 348 

Enciso y Cía., don Agustín, la sociedad, contra la provincia 
de Córdoba, por^ jactancia, sobre competencia 207 

F 

Fernández, doña Esperanza, en autos con don Francisco 
Cayol, por desalojamiento j0 

Ferrocarril Central Argentino, en autos con don Luis 
Guerci, por indemnización de daños y perjuicios. Con- 
tienda de competencia 5 

Ferrocarril Central Argentino, en autos con la Municipali- 
dad de San Antonio de Areco, sobre cobro de impuestos 6b 

Ferrocarril Central Argentino, <mi autos con la Municipali- 
dad de Las Conchas, sobre cobro de pesos 74 

Ferrocarril Central Argentino, en autos con don Francisco 
Pepe, por daños y perjuicios, sobre competencia 217 

Ferrocarril Central Argentino, en autos con don Mariano 
López, por reivindicación , sobre competencia 236 

Ferrocarril Centra! de Hítenos Aires, contra don Esteban 
Pando y otros, sobre expropiación 44 r 

Ferrocarril Central Córdoba, en autos con la Municipali- 
dad de Tucumán, sobre cobro de impuestos. Recurso 
de hecho 142 

Ferrocarril Central Norte, contra don Julio Sueldo, por 

cobro de pastaje. Competencia negativa 8 

Ferrocarril del Oeste, en autos con Molineros Harineros y 
Elevadores de Granos, por devolución de fletes 188 
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Ferrocarril del Sud, en autos con la Municipalidad de la 
Capital, por cobro de impuestos. Recurso de hecho 457 

Ferrocarril Nor-Oeste Argentino, en autos con la Munici- 
palidad de Tuctimán, sobre cobro de impuesto. Recurso 
de hecho 140 

Fisco Nacional, en autos con don Dionisio Garayaldc 
y otro, «obre defraudación de la renta de aduana 83 

Fisco Nacional, contra el doctor Martín S. Berho, por in- 
fracción a la ley de impuestos internos 264 

Fisco Nacional, contra los señores Várela y Uñares, sobre 
infracción a las ordenanzas de aduana 316 

Fisco Nacional, contra don Virgilio Vcrccllone ( su concur- 
so), sobre cobro de pesos 420 

Fisco Nacional, en autos con don Pablo Consiglieri, capitán 
del vapor Rawson, sobre multa por infracción al art. 26 
del decreto de Marzo 31 de 1913 450 

Freiré, José, criminal contra, por homicidio 226 



G 



dallo, Julio, criminal contra, por homicidio 147 

Caray, don Anastasio (sus herederos), contra don Pedro 
J. Portillo, por cobro ejecutivo de pesos, sobre com- 
petencia 417 

Caray alele, don Dionisio y otro, apelando de una resol u- 
ción de aduana 83 

Gerstron, don Enrique, (su concurso). Contienda de com- 
petencia 380 

Cigcna de Corvalán Mendilaharsu, doña María M. E., con- 
tra el Gobierno Nacional, por indemnización 154 

Gobierno Nacional, en autos con don Antonio F. Lcloir 
(sus herederos), sobre reivindicación 13 

Gobierno Nacional, en autos con doña María M. E. Gigena 

de Corvalán Mendilaharsu, por indemnización 154 
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Gobierno Nacional, en autos con Juan López Novo y José 

J. García (sus herederos), por indemnización 336 

Gobierno Nacional, en autos con don Ramón Santamarina, 

(sus herederos), sobre cobro de pesos 361 

Gobierno Nacional, en autos con don Matías E. Calandrc- 

lli, por daños y perjuicios, sobre competencia 46 1 

Gondra, don César, en autos con don Ernesto Dernasconi, 

sobre cobro ejecutivo de pesos. Recurso de hecho 153 

González, don Telémaco, contra la provincia de Buenos 

Aires , por cobro de pesos , sobre competencia 65 

Grandoli, los herederos de, en autos con la Empresa Puerto 

del Rosario, sobre expropiación 348 

Guerci, don Luis, contra el Ferrocarril Central Argentino, 

por indemnización de daños y perjuicios. Contienda 

de competencia 5 

Gutiérrez, Agapito y otros, criminal contra, por homicidio 103 
Gutiérrez, don A'bel, en autos con don Justo C. Rancalari. 

sobre reivindicación. Recurso de hecho 285 

I 

Iturraspe de Monsegur, doña Elena, contra la provincia de 
Santa Fe, i>or cobro ejecutivo de pesos , sobre levanta- 
miento de embargo 36 

Iturraspe, doña Dolores i I . de, contra la provincia de Santa 
Fe, por cobro de pesos, sobre desembargo 38 

J 

Jáuregui, P. y V., contra Ja provincia de Medoza, sobre de- 
volución de dinero 287 

Jofré, don Tomás y otro, contra la Municipalidad de! Salto, 

por cobro de honorarios 250 

Juez Federal de Manía Blanca eleva .1 conocimiento del su- 
perior una resolución de carácter administrativo 378 
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Juzgado Federal de Jujuy, inspección practicada en 
el mismo • 21: 



Leloir, don Antonio F. (sus herederos), contra el Gobierna 
Nacional, sobre reivindicación 13 

Lcvitzky, don Max, contra su esposa doña Milka Winsniak, 
por desconocimiento de la paternidad de una hija. Con- 
tienda de competencia - 185 

López, don Mariano, contra el Ferrocarril Central Argen- 
tino, por reivindicación , sobre competencia 236 

López Novo, don Juan, y don José J. García (sus herede- 
ros), contra e! Gobierno Nacional, por indemnización . . 336 



Maillart, don Xorberto, en autos con don Alejo Arocena, 
por cobro de pesos , sobre competencia 299 

Mansilla, don Ca-los A., (sus herederos), en autos con 
don Arsenio Berga-llo, ¡¿obre devolución de un inmueble. 
Recurso de hecho 459 

Micotis, don Amadeo, recurriendo en queja contra el juez 
de paz de la sección 31 71 

Mihanovich, don Nicolás y otros, en autos con el Fisco Na- 
cional y Severo Ríos por defraudación. Recurso de hecho i8t 

Molineros Harineros y Elevadores de Granos, contra el Fe- 
rrocarril del Oeste, por devolución de fletes 188 

Moranchel, don Julio C. y su esposa, en autos con los se- 
ñores Lorenzo A. J«arros y Ricardo Cello, sobre reivin- 
dicación. Recurso de hecho 263 

Municipalidad de Campana, en autos con don Alfonso 
Aust, sobre embargo primitivo 330 

Municipalidad de la Capital, contra el doctor Ernesto Que- 
sada, sobre expropiación. Recurso de hecho . . 409 
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Municipalidad de la Capital, en autos con don Manuel J. 
Aguirre (su sucesión), sobre expropiación. Recurso 
de hecho 413 

Municipalidad de la Capital, en autos con los señores Bor- 
garello y Obligio, sobre expropiación. Recurso de hecho 415 

Municipalidad de la Capital» en autos con don Bernardo 
Puppo, sobre expropiación. Recurso de hecho 415 

Municipalidad de 4a Capital, contra don Juan Reibaldi, so- 
bre expropiación. Recurso de hecho 413 

Municipalidad de la Capital, contra don Manuel J. Aguirre 
(su sucesión), por expropiación. Recurso de hecho, en el 
juicio sobre ejecución de sentencia 416 

Municipalidad de Las Conchas, contra la Empresa del 
Ferrocarril Central Argentino, sobre cobro de pesos. ... 74 

Municipalidad del Salto, en autos con don Tomás Jofré y 
otro, por cobro de honorarios 250 

Municipalidad de San Antonio de Areco, contra la empre- 
sa del Ferrocarril Central 'Argentino, sobre cobro de im- 
puesto 60 

N 

Neumann de Koranda. doña Leopoldina, en autos con don 
Luis Koranda, sobre falsificación. Recurso de hecho . . . 264 

Noé, don Félix, contra doña Juliana Ortega de Bustingo- 
rry, por cobro ejecutivo de pesos , sobre competencia . . 327 

o 

Odorico, don Francisco, en autos con la Compañía France- 
sa de Ferrocarriles de la provincia de Santa Fe, sobre 

expropiación 46 

Oharris, Sixto, criminal contra, por homicidio 38 

Olivera, don Domingo J., Pablo G. y Adolfo, en autos con 
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don Pedro Bercetche y don Domingo E. Salabcrrv, sobre 
defraudación y falsedad. Recurso de hedió 8o 

Orona, Felisa, sumario instruido en su contra, por aborto 
provocado, sobre competencia 295 

Ortega de Bustingorry, doña Juliana, en autos con don Fé- 
lix Noé, por cobro ejecutivo de pesos , sobre competencia 327 

Ortiz don Emilio D. en autos con herederos Cranel y Pe- 
dro Chiesa, por reivindicación ; sobre perención de la ins- 
tancia. Recurso de hecho 407 

Ovejero, don Sixto y otros, contra la provincia de Jujuy 
sobre inscripción de un título de compra venta 40 

p 

Pando, don Esteban y otros, en autos con el Ferrocarril 
Central de Buenos Aires, sobre expropiación .......... .441 

Pcdroza, don Ramón, en la causa criminal que se le sigue 
por homicidio , sobre competencia. Recurso de hecho ... 58 

Peña Manuel y Borda Julio C, los doctores, en autos con 
don Manuel Abal Suárei. por escrituración . sobre com- 
petencia 198 

Pepe, don Francisco, contra ¿a empresa del Ferrocarril 
Central Argentino, por dafios y perjuicios, sobre com- 
petencia 217 

Pérez, don Abel J., contra don Xorberto Maillart, sobre 
competencia ■ 305 

Portillo, don Pedro J., en autos con don Anastasio Caray 
( sus herederos), por cobro ejecutivo de pesos ; sobre 
competencia 4>7 

Procurador Fiscal de la Cámara Federal de Apelaciones del 
Paraná, en autos con don Carlos Sarsotti, por infracción 
a las ordenanzas de aduana. Recurso de hecho 138 

Provincia de Rueños Aires, en autos con don Telémaco 
González , por cobro de jwsos , sobre competencia 65 
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Provincia de Buenos Aires, en autos con dón Alfonso Aust, 

sobre ubicación de tierras ^ 

Provincia de Buenos Aires, en autos con don Emilio L. Ca- 
sares, por cobro de pesos ^ 

Provincia de Buenos Aires; en autos con don José X. 

Drysdalc, interdicto de despojo 

Provincia de Buenos Aires, en autos con la Compañía Ge- 
neral de Ferrocarriles en la provincia de Buenos Aires, 

sobre expropiación ^ 

Provincia de Buenos Aires en autos con la Compañía Gene- 
ral de Ferrocarriles en la Provincia de Buenos Aires, 

sobre expropiación . . 

Provincia de Córdoba, en autos con don Carlos y don Pablo 

Barrelier, por indemnización de daños y perjuicios 126 

Provincia de Córdoba, en autos con la Sociedad Agustín 

Enciso y Cía., por jactancia , sobre competencia 207 

Provincia de Jujuy, en autos con don Sixto Ovejero y 

otros, sobre inscripción de un título de compraventa. ... 40 
Provincia de Mendoza, en autos con P. y V. Jáuregui, so- 
bre devolución de dinero 

Provincia de Santa Fe, en autos con doña Dolores H. de 

Iturraspe, por cobro de pesos ¡ sobre desembargo 38 

Provincia de Santa Fe, en autos con doña Elena Iturraspe 
de Monsegur, por cobro ejecutivo de pesos . sobre levan- 
tamiento de embargo ^g. 

Provincia de Sínta Fe, en autos con la Compañía de Gas 
del Rosario, sobre daños y perjuicios. Incidente de 

P rueba ■ 18} 

I rovincia de Santa Fe, en autos con el Banco Germánico 

de la América del Sur, por repetición de dinero 255 

Provincia de Santiago del Estero, en autos con la Sociedad 

Territorial de Santa Fe, por reintegración de terreno y 

daños y perjuicios, sobre prueba 24 g 
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Rámilo, clóña Benedicta A. de» en autos con don Benjamín 
Rámilo, sobre nulidad de declaratoria de herederos. Re- 
curso de hecho ^ x 

Rivarola, Atanasio y otro, criminal contra, por homicidio 275 

Rodríguez Constantino y Pedro, criminal contra, i>or 
homicidio , 426 

Roig, don Heraclio, en autos con don Manuel Rocca, su 
sucesión. Recurso de hecho f 54 

Rojas, don Rufino, intendente municipal de Bahía Blanca, 
en autos con la Cámara de Costa Sud ; conflicto de atri- 
buciones y poderes. Recurso de hecho 144 

Román, don Heraclio (sus herederos), en autos con don 
Heñíanlo Elchchoum, sobre entrega de un inmueble . . 223 

8 

Salas, el doctor Carlos, contra don Hilario Diaz, sobre 
cobro ejecutivo de pesos 28 

Santamarina, don Ramón (sus herederos), contra el Go- 
bierno Nacional, sobre cobro de pesos 3 61 

Savasta, don Héctor, en autos con don Juan Longo, por 
danos y y perjuicios. Recurso de hecho T 2 

Sayago, Carlos, presidiario de la cárcel de Tierra del Fue- 
go, solicitando gracia 3°8 

Scarpinelli, don José Segundo, en los autos de su quiebra. 
Recurso de hecho 379 

Segovia, don Francisco, en autos con J. B¿ Wassermann, 
sobre cobro de pesos. Recurso de hecho 44^ 

Seguí Marty, don Luis, en autos con don Delfin E. Ho- 
yos, sobré uso indebido de marca. Recurso de hecho . . 96 

Silva Chaves, don Teodoro, en autos con don José Pru- 
notto, sobre cobro ejecutivo de pesos. Recurso de hecho 263 

Sociedad Crédito Territorial de Santa Fe, contra la pro- 
vincia de Santiago del Estero, por reintegración de te- 
rreno y daños y perjuicios, sobre prueba 248 
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Sueldo, don Julio, contra el Ferrocarril Central Norte, 

por cobro de pastaje. Competencia negativa g 

Sumario instruido con motivo de la nota del señor juer fe- 
deral doctor Arias, referente a las publicaciones he- 
chas del informe in t oce pronunciado en la Cámara Fe- 
deral de la Capital, por el doctor Rodolfo Moreno, hijo, 
como defensor del doctor Miguel Piñeiro Sorondo .... 310 

T 

Tagliaferri. don Fortunato A., apelando de una resolución 

de la Oficina de Marcas 439 

Torres, Melchor Alejandro, sobre reducción de pena. Re- 
curso de hecho , 5Í 

u 

Urdaniz, don Luis, e n autos con la Sociedad Mutua Hipo- 
tecaria Franco Sud Americana, por cobro de un crédi- 
to hipotecario. Recurso de hecho 38o 

Urdaniz y Cía., en autos con el Ferrocarril del Sud. sobre 

cumplimiento de contrato. Recurso de hecho 455 

Urtubcy, don Leónidas, recurriendo de resolución dictada 
por el superior tribunal de justicia de San Luis, en el 
incidente caratulado "Juez de lo civil doctor Aguirre 
Celiz pide se le haga pagar costas al procurador Leóni- 
das Urtubey de acuerdo con el art. 210 ley orgánica". . 399 

V 

Várela y Linares, apelando de una resolución de aduana. . 316 
Vcrccllone, don Virgilio (su concurso), en autos con el 

Fisco Nacional, sobre cobro de pesos 420 

Villagrán, Lucio H. V.. sobre reducción de pena. Recur- 
so de hecho tea 

*54 

1 ■ 
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\'os, don Andrés de, en autos con don José Bruni (su su- 
cesión) ; competencia negativa. Recurso de hecho 61 

w 

Winsniak, doña Milka, en autos con su esposo don Max 
Levitzky, por desconocimiento de la pátérhídad de un:i 
hija. Contienda de competencia l»5 



Yvanoff, don Volco, contra el concurso <lc don Ignacio 
Galindez, sobre reconocimiento de crédito. Recurso de 
hecho 455 
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A 

Adquisición del dominio.—* Por la legislación anterior al Código 
Civil, como por la romana que 1c sirvió de fuente, era 
necesario, para la adquisición del dominio, el titulo o con- 
trato y la tradición de la cosa enajenada. I'ág. 13. 

Apelación para ante ¡a Corte Suprema. — Véase "Recurso or- 
dinario para ante la Corte Suprema en causa criminal". 



Bancos nacionales garantidos. 1 — La ley número 2746, de 10 de 
Octubre de 1800, no ordenó la liquidación propiamente 
dicha de los Bancos Nacionales Garantidos, y el funcio- 
namiento del Raneo Británico de la 'América del Sud 
responde, en la actualidad, a los propósitos que tuvo en 
vista el Poder Ejecutivo al presentar el proyecto conver- 
tido en ley 2216. 

La exención de impuestos acordada a los Bancos Na- 
cionales Garantidos no es inconstitucional, ni está sujeta, 
en cuanto al tiempo que ella del* durar, a la restricción 
del art. 67, inciso iC de la Constitución. Pág. 255. 
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Bien embargabie. — Un terreno ocupado por la poücia de una 
provincia, y en el que está a punto de tenninarse la cons- 
trucción de un edificio público, no se halla en el comercio 
dentro de los términos del art. 2336 del Código Civil, y 
no es, por lo tanto, embargabie. Pág. 36. 

Bienes embargantes, — Las rentas generales de las provincias y 
íle sus municipios no figuran entre los bienes públicos, y 
las provenientes de impuestos se encuentran en lo que 
hace al pago de los acreedores de las municipalidades, en 
distintas condiciones que los inmuebles puestos fuera del 
comercio por su consagración especial a un servicio pú- 
blico: por lo que, el art. 494 del Código de Procedimien- 
tos de 4a provincia de Buenos Aires, en cuanto equipara 
las rentas públicas a los bienes públicos de ese estado, 
prohibiendo en consecuencia, su embargo, es contrario al 
art. 48 del Código Civil. Pág. ^50. 

Bienes embargables. — Las rentas generales de las provincias y 
de .«us municipios no figuran entre los bienes públicos, y 
las provenientes de impuestos se encuentran, en lo que 
hace al ¡>ago de los acreedores de la» municipalidades, en 
distintas condiciones que los inmuebles puestos fuera del 
comercio por su consagración especial a un servicio pú- 
blico ; por lo que, el arfe 404 del Código de Procedimien- 
tos de la provincia de Buenos Aires, en cuanto equipara 
las rentas públicas a los bienes públicos de ese estado, 
prohibiendo en consecuencia, su embargo, es contrario al 
art. 42 del Código Civil. Pág. 330. 
Bidas. — Con las reservas que emanan de la Constitución y le- 
yes sobre patronato, puede concederse el pase a las bulas 
pontificias instituyendo obispo titular. Pág. 63. í 

c 

Causas por defraudación de aduana. — Las causas por defrau- 
dación de Aduana son de carácter criminal y no procede 
en ellas la tercera instancia prevista en el art. 3. de la 
ley 4055- 1% 193- ' 
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Competencia. — Véase "Jurisdicción". 

Concesionarios de tierras públicas.— Desde la vigencia de la ley 
número 28, de 17 de Octubre de 1862, cuyas disposicio- 
nes debían aplicarse a actos verificados con anterioridad 
de algunos años, { 1853) los concesionarios de tierras 
públicas ubicadas fuera de los limites o posesiones de la* 
provincias, (en e! caso ubicadas en la Gobernación dei 
Río Negro) no podían solicitar do los gobiernos provin- 
ciales (en el caso del de Rueños Aires) la entrega de las 
que le hubieran sido concedidas, con el objeto de adqui- 
rir su dominio; ni les era lícito entrar a poseerlas por in- 
termedio de autoridades judiciales sin jurisdicción en el 
lugar, o privadamente, con los mismos fines. Pág. 13. 

Contiendas de competencia. — Para que la Corte Suprema pue- 
da dirimir una contienda de competencia de conformidad 
a lo previsto en el art. 9 de la ley 4055. es necesario que 
aquélla se haya suscitado y sido tratada, observando las 
reglas proscriptas por los artículos 45 y siguientes de h 
ley nacional de procedimientos. »Pág. Ói. 

Contienda de competencia. — Xo puede promoverse contienda 
de competencia para el conocimiento de una causa termi- 
nada por sentencia de trance y remate. No tratándose de 
un caso de juicio universal, es improcedente la inhibitoria 
pedida a un juei cuya jurisdicción ha sido convenida por 
las partes. Pág. 327. 

Corte Suprema. — La Corte Suprema no está llamada a pro- 
nunciarse sobre la correcta o incorrecta aplicación de las 
leyes procesales y de organización de los tribunales, que 
se dan las provincias en uso de sus facultades reservadas. 

Página 399- 

Corte Suprema. — La Corte Suprema no está llamada a inter- 
venir en todos tos casos en que haya de fijarse cuál sel 
el verdadero alcance de las garantías acordadas a la pro- 
piedad. Pág. 409- 1 
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Daños y perjuicios. — Los daños y perjuicios su.ridos en cas.) 
de evicción deben considerarse incluidos en el pago deí 
mayor valor adquirido por la cosa entre la fecha de la 
adquisición de la propiedad y la de su pérdida por la 
evicción. Pág. 126. 

Defensa en juicio. — No puede decirse desconocido el derecho 
consagrado por el art. 18 de la Constitución cuando el 
recurrente ha sido oído y ha podido ejercitar sus medios 
de defensa. Pág. 399. 

Defraudación a la renta de Aduana. — Debiendo calcularse y 
liquidarse el impuesto de Aduana sobre madera, por me- 
tros cuadrados, la errónea declaración sobre el número 
de piezas de esa mercadería, estando acorde el metraje 
declarado, no constituye fraude. Pág. 316. 
Delito de imprenta. — Véase "Jurisdicción". 1 
Demandas contra ta nación. — Véase •'Jurisdicción". 

Desistimiento en las expropiaciones. — La admisibilidad o ¡n- 
admisibilidad del desistimiento en las expropiaciones y 
el estado del juicio en que él pueda verificarle, son pun- 
tos que deten ser resueltos con arreglo a las leyes de la 
materia, sin que su solución pueda afectar las relaciones 
de !os poderes a que se refiere el art. 1? de la Constitu- 
ción, máxime no tratándose de esos poderes sino de los 
locales de la Capital. Pág. 409. 

Despojo. — Constituye un despojó en los términos del art. 2498 
del Código Civil del que el autor está obligado a reparar 
dejando las cosas en el estado que tenían antes de su eje- 
aición, el levantamiento de un cerco, ordenado por el 
Poder Ejecutivo de una provincia con el propósito de 
ensanchar un camino público. (No hasta para desvirtuar 
esta conclusión la circunstancia de creerse autorizado e! • 
Poder Ejecutivo por leyes locales sobre venta de tierra 
pública, para requerir de los propietarios, sin indemniza- 
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ción alguna, el terreno necesario para caminos público». 

Página 391. , 
Devolución de impuestos ¡ocales. _ Corresponde desechar una 
demanda por devolución de impuestos locales, fundada, 
no en disposiciones de la Constitución Nacional o leyes 
del Congreso, sino en la mala interpretación y aplicación 
de las respectivas leyes provinciales. Pág. 287. 
Distinta vecindad. — Véase "Jurisdicción". \ 
Domicilio. - No basta para determinar el camino de domicilio 
adquirido en un lugar por un concursado, yor la residen- 
cia con su familia en el mismo, la circunstancia de haber 
residido por algún tiempo en un establecimiento de cam- 
po situado en otro, dado que la residencia debe ser habí- 
tual y no accidental para que cause domicilio, y que en 
caso de residencia alternativa en diferentes lugares, se 
entiende que el domicilio es el lugar donde se tiene la fa- 
milia. Pág. 380. 
Dominio. — Véase ' Adquisición del dominio . 



Evicción. — El Gobierno Nacional puede ser citado de evicción, 
con arreglo al art. 2109 del Código Civil, como vendedor 
originario, por el último adquirente de la cosa, habiendo 
terceros que pretendan en juicio derecho preferente a 

parte de ésta. — Pág. 15+ 
Exención de impuestos a los ferrocarriles. — El art. 8. deja 
ley 5315 no exime a las empresas ferroviarias de la obli- 
gación de pagar el impuesto por servicio de alumbrado 

e higiene. Pág. 74- t . . . . 't 

Exención del impuesto de sellos. — En los términos del art. 14. 
de la ley número 4927 ™ está comprendida la exención 
del impuesto para los contratos de arrendamientos suje- 
tos a la jurisdicción nacional por (W lugar conve- 
nido expresamente para el cumplimiento de las obligacio- 
nes. (En el caso, la Capital Federal). Pág. 28. 
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Exención de impuestos. — Véase "Ley.de Bancos garantidos". 
Exhibición de libros de la administración pública. — Véase 
"Prueba". 

Expropiación. — La ley número 4167, de 8 de Enero de 1903, 
derogó todas las leyes generales sobre tierras públicas 
anteriores, con excepción de las disposiciones relativas a 
la inmigración contenidas en la ley de colonización de 19 
de Octubre de 1876; con lo qué desapareció la restricción 
al dominio de los adquirentes de tierra pública impuesta 
por el art. 16 de la ley número 1265, de 1882, que privabi 
a estos de toda indemnización por la superficie que ocu- 
paran los ferrocarriles o canales. Pág. 46. 
Expropiación. — La Nación no puede, a titulo de reglamentar 
el comercio y navegación de los ríos y de habilitar puer- 
tos, ocupar gratuitamente, de manera definitiva y per- 
manente para la construcción del puerto «leí Rosario, 
terrenos de ribera del rio Paraná, que se hallan normal- 
mente o de ordinario fuera de las aguas. Pág. 348. 
Expropiación. — Existiendo disconformidad entre los peritos 
en la apreciación de la cosa expropiada, corresponde a! 
juez o a la Corte, en su caso, dirimir las diferencias en- 
tre los interesados, con arreglo al mérito de los informei 
suministrados para apoyar sus pretensiones. Pág. 396. 
Expropiación. — Existiendo disconformidad entre los peritos 
en la apreciación de la cosa a expropiarse, corresponde a! 
juez o a la Corte, en su caso, dirimir las diferencias entre 
los interesados, con arreglo al mérito de los informes su- 
ministrados para apoyar sus pretensiones. No es acepta- 
ble que el fraccionamiento de una propiedad no cause 
perjuicio al dueño so pretexto de su mala calidad. Pá- 
gina 404. 

Expropiación. — La ley número 4167, de 8 de Enero de 1903, 
derogó todas las leyes generales sobre tierras públicas 
anteriores, con exección de las disposiciones relativas a 
la inmigración contenidas en la ley de colonización de 19 
de Octubre de 1876; con lo que desapareció la restricción 
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al dominio de los adquirentes de tierra pública impuesto 
por el art. iG de la ley número 1265. de 1882, que privaba 
a éstos de toda indemnización por la superficie que ocu- 
paran los ferrocarriles o canales. Pág. 443- 

F 

Ferrocarriles. — Véase "Exención <lc impuestos". 

. i 

G 

Gobierno Nacional. — Véase "Evicción". 

H 

Habeos corpus. — lis improcedente el recurso de habeos corpus 
interpuesto en favor de un inmigrante que se encuentra 
en las condiciones previstas en el art. 32 de la íey de la 
materia, número 617. Pág. 91. 

Homicidio. — Ka causa agravio al reo menor de diez y ocho 
años (art. 83. inciso 2.\ Código Penal) la pen?. de vein- 
tidós años de presidio y accesorias legales, impuesta por 
el delito «le homicidio perpetrado con la circunstancia 
agravante de reiteración de dicho delito (art. 85 Código 

Penal). Pág. 103. 

Homicidio. — No causa agravio al procesado la pena de doce 
años de presidio y accesorias legales impuesta por el de- 
lito de homicidio perpetrado con las circunstancias ate- 
nuantes de provocación simple de parte de la victima y 
de ebriedad incompleta en aquél. Pág. 122. 

Homicidio. — Es justa la sentencia que condena con la pena de 
once años de presidio y accesorios legales al autor de un 
homicidio perpetrado con la circunstancia atenuante de 
minoridad v de beodez incompleta en aquél. Pág. 147- 

Homicidio. - Es justa la sentencia que condena a la. pena de 
veinticinco años de presidio, treinta días de reclus.on so- 
litaria en los aniversarios del crimen y demás accesorias 
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legales al autor de un delito de homicidio perpetrado con 
las circunstancias agravantes previstas en los incisos 3, 
f5 y 18 del art. 84 del Código Penal, concurriendo la 
atenuante prevista en el inciso 8.° del art. 83 del mismo 
código. Pág 226. 
Homicidio. — Es justa la sentencia que condena a la pena de 
diez y ocho años de presidio y accesorias legales al autor 
de un homicidio perpetrado en la circunstancia agravan- 
te prevista en el art. 84, inciso 15 del Código Penal. Pá- 
.gina 275. 

Homicidio. — No causa agravio al procesado la pena de diez 
años y seis meses de presidio, impuesta por el delito de 
homicidio, perpetrado sin circunstancias atenuantes ni 
agravantes. Pág. 426. 

I 

Impuestos Internos. — Véase "Tribunales federales '. 

Inconstitucionalidad de la ley de tierras públicas, núm. 1552. _ 
La ley de tierras publicas, número 1552 que establecía un 
plazo dentro del cual deberían revalidar sus títulos los 
adquirentes de tierras que habían estado en el dominio 
provincial y después pasaron a formar parte de los te- 
rritorios nacionales, en virtud de la ley de 5 de Octubre 
de 1878, no es yiolatoria de! art. 17 de la Constitución. 
Es ajustada a dicha ley número 1552 la resolución guber- 
nativa denegando la nacionalización de un titulo expedi- 
do por la provincia de Buenos Aiies, en 1870, sobre tie- 
rras que hoy forman parte del territorio del Rio Yegro, 
solicitada después de vencido el término fijado por la re- 
ferida ley. Pág. 361. 

Infracción marítima De conformidad a lo dispuesto por los 

artículos 26 y 29 del decreto de Marzo 31 de 1913, regla- 
mentario del art. <n de la ley 2873, es pasible de la pena 
de cien a mil pesos de multa el vapor que no toque en un 
puerto indicado como escala obligatoria en su itinerario. 
Página 450. 
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Inviolabilidad de la defensa en juicio. — La inviolabilidad de la 
defensa en juicio que consagra el art. 18 de la Constitu- 
ción, importa que el litigante debe ser oído y encontraos 
en condiciones de ejercitar sus derechos en la forma y 
con las solemnidades establecidas por las leyes de proce- 
dimientos; y la exigencia de firma de letrado- no es vio- 
latoria de esa garantía, ni da lugar, salvo caso extraor- 
dinario, al recurso del art. 14, ley 48. Pág. 285. 

J ;J| 

Jurisdicción. — Cuando el art. 205 del Código de Comercio ha 
deferido las cuestiones sobre competencia de un contrato 
de transporte por ferrocarril a la autoridad judicial en 
que se encuentre la estación de partida o de arril», se ha 
referido a la autoridad judicial de la localidad dentro del 
orden jurisdiccional establecido por la Constitución y las 

leyes. . . . 

Corresponde a la justicia federal el conocimiento de 
una demanda sobre indemnización de daños y perjuicios 
por falta de cumplimiento a un contrato de transporte, 
deducido por un vecino de «na provincia contra una em- 
presa de ferrocarril domiciliada en esta capital. Pig. 5. 
Jurisdicción. — La circunstancia de ser propiedad de la Na- 
ción un ferrocarril demandado por cobro de pastaje, no 
hace que el caso caiga bajo la jurisdicción de la justicia 
federal, cuando por otra parte, el actor renunció al fuero 
federal que le competía por razón de la distinta vecin- 
dad. Pág. 8. 

Jurisdicción. - Él carácter local de los impuestos adeudados 
por servicios municipales, hace de la exclusiva compe- 
tencia de la justicia provincial el conocimiento de las cau- 
cas por cobro de dichos impuestos, independientemente 
de toda consideración respecto a la vecindad de las par- 

Jurisdicc^- La interpretación de una ley local sobre Regis- 
tro de Escrituras, a objeto de determinar si las sancione* 
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£«*• que ella «tablee se refieren óseamente al re- 
tardo de la .nscnpción de los títulos o también al de la 
V^c^Un de los mismos, corresponde a, ttcl 
miento de la justicia provincial. Pág. 40 

1^ Z ? rreS P° ntk al Í»« « domicilio del marido, , 
Tr Sa k t con y , * cs ' el conocimiento de una demanda 
dmgida a obtener que se deje sin efecto la inscripción de 
una filiación legítima. Pág. 185. 

dicción. - Cuando la Constitución N, dona , ha d¡cho 

corresponde a los tribunales inferiores de la Nación el 

Z^TS? X <IeCÍSÍÓn * X<Hhs ,8S ca » sas *•««« véd- 
anos de Aferentes provincias", ha querido referirse 

rrl^TT/ "° f r exlran Í cros 5 I»' lo que no c¿ 
rresponde al fuero federal invocado por „„ argentino 

ít£¿ iSf ^ Federai - ,,emandad ° « 

j^tse^s? províneia - 

W í£í¡»7 Corresponde a la justicia federa, el conocí- 
miento de una demanda por daños y perjuicios entablada 
contra ima empresa de un ferrocarril nacional por „- 

la Im,p,aba. La circunstanc.a de que la víctima sea cm 
piado de la empresa sólo es susceptible de influir en lo 
relativo al mus probandi del caso fortuito o fuerza ma- 
yor, mas no en la aplicación de la ley y del fuero para co- 
nocer del caso. A los efectos de dicho fuero, es la natu- 

* ' os hechos '° * dcbe — m 

Jurisdicción.- No corresponde a la justicia federal por ratón 
de la distinta vecindad de las partes, el conocimiento de 
un ,mc,o e „ el que uno de los actores tiene la misma ve- 
ndad que el demandado (art. ,0 de la ley 48). No basta 
oponer la excepción de mcompetencia de la justicia local 
para tener por acreditada la jurisdicción federal y pre-' 

tender que por aquella circunstancia debe estimársela 
por firme. 
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La demanda por reivindicación de un inmueble 
do en virtud de un juicio de expropiación, no puede ser 
considerada como un incidente de este último si 
que tal juicio de expropiación quedó sin efecto alguno. 
Página 236. 

Jurisdicción. — Apareciendo, prima facie que el delito fué co- 
metido en esta capital, corresponde al juez de instrucción 
de la misma, el conocimiento de la causa. Pág. 295. 

Jurisdicción. — Los tribunales argentinos son componentes pa- 
ra conocer de una demanda dirigida a obtener el cumplí* 
miento de un fallo dictado por los tribunales de Monte- 
video, que condenó al demandado al pago de honorarios 
regulados en un juicio que no se desconoce que fué de la 
competencia de estos útimos tribunales. Pág. 299. 

Jurisdicción. — Las injurias proferidas por los litigantes, apo- 
derados o defensores en k>s escritos, informes y actuacio- 
nes producidas ante los tribunales, que se dieran a la pu- 
blicidad, constituye un delito de imprenta, ajeno a la 
competencia de la justicia federal. Pág. 310. 

Jurisdicción. — Es competente para conocer en una convocato- 
ria de acreedores de una sociedad comercial el juez de 
comercio del lugar en donde ésta se constituyó, fijó su 
domicilio, se inscribió el contrato social y realiza el gira 
de sus negocios. Pág. 322. 

Jurisdicción. — El juez del domicilio del deudor es el compe- 
tente para conocer el juicio universal de concurso de 
acreedores, al que deben acumularse los demás juicios 
que se sigan ante otros jueces, aún cuando se trate de 
juicios por cobro de créditos hipotecarios, en que por 
convenio de partes se haya establecido un domicilio es- 
pecial para el cumplimiento de las obligaciones. Pág. 388. 

Jurisdicción. — Cuando en el contrato no se ha designado el lu- 
gar de su cumplimiento es competente el juez del lu- 
gar en que se contrajo la obligación, sí fuese el domicilio 
del deudor, aunque después éste mudase de domicilio. 
Página 417- 
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Jurisdicción. — El vecino de una provincia que demanda al ve- 
cino de otra ante los tribunales locales de ésta, prorroga 
la jurisdicción de los mismos ; no pudiendo en consecuen- 
cia, el demandado invocar el fuero federal por razón de 
las personas. Pág. 448. 
Jurisdicción. — Una demanda contra la Nación, por indemniza- 
ción de daños y perjuicios que se dicen causados por los 
encargados de una obra nacional, inutilizando con exca- 
vaciones y depósitos de tierra, parte de la propiedad del 
actor, y dando ocasión al destrozo de siembra por haber- 
se dejado abiertos los alambrados del campo, no importa 
el ejercicio de una acción civil deducida contra aquélla 
en su carácter de persona jurídica, a que se refiere la ley 
5952, sino de una acción de indemnización por perjuicios 
derivados de actos ilícitos de parte de los encargados de 
la ejecución de la obra, que necesita de la venia del Con- 
greso para poder ser dirigida contra la Nación. Pág. 461. 
Jurisdicción. — Véase "Contienda de competencia". 
Jurisdicción. — Véase "Domicilio". 

Jurisdicción originaria. — Las cuestiones sobre multas por re- 
tardo en el pago de impuestos no son de naturaleza civil, 
nacidas de estipulación o contrato, o regidas por el dere- 
cho común, y en tal concepto no pueden someterse a la 
decisión de la Corte Suprema ya por la via de acciones 
entabladas por las provincias para hacerlas efectivas, co- 
mo objeto principal de tales acciones, ya mediante deman- 
das para que se prohiba su cobro o se declare que él es 
ilegítimo, en tanto que no estén en pugna con la Consti- 
tución Nacional o leyes del Congreso. Pág. 40. 

Jurisdicción originaria. — La Corte Suprema carece de juris- 
dicción para declarar, no habiendo contienda de las pre- 
vistas por el art. 9, inciso d de la ley 4055, que un caso es 
de la competencia de los tribunales ordinarios y no de U 
de los militares. Pág. 58. 

Jurisdicción originaria. — La Corte Suprema carece de juris- 
dicción para conocer de una demanda por cobro de ho- 
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norarios devengados como jurado o miembro de un jury 
de enjuiciamiento de magistrados de una provincia» en 
razón de no hallarse comprendida tal demanda entre las 
causas civiles a las que se refiere el art, i.° f inciso r.° de 
la ley 48- Pag . 65. 

Jurisdicción originaria. — Corresponde a la jurisdicción origi- 
naria de la Corte Suprema el conocimiento de una de- 
manda por cobro de pesos, valor de un campo, deducida 
contra una provincia por algunos herederos, antes de la 
división de la herencia, vecinos de otra; sin que sea óbi:e 
para ello la circunstancia de comprender la demanda la 
parte de otros herederos, respecto de los cuales no se 
acreditó el fuero. Pág. 126. 

Jurisdicción originaria. — Corresponde a la Corte Suprema e! 
conocimiento de una demanda contra una provincia en- 
tablada por uma sociedad colectiva compuesta de extran- 
jeros y argentinos, vecinos de otra provincia, sin que sea 
óbice para ello, la circunstancia de no corresponder el 
fuero por la misma causa a todos lo» miembros de la so- 
ciedad, bastando que competa por distinta vecindad a los 
unos y por la nacionalidad a los otros. Tampoco obsta al 
fuero el que la sociedad tuviera su domicilio en la pro- 
vincia demanda, pues no tratándose de una sociedad anó- 
nima, es el domicilio o la nacionalidad de los socios lo 
que debe tenerse en cuenta para determinar el fuero. Pá* 
gína 207. 

L 

■ 

Ley de inmigración y colonización. — La ley número 817, de 19 
de Octubre de 1876, sobre inmigración y colonitación, / 
la número 1552, de 27 de Octubre de 1884. establecieron 
la posesión u ocupación actual como requisito indispensa- 
ble para el reconocimiento de las concesiones o títulos. 
Página 13. 

Ley de tierras públicas número 4167. — Véase "Expropiación". 



FAUM M LA COm tVftttf A 

ros de la administración pública. — Los libros de la adminis- 
tración pública están exclusivamente a cargo de los jefe* 
de oficina, y sólo t :ios pueden dar certificados de sus 
constancias. Pág. 183. 

I: ■ m . ■ 

Multas por retardo en el payo de impuesto. — Véase "Jurisdic- 
ción originaria". 

N 

Nación. — La Nación, como persona jurídica, puede desconocer 
la validez de actos de sus representados fuera del limite 
de sus facultades, absteniéndose simplemente de tomar 
las medidas que se le pidieren, sin llevar a cabo otras que 
importan hacerse justicia a si misma. (En el oaso se tra- 
taba del registro en la oficina de tierras y colonias de un 
título de propiedad» cuyo reconocimiento habría sido con- 
trario a la ley, por lo que el Poder Ejecutivo declaró ca- 
duco dicho titulo). Pág. 13. 
Nacionalización de título sobre tierras en el Rio Negro. Véa- 
se "Inconstitucionalidad de la ley de tierras públicas 
número 1552". 



Pago de contribuciones. — El pago de contribuciones no impor- 
tan en general, un acto de reconocimiento de dominio, 
por parte de la Nación. I'ág. 13. 

Percnción de instancia. — Transcurrido el término señalado por 
el art. inciso &). de la ley 4550, corresponde declarar 
operada la percnción de la instancia. Pág. 407. 

Precio de servicios. — Comprobado que los servicios que el ac- 
tor prestó en la contratación de un empréstito, por los 
«que cobra como corredor la comisión usual del cuarto 
por ciento de su monto, se limitaron a determinado tra- 
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bajo en dicha operación de crédito, corresponde que el 
precio de ese servicio sea fijado por arbitros. (Art. 1627 
Cod. Civil). Pág. 290. 

Prescripción. — La excepción de prescripción debe ser opuesta 
clara e inequívocamente, no pudiendo ser suplida de ofi- 
cio. Pág- 126. 

Prescripción. — La acción personal por indemnización prove- 
niente de un déficit de superficie de un campo, entablada 
contra el Gobierno Nacional por vecinos de las provin- 
cias, se prescrito a los veinte años. 

• En caso de evicción, el término de b prescripción de la 
acción personal de saneamiento o garantía debe empezar 
a contarse desde la fecha en que se produce la turbación 
en ti ejercicio del derecho de propiedad. Pág. 154. 

Prescripción. — Destinada para uso público una propiedad to- 
mada por el Estado a «n particular, sin ley, convenio u 
otro acto jurídico que la motiva, no procede aplicar la 
prescripción de las acciones personales al reclamo de su 
valor, máxime cuando desechada tal excepción en las ins- 
tancias inferiores, no ha sido sostenida ante esta Corte 
por el representante del Fisco. Pág. 336. 

Pririleyio (Ley de impuestos internos). — No figurando en el 
haber de un concurso los bienes especialmente afectados 
al cobro de una multa por infracción a la ley de impues- 
tos internos número 3884, él privilegio que el art. 19 de 
la ley número 3764 consagra sobre aquellos bienes no 
puede extenderse a otros distintos. Pág. 420. 

Protocolización de determinados contratos. — El art. 121 1 del 
Código Civil se limita a exigir la protocolización de de- 
terminados contratos para que ellos produzcan su debido 
efecto en la esfera propia del derecho común, dejando a 
las leyes administrativas que cada provincia pueda san- 
cionar en uso de las facultades reservadas í artículos 104 
y 105 de la Constitución Nacional), todo lo concerniente 
a la organización de los registros públicos de la propiedad 
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inmueble, derechos que hayan ele abonarse por las in ;- 
capciones, planos para hacerlo, etc. Pág. 40. 
Prueba. — La prueba debe recaer sobre hechos determinados y 
no convertirse en investigaciones generales e indetermi- 
nadas; por lo que, no procede la exhibición de libros de 
la administración pública, a fin de que entre otras dili- 
gencias, se saquen las copias que el abogado patrocinante 
indicaría en el acto de la exhibición. Pág. 182. 

R 

Recurso de ¡tabeas eorpus. — Véase "! tabeas corpus". 

Recurso de nulidad. — Tratándose del recurso autorizado por 
el art. 14, ley 48, no procede el de nulidad. Pág. 140. 

Recurso extraordinario. — Procede el recurso del art. 14, ley 48. 
contra una sentencia que no hace lugar a la exención del 
impuesto de papel sellado alegada por el apelante en mé- 
rito de la ley número 4927. Pág. 28. 

Recurso extraordinario. — Es extemporáneo a los fines del re- 
curso extraordinario del art. 14, ley 48. la invocación de 
una garantía constitucional, hecha con posterioridad al 
auto recurrido. Pág. 34. 

Recurso extraordinario. — No procede el recurso extraordina- 
rio del art. 14, ley número 48, si en la fecha en que se de- 
dujo se encontraba vencido el término de cinco dias den- 
tro del cual pudo interponerse, con arreglo a la ley nacio- 
nal de procedimientos. Pág. fio. 
Recurso extraordinario. — Es ajeno al recurso extraordinario 
previsto en el art. 14 de la ley 48. el punto de si una Cor- 
te provincial de justicia ha usado bien o mal dentro de 
las disposiciones de la Constitución y leyes locales, no im- 
pugnadas como violatorias de la Constitución Nacional, 
de las facultades disciplinarias que le acuerdan aquéllas. 
Página 72. 

Recurso extraordinario. — Es extemporánea a los fines del re- 
curso extraordinario autorizado por el art. 22 de la ley 
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de procedimientos en lo criminal y G.° de la ley 4055 la 
invocación de disposiciones federales, al interponerse pa- 
ra ante la Corte Suprema y en el escrito de queja presen- 
tado ante la misma. Pág. 80. 
Recurso extraordinario. — La Corte Suprema no puede rever 
en el recurso extraordinario del art. 14, ley 48, la inteli- 
gencia atribuida a una disposición de las Ordenanzas de 
Aduana que sirve ríe fundamento a la sentencia apelada 
y que el recurrente estima "inaplicable al caso sui> judice". 
Página 83. 

Recurso extraordinario. — Desconocido un derecho fundado en 
la ley de marcas, número 3975. "« 1*> r ía,ta < le compro- 
Ixición de los hechos, sino por juzgarlos extraños a las 
disposiciones legales que sirvieron de base a la querella, 
procede el recurso extraordinario de! art. 22, inciso 2. 
del Código de Procedimientos en lo Criminal. Pág. 96. 

Recurso extraordinario. — Para la procedencia del recurso ex- 
traordinario del art. 14, ley 48 no basta la referencia ge- 
neral c indeterminada a las ordenanzas de aduana. Pá- 
gina 138. 

Recurso extraordinario. — El carácter extraordinario del recur- 
so del art. 14, ley 48, no permite apreciar las leyes locales 
reglamentarias del procedimiento seguido en el juicio 
Procede el recurso extraordinario contra una sentencia 
dictada en juicio de apremio, que desconoce derechos y el 
fuero federal fundados por el ejecutado en leyes espe- 
ciales del Congreso, en un caso en que no consta que di- 
cha sentencia no tenga el carácter de cosa juzgada. Pá- 
gina 140. 

Recurso extraordinario. — La interpretación y aplicación de un 
articulo de una Constitución local, que no ha sido impug- 
nado como contrario a la Constitución Nacional, no au- 
toriza el recurso extraordinario del art. 14, ley 48. La re- 
ferencia general c indeterminada a una cláusula de la 
Constitución Nacional no basta para decirse planteada en 
e! pleito, alguna de las cuestiones previstas en el arti 
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citado de la referida ley ; y aún la invocación precisa v 
determinada de la inteligencia de alguna cláusula de la 
Constitución Xacional no autoriza el recurso extraordi- 
nario si éste no tiene una relación directa e inmediata con 
la cuestión planteada y resuelta por el tribunal de cuya 
sentencia se recurre. Pág. 144. 

Recurso extraordinario. — fío procede el recurso extraordina- 
rio del art. 14, ley 48, contra una resolución que, sin des- 
conocer el privilegio consagrado en el art. 100 de la Cons- 
titución Nacional, desestima el fuero federal por consi- 
derar que las leyes procesales de la Capital no autorizan 
su invocación como artículos de previo y especial pro- 
nunciamiento en juicio sumario de desalojo, y por falta 
de producción de prueba de la distinta nacionalidad. Pá- 
gina 175. 

Recurso extraordinario. — No habiéndose desconocido el dere- 
cho fundado en la ley especial y decreto reglamentario 
respectivo, no procede el recurso extraordinario del ar- 
tículo 14, ley 48. Tampoco procede cuando se trata de la 
interpretación de disposiciones de los códigos Civil y de 
Comercio, ni cuando no es el apelante el que invocó la 
disposición reglamentaria respectiva de que hace mérito 
la sentencia recurrida. Pág. 188. 

Recurso extraordinario. — Xo procede el recurso extraordina- 
rio del art. 14. ley 48 y 6.° de la 4055 contra una resolu- 
ción de la Cámara Federal que, por aplicación del art. 10 
del Código de Procedimientos en lo Criminal, no impug- 
nado de inconstitucional, declara nula la de un juez fede- 
ral llevada a ella en revisión, y repone la causa al estado 
de sumario. Pág. 193. 

Recurso extraordinario. — Desconocido el fuero federal funda- 
do en el art. 100 de la Constitución y art. 2.°, inciso 2. de 
la ley 48, procede el recurso extraordinario previsto en el 
art. 14 de la citada ley. Pág. 198. 

Recurso extraordinario. — Una sentencia de trance y remate 
pronunciada por los tribunales de la capital no tiene ca- 




ráctcr de definitiva a los fines del recurso extraordinario 
del art. 14, ley 48, pues deja a salvo a las partes su dere- 
cho para promover el ordinario (art. 500. Cód. de Proce- 
dimientos, incorporado al federal). Pág. 210. 
Recurso extraordinario. — Es extemporáneo a los fines del re- 
curso extraordinario del art. 14, ley 48, la invocación de 
disposiciones de la ley orgánica del Banco Hipotecario 
Nacional, al ser interpuesto aquél. Es asimismo improce- 
dente dicho recurso cuando el caso se ha fallado fundán- 
dose tan sólo en hechos y disposiciones del Código Civil. 
Página 223. 

Recurso extraordinario. — En la instancia extraordinaria que 
acuerdan los artículos 14. ley 48, y 22 del Código de Pro- 
cedimientos en lo Criminal sólo pueden examinarse pun- 
tos de derecho y no tiene tal carácter el concerniente a la 
mayor o menor necesidad en que se haya visto la nación 
para exigir la contribución establecida en las leyes de im- 
puestos internos, número 3761 y 4295. Pág. 264. 

Recurso extraordinario. — Es improcedente el recurso extraor- 
dinario del art. 14, ley 48, contra una resolución que (Ies- 
conoce el fuero federal, fundada en que existe cosa juz- 
gada respecto a las circunstancias en que se basa el ape- 
lante para invocar dicho fuero. (Las condiciones de la 
cosa juzgada es un punto de derecho común ). 

Recurso extraordinario. — l^>s defectos u omisiones de las for- 
mas prescriptas para las sentencias definitivas, no autori- 
zan el recurso extraordinario del art. 14, ley 48. Los ar- 
tículos 17 y 18 de la Constitución Nacional no tienen re- 
lación directa con el número de miembros con que se 
constituya el tribunal. Pág. 306. 

Recurso extraordinario. — Es improcedente el recurso inter- 
puesto para ante la Corte Suprema contra la resolución 
de una Cámara Federal que establece que ella sólo puede 
conocer por apelación en los casos en que se trata de la 
reducción de penas por aplicación de los artículos 73 y 74 
del Código Penal. Pág. 308- 



Recurso extraordinario. — La sentencia que, por aplicación de 
la ley de impuestos internos imopne «na malta al posee- 
dor de una partida de cigarro*, estableciendo "no habien- 
do los señores Domenech Hermanos demostrado que la 
partida de cigarros encontrada en su casa de comercio 
pertenecía a tercera persona, debe tenérseles por dueños 
Je los mismos de acuerdo con el precepto del derecho ci- 
vil, según el cual la posesión presume la propiedad tra- 
tándose de cosas muebles*', no da lugar al recurso extra- 
ordinario del art. 14, ley 48. por importar una conclusión 
de hecho y tratarse de la interpretación y aplicación de 
preceptos de! derecho común. Pág. 385. 

Recurso extraordinario. — tas cuestiones planteadas al inter- 
poner el recurso para ante la Corte Suprema o en el es- 
crito de queja, son extemporáneas a los fines del recurso 
extraordinario del art. 14, ley 48. Pág. 399. 

Recurso extraordinario. — La invocación del art. 19 de la Cons- 
titución no importa el ejercicio de un título, derecho, pri- 
vilegio o exención especiales, a los fines del art. 14, inci- 
so 3. , ley número 48, toda vez que aquél se limita a con- 
sagrar la libertad individual en todas sus manifestacio- 
nes, si no se halla expresamente restringida por la acción 
del Poder Legislativo, en la medida que le es lícito hacer- 
lo: y es manifiesto que toda cuestión acerca de la exis- 
tencia y alcance de disposiciones legislativas, debe ser de- 
cidida por los tribunales que conozcan de un pleito o pro- 
ceso, sin recurso ulterior para ante la Corte, fuera de los 
casos extraordinarios previstos en los artículos 3. y ó.° 
de la ley 4055 y art. 22 del Código de Procedimientos en 
lo Crimina!. 

La ley número 8855, dictada por el Honorable Congre- 
so en su carácter de Legislatura local, incorporó a sus 
disposiciones la ley número 189, onvirtiéndola por esta 
misma circunstancia en ley local para los fines de las ex- 
propiaciones dentro del municipio de la Capital, por lo 
que, corresjxmdiendo exclusivamente a los tribunales del 
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fuero común la interpretación y aplicación de las leyes 
sancionadas para el gobierno y administración de la Ca- 
pital, la ilc dicha ley número 189, no da lugar, en el caso, 
al recurso extraordinario del art. 14. ley 4**. Pág. 4°9- 
Recurso extraordinario. — La ley de expropiación para las 
Avenidas, número 8855, no es de las previstas en el inci- 
so 3." del art. 14. ley 4«. P° r haber si(, ° dicta<la P* ra el 
gobierno de la Capital. 

Al aplicarse en las expropiaciones realizadas en este 
municipio la ley número 189, ésta deja de tener carácter 
de ley federal, para convertirse en ley local, no dando lu- 
gar, en consecuencia, su interpretación y aplicación, al 
recurso extraordinario del art. 14. ley 4«- '«e™ ,,e los ca- 
sos determinados en el art. 90 de la ley número 1893. 
Página 413. 

Recurso extraordinario. — No procede el recurso extraordina- 
rio del art. 14, ley 48. contra las sentencias de remate 
dictadas por los tribunales de la capital en juicios ejecu- 
tivos. Pág. ±\6. 

Recurso extraordinario. — Contra «na sentencia que declara 
que una marca de comercio carece de los requisitos que 
exige el art. i* de la ley 3975, como constitutivos de 
marca, o sea tratándose de letras y números, el dibujo es- 
pecial o formando combinación, 110 procede el recurso 
extraordinario del art, 14. ley 4». por envolver tal sen- 
tencia una cuestión de hecho, y por lo tanto ajena a dicho 

recurso. Pág. 439. 
Recurso extraordinario. — No procede el recurso del art. 14. 
ley 48, contra un auto que declara desierta una apelación, 
interpretando disposiciones de la ley nacional de procedi- 
mientos. Ka garantía constitucional de la defensa, en jui- 
cio, no puede «lecirsc desconocida por una decisión res- 
pecto a si un término señalado es o no prorrogaWe. Pá- 
gina 437. 

Recurso extraordinario. - No procede el recurso extraordma- 
rio del art. 14, ley 48, entra una sentencia en juicio de 



expropiación, en que sólo se ha debatido entre partes y 
sido materia del fallo, cuestiones de hecho sobre la ex- 
tensión de la tierra a expropiarse, su precio y monto de 
la indemnización. Pág. 441. 
Recurso extraordinario. — Una sentencia de trance y remate 
pronunciada por los tribunales de la capital no tiene ca- 
rácter de definitiva a los fines del recurso extraordinario 
del art. 14, ley 48, pues deja a salvo a las partes su dere- 
cho para promover el ordinario (Art. 500, Código de 
Procedimientos, incorporado al federal). Pág. 446. 
Recurso extraordinario. — Denegado el fuero federal, procede 

el recurso extraordinario del art. 14, ley 48. Pág. 448. 
Recurso extraordinario. — La aplicación de disposiciones de! 
Código de Procedimientos, no impugnadas como repug 
nantes a la Constitución, no da lugar al recurso extraor- 
dinario del art. 14, ley 48. Xo tiene carácter de definitiva 
a ios fines de dicho recurso, un auto, <jue por aplicación 
de la ley procesal, resuelve que de determinada petición 
se forme un incidente. Pág. 455. 
Recurso extraordinario, — L'na sentencia de trance y remate 
pronunciada por los tribunales locales de la capital, no 
tiene carácter de definitiva a los fines del recurso extra- 
ordinario del art. 14, ley 48. Pág. 457. 

Recurso extraordinario. — La aplicación de disposiciones del 
Código Civil y las del dereelio procesal, asi como la cues- 
tión relativa al alcance de disj>oíiciones de las constitu- 
ciones de provincias, son ajenas al recurso extraordina- 
rio del art. 14, ley 48. ttig. 459. 

Recurso extraordinario. — Véase "Inviolabilidad de la de. «a 
en juicio". 

Recurso extraordinario. — Véase páginas 71, 142, j$$ 154, ¿63, 
379 y 380. 

Recurso ordbuirio de apelación. — t na resolución incidental 
sobre comiwtcncia, declarando la procedencia de la de un 
juez federal en contraj>osición a la de otro de igual fuero, 
110 puede considerarse definitiva de una causa ¿obre de- 
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fraudaciún de rentas, a los efectos del recurso autorizado 
por el art. inciso 2 o de la ley 4055. Pág. l8l . 

Recurso ordinario para ante la Corte Suprema en cansa crimi- 
nal. — Es improcedente el recurso ordinario del art. 3. 
de la ley 4055 contra una sentencia dictada por la Cáim- 
ra Federal de la Capital en causa criminal por infracción 
aduanera. Pág. 83. 

Recurso ordinario de apelación. — Véase ' Causas por defrau- 
dación de aduana". 

Rentas generales de las provincias y de stis municipios. — Véa- 
se "Bienes embargables" 

5 

Sentencias consentidas. — No interponiéndose recurso de ape- 
lación dentro del termino establecido por el art. 502 del 
Código de Procedimientos en lo Criminal, quedan con- 
sentidas las sentencias pronunciadas por las Cámaras de 
Apelaciones en lo Federal. Pág, 38. 

Superintendencia de las Cámaras Federales. — Corresponde a 
- la superintendencia de las Cámaras Federales el conoci- 
miento de conflictos entre un juez federal y el procura- 
dor fiscal respectivo, sobre horas de despacho y personai 
para atender el mismo. Pág. 378. 

Superintendencia de Corte Suprema. — No constan<k> haber 
reincidencia en las faltas atribuidas a un juex federal en 
el desempeño de su cargo, no corresponde el ejercicio de 
la superintendencia de la Corte Suprema, prevista en la 
parte final del punto 4. , del art. 2,° de la ley 7099. Pá- 
gina 212. 

1 



Término fatal. — El término fijado por el art. 208 de la ley nú- 
mero 50, es fatal y corre aunque medie un pedido de 
aclaración o rectificación de algún error. Pág. 334. 
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Término para alegar. — Corresponde la suspensión del auto 
mandando certificar sobre la prueba producida» a los 
efectos del art. 177 de la ley nacional de procedimientos, 
si resulta que hay prueba ofrecida y no diligenciada aún, 
por culpa de las autoridades dependientes de una de las 
partes. Pág. 248. 1 
Terrenos de ribera del rio Paraná. — Véase "Expropiación". 
Tradición simbólica. — La simple escritura de permuta no im- 
porta a los efectos de la adquisición del dominio, tradi- 
ción simbólica de la cosa permutada, máxime si ésta no 
se halla poseída por el enajenante. Pág. 12Ó. 
Tratado de derecho procesal. — Entre los requisitos que el ar- 
tículo 5. del Tratado de Derecho Procesal exige para 
que las sentencias y fallos arbitrales dictados en uno de 
los estados signatarios tengan en los territorios de los de- 
más la propia fuerza que en el país donde se pronuncian, 
no se menciona el de que la persona contra quien se in- 
tente ejecutar una sentencia en alguno de esos países, se 
encuentre domiciliada en él. Pág. 299. 
Tribunales argentinos. — Vcasc "Jurisdicción". 
Tribunales federales. — No incumbe a los tribunales federales, 
creados para conocer de causas concretas, entrar en e! 
examen del estado de las rentas de la Nación y de la na- 
turaleza de los gastos a cargo de la misma, y no pueden, 
por lo mismo, en ejercicio de las facultades que le confie- 
re el art. 100 de la Constitución, resolver si las !eyes de 
impuestos internos han sido o no sancionadas en las cir- 
cunstancias excepcionales previstas en la Constitución 
Nacional. (Artículos 4 y 67, inciso 2. ). Pág. 264. 

t 

V 

Ubicación de tierras públicas. — Aun cuando en un titulo a ubi- 
car tierras no se diga que éstas han de ser necesariamen- 
te de pastoreo, debe entenderse que la ubicación ha de 
hacerse fuera de terrenos reservados o que se reservasen 
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de acuerdo con las leyes de la materia, para la formación 

de pueblos; sin que obste a ello la circunstancia de que el 
decreto de reserva sea posterior a la iniciación de la ges- 
tión administrativa para adquirir la tierra ocupada como 
locatario del fisco, por el titular del derecho a ubicar. 
Página 67. 

v | 

Valor de la cosa cuestionada. — No habiendo en autos antece- 
dentes que comprueben el valor de un inmueble en de- 
terminada fecha, debe proceden* a su tasación por pe- 
ritos. Pag. 126. 
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CAÜSA I 



Don Luis Gttcni contra el Ferrocarril Central Argentino, 
indemnización de daños y perjuicios. Contienda de coi 
fetencia. 

Sumario : Cuando el art. 205 del Código de Comercio ha de- 
ferido las cuestiones sobre competencia de un contrato de 
transporte por ferrocarril a la autoridad judicial en que se 
encuentre la estación de partida o de arribo, se ha referido 
a la autoridad judicial de la localidad dentro del orden ju- 
risdiccional establecido por la Constitución y las leyes. 

2" Corresponde a la justicia federal el conocimiento de 
una demanda sobre indemnización de daños y perjuicios 
por falta de cumplimiento a un contrato de transporte, de- 
ducido por un vecino de una provincia contra una empresa 
de ferrocarril domiciliada en esta Capital. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



DICTAMEN* DEL Sr. PROCURADOR CE X ERAL 



Suprema Corte: 



Compete a V. E. dirimir la contienda de competencia tra- 
barla en estos autos a mérito de lo dispuesto en el art. 9, inciso * 
de la ley 4055. 

La jurisdicción federal es la competente para entender en 
el presente juicio. Esa competencia se funda en el art. 2, inciso 
2. de la ley 48 y art. 100 d c la Constitución Nacional. 

Trátase de una demanda entre un vecino de la Provincia 



■ \ 



.39 

Buenos Alret, Marzo 12 de Ittfi. 
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de Buenos Aires y la empresa del Ferrocarril Centra] Argenti- 
no, que tiene su domicilio legal en esta Capital. En consecuen- 
cia, procede el fuero federal que invocara la parte demandada, 
por ratón de la distinta vecindad r 1 hs partes, concurriendo la 
1 i circunstancia de ser ambos de nac ¡dad argentina. 

No obstante la procedencia de» .nero federal el hecho de 
que, por tratarse de un contrato de transporte le sea aplicable 
el art. 205 del Código de Comercio, cuando determina que las 
acciones que resultan del contrato de transporte podran ser de- 
ducidas ante la autoridad judicial del lugar en que se encuentre 
la estación de partida o de arribo. En efecto, la autoridad judi- 
cial de la estación a que la carga estaba destinada es en el caso 
el juzgado federal de la localidad, en virtud de que el fuero res- 
pectivo ha surtido por las razones antes mencionadas, y cuya 
jurisdicción no es afectada por aquella prescripción del Código 
citado. 

Por lo demás, excediendo el monto del asunto de la suma 
de quinientos pesos, queda excluido de la jurisdicción del juz- 
gado de paz, con arreglo al art. i.° de la ley 927. 

Por lo expuesto y jurisprudencia de Y. E. (tomo 96, pági- 
na 21 ; tomo 113, pág. 10; tomo 1 15, pág. 215), pido a V. E. se 
sirva declarar competente para entender en el presente asunto 
al juez federal de La Plata. 

Julio Botet. 
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Bueaos Aires, Agosto !0 de OIS. 

Y vistos: los de la contienda ríe competencia entre el Juez 
Federal de La Plata y el Juez de Paz de Zarate, para conocer 
de la demanda deducida por don Luis Guerci vecino de la pro- 
vincia de Buenos Aires contra la empresa del Ferrocarril Cen- 
tral Argentino, sobre indemnización de daños y perjuicios 
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V considerando: 

One con arreglo a lo dispuesto por el art. 2.". inciso 2, de la 
cy numero 48 son .le la competencia ele la justicia nacional los 
pleitos que se susciten entre vecinos ríe distintas provincias. 

Que en este caso se encuentra la demanda promovida por 
un vecino de la provincia de P.uenos Aires contra la empresa 
del Ferrocarril Central Argentino, domiciliada en esta Capital, 
considerada comw Iina provincia a los efectos del fuero federal. 

Qtté como se tiene resuelto en repetidos fallos de esta Cor- 
te, "cuando el art. 205 del Código de Comercio ha deferido ¡as 
cuestiones sobre competencia de un contrato de transporte por 
ferrocarril a la autoridad judicial en que se encuentre la esta- 
ción de partida o de arribo, se ha referido a la autoridad judi- 
cial de la localidad dentro de! orden jurisdiccional establecido 
ix>r la Constitución y las leyes". Fallos, tomos 70, pág. 43 ; 96, 
pág. 2i ; 1 13. pág. 10: y 115. pág. 215; cn trc otros. 

Por ello y de conformidad con lo expuesto y pedido por el 
señor Procurador General se declara que el señor Juez Federal 
de La Plata es el competente para conocer en esta c ausa a quien 
se remitirán los autos, haciéndose saber por ofici. esta resolu- 
ción al señor Juez de Paz «le Zárate. Repónganse los sellos ante 
el inferior. 

A. Bermejo. — N'icanor G. del 
Solar. _ M. p. Daract. — 
D. E. Palacio. 
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CAUSA II 

Den Julio Sueldo contra el Ferrocarril Central Norte, por 
cobro de pastaje. Competencia negativa 

Sumario : La circunstancia de ser de propiedad de la Nación un 
ferrocarril demandado por cobro de pastaje, no hace que 
el caso caiga bajo la jurisdicción de la justicia federal, 
cuando por otra parte, el actor renunció al fuero federal 
que le competía por razón de la distinta vecindad. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 

■v 

* I 

J 

RESOLUCION DEL JUEZ FEDERAL 

Salta, Nurlenbrc S át 1913. 

Vistos: Lo resultante en este proceso, notado recién al 
abrir a prueba la causa y 

Considerando : 

l.° Que siendo de orden público las leyes que determinan y 
rigen ¡a competencia de los tribunales judiciales, no puede que- 
dar ésta subordinada a convención alguna de los litigantes. Ar- 
tículos 5 y 21 del Código Civil, y 3 del de Procedimientos, toda 
vez que, como en el caso discutido, se trata de la correspondien- 
te a los tribunales federales, determinada por la Constitución ; 
que por ser excepcional no es prorrogable sobre personas o co- 
sas expresamente excluidas de ella, en cuya virtud el juez fede- 
ral, está en el deber estricto «le declararse incompetente de ofi- 
cio, en cualquier estado de la causa, en que notare que el caso 
ha sido eliminado de su jurisdicción, no obstante el acuerdo de 
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lis partes al respecto, para evitar la nulidad del juicio que, de 
lo contrario, se produciría con sujeción a lo dispuesto en la ley 
y establecido por la jurisprudencia en repetidos fallos sobre 
cada uno de los puntos enunciados. Suprema Corte Nacional, 
tomos: 10. pág. 177-91, pág. 298; 3, páginas 484 y 189; i, pági- 
nas 26, 161 y 175 ; 9, páginas S3 y 439: 17. pág. 494; 46, página» 
W§70¡ 92. paginas 237 y 244; 49, p 4 g ¡ nas 4?? y SOI Cianm 
Federal de Córdoba, tomo 3, páginas 3 y 147, y muchos otros de 
la Suprema Corte y de los tribunales de la Nación, fijando la 
verdadera interpretación de las disposiciones legales que rieen 
el caso. 

2." Que habiendo el actor, señor Julio Sueldo, entablado la 
demandada y contestádola el ferrocarril demandado, ante el juez 
de primera instancia en lo civil de la provincia, sin oponer la 
excepción de declinatoria, lo que implica haber prorrogado e«a 
jurisdicción y renunciado tácitamente al fuero federal, que le 
competía por razón de la distinta vecindad — art. 19, Código 
Civil — la causa quedó trabada por la litis contestado y el jui- 
cio radicado ante los tribunales locales, sin poder ser traído ya 
a la jurisdicción nacional, por recurso alguno, salvo en los casos 
especificados en la ley, como lo sienta el señor Procurador Ge- ' 
neral de la Nación en su dictamen a fs. 23 de estos mismos au- 
tos, fundado en el art. 14 de la ley 48, de 14 de Septiembre de 
1863. y lo tiene declarado la Suprema Corte en los autos segui- 
dos por don José D. Azoátegui contra el mismo* ferrocarril, de 
acuerdo con lo prescripto en el inciso 4.°, art. 12, de la misma 
ley, y lo confirma la jurisprudencia, entre otros casos, en bs re- 
sueltos por fallos que registran los tomos 33, páginas 285 y 31, 
pág. 49; dado que, en el caso sub judie*, se trata exclusivamente 
del fuero personal por razón de la distinta vecindad de las par- 
tes, que se entiende renunciado, ministerio legis, en el acto mis- 
mo de contestar el demandado ante la justicia local, sin oponer 
su fuero especial, y no de la competencia excepcional de la jus- 
ticia federal, ratione materia,, como lo juzgó S. S. el juez de 
primera instancia de la localidad, atribuyendo al inciso 6 del 
art. 2 de la ley número 48 citada, una amplitud contraria a su 
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clara y taxativa disposición, que concreta la competencia excep- 
cional de los jueces nacionales de sección, en el caso del numen» 
citado a todas aquellas causas en que la Nación o un recaudador 
de sus rentas sea parte, excluyendo por lo mismo, todo otro 
cualquier caso en que sólo pudiese tener un interés en el juicio, 
sin intervenir en él, como persona jurídica, ya que el simple in- 
terés en la causa no puede dar el carácter de parte litigante en 
ella; tal ocurre en los pleitos en que litigan los ferrocarriles na- 
cionales, sean o no de propiedad del Estado, como lo es el de la 
empresa demandada, art. 3, ley número 2873. Luego, no hasta 
que medie esta propiedad para entender el caso comprendido en 
la jurisdicción privativa de la justicia federal y excluido de la 
competencia de los tribunales ordinarios, pues las empresas fe- 
rroviarias del Estado son entidades o personalidades diversas 
de la Xación, y la ley citada, requiere por condición ineludible 
que ésta sea parte directa e inmediata en la Htts. Así lo ha esta- 
blecido la Suprema Corte en los Fallos que registra el tomo 
108. páginas 94 y 298, sin contradecir los fallos que cita S. S. el 
juez de primera instancia, referentes a causas distintas y espe- 
ciales. 

Por estas consideraciones fallo, declarando incompetente a 
este juzgado para entender en la causa de la referencia, y en 
consecuencia, mando se devuelvan estos autos al juzgado de su 
origen, con nota de atención, previa notificación en el original, 
reposición de sellos y copia en el libro correspondiente. 



DICTAMEN DEL Sr. PROCURADOR GENERAL 

Bueiot Aires, 2 d« Jauto d< 1914. 

Suprema Corte: 

líe acuerdo con lo dispuesto en el art. 9, inciso e de la ley 
4055, corresponde a V. E. resolver la contienda de competencia 



suscitada en estos autos entre el señor Juez Federal de Salta y 
el señor Juez de primera instancia -de la misma provincia. 

La demanda que motivó este juicio fué presentada ante e! 
juez de primera instancia en lo Civil de dicha provincia, contes- 
tada por el representante de la empresa del ferrocarril deman- 
dado, pero por considerarse aquel juez incompetente, los autos 
fueron pasados al juez federal, quien a su vez declaró su in- 
competencia, devolviendo los autos al juez de su origen, el que 
mandó elevar los autos a la Corte, con lo que debe reputarse que 
insiste en su inhibitoria. 

No procede en el sub judicc la jurisdicción federal, que es- 
tablece el art. 2. inciso 6, de la ley 48, para los casos en que la 
Nación sea parte en juicio, por cuanto como lo tiene establecido 
la jurisprudencia de Y. E. no basta que la Nación tenga un sim- 
ple interés en la causa, para justificar su carácter de parte, sino 
que es menester que sea parte directa y que actúe y litigue por 
intermedio de sus representantes légale?, en conformidad a lo 
prescripto en la ley 3852. Los ferrocarriles del Estado, aún 
cuando sean de propiedad de la Nación, son entidades diversas 
a la Nación misma, por lo que no corresponde aplicarles las dis- 
posiciones de la ley 3367 que se refieren a los casos en que el 
Fisco Nacional demande o sea demandado (tomo 108, páginas 
94 y 298). 

Por lo expuesto, de acuerdo con la jurisprudencia invoca- 
da y disposiciones legales citadas, pido a V. E. se sirva dirimir 
la presente contienda declarando competente al juez local de la 
provincia de Salta. 

Julio Botct. 

FALLO DE LA CORTE SUPWSMA 

Buc aot Airas. Abril 13 dt MIS. 

Y vistos: 

Los de contienda negativa de competencia entre el jue» de 
primera instancia en lo civil de la ciudad de Salta y el Federal 
de la misma para conocer de la demanda instaurada por don 
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Julio Sueldo contra el Ferrocarril Central Norte, por cobro de 
pastaje y 

Considerando : 

Que la causa no es de las comprendidas en el art. 2.*, inciso 
6.° de la ley número 48, porque la Nación no es parte directa en 
los autos y no la constituye tal el interés que pueda tener en la 
misma, siendo para ello necesaria su actuación c intervención 
por medio de representantes legales, conforme a lo prescripto 
en las leyes 3367 y 3852 (Fallos, 108, pág. 90; 117, pág. 35). 

Que radicado un juicio ante los tribunales provinciales por 
demanda y contestación como en el caso de que se trata, no obs- 
tante la distHUta vecindad de las partes, debe substanciarse y fe- 
necer ante ellos con arreglo a lo dispuesto en el art. 14, ley 48; 
y sólo puede apelarse para ante esta Corte en lo» casos previs- 
tos en dicho artículo. ( Fallos, tomo 31, pág. 49). 

Por ello y conforme con lo dictaminado por el señor Pro- 
curador Genera! se declara que el juez ordinario de la provincia 
de Salta es el competente para seguir conociendo en el juicio de 
que se trata. En consecuencia remítansele los autos previa repo- 
sición de sellos, avisándose al Juez Federal en la forma de es- 
tilo. Notifíquese original. 

Nicanor G. nía Solar. — D. E. 
Palacio. — M. P. Daract: 
En disidencia. 

DISIDENCIA 

Vistos: Por los fundamentos de los votos de disidencia de 
los tomos io8, pág. 97. y tomo 117, pág. 38. y no siendo remm- 
ciable la jurisdicción federal en los juicios en que la Nación es 
parte, fuera de los casos expresamente permitidos por la ley, se 
declara que el juez competente para conocer en la presente eau- 
sa es el de Sección de Salta. En consecuencia remítansele los 
autos y avises* por oficio al juez de primera instancia de dicha 
provincia. \f. p. Daract. 
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CAUSA III 



Don Amoiih K. Leloir (sus herederos), contra el Cobireno 
Nactoml, sobre reivindicación 

Sumario: l.» La ley número 817. ,| e 19 de Octubre de 1876, so- 
bre inmigración y colonización, y | a número 15=52, de 27 
•le Octubre de .884. establecieron la posesión ocupación 
actual como requisito indispensable para el reconocimiento 
de las concesiones o títulos. 

2." Por la legislación anterior al Código Civil, como pn r 
la romana que le servio <le fuente, era necesario, para la 
adquisición del dominio, el título o contrato v la tradición 
•le la cosa enajenada. 

3 " Desde la vigencia de la ley número 28. ele 17 de Oc- 
tubre de 1862. cityas disposiciones debían aplicarse a actos 
verificados con anterioridad de algunos años í 1853) los 
concesionarios de tierras públicas ubicadas fuera de los li- 
rortes o posesiones de las provincias, ( en el caso ubicadas 
en la Gobernación «leí Rio Negro) no podían solicitar de 
os gobiernos provinciales (en el caso del de Buenos Aires) 
la entrega de las que le hubieran sido concedidas, con el ob- 
jeto de adquirir su dominio; ni Ies era licito entrar a po- 
seerlas por intermedio de autoridades judiciales sin juris- 
dicción en el lugar, o privadamente, con los mismos fines. 

4 " U Xación, como persona jurídica, puede desconocer 
la validez de actos de sus representados fuera del limite de 
sus facultades, absteniéndose simplemente de tomar las me- 
dulas que se le pidieren, sin llevar a cabo otras que impor- 
ten hacerse justicia a sí misma. (En el caso se trataba del 
registro en la oficina de tierras y colonias de un titulo de 
propiedad, cuyo reconocimiento habría sido contrario a la 
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ley, por lo que el Poder Ejecutivo declaró caduco dicho 
título). 

5 ° E' pago de contribuciones no importan en genera!, un 
acto de reconocimiento de dominio, por parte de la Nación. 

Caso : Lo explican las piezas siguiente : 

SKNTKXfl'I A DEL jt'KZ FKDKRAL 

Buenos Airet, Mirzo 19 út 1912. 

Y vistos : 

Don Alberto Leloir, por los herederos de don Antonio 
Francisco Leíoir, refiere: que en el año 1821 su causante soli- 
citó en merced y obtuvo del Gobierno de la Provincia de Buenos 
Aires la concesión de un terreno baldío en el Puerto de San An- 
tonio, cuyo titulo fué protocolizado en 1864, y con el que se ini- 
ció en seguida la mensura judicial, titulo y mensura registrado* 
en 1881 en !a Oficina de Tierras y Colonias de la Nación, desde 
cuya fecha se ha pagado la contribución territorial hasta 1895; 
Que los interesados solicitaron sucesivamente y sin éxito del 
juez Sauze, del gobernador del territorio del Rio Xegro — bajo 
cuya jurisdicción quedaron las tierras mencionadas, según la ley 
de 13 de Octubre de 1884 — y del Poder Ejecutivo la "repro- 
ducción en todas sus partes" de la sentencia aprobatoria de la 
mensura, "o bien la adopción del temperamento más convenien- 
te, fs. 9 vta"; Que el Poder Ejecutivo en 1896 declaró caduco 
el título por los argumentos que enumera y refuta la demanda, 
para terminar pidiendo (fs. 27 y 28) la áec*. a ración de corres- 
ponder a los presentantes ' el dominio de las tierras de su refe- 
rencia y por consiguiente el decreto del Poder Ejecutivo de la 
Nación es ineficaz y por lo mismo está obligado a respetar dicho 
dominio". 

A pedido del actor se citó de evicción a la Provincia de 
Buenos Aires y su representante lega! alegó la ausencia de res- 
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potabilidad para aquella en el caso ocurrente, por las diferen- 
tes razones que expresa. 

'El procurador fiscal contestó la demanda refutando los ar- 
gumentos de la misma y solicitando su rechazo con costas. 

Se presentó como prueba e! expediente administrativo 
agregado a los autos del que forma parte el juicio de mensura a 
qive antes se hizo mención, y las partes presentaron sus alegatos. 

Considerando: 

i." <¿ue es base indispensable para !a resolución de este jui- 
cio establecer cual es el derecho controvertido y la acción kiter- 
puesta, puntos que resultan confusos por los tórnimos de la de- 
manda correlacionados con los antecedentes que la motivan. 

En efecto, la gestión administrativa se inició (fs. 121 y 123 
del expediente a la vista ) con el extraño propósito de "revestir 
la sentencia citada de fs. 81 a 85 (en el juicio de mensura) de 
todas las formalidades legales para evitar dificultados en lo su- 
cesivo", pero como los presentantes no acertaron a dar con un 
juez competente para el caso, pedían al Poder Ejecutivo Xacio- 
nal "se sirva resolver lo que a su juicio sea más conducente para 
hacer cesar este estado de cosas, producido por el cambio de lí- 
mites de la Provincia de P.ucnos Aires y nueva organización de 
los territorios federales que momentáneamente nos priva de 
juez con jurisdicción claramente definida para resolver defini- 
tivamente el punto pendiente'. En el trámite administrativo se 
estudió el titulo presentado, la validez de la sentencia encontrada 
en el expediente de mensura y el derecho de revalidar die*K> 
titulo, el que finalmente se declaró caduco (fs. 166). De los tér- 
minos de ambos decretos del Gobierno, como de las constancias 
del expediente administrativo, resulta evidente que la declara- 
ción de caducidad del titirio implicaba la negativa a la revalida- 
ción del mismo; de manera (pie los interesados solamente pu- 
dieron ocurrir como consecuencia por la vía judicial, para de- 
mandar el reconocimiento del derecho que les negó el Poder 
Ejecutivo, o sea el reconocimiento de la validez de su titulo, lla- 
mado revaHdarión ; pero no lo lucieron asi y formularon el pe- 
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dido de la demanda expresando qiie solicitaban su declare que 
les "corresponde el dominio de Jas tierras"* "y que j>or consi- 
guiente el decreto del Poder Ejecutivo de la Nación es inefi- 
caz", términos que significan la deducción en primer término 
de una acción real, como scíi las que tienen por objeto !a adqui- 
sición o reconocimiento de los derechos reales. (Artículos 2/<jo 
y 3791 del Código Civil). 

Cualquiera que sea la posibilidad le^al de cambiar o unir 
la acción de revalidación de titulo, concedida por ley especial, 
con una acción real, es fácil el análisis de ambas, en obsequio 1 
la brevedad. 

2. Que como lo sostuvo el señor Procurador del Tesoro, a 
fs. 129 <le1 expediente administrativo, el registre? de las conce- 
siones y títulos sobre tierras que prescribió el art. 103 de la ley 
de 10 de Octubre de 1876 se acordó en favor de "los actúale; 
poseedores u ocupantes", condición que repitió el art. i.° de la 
ley de 27 de Octubre de 1884, sobre revalidación de dichos tí- 
tulos, y que los reclamantes no han comprobado que concurriera 
en la oportumdal en que tales leyes se dictaron. Suponiendo, 
pues, que valiera como acto de posesión e! fallecimiento del 
concesionario en 1821, en las costas de San Aitíonio, y el deslin- 
de de ¡8í»6, como se sostiene a fs. 155, no habiéndose demostra- 
do que continuara dicha posesión hasta Octubre de 1876 y O;- 
tubre de 1884, es obvio que el derecho concedido por las íeyes 
mencionadas a los •'actuares poseedores u ocupantes", no puede 
ser invocado por Lcloir. 

3. Que considerada la acción coifio real no es procedente, 
por no haberse justificado la posesión y su pérdida o limitación 
(artículos 2792, 2830 y 2835 del Código Civil.) 
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SKN'TF.VCIA DE LA CAMARA FKDKRAI, 

Bucnoa Airt». Noviembre 20 de 1913. 

Vistos lo santos seguidos por la sucesión de don Antonio 
Francisco Leltífr contra el Gobierno de la Nación, sobre validez 
de una concesión ; 

Y considerando: 

í.° Que la defensa de carácter dilatorio que el señor Pro- 
curador Fiscal ha opuesto en segunda instancia para que no se 
dé curso a la ficción mientras no se llenen por la parte deman- 
dante los requisitos establecidos en la ley núm. 3972, es extem- 
poránea, por no haber sido opuesta antes de contestar la deman- 
da y por haberse trabado el pleito en «1 supuesto <le que las ges- 
tiones administrativas que le precedieron y los decretos denega- 
torios dictados por el Poder Ejecutivo constituían las medidas 
preparatorias requeridas por <!icha ley para instaurar demandas 
contra la Kañóp en su carácter de pers na jurídica. 

2. Que la parte que dedujo el recurso de nulidad contra la 
sentencia de primera instancia no lo ha .nantenído en segunda, 
puesto que ha limitado su expresión de agravios a fundar el re- 
curso de apelación de suerte que, debe reputársele abandonado. 

3- B Q«c la acción instaurada contra el Gobierno de la Na- 
ción es para que se declare que corresponde a los acto-es el do- 
minio de la tierra que les concedió en 30 de Marzo de 1821 el 
gobernador de la provincia de Buenos Aires, don Martín Rodrí- 
guez, y para que, en consecuencia, se declare ineficaz el decreto 
del Poder Ejecutivo declarando caduco ese titulo y se le conde- 
ne a respetarlo (fe; 27 iría,). 

4" Q»e las tierras reclamadas se hallan situadas en el te- 
rritorio nacional del Rio Negro y por consiguiente e! caso está 
regido por la ley especial número 1552. promulgada en 27 de 
Octubre de 1884 estableciendo las condiciones v requisitos que 
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deberían llenar los ocupantes de tierras de los territorios nació- 
iiaks para ser reconocidos como propietarios. 

5-° Que, según el art. tf de dicha ley. los ocupantes de tie- 
rras en ki Pampa y Patagonia que poseyeran en virtud de titulo 
de propiedad otorgado por los gobiernos de las provincias antes 
de la ley de fronteras de 1878, serían considerados propietarios 
si se presentasen al Poder Ejecutivo a revalidar sus títulos den- 
tro de! término de seis meses de sancionada dicha ley. 

6," Que es evidente que el objeto de la ley era subordinar a 
la revalidación del Gobierno Nacional la eficacia de las conce- 
siones hechas por las provincias fuera de los limites que e! 
Congreso habia fijado a las mismas en uso de la atribución con- 
ferida por el art. 67, inciso 14 de la Constitución de la Nación. 

7" Que siendo facultad acordada por el mismo articulo a! 
Congreso de legislar sobre la organización, administración y 
gobierno de los territorios nacionales que queden fuera de jos 
limites asignados a las provincias, la mencionada ley de 1884 
aparta cualesquiera disposiciones de carácter provincial que se 
hubieren dictado sobre la ocupación o propiedad en dichos te- 
rritorios, y siendo esto asi, es innecesario examinar la capacidad 
y jurisdicción con que obró el gobernador Rodrigue* al acordar 
a Lelorr la concesión de 1821. 

8. " Que los interesados reconocen que no solicitaron la re- 
validación de su titulo provincial dentro de los seis meses fija- 
dos por la ley de 1884, y esa omisión basta por si sola para que 
se declare que no se hallan en condiciones de ser considerados 
propietarios conforme a dicha ley. 

9. " Que él registro que en 6 de Mayo de 1881 hicieron del 
título en la oficina de tierras y colonias a los efectos del art. 103 
de la ley de inmigración y colonización de Octubre de 1876 no 
siíple la revalidación exigida por la ley de 1884; porque esta 
icy no exceptuó del trámite de la revalidación a los títulos re- 
gistrados con anterioridad y porque el simple registro efectuado 
por un empleado subalterno, sin facultades para examinar la 
validez o nulidad de! título, no puede jurídicamente equiparara 
al acto deliberado «del Poder Ejecutivo que acuerda o deniega 
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el reconocimiento del dominio pretendido después de estudiar 
su origen. legitimidad y subsistencia. 

ÍO Que, por otra parte, tanto la ley de 1884, al exigir la 
rev-a .dación, como la de ,876, al ordenar el registro de los títu- 
los de propiedad, se refirieron a los ocupantes de tierras, cs de- 
cir, a los que en las fechas respectivas de esas leyes, tenían la 
poses.,* material de los inmuebles pretendidos v «o solamente 
c. titulo, cosas jurídicamente distintas, pues el Código Civil dis- 
pone- expresamente que un titulo válido no da sino un derecho 
a la posesión, y no la posesión misma (art. 2408).. 

1 1. Que. les demandantes no han comprobado haber sido 
ocupantes de la superficie rechinada al promulgarse las citadas 
eyes de 187Ó y 1884. ni tenido en ninguna época su posesión, 
habiendo por el contrario, reconocido que su autor originario 
don Antonio Francisco Leloir preció en un naufragio cuando 
iba a tomar posesión del terreno. 

12. Que tampoco se ha demostrado que los demandantes 
hayan adquirido la propiedad por usucapión. 

Por estos fundamentos y los concordantes de la vista del 
señor procurador fiscal de Cámara, se confirma la sentencia 
apelada, que absuelve de la demanda al Gobierno de !a Nación, 
con costas. Notifiquese y devuélvase la causa a primera instan- 
cia, donde se repondrán las foja*.— .-I yusth, Urdinarrain.— An- 
eje! herrara Cortés. — J. X. Malienzo. 
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Bueaot Ajftt, Abril 13 de 1915.' 

y considerando : 

Que la íentencia d e fs. 155 de la Cámara Federal de la Ca- 
pital, solo ha sido apelada por doña Sebastiana : Lamarque de 
-Moreno y don Antonio A. Lamarque (fs. i6c).'motivo por el 
cual aquélla tiene la fuerza de cosa juzgada respecto de las par- 
tes representadas por don Alberto Leloir. 

Que el art. 103 de la ley número 817 de 19 de Octubre de 
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1876 sobre inmigración y colonización, dispuso: "Los achures 
poseedores u ocupantes de tierras nacionales, por concesión del 
Congreso o por cualquier otro titulo, procederán a registrarla 
en la Oficina de Tierras y Colonias, dentro de los seis meses 
siguientes al establecimiento de ésta"; y a su vez el art. 1." de 
la ley número 1552, de 27 de Octubre de 1884 señalando un 
plazo a los ocupantes de tierras públicas «n la Pampa y Patago- 
na pana revalidar sus títulos de propiedad, estatuyó: "Los ac- 
tuales aupantes de tierras públicas en los territorios naciona- 
les que poseyeran en virtud de titulo de propiedad otorgado; 
por los gobiernos de las provincias, antes de la ley de frontera* 
de 1878 para los de la Pampa y Patagonia y de la ley 1532 de iS 
de Octubre del corriente año para los de Chaco y Bermejo, se- 
rán considerados propietarios si se presentasen al Poder Ejecu- 
tivo a revalidar sus títulos dentro del término de seis meses de 
sancionada la presente ley. 

Que, como se desprende dé] texto de las dos leyes citadas 
el requisito de la posesión u ocupación actual quedó establecido 
como indispensable para el reconocimiento de las concesiones o 
títulos. 

Que los actores admiten qué ni ellos ni sus causantes eran 
pobladores, ya on 1876. ya en 1884 de ta tierra de que se trata, 
limitándose a sostener, en lo substancial, que don Antonio Fran- 
cisco 'Leloir adquirió el dominio de ella en 9 de Mayo de 1821, n 
mérito del titulo que le otorgó el gobernador de la provincia de 
Buenos Aires, en esa fecha, protocolizado en 18^4; y que las 
leyes mencionadas no pueden interpretarse como lo lian sido, 
porque importarían una violación de la propiedad, contraria al 
art. i" de la Constitución Nacional. 

Que planteada ta cuestión en estos términos, corresponde 
examinar: i.° si el titulo que los actores invocan es en sí mismo 
bastante para la transmisión del dominio, independientemente 
de la tradición; y 2. si el gobernador <lc ta provincia de Buenos 
Aires pudo otorgarlo, en el carácter que se le atribuye de dueño 
de las tierras patagónicas, hasta ei estrecho de .Magallanes, 
en 182 1. 
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Que -al efecto de resolver las dos cuestiones indicadas, o la 
primera, si el estudio de la segunda fuese innecesario, es licito, 
conforme a la doctrina que informa e! art. 13 de la ley 50 y a lo 
reiteradamente resuelto, tomar en cuenta todos los hechos y dis- 
posiciones legales pertinentes, <aún cuando las partes no hayan 
hecho mérito de ellos, en la acción y en las excepciones, respec- 
tivamente f Fallos, tomo 11 pig. 4^0 ; tomo 30, pág. 292; tomo 
40, pág. 296; tomo 56, páginas 428 y 44» ; tomo 113, pág. 194; 
tomo 117, pág. 268; tomo 120, pág. 94). 

Que respecto al primer punto, esta Corte, en el fallo que se 
invoca a fs. 128, dijo: "Que en presencia de los términos expre- 
sos de las leyes 46 tit. 28, Part. 3/ y 50 tit. 5 Part. 5.' y de la 
interpretación dada a las mismas por las más respetables autori- 
dades, no es dudoso que por la legislación anterior al G'nligo 
Civil como por la romana que les servia de fuente, era necesario 
para la adquisición del dominio el titulo o contrato y la tradi- 
ción de la cosa enajenada. . . Que las -disposieiones de las leyes 
47. tit. 28 y 6, 8 y 9. tit. 30 Part. 3/ aplicables a los casos espe- 
ciales previstos en las mismas, lejos de destruir, confirman ?1 
principio general sentado en el considerando anterior, toda vez 
que babian sido inútiles y sin objeto las expresadas disposicio- 
nes en lo referente a enajenaciones de bienes raíces, si fuera ad- 
misible lo contrario, es decir, si el contrato por si solo hubiera 
quitado y dado el dominio de dichos bienes ; y esto en el supues- 
to de que ellos constituyen verdaderas excepciones y no sean 
debidas a una inteligencia errónea de los textos... Que la ley 
octava en cuestión, como lo indica Gregorio López en su nota o 
glosa número i de la ley L. i C. de Donat y los jurisconsultos 
Savigny y Maynz f.ara conciliar esa ley con los principios gene- 
rales ílel derecho, suponen, como otros glosadores, que se en- 
contraban presentes en el caso las cosas a que se refieren los tí- 
tulos y consideran la entrega de éstos como un indicio de la in- 
tención formal del donante de ejecutar inmediatamente la do- 
nación consentida, de suerte que entendido asi el texto romano, 
él contiene, agrega Savigny, una aplicación de la regla según la 
cual, si hay una intención claramente expresada, la sola presen- 
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cía de la cosa basta, ski ningún acto material, para constituir 
una verdadera aprehensión (Savigny. Tratado de la posesión en 
derecho romano, párrafo 16; Maynz, Curso de derecho romano, 
parra fo 84. número 30 ) . . . ( Fallos, tomo 96, pág. 291 , conside- 
randos 3. , 4° y io.°). 

Que los conceptos del mismo fallo, contenidos en su consi- 
derando 6.° y siguientes, respondieron al propósito de demostrar 
que ni dentro d c ki interpretación literal de la ley 8V, tít. 30 
Part. 3.', se había operado la tradición simbólica en esc caso. 

Que en el sub judice, es manifiesto que la cosa no estaba 
presente o a disposición de las partes, pues el mismo solicitante 
Leloir decía en 1821 qu e el terreno no había sido reconocido su- 
ficientemente y que no era dominado por el Gobierno (fs. 15 v 
16 vta. Expediente administrativo acompañado); agregando el 
señor Asesor: "Los terrenos que solicita don Autonio Francisco 
Lelosr a la latitud dc cuarenta y <:n grados Sur están fuera de 
ios establecimientos patagónicos y a enorme distancia de ta 
misma deimrcación de fronteras, consiguientemente en un pa- 
raje que ni se ha tomaAo para población ni de presente descu- 
bierto por el poder de !a provincia". 

Que no estando asi la provincia en posesión del irmrueWe, 
no podia transmitir esa posesión en forma alguna, ya mediante 
entrega material, ya mediante *a tradición simbólica. 

Que aún muohos años después, en 1868, los interesados 
manifestaban que el terreno indicado ' es punto menos que in- 
accesible por su distancia de la frontera" (fs. 59 vta. Exp. ad.). 

Que por otra parte, ni c l gobernador de Buenos Aires, ni el 
suplicante Leloir atendieron que la tradición se efectuaba por 
el mismo acto del otorgamiento del instrumento de concesión, 
dado que el primero decía: "con renuncia y traspaso, en su caso, 
de los derechos de propiedad, posesión y señorío pertenecientes 
al Estado". . . (fs. 20 vta. y 21 ) t y que Leloir debia tomar la 
posesión "del modo que c>timase conveniente'' ( fs. 20 vta. y 21 
Exp. citado). 

Que si bien en la solicitud de mensura dc fs. 26 ( Exp. ad.) 
presentada en Agosto d c 1864, doña Sebastiana Sáenz Valiente 
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dé Leloir, don Federico y don Alejandro se llamaron dueños y 
poseedores del campo concedido en merced a don Francisco A. 
I-eloir. en carácter de esposa e hijos, respectivamente, de éste, 
no hay en autos antecedente alguno demostrativo de cómo y en 
qué fecha hubieron tomado la ¡x>sesión ; siendo, además, de no- 
tarse <|iie en la petición presentada ix>steriorme;ite por don Ale- 
jandro Lcloir al Poder Ejecutivo, en Septiembre de i886 f se 

dice: "El buque que lo conducía (refiriéndose a don Antonio 
I ranch eo Leloir) y a cuyo bordo iba:i todos 1os materiales para 
establecer las fábricas, naufragó al llegar a San Antonio, pere- 
ciendo Codos los que lo tripulaban. Muerto mi padre y perdidos 
con él, en la expedición, los fuertes capitales que habían em- 
pleado, abandonamos por entonces h idea de explotar aquellos 
terrenos que tan caros nos habían costado. En 1864 solicitamos 
del Departamento Tojx>gráfico de la provincia los datos necesa- 
rios para la mensura del terreno los que fueron dados, previos 
los trámites de orden". 

Que la mensura, por otra parte, practicarla en Junio de 
1866 (fs. 29 vta. id), a consecuencia de esa solicitud y ordena- 
da por juez que no tenía competencia para ello, no es acto pose- 
sorio (arg. art. 622, Código de Procedimientos de la Capital; 
Falos, tomo f>8, pág. 107 y otros), ni pudo tener efecto retroac- 
tivo en perjuicio dé la Nación, j>ara dar eficacia al titulo de 1821 
u opera.r transferencia de dominio mediante aprehensión de la 
cosa, reunida a dicho título, pues ya estaba sancionada en ese 
año la ley -número 28 de 17 de Octubre de 18Í12, con arreglo a la 
cual todos los territorios existentes fuera de los limites o pose- 
siones de las provincias eran nacionales aunque hubieran sido 
enajenados por los gobiernos provinciales desde el Lfá de Mayo 
de 1853, con excepción de los cedidos u ofrecidos a empresas de 
navegación o inmigración (artículos i." y 2."). 

Que desde la vigencia de esta ley cuyas disposiciones de- 
bia-n aplicarse a actos verificados con anterioridad de algunos 
años, para defender más eficazmente el patrimonio nacional, ni 
pudo solicitarse de la provincia de Buenos Aires la entrega <!e» 
terreno en cuestión, ubicado e n la gobernación del Río Xegro, 
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con el fki de adquirir en ese momento su dominio que no se ha- 
adquirído hasta entonces, según lo que queda expuesto, ni 
licito a los interesados entrar a poseerlo por intermedio de 
autoridades judiciales que carecían de jurisdicción en el lugar, o 
privadamente, con tos mismos fines, como sucesores singulares 
de dicha provincia, (haciéndose uso de una facultad incompatible 
con la nueva situación creada por la autoridad nacional. 

• Que por el inciso 14, art. 67 de la Constitución Nacional, e! 
Congreso quedó facultado "para arreglar definitivamente los 
limites del territorio de la Nación fijar los de las provincia >, 
crear otras nuevas, y determinar por una legislación especial la 
organización, administración y gobierno que deben tener los 
territorios nacionales <|ii e queden fuera de los limites que se 
asignen a las provincias". 

Que si bien la ley número 28 y las posteriores sobre la mis- 
ma materia no han importado el arreglo definitivo a que se re- 
fiere la Constitución, es indudable que ellas no tuvieron por ob- 
jeto exclusivo deslindar la jurisdicción nacional y provincial, 
sin afectar en nada el dominio de la tierra, cualesquiera que fue- 
ran las fechas <le los actos de enajenación por parte de las 
provincias. 

Que para comprobarlo y dada la importancia del punto, no 
será fuera de lugar reproducir aqui algo de lo que se manifestó 
al respecto por los miembros de la comisión, doctores Elizalde 
y Vélez Sársfield, que sostuvieron en el Honorable Senado en 
proyecto convertido en la ley número 28. "Lo que hemos querido 
hacer nosotros, manifestó el primero, es definir un principio: 
qué es tierra nacional y qué es tierra provincial, tomando medi- 
das eficaces para asegurar a la Nación sus propiedades c impi- 
diendo que los gobiernos provinciales pudieran seguir dispo- 
niendo de ellas, anu'ando las enajenaciones hechas contra la 
Constitución y todos los principios vigentes en la República. . . 
La Constitución, señor, ha establecido que hay tierras nacionales 
y tierras provinciales; pero la Constitución no ha dicho cuáles 
son las tierras nacionales ni cuáles son las tierras provinciales. 
El Congreso, con arreglo a los principios que han regido siem- 
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prc en la República, y con arreglo a todos los antecedentes a 
que ya me he referido cuando se trató de la discusión de este 
asunto, tiene el deber de decir cuál es Ja tierra nacional y cuál es 
la tierra provincial, tomando por punto de partida, la época en 
que se juró la Constitución; porque antes de esa época, las pro- 
vincias podían haber alegado que e:i la acefalía en que se en- 
contraban, habían adquirido el derecho de adquirir esas tierra-. 
La comisión, sin embargo, ha pasado por esa cuestión y ha re- 
conocido ese hecho; pero desde que la Constitución ha sido ju- 
rada, ya las tierras nacionales no han podido ser vendidas por 
las autoridades provinciales. . . Hay provincias como la de San- 
ta Fe, me pongo en este caso, que tiene limites conocidos. Así 
la que acabo de nombrar tiene por limites el Arroyo del Medio, 
etc., sobre ella el Congreso no puede decir nada, no puede fijar- 
le limites, como tamjxKo a la provincia de Entre Ríos que está 
en iguales condiciones. De manera que lo de los limites no se 
ref iere a las provincias que lo tienen en la Pampa. Todos los an- 
tecedentes <M país han establecido que son tierras nacionales, 
las tierras no poseídas u ocupadas por las provincias, y como 
acaba de decir el miembro informante, antes de la disolución 
del año 20, las tierras mismas que estafan dentro eran reputa- 
das nacionales. . . Hemos admitido el principio de que la diso- 
lución del año 20 pudo dar materia a dudas- sobre este punto, 
pero el Congreso del año 26 las quitó de todo punto declarando 
que eran nacionales aquellas que estaban fuera de los límites, 
pero como el Congreso se disolvió, esas leyes fueron desconoci- 
das por las provincias que no habían acatado al Congreso, y los 
gobiernos provinciales se creyeron con ei derecho de poder dis- 
poner de las tierras que estaban dentro de sus limites y pose- 
sión, y han podido seguir en él hasta que se juró la Constitu- 
ción';... y el segundo, (doctor Vélez Sársfield): "Yo he de- 
mostrado, señor, que jamás los pueblos tuvieron facultad de 
enajenar la tierra pública. Los limites que fijó el Rey de Espa- 
ña en algunas provincias, o más bien sus adelantados que vi- 
nieron a tomar posesión del territorio hasta el Estrecho de Ma- 
gallanes, eran los límites puramente administrativos; pero ja- 
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más se les dió derecho a las intendencias de enajenar las tierras 
comprendidas entre estos limites señalados. Por ejemplo: Une- 
nos Aires, tenia sus limites hasta el Estrecho de Magallanes- 
Mendoza hasta el Estrecho de Magallanes! Santa Fe' 
hasta el desierto del Chaco; pero eso no era faculta 
al gobernador de Buenos Aires, ni al de Mendoza. ni a ningún 
intendente para enajenar ni una cuarta de tierra. I labia una 
junta especial que era la única que podía vender o enajenar !as 
tierras públicas, hasta 1810. Después de 1810. el Congreso si- 
guió lo mismo; pero se Había dado una ley general diciendo: 
puede el Poder F.jeoutivo Nacional dar en propiedad terrenos a 
los que -c poblasen fuera <le la linea de fronteras. Después de 
la ley del Congreso del año 1819, vino la disolución del año 20. 
Ent.mces. las provincias entraren a ejercer su soberanía abso- 
luta ; pero yo diria «pie no. porque hay ciertos derecbos nacio- 
nales los cuales nunca pueden ser ejercidos por las provincias ; 
tales como legislar sobre los puertos, sobre los rios, sobre te< 
tierras. De manera que sobre esto las provincias nunca tuvieron 
soberanía absoluta. Bien señor; la comisión, atentas las enaje- 
naciones que se habían hecho en los tiempos que no había auto- 
ridades nacionales, atentas las enajenaciones que se habían he- 
cho fuera de la posesión, y con más razón fuera de los limites 
de las provincias, ha establecido el principio de que estas enaje- 
naciones sen válidas siempre que ellas hayan sido hechas de lo 
que era suyo ; y la Comisión llama suyo, a lo qu c estuviese 
poseído por ellas; pero son nacionales todas las tierras que se 
hayan enajenado fuera de la posesión. Voy a comenzar jx.r Une- 
nos Aires. Rosas decreto premios de tierras a los que hubiesen 
hecho campañas contra los indios, y Buenos Aires, da una ley 
diciendo: esos premios de tierras, ubiqúense fuera de fronteras; 
pero fuera d c fronteras, le decimos nosotros, no es suyo. Señor: 
fuera de la posesión de Unenos Aires, es territorio nacional. 
Mañana vendrán estos reclamos y yo les diré : si, señor, basta 
que hayan sido hombres que han combatido contra los salvajes; 
pero sepa el gobierno de Unenos Aires, que no ha tenido derecho 
para enajenar las tierras que estaban más allá de su posesión, y 
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lo mismo le diría al gobierno de ia provincia -dé Santa Fe. Bue- 
nos Aires, señor, ha señalado cien leguas en el desierto para <|Ue 
vayan a poblarlo: digo, pues, que no ha tenido derecho para dar 
esas tierras. No basta, pues, el título: las tierras son para 
poblarlas, para cultivarlas. Tan es asi, señor, que las mercedes 
más autorizadas, están declarándose nulas, si no están pobladas 
De consiguiente, cualquier titulo que no esté acompañado de lo 
población es nulo, porque, repito, la tierra es para cultivarla, 
para ]>oseer!a. etc. Nosotros decimos, señor: nunca han tenido 
los pueblos esta facultad de enajenar los desiertos de la mane- 
ra como s c ha hecho hasta ahora invalidadlo las tierras de pro- 
piedad privada, pDrqne se han vendido más allá de la posesión 
inmensas cantidades de tierra por valores que no son serios". . . 
(Diario de Sesiones del Honorable Senado. i8f>2, página* 

365 a 368) . 

Que en las condiciones que quedan expuestas, y aún admí- 
tiedo que el registro hecho ¡x>r el secretario <lc la Oficina Cen- 
tral de Tierras y Colonias (ís. 93) fuera un acto del Poder 
Ejecutivo, el decreto de 30 de Mayo de 1896 (ís, 31 ) por el que 
se declaró caduco el titulo otorgado a don A. F. Leloir y el de 
uj d e Diciembre de \tjco por el que no se hizo lugar a la reconsi- 
deración del primero ( fs. 161 ). han |>odido legalmente dictarse, 
porque el reconocimiento ríe derechos en tal registro habría sido 
contrario a la ley. y porque la Nación, como persona jurídica, 
pudo desconocer la validez de actos de sus representantes fuera 
del limite de sus facultades, absteniéndose simplemente de to- 
mar las medidas que se le pidieron ( fs. 1 14 Expediente adminis- 
trativo), sin llevar a cabo otras que importasen hacerse justicia 
a sí misma íart. 6;, inc. 4. Constitución Nacional; Fallos, tomo 
115, pág. 189 y otros). 

Qüe lo propio es de observarse respecto del pago d c con- 
tribuciones, las que además, no importan en general, un acto de 
reconocimiento de dominio por parte de la Nación, pues las 
oficinas subalternas encargadas de exigir diaho pago o recibir- 
lo, no están facultada* para el examen dc títulos (Argumento 
Fallo, tomo 1 1 1, pág. 65 y otros). 
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28 I Ai. los DE IA COSTE SUPREMA 

Por estos fundamentos se confirma la sentencia apelarla en 
lo que hace a Joña Sebastiana L. de Moreno v don Antonio L. 
Lamarque. Las costas del juicio se abonarán en el orden causa- 
do, por haber tenido los actores- razón probable para litigar 
Notifíquese con el original y devuélvanse, debiendo reponerse 
el papel ante el inferior. 

Sí. P. Dahact. — D, K. Palacio. 
— Xicwok G. w.u Solar : 
En disidencia de fundamentos. 

EN DISIDENCIA: 

Y vistos : 

Por sus fundamentos se confirma la sentencia apelada de 
fs. 155 en lo que hace a los derechos gestionados ]x>r la parte de 
dona Sebastiana Lámanle de .Moreno y don Antonio I.. ¡U- 
Lamarcpic, de conformidad con lo establecido al respecto en el 
fallo de la mayoria. Las costa, se pagarán en c l orden causado 
por haber tenido los actores razón probable para litigar. Notifí- 
quese con el original y devuélvanse reponiéndose los sellos ante 
el inferior. 

Nicanor G. dki. Solar. 



CU SA IV 



1-1 doctor Car/os Salas contra don Hilario DittS, sobre cobro 

cjccitti-.o de pesos 



Sumario: i." Procede e! recurso del art. 14. lev 58. contra 

sentencia (pie no hace lugar a la exención 'del impuesto de 



una 
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papel sellado alegada por el apelante en mérito de la lev 
número 4<;2/. 

2." En los términos del art. 14, de la ley número 4927 no 
está comprendida la exención del impuesto para los con- 
tratos de arrendamientos sujetos a la jurisdicción nacional 
por razón del lugar convenido expresamente para e l cum- 
plimiento de las obligaciones, din e! caso, la Capital Fe- 
deral). 

Caso: Lo explican las ¡ iczas siguiente-;: 



RESOLUCION DBt. JUEZ EN LO Ciyit 

Butnot Air«», Junio 4 de 1014 

V Vistos: Considerando: que la última parte del art. 14 de 
!* ley d c sellos dispone que la compra-venta y la constitución de 
derechos reales sobre inmuebles situados eñ las provincias no 
alonarán más impuestos de sellos que el de actuación ; y de 
acuerdo con el art. 10 de! decreto reglamentario de la ley citada, 
se consideran comprendidos en los contratos allí exonerados de 
sello nacional, los arrendamientos que recaigan sobre bienes su- 
jetos a la jurisdicción provincial, cuya disposición tiene fuerza 
de hy; que dicha excepción es de equidad y tiene por funda- 
mento que un acto o contrato no abonen dos impuestos, el na- 
cional y provincial, como ocurriría en el presente caso si se 
exigiera el pago del impuesto, pues e! interesado tendría que 
Volverlo a pagar si se solicitara ja inscripción del contrato de 
fs. 1, lo que puede hacer en cualquier tiempo, en el registro co- 
rrespondiente que sería en este caso en la provincia de Buenos 
Aires por estar allí situado el inmueble arrendado. 

Par ello y no obstante el dictamen de fs. 7 vta. déjase sin 
efecto la provklencia de fs. 5 vta. con declaración de que no 
corresponde pagar por el contrato de fs. 1 otro impuesto que el 
de actuación. Rep. la foja. - Julián l\ Vera. — Ante mí: Luis 
Carda Fernández. 
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RESOLUCION TE LAS CAMARAS DE APELACIONES EN LO CIVIL 
RECVI!>AS EN TRIBUNAL 

■ 

Bueno* Aire», Octubre 8 de »I4. 

Y visto*: Considerando: 

Que el contrato de arrendamiento de fe. U versa sobre un 
negocio sujeto a la jurisdicción nacional, por la voluntad de las 
partes, (cláusula 9) y por razón del lugar en que se ha celebra- 
do, lo que lo sujeta a la prescripción del art. r> de la ley 4927. 

Trátase en efecto del arrendamiento de un bien raíz situado 
en la provincia de Buenos Aires, pero el contrato suscripto por 
las partes establece la jurisdicción de los tribunales civiles de la 
capital para todo y cualquier efecto ulterior. Es, pues, en esta 
capital y no en !a provincia donde la infracción puede ser cons- 
tatada im]>onic!Mlose la pena corres|>ondicnte. 

One por otra parte, el caso, esta regido por el inciso 14 del 
art. 4-I de la misma Jey que limita la exención del art. 14 .le la 
misma, y del art. 10 de su decreto reglamentario, a los contratos 
extendidos en el sello provincial correspondiente. 

Que no habiéndose extendido el de fs. 1 en sello provincial 
y no pudiendo tener efectos fuera de la jurisdicción de la capi- 
tal corresponde se reponga un sello de nueve pesos y se aplique 
la multa de décuplo a sus firmantes. 

Por ello y de acuerdo con lo pedido por el señor Fiscal de 
Cámara se revoca el auto apelado de fs. 8 y devuélvase. Repón- 
gase la foja. — /.apiola. — Hchjucra. — Beltrán. — Pico. — 
GÍM¿9tes '/Aifiola. — Benjamín WUIiams. — Ante mi: Ricardo 
F. Olmedo, 

En disidencia: — Y vistos: Considerando: 

i/' Que los artículos 46 y 26. inciso 4." de la ley nacional 
número 4927 exoneran del impuesto de sellos creado por ella a 
los actos rransmisivos- de derechos reales sobre inmuebles exís- 
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tcntcs en el territorio de las provincias 
tratos otorgados en esta capital. 

2. a gire esta exención se ha entendido desde la promulga- 
ción de dicha ley y debe de razón entenderse extensiva y apli- 
cable a los actos que, amtqué transmisivos de obligaciones per- 
sonales, como la locación versan sobre aquella misma clase de 
inmuebles, puesto que el fundamento de !a exoneración es el 
mismo en uno y otro caso, a saber. e l principio de la indepen- 
dencia del poder <lc ¡mposiciÓn de las provincias sobre los bie- 
nes de su propia jurisdicción. 

.V QüC en este sentido el art. 17. ¡ncíso 2. rt de la ley al pres- 
cribir el \\$o de: sello para los documento*, que, «totolos en el 
extranjero deban ejecutarse, cumplirse o producir efectos léga- 
le, dentro del territorio de la Nación, salva expresamente del 
gravamen a los que (textual) versaren sobre bienes raices «si- 
tuados en el territorio de las provincias <> sobre contratos o 
emisiones externas de las misma- o de sus municipalidades 1 *, 
comprendiendo evidentemente en estos términos tanto los que 
transmiten derechos reales cnanto los (jüé constituyen obligad* 
nes meramente personales sobre dichos bienes. 

4. " Que en igual sentido el decreto reglamentario de 30 de 
Diciembre de 1905 dictado apenas promulgada la ley 4927, dis- 
pone explícitamente, con referencia a su art. 14 (art. 10» "que 
se consideran comprendidos en ios contratos allí exonerados de 
sello nacional los de arrendamiento, que recaigan sobre bienes 
sujetos a jurisdicción provincial*', disposición que están obliga- 
das a aplicar todas las reparticiones de la administración públi- 
ca y que ha aplicado aún la Cámara de lo Civil primera, en re- 
cientes y reiteradas resoluciones. 

5. ° Que el Poder Ejecutivo en sil carácter colegislador a la 
vez que de colaborador y aún de iniciador de la ley en cuestión 
y de encargado además de su reglamentación, es ef mejor y más 
seguro intérprete de su alcance y verdadero sentido, en cuyo 
carácter el art. 77 de ella, difiere a la Administración de Con- 
tribución Teritorial, oficina de su dependencia, el poder de 
salvar las dudas, que a su respecto se susciten fuera de juicio. 
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6.° Que sus decisiones son de tanto más peso y autorida I 
cuanto que él tiene a la vez la misión especial de vigüar por el 
fiel cumplimiento de la ley a la par que la de recaudar y velar 
por la recta recaudación de todas las rentas de ia Nación. 

7 o Que ellas deben tenerse en consideración como reglas de 
conducta de las que los funcionarios del orden judicial deben 
procurar no separarse sin motivo fundado, y menos para agra- 
var el peso de la imposición fiscal, materia esta última en la 
cual por su propia naturaleza la interpretación debe ser restri:- 
tiva, y en caso de duda, favorable al contribuyente. 

8.° Que se trata ¡K>r otra parte, de un contrato de locación 
que por so propia naturaleza debe cumplirse en lugar sometido 
a la jurisdicción provincial, por estar situado en la provincia de 
Buenos Aires el inmueble que le sirve de objeto. 

Por estos fundamentos y de acuerdo con lo resuelto por la 
Suprema Corte Nacional en el caso que se registra en el tomo 
88 phg. 413 de la colección de sus fallos, se confirma el auto 
apelado de ís. 8. que no hace lugar a la imposición de la multa 
pedida por el Agente Fiscal a fs. 5. Devuélvase y repóngase los 
sellos. — Tomás Juárez Cclman. — Jorge de ia Torre. — Ben- 
jamín Basitaldo. — Gujena. — Ante mj: Ricardo Olmedo. 
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Buenos Aires. Abril 15 de 1915. 

Vistos y considerando: 

Que sostenido |>or el recurrente que el contrato de fs. 1 ce- 
lebrado en esta capital sobre arrendamiento de un inmueble si- 
tuado en la provincia de Buenos Aires, estaba exento del im- 
puesto de papel sellado por el art. 14 de la ley número 4927 y 
art. 10 del decreto reglamentario de 30 de Diciembre de 1905 y 
desestimada esa pretensión por las Cámaras de Apelación en lo 
Civil de la Capital reunidas en tribuna!, procede para ante esta 
Corte el recurso extraordinario previsto en el inciso 3.", art. 14 
de la ley número 48, y art. 6." de la ley número 4055. 
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Que como lo hace constar la sentencia apelada, se trata de 
un contrato de arrendamiento celebrado en esta capital estipu- 
lándose que las cuotas debían ser abonadas en ella, y que a los 
efectos ulteriores del contrato ambas partes establecían la ju- 
risdicción de los tribunales civiles de la Capital de la República 
renunciando expresamente a todo otro fuero o jurisdicción para 
lo que establecían domicilio especial en esta ciudad por todo c! 
término del contrato. (Cláusulas 3ra., 4ta. y tjna.) 

Que ese convenio debió ser extendido en el sello establecido 
por el art. 18 de la ley número 4927 con arreglo a lo dispuesto 
en el art. i.° de la misma, dado que versaba sobre un negocio 
sometido a la jurisdicción nacional por razón del lugar conve- 
nido expresamente para el cumplimiento de las obligaciones 
(art. 4.", inciso 4.", Código de Procedimientos de la Capital). 

Que por el art. 14 se dispone que cuando se realice en las 
provincias un contrato de compra-venta o constitución- de dere- 
chos reales sobre bienes situados en jurisdicción nacional, la 
correspondiente reposición de sellos se ihará al presentarse el 
titulo para su inscripción o protocolización y que "reciproca- 
mente, la compra-venta o constitución de derechos reales sobre 
los inmuebles situados en la ; provincias no abonarán más im- 
puesto de sellos que el de achiación". 

Que el propósito del legislador ha sido, sin duda, impedir 
que un mismo neto resulte gravado con dobles derechos de papel 
sellado, nacional y provincial, y por ello ha excluido del im- 
puesto los celebrados en una jurisdicción constituyendo dere- 
chos reales sobre inmuebles situados en otra, dado que necesa- 
riamente deben >er inscriptos o protocolados en el lugar de la 
situación del inmueble. 

Que en los términos de esc articulo 14 de la lev número 
4*)27 QHC menciona Únicamente los c&ittratós de compra-venta y 
constitución de derechos reales no está comprendida la exención 
de! impuesto para los contratos de arrendamiento (art. 1498 v 
su nota y art. 2503 del Código Civil ) y el art. 10 del Decreto re- 
glamentario, no puede referirse sino a los arrendamientos que 
fueren inscriptos en la provincia en que el inmueble estuviese 
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situado, para no alterar, como lo exige el inciso 2. , art. 80 de la 
Constitución, el espíritu de la ley establecido en el considerando 
anterior. 

Que si con arreglo al art. 15 los documentos y contratos que 
constituyan derechos personales, "satisfarán igualmente el im- 
puesto de sellos, cuando, aunque extendidos en las provincias 
hubieran sido otorgados para tener efecto inmediato en juris- 
dicción federal M , no es admisible que estén exentos de esc im 
puesto los que fueran extendidos en la Capital Federal para te- 
ner efecto en la misma, por lo menos respecto a las obligaciones 
que en el caso se trata de hacer efectivas contra el locatario. 

Que en la causa que se c'xlz ( Fallos, tomo 88, pag. 413), no 
consta que se hubiera pactado la surtiusión a la jurisdicción na- 



cional con exclusión de toda otra para hacer efectivas las obli- 
gaciones derivadas del contrato. 



Don Daniel Aman en autos fon don Juan Pinnel y otros, sobre 
desalojamiento. — Recurso de hecho 

Sumarlo: Es extemporáneo a los fine* del recurso extraordi- 
nario del art. 14. ley 48, la invocación de una garantía 



constitucional, hecha con posterioridad al auto recurrido. 





A. Bkrmk.io. — Nicanor G. DEL 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. 



CAUSA V 




■ 
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Caso: Don Daniel Arnau se presenta, directamente, en recurro 
de queja, al tribuna!, manifestando que ante uno de los juz- 
gados civiles de la Capital se le sigue un juicio por desalo- 
jamicnto de una finca que tiene arrendada con contrato 
por el término de tres años. Que concurrió a la audiencia 
decretada al efecto, y sin contestar la demanda, opuso la 
excepción de falta de personería en los actores y su repre- 
sentante, fundándola en nulidad del contrato de locación 
•por cuanto éste no iiabia sido firmado por todos los copro- 
pietarios. 

Que el señor juez rechazó la excepción y ordenó, sin más 
trámite, el desalojamiento inmediato de la finca. |x>r lo que 
interpuso los recursos de nulidad y apelación que le fueron 
•denegados. Ocurrió entonces ante la Cámara 2.' de Apela- 
ción la que, a mi vez declaró bien denegado el recurso in- 

En su recurso de queja hacia constar que el procedimiento 
seguido por el juez a quo era violatorio del art. 18 de la 

Constitución privándole de la defensa y condenándolo sin 
ser oído. 
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Buenoi Aires, Abril Ifi dt 1915. 

Resultando de la información precedente que la invocación 
del art. 18 de la Constitución lia sido hecha con posterioridad del 
auto de desalojó, o sea extemporáneamente a los fines del recurso 
extraordinario del art. 14. ley 48, a !o que se agrega que no se 
hace constar que de la resolución de la Cámara Segunda de 
Apelación haya sido interpuesto algún recurso que haya sido 
denegado, no se hace lugar a la queja deducida y repuesto el 
papel, archívese. 

a. Bermejo. — Xicaxor g. del 

Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. PALACIO. 
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CAUSA VI 



Doña ¡¡¡lena ¡turraste de Monsctjur, contra la provincia de San- 
ta /Y, por cobro ejecutivo de pesos; sobre levantamiento 
de entbanjo. 

Sumario : L'n terreno ocupado por la policía de una provincia, 
y en el que está a punto de terminarse la construcción de un 
edificio público, no se halla en el comercio dentro de íow 
términos del articulo 2336 del Código Civil, y no es. por lo 
tanto, embargable. 

Casa: I-a señora Klena Iturraspe de Monsegur, en la ejecución 
que, por cumplimiento de sentencia, seguía contra la pro- 
vincia de Santa Fe, trató embargo sobre una manzana de 
terreno, ubicada en el Rosario, donde se levanta actualmen- 
te el edificio destinado a la jefatura politica. 

'El representante de la demandada pidió el levantamien- 
to del embargo trabado, fundándose en que ya tocaba a su 
terminación las obras y que el edificio cataba destinado, 
por leyes de la provincia, a un servicio público. 

PALLO DE I.A CORTE Sl'PKKMA 

Butm Airti.Abri!20dc W5. 

Vistos y considerando: 

Que la ejecutante en sn escrito de fs. 44, no niega lo ex- 
puesto a fs. 41 por la ejecutada, en el sentido de que la manza- 
na cuyo embargo se solicitó y obtuvo ( fs. 28 y vta.) se halla des- 
tinada para asiento de la jefatura politica del Rosario, y que el 
edificio construido en ella ion ese objeto esta a punto de ter- 
minarse. 
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Que siendo esto asi, el embargo referido no debe mante- 
nerse, con arreglo a lo dispuesto en el art. 9336 y siguientes de! 
Código Civil y a lo decidido por esta Corte en eí caso del tomo 
45« pág. 195 de la colección de sus fallos. 

Que no se opone a ello el inciso 4." del art. 2342 del Código 
Civil, en cuanto clec'ara que son bienes privados del listado ge- 
neral o de los listados particulares, entre otras cosas, toda cons- 
trucción hecha por aquéllo*, pues esa disposición legal debe ser 
conciliada con lo prescripto en el inciso 7." de! art. 2340, ante- 
rior, v tenerle en cuenta que los inmuebles destinados a un ser- 
vicio administrativo son ¡wseidos por las provincias o munici- 
palidades en su carácter de poderes público-, no de personas 
jurídicas, sujetas como tales a lo dispuesto en el art. 42 de! 
mismo código, vale decir, a la posibilidad ríe <er demandadas 
por accirnes civiles y de que pueda hacerse ejecución en sus 
bienes. 

Que aun ciando sea cierto que las oficinas de una jefatura 
política no sean para el uso y goce de las personas particulares, 
en la forma y amplitud que pueden serlo otros bienes públicos 
dentro de los términos del art. 2341, Código Civil, también lo 
es que el acceso a dichas oficinas nó constituye fuente de ren- 
tas en manos de la autoridad. 

Que no es admisible que por el hecho de que los edificios 
públicos puedan ser vendidos, sea licito a los acreedores solici- 
tar su venta judicial sin distinciones al respecto, dado que, como 
se dijo en el fallo del tomo 45 pág. 195 respecto de calles, pla- 
zas, caminos, establecimientos destinados a ¡as oficinas públicas 
y demás que se hallan consagrados a un servicio general o co- 
munal, los jueces carecen "de autoridad y jurisdicción para 
cambiar su destino y no pueden, por consiguiente, ordenar su 
embargo ni proceder a su ejecución". 

Que la misma doctrina informa el fallo posterior de esta 
Corte, que se invoca en el escrito de fs. 41 (tomo 1 13, pág. 158», 
pues tratándose del propio inmueble, se declaró que era embar- 
gable en razón de que en la fecha de dioho fallo — 14 de Mayo 
de 1010, — sólo habia un proyecto de construir en é! un edificio. 
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Por estos fundamentos, se hace lugar al desembargo solici- 
tado en el escrito de fs. 41. Xotifíquese con e! original y repón- 
gase el papel. 

Nicanor G. dkl Solar. — M. P. 
Daract. — D. E. Palacio. 

En la misma fecha se dictó análoga resolución en el juicio 
seguido por doña Dolores H. de Iturraspe contra la misma 
provincia de Santa Fe, por cobro de pesos, sobre desembargo 
del inmueble a que se refiere el fallo que precede. 
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Criminal, contra Sixto Oharris, por homicidio 

Sumario: Xo interponiéndole recudo de apelación dentro del 
término establecido por e! art. 502 del Código de Procedi- 
mientos en lo Criminal, quedan consentidas las sentencias 

pronunciadas por las Cámaras de Apelaciones en lo Fe- 
deral. 

Caso: Resulta de! siguiente: 



im: Justicia dk m nación qo 
i-am.o dk cort,-: 6uprkma 

Binaos A. .es, Abril 20 dt 1915. 

Vistos y considerando : 

déráPde WH'T ,da í ? ,7 ' ¡ ,mn "™^ l-r la Cámara Fe- 
' eral de Apelaciones «le La Plata, fué „ ( ,,¡f ica(la a j defe _J, 

dSsrr w 28 ,,c ° cti,brc auí ^ — - 

a d hgenca de fe. ,8o vía., sin que el recurso de apelación de 
f • »8« Se hubiera mterpnesto dentro de] término legal estable 

arrufa t "T"™ * ' ,UCda(l ° con 

heridas en 14 de Septiembre d c i«)i 2 . 

Pór ello, asi se declara y C n su consecuencia devuélvanse 
estos autos a .a Cámara de su procedencia. NotifU p^or!^ 

A. ükrji kjo. _ Nicanor C. dkl 
Solar. _ M. p. DaracT. — 

IX E. 1'AI.AI IO. 



C4-.,.P«d„„ í, Apetaclé" ' P "" d, ° ,M,t,,e,i «■• I. 
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Don Sixto Ovejero y otros, contra la provifcfo de J tijuy, sobre 
inscripción de un titulo de compra-venta 

Sumario : l>* Las cuestiones sobre multas por retardo en el pago 
de impuestos no son de naturaleza civil, nacidas de estipu- 
lación o contrato, o regidas por el derecho común, y en tal 
concepto no pueden someterse a la decisión de la Corte Su- 
prema ya por la vía de acciones entablarlas por las provin- 
cias para hacerlas efectivas, como objeto principal de tales 
acciones ya mediante demandas para que se prohiba su co- 
bro o se declare que él es ¡legitimo, en tanto que no estén 
en pugna con la Constitución Nacional o leyes del Congreso 

2. " El art. 121 1 del Código Civil se limita a exigir la 
protocolización de determinados contratos para que ellos 
prdduzcan su debido efecto en la esfera propia del derecho 
común, dejando a las leyes administrativas que cada pro- 
vincia pueda sancionar en uso de las facultades reservadas 
(artículos 104 y 105 de la Constitución XacionaU. todo lo 
concerniente a !a organización de los registros públicos de 
la propiedad inmueble, derechos qué hayan de alonarse $*>r 
las inscripciones, plazos jara hacerlo, etc. 

3. " La interpretación de una ley local sobre Registro de 
Escrituras, a objeto de determinar si las sanciones penales 
que ella establece se refieren únicamente al retardo en la 
inscripción de los títulos o también al de la protocolización 
de los mismos, corresponde al conocimiento de la justicia 
provincial. 

Caso: Resulta de! siguiente: 
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B.wot Alrti. Abiil 20 de UI5. 

Vistos: 

«Ion Si'xtÍTon 52? Í ? Í2 & «**¡«° ,>or 

k* «Sixto. «Ion Fab.o, don David Ovejero y doña Florencia G 

qíss^*"**** » p-i,.ciadej;:¿ 

Qu« en 2 de Octubre de 1896, por escritura otorgada en la 
van ente de sus representados vendió sus derecho.; y acciones en 

^I^ÍS "o 83 " AmonÍO " (Juju " v) a ES 

mxio, jorge y rabio Ovejero. 

Que los derechos y acciones mencionados se transmitieron 
por -sus mandantes a la "Compañía Azucarera de SSSSZ 

SL C " JUÍ, ' V - 13 I>ro,OCO,Ízaci - de la escritúr d ve'nta 
Cada y su msenpeón C n el Registro Público, pagando en d" 
d« Agosto de 1911 el impuesto establecido por el ar, 1 " e 2 
ey loca ( ,e t , * Octubre de ¿fe «entro £ p, aZ o c.u^la 
ci art. 11 de la misma ley. 

Que el gobierno «le jujuy ha negado !a inscripción sin que 
, rímente * abone una multa de cuarenta y cuatro m,"ci n 
I esos p„ r lina mterpretación errónea de los artículos ,3. « y Tí 

tne 'i Tv C ' PHmer ° ,|C bS miBS dÍS P°" e ">* ¡ frac! 
¡Sí ^í*** ípara e ' «* los plazos 

acó dados por esta ley serán penados con multa equivalente a! 

hn l T H ' d Va, ° r >• * "ti"'- seña- 

ban el plazo de noventa dias para , a protocolización de las escri- 

To¿ ran : e " C,aS dC ínmi,eb ' eS ° t0r ^ <ia5 en otra Provin- 
«a o en el extranjero, y de doce dias para el registro de os ins- 
trumentos otorgados o protocolizados en Jujúy 

Que no puede pretenderse que el pago de ¿ multa procede 

ie„ 17? 7 - * a su inscripción 

dentro del plazo señalado por el art. ,5. so pretexto de que no 
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lia sido protocolizado dentro del plazo que para ello fija otro 
artículo de la misma ley, sin establecer multas. 

Que !a legislatura de Jujuy no ha podido legislar sobre ac- 
tos realizados fuera de la provincia, ni menos establecer sancio- 
nes penales, pues mientras ese acto no sea llevado a ella para la 
protocolización tiene que considerarse como no existente para 
sus autoridades. 

Que el art. 121 1 del Código Civil, aplicable a actos celebra 
dos en distintas provincias, dispone que la tradición de los in- 
muebles no |>odrá hacerse con efectos jurídicos, cuando el acto 
de enajenación se iba celebrado en pais extranjero, mientras el 
instrumento de transmisión no esté protocolizado .por orden fie 
juez competente en el lugar en que dichos inmuebles se en- 
cuentren ubicados: y esta sanción de la ley común puede tener 
consecuencias muuho más graves que una pena pecuniaria, como 
que puede dar lugar a una enajenación posterior que prevalezca 
sobre la primitiva. 

Que en materia penal no cabe la interpretación extensiva y 
todas las prescripciones legales son stricti juris. 

Que después de agregar otras consideraciones, solicitan sea 
condenada la provincia de Jnj-uy a hacer inscribir en sus libros 
de registro de 3a propiedad raiz la escritura referida de dos de 
Octubre de i8o/>, declarándose improcedente el pago de multa, 
con especial condenación en costas y dejando a salvo la acción 
que corresponda para obtener indemnización de los perjuicios 
que ocasione la demora en la inscripción. 

Que don José María Yerduga |>or la demandada pide el 
rediazo de lá acción con cosías, alegando entre otras considera- 
cienes : 

Que según se desprende de los términos del an. 1." de la 
ley de Registro de Escrituras de Jujuy, la obligación del Regis- 
tro que importe es igual para las escrituras otorgadas en el terri- 
torio de la provincia como para las que lo sean fuera de sus li- 
mites, siempre que s e trate de bienes situados dentro de la juri>- 
dicción local. 

Que ota obligación de carácter general impuesta por la lev 
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no constituye una extrahmitación de facultóles, porque cada 
Estajo Ucn e jurisdicción exclusiva en todo lo .ue atafieT 
gimen de los bienes que forman parte de su territorio. 

liarío S el , C< í d 'l° C¡VÍ1 rc S ,amcnta el inmobi- 
l.ar.o el Reg,stro de la Propiedad ba sido creado ,>or leyes e<- 

peca le, para i* Capital Federa. y cada provincia' sancionad, 
por las I«egislaturas respectivas. 

.has contarlo desde la fecha de su otorgamiento o prótOColiza- 

T«T° ÍLT' '■ t ° dOS ! ° S aCt ° S >' **** -«Prendió 
n s u ley. deberán ser presentados para su registro y pago «le 

derechos y quedando los instrumentos sujetos a inserción 

han «do •«tejidos en otra provincia o en el extranjero. « 

regMraran préVia protocolüación" (art. V ), para verificar la 

mal acuerda el plazo de noventa dias. 

Que la protocolización, es. pues, un simple trámite de ca- 
■ cter prev,o. mdispensable para que puedan inscribirse los do- 
cumentos otorgados en otra provincia o en é¡ extranjero; y de 

ZS!Z m r, r Y° n¡ítÍt " ye f CTpedíeBte ** P*™ ¡ * eludir la 
finalidad de la ley en su doble prop&ito fisca, y de puridad 
de los derechos reales. 

Que si se admitiera la interpretación ,,ue la demanda da a 
la ley se establecerán «dos situaciones completamente distintas 
para las personas q« e adquieren y transmitan derechos reales 
según se otorgue el instrumento respectivo dentro o fuera de la' 
jurisdicción provincial. 

Que co:i la misma interpretación. la provincia de Jujuy no 
nodm tener su "Registro d e la Propiedad Inmueble" en la for- 
ma debida : la acción de sus poderes públicos seria trabada por 
la voluntad de los particulares, y „na parte de las modificacio- 
nes operada en el dominio de los inmuebles carecería de la pu- 
laicidad necesaria. 

Que también sufrirían la* rentas provinciales, que serian 
disminuid* en beneficio de los intereses privados de quienes no 
quisiesen protocolizar sus títulos extendidos en otra jurisdicción 

Que es exacto que el art. 21 de la lev sobre registro da es- 
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enturas dice que -a penalidad que determina se aplicará por las 
infracciones de las disposiciones sobre los plazos acordado* por 
esta ley para el registro; pero de su texto no se infiere que úni- 
camente deba aplicarle la sanción establecida a las omisiones del 
registro de titulo? otorgados en la provincia de Jujiiy, porque 
las palabras "para el registro" se refieren tanto al registro que 
se hace directamente cuanto a! que exige, como trámite previo, 
la protocolización, con la única diferencia del plazo qué rige, se- 
gún las circunstancias. 

Que recibida la causa a prueba, hase producido la que ex- 
presa el certificado de f*. 54, habiendo alegado las partes a fo- 
fas 57 y fs. 62, respectivamente. 
■ 

Y considerando : 

One no obstante de que la solicitud de inscripción de fs. 2 
del expediente administrativo acompañado número 319 Letra C. 
se hizo por la "Compañía Azucarera Lede*ma". a la qué se man- 
dó abonar la multa de cuarenta y cuatro mil cien pesos íS 44.100* 
por el decreto de 2\ de Agosto de 1911 (fs. 9 del mismo expe- 
diente), es de admitirse que los actores tienen acción para pro- 
mover el presente juicio, dado su carácter de antecesores de di- 
oha compañía, lo que esta sostuvo respecto a la responsabilidad 
de los primeros y los términos en que ha sido contentada la d> 
manda. 

Que según aparece del mencionado expediente, el Poder 
Ejecutivo tie Jujuy en decreto de 14 de Noviembre de 101 1 acce- 
dió a la inscripción de que so tirata (fs. 14 y siguientes >, median- 
te fianza para responder al pago de la multa de referencia. 

Que otorgada la fianza (fs. 14 vta., expediente administra- 
tivo) la -demanda carece de objeto en lo que hace al registro de 
la escritura de 2 de Octubre de 1896 y sólo correspondería deci- 
dir si es o no procedente la multa (|tie se cobra. 

Que con arreglo a lo dispuesto en el art. 1.", inciso 1." de la 
ley núm, 48, la Corte Suprema tiene jurisdicción para conocer 
<*r¡ginaria mente de las causas chiles entre una provincia y algún 
vecino o vecinos de otra, o ciudadanos o subditos extranjeros. 



DE J USTICIA DE LA NACION 45 

Que las cuestiones sobre multas por retardo en el |>ago de 
impuestos lió son de naturaleza civil, nacidas xlc estipulación O 
contrato, o regidas por c l derecho común ( Fallos, 

tomo r, nací- 

ÍB S73 y y en tal concepto no pueden «.meterse a la decisión de 
la Corte, ya por la vía <le acción» entabladas por las provincias 
P»ra hacerlas efectivas , .27 (A,, ; ,57 | S . 259:2» U. S. 
*JO y otros), rom,, „bjeto pr^Pa! ,| ( . ta lcs acciones, ra me- 
diante demandas para que > e pfrf.il»;. su col.ro o se declare que 
el es ilegítimo, en tanto que nofestén en pugna con ia Constitu- 
ción Nacional o leyes del Congreso (arg. Palios, tomo 94. página 
3 6 ' : 99. Pág. 52 ; tomo 102. pág. 4.16 y otros). 

<¿uc en cl siib judke no hay demanda por devolución de 
impuestos o para que se deje sin efecto la fianza otorgada a los 
fines de asegurar el pago de la multa, alegándose que ella se en- 
cuentra en las condiciones indicadas cn la última parte del con- 

Qne la multa por la tardanza de más de trece años en la 
proto«jli»e«n que debía verificarse en !a provincia «le Jujuy 
dentro del termino de ciento dos dias, no importa propiamente 
pena alguna por actos realizados cn la provincia de Salta. 

Que tampoco se ha. sostenido explícitamente que dicha mul- 
ta sea inconciliable con lo dispuesto cn c! art. 121, del Código 
Civil, m ello seria admisible, pues ese articulo se limita a exigir 
la protocolización de determinados contratos para que ellos pro- 
duzcan su debido efecto en la esfera propia riel derecho común, 
dejando a las leyes administrativas qu c cada provincia puede 
sancionar en uso de las facultades reservadas (artículos 104 y 
105 de la Constitución Nacional), todo lo concerniente a la or- 
ganización de los registros públicos de la propiedad inmueble 

derechos que hayan de abonarse !>or las inscripciones, plazo para 
hacerlo, etc. ' 

Que cn cuanto a la interpretación de la ley local a objeto de 
determinar si las sanciones penales que ella esta'.lece se refieren 
únicamente al retardo en la inserción de los títulos o también 
al fie la protocolización de los mismos. corrcs|x>nde al conocí- 
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miento de la justicia provincial con arreglo a lo expuesto en los 
considerandos precedentes. 

Por estos fundamentos, se declara no haber lugar a la de- 
manda. Las costas se abonarán en el orden causado, atenta la 
naturaleza de Jas cuestiones debatidas Molifiqúese con el origi- 
nal y repuestos los sellos, 

o. — Xicanor G. DEI. 
. — M. R Daract. — 
E. Palacio. 
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CAUSA IX 



Compañía Francesa F. F. C. C. de la provincia de Santa fié 
contra don Francisco Odorico, sobr e expropiación 

Sumario : La ley número 4167, de 8 de Enero de 1903, derogó 
todas las leyes generales sobre tierras públicas anteriores 
con excepción de las disposiciones relativas a la inmigración 
contenidas en la ley de colonización de 19 de Octubre de 
1876;; con lo que desapareció la restricción al dominio de 
los adquirentes de tierra pública impuesta por el art. 16 de 
la ley número 1265, de 1882, que privaba a éstos de toda 
indemnización por la superficie que ocuparan los ferroca- 
rriles o canales. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 
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Vistos: lie loque resulta: 
Que a fs. 9 se presenta el doctor (osé M. Navarro en 

S£ r í £ Comi>añia ****** * 

Garfiles de la Provmcia de Santa Pe, entablan.!» demanda ñor 
expiración contra el señor Francisco Odorico. ftmdlndoseen 
*%mwm antecedentes: Que por el art. «fe la lev número 
**86 que acompaña en testimonio debidamente at.toriza.lo y que 

h d' C - ', a 3i c Superior r ' ol,ierno (,c la ^ción concedí a 

KnST ,,Cmandan,c el á« instruir y explotar una 

mea férrea que arrancando de la Sábana terminarla en el puer- 
to de ..arranqueras sobre el Rio Paraná pasando por d pueblo 
le I e, Menea v de acuerdo con el art. 9 de la citada lev decla- 
ran* de ..t.lidad puM.ca la ocupación de los terrenos necesario; 
para las y.as. estacones, talleres, galpones, etc., etc., h compa- 
"-a quedo facultada para alionar ,x>r s„ . „ cn » a la c.xpropia- 
cun con arralo a la ley respectiva. Acompaña asimismo d re- 
currente copia del decreto expedido por el P. E. en fecha 28 de 
J ebrero del ano 1906, aprobando los planos presentados por la 
compama referentes al trasado erttre el kilómetro „ 7 y IW.0 
(fe (.arranqueras y que corre agregado de fs. 4 a s. ' One de 
acuerdo con lo dispuesto en el art. 16 sobre venta detienras, fe- 
cha 3 «le Wmbre de .«82. y su, concordantes articulo, 7 o v 
<n «le los decretos fofas 2 de Noviembre «le 1903 y Enero ,0 
de .905 que reglamenta la nueva ley «le tierras «le fecha 8 de 
I" ñero «le .903. la compañía que represento se dirigió a los pro- 
pietarios de los inmuebles cruzados por la referi.la linea entre 
dios el señor Francisco Odonco poseedor del lote número 21 4 
de esta colonia y cuyo terreno necesita ocupar la compañía para 
el establecimiento de su linea en una extensión de cuatro he- 
tareas, encienta y cinco áreas y ochenta y odio centiáreas en h 
ubicación y forma que indica el plano de fs. fi, y que el señor 
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Odorico está obligado a la cesión gratuita, por ser el dominio de 
la tierra que ocupa de origen fiscal, por todo lo cual pide se le 
otorgue bajo la responsabilidad de la compañía la posesión in- 
mediata, se notifique el demandado y oportunamente se dicte 
fallo declarando que el señor Francisco Odorico está obligada 
a transferir la fracción de terreno que se le reclama sin cargo 
alguno para ella, con costas. 

A fs. 13 se manda dar la posesión, cuya diligencia obra a 
fs. 45 y se convoca a las partes a juicio verbal, y a fs. 17 vta. 
comparecen al juicio verbal decretado, el representante de la 
compañía demandante doctor Navarro y el señor Antonio Hrig- 
noli apoderado del demandado y por intermedio de su letrado el 
doctor Sosa presenta su exposición por escrito que corre de 
fs. a fs. , manifestando en ella que se opone terminante- 
mente a las pretensiones de la compañía francesa y pide se re- 
chace la demanda con expresa condenación en las costas e in- 
demnización de daños y perjuicios. Que en cuanto a la gratuida.1 
en que funda la compañía basándose para ello en la ley de 1882 
y decretos de Noviembre 2 de 1902 y Enero 10 de 1905» 9W 
reglamentan la nueva ley de tierra- de fecha 8 de Enero de 1903, 
no tiene razón de ser, pues es bien sabido, dice el representante 
del demandado, que la ley de 1882 está derogada por la poste- 
rior número 4167 de Enero 8 de 1903, la cual en su art. 2! dice: 
"Quedan derogadas todas las leve* generales de tierras anterio- 
res a la presente, etc., etc." y que un decreto no hace ley cuando 
se altera fundamentalmente el espíritu de la ley reglamentado 
(número 4167) (v¡. art. 86, inciso 2." de la Constitución Nacio- 
nal). Que en el decreto de 10 «te Enero de 1905, art. 61 el P. E. 
•ha pretendido recervarse derechos sobre superficies enajenadis 
en cada caso un 3 ojo, y que en el presente caso el mismo Poder 
Ejecutivo no hubiera pretendido gratuitamente ni siquiera tres 
hectáreas de !a superficie total del lote 214. 

Que el titulo originario de la tierra que se le trata de ex- 
propiar es anterior a 1882. La fracción del lote 214 le fué vendi- 
da a Santos Odorico por el Poder Ejecutivo de la Nación de 
acuerdo con la ley de 19 de Octubre de 1876, a cuyo efecto 
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acompaña los títulos respectivos. Que su mandante se encuentra 
amparado por el art. 17 de la Constitución Nacional y que el ar- 
ticulo 4 <I e la ley de expropiación establece como condición in- 
mediata, es decir e.-pecial, que se consigne el «precio ofrecido y 
no aceptado. El representante de la compañía demandante, ma- 
nifestó: Que reproducía el escrito de demanda y proponía la de- 

í para la estimación de los perjuicios que pu- 
diera tener el demandado y al efecto designaba por su parte al 
señor José Senatriec. El demandado propuso al señor Luis Corsi 
a ta, 42 Y&.t teniéndolos el juzgado por nombrados, los cuales 
se expiden a fs. 44 y fs. 46, respectivamente. A fs. 48 se corrió 
a las partes en carácter de mejor proveer un traslado de derecho 
y * nombró perito tercero al señor Gaspar de Xicola (f. 62 vta ) 
el cual se expide a fs. 65. A fs. 50 c l representante de la amp* 
nía evacúa el traslado y funda la gratuidad en las leyes y decre- 
tos qué cita en su escrito <|e demanda las cuales reproduce nue- 
vamente y sostiene el derecho de la compañía a la expropiación 
que reclama. A fs. 55 e l representante del demandado evacúa el 
traslado y funda su derecho en la ley número 189 art. 16 y ma- 
nifiesta qué la c< nipañia no puede expropiar un solo palmo de 
terreno sin pagarle al señar Odorko su cabal precio v los daños 
y perjuicios. A fs. 75 el juzgado llamé autos para sentencia. 

Y considerando: 

1. ° Que se discute en estos autos una cuestión de derecho de 
previa resolución para establecer la forma y carácter de la ex- 
propiación que se demanda. Me-rcfiero a la gratuidad de la ex- 
propiación que sostiene la compañía actora v nie^a el de- 
mandado. 

Considerando en derecho: 

2. " Que la compañía actora funda su derecho a expropiar 
gratuitamente el terreno del demandado (pie necesita para la 
construcción de Su vía y dependencias en las disposiciones de los 
artículos </> de la ley de Inmigración y Colonización de 10 di 
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Octubre de 1876, 16 y 19 de la ley sobre ventas de tierras de pro- 
piedad de la Nación de 3 de Noviembre de 1882 y 70 y 61 de los 
decretos fecha 2 de Noviembre de i<;03 y Kncro 10 de Í0O5 
respectivamente, que reglamentan la nueva ley de tierras núme- 
ro 4107 de 8 de Knoro de 1903 (y|. escrito de traslado de fs, ¡o). 

3-° Qtie los artículos 96 de la ley de Colonización c Inmí- 
gración de 1876, y 16 y 19 de la ley sobre venta dé tierra* de 
propiedad de la Nación de 1882, lian sido expresamente rl eroga- 
das por el art. 21 <le la ley de tierras vigente número 41(7, ron 
la cláusula exproa de que esas disposiciones, como toda* las tú 
las leyes citadas .referentes a tierras, I>osruies y yerbales "Mfitt 
aplicadas únicamente para la resolución de los asuntos en trámi- 
te". Silo han quedado en vigencia de acuerdo con esa dfapofticfófl 
los primeros sesenta artículos de la ley de Inmigración de 1X70 
(art. 21. ley número 4167, í» fhie). 

4. " <jue ljasta esta sola consideración para demostrar la in- 
aplicabilidad de las referidas disposiciones de las leve- denta- 
das de 10 de Octubre de 1876 y 3 de Noviembre de 1882, aten!" 
que la presente acción, ha sido iniciada con fecha J de Junio de 
1906, es decir, tres años y medio después de la sanción de !n ley 
derogatoria número 4167 de 8 de Kncro de \<fO¿. La argumenta- 
ción que hace la compañía actora fundándose en que la venta o 
cesión del lote .de cuya superficie pretende expropiar una parte, 
sclia hecho de acuerdo con la ley de 1876 en nada modífici ht 
Solución sentada. Esta ley en el art. q6 citado, disponía que Is- 
lotes rurales donados o vendidos quedarían sujetos a la* leve* 
generales de la Nación en los puntos «pie se refiere a la expro- 
piación, ya las servidumbre** especiales sobre servicios de ve- 
cindad y sobre apertura de caminos etc.. lo cual induciría 9 pen- 
sar que al dictarse la ley de 1882, sobre esos lotes pesó la obliga' 
ckin. impuesta por el art. 16 referido, pero en manera alguna 
que pese aun sobre ellos esa obligación, cuando la ley que la im- 
ponía ha sido derogada ¡*»r la actual en vigencia número 4107. 

5. " Que asimismo lo ha reconocido la Compañía en SU escri- 
to de fs. 37 por intermedio de su letrado al aceptar el beneficio 
del 3 ojo que acuerda el art. 61 de la ley de tierras número 4107, 
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Aunque más tarde en el escrito de traslado de fs. 50 vuelfe-a 
sostener la aplicación del art. 16 de la referida ley del 82. 

6." Que la compañía actora finida también su acción en lo 
dispuesto en e l art. 61 del decreto reglamentario de la citada lev 
4167 que dispone: "los compradores de tierras o sus sucesores 
en el dominio. . . no podrán oponerse en ningún tiempo a que se 
abran caminos o calles en sus terrenos ni a que sean cruzados 
por ferrocarriles: y no tendrán derecho a indemnización alguna 
por la superficie de los terrenos que se ocupen en los casos indi- 
cados, siempre qu e no exceda de tres por ciento de la superficie 
total, Las construcciones que se destruyan deberán ser indemni- 
zadas. Esta cláusula se incorporará a todos los contratos", cuya 
¡naplicabílidad sostiene el demandado fundándose en que dicha 
disposición es repugnante a los artículos 17 y 86, inciso 2 de la 
Constitución Nacional, y contrario también 'al art. 9 de la ley 
especial de concesión de la linca a favor de la empresa actora 
número 4286. 

7" Que en efecto, el art. 17 de la Constitución Xaciona! di* 
pone que ningún habitante de la Nación puede ser privado de su 
propiedad sino en virtud de sentencia fundada en lev, y es pues 
imposible privar a alguno de su propiedad en virtud de un de- 
creto del l'oder Ejecutivo Nacional que no e s ley de la Nación, 
ni se funda en ley alguna. Por el contrario el citado art. 61 del 
decreto de 10 de Knero de 1905 repetición del 70 del decreto de 
J de Noviembre de 1904 altera el espíritu de la ley que regla- 
menta número 4167, y en tal concepto es rqnignantc al art. 86 
inciso 2 de la Constitución Nacional. U ley 4167 ha querido li- 
berar a los compradores de tierras públicas de la obligación de 
entregar gratuitamente el terreno necesario para los ferrocarri- 
les que en adelante debieran construirse; ese es evidentemente 
el espíritu de la disposición derogatoria del art. 21 de esa ley, 
que expresamente dice que las disposiciones de las leyes anterio-' 
res (de 1876 y 1882). sólo podrán aplicarse para la resolución 
«le los asuntos en trámite. No ha podido, pues, el l'oder Ejecu- 
tivo al reglamentar la ley restablecer la disposición derogada de 
la ley anterior aunque restringiendo su aplicación al tres por 
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ciento del área total del terreno comprado sin violar lo dispuesto 
en el inciso 2 del art. 86 de la Constitución Nacional y en estas 
condiciones es inconstitucional la referida disposición del art. 61 
del decreto de 10 de Enero de 1905. De acuerdo, pues, con lo c - 
tablecido en la ley sobre justicia nacional de 16 de Octubre de 
1863, art. 3.°, el infrascripto debe prescindir de la citada dispo- 
cición -del artículo 61 al resolver esta causa. 

8. " Qué hay una consideración más para fundar esta solu- 
ción del art. 6l referido y sil antecedente, el 70 del Decreto de 
2 de Noviembre de 1903 también reglamentario de la ley 41Ó7. 
han sido dictados con fecha posterior al otorgamiento del título 
definitivo a favor del demandado y llenan la cláusula de <pie la 
obligación |x>r el impuesto a los compradores de tierras pública 1 " 
se tiicor¡x>rará a todos los contratos. Xo ha sido incorj>orada ni 
ha i>odido serlo, pues, al contrato del demandado |>orque en el 
momento de su otorgamiento no existia tal disposición. Ahora 
bien: ¿Ha podido crearse para este comprador esa obligación 
por un decreto poMcrior a la adquisición de su dominio? Pienso 
que no. Aun cuando se haya otorgado ese titulo, lo (pie no es 
admisible, de acuerdo con la ley de 1876 ya derogada con anti- 
cipación < v|t título de fs. 23 de fecha 22 de Junio de 1892 ) la so- 
lución sería la misma : ella sólo mandaba que los lotes rurale 
donados o» vendidos quedarian sujetos a las leyes generales de la 
Nación (art. 96) ; pero no a los decretos del Poder Ejecutivo 
Nacional que crearan obligaciones no impuestas \yax las leyes. 

9. " Que aun cuando pudiera quedar una remota duda sobre 
la validez del referido decreto para crear esa restricción al de- 
recho de propiedad, seria ella resuelta ,i>or la ley especial de con- 
cesión de la linea de ferrocarril de La Sábana a barranquera » a 
la compañía actora de 1 1 de Enero de 1904 número 4280. Esta 
ley en su art. 9 al declarar de utilidad pública los terreno, nece- 
sarios para la vía y dependencias, faculta a la compañía conce- 
sionaria para gestionar por su cuenta la expropiación de acuer- 
do con la ley general. Con la ley general, pues, y no con decreto 
alguno. ¿Y cuál es esa ley general? Incuestionablemente la lev 
sobre expropiación de 13 de Septiembre de 1866, (pie de acuerdo 
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ron el precepto constitucional del art. 17 establece la previa 11- 
demnización al propietario. 

10. Que los principio-; y consideraciones sentados determi- 
nan el rechazo de la pretendida expropiación gratuita que de- 
manda la compañía actora y se hace necesario resolver sobre el 
precio e indemnización que deberá abonar a los demandados ¡un- 
cí área a expropiar; (articulo? 4." y ó.'\ ley número 108). 

Considerando respecto de la expropiación misma: 

11. Que el terreno del dimandado cuya expropiación de- 
manda la compañía actora ha sido declarado de utilidad pública 
]x>r el art. 9 de la ley 4286, y los planos han sido debidamente 
aprobados por el Poder Ejecutivo Nacional por decreto de 28 de 
Febrero de 1506: en copia legalizada a fs. 4 de acuerdo turi el 
mismo articulo 9 de la citada ley de concesión. 

12. One es principio general de derecho y jurisprudencia 
contante que el valor de la expropiación debe ser el que tenga 
la cosa al tiempo de ser expropiada ( S. G. T. ?8 pág. 3a* ; T. 82, 
pág. 432: T. 95, pág. 359). con más la indemnización de los per- 
juicios actuales que por fraccionamiento u otros gravámenes se 
irroguen al propietario, sin que puedan tenerse en cuenta las 
ganancias hi¡>otéticas o el mayor valor que pueda dar al terreno 
a expropiarse la obra misma para la cual se expropia ( S. C. T. 
82, ¡>ág. 55. Arts. 15 y f6 de la ley de expropiación de bienes). 

13. Que los peritos de actor y demandado se expiden sepa- 
radamente por no haber podido avenirse. «F.l perito de la compa- 
ñía actora se expide a fs. , sin aducir un sólo fundamento a 
5ii dictamen y estimando el terreno expropiado con las indemni- 
zaciones, etc., en la suma total de quinientos pesos moneda na- 
cional. El del demandado, fundándose en la proximidad del te- 
rreno a esta ciudad y al puente del Rio Negro y en que la misma 
compañía actora ha jugado hasta treinta centavos el metro cua- 
drad*» por terrenos análogos, estima su valor en cuarenta centa- 
vos un ieda nacional el metro cuadrado estableciendo como in- 
demnizaciones las sumas de dos mil cuatrocientos setenta y cinco 
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pesos por e¡ fraccionamiento y la casi utilización de la pequeña 
fracción que queda en el costado ángulo Este y la de doscientos 
cincuenta por la destrucción de los alambrados, estableciendo 
asi un total de veinte mil novecientos cincuenta y nueve pesos 
con cuarenta centavos. El perito tercero, nombrado por el juz- 
gado, en atención a la diversidad de opiniones de los otros do;, 
estima el valor del terreno con todas las indemnizaciones qus 
corresponden al propietario en el precio de quince centavos 
moneda nacional el metro cuadrado fundándose entre otras co- 
sas en la proximidad del terreno a la estación del ferrocarril. 

14. Que de esos peritajes el que más se ajusta a los princi- 
pios sentados en los considerandos anteriores y q«e más de 
acuerdo se halla con los principios legales establecidos para la 
apreciación de la fuerza probatoria de los dictámenes periciales 
(art. 26. 4128) es el del perito del demandado, no seria dable re- 
chazar sus conclusiones, sin proceder arbitrariamente, puesto 
que no podria cebarse mano de argumentaciones o fundamento.* 
que oponerle. Del mismo plano agregado a fs. 6 resulta que el 
terreno expropiado linda con el pueblo de Resistencia, y en tal 
sentido estimo equitativo determinar el precio del terreno en 
cuarenta centavos el metro cuadrado, aceptando las indemniza- 
ciones por fraccionamiento y destrucción de alambrados estable- 
cidas en el peritaje de fojas, 

15. Que las costas del juicio, de acuerdo con el art. 18 de la 
ley sobre expropiación de bienes y 221 Código de Procedimien- 
tos en lo Civil y Comercial y atento que el precio ofrecido por la 
compañía es muy inferior al de esta expropiación» (v|. depósito 
de fs.. . . ) son a cargo del actor. 

Por estos fundamentos y disposiciones legales citadas y de 
conformidad con la jurisprudencia de que se ha hedió mérito, 
según lo tiene resuelto este juzgado en varios casos análogos, 
fallo: 

U é Rechazando la demanda en cuanto a la gratuidad de la 
expropiación. 

2. Haciendo lugar a la expropiación del terreno del de- 
mandado don Francisco Odorieo, lote doscientos catorce del pía- 
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no general de esta colonia en la extensión de cuatro hectáreas 
cincuenta y cinco áreas, ochenta y ocho centiárcas, determinad i 
en c! plano parcial que corre a fs. 6 a razón de veinte centavo* 
el metro -cuadrado, con más la suma de dos mil quinientos pesos 
moneda nacional de curso legal como indemnización fracciona- 
míenlo. >' destrucción de alambrados, construcciones y planta- 
ciones, o sea por la suma total de once mil seiscientos diez v siete 
pesos con sesenta centavos de la referida moheda, que la compa- 
ñía expropiante deberá abonar al expropiado. Con costas a la 
aetora, regulándose los honorarios del doctor Leopoldo Sosa, 
atento a la importancia de los trabajos practicados y el monto 
del juicio en la sema de ochocientos pesos y los derechos procu- 
ratorios de los apoderados don Antonio lírignole y don Martin 
Miranda en la suma de doscientos pesos cada uno, también mo- 
neda nacionail. Repónganse las fojas bajo el apercibimiento dc¡ 
art. 2¿ de la ley 4128. 

Xotifíquese original, cópiese c n el libro de sentencias y con- 
sentida o ejecutoriada que sea si no fuere apelada, archívese. 

Definitivamente juzgando, así lo pronuncio, mando y firmo 
en la sala de mi despacho en Resistencia, Capital del Territorio 
Nacional del Chaco a veintitrés de Diciembre de mil novecientos 
doce. — José M. Agiitím — Ante mi : Raúl X. S corone. 



SENTENCIA DK LA CAMARA FEDERAL UVA. PARANA 

Parani, Mayo !3 de 1914. 

Vistos y considerando: 

hn cuanto a los vicios de nulidad en los procedimiento-* v en 
la sentencia, invocados por el apelante en mi expresión de 

agravios: 

Que habiendo venido la causa a conocimiento v decisión del 
tribunal por recurso de ablación la jurisdicción e'stá limitada s 
solo esc recurso, y no puede declarar más nulidades que las que 
hacen a sus poderes de oficio. 
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Que en estos poderes, de las nulidades alegadas, sólo en 
cuadra la referente a la persona d«I juez a quo. Y no habiéndole 
articulado a su respecto ningún hecho ni intentádose su prueba : 
y constando en el archivo de este tribunal que el doctor José M. 
Agu ilar desempeñaba en la fedia de la sentencia recurrida lis 
funciones de juez letrado <kl territorio del Chaco, en virtud de 
licencia acordada al juez titular y como Agente Fiscal del mis- 
mo: resulta destituido de toda especie de fundamento, el vicio 
de nulidad asignado a la sentencia. 

Y considerando en cuanto al recurso de apelación: 

Que es justa por ser arreglada a derecho la sentencia re- 
currida <n la parte en que no hace lugar a la expropiación gra- 
tuita requerida por la parte expropiante, y estar asi resuelto po»- 
este tribuna] en los casos de expropiación que siguió serrada- 
mente el mismo expropiante contra don Enrique Lestani, don 
Francisco Vargas, don Carlos Diez y José B. Creo, cuyos funda- 
mentos se dan por reproducidos. 

Que en cuanto al precio de la tierra objeto de la expropiar 
ción y a la suma de dinero que por indemnización de perjuicios 
se declaran en la recurrida a favor del expropiado; por el mé- 
rito que ofrece el dictamen del perito tercero y lo resuelto por 
este tribunal en el juicio arriba citado seguido por la compañía 
expropiante con don Enrique Lestani, sobre un terreno de ubi- 
cación análoga al de que en la presente causa se trata, sobre un 
boulevard de la planta urbana de Resistencia, es de justicia y 
equidad el estimarlos e n la suma señalada por aquel perito 
tercero. 

F\>r estos fundamentos, se reforma la sentencia apelada de 
fs. 79, declarándose como importe del precio e indemnización 
que el expropiante debe alwnar al expropiado la suma de seis 
mil ochocientos treinta y siete pesos noventa centavos moneda 
nacional, confirmándola en todo lo demás. Las costas de pri- 
mera y segunda instancia en el orden causado, excepto las pre- 
ceptuadas por el art. 18 de la ley número 189 que se declaran a 
cargo de] expropiante llágase saber y devuélvanse, debiendo re- 
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ponerse ei sellado ante el inferior. — José Marcó. — Fortunato 
Calderón. — César B. Pérez Colman. 



VAU.O DE t.A CORTE SI PHKMA 

Buenos Airea. Abril 22 de 1915. 

Vistos: 

El recurso extraordinario del art. 6.", ley 4055 y 14 de la 
número 48. interpuesto ¡x>r la Compañía Francesa de Ferroca- 
rriles de la Provincia de Santa Fe, contra sentencia de la Cáma- 
ra Federal de Apelaciones del Paraná, en el juicio con don F. 
©doñeo* sobre expropiación, y 

Considerando: 
Que el apelante funda dicho recurso a fs. 167. diciendo: 

Otie en el pleito Se ha puesto en cuestión la validez de las 
leyes de 3 de Noviembre <!e 1882 y 10 de octubre de 1876, y el 
fallo ha desconocido la existencia de estas leyes y la validez de! 
decreto del Poder Ejecutivo de la Nación de 7 de Enero de 
?995» reglamentario de la ley número 4167, agregando (pie de 
acuerdo con las leyes 817 y 1265. sostuvo su derecho a ocupar 
las tierras necesarias para la vía férrea sin alionar su precio v 
se ha resuelto denegándole dicha exención. 

(Juc procedente como es el recurso concedido |>or los moti- 
vos tic orden legal que Sé mencionan, debe observarse en cuan- 
to al fondo, (pie en casos análogos traídos ante esta Corte por 
la misma parte, y con el mismo objeto, se ha resuelto, tomando 
en consideración las leyes y dis¡M>siciones adminiMrativa< invo- 
cadas; <|ne aún suponiendo que el art. </> de la ley de coloniza- 
ción de 19 de Octubre de 1876 con arreglo a la cual se expidió 
el titulo de fs. 23, comprendiera implícitamente la restricción del 
articulo 16 de la ley de venta de tierras públicas de 3 de No- 
viembre de 1882, número 1265, que privó a los compradores do 
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tierras del listado del derecho a ser indemnizados por la super- 
ficie que fuera ocupada con caminos, calles o ferrocarriles, tal 
restricción al dominio fué derogada por la ley número 4167 de 
8 de enero de 1903. 

Que el art. 61 del decreto de 10 de Kncro de 1965, en el su- 
puesto de su validez, no seria de aplicación al titulo de que se 
trata desde (pie se refiere a una cláusula destinada a ser incor- 
porada eii los -contratos a celebrarse entre el Poder Ejecutivo y 
los compradores de tierras del listado, que fío *e encuentra en la 
escritura de! demandado. 

Por ello y los fundamentos más cMenstmente expuestos en 
el fallo del tomo 112, pág. 444. se confirma la sentencia apelada 
en la parte que «ha sido materia del recurso, sin especial conde- 
nación en costas atenta la naturaleza de las cuestiones debatidas. 
Notifique-e original y devuélvanse, debiendo relamerse los sellos 
ante el inferior. 

A. llKKMK.IO. - XlCAXOK G. OKI* 

Solar. — M. P. Dahact. — 
D. E. Palacio. 



CAUSA X 



Ramón Pcdrosa en Ut causo criminal que se le sigue por 
homicidio. Sobre competencia. Recurso de hecho 

Sumario: La Corte Suprema carece dé jurisdicción para decla- 
rar, no habiendo contienda de las previstas por el art. o,, in- 
ciso d de la ley 4055, que un caso ts de la competencia de 
de tos tribunales ordinarios y no de la de lo- militares. 
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Caso: Ramón Perl roza, sargento primero del ejército de linea, 
procesado por el delito de insubordinación a mano armada 
y muerte del capitán Carlos A. von Kunoski, ante el Con- 
sejo de Guerra Permanente para tropa, ocurrió directamen- 
te ante la Corte, exponiendo que su defensor opuso la ex- 
cepción de incompetencia de aquél para juzgarlo por no en- 
contrarse ligado al ejército por contrato alguno, dado que 
el suyo había terminado ya sin ser renovado, por !o que de- 
bía ser juzgado por los tribunales ordinarios, excepción que 
fué rechazada por el Consejo de Guerra, y solicitaba, en 
consecuencia, se declarase que el conocimiento de la causa 
correspondía a los tribunales ordinarios. 

IWI.I.ODK LA Sl'PKKM A C0KYK 

Bueno» Alrtt. Abril 15 de 1*5. 

Xo apareciendo que en el caso se haya trabado una euestió.i 
dé competencia "entre un tribunal militar y uno de cualquier 
otra jurisdicción nacional o provincial'* como lo requiere el ar- 
ticulo 9, inciso d de la ley número 4055 para dar jurisdicción a 
esta Corte, pues lo único que se hace constar, es que el Consejo 
de Guerra no hizo lugar a la excepción de incompetencia opues- 
ta por el defensor. Que, |x>r otra parte, no se alega tampoco que 
le baya sido desconocido él fuero federal u otro privilegio, dere- 
cho o exención de aquellos a que se refiere el art. 14 de la lev 
número 4H y o." de ta ley número 4055 : rio se hace lugar a lo so- 
licitado. 

A. BERMEJO. — Nicanor G, PEE. 
Solar, — M. IV Daract. — 

I). Í2. PAI.ACtO. 

Con posterioridad, el misino Pedroza amplio su queja, di- 
ciendo que el tribunal militar no bahía accedido al pedid)» que le 
formulara el seuor juez federal del Paraná de suspender las ac- 
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tnat-iones del sumario, por haberse deducido ante él, contienda 
de •competencia por inhibitoria, recayendo en el nuevo pedido la 
resolución siguiente: 



KALLO DE LA CORTE si i'KKM \ 

Sueños Airei. Abril 22 de 191*. 

Hágase sáber a esta parte que la contienda de competencia 
a que se refiere está sometida a la substanciación qué pfescribs 
el Titulo III del Gnligo de IWedimientos en lo Criminal y que 
hasta esta techa no han sido remitidos a esta Corte ninguno <k- 
los a:ilecedtnte> indispensables para motivar una decisión. 

A. ÜKKMK.IO. — X'lCAXOR O. DEL 

Solar; — M. I 1 . Daract. — 
I). É. Palacio. 



CAUSA XI 

Municipalidad de San Antonio de Arcco contra ¡á empresa Je/ 
Ferrocarril Central Argentino, sobre cobro ¿>* impuestos 

Sumario: Ka procede el recurso extraordinario del art. 14, lev 
número 48, si en la fecha en que se reduje» >i- encontraba 
vencido el término de cinco rifes dentro del cua! pudo inter- 
ponerse* con arreglo a la ley nacional de procedimientos. 

Laso: I." explican las piezas siguientes: 
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IWU.o DK I.A CORTK SUPREMA 

Buenos Aires, Abril 27 de 1915. 

\ vistos : Constando a £& 93 y 94 que el recurso extraordi- 
nario interpuesto para ante esta Corte lo lia sido fuera del tér- 
mico perentorio señalado en el art. 208 de la ley nacional de pro- 
cedimientos y con arreglo a lo resuelto en casos análogos (Fa- 
llos, tomo 94. pág. 242; tomo 98, pág. 424 ; ionio 1 14, pág. 128 y 
#9) se declara improcedente el concedido a fs. 94. Repuesto el 
papel devuélvase; 

A. ÜÜKMKJO. — XlOAN'OR G- I»KI. 

Solar. — M. |\ Dáract. — 
I). E. Palac io. 



CAUSA XII 

• 

Pon Andrh de I 'os cu autos con José Briuii i su sucesión ) ; 
tompetenciQ negativo. Recurso de hecho 

Sumario: Para <|iie la Corte Suprema pueda dirimir una con- 
tienda de competencia de conformidad a lo previsto en el 
art. 9 de la ley 4055, os necesario que aquélla se haya sus- 
citado y sido trabada, observando las regtó* proscriptas por 
fos artículos 437 y siguientes de la ley nacional ele procedi- 
mientos. 



Cam Lo explican h< piezas simientes: 
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DICTAMEN DEL sr. PROcrRADOK GENERA I, 

Buooi Aires, Abril 22 M 1915. 

Suprema Corte: 

Resulta del precedente escrito que la contienda de compe- 
tencia mencionada por el recurrente po se ha substanciado en 
forma legal : no se lia producido la controversia entre los jueces 
ordinarios de la Capital y de la provincia de Unenos Aires. 

El actor, al tener conocimiento del auto por el cual .se decla- 
raba incompetente la jurisdicción común de esta Capital, se pre- 
senta iniciando su demanda ante el juez de primera instancia de 
la Provincia de Buenos Aires, quien, a su vez, se declara incom- 
petente, circunstancias estas que, si denuncian una demanda in- 
terpuesta ante jueces distintos, no han suscitado la contienda, 
pues no han sido observadas las realas prescriptas por los articu- 
la 457 y siguientes de la ley nacional de procedimientos. 

Por ello y jurisprudencia de V. F.. (tomo 108. pág. 77; to- 
mo U2, pág. 418; tomo 115, pág. 218), no existiendo contienda 

que resolver, pido a V. E. <e sirva ordenar el archivo de estas 
actuaciones. 

Julio Botét. 



FALLO DE I.A CORTE SU'KKM \ 

Buenos Aires, Abril 22 dt 1915. 

Xo habiéndose trabado contienda de competencia entro los 
JUécéS i¡uc esta Corte deba dirimir con arreglo al art. o." de !:i 
ley 4055 y de conformidad con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General, no ha lugar a lo solicitado, y repuesto el 
papel, archívese. 

A. Bkrmkjo. — Nicanor G. m:i. 
Solar. — M. P. Daract. — 
I>. E. Palacio. 
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CAUSA XIII 



.Ww de tos bulas pontificias instituyendo obispo titular 
de Tcnncssi y auxiliar det obispo de la diócesis de Titawtáii. 
«/ mouscitor Carlos luheniijue. 

Sumario: Con las reservas que emanan do la Constitución y leyes 
sobre patn.nat.», puede compelerse el pasea las bitlás ]>onti- 
fícias instituyendo Obispo titular. 



DICTA MBX WX sr. pROCl RAHOK r.l-XKKAl. 

Butnet Aire., Abril » dt 1915. 

Suprema Corte : 

Las bulas p milicias de S. S. Pontífice Benedicto X\\ <|ue 
i istitnycn obispo titular de Tenne^si, no menoscaban las prerro- 
gativa* del patronato nacional, puyos derecho- ejerce el P. K. 
SCgfiñ el art. 96 inciso 8." del Código fundamental. 

Las bula* pontificias refieren el nombramiento de este 
obispo a una iglesia fuera de! territorio nacional, extraña por 
ello a la Constitución y levo de la Nación y exenta, por consi- 
guiente, de tódb Vinculo jurídico con sus autoridades- 
Si bien las bulas pontificias facultan al obispo instituido pa- 
ra ejercer en la diócesis de Tucumán. como auxiliar de su ilustrí- 
simo obispo, los ¡Munifrcales y demás ejercicios de su ministerio, 
esta autorización depende del mandato del titular. Tal autoriza- 
ción limitada entonces a los pontificales y demás ejercicios del 
ministerio, en consentimiento del obispo de Tucumán, queda su- 
bordinada a las que posee y ejerce aquél, con sujeción a las pre- 
rrogativas del patronato nacional. I.a autorización no implica 
atribución «le jurisdicción propia al instituido, sino facultad de 
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recibirla del obispo titular de Tucuinán en la esfera de la que 
ejerce constitucionalmente. 

En este concepto no encuentro une las bulas pontificias traí- 
das al acuerdo de V. E. contradigan las regalías del patronato 
■que consagra el art. 86 de la Constitución Nacional en su inciso 
9 o y pienso que. salvo siempre los derechos acordados al P E 
por esa disposición. Y. E. podría conceder el acuerdo requerido, 
al efecto del pase, por el inc. o del texto constitucional ante, 
citado. 

Julio Hotel. 



PALLO DE l.A i'ORTK SUPREMA 

Bueno» Aifci, Abril 29 de 1915. 

De conformidad con lo determinado por el señor Procura- 
dor General, la Corte Suprema de Justicia de | a Nación presta 
su acuerdo para que el Presidente de la República conceda el 
pase a las bulas expedidas por su santidad Benedicto XV. ins- 
tituyendo obispo titular de Tcnnessi v auxiliar del obispo de la 
diócesis de Tucumán, a monseñor Carlos Echenique, con las re- 
serva» que emanan de la Constitución y leyes dictadas con arre- 
glo a ella, sobre el patronato nacional. Devuélvase, en come- 
cuencia. este expediente al Poder Ejecutivo con el correspon- 
diente oficio. 

A. BERMK.ro. — XllANOK G. W.l. 
Solar. - M. p. Daract. — 
D. E. Palac io. 
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CAUSA XIV 



Don Tetimaco Consáles, contra ta provincut de Buenos . tires, 
por cobro de pesos: sobre competencia 

Sumario : La Corte Suprema carece de jurisdicción para cono- 
cer de una demanda |>or cobro de honorarios devengados 
como jurado o miembro dé jury de enjuiciamiento de 
magistrados de una provincia, en razón <le no hallarse com- 
prendida ta! demanda entre las causas civiles a las m.c s e 
reitere el art. i." inciso i." de la ley 48. 

( aso: Lo explican la> piezas siguientes: 



DICTA MKX DEl. ST. PROCURADOR líR.N KKAI. 

Bhmm Alna, Abril is di 1815. 

! 

Suprema Corte: 

La demanda sobre pago de honorarios que se interpone en 
el precedente escrito contra la provincia de Buenos Aires no 
debe entablarse ante" V. F.., p„ es V. E. no tiene en el caso juri - 
dicción para conocer, por cuanto se trata de un acto de gobier- 
no y de orden administrativo, que reconoce la deuda cuyo cobro 
persigue el actor: de manera que, no habiendo oposición de par- 
le del demandado no se suscita e! caso contencioso que es lo que 
justificaría la jurisdicción de V. E. y aun e l fuero federal (Fa- 
llos, tomo 9. página 391 : tomo 31, pág. 255). 

l"or estas consideraciones pido a V. E. se sirva declarar 

' :r en el presente asunto. 

Julio Botct. 
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I ALLO DE LA CORTE Sl'PRKM A 

Buenos Airo. Abril 29 4c 1915. 

. Vista la. demanda ejecutiva entablada por el doctor Telé 
maco González contra la provincia de Buenos Aires, por cobro 
de honorarios, cerno jurado o miembro del jurv fie Enjuicia- 
miento de Magistrados de dicha Provincia, y 

Considerando: 

Que con arreglo a lo dispuesto en el art. i.', inciso de la 
ley numero 48 y en la ley número 1467. la Corte Suprema tiene 
jurisdicción originaria en las causes civiles entre una provinc a 
y algún vecino de otra o de la Capital. 

Que los conceptos cansas ch iles, según lo reiteradamente 
resuelto, sólo comprende las emergentes de estipulación o con- 
trato, o regidas por el derecho común, entre las cosas que no 
pueden incluirse los juicios por cobro de sueldos o de jubilacio- 
nes de los empleados públicos y otros regidos por el derecho ad- 
ministrativo, que las provincias pueden sancionar en ejercicio de 
sus facultades reservadas (artículos 104 y 105 de la Constitución 
Nacional. Fallos, tomo 22, pág. 37; tomo 99, pág. 309). 

Que los honorarios mencionados « e encuentran en las pro- 
pias condiciones de los sueldos, desde que ellos constituyen la 
retribución de un servicio público de carácter judicial, distintos 
de los previstos en el art. 1627 del Código Civil. 

Por ello, lo dispuesto en el art. y de la ley número 50. y de 
acuerdo con k> pedido por el señor Procurador General se de- 
clara que esta Corte no tiene jurisdicción para conocer de la pre- 
sente demanda. Xotifíqucse con el original, repóngase el papel 
y archívese. 

A. Rkrmkjo. — Nicanor G. DEL 
Solar. — M. R Daract. — 
ü. E. Palacio. 
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CAUSA XV 




. hist, contra la provincia de Buenos Aires, sobre 



ubicación de tierras 

Sumario: Aun cuando en un titulo a ubicar tierras no se diga 
rjue estíos han ríe ser necesariamente de pastoreo. debe en- 
tenaerse que la ubicación ha de hacerse fuera de terreno < 
reservados o que se reservasen de acuerdo con las leyes de 
la materia, para la formación de pueblos; sin que obste a 
ello la circunstancia de que el decreto de reserva sea poste- 
rior a la iniciación de la gestión administrativa para adquirir 
la tierra ocupada como locatario «leí fisco, por el titular de» 
derecho a ubicar. 

Caso : Lo explica el siguiente : 
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Buenos Aire». Abrí! 29 de 1915. 

V vistos: 

Don Alfredo M. Caray, apoderado de don Alfonso Aust, 
se presenta exponiendo: Que su mandante e< titular del derecho 
a ubicar tierras en la provincia de Buenos Aires hasta la exten- 
sión de veinte hectáreas, por compra hecha a don Juan F. Dhers, 
quien a su ves las tenía procedentes del reconocimiento que por 
mayor cantidad hizo el Poder Ejecutivo a favor de do:i Tomá-i 
Duggan por transacción. 

(Jue ocurrió ante el Poder Ejecutivo de la provincia el año 
1995% fe** de su compra, solicitando la ubicación de las veinte 
hectáreas en varias fracciones de terreno en Sierras Hayas, par- 
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iido de Olavarria, fracciones ocupadas por su mandante, como 
locatario del fisco, y en las que ha levantado importantes cons- 
trucciones, lo <jiie abonaba más aún su derecho a conseguirlas; 
pero que le ha sido denegado por decreto de fecha 4 de Septiem- 
bre de 191 1, fundado en un informe del Departamento dé Inge- 
nieros, en disidencia con la opinión favorable del Asesor del Go- 
bierno y de la Oficina de Tierras Públicas de la Provincia. 

Que los fundamentos de dicho informe son inexactos, por 
cuanto no se trata de terrenos de ój jetos; y la gestión para la 
fundación del pueblo que se invoca es interior al pedido de 
ubicación, y no es un liedlo realizado ni en vías de consumarse. 

Que los derechos fie Duggan, origen de los de Aust, no son 
para ubicar en tierras de pastoreo, ni se consignó asi al recono- 
cerlos, ni se ha procedido en ese concepto |>or el Poder Ejecuti- 
vo a mérito de precedentes que invoca. 

Que en virtud de lo expuesto y disposiciones legales qtic 
cita, píele s e condene a la provincia de Unenos Aires a efectuir 
la ubicación solicitada en la forma y extensión expresadas en e! 
plano acompañado a fs. 3 y a otorgar en consecuencia la e-entu- 
ra de transferencia del dominio, con costas. 

Acreditado el fuero del tribunal y corrido faslado a la pro- 
vincia, el api lerado de ésta lo evacuó diciendo: 

Que niega categóricamente todos los tiedlOfi articulados en 
la demanda, como asimismo la validez de los títulos que se invo- 
can para hacer la ubicación pretendida por el señor Aust. 

Que respecto a este último punto la demanda establece (pie 
el derecho a ubicar tierras en la provincia, le corresponde al ac- 
tor por compra hecha en Abril 15 de 1907. a don Juan Dhers, 
quien a su vez los tenia procedentes del reconocimiento que ma- 
yor cantidad hizo el Po.ler Ejecutivo a favor de don Tomás 
Duggan por transacción. 

Que aun en la lii^'.tesis de que sea exacto lo afirmado en la 
demanda y qué los derechos que pretende el señor Aust, remon- 
tan a una transacción realizada ¡x>r el señor Tomás Duggan con 
el Poder Ejecutivo de la provincia, debe impugnarlo como abso- 
lutamente nulo, por carecer el Poder Ejecutivo de poderes sufi- 
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denles para transar, tanto en virtud de sus leyes administrati- 
vas corno de acuerdo con el Código Civil, que reglamenta las 
funciones de las personas jurídicas y la capacidad de sus man- 
datarios. 

<Juc fuera de la razón indicada, la demanda no podrís* pros- 
perar, ni aún en la hipótesis de que el titulo para ubicar fuera 
inobjetable del punto de vista legal por las siguientes razones: 

i:' Ponqué las tierras donde se pretende ubicar son de ejido 
y rió de pastoreo. 

2." Porque no son de igual valor a las tomadas por el Go- 
bierno para el ejido de Lincoln. 

Que«n virtud de lo relacionado solicite se rechace la deman- 
da con costas. 

Abierta la causa a prueba y producida la que expresa el cer- 
tificado de fs. 84, las partes alegaron acerca de su mérito que- 
dando la causa en estado de resolución, y 

Considerando: 

One aun en la hipótesis de que el Poder Kjecutivo hubiese 
sido legalmente autorizado para dictar el decreto corriente a fo- 
ja-; 56 cuya validez sé impugna por el representante de la pro- 
vincia, es de tenerse en cuenta que está plenamente acreditado 
|»or e! informe de fs. |6 y decreto de í*. 18, expediente adminis- 
trativo letra A número 45, que los terrenos que reclama el señor 
Aust son de ejidos y han sido, además, reservados para la for- 
mación de un |Hiel>lo. 

Que el art. 7 de la ley provincial de 26 de Diciembre de 
1S78, autoriza al Poder Kjecutivo para señalar, en tierras de 
propiedad fiscal, los lotes que crea conveniente reservar para 
pueblos, ejidos de los mismos y propios; y el art. 47, inciso i." 
de la ley de 3 de .Vovienibre de 1X70, lo faculta para adquirir o 
expropiar en los Partidos que carecieren de pueblo, el terreno 
necesario para formarlo, siempre que lo estime conveniente para 
el mejor servicio público y prosperidad del Partido. 

Oue en ejercicio de dichas atribuciones el Poder Kjecutivo, 
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a solicitud de! vecindario, ha destinado los terrenos a que se re- 
fiere la demanda para la formación de un pueblo y ha pedido a 
la Honorable Legislatura las autorizaciones correspondientes; y 
en tal virtud deben estimarse como terrenos reservados, de 
acuerdo con las disposiciones legales antes citadas, y cuya enaje- 
nación puede tan sólo hacerse conforme con dichas leyes, que 
excluyen la forma pretendida por el actor. 

Que el hecho de haber el Poder Ejecutivo decretado la re- 
serva posteriormente a la iniciación de la gestión administrativa 
para adquirir los mencionados lotes, no puede reputarse como 
sin valor, a los objetos que se persiguen, porque ello importaría, 
en el caso, reconocer que el interés privado puede enervar el 
ejercicio de facultades legales atribuidas a los poderes públicos 
de la provincia, en mira de interás general v de orden superior 
(Tomo loo. pág. 431 arg.). 

Que aunque e! título de Duggan no establezca que los terre- 
nos a ubicar sca-n . iccesarramente d e pastoreo, debe entenderse 
que dichas ubicaciones se liarían fuera de los terrenos reserva 
dos o que se reservasen con fines consignados en las leyes de la 
materia y forma de enajenación explícitamente determinadas 
como antes queda dicho. 

Que la circunstancia de haberse acordado por el Poder ■Eje- 
cutivo como s c afirma, ubicaciones de lotes pertenecientes al tí- 
tulo de Duggan en terrenos de ejidos, no puede invocarse como 
precedente valedero, pues esta Corte está llamada a decidir la 
contienda como tribunal de derecho art. 13, lev 50 < Fallos tomo 
"5. Pág. 157). 

Que cualquiera que sea el concepto en que la provincia haya 
arrendado los terrenos pedidos la prueba producida con los in- 
formes administrativos y aún las propias manifestaciones del 
actor demuestran que el destine» que se les dá no es el expresado 
en los contratos acompañados, piies están ocupados con valiosas 
■construcciones que responden a fines industríale., y de otro 
orden. 

Por ello, 110 se 'hace lugar a la demanda, sin costas átente 
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la naturaleza cíe las cuestiones debatidas. Xotifíquesc con el ori- 
gina! y respuesta el papel ardhivesc. 

A. l»KRMKJO. — XíCANOR G. DEL 

Solar, — .M. f\ Daract, _ 
t). E. Palacio. 



NOTAS 

En ocho de Abril la Curte Suprema desechó la queja dedu- 
cida por don Amadeo Micotis contra el juez de paz de la sección 
$h I*>r no Gorré^poñderle su conocimiento. 



Kn veintisiete del mismo la Corte no hizo lugar a la queja 
deducida por Benedicta A. de Ramilo en autos con Benjamín 
Ramilo sobre nulidad de declaratoria de herederos, i*>r no apa- 
recer (jue en el pleito se haya planteado y resuelto algunas cues- 
tiones previstas en e! art. 14 de la ley número 48. 



Eli veintinueve del mismo rechazó la queja deducida por 
José Cantarín! en autos con Pablo Amichetta ¡>or disolución de 
sociedad, |>or cuanto la sentencia de <|ue recurría se habia limi- 
tado a aplicar disposiciones del Código Civil. 
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CAUSA XVI 

Don Hedor Sávasta, en autos con don Juan Longo, por daños 
y perjuicios. Recurso de hecho 

Sumario-. Es ajeno al recurso extraordinario previsto en el ar- 
ticulo 14 de la ley 4H. el punto de si una Corte provincial dé 
justicia ha usado bien o nial dentro de las disposiciones de 
la Constitución y leyes locales, no ¡impugnadas como viola* 
torias de la Constitución Nacional, de las facultades disci- 
plinarias que le acuerdan aquellas. 

Coso : I.o explican las piezas siguientes: 



DKTAMKX DKI. sr. PROCURADOR GKNERAL 

Buinot Aires, Abril 15 de 1915. 

Suprema Corte; 

Xo procede el pésente recurro por no hallarse comprendi- 
do en lo dispuesto ¡H»r los artículos 6." dé la ley 4055 v 14 de la 
ley 48. 

La Corte Suprema de la provincia de Mendoza ha decreta- 
do contra el recurrente la eliminación de la matricida de procu- 
radores, ejercitando, por consiguiente, medidas disciplinaria : 
las cuales son inherentes a la organización judicial de los tribu- 
nales de provincia, de modo que. al decretarse jx>r aquéllos su 
aplicación, no se ha dado base a cuestión alguna sobre constitu- 
cionalidad o aplicación de la ley nacional. 

I'or ello, y jurisprudencia dé V. K. 1 tomo 31, pág, ¿29; 
tomo 85, págr- q8, pido a V. E. se sirva declarar bien denegado 
el recur>o interpuesto. 

Julio Bótet. 
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FALI.O DE LA CORtK SU'RKMa 

Buenos Alie», Mayo 4 de 1915. 

Autos y Vistos: Él recurso de hecho por ablación denega- 
da interpue>to por don Hedor Sa vasta contra una resolución de 
!a Suprema Crie dé Justicia de la provincia de Mendoza cu el 
sumario fostalido ante ella por denuncia de don Juan Longo. 

V considerando ; 

Qfte para fundar el recurso extraordinario del articulo 14 
de la ley número 48 y U." de la ley 4055 se alega por don Héctor 
Sa vasta que la Suprema Corte de la provincia de Mendoza ac- 
tuando en un sumario contra el recurrente incoado originaria- 
mente ante la mi>ma por denuncia de don Juan Longo ha re- 
suelto eliminarlo de la matricula «le procuradores en la que figu- 
raba inscripto previo cumplimiento de las prescripciones legales 
y ¡tasar los antecedentes a la ju.-ticia ordinaria del crimen para 
la aplicación de la ley común, con lo que se ha coartado en mi 
persona la libertad de trabajo que consagra la Constitución Na- 
cional (31$. 14» y se le ha condenado sin defensa, agregando que 
esr. facultad no 1c ha sido atribuida a aquella Corte ele Justicia 
con arreglo a las disposiciones que cita de la Constitución de la 
provincia y de la ley orgánica de sus tribunales. 

Oue se trata, según se expresa, del ejercicio de medidas 
disciplinarias a mérito de la superintendencia atribuida a aquella 
Corte por el art. icf> de la Constitución de Mendoza y regida 
por las leyes locales, aunque aplicada, a juicio del recurrente, en 
violación de é^tas. 

Que el derecho de trabajar y ejercer toda industria licita 
pie consagra el art. 14, — única garantía que lia invocado el re- 
currente entre las qué acuerda la Constitución Nacional — debe 
>er gozado conforme a las leyes (pie reglamenten su ejercicio y 
esa reglamentación o sea. la ley orgánica de los tribunales tiene 
que ser interpretada y aplica la por los respectivos tribunales lo- 
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cales, puesto que las provincias se dan sus propias instituciones 
y se rigen por ellas, (art. 105 de la Constitución). 

Si la Corte de Mendoza ha usado bien o mal de esas facul- 
tades disciplinarias dentro de Ia s disposiciones de la Constitución 
de la provincia y las de la ley orgánica de sus tribunales que no 
han sido impugnadas como contrarias a la Constitución Nacio- 
nal, es un punto ajeno al recurso extraordinario previsto en el 
art 14 de la ley 4 8y6dcla ley 4055 < dallos, tomo 31, pág. 229; 
tomo 85, pág. tomo 101, pág. 95). 

Por ello y de conformidad con lo expuesto v pedido por el 
Mfior Procurador General, no se hace lugar a la queja que se de- 
duce y repuesto el papel, archívese. 

A. ItKRMK.IO. — XlCAXOR G. 

SóM* — M. P. 
D. E. Palacio. 



CAUSA XVII 



Mtirnci 'pal ¡dad de Lds Conchas t contra la limpresa del 
Ferrocarril Central Argentvw, st.'jrc cobro de^pssos 

Sumario : 1." Kl carácter local de los impuestos adeudados por 
servicios municipales hace de la exclusiva competencia de la 
justicia provincial el conocimiento de las causas por cobro 
de dichos impuestos, independientemente de toda considera- 
ción respecto a la vecindad de las partes. 

2.° Kl art. 8." de la ley 53 1 5 »*> exime a las empresas fe- 
rroviarias de la obligación de pagar el impuesto jx>r servicio 
de alumbrado e higiene. 

Caso: Lo explican las piezas siguiemes: 
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tmrtmiA OKI. jm l>K U á INSTANCIA KN ,.o CIVII. V COMERCIA!, 

La PUta, Septiembre 23 de 1914 

V vistos: resultando: 

Q»e a fs. 3 el señor Alberto R. Taylor, patrocinado por 
el doctor C. F. Crispo y en representación legal de la Municipa- 
lidad de Las Conchas, se presenta demandando a la empresa del 
Ferrocarril Central -Argentino* por cobro di- la cantidad de tres 
mil seiscientos seis pesos m\n tt provenientes de servicio de alum- 
bracio e higiene, según in>truye la planilla que acompaña a fs. 2. 
Secundo. c|»e corridos los trámites del juicio ejecutivo, la ele- 
manda no niega los liechos, sino que a fs. 27 opone las excepcio- 
nes de "incompetencia de jurisdicción y exoneración «le impues- 
tos munidpales por el árt. 8." de la ley número 5.115 *, o sea, falta 
de acción. Tercero, que evacuado el traslado por la adora, a 
fs. 39 y sigílente.* > la vista fiscal de fs. 43, sc «licta providencia 
de "autos" n f.. 43 vta .. | a qtte consentida y repuesto reciente- 
mente el >e!Iado trae esta causa a otado de dictar sentencia. 

Y considerando: 

Primero; La excepción de incompetencia, fundada e i el ar- 
tículo 44 del Código Civil, que establecería una distinta vecimiad 
por tener el Directorio de la límprcsi mí domicilio en la Capital 
Federal y que rebate el actor con los artículos que cita de la 
Constitución Nacional, resulta improcedente sólo por el mismo 
art. 44 del Código Civil q UC se cita, pues el mismo establece la 
excepción "no siendo el caso de competencia especial"; lo que se 
corrobora con la disposición positiva del inciso 4." del art. ox> de? 
Código Civil. Segundo: Ka falta de acción o exoneración de im- 
puestos municipales, fundada como se ha dicho, no se funda 
verdaderamente, porque no & trata de "impuestos" en el caso 
sitb-IJtei Bino de "servicios" qué no niega la empresa haber reci- 
bid., como los demás deudores de elíos a la Municipalidad de- 
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mandante; además de ser inaplicable la cita de la ley 48, incido 
2, del art. 2.". porque tal disposición legal se refiere á impuesto 
nacionales, mientra- que en ci st*b judicc, se trata de servicio . 
municipales, que por el régimen <lc gobierno pueden cstahleccr 
las municipalidades y deben Cobrar ante los tribunales de lá pro- 
vincia, según la legislación y la jurisprudencia que cita la actora 
en su escrito de fs, 39 y que el juzgado reproduce (an 24 del 
Código de Procedimiento^ i asi .-.-m.> la vista fiscal de autoi 
Por tales fundamentos, "alio rechazando las excepciones opues- 
tas, con costas; y mando seguir esta ejecución adelante, hasta 
hacerse el acreedor integro pago, del capital, intereses y costa , 
(art. 509. concordantes y 71 del Código de Procedimientos ». Re- 
guío e! honorario del doctorCris I)0 en la simia de doscientos cin- 
cuenta pesos moneda nacional; y los derechos procuratorios del 
señor Tcylor en la de ciento treinta pesos de igual -moneda. Doy 
la presente en dos fojas útiles que rubrico c i su parte superior 
y que deberá re|xmer el vencido en los términos del art. 72 del 
Código de Procedimientos — Pedro R. Qniroga. — Ante mi: 
Agustín l.antsro. 



SENTE X CIA DE LA CÁMARA I-* W ÁPEtACIOJÍ l>Ki, DEPARTAMENTO 

DK I.A CAPITAL 

L« Plati. Octubre 31 de 1914. 

\ istos y considerando: 

1." Qlíe como acertadamente establece el >cñor juez a quq, 
en la resolución apelada, ¡a excepción de ineompeuncia deduci- 
da por la empresa demandada, fundada en que el conocimiento 
de la causa corres¡>ondc a la justicia federal, es indiscutibleincn 
te improcedente, pues tratándose como so trata en el presente 
caso del cobro de impuestos establecidos por ordenanza de una 
municipalidad de provincia, son las autoridades judiciales de la 
misma las únicas competentes para conocer en él juicio respecti- 
vo de acuerdo con lo que semita del art. 105 de la Constitución 



DE JUSTICIA DE LA NACION 77 

Nacional : lo prcscripto ¡),> r las mismas disposiciones de la lev 
sobre competencia de los tribunales nacionales de 14 de Sep- 
ticnl.rc de 1S63 y Iq establecido por otra parte por la más con - 
tanto y uniforme jurisprudencia de la Suprema Corte Nacional 
pudiendb verse eiitTc otros casos el que se registra en el tomo 
°4. pág. 353 de sns fallos. 

2." Oue en lo que respecta a la e.xoñeraciSn dé impuestos 
que como excepción alega el ejecutado, su imprudencia es 
igtialniente evidente desde luego, no sólo porque como tal ex- 
cepción no se encuentra ella emprendida entré las autoridades 
por la ley procesal (art. 502), sino también porque aun cuando 
pudiera considerármela edmq fundamento de la inhabilidad de 
titulo, excepción ésta que como lo tiene establecido la jurispru- 
dencia uniforme de los tribunales y lo enseñan los tratadi>ta.s de 
derecho procesal, sólo puede fundarse en defecto o «tíos del ti- 
tulo mismo capaces de enervar su fuerza ejecutiva o en no en- 
contrarse comprendido entre aquellos a los cuales la ley le^ 
acuerda esa fuerza, no por ello ¡x.dria prosperar la excepción 
mencionada. 

En efecto, al discutirse en la Cámara de Diputados de la 
Nación la ley número 5315, Sc estableció por ¿1 miembro infor- 
mante de la comisión de Diputarlo, doctor Caries, que lo que se 
ha consignado en el art. 8." son los impuestos de la Constitución, 
aquellos que tienen que ser pagados por todos y también por lo- 
ferrocarriles, si no fueren exonerados por la lev; que los servi- 
cios de carácter comunal, que benefician a los ferrocarriles, por 
lo mismo que tienen un carácter particular, los ferrocarriles par- 
ticulares tendrán que alonarlos (Sesión del 24 de Septiembre 
de igo;), y la Suprema Corte Nacional ha establecido por su 
parte a este respecto: "que si bien es cierto que las palabras o 
conceptos vertidos en el seno del Congreso con motivo de la dis- 
cusión de una ley. son por lo genera! simples manifestaciones de 
opinión individual (tomo 70. p&£ 310) también lo es que no 
pueda decirse lo mismo de las explicaciones o aclaraciones he- 
chas por los miembros informantes de los proyectos, o en los in- 
formes de las respectivas comisiones encargadas de su estudio. 



W FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

pues tales explicaciones e informes constituyen según la doctrina 
y jurisprudencia una fuente propia de ¡n. *rpretaciún" (Tomo 
33- pág- 228 y 100, páginas 59 y 337 ). e interpretando ese mismo 
tribunal el alcance del art. 8.° de la ley 5315 en que se ampara la 
empresa demandada ha declarado que los impuestos municipa- 
les de cuyo pago fueron exoneradas las empresas, fío son los 
provenientes de servicios comunales, de limpieza, afirmada, etc., 
que también deben abonar los ferrocarriles. 1 Temos 31, página 

|6 5l y 114, pág. 298). 

Por estos fundamentos; los concordantes del fallo apelado 
y lo resucito por esta Excma. Cámara en el juicio seguido por 
la municipalidad de San Fernando contra la misma emproa hoy 
demandada ante el juzgado en lo civil número 4, secretaria nú- 
mero 19 cuya resolución fué confirmada por la Suprema Corte 
de la Nación, se confirma en todas sus partes la resolución re- 
currida. — Puuj Lomes. — Del Campillo. — Agilitar. — Ante 
mi: Alberto Gotland. 



DICTAMEN DEL sr. TROCI kaoor GENERAL 

Buinoi Aire*. Ptbrer* de 1913. 

Suprema Corte: 

La procedencia del recurso deducido está fundada en lo di* 
puesto en c! art. 14, inciso j de la ley 48, pues ha sido denegado 
al recurrente el privilegio al fuero federal qtic liubo invocado en 
el pleito, y pido a V. E. se sirva declararlo bien concedido. 

No es procedente la excepción de incompetencia de juris- 
dicción deducida por el demandado en razón de <|uc se trata de 
impuestos municipales establecidos j>or las ordenanzas respecti- 
vas y que pertenecen al régimen impositivo de las provincias, de 
cuya facultad están investida* de acuerdo con el art. 105 de ta 
Constitución Nacional, puesto que entre los derechos correspon- 
dientes a la autonomía de las provincias las (pie comprenden co- 
mo delegaciones suyas a las municipalidades* están los de impo- 
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ner contribuciones y efectuar la percepción de las mismas sin la 
ingerencia de ninguna autoridad extraña que restrinja la efecti 
vidad de esos derechos. Bien, pues: e l carácter tributario, etrii- 
ne itemente local de la deuda de que se trata determina por si la 
competencia exclusiva de la jurisdicción provincial para enten- 
der vn este asunto. 

Por lo demás, no procedería tamjKwo él fuero federal invo- 
cado por la empresa demandada fundándolo en la distinta ve- 
cindad de las partes, por cuanto el domicilio de la misma empre- 
sa a los efectos de la ejecución de las obligaciones cuyo cumpli- 
miento se persigue, no está en esta Capital, como arguye, sino en 
el mismo lugar en que lo -tiene la parte demandante, con arreglo 
al art. 90. inciso 4." del Código Civil, en concordancia con el 44 
del mismo código. 

Por lo expuesto y jurisprudencia de \ . K. (tomo rig¡ pág. 
310; tomo 94, ¡>ág. 333), ¡,ido se sirva confirmar la sentencia 
apelada. 

Horacio R. Larrefo. 



rAU.OI»KI..\CORTKStPKKMA 

Bueno» ttifS, M.yo 4 de 1915. 

Victos y considera ido: 

QUe según resulta de autos la demanda deducida por la mu- 
nicipalidad del partido de Las Condias, provincia de I Sueños Ai- 
res, contra el Ferrocarril Central Argentino, es dirigí !a a obte- 
ner el pago de impuestos adeudados por servicios municipales 
con arreglo a las disposiciones respectivas que regimientan la 
imposición y percibo de estos gravámenes. 

One, el carácter completamente local rtc tales impuesto* 
hace de la exclusiva competencia de la justicia provincial el co- 
nocimiento de la causa, independientemente de toda considera- 
ción respecto a la vecindad de las partes, como lo tiern- estable- 
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ciclo esta Corte, en repetidos casos análogos, declarando adema*- 
que, entre los derechos que constituyen la autonomía de las pro- 
vincias es primordial el de imponer contribuciones y percibirlas 
sin intervención de ninguna autoridad extraña, derecho que no 
podría ser ejercido con la amplitud e independencia necesaria, si 
hubiere de hacerse efectivo por autoridades que no fueran las 
propias (Fallos tomo 17, páginas 133 y 207; lomo 57, pág. 4'»; 
SWÍ pág- 353 : ■<#, pág, 5 y tomo 1 14, pág. 282). 

Que en cuanto al fondo, la interpretación que se ha dado al 
artículo 8.° de la ley número 5315. está de acuerdo con lo re- 
suelto por esta Corte en reiterados fallos, entre otros el de fecha 
20 de Marzo próximo en la causa seguida por Mórtola y Cia., 
contra el Ferrocarril Central Argentino. 

Por ello de conformidad con lo pedido por el *eñor Procu- 
rador General y sus fundamentos concordantes, se confirma la 
sentencia apelada en la parte que ha sido materia del recurso, 
con costas. Notifiquen- con el original y repuestos los sellas de- 
vuélvanse. 

A. Bermejo. — Nicanor 0, ma 
Solar. — M. P. Daract. — 
P. E. Palacio. 



CUSA XVIII 

Don Demingo Pabló C. y Adolfo Olivera, cu autos con Pe- 
dro Bércetche y Domingo H. Salayerry, sobre defraudación 
y falsedad. Recurso de hecho. 

Sumario: Es extemporánea a los filies del recurso extraordina- 
rio autorizado por el art. 22 de la ley de procedimiento* en 
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b criminal y <>.■■ de la ley 405^ | a invocación .le disposiciones 
refiérales, al interponerse el recurso para ante la Cric Su- 
prema y ai , ! ...-rito de queja presentado ante la misma. 

C"<i.ro: I... explican la- piezas siguientes: 



WCTAMRN sr. 1-kcK-rK.MK.K GKNEKAt 

Bueno» Aires. Pebrifo 2 dt 1915. 

Suprema Corte: 

El recurso extraordinario interpuesto entra la sentencia 
definitiva dictada por la Excma. Cámara .le lo Criminal, no e« 
procedente por no encuadrar dentro de los casos previstos por el 
art 22, del Código .le Procedimientos, concordante con el arfe 14 
.le la ley 48 y el art. o .le la U-y 4055. 

1.a aplicación hecha i>or el referido tribunal de las prescrip- 
ciones pertinentes de los códigos Penal y dé Procedimientos 1.0 
.".toman el recurso interpuesto. desde que dichos códigos están 
excHnaos <le la jurisdicción «le apelación de V. E. .le acuerdo 
con l„ (|llt . dispone el articulo loo de la Constitución v conforme 
a ¡a reserva que contiene el art. (, 7 , inciso 1 1 dé la misma Cons- 
titución, al pre«cr¡l>ir .pie la sanción |><>r el 1 1. Con-roo de los 
Códigos que forman la legislación común de! país. 11.» altera las 
jurisdicciones locales (artículos 15. ley 4$; Fallos, tomo no. 
pag, 388 ) . 

X.» puede tampoco motivar éí recurso deducido la invoca- 
ción «le una cláusula constitucional .pie se hace al formularlo, 
■ le-de que no habiendo tenido los tribunales inferiores oportuni- 
dad de decidir ta! cuestión, 110 hay lugar a que esta Corte Supre- 
ma, como tribunal di- apelación, catre a conocer de la decisión 
recaída para en firmar::, o revocarla. V. R. Ha declarado en re 
penda jurisprudencia que son extemporáneas las alegación.»* .pu- 
se hagan al interponer el recurso extraordinario. «Fallos, tomo 
110. pág. 85; (omo 111, pág. 175: tomo 113, pág, 89). 
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Conceptúo que la obligación que impone el art 15 tic la ley 
48, de deducir el recurso extraordinario de manera que su fun- 
damento aparezca de los autos y tenga una relación directa e in- 
mediata a las cuestiones de validez de la., cláusulas constitucior 
nales o legales en disputa, debe ser cumplida al interponerlo auto 
el tribunal que dictó la sentencia de que se recurre. ]>or cuanto 
corresponde! a dicho tribunal conocer de las razones en que Se 
funde la apelación, para hacer lugar o no a ella. Por consiguieij' 
te estimo inoportunos los nuevos fundamentos qüc se aleguen ti 
promover la queja ]>or apelación denegada, desde que dichos 
fundamentos no lian ppdidp ser turnados en consideración p... el 
tribunal que deiicgó la apelación, lo (pié impide que esta Corte 
Suprema entre a conocer de los mismos para declarar proce- 
dente o improcedente la denegatoria. Por ello me abstengo de 
examinar las alegaciones ludias por el recurrente al comparecer 
ante Y. K. 

Por lo expuesto pido a V. K. se sirva declarar bien denegado 

el recurso. 

Horacio A\ barreta, 

mttim LA CORTE SI l'KEMA 

Buenos Airei, Mayo 9 de 1915. 

Visto* : 

Los recursos de nulidad y apelación interpuestos por el de- 
fensor de lós séñorés Olivera contra sentencia de la Cámara en 
lo Criminal y Correccional de la Capilal que confirma el sobre- 
seimiento pronunciado en primera instancia en la causa seguida 
por aquéllos contra Pedro Bércetche y Domingo K. Salaverry. 
sobre 'Irfraudación y falsedad, y 

Considerando: 

( Uie en la instancia extraordinaria autorizada por el art. 22 
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ley de procedimientos criminales y sus concordantes 6." ley 405; 
y 14 número 4 s e stá excluido él de nulidad según lo reiterada- 

mente resuello. 

One en cuanto al de ablación es de observarse que no apa- 
rece de auto*, que se haya puesto en cuestión. oportunamente, 
alguna cláusula constitucional o ley especial del Congreso como 
l>ase o fundamento de la querella (Inciso 2 r articulo 22 Código 
de Procedimientos en lo Criminal). 

One las disjx>siciones federales invocadas j>or primera vez 
al interponer el recurro ante la Cámara y en el escrito de queja 
ante eMa Corte, son de estimarse tardíamente alegadas, como >e 
lia resuelto constantemente por el tribunal. 

l'or ello y conforme con lo pedido i>or el señor Procurador 
Generail se declara bien denegados k* recursos interpuestos. No- 
tifiques^ original y repuestos Jos sellos archívese, devolviéndole 
h>* autos principales con testimonio fie esta resolución. 

Nicanor <*.. otu Solar. — M. |\ 

I)AK\« 1. — D. É. 1'Af.ACIO. 



CAUSA XIX 



Dan Dionisio Garayaldc y otro, apelando de una resolución 

de aduana 

Sumario : 1." Es improcedente el recurso ordinario del art. 3." de 
la ley 4055 contra una sentencia dictada por la Cámara Fe- 
deral de la Capital en causa criminal por infracción adua- 
nera. 



» 
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2." La Corte Suprema ño puede rever en el recurso ex- 
traordinario del art. 14. ley 4S. la inteligencia atribuida a 
una disposición de las Ordenanzas de Aduana que sirve de 
fundamento a la sentencia apelada _\ quC el recurrente esti 
nía "inaplicable al ca*<> si0 juáice'. 
Cuso: Lo explican las piezas siguientes: 
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Bunot Air», Agoito u de 1914. 

Y vistos ; estos auu>s traidoa en apelación ante esté juzgado 
por don Dionisio Garayalde en sil carácter de propietario de la 
mercadería cónffsada y don*. Rérrertgtíer como despachante de 
¡d misma, de cuyo estudio: 

Resulta : 

QüC con fecha jo de Agosto del ano próxima pasado el jefe 
de inyectores de la Aduana don Pablo P. Dtaz, pasó el parte 
que obra a (&. 1. manifestando que con motivo del descubrimien- 
to del contrabando de sedería* efectuad-» jx»r la casa Spada qtté 
se había venido llevando a cabo mediante ocultaciones hábil 
mente hechas en l»obina> de papel, introducida- |N>r la Compa- 
ñia de Transportes Marítiirkis, y teniendo ca*i la seguridad que 
e i Otros vapores de esa linea qtie estaban por llegar, ven Irían 
también partidas de bobinas y fardo- en la- mi-mas condiciones 
hacia denuncia preventiva del hecho, solicitando la autorización 
del ea«. para intervenir la- partida- .le esas mercadería* t¡i\t¡ pu- 
dieran llegar en cualquier vapnr de aquella empresa. AlgúncM 
días después de esta denuncia. A .'5 de Septiembre, don 
Dionisio Garayalde se présenió a la administración de la Aduana 
l>or el escrito míe corre a í-. j. haciendo presente qtte por el va- 
|ht "Paraná" salido del puerto de Marsella el día l<) de Agosto, 
venían mercaderías consignadas a la orden, con la marca \ II 
Xo*. 121 | 14o con e! contenido í|üe se detalla en lo- manificHo? 
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v copias de importación qtíc acompañaba. Que los bultos hume- 
ros 121 al uS. u nían uji.l. s de seda en la cantidad que se indi- 
eá üri dicfto escrito y algunos kilos de guantes, siendo el resto 
papel para diarios, tal como Se declaraba en los manifiestos. 

Que la administración di' Vluana jh»r la rc«olució-i de fs. 4 
110 reconoció per- ncría al señor (iarayalde para presentarle 
ante la Aduana a hacer ta! manifestación, por no ser despa- 
chante ni importador con firma registrada ni haber ju$t¡f¡cadó 
ser propietario de la mercadería. 

Que con fcdia <> de Septiembre Garayalde presentó el escri- 
to de h. 14 ac. mpaííando el conocimiento <pie I.» acreditaba 
Ci rilo dueño de la inereaderia de la referencia, el certificado dtf 
origen, y haciendo presente ;il mismo tiempo qrtie el descachante 
l'erren^tu-r se liaría cargo (le la tramitación del caso. 

Que llegado él vapor a! puerto de liüérios Aire-, el 12 de! 
mismo me-, la Aduana intervino esa mercadería y verificada 
esta, se compri bó que parte fie los bultos de la referencia tenían 
tu vez de papel, tejid«>> de seda y guantes. 

Qwc la administración de Aduana considerando cómproba- 
da la denuncia y por fundamentos <|iie se invocan en la reso- 
Itició» administrativa de fs; 31; declaró el comi o de toda h par- 
tilla a beneficio del denunciante señor Díaz. 

Que 'habiendo la Aduana denegado el recurso de apelación 
«pie tas interesados ¡iiterpusicron contra el fallo administrativo, 
este réCttraO le- fue acordado p* »r la resolución de este juzgado 
'pie <i!ira a í-. 55 vta.. mandándole en consecuencia (jue los ape- 
lante- expresarán sus agravios, lo epíe hk*iero:t a fs. §8, Contes- 
tando el denunciante j el Procurador Fiscal a f& 75 y <>i. re - 
|w divamente. 

Y consideran lo: 

1. ' Que habiéndose resuelto ¡«»r el auto de! juzgado de 15 
qué !< - recurrentes tienen personería para intervenir como par- 
tes en este juicio, y estando al mismo tiempo justificada por 
pane de Oara.vaUte -11 cali lad de propietario de la inereaderia 
p&T ta prcsCntácioh del conocimiento respectivo, calidad que no 
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es posible desconocerle como lo declara el Procurador Fiscal en 
su vista de fs. , corresponde considerar desde luego, la cues- 
tión levantada en este instancia por los apelantes sobre la proce- 
dencia o improcedencia del parte preventivo de fs. r, presentado 
por el empleado señor Pablo P. Díaz. 

2." Que esta denuncia constituye lo que en el vocabulario 
aduanero se conoce con el nombre de fiarte preventiva, que ven- 
dría a ser la comunicación escrita que un empleado de Aduana 
pasa a la superioridad denunciando un hecho o una infracción 
no comprobada actualmente pero que puede existir o ejecutarse 
en el futuro. Este es el carácter del parte de fs. i, pasado en 
época en (pie la mercadería que se su|>onia en viaje, acababa de 
ser embarcada en el puerto de Marsella con destino al de Bueno? 
Aires. 

Debe, pues, determinarse si con arreglo a las ordenanzas de 
aduana y leyes supletorias, esta clase de denuncia está autoriza- 
da, toda vez que este punto ha sido planteado como cuestión fun- 
damental en el caso sub jndkf. 

N inguna disposición de las Ordenanzas ni de la ley de 
Aduana hace referencia a esta clase de denuncias. El art. 1031) 
de las ordenanzas se refiere a la forma de las partes, las que 
deben presentarse por escrito y el 10*0 indica sus requisitos: 
Dice esta última disposición: "El parte del empleado que descu- 
brió el contrabando, fraude o contravención, deberá contener 
una narración suscinta y exacta del hecho que constituye el de- 
lito o infracción, con designación de las personas, día y lugar en 
que se cometió, y con citación fiel artículo de esas ordenanzas a 
que se ha faltado y del que establece pena a esa infracción". 

Del texto de este precepto tegal, éc desprende claramente 
que la denuncia debe siempre ser posterior al hecho fraudulento 
O a la infracción pues sólo con respecto a un hecho realizado 
podría hacerse la narración circunstanciada del mismo que exige 
el artículo. 

. Los artículos citados que son los únicos que hacen referen- 
cia a los fartes denuncias, autorizan, pues, el parte preventivo, y 
del espíritu de la legislación en general tampoco podría inducirse 
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V «f «P«- ™ mayor razón en el caso ,«6 
;/«/»..•, desde que para la ley no p„ed* existir el delito aduanero 

l taZ Í 5*"^ 8ÍD0 CMan,l,> ' a — * ádoS 
u Íie^ ' ¡ ^ ° Cl,andH ,M,r '° ,,,Cn ° S * '«jo. „ 

S^,^£ ? müme!,t °' r 1,,,ede " * a,var '«» errores o 
SrSS a íf y ^ cons, «" íc " te juncia hecha con 
i ¡THÍ ' 3 CSt ° S m ° men,OS "» '»' c « ,c "ner eficacia legal al- 
B una. U ley. por otra parte <«> ha podido sancionar los Irte, 

orden y <lc buena adnnnístración. pues fácilmente se conciben 
- trastornos y abasos a qué dar» lugar la facultad de « es 
tañan armados los emplearlos del fisco para denunciar LSñ 

SSS; í f T ones - ,,,,e iK,r ,a ' WESS 

otar.au imposibilitados de comprobar. 

Kl art 1 10 del decreto reglamentario de la lev de Aduana 
,"e hace a.us.ona partes preventivos no autorizados por Í : 

V Que cuandp la mercadería en cuestión llegó a este puer- 
<N el prop,e«ar 1; , de ella, habia va por la so.icitn.l de L/aí l 
ada a f, .4 declarado e! verdadero contenido de los buhos 

KSZ Z T a1 " ,CStina • CS, ° * habÍa <><»Ht¡<b de. de! 

■tooue a c.rcunstanc.as articulares del caso nacían presumir. 

-a menader, a entraba. pues asi a los depósitos fiscales con la 
declaracon real de su contenido y ya no éra posíblc^or 
cuenca cansar perjuicio al fisco co„ ellas. 

Ahora bien. - autoriza la ley de la materia este desistí- 
m.« to d t . u„ drirto aduanero? U ley no sólo no lo prohibe sino 
que lo*.tor«a y estimula, absolviendo de toda pena en a^ no 
casos íarticulos 846. 847. etc., de las Ordenaos de \duan"T 
enjutando las penas en otros, cuando ha nabido va„„ S 
...» de e J ec„c„,n del hecho incriminado, «omo ocl , r Ve en "o 

dar a ££ 5 E W * * °^W S >' <***• Otaria r^or- 
7 ,1! ' eSpM ? (,,,c t " un P p¡nci P» Semental en materia de 
Aduana, reconocido y declarado por la jurisprudencia uniforme 
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de la Suprema Corte y de la Cámara Federal, que el c< murcian- 
te, aun después de haber hecho una manifestación errónea o 
falsa, está en tiempo de rctif icaria mientras la Aduana no se 
haya aparcibido de la infracción y debe agregarse, que la Arina- 
tra no se ha apercibido, mientras no exista una denuncia válida. 

Si esto ocurre en nuestra ley con respecto a mercoderias que 
se encuentran ya bajo fa jurisdicción de la Aduana, se compren- 
de que con mayor razón debe permitirse la rectificación de las 
falsas declaraciones de mercaderías que vienen en viaje y que 
por lo tanto no han llegado al puerto. 

Si se sostuviera que la rectificación, o desistimiento del pro- 
pósito de cometer un delito de esta naturaleza, en la oportunidad 
en que se ha hecho no está comprendido en las disposiciones le- 
gales de que acaba de hacerse mención, tendría que reconocerse 
forzosamente, que no estando prohibido ese desistimiento por la 
ley especial, serian de estricta aplicación al presente caso las dis- 
posiciones pertinentes del Código Penal que es supletorio de las 
leyes penales especiales por mandato expreso del art. z? de la 
ley de reformas número 4189. 

El hecho imputado al apelante seria el de tentativa de de- 
fraudación al fisco, y el art. 9 del Código Penal dice que !a ten- 
tativa no e?tá sujeta a pena alguna cuando -e desiste voluntaria- 
mente del delito, agregando el art. 10 que este desistimiento se 
presume minutario. 

El hecho en cuestión, en las circunstancias en que ha sido 
denunciado, no tiene, pues, pena alguna por la ley, y ésta no se 
propondría ningún fin plausible, castigando en estos casos, aún 
cuando el desistimiento fuera la consecuencia de la convicción 
qtie abrigara el infractor de ser descubierto o inspirado jx>r el 
temor de la pena. Castigando en tales circunstancias, la ley; lejos 
de estimular el desistimiento de los delitos, estimularla su 
ejecución. 

Por otra parte, la Suprema Corte ha seguido este mismo 
criterio en ca-sos análogos al presente. En el caso que se registra 
en el tomo 48, pág. 407 a 429 producido por Ackerley, dijo este 
tribunal en el considerando 7. de su fal!o: "Que aún suponiendo 
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ristra n 5? P ro "»™'cnto se encentra en el fallo *£ se re- 
gí-ira cíi e! tomo 62, |>ág. 8a. v 

4 " Que finalmente y teniendo en cuenta que la .sentencia 
*mmm * fs. 3, considera al recurrente ( antlde ^ 

feiaT^sf ,a priori<,ad de ,a áasíe 

tal en 1 • dcc arari * «¡ue el apelante no se ha presen- 
tado en e te jmao a «tufo de denunciante sino de propinóle 

* " C ' de esta sen- 

eitOS | un damentos y no obstante lo dictaminado por el 
no Procurador F.scal. fallo revocando la sentencia apelad de 

nuncLSr a<,CC,ara * mm de ,a mercaderiídí 

Xotífiquese con el original, renónra *1 , 
nidad devuélvase el expediente a TSana * ^ 

SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL DE APELAOON ES 

Alitt OidMkn is * mi. 

n-i S tOS A'' apelacion ««« a '«os seguidos por el fisco nació- 
contra D. Garayalde y E. Perrenguer porción 21 

Considerando: 

L ° Que ,a ^"«ncia.formuJada por el vista de Aduana a fo- 
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jas i ampliada a fs. 10, fué contra Ambrosio Spada que no es 
jxirte en esta causa. 

2. ° Que el interesado Dionisio Garayalde antes de que exis- 
tiese principio de verificación se presentó a la Administración de 
la Aduana rectificando los manifiestos relativos a las mercade- 
rías en cuestión. 

3. " Que |x>r tanto, esa rectificación es admisible atento lo 
que dispone el art. 934 de las Ordenanzas de Aduana conmutar- 
se con arreglo a él, la pena de comiso que corresponder i a a la 
infracción según el art. 930 en virtud de tratarse de falsa mani- 
festación referente a la especie, por la de dobles derechos. 

Por estas consideraciones se confirma la sentencia apelada 
de fs. 97 en cuanto declara no hal>er lugar al comiso de la mer- 
cadería denunciada, y fie resuelve pague ella dobles derechos 

aplicables al fisco. 

Notifiquese, devuélvase y repónganse las fojas en el juzga 
do de origen. — /. N. Matknzo. — Amjcl Ferrara Cortvs. — 
Agustín Urdinarram. — Daniel Goytia. — /;. vMafañc, 



FALLO DE LA CORTK SUPREMA 

Bmni Alie*. JkUyo 8 U l»5. 

Vistos v considerando: 

Que contra la sentencia de fs. 153 no procede el recurso or- 
dinario del art. 3. de la ley número 4055 con arreglo a lo dis- 
puesto en el art. 4. ele la ley número 7055 y lo reiteradamente 
resuelto. ( Fallos, tomo 1 14. págs. 279 Y 4<x>; tomo 1 16. pág. 184 > 

Que el derecho fundado por el recurrente efl la parte final 
del art. 31 de la ley de Aduana carece de aplicación en e! caso a 
mérito ele la conclusión de hecho consignada en el considerando 
i.° de esa sentencia y que esta Corte no puede rever en un re- 
curso de la naturaleza del presente (Fallos, tomo 48, pág. 480; 
tomo 97, pág. 319 y 403 ; tomo 101, pág. 98). 

Que la inteligencia atribuida al art. 934 de las Ordenanza- 
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cíe Aduana que sirve de fundamento a la sentencia apelada y 
que el recurrente estima "inaplicable al caso sub judicc" (fe. jft 
vuelta), tampoco puede ser traída a la revisión de esta Corte, 
puesto (,„ e no habiéndolo alegado el apelante en su favor no 
puede dec.rse que se haya desconocido algún derecho, privilegio 
.» exención fundado en el mismo, como lo requise e l art. 14 de 
la ley numero 48 referente al recurso interpuesto. 

Por ello se declara no haber lugar al recurso. Notifiquen 
..ngmal y devuélvanse, debiendo reponerse el papel ante el 
inferior. 

A. BERMEJO. — Nicanor G. del 
vSolak. — M. P. DAKACT. ■— 
D. E. Palacio. 



CAUSA XX 



Doña Isabel de la Crus Días. Recurso de habeos corpas 

Sumarió : Es improcedente un recurso de habeos corpus inter- 
puesto en favor de un inmigante que se encuentra en las 
condiciones previstas en el art. 32 de la ley de la materia, 
número 617. 

Caso : Ko explican las piezas siguientes : 
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DICTAMEN DEI, FISCAL DE CAMARA 



Bueno* Aim. Abril 8 4c 1915. 

Excma. Cámara: 

Don Miguel Marrcro, se presentó ante el juez de instrucción 
<ie la Capital inteqxmiendo el recurso de babeas corpus por ha- 
ber el Director General de Inmigración impedido el desembarco 
de la señorita Isabel de la Cruz Díaz del vapor "Reina Victoria 
Eugenia" donde viajaba como pasajera de tercera clase, habiendo 
hecho lugar al recurso, auto que ha sido apelado por ti Director 
de Inmigración. 

El conocimiento de esta causa correspondía a la justicia fe- 
deral, pero (habiendo sucedido el hecho en los días de Semana 
Santa en que estaba cerrado el juzgado federal, ha ocurrido al 
juez de instrucción, según se desprende del mismo escrito del 
señor Marrero. 

El auto del juez de instrucción se funda en los artículos 12 
y 13 de la ley de inmigración número 817. y como tal considera 
que no siendo la expresada Isabel de la Cruz Díaz inmigrante, 
no le es aplicable el art. 32 de la ley, sin fijarse que ante o para 
cita todos los pasajeros de segunda y tercera clase son inmigran- 
tes y que los benef icios acordados por el art. 13, de darle* aloja- 
miento, paisaje, etc., es lo único que pueden renunciar pero no 
eximirse de las condiciones de moralidad y aptitudes de que ha- 
bla el art. 12. 

dva resolución del señor juez la considero de suma gravedad 
por los peligros que entraña para el país recibir inmigrantes 
afectados de mal contagioso, inútiles para el trabajo o con las de- 
más tachas que expresa el art. 32. 

En concepto ds la ley todo pasajero de segunda y tercera 
clase que no tenga las condiciones de! art. 12 y ¡»or lo tanto estén 
afectados de las tachas de que habla el art. 32, le es aplicable lo 
que establece este artículo. 

El art. 7 del decreto reglamentario, de la ley, dictado e:i 
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acuerdo general d e ministros, dice textualmente: que "lodo pa- 
sajero de segunda y tercera clase que se encontrase en las condi- 
ciones de la prescripción del art. 32 de la ley, será detenido a 
l)ordo, próhibido su desembarco y el capitán obligado a recon- 
ducirlo, previa satisfacción de las multas y gastos en que hubiera 
incurrido y la caución de que recondncini al i>asajero\ 

El hecho de autos consiste, pues, en que se detuvo a bordo 
del vapor Reina Victoria Eugenia a la pasajera de tercera clase 
Isabel de la Cruz Diaz, inútil para el trabajo, por padecer de leu- 
comas que le impiden la visión y d e cordera completa ; de suerte 
que el interdicto no procedía, porque la libertad efe la persona no 
se encontraba restringida abusivamente o por orden ilegal de un 
funcionario público sino en ejercicio de facultades privativas que . 
le confiere el art. 32 de la expresada ley. 

Por lo tanto dcl>e revocarse el auto. 

/\ C. Figueraa. 

SKNTKNOA I K |..\ CAMARA DI* A I'KLACION'KS KX LO 
CKIMfN'AI, Y CORRKCCIOXAC 

Botaos Au«s, Abril 13 4t 1915. 

Y vistos:- Por los fundamentos de la vista del señor fiscai 
que precede, se revoca la resolución apelada de fs. 14 y devuél- 
vanse sin más trámite. — López Gmk. — Frías, — l'ásqkes. - 
Ante mi : Atejo Pintjet. 

DICTA M KN DKL Sr. PKOCCKADOK CK.NKRAI. 

BafMt AlnM, ¿Ufo 3 út 1915. 

Suprema Corte: 

Ha sido objeto de este asunto, la interpretación de una cláu- 
sula de la Constitución <art. 14) y la sentencia apelada ha desco- 
nocido el derecho fundado en ella, |K>r el recurrente. Por tanto. 
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proceded recurs interpuesto ante V. E., de acuerdo con el inci- 
so 3 • del art. 14 de la ley 48. 

En cuanto a su fondo sen de tenerse en cuenta las siguien- 
tes cons'deraciones : 

La mujer rechinada Isabel de la Cruz Díaz, afligida de en- 
fermedad contagiosa a la vista y notoriamente inhábil para el 
trabajo, no ha podido ni debido ser conducida a bordo del vapor 
que ta. I» traído, no puede ni debe desembarcar, quedando o de- 
biendo quedar allí para ser reconducida por el capitán al punto 
en que la tomó. El derecho de esa mujer para entrar al país, que 
la Constitución garante (art. 14), está subordinado a la prohibi- 
ción que establece el art. 32 de la ley 817 que reglamenta el 
ejercicio del expresado derecho: El Director de Inmigración ha 
podido perfectamente impedir el desembarco de la reclamada, en 
ejecución de la disposición citada, así como imponer al capitán 
la multa y obligación de reconducir, a sus expensas, a la enferma 
c inhábil que ha traído: todo ello, a mérito de las funciones que 
a tal director están conferida*, en casos tales, por el decreto re 
glamentario del desembarco de inmigrantes de Marzo 4 de 1880 
(artículos 7, 15 y correlativos), decreto que constituye simple- 
mente la instrucción que el P. E. le tiene dada para la ejecución 
de la citada ley 817, a mérito de la función que le confiere el in- 
ciso 2 del art. 86 de la Constitución. 

Dentro de tales concepto*, es obvio que la detención a bordo, 
o sea, en el caso, la prohibición de desembarcar de la mujer de 
la Cruz Díaz, ha sido ordenada por un funcionario público auto- 
rizado para ello y en cumplimiento de prescripciones legales ter- 
minantes; — lo que basta tener presente para reputar, como re- 
puto, que el ecur-so de habeos corpus interpuesto en reclamación 
de la expresada mujer, es improcedente, dentro de lo que pres- 
cribe el art. 617 de la ley de Procedimiento Penal. 

Pido en consecuencia a V. E. que, de acuerdo con lo dicho 
y con la jurisprudencia que existe ya en casos análogos (Cáma- 
ra Federal de la Capital : casos de María M. López Aría«s, y An- 
drés Iorsalino, resueltos en Diciembre de 1913 y Abril de 1915), 
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se sirva confirmar Ja sentencia recurrida de k 41 no haciendo 
logar al recurw de ¡tabeas corfus de que se trata. 

Julio Botet. 

VM.W DK I.A CORTK SUPREMA 

Suenes Alrts, M.yo u de I9IS. 

Vistos y considerando: 

Que con arreglo al art. 18 de la Constitución Nacional que 
se invoco al int«n>oner el recurso de habeos corpns, nadie puede 
ser arrestado sino en virtud de orden escrita de autoridad com- 
itente, punto que. por su naturaleza, e s un principio ajeno a 1* 
apelación extraordinaria del art. 22 del Código de Procedimien- 
tos Criminales. 

Que, por otra parte, el mismo recurrente reconoce (fg 59 
y vta.) que la Dirección General de Inmigración habría podido 
proceder como lo ha hecho en las medidas tomadas contra Isa- 
te! de la Cruz Diaz si ésta hubiera venido a la República en ca- 
rácter de inmigrante. 

Que el art. 12 de la ley número 817 establece ¡ "Repútese in- 
migrante para los efectos de esta ley a todo extranjero jornalero, 
artesano, industrial, agricultor o profesor, que siendo menor de 
sesenta años y acreditando s,, moralidad y sus aptitudes, llegase 
a la República para establecerse en ella, en buques a vapor o a 
vela, pagando pasaje de segunda o tercera clase, o teniendo el 
vtaje pagado por cuenta de la Nación, de las provincias, o d e las 
empresas particulares, protectoras de la inmigración y la coloni- 
zación". 

Que el articulo siguiente de la misma lev prescribe que "las 
iwrsonas q, K estando en estas condiciones no quisiesen acogerse 
a las ventajas del titulo de inmigrantes, lo harán presente al 
tiempo de sn embarque al capitán del buque, quien lo anotará ?n 
el diario de navegación, o a las autor! lades marítimas del puerto 



de desembarco ; debiendo en estos casos ser considerados como 
simples viajeros". 

Que en la hipótesis más favorable para ia apelación, es de 
observarse que no hay constancia en autos de que se 'hayan lle- 
nado aquellos requisitos para destruir la presunción legal de in- 
migrante que existía respecto de Isabel de la Cruz Díaz, por ser 
pasajera de tercera clase (fs. 56), dado que no se ha hecho mé- 
rito al efecto del diario de navegación, ni la solicitud presentada 
al Ministerio de Agricultura (fs. 26 de las actuaciones adminis- 
trativas), cuando ya se había hecho el examen médico e interve- 
nido la Dsrecc.iin General de Inmigración, prohibiendo el des- 
embarco de la primera, puede equivaler a la manifestación re- 
querida ante las autoridades marítimas. 

Por ello y de acuerdo con lo pedido por el señor Procurador 
General, se confirma la sentencia apelada. Xotifi<|uese con el ori- 
ginal y devuélvase, debiendo reponerse los sellos ante el inferior. 

A. Bkxmkjo. — Xicaxor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. 



CAUSA XXI 

Don Luis Seguí Marty en autos con don Deifh £. Hoyos, sobn* 
uso indebido de marca. Recurso de hecho 

Sumario: Desconocido un derecho fundado en la ley de marcas, 
número 3975, no por falta de comprobación de los hechos, 
sino por juzgarlos extraños a las disposiciones legales que 
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sirvieren cl c base a !a querella, procede e! recurso extraordi- 
nario del articulo 22, inciso 2° del Código de Procedimien- 
tos e i lo Crimina!. 

Cuso: I-o explican las piezas siguientes: 



SENTENCIA im. JUgZ FEDERAL 

Roerlo, Agotlo 29 de |9I3. 

Vista la presente querella deducida por don Luís Seguí 
Marty contra don Delfín E. Moyos, sobre uso indebido de marca. 

Resulta : 

El señor Seguí Marty sostiene haber patentado a su nombre 
la marca de comercio "Xuevo Mundo" para distinguir artículos 
de la clase 72 y entre elfos impresos y publicaciones llegados de 
Europa (Noviembre 15 de 1909). Entiende que el certificado de 
marca le autoriza para impedir que el señor Hoyos venda en la 
librería que tiene establecida en esta ciudad la revista "Nuevo 
Mundo" que adquiere en Europa e introduce al país, por correo, 
sin consentimiento del querellante. Y como Hoyos insiste en 
venderla, pide « I e condene a sufrir seis meses de arresto, qui- 
nientos pefos de n>ulta, accesorios y costas, con arreglo a lo dis- 
puesto en el art. 48. incisos 4 y 5 de la ley número 3973 de mar- 
cas de fábrica, comercio y agricultura (fs. 2 y 22). Cita vario* 
casos de jurisprudencia favorable a sus pretensiones. 

El señor Hoyos, por su p?rte, pide el rechazo coi costas de 
la querella fundándole en que no comete delito alguno adquirien- 
do en España y revendiendo en la Argentina una revista espa- 
ñola, que se edita en aquel país desde muchos años ?tites de la 
fecha en que registró Seguí Marty la manca "Nuevo Mundo" y 
de cuya revista es propietario don José del Perojo y no el quere- 
llante. Este ni edita ni produce revista alguna con tal nombre. 

Sostiene además el querellado, que la revista literaria "Nue* 



fallos de la corre supmema ' 

vo Mundo", no cae bajo las disposiciones de la ley de marcas de 
fábrica, comercio y agricultura, ni está comprendida en los ar- 
«culos de la clase 72. a que se refiere el certificado de marca 
presentado por el querellante. Y agrega que la designación "me- 
ro Mundo", es de uso común (fs. 9 y 28). 

Abierta la causa a prueba se produjeron la que corre ofre- 
cida y agregada de f*. jo a 94 ; y previos los informes de prácti- 
ca (fs. 90 a 106. querellante; 110 a 113, querellado), quedó la 
causa en estado de sentencia. 

Y considerando, que : 

Primero: Las manifestaciones de ambas partes v el texto de 
la revista agregada a fs. 12 evidencian las siguientes circunstan- 
cias : 

a) Ni el señor Hoyos ni el señor Marty, son propietarios, re- 
dactores, ni editores de la revista española "N'uevo Mundo", ni 
de otra alguna argentina, con ese nombre. Ambos se limitan a ad- 
quirila en España y revenderla en el país. 

b) El señor Marty es propietario de la marca de comercio 
"Suevo Mundo" para distinguir artículos de la clase 72; y el se- 
ñor Hoyos no resulta *er propietario de marca alguna, que tenga 
atingencia con el caso siib judicc. 

c) Para comprobar que Hoyos recibe de España la revista 
ha sido necesario secuestrarla en el correo (Exp. S. 1433. agre- 
gado por cuerda floja). 

Segundo: -Entrando a estudiar el alcance del certificado de 
marca para artículos de la clase 72. cabe recordar que el decreto 
reglamentario de la ley 3073, declara que corresponden a dicha 
clase los siguientes artículos: "impresos, papeles y cartones, pa- 
pdería, librería, artículos de escritorio, tinta para escribir, para 
imprimir y para sellos t encuademación". 

No está incluido en la enumeración implícita ni explícita- 
mente el nombre de las revistas literarias ; y salta a la vista que 
los artículos mencionados son simplemente accesorios de la pro- 
ducción intelectual o artística. 
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I.a marca de fábrica o comercio alcanza asi al papel ala 
Unta, a la encuademación y también al taller o casa de neLio 
pero no « refiere a la propiciad del titulo de la obra o a la X' 



Tercero: La producción y venta de traba-jos literarios, cien- 
«£KD S o árticos, no está garantida en,r e nosotros por la fey de 

SÍfl * W3, S,n ° ,Wr ,a m ' mero 7092 sobre propiedad 
¡« erar,., d,c a,la m 1910, esto es. con anterioridad a la fecha en 

" v X£ ? qnerc " a ; E1 !** violarla los 

..^rdados a M ar .y por la primera de dichas leyes.si vendiese 
,c,,Io, de papelería librería, imprenta, encuademación con a 
".arca W -Mundo", o Campase esc nombre al frente de un 
c.s,aI,lec,m,c„to e : , que se vendiesen, de tal forn )a que alguien 
puchera confundios con los del señor Marty; pero seria inadmi- 
s,ble pretender que las viola vendiendo en su librería obras cien- 
t-ficas o literarias, revistas, mapas geográficos „ ot ra s publica- 
nones que llevan por título las palabras "Nuevo Mundo", cuan- 
do no es el señor Marty autor ni editor, ni propietario de ellas 

S2 aCtHa * T2* Mar,y ™ sim,iera estampa las pa- 

*2 n .7° • " n ' , ° * fren,e <,C ' a rcviste a, " di ' ,a = * «"ta 
de una pubhcacon extranjera conocidísima con tal nombre desde 

mucho antes que el querellante se pretendiese dueño de las pala- 
bras «,«e la desdan. La prueba de testigos evidencia, además, 
que Hoyos vendía públicamente dicha revista con anterioridad a 
la fecha en qn e Marty obtuvo el certificado de marca. 

Cuarto: El propósito de las leyes de marcas, patentes de in- 
vención y prop,edad literaria, es como lo establece la Constitu- 
c,o:, .Naconal (art. 17) garantir a todo autor, inventor o propie- 
tario, el aprovechamiento de los frutos de su inteligencia o de su 
esfuerzo; pero de ninguna manera se han dictado con el propósi- 
to de que los habitantes del pais despojen del fruto de su trabajo 
a los autores, inventores o fabricantes del exterior, mediante una 
simple solicitud presentada a determinada oficina pública. 

Si hubiere de prevalecer la teoría del querellante, cualquier 
persona podría impedir la entrada y libre circulación en el pais 
de publicaciones tales como "The Times" o "Le Fígaro", con 
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«ólo patear i su nombre esas designaciones como correspon- 
dientes a i ilos de papelería y libería de la clase 72. Idéntico 
procedimiento permitiría la clausura de todos los diarios des 
no inscriptos en el Registro «le Marcas de Comercio; y el] sin 
que el titular del monopolio pensara siquiera en editar diario 
algu:io. 

Quinto: Es exacto que el señor juez federal de la Capital, 
doctor Astigueta, ha resuelto dos casos que a primera vista con- 
trarían la tesis sustentada en el considerando anterior. Dicho 
magistrado declaró que podía impedir la venta de calzado ex- 
tranjero "Humanic" quien hubiese registrado esa marca m la 
Argentina; y parecida declaración hizo -en el juicio "Ca>se¡ls v 
Repetto" a propósito de la venta de discos y gramófonos. Pero 
un examen más atonto demuestra que ambos fallos se refiere.1 1 
ca<os que ninguna analogía tienen con la introducción y venta de 
publicaciones cuyo expendio corresponde más al derecho de emi- 
tir ideas libremente, que a la de lucrar con actos de comercio. 
Además, tales fallos se dictaron varios años antes dé promulgar- 
se en el país la ley de propiedad literaria y artística número jor>2, 
bajo cuyas prescripciones cae el actual proceso, circunstancia 
que por si sola bastaría para -no considerarlos como jurispruden- 
cia aplicable. 

Sexto: Al absolver posiciones ffs. 45». Seguí Marty ha 
declarado ser represéntame exclusivo del propietario de la re- 
vista "Nuevo Mundo" para la venta en el país; y sobre ello se 
ha producido a'guna prueba, prueba que «no se apoya en docu- 
mentos agregados a los autos. Pero aún cu presencia de este nue- 
vo argumento corresponde el rechazo de la querella. 

a) Porque Marty acciona a nombre propio y no como re- 
presentante (!el dueño de la revista; 

b) Porque al patentar esa marca, que ahora coníiesi ser 
ajena, no resulta haber presentado a la oficina rc.-pectiva los 
poderes exigidos jx»r los artículos 17, inciso 4. y 41 de la 

3<>73: 

c) Porque aplicando al caso la ley 7092 sobre propiedad li- 
teraria, resultaría que tampoco se ha registrado en forma ni 
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por Seguí, ni por el dlleño de la revista, el derecho cuyo ampa- 
ro se pide, y que ademán han transcurrido ya los dos años pres- 
criptos por el art. 7. ", para que se lleve a cal» el registro. 

d) Porque la ley 7n:>2, no castiga can arresto o multa las 
violaciones del derecho de propiedad, ni autoriza la formación 
de proceros, supuesto que sólo acuerda a los propietarios el de- 
recho ele exigir reparación civil de perjuicios. 

F.VLU) 

Rechazando en todas sus panes la (¡itifella interpuesta y 
ordenando se levanten las interdicciones decretadas contra el 
querellado. Sin costas, por tratarse de la aplicación de una ley 
nueva y de una cuestión de puro derecho insuficientemente di- 
lucidada aún por los tribunales argentinos. Insértese, hágale 
sal>er y repóngase. 

Juan .Ih'arcc. 

KKSOI.rCIO.N DE ÜÁ KXCiaiCMISÍMA CAMARA FKPKKAI, 
IIK APELACIONES 

Rwirio. Abiil 4 de t»U. 

Vistos: Por sus fundamentos, & confirma en lo principal 
la sentencia apelada corriente de fs. 126 a fs. 1312 vta., y se la 
revoca en cufoito nb c< idena en costas al querellante, por no 
haber mérito para eximirlo de ellas, las que se imponen a esta 
parte en ambas instancias. Insértese, notifíquese v devuélvale, 
reponiéndose el sellado en el inferior. — /. P. Unta. — .V1V0- 
lás i 'era Barros. — Eugenio Puedo y lienza. 

KKSOM CION DEI. MISMO TkllU N \I. Al. PEDIDO DK AI'KI.ACIOX 

Rosario. Abril 24 deftM. 

Vistos y considerando: Que la sentencia que no hace lugar 
a la demanda, se l>a>a en una distinción de hecho al establecer 



■ 

102 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

que los que la motivan no encuadran en las disposiciones de la 
ley invocada ; no existiendo una cuestión sobre la inteligencia 
de dicta ley, no procede vi recurso deducido para ante le Su- 
prema Corte de Justicia, y asi se declara. Insértese, notifique- 
se y ñongase. — /. P. Luna. — Nicolás I era Barros. — g«. 
yerno Pucc'o y Bensa. 

FAl.LO DE U CORTE SUPREMA 

Bacaoi Atftf, Mayo 13 it 181S. 

Autos y vistos : el recurso de hecho por apelación denega- 
da interpuesto por don Luis Seguí Marty contra sentencia de 
la amara Federal de Apelación del Rosario en los autos segui- 
dos por «Ion Delfín E. Moyos sobre uso indebido de una marea 
de comercio. 

Y considerando: 

Que desconocido el derecho que el querellante fundó en 
los incisos +' y 5.», articulo 48 de la ley número 3975. no por 
falta de coinprobació:i de los hechos que motivaron la querella 
sino por juzgarlos extraños a las disposiciones legales que lian 
servido de base a la demanda y con arreglo a lo dispuesto en el 
art. 22, inciso 2." -del Código de Procedimientos en k» Criminal, 
oído el señor Procurador General, se declara mal denegado el 
recurso; y encontrándose el expediente principal ante esta Cor- 
te, Autos y a la oficina por el término de diez días comunes « 
improrrogables a los efectos del art. 8." de la ley 4055. señalán- 
dose los días martes, jueves y sábados para que los fciteresado; 
concurren a la oficina del ujier a ser notifica<los. 

Líbrese oficio al señor juez federal «leí Rosario para que 
haga notificar esta resolución a don Delfín E. Hoyos en mí do- 
micilio de esa ciudad calle Santa P« número 1 140. Repóngase 
el papel. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. 
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CAUSA XXII 



Critninat. contra AgafUo Gutierres y otros, por homicidio 

Siiimtrio : So causa agravio al reo menor <lc diez y ocho anos 
<art. 83, inciso 2.°, Código Penal » la j>cna de ventidós años 
de presidio y accesorias legales, impuesta por el delito de 
homicidio perpetrado cotí la circunstancia agravante de 
reiteración de dicho delito (art. 85, Código Penal). 

Caso: 1 ], o explican las piezas siguiente.*: 



SENTENCIA I«U JVtiZ FKOKRAI. 

U PUU, Septiembre 15 de 1913. 

Y vista esta causa seguida contra Agapito, Juan y Emento 
Gutiérrez, de veintidós años, <k veintiún años y de diez y siete 
aiios, respectivamente, orientales, solteros, jornaleros, vecinos 
del partido de Las Conchas; y contra Jaime García, español, 
soltero, de veintiséis años, con la misma vecindad, a quienes se 
procesa ¡x>r homicidio y lesiones, 

Resulta : 

<Jue en 27 de Enero del corriente año, estando los procesa- 
dos con otnos compañeros de trabajo en una fábrica de dulces 
ubicada en el arroyo Esperita, partido de Las Conchas, se sus- 
citó una cuestión entre Jaime García y su compañero Manuel 
Castro, acerca de la propiedad de una zapatilla que el primero 
llevaba puesta, cuestión de la que i>articíparon los hermanos 
Gutiérrez, degenerando la disputa en riña con el «jeo de palos y 
cuchillos, de cuya pendencia resultaron muerto* Mariano Bay- 
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• nés y Francisco Casa de Val!, herido de gravedad Lilis Aigerbi. 
que falleció también a,I poco rato y lesionados los procesados 
Jaime García y Agapito Gutiérrez. 

El Ministerio Fiscal (fe. 120 vta.) acusa a Ernesto Gutié- 
rrez corno autor voluntario y responsable del delito de homici- 
dio sknple ocasionado en riña o pelea en las personas de Fran- 
cisco Casa dj Valí, Luis Aigerbi y .Mariano Parnés y pide se le 
condene a la pena de veinticinco años de presidio, costas y ac- 
cesorias legales y que cumpla su pena en penitenciaria mientras 
dure su menor edad ; todo de acuerdo con los artículos 62, 64 y 
85 del Código Penal y 17, cap. inciso 1», ley de reformas. 
Reconoce que existen las atenuantes de los incisos 2. y 6.» del 
art. 83 de dicho Código, pero las encuentra neutralizadas por 
la reiteración de delitos, lo que le obliga a pedir el máximun de 
la pena. Acusa a Juan Gutiérrez como coautor responsable del 
delito de homicidio en la persona de Francisco Casa de Valí con 
el atenuante del inciso 6." ya mencionado; y pide de conformi- 
dad con el mismo articulo de la ley de reformas y el art. 21, in- 
ciso 1.' y 2.° del C. Penal se le aplique la pena de quince años de 
presidio, costas y demás accesorios legales. Acu*a a Agapito 
Gutiérrez como autor de lesiones leves en la persona de Jaime 
Garcia y pide se le condene a seis meses y medio de arresto y 
demás accesorios legales, de acuerdo con el art. 17, cap. 2.", in- 
ciso i.» de la ley de reformas, en razón de la misma atenuante 
del anterior. Acusa a Jaime Garcia (fs. 150) como autor res- 
ponsable del delito <le lesiones en la persona de Agapito Gutié- 
rrez y pide se le condene a la misma pena de seis meses y me- 
dio de arresto, reconociendo en su favor la misma atenuante del 
inciso 6.°. 

Contestando la acusación, el defensor de los hermanos Cu- 
tterrez llega a las siguientes conclusiones: Respecto a Ernesto 
Gutiérrez considera que ha procedido en legitima defensa pro- 
pia o en la de su hermano Agapito al herir de muerte a las tres 
víctimas ya mencionadas; y caso de ser dudosa la legitima de- 
fensa alegada considera que debe aceptarse en favor del proce- 
sado conforme a lo prevenido por el art. 13 del Código de Pro- 
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redimientes. Aspecto a Juan Gutiérrez sostiene que no hay 
prueba de que sea el autor de! homicidio de francisco Casa de 
Val!, y que si lo fuera lo ampararía la eximente del inciso q, 
art. 81 del Código Penal pt* haber obrado en defensa de su 
hermano Agapito. Eii cuanto a éste encuentra injustificada la 
acusación y crée que en caso de *cr autor de las lesiones que se 
le imputan habría procedido defendiéndose de las agresiones de 
Jaime García. Por todo lo cual pide la absolución de los tres 
hermanos Gutiérrez. 

El defensor de Jaime García sostiene que las constancia < 
«le amos no .jwrmiten precisar si el trozo de hierro esgrimido 
por García para defenderse fué el que hirió a Agapito Gutié- 
rrez, pero que en el supuesto de que así fuera. García habría 
procedido en legítima y propia defensa de su vida ptiesta en in- 
minente peligro de muerte; por l„ que pide también la absolu- 
ción de Jaime García. 

Renunciados por las partes ¡os demás tramites del juicio y 
llamados h» autos para sentencia, ha quedado dicha providen- 
cia consentida y en otado de fallarse esta catira ; 

Y considerando: 

Primero: Que reconstruyendo la escena -¡egún las constan- 
cias ule autos resulta <|ue la cuestión se inició en la costa del 
arroyo Espirite íntr e Manuel Castro y Jaime García, por una 
zapatilla que este tenia puesta y aquél reclamaba como suya. 
Krnesto Gutiérrez, presente, se puso decididamente del lado de 
Castro y quiso obligar a García a la devolución del objeto que 
se le reclamaba ; pero trasladados todos al galpón de peones y 
aclarado allí el asunto, la zapatilla fué devuelta a Castro y la 
cuestión quedó solucionada. Hasta a:¡u¡ están contestes los pro- 
tagonistas y testigos del hecho. Só obstante Erneso continuó 
insistiendo sobre ei liecho en ténninos <|iic molestaban a Garría 
(dcdarrdóu concordante de fs. 30 y 139 y de Manuel Castro 
f«. 2d) lo que motivó la réplica de éste de que "él no era el due- 
ño y por lo tanto no tenia para que meterse". Entonces salieron 
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a relucir los cuchillos de Ernesto y Agapito; pero algunas per- 
sonas los apaciguaron í Andreu fs. 43; Cañellas fs. 48; Urges 
fs. 65 y arg. de la huida de Castro y Rojas fs. 26 y 20). Según 
Ernesto Gutiérrez el primero qn e atacó fué Garda aplicando un 
golpe de fierro e» la cabeza a Agapito. increpado por éste a 
consecuencia de la frase qué le dirigió a su hermano Ernesto: y 
esto habría tenido lugar antes que hubieran salido a relucir lo 
cuchillos; pero en contra de esta versión están los testimonios 
precitados. Además es inadmisible qu e ocurridos asi los hechos, 
tos Gutiérrez se hubieran calmado teniendo sobre si un agravió 
«le hecho de esa naturaleza, y tamixwo es admisible que García 
hubiera iniciado las vias de hecho después que los Gutiérrez hi- 
ciemi ostentación de sus armas, por la situación «le inferiori- 
«lad en que se colocaba para la lucha. 

Asi las cosas. Juan Gutiérrez que estalla afuera <lel galpón 
y se aj>erc¡bió de la reyerta, |>cnetró con un jnmcho envuelto en 
las manos; y a su llegada Agapito y Ernesto, sucesiva o simtil 
tácieamente, atacaron a García, infiriéndole el segundo una pu- 
ñalada en la mano derecha y haciéndose la riña general con ar- 
mas y palos (.Utaimra fs. 23: Urges, García. Andreu. Cañe- 
llas. declaraciones citadas, acta policial de fs. 2 que constata las 
armas y patos recogidos). García cnarboló un fierro en su de- 
fe;isa y se abrió paso huyemlo. 

Ernesto hirió nionalmente a liaynés, atacado por éste se- 
gún afirma, aunque se contradice en cuanto al arma eiii|ilea«la, 
pues a fs. 35 dice que fué acometido con un palo y a fs. 108 dice 
«pie con fierro; según Andreu Ernesto habría herido a Haynés 
indefenso y caído, y Cañellas confirma esta úl.nna circunstan- 
cia. Saliendo «leí galpón y continuando su carrera homicula, 
Ernesto alcanzó a Aigcrbi, a quien hirió de «los puñaladas, se- 
gún Ernesto |>or haberlo atacade con un palo ; pero Sebastián 
Esplugas ( fs. 51 ), ajeno a la riña y que observó los hechos des- 
líe afuera afirma «pte Aigerbi no llevaba arma ni palo v no ata- 
caba sino que huía. José Orriols (fs. 63) confirma ta parte. 
Corroboran la misma circunstancia la declaración de Cañellas > 
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( fs. 48 ) y la posición de la herida que causó la muerte de Ai- 
gerb. < informe policial d e fs. 2, informe médico de fs. S 6 vta > 
Continuando Eructo en pos «le Agapito, que corría a su 
■ « en j«rsecu,,on de García hacia el cuerto de caldera* de la 
fabrica aeclmcidn de Ernesto fs. 35) y uniéndose a sus dos 
hermanos ,| K ron alcance a Francisco Casa de Valí, que acudía 
a ciar aviso a los patrones, y buscando éste defenderse de la 
agreston que esperaba de los hémenos Gutiérrez tomó «n ha- 
cha según Ernesto y el testigo Urges, o una sierra según el se- 
reno Mugo Yilaro ( fs. , 2 ), « }U€ es t] ¡ nstnimento cncontrado 
|K>r la pobea en el lugar «leí hecho, con rastros «le sangre; y la 
esgrimí,, en su dcfa.sa. ,*ro evitado el golpe por Ernesto, le 
acometió con su cuchillo, infiriéndole según propia declaración 
cinco o se» puñaladas; su termam» Juan le auxilió y entre los 
dns lo ult.mar«,n asestándole las nueve heridas de puñal o cu- 
chillo q„c «kscribe el informe medico de fs. 5 6 vta. (Yilaró v 
l rges fs. 12 y 65). 3 

Segun«lo: Que Ernesto Gutiérrez es el único autor de la 
muerte de Mariano Baynés y de Luis Aigerbi. Es probable que 
ambas victimas hicieron uso de palos en la riña que se produjo 
en el galp«,n, y que la (iiria <fc los procesados se haya dirigido 
entra los que hicieron uso de ellos : pero no es menos cierto 
que Haynes no llevaba arma alguna en el momento de ser 
atacólo y que Aigerbi si antes había atacado, ahora huía y en 
tal fuga fué alcanzado por Ernesto Gutiérrez. Luego no puede 
aducirse en favor de este procesado la eximente de propia y le- 
gitima defensa.* ' 

Tercero: — Qu e Ernesto Gutiérrez es además coautor de 
la muerte de Francisco Casa de Valí, y respecto de este delito 
tampoco puede alegarse una defensa legitima de parte del pro- 
cesado, ya que la victima .huía, y sólo se detuvo a atacar para 
repeler la agresión que se le llevaba. 

Cuarto: Qu e Juan Gutiérrez es coautor con su hermano 
Ernesto de la muerte de Francisco Casa de Valí. Es inadmisi- 
ble la pretensión de este procesado de que su intervención se li- 
mita a la cura de su hermano Agapito, resultando de las decía- 



raciones ele Altamiras y Urges que asistió a la escena del gal- 
pón desde la ¿íieiacii n de las vías de hecho, y de las de Vibró 
y el mismo Urges, que infirió varias heridas a Casa de Valí. La 
declaración de Ernesto corrobora tales testimonios pues si am- 
bos hermanes eran los únicos que tenían arma blanca e i este 
sitio, ya que Agapito la perdió en el galpón (ver declaración de 
Vibró y parte policía] dé fs. z) } y si Ernesto sólo infirió a la 
víctima cinco seis puñaladas, el resto hasta completar las nue- 
ve que describe el informe médico <k fs. 56 vta. no han podido 
ser inferidas sino por Juan. Menos justificado aún resulta este 
homicidio respecto de este procesado, ya c|tie en el supuesto do 
que algún ataque hubiera llevado la víctima a alguno cíe los lier- 
ma jos Gutiérrez, la intervención de Ernesto habría hecho inne- 
cesaria toda defensa de parte de Juan. Quien se defendía legí- 
timamente en este caso era' la victima, atacada por los tres her- 
manos, dos «le ellos con arma blanca. 

Quinto: Que ostá probado también que Agapito e.s d autor 
de la lesión sufrida por Jaime (Jarcia según resulta de! testimo- 
nio de Ernesto Gutiérrez (fs. 35 y ¡c8), concorde con la afir- 
mación de (iarcia y comprado |x>r Andreu ( fs. 43 K y queda 
ya establecido en el primer considerando que las vias de hecho 
y la provocación de palabra, no procedieron de García sino de 
los hermanos Ernesto y Agapito Gutiérrez; de modo que tam- 
poco puede este procesado alegar defensa legitima. 

Sexto: Que no obstante el certificado de antecedentes trai- 
do por el defensor (fs. 170), las constancias de autos revelan 
que los hemiarios Gutiérrez y especialmente Ernesto, son de 
carácter pendenciero; y a<i lo revela e! incidente de KrtKsto 
con Miguel Fernández en la tarde anterior a los hechos de au- 
tos, en que sin motivo ni pretexto alguno dió al último varios 
planazos ¡caá su facón según lo refieren Altamiras (fs. 25), .Mi- 
gue! Fernández (fs. 71 > y Adolfo Gómez 1 fs. 73» : la costum- 
bre de llevar consigo o tener listas sus cuchillos hasta para 
dormir la siesta fuera de >u dormitorio ( declaración de Juan 
Gutiérrez fs. 40 > contrariamente a la costumbre de los demás 
peones, ninguno de los cuales los tenia, y la actitud oficiosa que 
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Ernesto y Agapito han tomado en el incidente entre Castro y 
«.arca, sin que los ligara con el primero ni rclacici.es de amis- 
:ul. m mera requerido su auxilio, según (o reconoce el mismo 
Lastro a fs. 20. 

Séptimó: Que las lesiones sufridas por Agapito Gutiérrez 
no aparecen inferidas por Jaime García. F.l mismo lesionado 
manifiesta a fs. 8 y lo ratifica a fs. 145 (|Ue „„ sabe quien ¿ h ¡- 
rio en la cabeza ; también ignora quien le causó las lesiones qué 
presenta en ambas muñecas. Ernesto Gutiérrez dice a fs. 35 qué 
Agapito fué herido por García, quien tomando un fierro que 
sostenía una ventana, le aplicó dé atrás un golpe en la cabeza ; 
pero a fs. icH y ta. dice, qué Agapito fué herido por García y 
l.or otro peón cuyo nombre 110 conoce, en la forma que basa a 
relatar, y qn el detalle de la relación dice que mientras discutían 
(.arca y Agapito. otro de los peones que igualmente se halla- 
ban en la rueda le pego un golpe de atrás, con un instrumento 
qu« no piulo ver si era •cuchillo, palo o fierro. 

Jaime García afirmó en un principio que se defendió con 
un objeto que encontró a mano, ,|c los ataques .le los hermanos 
Gutiérrez, y con él golpeó al que 1c quedaba más de frente, ha- 
ciendo ademanes de pegar más. con el objeto de abrirse paso v 
huir ( fs. 33) y que creyó halier lesionado a alguno de ellos ( f«. 
jas 30 vta.) : pero a fs. 129 vta. rectificó esta última afirmación 
porque la herida que recibió en la mano derecha l c impedia ata- 
car eficazmente. 

Octavo: Que los delitos cometidos por Ernesto Gutiérrez 
en las personas de -Mariano Uaynés y Luis Aigerbi son los de 
homicidio ¡.revistos por el art. 17 cap. I, inciso 1." de la ley de 
reformas al Código Poaál y castigados con la pena de <l:ez a 
veinticinco años de presidio. 

Noveno: Que los delitos cometidos por Ernesto y Juan 
(mtierrez en la persona de Francisco Casa de Valí son los de 
homicidio previsto por c l art. 17, Cap. 2.", inciso 6.» de dicha 
ley. que castiga eon tres a diez anos de penitenciaria la muerte 
producida en agresión, en que tomaren parte más de dos perso- 
nas, sin cpie conste quienes la causaron, en cuyo caso se timen 
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por autores a Unios los que ejercieron violencia sobre la perso- 
na del ofendido ; y en el caso de autos de las nueve heridas re- 
cibidas por la victima sólo una fué mortal (informe médico ¿le 
ís. 56 vta.) no pudiencio establecerse con seguridad a cual de 
los procesados debe ser ella atribuida. 

Décimo: Que el delito <le lesiones cometido |>or Agapito 
Gutiérrez en la persona de Jaime García es el previsto por el 
art. 17, Cap. segundo, inciso i.° de la ley ya citada. f|ne estable- 
ce la pena (Je arresto de sei$ meses a un ario. 

Undécimo: Que pasando a las circunstancias que califican 
los delitos, disminuyendo o aumentando la responsabilidad de 
sus autores hay contra de Ernesto Gutiérrez la reiteración fiel 
delito <le homicidio que con arreglo al art. 85 del Código Penal 
debe considerarse agravante del delito mayor, en imposibilidad 
de acumular las penas. En su favor encuentra el juzgado la 
edad del reo que es menor de diez y ocho años, art. 83, inci o 
2. . En cuanto al atenuante del inciso 6.°, mencionado por el 
ministerio fiscal, el juzgado no encuentra reunidas en autos las 
condiciones que la ley allí prevé para que sea considerado tal el 
estado fie irritación o furor del reo. 

•Duodécimo: Que respecto fie Juan y Agapito Gutiérrez, 
tampoco está justificada en autos, j>or igual motivo, la atenuan- 
te del art. 83, inciso 6.°; y debe serles aplicadas en su promedio 
Jas respectivas sanciones penales. 

Por estos fundamentos, y definitivamente juzgando en es- 
ta causa fallo: 

Primero: Condenando a Emiesto Gutiérrez a veintidós 
años de presidio, en razón de su edad, en vez del máximun de 
la pena que le habría correspondido por el triple homicidio de 
que es autor, con más los accesorios legales, debiendo sufrir la 
pona en penitenciaría mientras dure su menor edad. 

Segundo: Condenando a Juan Gutiérrez a la pata de seis 
años y medio de penitenciaria, con más los accesorios legales. 

Tercero: Condenar a Agapito Gutiérrez a la pena de nueve 
meses de arresto- 
Cuarto: Absolver de culpa y cargo a Jaime García. 
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Págt«5C {W los retís ¡as COSlás del juicio, notifícese, re- 
gístrese y repóngase e1 sellado. 

.¿«/<MH<> Manetíard, 



skxtkxua m: i.a casi \k.\ ikokkai. m-; aim;i.auonks 

ta Plata, jallo 25 M 1914. 

Y vistos estos autos seguidos contra Agapito, Juan y Er- 
nesto Gutiérrez de _>.» años, 21 anos y 17 años, respectivamente, 
orientales, solteros, jornaleros, vecinos del partido de Las Con- 
chas, y contra Jaime Carda, español, soltero, de 26 años, veci- 
no del mismo partido, procesados: Juan y Ernesto Gutiérrez 
por homicidio, y Agapito Gutiérrez y Jaime García, jx>r lesio- 
nes, de los que resulta : 

1." Que en 27 de Enero de 1913 a la una <l c la larde próxi- 
mamente en la fábrica de dulces llamada "Tigre Facking" si- 
tuada o;i el i>artido de Las Conchas, sobre el arroyo Escrita, 
después de una discu ión ocurrida entre peones del estableci- 
miento sobre la propii lad de una zapatilla o alpargata, se pro- 
dujeron los homicidios de Mariano líaynés, Luis Aigerbi y 
Francisco Casa de Valí; una lesión en la mano derecha de Jai- 
me García y lesiones en la cabeza y en ambos antebrazos de 
Agapito Gutiérrez, acta de inspección de fs. 1 vta., declaracio- 
nes de Hugo Vilaró fe. 12, de Juan Castells fs. 15 vta., Francis- 
co Rojas fs. 19, \ aluitm Altamiras fs. 22 vta., Manuel Castro 
fs. 26, Enrique Andrea fs. 43, Antonio Candías fs. 47 vta., Se- 
bastián Esplugas fs. 51 y de todos los demás testigos ; las con- 
fesiones <lc los procesados fs. 30, 35, 40, 145; las partidas de 
defunción de fs, fio, 61 y 62, y los informes médicos de fs. 54 
vuelta y 56 vta., artículos 306, 321. 346 y 348 del Código de 
Procedimientos). 

2.° Que pasado el proceso al procurador fiscal éste se ex- 
pide a fs. 121 vta. y 150 acusando a Ernesto Gutiérrez como 
autor de las muertes de Francisco Casa de Val!, Mariano Bay- 



lid 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



nés y Luís Aigerbi ; a Juan Gutiérrez como coautor de la muer- 
te de Francisco Casa de Valí ; a Agapito Gutiérrez como autor 
de la lesión a Jaime García, y a éste como autor de la lesión de 
Agapito Gutiérrez en el cuero cabelludo. Pide Sé aplique a Kr- 
riesto Gutiérrez la jwna de 25 años de presidio, costas y acceso- 
rios legales, de acuerdo con lo dispuesto en los articula* 17, 
Cap. I, inciso ley 4189 y 62, 64 y 85 del Código Penal. Ad- 
mite la existencia de las atenuantes «de los incisos 2 y 6 del ar- 
tículo 83 del mismo código, pero sostiene q4ie están neutraliza- 
dos por la reiteración del delito. Pide se aplique a Juan Guti> 
rrez como coautor en el homicidio de Francisco Casa de Valí la 
peta de 15 años de presidio, costas y demás accesorios legales 
de acuerdo con lo dispuesto por el art. 17, Cap. í, inciso ley 
4189, art. 21, incisos i.° y 2." -del Código Penal y por concurrir 
la atenuante del hciso 6." art. 83 del código citado. 

Pide .se condene a Agapito Gutiérrez, como autor de lesio- 
nes leves en la persona de Jaime García, a la pena de seis me- 
ses y medio de arresto y demás accesorios legales, de acuerdo 
con el inciso Cap. U, art. 17 de la ley 418'j, por -concurrir la 
atenuante del inciso 6, art. 83 del código. 

Finalmente pide se aplique a Jaime García, como autor del 
delito de lesión en la persona de Agapito Gutiérrez, la pena de 
seis meses y medio de arresto con arreglo a lo dispuesto por el 
art. 17, Cap. II, inciso (.» de la ley 4189. y a las costas del jui- 
cio reconociendo existir la atenuante del inciso 6.", art. 83, del 
Código Penal. 

3. El defensor de Agapito, Juan y Ernesto Gutiérrez, con- 
testa a fs. 154 la acusación. 

Respecto de Ernesto, reconoce ser éste autor de la muerte 
de Bajnés, Aigerbi y Casa Valí ; pero sostiene que ha procedi- 
do en legítima defensa de su vida al dar muerte a Báynés y 
Aigerbi, y en defensa de la suya y de la de su hermano Agapito 
al dar muerte a Casa de Valí. Agrega que aún en caso de duda 
debe absolverse de culpa y c argo a su defendido todo de acuer- 
do con los artículos 81, inciso 8 del Código Panal, y 13 del Có- 
digo de Procedimientos. 
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Respectó de Juan sostiene que no hay prueba de qu e fue* 
coautor ccn su hermano Ernesto de la Muerte de Casa Valí • 
pero que aún en e 1 caso de que el hecho fuese exacto habría 
procedido en legitima defensa de la vida de su hermano Ernes- 
to : y que debe en consecuencia ser absuelto de acuerdo con el 
art. 81, inciso 9, del Código Penal. 

Respecto de Agapito dice que la mejor defensa de éste es 
la acusación fiscal de fs. 150 en que se pide la pena de arresto 
contra García, por haber herido a Agapito Gutiérrez. Agrega 
que si éste hirió a García lo hizo «, legitima defensa. Pero que 
no consta del proceso quien fuera «1 autor de la lesión de Gar- 
cía, si Agapito o Ernesto Gutiérrez y tratándose de lesión leve 
no puede aplicarse el art. 17. inciso 6.» Disposiciones Común* 
de la ley 4189, y habría que absolver a su defendido de acuerdo 
con el art. 13 del Código de Procedimientos. 

4. " El defensor de Jaime García se expide a fs. 162. Sostie- 
ne que no se puede precisar si el trozo de fierro que manejó 
Garda fité el que causó la herida de Agapito Gutiérrez; pero 
que en el caso de haber sido así García procedió en legítima de- 
fensa al repeler el ataque de los hermanos Gutiérrez ; y pide en 
consecuencia, su absolución de acuerdo con el art. 81, inciso 8 
del Código Penal. 

5. ° Renunciados los subsiguientes trámitesdel juicio con el 
proposito de abreviar la terminación de éste, recae la sentencia 
de fs. 172 que condena a (Etmesto Gutiérrez a 22 años de presi- 
dio y accesorios; a Juan Gutiérrez a seis años y medio de pe- 
nitenciaria y accesorios; a Agapito Gutiérrez a nueve meses de 
arresto, y absuelve de culpa y cargo a Jaime García. 

Apelada por el defensor de los Gutiérrez y por el procura- 
dor fiscal, el primero expresa agravios a fs. 188. Reproduce «11 
escrito de fs. 154 a 161. Presenta un documento relativo a los 
buenos antecedentes de sus defendidos y pide nuevamente la 
absolución de éstos o en caso contrario la disminución de su 
pena en la forma expuesta a fs. 189 vta. El señor Fiscal de la 
Cámara se expide a fs. 191 y el defensor de García a fs. 193; 
con lo que esta Cámara ha llamado a fs. 194 autos para fallar 
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Y considerando: 

i.° Por b que respecta al procesado Ernesto Gutiérrez: 
Se imputan a éste tres «homicidios: el de .Mariano Itayné*. 
el de Luis Aigerbi y el de Francisco Casa de Val!. 

El procesado confiesa ser autor de esos homicidios invo- 
cando en su favor «1 derecho %ic legitima defensa. Pero para 
justificar esta exención habría sido menester acreditar la exis- 
tencia de los requisitos exigidos por el art. 81, inciso 8." del Có- 
digo Penal: i Agresión ilegitima, 2. a necesidad racional del 
medio empleado para impedirla o repelerla, y 3." falta de pro- 
vocación suficiente por parte del que se defiende. Entre tanto 
los hechos comprobados, desde los primeros que dieron origen 
a los que motivan el proceso presentan a Ernesto Gutiérrez Co- 
mo provocador y causante principal de los ¿ misinos. Consta 
efectivamente que. habiendo reclamado Manuel Castro a laime 
García una zapatilla que éste llevaba puesta, Ernesto Gutiérrez 
intervino para intimar a García que la entregase. 

Más tarde estando ya terminado ese incidente por la entre- 
ga que García hizo a Castro de la zapatilla, Ernesto Gutiérrez 
provocó (nuevamente la cuestión en términos qué molestaron 1 
García, quien le observó que él no era el dueño de la zapatilla y 
no tenía para qué meterse. El testigo Manuel Castro dueño do 
la zapatilla, refiere en su declaración de fs. 26 que cuando él re- 
clamaba a García su devolución, el .sujeto Ernesto Gutiérrez 
que se presentó también allí le dijo a García "si. señor, es de él 
y se la van a dar, usando para ello unos modos poco correctos". 
Más adelante, después de decir .Castro que la zapatilla le fué 
entregada, agrega: Que en esas fin ¡instancias volvió a entro- 
meterse el mismo Gutiérrez, no recuerda en qué forma, pero 
que García le dijo : usted no tiene que meterse*'. Y en otro lugar 
de su declaración dice este mismo testigo: Que el declarante no 
tenia ninguna relación con los hermanos Gutiérrez, y por consi- 
guiente éstos no tenían por qué ir a inmiscuirse en sus asuntos, 
haciendo presente que cuando Ernesto intervino en ¡a cuestión 
de la zapatilla nadie se lo pidió. 
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además por el estudio particular de cada uno de esos hechos, a 
saber: 



MUERTE DE MARIANO BAYNES 



A la observación de García dirigida a Ernesto Gutiérrez de 
que la zapatilla era de éste, y no tenía por qué meterse en el 
asunto, se siguió el ataque a puñal de Agapito y Ernesto Gutié- 
rrez contra García, la presencia en la escena del otro hermano 
Juan Gutiérrez, también con sti puñal y un poncho envuelto en 
las matos y la actitud de defensa de García con una barra de 
hierro destinada a trancar una ventana. Esta lucha ha durado 
solamente algunos segundos, porque en seguida todos los arto- 
res se dirigieron hacia una puerta del galpón en que se encon- 
traban. Y fué ese el momento en que Ernesto Gutiérrez encon- 
tró a Mariano IJaynés a quien atacó. Este, desarmado, trató de 
huir, pero tropezó y cayó sobre tria cama, y allí caído, Gutié- 
rrez le dió una puñalada en el ¡>eoho que le prwkijo una muerte 
instantánea. 

•El testigo lEnrique Andreu, declarando sobre este hecho, 
dice a fs. 44 vta. y 45: que "vió en este instante que su compa- 
ñero Mariano Baynés retrocedía también, tropezando can las 
piernas en una de las camas que estaban delante -suyo, y cayó de 
espaldar sobre una de ellas, circunstancia que aprovechó el me- 
nor de los Gutiérrez para darle una puñalada en el pedio con el 
facón que tenía en la mano. Que a llaynés «o le vk> que tuviera 
en las manos arma ini palo alguno". 

Antonio Cañellas, a fs. 49» dice: "Que cuando Gutiérrez 
(el menor) acometió a García se encontró delante <le Mariano 
Haynés y posiblemente lo acometería porque éste retrocedió, tro- 
pezando con las piernas en una cama, sobre Ja que cayó de espal- 
das, circunstancia que aprovechó el referido Gutiérrez para darle 
una puñalada eti el pecho". 

Antonio T'uig a fs. 69 vta., dice : . . ."viendo que Mariano 
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Haynés que retrocedía, tropezó en ima cama, cayendo sobre ella, 
y -esta circtmstatKÍa fué aprovechada |x>r «no de los hermanos 
Gutiérrez (que no pudo determinar |x>r la distancia) para apli- 
carle aína puñalada en el pecho". 

Sobre lo mismo, declaración de Manuel Urges a fs. 66 vta. 



MUERTE DE LUIS AIGBRBI i 

En seguida de herir a Mariano Haynés, Ernesto Gutiérrez 
salió como los demás ¡)or la puerta del oeste del galpón y a poca 
distancia alcanzó a Luis Aigerbi a quien atacó, y habiendo éste 
caído le hirió en esa posición con su ¡puñal. 

A fs. 52 Sebastián EspUtgas, dice: que "vió que ¡>or la cale- 
cerá oeste del mismo galpón corría en dirección norte Luis Ai- 
gerbi, seguido por el sujeto Ernesto Gutiérrez, a una distancia 
como de unos tres pasos, llevando éste un facón en la mano dere- 
cha y un palo en la izquierda. Que en ese momento Aigerbi cayó 
al suelo porque tropezaría en aígu y en el mismo instante Gutié- 
rrez le infirió tina puñalada en el suelo, tomándolo hiego a golpes 
con el palo por Ja cabeza o el cuello'. | 

José Orriok, a f s. 63 vta., dice : que "vió estaba Luis Aiger- 
bi en el suelo y el menor de los herm*:ios Gutiérrez le aplicaba 
golpes con un palo, por la cabeza, teniendo el mismo el cuchillo 
ensangrentado en la m»;io derecha, manifestando Esplngas «pie 
acababa de darle tina puñalada, pero qu c esto el declarante no lo 
vkV, por cuanto como ha dioho, recién dio vuelta cuando le avisó 
Esphtgas". 



MUERTE »E FRANCISCO CASA DE VVLL 

Ernesto Gutiérrez dejó a Luis Aigerbi herido mortalmente 
y se dirigió recorriendo la gran distancia que hay entre el skio 
donde éste cayó y «1 cuarto de las falderas <v\ plano de f s. 51» 
donde se reunió con sus hermanos Juaa y Agapito que iban en 
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persecución de Francisco Casa de Valí. ¡En esc cuarto le dieron 
alcance. Casa de Valí se defendió co:i una sierra, según alguno* 
de !os testigos, o con un hacha, según otro.*, que encontró en esc 
momento. 

Ernesto y Juam le infirieron hasta nueve puñaladas (v|. in- 
forme médico de fs. 56 vta.) y declaraciones de los te«tigo* 
Hugo Vilaró fs. 12, y Manuel Urges fs. 65. I 

Resulta de lo expuesto que Ernesto Gutiérrez es autor del 
homicidio de Mariano Baynés y 'de Luis Aigerhi, y -coautor con 
su hermano Juan del homicidio de Francisco Casa de Valí í ar- 
tículos 305, 306, 321 y 34' > del Cód. de Procedimientos). ! 

Que no le favorece ninguna de las circunstancias que carac- 
terizan la legítima defensa. ' ' 

Que existe en contra del procesado la agravante de reitera- 
ción establecida por el art. 85 del Código Penal y en su favor la 
atenuante de la menor edad establecida por el art. 83, inciso 2 
del mismo código, pero ¡que no le favorece la de irritación a que 
se refiere el inciso 6 porque no se ha demostrado que ésta se pro- 
dujese sin culpa de él. sino que por ¡el contrario, los hechos com- 
probarlos <Jetnuestran que las provocaciones injustas han partido 
de él. > 1 

Por todo lo cual debe declarársele pasible de la peía esta- 
blecida por el art. 17, capitulo I, inciso i." de la ley de reformas 
al Código Penal, fijándose ésta en veintidós años de presidio, ac- 
cesorios legales y costas, de acuerdo con los artículos 62 V si- 
guientes del Código Penal, 52 de la ley de reformas y 144 del Có- 
digo de ■Procedimientos, i 

Considerando a.° : 

En cuanto a Juan Gutiérrez: Ha quedado demostrado en el 
considerando anterior cpie este procesado concurrió con su her- 
mano Ernesto a dar muerte a Francisco Casa de Valí. 

Dice Ernesto en su declaración de fs. 107 que infirió a Casa 
de Valí cinco o seis puñaladas. Si es asi, las demás hasta nueve, 
que presenta h víctima, según el informe médico de fs. 56 vta.. 
las produjo Juan. 
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ibJl^^ ^^ ^ ^^ «««ó la muerte dé 

,uur i " y ', M> T mm establtwr si ^ Bmesto o Juan 
autor de ^ herida. Por lo que es <le aplicación él art ,7 Car, n 

tro a diez años a los que toman parte én riña, pelea o agresión 
mg^m dos o lrós ,os agresores y no consJe quien &« 

la ate»3fr^° íl* 1 '* ' a Cxendón <le N*** defensa, ni 
■ atenuante de wntaaón sin culpa, según ha sido denwstrado en 

ÍSS* amc ;r y ''«■• «cuerdo con las disposiciones lega- 
les aH. establecidas debe condenarse a Juan Gutiérrez a la pL 
de seis aftas V .pedio de penitenciaria, costas y accesorios ' 

Considerando 3." i 

Resido de Agapito (kaiérrez: A ts. ,08 vta. Ernesto Gu- 
n rez < ,ce : qne "en cuanto a la lesión que presenta Juan Garcia 

5¿ ,nf,r,u s " *»^mmr m mm de jm ,« r e de 

te no hÍ • I C ' mÍS T Er " eSt ° G,,tiérrez ' «ce: "que el declaran- 
te no toro ningún golpe con el cuchillo a Garcia opinando oue 

totá 2* AgaP¡to qUÍCT '° testñnonTés tan! 

to mas cre.b e cuanto que emana <le un hermano del procesado 
*Wmy el cual no ha tenido dificultad en declararse' aotor Je 
otros delitos más graves. 

Concucrdan también estas «léela raciones con la de Enrique 
Andreu a fe, I44 vta . y ^ la de Jajmc ^ % fc «p* 

106 del "rT'T fe P r badt> "* arrc «'° a " os átenlos 305 v 
306 de Cod.go de Procedimientos que Agapito Gutiérrez es au" 
...r dHa lesión inferida a Jaime Garcia y pasible £S£££ 

E8~, ,7> cap - * * - * * ¿ES. 

No se ha acreditado la legitimidad de la defensa ni la ate- 

S^raSS C,t,pa *? Pr ° cesa<, °' - ha 

trate al tratar estos puntos en ¿ considerando 1.». P or b cual v 
de acuerdo con las disposiciones al.i citadas, debe Jdl™ a 
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Agapito Gutiérrez a !a pena de nueve meses de arresto y las 
costas- ¡ 

Considerando 4." : 

En cuanto a Jaime García : A fs. 146 Agapito Gutiérrez dfce 
que quien le hirió no fué García sfcio una persona a quien no ro- 
twee el exponetttp y no podría reconocerla dada la cantidad de 
gente aglomerada, la cttal agredió al exponen te a golpes de fierro 
en la cabeza. 

A fs. 9 dice Gutiérrez, que en seguida que terminó estas pa- 
labras se sintió dar un fuerte golpe en. la cabeza sin que pueda 
precisar cuál seria la persona que le aplicó ese golpe, 

Ernesto Gutiérrez, si bien en su primera declaración de fs.. 
35 ^jo <t l « García hirió a su hermano Agapito, a fs. 108 vta., 
dice que éste fué herido por Garcia y por otro cuyo nombre no 
conoce: y más adelante a fs. 1 10 refiere que mientras discutía 
Agapito con García, otro de los peones que igualmente se hallaba 
en la rueda de atrás le pegó im golpe con un instrumento que no 
pudo ver si era tm cuchillo o un instrumento contundente, palo 
o fierro. . ; 

Jaime García dice a fs. 32. que al verse atacado en esa for- 
ma tomó del lado suyo algún objeto que ,no puede precisar y con 
él golpeó al que le quedaba más de frente «de los dos Gutiérrez. 

Esta confesión aunque deba subsistir en presencia de la te- 
tractación de fs. 130 vta., en que García dice que no pudo halwr 
lesionado a uno de los Gutiérrez debido a la herida que recibió 
en la mano derecha, no seria suficiente prueta del hecho de la 
lesión de Agapito Gutiérrez en la parte posterior de la cabeza, 
dada la imteterminación con que García expresa que golpeó al 
que tenía más de frente : y en presencia, sobre todo, de las decla- 
raciones terminantes de los hermanos Agapito y Ernesto Gutié- 
rrez que quedan examinadas. 

Y aún en el peor <le los supuestos, el de que la lesión de 
Agapito Gutiérrez que se imputa a Garcia hubiera sido produci- 
da por éste, habiendo «ido no sólo provocado sino atacado injus- 
tamente con armas mortíferas jx>r los hermanos Gutiérrez, según 
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se ha jostrado en el considerando Garda habría procedido 

iTZn ^ h r^ lkn ' ln *■ «'edioelL.ue.de 

acuerdo con el art. 8r, inciso 8 del Código Penal 

Por estos 'fundamentos y sus concordantes se confirma en 

sssfsr **** ,a scn,cncia ,,e prín,era sss s " 

C, J' áí T e ,i" abCr V : kvué!vanse - Repónganse las fojas. - R 



VM.UO DE la CORTK SUPREMA | 

Buwo.Alfe..M«iol5d*IBI3. 

Vistos y considerando: 

T^W 5 ,lefini,ivas Pronunciaos por las Camam 

mtta E Sí i S !, 0noC,mÍento * «*» Corte en última 

S£ ' T" ° r<,, " arÍ ° dC todos a ^ ,d,os en que 
la pena ,mp, esta a reo excediese de diez años de presidio o pe- 

nitenaaria. Art. 3. inciso 5. ley número 4055. 1 

<i a M Ü ta ,' V !?í ' a ape!ación a fe y concedí. 

<la por Ja resolncon de fs. 223 vta.. debe considerarse hmitada 

en c^nto correando a la defensa de, procesado ErneJSS 

£2™ T"! S ° * ! mp0ne ' a P 6 " 8 dc vcinti,los * Presidio e 
mpmcedente por .0 que hace a los procesados tantbiéí en «i» 

3f h£ y f ^ qUe ,a Venación que 

u"rn i.^ de íT*? * fi ,mP ° nC * CStá «>'»PremIida en los 
términos de la ley a los efectos «le dicho recurso. 

Jue está plenamente acreditada en autos la muerte violenta 

rl™ ,a T 285? >' francisco Casa de Val. y a 

resjxxnsab.hdad del procesado nombrado Ernesto Gutiérrez 

»SoT. r r " OS PrÍn,CrOS <,e,Ít ° S * h ° micidi0 X coautor de 
»It mo, todos ellos perpetraos e l día 27 de Enero de ,9,3 en «na 
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fl&Sí ?-**'* • • 

Que asi resulta, en efecto, de la propia confesión fiel proce- 
sado y <le lo manifestado por los testigos examinados a fs. 15, 25, 
26. 30. 44» 49, $2, 63 y 72, asi como de las demás diligencias dd 
proceso instruido con motivo de "estos delitos. 

Que estos antecedentes -demuestran también que los hechos 
producidos y que causaron la muerte violenta -de Baynés, Aíger- 
bi y Casa de'Vall, se han realizado sin el concurso de ninguna 
circunstancia que autorice otra clasificación que la que se le ha 
dado con arreglo a lo dispuesto por el art. 17, capítulo <i/\ inci- 
so 1° de la ley número 4189 de reformas al Código Penal. 

Que en consecuencia no habiéndose justificado la legitima 
defensa alegada en favor del reo ni concurriendo en el caso nin- 
guna otra circunstancia atenuante a no ser la menor tomada en 
cuenta para disminuir la pena,. la de veintidós años de presidio y 
accesorios legales que se le ha impuesto no le causa agravio 
alguno. 

Por ello y fundamentos concordantes se confirma con cor- 
tas la sentencia apelada de fs. 204. Xotifiquesc con el original v 
devuélvanse. 

Nicanor G. del Solar. — M. P. 
Daract. — IX E. Palacio. 



CAUSA XXIII 



Criminal contra Ignacio David, por homicidio 

Sumario : Xo can sa agravio al procesado la pena «le doce años y 
accesorias legales impuesta jx>r el delito de homicidio perpe- 
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trado con Ja, circunstancias atenuantes <le provocación sim- 

SBXTKXCI.V DO. J LEZ LETRADO 

VWM, Agosto ¡g de 1914. 

Y vistos : Estos autos seguidos de oficio a Ignacio David ¿al 

Y considerando: 

don A¿££Z? ffi I T ¡SarÍO * *«* Ch -'. 

tadoen^w •? * ex P° n,Cfl<, o, <l™ encontrándose acos- 
tado en su don,,c,l>o. como a las once de la noche del día de auto ■ 

Ív^S»2S r ha * >en 13 n,ano ' '"temándose en TZZ 
• u peón José lejada. «,,«„ presentad una puñalada en ,1 «,« 
« M«e deW, producirle una muerte mstantLa, Z II 
md* ha presentado el incidente, que los dos pe^esTra, Z 

muy * rios - Qw d P^7n«Z 

ciaracion patada en forma ante el comisario de Dolida a ti S 
vuelta a 10 vta.. y ratificada ante el juzgado a fs 25 í 

¡f «ena segu.r trabajando en esa casa. Tío que íe^tóTeje? 
da. no se va a rr s» «ue Jo cachetee" y aproximándole intentó 
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pegarle y que entonces sacó su cuchillo y le tiró -una puñalada, no 
sabtewl si le alcanzaría; que esto lo hizo sin levantarse <lc donóle 
estaba sentado y en seguida parándose le volvió a tirar otra a la 
vez que le decía : 'toma ésta para que no vuelvas a cachetear a 
otro" y que sin duda acertó, pues Tcjeda se desplomó pelada- 
mente en tierra sin proferir glabra, dándose él inmediatamente 
a la fuga, hasta que fué detenido por la policía ; Que no había 
nadie presente ovando ocurrieron los hechos que declara ; Que 
ambos se encontraban algo ebrios y reconoce como de su projve- 
dad el oudiillo calx> negro de hoja de diez y ocho centímetros, 
manchado de sangre que le fué secuestrado al 'detenérsele y que 
se le exihihe en este acto y manifiesta que es el mismo con qui 
hirió a Tejeda í fs. 8 vta. a 1 1 vta.). 

Que el delito asi como la responsabilidad cíe áu autor, está 
plenamente probado en autos por la confesión del procesado co- 
rroborada ]x>r la exposición del denunciante, por la inspección 
ocular de fs. ¡ vta., informe pericial de fs. 4 vía. y partida ríe de- 
función de fs. 12. 

Que el caso sub ¡udicc encuadra en lo proscripto en el articu- 
lo 17, inciso i.", capítulo I de la ley de reformas al Código Penal, 
debiendo computar, c en favor del reo las atenuantes de ebrie- 
dad incompleta y provocación comprobadas en autos, pues sien- 
do calificada la confe. ión del acusado, no puede dividirse en su 
contra y la simple provocación por parte de la víctima, constitu- 
ye una circunstancia atenuante en favor del reo, que debe tener e 
en cuenta para graduar .la j>ena como lo ha declarado la Rxcma. 
Cámara Federal de Apelaciones de I*a Plata en el fallo inserto 
en el tomo correspondiente al mes de Jimio del año 1913 en su 
página fío. 

Por estos fundamentos, disposiciones legales concordantes v 
de conformidad fiscal, falto* Condenando a Ignacio David (a) 
"El manco Ignacio" a sufrir la pena de doce años de presidio, 
costas del j uicio y accesorias ilegales. 

Xotifiquese original, regístrese y si no fuere a] «ciad:», eléve- 
se a la Exenta. Cámara Federal de Apelación de í» Plata cu 
consulta. P. S. Ayu'üar. — Ante mí : Román E. Espcchc. 
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SE.VTKXCrA DK GA CAMARA FEDERAL DK APELACIONES 

La Plata, Diciembre 2 <« 1914. 

Vistos: considerando: 

La prueba lega! del «fclito de homicidio perorado por c! 
procesado Ignacio David en !a persona de José Tejóla, sur^e 
de la insi)occión ocular de fs. 3 vta., el mfornic pericial de fs. 3, 
la partida de definición de fs. 12 y la confesión de fs. 9, prestada 
con los requisitos del art. 316 (art. 321). Drama sin testigos el 
de autos, c sta última es la única constancia a que puede recurrir- 
>e en Miseá de las particularidades del hecho v <le la responsabili- 
dad de su autor. Hallándose éste en la cocina, manifestó a Teje- 
da que al dia siguiente pediría las cuentas, pues no quería traba- 
jar más en esa casa, a lo que respondió Tcjeda: no se va a ir sin 
que lo cachetee, y aproximándosele intentó pegarle. Entonces el 
declarante, de sentado, sacó el cuchillo y le tiró un puñalada, no 
sabiendo si lo alcanzaría y en seguida, parándose, le volvió a tirar 
otra, a la vez que le decía: "toma ésta para que no voliás a ca- 
chetear a otro", la que, sin duda, acertó, pues Tejeda s e desplo- 
nfió pesadamente en «ierra sin proferir una palabra. El reo des- 
pués de su acción criminal se dió a la fuga y anduvo huyendo 
hasta ser detenido por la policía (fs. 9 y 10). 

G*i arreglo a esta narración, es evidente que vorrcs|x>m!e 
declarar este homicidio comprendido en el art. 17, ínc. i.° cap. I, 
ley 418», como lo hace el a quo, ya que 110 es posible darle a las 
palabras de la victima el sentido de una provocación con injurias 
¡licitas y graves que no aparecen en la versión referida. 

De ésta sólo se desprende la atenuante de ebriedad que ha 
sido bien computada ¡wr el a qiio. 

Vor estos ftmdajne.itos y sus concordantes se confirma, con 
costar la sentencia apelada de fs. 23. Devuélvase para su cum- 
plimiento. — R. Cuido Larallc. — Marcelino Escalada. — José 
Marcó. 
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Buenos Aira, Mayo 18 de IMS. 

Vistos y «considerando : 

Quede lo manifestado por d denunciante a £$. i y de la 
propia confesión del procesadlo resulta el estado de ebriedad in- 
completa en que éste se encontraba al cometer el delito <Ie homi- 
cidio perpetrado en la persona de José i'ejeda, asi cotno la pro- 
vocación simple de parte de este último, según dicha confesión. 

Que tomando en cuenta estas atenuantes, la pena impuesta 
al procesado con arreglo a lo dispuesto en el art. 17, inciso 
Capítulo i,° de la ley numero 4189 de reformas al Código Pernl. 
no le causa agravio. 

PoreHoy sus fundamentos concordantes se confirma la sen- 
tencia apelada de fs. 32, con costas. Xotifíqucse original y de- 
vuélvanse. 

A. RKRMKJO. XlCANOR G. DKL 

Solar. — M. P. Dar act. — 
D. E. Palacio. 



CAUSA XXIV 

Don Carlos y don Pablo Barrelier contra la provincia de Córdoba 
por hdemnisaeión de daños y perjuicios 

m 

Sumario ; 1» Corresponde a la jurisdicción originaria de" 3a Cor- 
te Suprema el conocimiento de «na demanda por cobro de 
pesos, vator de un campo, deducida contra una provincia 
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mamas heriros, antes de la división de la herencia, 
vecinos de otra; sea óbice para ello la circunstancia 

de comprender la demanda Ja parte de otros herederos, res- 
]x>cto de los cítales no se acreditó el fuero. 

2." La excepción de prescr¡,»c¡ón del* ser opuesta clara e 
■ncou.vocainente. no pndiendo ser suplida de oficio 

.V- La simple escritura de |,er,m,ta no importa a los efec- 
tos <l e la adquisición del dominio, tradición simbólica de la 
cosa permutada, máxime si ésta no se halla poseída por el 
enajenante. 1 

4 " So habiendo eu autos antecedentes qtte comprueben el 
valor de un inmueble «i determinada fecha, debe procederse 
a su tasación por peritos. 

5 " Los daños y perjuicios sufridos en caso de evicción de- 
ben cons.derarse incluidos en el pago de! mavor valor ad- 
qmr.do ,H>r la cosa entre la fecha de la adquisición de la 
•propiedad y la de su pérdida j>or la evicción. 

C aso : Resulta del siguiente : 



FALLO l>E I, A CORTE SI PRK.MA 

Alrtt, Mayo 18 4c 19». 

Vistos: 

Don Pedro E. Carranza por «Ion Carlos y don Pablo P. lia- 
niendo Cnt ' le,naní,a w,rtra ,a Provincia 'de Córdoba, expo- 

§jp en 8 de Abril de 1870 el gobierno de Córdoba subscri- 
bió ,,n boleto con los señores Rspinosa, Costeñaga y Uarrelier. 
segun el cua.1 >* pennutaba un terreno perteneciente a éstos, de 
i<»9 cuadras, 3500 varas cuadradas, por otro designado con el 
niunero 16. sene II del Departamento l'nión v cuva superficie es 
«le 964 cuadras. 18.860 varas cuadradas, con los linderos que ex- 
presan. N 

Que ta escritura debía extenderse a favor de don P. Barre- 
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lier, en virtud de cesión de los otros señores nombrados, y asi se 
hizo en 22 de Abril de 1870. 

Que transcurrieron muchos años hasta que los herederos 
de don Julián Xóbrcga iniciaron un juicio de mensura sobre un 
campo colindante con el entregado por la provincia a Barrelier. 

Que en este juicio los actores pretendieron derechos exclusi- 
vos sobre la suerte número 16 y Karrelier presentó la oposición 
correspondiente, citando <le evicción a la provincia. 

Que Ja Excma. Cámara en lo Civil de Córdoba en su fallo 
definitivo de 8 de Agosto de 1908, declaró improcedente tofo* 
las accione» deducidas por líarrelier. 

Que las gestiones administrativas iniciadlas a efecto de al- 
ean ra r el resarcimiento de los enormes perjuicios causados a sus 
mandante., no dieron resultado, por lo que, en virtud dé los he- 
chos expuestos y de las disposiciones legales que invoca, pide se 
condene a la provincia a abonarle., la suma de 455.049 pesos (pe- 
sos cuatrocientos cincuenta y cinco mil cuarenta y nueve ) o lo 
que fijen arbitros, en concepto del valor del campo indicarlo, da- 
Tíos, perjuicios e intereses, con las costas del juicio. 

Que la demandada solicita el rechazo de la acción, con cor- 
tas, alegando: 

Que la Corte Suprema no tiene competencia para -conocer 
del presente caso, con arreglo a los artículos 100 y 101 de la 
Constitución Nacional ; inciso 1 " f art. l.° y 10 de la iey número 
48, piícs >!os herederos de doto J\ Harrelier son cuatro, como re- 
sulta de la declaratoria que se acompaña y ha debido justificarle 
respecto de todos la jurisdicción originaria de aquella. 

Que, por otra parte, la provincia de Córdoba no está obliga- 
da a la evicción, conforme a lo dispuesto en tos preceptos legales 
que cifra del Código Civil y de la legislación anterior: i." Porque 
la evicción procede por causas anteriores o contemporáneas al 
hecho de la adquisición y en el caso sub judice, Harrelier dejó 
abandonadas las tierras, favoreciendo la ocupación subrepticia- 
¡levada a cabo -por terceros; a.° porque el mismo Darrelier inició 
el juicio de mensura de la suerte número 16 a los treinta años <le 
la fecha de la permuta, y en él confesó que jamás había estado 
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en posesión del terreno, contradiciendo asi su propio título, que 
le acordaba una posesión legal indiscutible, con la simple entrega 
de él ; 3. porque no citó de evkción al f ¡eco y sólo lo verificó 
después, cuando don Julián Xóbrega hizo practicar mensura de 
sus tierras que se superpusieron a la suerte número 16; 4:' por- 
que Córdolia no estaba obligada indef misamente a tutelar al co- 
permutante que había recibido la cosa de sus manos en toda su 
integridad, y 5 - porque Harrelier habría podido oponer la pres- 
cripción a Jos Xóbrega. 

Qtte al fijar el monto de b indemnización, los actores han 
incurrido en plus petitio, pues en todo caso sólo tendrían dere- 
cho a repetir la cosa que Bacrclier dió en cambio o el valor de 
día, con los daños y perjuicios. 

Que recibida la causa a prueba, se ha produckio la que ex- 
presa el certificado de fs. 125. y han legado las partes a fs. 129 
y 137, respectivamente. 

Y considerando respecto a la excepción <Ic incompetencia: 

Que los actores han sido declarados herederos de don P&feló 
Barrelier a mérito del testamento de éste, y >e les ha puesto en 
posesión de la herencia ( fs. 1 ). 

Que en tales condiciones, Jos referidos actores continuaron 
ta persona del causante y son acreedores de todo lo que éste era 
acreedor (art. 3417 Código Civil). 

Orne no aparece de autos ni se alega en la -defensa que en la 
fecha de la presente demanda estuviera la practicada la división 
de los bienes dejados por Barrelier a sus hijos. 

Que conforme a lo prescripto en el art. 3450 del Código Ci- 
vil, cada heredero en d estado de indivisión puede ejercer, hasta 
la concurrencia de su paite, todas las acciones que tengan por fin 
conservar sus «derechos en los bienes 'hereditarios. 

Que entre esas acciones, según las fuentes del articulo cita- 
do, se comprenden las personales por cobro de créditos. 

Que el artículo 10 de la ley 48, «stablecc en lo pertinente, 
que cuando dos o más personas pretendan ejercer una acción so- 
lidaria, será preciso que cada una de ellas individualmente tenga 
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el derecho de demandar ante ios tribunales nacionales con arre- 
glo a Jo dispuesto en «1 inciso 2.° del art. 2. tí <le la misma ley. 

Que la acción en el ca-so sub judice ha sido entablada exclu- 
sivamente, y ha podido serlo, por los herederos «Ion Carlos y don 
Pablo P. Barrelier, (fs. 53) vecinos de esta capital ; y aún cuan- 
do aquélla fuera inaceptable en su petitum por haber reclamado 
más «te lo que les correspondí tal circunstancia no podia alterar 
la jurisdicción que para conocer <h?l caso atribuye a esta Corte el 
art. inciso 1." de la ley número 48. 

Por ello, omitiendo otras consideraciones, y de acuerdo con 
lo pedido por el señor Procurador General, se declara no haber 
lugar a la excej>ción de incompetencia. 

Considerando en cuanto a>! fondo: 

Que si bien la demandada hace mérito en varias partas de su 
escrito de fs. 68, del tiempo transcurrido desde que se realizó la 
permuta y de la negligencia de líarrelier, no ha opuesto clara e 
inequívocamente la exce¡>ción de prcseri¡>ción, como estaba obli- 
gado a hacerlo, con arreglo al articulo 85 de la ley 50. si quería 
valerse de este medio exce¡>cional de defensa, que no puede ser 
suplido de oficio. ( Art. 3962 Código Civil). 

Que, en efecto, la parte más explícita de dicho escrito, se li- 
mita a decir sobre el particular: "El contrato de permirta Jo ce- 
lebró la provincia en 22 de Abril <k 1870. En aquel entonces el 
contrato quedó perfeccionado y ambos copermutanhs entraron 
en la posesión de las cosas respetivas según la ley. Después de 
treinta años «n que ha debido el adquirente estar en quieta y pa- 
cífica posesión de la cosa ; en que lia transcurrido el tiemjx» de ¡a 
prescripción ; recién se ocurre, demandar la entrega de la cosa 
IwrnuitíKla. No es posible, sería una injusticia. La ley 36, Titulo 
5.°, I 'amida 5/, establece claramente que el vendedor no está 
obligado a evincir "a fazer sana la cosa al comprador" si la cosa 
que compró quando ge la demandaron en juysio aria tanto tiem- 
po que era tenedor dclla que la pediera amparar según el dere- 
cho". El señor Ilarrelier tenia o debía tener la cosa que el gobier- 
no le entregó en permuta, desde tanto tiempo, que |>odia ampa- 
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rarla, según derecho y no estaría entonces Córdoba obligada a 
garantir indefinidamente la entrega de la cosa" (fs. 75 y -r>>. 

Que la presente lemanda no es por esa entrega, y c¿ vista 
de la cita que se hace de la ley 36, Tittílo 5 «, Partida 3/ debe 
creerse que la -prescripción mencionada en las paiabras transcrip- 

tas,sc refiercalamiepudienihal>er alegado Harrelier contra 
los Xobrega. 

Que dé los testimonios de sentencias de los tribunales do 
Córdoba que obran a fs. 16 y fs. 1 16, aparece que Harrelier no 
entro jamas en posesión -ele Ja suerte número 16, que estaba des- 
de mucho antes del 22 de Abril de 1870 poseída por otros a titu- 
lo de dueños. 

Que la simple escritura de permuta otorgada en esa fecha 
por la provincia de Córdoba a Harrelier < fs. 44) no importó tra- 
dición simbólica de Ja cosa permutada, máxime si eHa no estaba 
|x>scida |H.r la enajenante (Fallos, tomo 96, pág. 291 ; sentencia 
de 13 de Abril del corriente ano recaída en los autos Leloir ver- 
éis .Vación, sobre reivindicación) (1). 

Que, en su consecuencia, no habiendo cumplido ta demanda- 
da con la obligación de transferir la propiedad que le impuso e! 
contrato de preimtta. ni estado <n la posibilidad de hacerlo, los 
actores han podido reclamar, con arreglo a la doctrina que in- 
forma el art. 1489 y concordantes del Código Civil, en la panu- 
que Ies corresponde, el valor de la cosa que debió entregarse a 
Harrelier. 

Que es inaceptable que el causante de los actores hubiera 
perdido sus derechos a la suerte número 16 por haber confesado 
en el juicio de mensura que no entró a poseerla en 1870 o des- 
pués, o por haber omitido la defensa de la prescripción, desde 
que la sentencia que puso término a ese juicio dice en su conside- 
rando 3.°: "Que de la prueba rendida por los opositores Nóbrega 
k>s documentos de fs. 39 a 44, informe del Departamento Topo- 
gráfico «fe fs. 59, posiciones de fs. 91, documentos de 99 y testi- 
monio de 116 a 120, resulta plenamente justificado que el señor 
Harrelier n o sólo no posee la mencionada suerte de tierras «ino 

11) P»f. 13 te «ttt tono 
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que nunca tomó posesión de ella, y que por el contrario, los scíío- 
res Xóbrega y sus causantes la poseen desde 1832 hasta el pre- 
sente, en cuyo caso la acción de deslinde no le corresponde^ se- 
gún las disposiciones citadas" (fs. 116 vta.). 

Que tampoco es admisible la extinción de los mismos dere- 
chos por falta de citación de la provincia en dicho juicio, pues 
consta de autos que tal «diligencia se practicó en tiempo hábil ( fo- 
jas 113, e informe de fs. 117 vta.). 

Que es inexacto qué Ham.!ier haya hecho abandono del in- 
mueble dejando que otros entraran a poseerlo subrepticiamente, 
toda vez que nunca lo tuvo en su jKxlcr, según lo expuesto en los 
considerandos anteriores; y en lo que hace a su negligencia para 
Averiguar el verdadero estado de las cosas y hacer a Córdoba 
oportunamente los reclamos que procedieran, no es de! ceso en- 
trar en el examen del punto, dado que no se ha opuesto la ex- 
cepción de prescripción. 

Que el valor de la cosa para los efectos de ia indemnización 
debe ser el que tenia en 8 de Agosto de 1008, fecha de Ja senten- 
cia antes mencionada < fs. Í6)> que. conceptuando que la oposi- 
ción de Barrelier importaba una acción reivindicatoría, no hizo 
lugar a ésta, y quedó definitivamente establecida la ineficacia del 
derecho transmitido por Córdol*a a Iiarrelier. 

Que np habiendo en autos antecedentes que comprueban él 
valor del inmueble en esa fecha, se hace necesario proceder a su 
tasación por peritos. 

Que en lo que hace a los daños y perjuicios, deben conside- 
rarse incluidos en oí pago del mayor valor adquirido j*»r la cosa 
entre Ja fecha <Ic la permuta y la de 8 de Agosto de 1908 < Arg. 
art. 2121 Código Civil). 

Que |>or lo que respecta a los intereses del capital que repre- 
sente el valor de la tierra en 8 de Agosto de 1908, no constando 
en qué fecha se hayan iniciado Jas gestiones administrativa* para 
su cobro debe tomarse la -de 27 idc Septiembre de 1012 ( fs. 62 1 
en que consta la interpelación judicial a la provincia ¡«ra el 
cálculo de aquéllos. (Art. 509 Código Civil). 

Por estos fundamentos se condena a la provincia de Córdo- 
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ba a pagar a los actores la mitad <lel valor de la suerte número Í6 
serie 11 del [departamento Unión <Ie dicha provincia, con arr. ¿lo 
a la tasación <|ue practiquen peritos, y .sus intereses desde elV 
de Sqrtiembre de 1912, a estilo de los cobrados por el líanco de 
la Xacióii Argentina en sus operaciones ordinarias de descuento. 
Us costas sé abonarán en el orden tusado, en atención a tío 
haber prosperado la demanda en todas sus partes. Xotifíquese 
con el original, re^ngas* el papel y en su oportunidad archívese. 

A. Bermejo, — m. p. hakact.— 
O. E. Palacio. — En disiden- 
cia de fundamentos: Nicanor 
C. dki. Solar. 
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Considerando: 

(JitQ .la incompetencia de esta Corte para conocer en la prc 
senté causa opuesta en la contestación de la demanda, se funda 
en la consideración de que la acción deducida es una acción co- 
mún a los herederos <t c don Pablo Uerrelier, que incumbe a to- 
dos por igual y que en tal virtud ha debido justificarse su juris- 
dicción originaria respecto de cada uno de ellos, de acuerdo con 
lo establecido en el art. 101 d e la Constitución, art 1.", inciso i.° 
y io<lc la ley número 48. 

Une si bien i>or la naturaleza de mi reclamación los actores 
demandan un todo en el cual son interesados sus dos hermano; 
y coherederos Gastón y Sofía, según lo expresan en el escrito de 
fs. 179, es lo cierto que ellos han justificado que se encuentran 
domiciliados fuera de la provincia demandada, siendo de agre- 
garse que los demás herederos que no intervienen en el juicio re- 
siden también en esta capital estando recluido uno de ellos en el 
Hespido de las Mercedes, según lo declaran los testigos doctor 
Martín Ocampo y José A. Esléves ( fs. 84 y 85 >. 

Que, por lo tanto e independientemente de la justificación 
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prodúcela con relación a los coherederos nombrados, la compe- 
tencia originaria de esta Corté para conocer en esta cansa está 
suficientemente acreditada, con arreglo a las disposiciones lega- 
les citadas sin que a ello se oponga la circunstancia de existir 
otros interesados que no han concurrido o no intervienen en el 
juicio, p< r cuanto no es esta razón bastante para obligar a los ac- 
tores a «declinar del fuero propio como se ha declarado en caso* 
análogos. (Fallos, tomo 49, pág. 31 ; 102, pág. 250, y 1 12 pa- 
gina 227). 

Que si bien resulta que la indemnización reclamada, o sea el 
valor del terreno permutado con más el pago de Jos daños c inte- 
reses corresponde a todos los herederos de don Pablo líarreli^r, 
la acció:i de los demandantes, debe considerarse dirigida a la pir- 
te indivisa, en cuyo caso no puede decirse que afecta los dere- 
chos de sus condóminos. Fallos citados. 

Que, por lo que hace a la prescripción, dado que ella pueda 
considerarse opuesta en la contestación de la demanda y que debe 
tratarse preferentemente en atención a la naturaleza de esta ex- 
cepción y los efectos que podría producir terminando por sí sola 
el juicio, ella no resulta haberse operado desde que tratándose, 
como se trata, de una acción personal, art. 4023 Código Civil, el 
término fijado por la ley sólo ha podido correr desde la época en 
que d causante de los actores perdió el dominio «del terreno per- 
mutado. 

Que las constancias de autos demuestran que en el juicio de 
deslinde y amojonamiento seguido por don Julián Nóbrega de un 
campo lindero con el de propiedad de Barrelier, éste pidió se ci- 
tara de evicción a la provincia por considerar que aquella opera- 
ción afectaba el derecho de propiedad que tenía en la suerte nú- 
mero 16, que había adquirido por escritura pública otorgada en 
22 de Octubre de 1870, citación que ordenada por el juez de la 
causa, ocn fecha i.° de Mayo de 1899, fué notificada en 12 del 
mismo mes al señor fiscal de tierras públicas. Testimonio de fs. 3 
a fojas 4. 

Que es de observarse, por otra parte, que en el juicio a que 
se hace referencia por eJ representante de la demandada y en el 
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que se dice qué liarrelier no citó de evicción al gobierno de la 
provincia, se trató tan sólo sobre el derecho que correspondía a 
liarrellier para pedir la mensura de! terreno permutado, lo que 
motivó el fallo .del Sujwrior Tribunal de Córdoba, de 9 de Agos- 
to de Hjoo en el qué se declaró improcedente 1a acción de deslin- 
de que había deducido y que sólo podia oponerse a la mensura 
solicitada por X'óhrega. En dicho fallo se dice textualmente: 
' *(Jue en e! presente caso no se trata de resolver cuál tenga me- 
jor derecho o sea propietario de! terreno contenido en la suerte 
número 16, serie 1i, departamento l'nión, sino simplemente si el 
señor liarrellicr tiene o no derecho a pedir la mensura de ella'*. 
"Que por otra parte consta de la manifestación hecha ¡>or eJ pe- 
rito Modereau — fs. 8 — y la protesta de fs. 10 y el informe del 
Departamento Topográfico, que en la fecha en que el señor Ba- 
rrellier -dedujo la acción de lesünde, ya estaba mensurado judi- 
cialiuc ite ese mismo terreno |>or solicitud de los señores Xóbrc- 
8*i * n cuyo «*so al señor Harrellier ]e corres|x>nde el derecho de 
oponerse a dicha mensura para defender su derecho, y no la ac- 
ción de deslinde que produciría un doble juicio sobre la misma 
•cosa y entre las mismas |>crsonas"\ 

Qxtv los mismos antecedente-; relacionados demuestran que 
con anterioridad al fallo citado, el causante de los actores había 
pedido la citación de evkrción del gobierno demandado* la que se 
ordenó con fecha 22 de Julio del año 1898 en el juicio de mensura 
seguido jx>r el mismo, según consta de la resolución transcripta 
en los te.*¡monios de fs. 3 y 118 dejando asi a salvo los derechos 
y acciones que pudiere corresponderle y que -sus sucesores tratan 
hacer efectivos en la presente causa. 

Que consta igualmente que Harrellier se opuso a la aproba- 
ción de la mensura practicada |>or el agrimensor Peralta a solici- 
tud de Xóbrega: que este juicio fué fallado a su favor en prime- 
ra instancia reconociéndosele la .propiedad del terreno que había 
adquirido por la permuta mencionada y que apelada esta senten- 
cia |x>r Xóbrega fué revocada |k>r el Superior Tribunal de Justi- 
cia en la sentencia pronunciada en definitiva con fecha 8 de 
Agosto de 1908. Testimonio citado de fs. 4 a 42. 
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Que es entonces desde !a fecha de esta ciencia que la pre 
cr.pc.on opuesta ha podido correr contra don Pablo BarrcllSer o 
rJT!;„r- LT° dC ' a ^ qM han e Í ercí ^o. ,K>r cuan- 

IZrTT r°, Se ,CS habia díspirtado ni «Cocido h 
pose . m y dom,mo de la, tierras de que se trata, acreditado ,K,r 

*WMo otorgado por el gobierno de la provincia demandada, po- 
7° SCgÚn aparCCC * ,as «>3*inda. de autos. 
Xobrega rCC,en ,Uld ° * desliní,e P™»°vido por 

„„ ,P" C ^.«""«tuiente, hasta la época del fallo prendado 
en d.cho nuco no habia llegado para Barrellier o sus herede- 
ros la oportumdad de que .pudieran hacer efectiva Ja responsabi- 
Mad , c i a evicclon conveni{fa y acor¡|a(|a en d contrato de 

muta. La prescripción. t „ tal caso, sólo ha comenzado desde que 
el derecho ha podido demandarse. 

Que toda acción por deuda exigible y '"en general texhs las 
que no sea:, amones reales o más bien toda prescripción litera- 
tona C o n ,o es la de que sc trata. *e c mnple a los diez años entro 
preymtes y vemte entre ausentes, término q« e no habria corrido 
en el caso, « escle c,ue, como aparece de la demanda «le fs 53. esta 
fue deducida con fecha tres de Agosto de , 9 , 2 y hecha saber por 
oficio al gobierno de Cónloba. c uyo representante compareció 
a I juico en 27 de Septiembre del mismo a f,o. es decir, mucho 
antes de vencer el tiempo de la prescripción señalado por la le,. 
Art.ci.lo 4023 Códigd Civil y nota del mismo. 

Que como quiera que se considere esta prescripción, habie 
do e l!a orzado a correr desde I, fecha ,1, la sentencia pronun- 
ciada «1 definitiva por el Superior Tribunal de Justicia de Cór- 
doba en la que *e revocó el fallo del inferior por el que se decla- 
rábale pmp.cdad de llnnreJHer el terreno que se le habia dad,, 
por «a i»enmrta celebrada con el gobierno ,n .870. son las dfcpt> 
» cones del C.-d.go Civil vigentes las que corresponde aplicar en 
el caso sub ,uá U *. Artículos 4045 y 405. Código Civil. 

Une tratando de la evicción entre permutante está expresa- 
mente estableado que el peguntante vencido tendrá derecho pan 
anular el contrato y repetir la cosa que dió en cambie con las in- 
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demnizacioncs respecto al adquirente vencido sobre la cosa o de- 
recho a<kjuirido, o para que se ie pague el valor <k ella con los 
daños y perjuicios que la evioción le causare, disponiéndose, ade- 
más, que "el vaJor en tal c aso será defermmado por el que tenía 
la cosa al tiempo de la evicción". Articulo 2128 Código Civil. 

Que es esto precisamente lo que corresponde resolver en la 
presente causa -desde que lo que se reclama no es la repetición <Ic 
la -cosa que se dio en cambio, sino su valor con los daños y per- 
jiricios, en cuya virtud no es tampoco el valor actual que aquella 
puecte tener sino el que tenía al tiempo de la evicción, sobre lo 
que no hay en autos antecedentes por los que pueda establecerse. 

Que por lo que hace a los daños y perjuicios reclamados, es- 
tos sólo -pueden consistir en los intereses del valor deJ terreno 
desde la época <i e su reclamación, lo que procede reconocer a fa- 
vor de los aotorc* con arreglos un principio que pone a la parte 
que ha gozado -de los henef idos del precio de una cosa de otro, 
en el caso de indemnizar lo que habría podido producir. Fallo., 
tomos, 92, pág. 120, y 107, pág. 63. 

Por estas consideraciones se declara que la provincia de 
Córdoba está obligada a pagar el precio de las ticnas a (pie se 
refiere esta sentencia con los intereses respectivos al tipo cobra- 
do por el Banco <fe la Nación Argentina desde la notificación de 
la demanda, todo lo que deberá satisfacerse dentro del término 
de tremta días, contado? <le la fijación de su importe que se hará 
P° r Peritos. Notifiques? originai: y repuesto el papel, archívese. 
Las costas se .pagarán en el ondea causado en atención a la natu- 
raleza de la causa. 



» 



Nicanor G. del Solar. 
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CAUSA XXV 



Proco ador Fiscal de la Cámara Federal de . lalaciones del Pa- 
raná, en autos con don Carlos Sarsotti, por infracción a las 
ordéna teos de aduana. Recurso de hecho. 

Sumario: l'ara la precedencia del recurso extraordinario ,1c. ir- 
ticulo 14, ley 48 no basta la referencia «enera! e indetermi- 
nada a las ordenanzas de aduana. 

Caso : Escrito del señor Fiscal de Cámara : 

. ..Kl ocurrente estima, que hay error ... la negativa de 
la apelación ; y q H c, i*,r tanto, al recurrir de hecho. I,» hace 
justamente, porque, además de ..tro., fundamentos, existe la 
pr.nc.pal razón en el suh jndice de tratarse de un asunto so- 
bre defraudación a la renta pública, en el cual ha estado e-. 
.mehgencia de parte del Fisco la aplicación de una ley del 
del Congreso (O. O. de Aduana >. aparte del privilegio crea- 
do por la misma ley a favor del denunciante; y la decisión 
contraria a sus entendidos derechos derivado- de dicha lev- 
es susceptible .del referido recurso, de con f. .rimad a las di'-' 
I>os.c.oncs legales emmeiarias . . . 



DICTAMEN DEL Sr. 1'KOCt RAIWR GESER.VL 

Bueno» Aire*. Octubre 22 tic n¡4. 

Suprema Corte: 

|> considero necesario dar mayor trámite al preset.te recur- 
hecho, por cuanto -de !a exposición .pie se hace al instaurar- 
le las cop.as elevadas |>or la EXcma. Cámara Pederá! del 
a. se <lesprcnde «pie no procede la jurisdicción de apelador, 
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de esta Corte- Suprema en ninguna de las dos vías que establece 
la ley 4053. 

M apelación autorizada por el art. inciso 2." de la citada 
ley. (le las semencias definitivas que recayesen sobre acciones fis- 
cales contra particulares, no es procedente en razón de que el va- 
lor disputado «p eNcedc <l e cinco mil ,n-os. como lo dispone la 
parte final de dicho inciso, y lo ha establecido en su resolución 
denegatoria el tribunal ante el que se dedujo la apelación. 

El recurso extraordinario prescripto jjor el art. 6." de la 
misma ley 4055. en concordancia cow el art. 14 de la ley 48. es 
igualmente improcedente, en razón de que no se ha discutido en 
e caso ninguna cuestión acerca de la validez o inteligencia «le 
clausula alguna de las Ordenanzas de Aduana, y las sentencias 
« ntadas se han (imitado a aplicar sus deposiciones a los puntos 
de hecho debatidos en el proceso. El recurrente, por otra parte 
lio ha cumplido con la exigencia dd art. 15 de la lev 48 que man- 
da fundar el reenrso, de manera que su fundamento aparezca de 
los autos y tenga una relación directa e inmediata a las cuestio- 
nes de validez o inteligencia de las cláusulas constitucionales o 
legales en disputa. 

Por lo expuesto, creo que V. E. debe roolver que no ha* 
lugar al recurso «le hecho deducido. 

Julio Bólel. 



DE I.A CORTE SUPREMA 

Bucros Airea, Mayo 20 dt 1915. 

Autos y vistos • líl recurso de hecho |>or apelación denegad . 
interpuesto ,H>r el Fiscal de la Cámara Federal del Paraná contra 
sentencia pronunciada ,,x>r esto en la c ausa seguida contra don 
Carlos barssotti. 

Y considerando : Que ! . q„ e j a se ha limitado a fs. 2 a l a de- 
negación «leí recurso extraordinari,, y ha debido expresara «, 
temimos concretos el derecho o privilegio fundado e» una cláu- 
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rala constitucional o legal que hubiese sido desconocido. ( Articu- 
lo 15, ley 48). ; ' 

Que no basta para la procedencia de ese recurso" la referen- 
cia general e indeterminada hecha a ti. 2 a las Ordenanzas de 
Aduana, según lo reiteradamente resuelto. (Fallos, tomo 1 14 »á- 
gina 161). • 1 

Que por otra parte la sentencia apelada se basa en conclu- 
siones de hecho ajenas al art. 14, ley 48. v art. o." 4e la ley 40,5 

Por elb y de conformidad con lo pedido |*>r el señor Pro- 
curador General, no se hace lugar a la queja deducida y ar- 
chívese. ' 

A, Bermejo. — .Nicanor G. del 
Solar. _ m. 1». Daract. — 
i). K. Palacio. 



CAUSA XXV] 



Ferrocarril Nor-Oeste Argentino en autos con ¡a municipalidad 
de I ucumán, sobre cobro de impuesto. Recurso de hecho 

Sumario : 1 - Tratándose ¿je] recurso autorizado por el art , 1 
ky 48. no procede el de nulidad. 

2." el carácter extraordinario del recurso del art. 14 lev 
48. no permite apreciar las leyes locales reglamentarias del 
procedimiento seguido en el juicio. 

>' prücede el reamo extraordinario contra «ha sentencia 
dictada en juicio de apremio. (| ue desconoce derechos y el 
fuero federal fundados por el ejecutado en leves especiales 



DE JUSTICIA DE LA NACION 141 

■ 

del Congreso, en un caso en <|ite no consta que dicha senten- 
cia no tenga el carácter ,le cosa juzgada. 

r: Iío explican las piezas siguientes: 



kksomcion juras ok i." instancia lq a vil, 
4.* NOXIIV VCIOX 

Tueuman. Marzo 3 dt BI5. 



Us üu^enciau seguidas por la Municipalidad <lc esta Capi- 
tal, SObrc cobro (le impuestos al Kerrocarr'l N T ord-Qeste Argen- 
tino y las excepciones opuestas por este, y 

Considerando: 

■ Que receto a la exección de pago a que se refiere el 
inciso ..« del art. 8." de la lev de apremio. no puede prosperar, 
ptlCS ese pago no ha sido comprol»ado con el recibo correspon- 
diente ; desprendiéndose además. <| e la misma exposición <lel re- 
presentante del ferrocarril de que ese pago no se ha efectuado 

2." Que la excepción de impuesto invocada se funda en el 
nrt. 8." de la ley nacional mimer«> 5315 <,„ c cxullera a | a en>])ro . 
sa ejecutada de todo impuesto municipal. Par» considerar esta 
excepción, se hace necesario distinguir lo que es un impuesto de 
lo que es un sen-icio. I'ara esto basta tener en cuenta lo dicho por 
el miembro m formante de la Comisión -de la II. Cámara de Dipu- 
tarlos al tratar la ley número 53.5. Este se expresa asi: "£03 an- 
tecedentes administrativos e interpretativos de la Constitución e,- 
tableecn lo que es un servicio y b que es un impuesto. El impues- 
to nene un carácter general, mientras que el servicio tiene un 
carácter articular, lo paga el q»e lo recibe. El impuesto es ge- 
neral y lo .paga todo aquel que recibe o no sus beneficios |» or 
consciente lo que se ha consignado en este articulo son los im- 
puestos <le la Constitución, aquello, que tienen que ser pagados 
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por todos y también por los ferrocarriles si no fueran exonerados 
por la ley. De ahí entonces, que los servicios de carácter comuna: 
que beneficiasen a los ferrocarriles pon lo mismo que tienen mi 
carácter particular, los ferrocarriles particulares tendrán que abo- 
narlos. (Diario de Sesiones de la II. C. de Diputados, 1907, I 
página 1209). Hasta lo anteriormente expuesto para rechazar la 
excepción opuesta .]x>r el ferrocarril. 

4." Respecto a la excepción de improcedencia o exceso en la 
suma cobrada y que es la autorizada en el inciso 4 de la ley d c 
apremio, no puede tampoco prosperar. En cuanto a la improce- 
dencia, basta con lo anteriormente considerado para demostrar su 
folla de fundamento. En cuanto a] excedo en la suma cobra la, 
tampoco existe, . pues la Municipalidad sólo cobra lo qué está au- 
torizada por la ley de impuestos. 

Por estos fundamentos: 

Tallo: Rechazando, con costas, las excepciones Opuestos por 
el Ferrocarril Xord-C >cste Argentino, en el juicio que le sigue la 
Municipalidad por cobro de impuestos. Regúlanse los honorarios 
de los doctores Abraham de la Vega y Marina Alfaro en las su- 
mas de trescientos y doscientos pesos, respectivamente, y los de 
tos procuradores Colombres y Lugones en doscientos y cien pesos 
cada uno. Fíágase saber. 

limcsto Carreras. 



l-'ALLO DE LA CORTK SUPREMA 



Bucles Aires, Mayo 23 de 1*5 

Autos y vistos, considerando: 

Que con arreglo a los términos del art. &° de la ley 4055 y 
artículos 14 y 16 de la ley número 48, el recurso extraordinario 



<l) E. la uso» fecha recayó Mefítica rcsolMlfa ta el Jaldo: "Perfocerrll Coatrel 
ggy «■ »« MoaWpalidad do TueaoU. «| cobro do loipuottoo. Re- 
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<|iic ellos acuerdan no procede contra defectos o nulidades de 
procedimiento o de forma de las sentencias, a diferencia de lo 
que ocurre con el que autoriza el art. 3.C de la ley 4055, por k> 
que no se hace lugar al de nulidad deducido en el caso. ( Fallo.., 
tomo 102, pág. 43: tom.. 108, página 59). 

Que respecto al de apelación, el carácter extraordinario del 
recurso no permite apreciar las leyes locales reglamentarias del 
procedimiento seguido en el juicio, y «1 la sentencia apelada no 
se ha hecho constar por el tribunal local que ella no reviste la 
autoridad -de la cosa juzgada. 

Que los casos que cita el señor Procurador General, tomo 
100, pag. 352; tomo 116, pág. 908 y tomo 118, pág. 433, se refie- 
ran a juicios ejecutivos regidos por el Código de l'rocedimientoi 
«le la Capital <|.te lia sido incori>ora<lo al procedimiento federal 
IH»r el art. 374 de la ley número 50. enmendado por la lev 3981. 

Que la sentencia arlada ha desconocido derechos y e | fuero 
icderal que la empresa demandada ha fundado en leyes especia- 
les de Ja .Vació... lo que autorizaba el recurso del art. 14 de la lev 
numero 48. 

Pór ello, oido el señor Procurador Genera! se declara mal 
ílenegado el recurso de apelación y encontrándose el expediente 
principa] ante esta Corte, autos, y a la oficina por el t¿rmino de 
diez días, comunes e improrrogables, a los efectos del art. 8." de 
la ley 4055. señalándose los dias lunes y viernes para qué los in- 
teresados concurran a la oficina a ser notificados. 

Ratifiqúese con el origina! y rqx'mgase el pape). 

A. Iíkkmkjo. — Nicanor (".. ojo. 

SOfcAR, — M. I». |).\K. U I . — 

i). E. r.M.uio. 



<« FAUM M UA OOftTI ftUtlt» A 



CAUSA XXVIII 



Don Rufino Rojas, intendente municipal de Bahía Manca, en 
autos con la Cámara de Costa Sud; conflicto de atribuciones 
V poderes Recurso de hecho. 

Sumario : La interpretación y aplicación <Ie tin articulo de lina 
constitución local, que no ha sitio impugnado como contra- 
rio a la Constitución Nacional, no autoriza el recurso extra- 
ordinario del art. 14, ley 48. La referencia general e indeter- 
minada a una cláusula de la Constitución Xacional no hasta 
para decirse planteada en eJ pleito, alguna de las cuestione* 
previstas en el articulo citado de la referida ley; y aún la 
invocación precisa y determinada de la inteligencia de algu- 
na cláusula de la Constitución Xacional no autoriza el re- 
curso extraordinario si éste no tiene una relación directa C 
inmediata con la cuestión -planteada y resuelta por el tribu- 
nal de cuya sentencia se recurre. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes; 



DICTAMK.V líKK Sr. PROCI RAHOK C'.KNKKAL 

Bu«no» Ates, Scptiinbrt 17 dt 1914. 

Suprema Conté : 

Por no hallarse comprendido dentro de los término.; del ar- 
ticulo 6." de la ley 4055 y su correlativo el art. 14 de la lev 48, e< 

improcedente el recurso extraordinario traído a conocimiento 
de V. K. 

Xo se ha producido en el caso una decisión <|u C importe el 
desconocimiento de la supremacía de la Constitución, tratados y 
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?h ! T ex,stenc,a « ,o «* **» y wa» i a 

j..r,MÍKx,on atribuida a esta Corte Suprema por las citada, di* 
Iliciones legales, y por ]. c „al está facultada para rever las sen- 
tencias definitivas dictadas por los tribunales supriores dé pro, 
vencía las Cámaras Federales <| e Apelación, Cámaras de Abla- 
ción de la Capital y Tribunales Superior* Militares. 

í* procedencia de esa tercera instancia extraordinaria, de- 
terminada en la enumeración taxativa del recordado art. . 4 . no 
se fundamentó por el simple hecho de qu« se Haya mencionado en 
«tfos la mtdigencia de alguna cláusula de la Constitución, pues 
se requiere .nd.s.HMisaUcmcnte que la decisión definitiva con- 

cláusula mm °. ° Sara " tia <|MC sc f,,mlara 1,1 dicha 

En el presente caso, no hay decisión expresa p implícita 
acerca del alcance o inteligencia de la cláusula de la Constitución 
.Nacional (art. $) ( |„ e e] recurrente invocara al deducir el recur- 
so ,«,ra. ante \ . F... o sea, cuteinporáneamente. aparte «le qué no 
era menester c,ue hubiera -tal decisión, pues que el litigio se re- 
gvjó exclusivamente a mérito de consideraciones y raines in- 
dependiciites de aquellas. En efecto, la Suprema Corte de la Pro- 
vincia de Buenos Aires se ha limitado en la sentencia recurrida 
»». 21 vta. ) a negar la existencia de un conflicto de poderes, de 
«rya Solución le comete el art. m de la constitución lo- 
cal, bastando esa sola disposición constitucional de la provincia 
para concluir definitivamente la causa promovida, sin haberse 
<k r conoc,do. .,K 1 r ende, en el fallo apelado, ningún derecho, exen- 
con. titulo, pnyitegio <,..c se ampare en alguno «le los precepto, 
constituyales o legales que constituyen l a supremacía coiWá- 
grada en el art. 31 «le la Constitución Nacional v que prescribe, 
en concordancia el art. 14 «le la ley 48. 

Pe* lo expuesto y jurisprudencia de V. E. (tomo iot>, pá"i- 
na , s , ; tomo , 13, pág; 317 ■ íomo 117, pág. 386), pido se declare 
el recurso deducido. 



Julio Rutel. 



146 FALLOS DE LA CORTÉ SUPREMA 



FALLO DE LA CORTK SUPREMA 

Buenos Alrct. Mayo 27 de !9!Z>. 

Autos y vistos: El recurso de hecho por apelación denegada 
deducido por don Rufino Rojas, intendente de ttahía Blanca 
contra sentencia de la Suprema Corte de Justicia de la I Yovin- 
cia de Buenos Aires, en los autos caratulados "El intendente Mu- 
nicipal de Bahía Blanca promoviendo conflicto de jurisdicción y 
de poderes con la Cámara de Costa Sud'\ 

Y considerando: 

Que la sentencia de la Suprema Corte de la provincia inter- 
pretando y aplicando el art. 157 de la Constitución loca! se limita 
a declarar su incompetencia para conocer de Ja <¡ucja llevada an- 
te ella por el intendente municipal de ISahia liianca promoviendo 
conflicto de jurisdicción y poderes con la Cámara de Costa Sud 
con motivo de la resolución dictada por este tribunaJ poniendo 
en libertad a Alejandra Martínez c:i un recurso de habeos cor- 
pus promovido por la misma. 

Que la interpretación y aplicación de un articulo de la cons- 
titución provincia], que no ha sido impugnado como contrario a 
la Constitución Xaciona!, no autoriza el recurso extraordinario 
interpuesto, que sólo se propone asegurar la supremacía de la úl- 
tima de la* leyes que en su consecuencia dicte el lí. Congreso, 
consignada en e l art. 31 de la ley fundamental. (Fallos, tomo 86. 
pág. 324 ; tomo 94, pág. 350). 

Que como lo hace constar la Suprema Corte de la provincia 
en su auto de fs. 32 al denegar el recurso para ante ésta, no ha 
sido puesta en cuestión como lo requiere el art. 14 de la lev nú- 
mero 48, la inteligencia de alguna cláusula del art. 5. de la Con> 
titución al que sólo se hace una referencia general e indetermina- 
da a fs. ir, autos principales, que no basta para decirse plantea- 
da, en el pleito, alguna de las cuestiones previstas en el artículo 
citado siendo extemporáneas a esc efecto las aducidas con poste- 
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gM| pronunciamiento del falto apelado. (Fallo*, to„,o , , 4 . 

catílSS^ SS <,e,,l , lencrsc que la misma ¡„vo- 

h 1 Tr y .' lc erm,nada < lc '» inteligencia de alguna cláu- 
sula de la Constitución Nacional no autoriza el recurso e trao - 
«Imano denegado si no tiene una relación affi3LSE 
nn h uesttón planteada y resuelta por d Superior rZ a d 

de fe TT ***** * d artl,aI e«W - ha de Ido 
de tos limites de I» competencia de la Suprema Corte Provincial 
l"c no puede decirse regida por el art. 5 dé la ConM,T\Í 



A. Mkrmkjo. — Nicanor C. bBC 
•Solar. — M. p. Daract. — 
1>. K. Palacio. 



Criminal, contra Julio Gallo, por homicidio 

^^tolSS* * COn ,a i** de once 

v 13 ^ 3 C,rcunstanc¡a ^enuante de minoridad 
y de beodez incompleta en aquél. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 
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SKNTKXK tA DEL .1117. FEDERAL 

Vledmi. AgDsto 28 de 1014 

Y vistos : 

listos autos seguidos de oficio a Julio Gallo, argentino, de 
¡8 años <le edad, soltero, jornalero, domiciliado en Choele Choel. 
]xir bomicidto en la persona de Juan Méndez. 

Y considerando: 

1. q Que e?tá plenamente comi)rol)ado en autos que el proce- 
sado se presentó en casa <le sn patrón Juan Méndez, en estado de 
ebriedad, a pedirle diez pesos y como Méndez no tenía dinero en 
la casa y en vista de las insistencias <\q su peón dallo, se puso n 
ensillar itn c abaIlo ¡>ara ir al pueblo a buscar dinero y en esa cir- 
cunstancia y como no le diera el dinero en él acto (pie se le pedia 
se fastidió el procesado, encaminándole a la cocina <le la c asa de 
dónde tomó un cuchillo y le pegó a su patrón Juan Méndez, dos 
puñaladas, de cuyas resultas falleció a los c uatn> días. (Ver de- 
claraciones de Juan Méndez de fs. 2 a 3 vta., indagatoria del pro- 
cesado fs. 4 a 5 v demás constancias <Ie autos de fs. 5 a 21 vía. ). 

2. " Que el procesado en su declaración prestada ante el co- 
rnisario de policía a fs. 4, manifiesta <pie el domingo 4 de Agosto 
ríe 1012, se presentó en casa de su patrón Juan Méndez a pedir- 
le veinte pesos, contestándole éste que no tenia dinero, diciéndole 
el declarante "-para (pié conehava peones si no tiene con (pié p*i- 
aar", y que por esto su patrón lo insultó, diciéndole que se re- 
tirara, que no fuera a insultarlo a su casa y que cstalw tomado: 
que por esta causa le <lió rabia y se fué a la cocina, levantando un 
cuchillo y le pegó a su patrón no recuerda cuantas puñaladas y 
que después 110 recuerda más, reconociendo en ese acto el cuchi- 
llo ca!x> de madera, con ki hoja quebrada cerca del cal>o y pega- 
da después con la punta torcida, (pie se le exhibe, como el mismo 
con que hirió a su patrón, manifestando (pie no sabe como se en- 
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ciientra herido en la c aljoza, porque se encontraba bastante ebrio: 
Iiosteriormente, al ratificar su declaración ante el juzgado, a fo- 
jas 25, agrega: que si 1c pegó las puñaladas a Méndez, fue pur- 
gue éste le pegó primero unos palos en la cabeza y que fué para 
defenderse, pues su patrón ¡e habia ofrecido palizas varia- veces, 
y lo injuriaba, por le» que le habia pedido su cuenta, y que cuan- 
do hirió a Méndez no se encontraba ebrio. listas manifestaciones 
«leí procesado que ni siquiera ha intentado probar la defensa, es- 
tan contradichas por las declaraciones contestes de los testigos 
del sumario y especialmente «¡x>r la de < Iréates R. Amaya, co- 
rriente a fs. 6 vta. quien manifiesta que ('.alio estuvo bebiendo 
en su casa. 

3"Q**e Méndez declara que estando ensillando su c aballo 

para ir a buscar el dinero que le pedia su peón Galló y en el mo- 
mento q«« estaba cinchando el recado, insistió nuevamente Gallo 
en petición, diciéndole: "usted parece que quiere reírse de mi" y 
en ese instante sintió que le pegó una puñalada, y en seguida otri, 
y que como lo vió en actitud de seguir pegándote coa el cuchillo, 
tomó un pedazo de caño que habia en el -suelo y le dio un golpe 
en la cabeza, volteándolo al suelo; que éste se levantó y lo volvió 
a atacar por lo que le volvió a poner el caño de frente, derribán- 
dolo nuevamente, y que entonces 11 amó a José Contrcras, para 
que lo desarmara quien le quitó el cuchillo y lo dejó, volviendo a 
proteger al declarante, quien se encontraba mal -herido; que Gallo 
se encontraba ebrio y que no sulw más; que han presenciado los 
hechos Cabrera y Enrique Santana ; que vió cuando Gallo sacó eJ 
■cuchillo de la cocina, dichos que se encuentran corrol*>rados ]xtr 
las declaraciones <lc Contreras y Santana, fs. 6 vta. y 8 vía. 

4 " Qué el delito de homicidio que se imputa al reo, está ple- 
namente probado e:i autos por su .propia confesión corroborada 
por la declaración prestada ¡>or su víctima en su lecho de muerte 
y !a de los demás testigos del sumario; |K>r el informe pericia! 
de fs. 17, la autopsia de fs. 17 a jo vta., y la partida de defun- 
ción de fs. 21, como asimismo su resiH>nsaÍ>¡!idad, |>or el informe 
médico legal de fs. 34 a 36 del médico del trílmnal, que reconoció 
al procesado y que informa que Julio Gallo tiene conciencia de 
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sus artos y puede prever las consecuencias de conformidad a Sil 
«dad. 

5 o Que corresponde declarar el presente caso, comprendido 
en lo dispuesto en el art. 17, inciso 1», Capitulo t.» de la ley nú- 
mero 4189, debiendo computarse en favor del prevenido la ate- 
nuante de ebriedad incompleta y la agravante primera del art. 84 
del Código Penal, no estando probada la alevosía anotada por d 
señor fiscal. 

Por estos fundamentos, y disposiciones legales concordantes 
fallo: condenando a Julio Gallo a sufrir la pena de veinte ano* 
de presidio, que deberá cumplir en penitenciaria de conformidad 
al art. 62 del Código Penal, con más los accesorios legales y pairo 
de costas del juicio. ' 

Xotifiquese original, regístrese y si no fuera apelada, eléve- 
se en consulta a la Excma Cámara Federal de Apelación de J.a 
Plata. — F. S. . iffiiilar. — Ante mi : l.uis Cordero. 



SENTENCIA DE LA cámara FKOEK a l DE APELACIONES 



U PI«U. Diciembre 2 de 1914 

Vistos: considerando: 

I. — El delito de homicidio perpetrado en la persona de 
Juan Méndez, j>or el procesado Julio Gallo, se encuentra legal- 
mente comprobado en autos, por la propia confesión de éste, la 
declaración de la víctima, la partida de defunción de fs. 21. el in- 
forme pericial de fs. 10, diligencia de fs. 18 y la autopsia cuyo 
resultado obra de fs. 18 a fs. 20 vta. 

«• — Asimismo, se encuentra constatada la responsabilidad 
criminal del reo |>or la indagatoria prestada ante la policía (fo- 
jas 4), concordante, en lo principal, con el dicho de Méndez ( fo- 
ja» 2 ), con la declaración del menor Santa Ana, fs. 8, y con el 
informe médico legal de fs. 34. De estas piezas se desprende que 
Gallo es un sujeto normal que tiene conciencia de sus actos, v 
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puede prever las consecuencias en conformidad con su edad ; que 
habiendo requeri.Io «l e su patrón Méndez el pago de diez o veinte 
pesos y ante la contentación de que éste no tenia dinero, en c<c 
■"omento, se fué a la cocina, tomó un cuchillo y volvió al luga, 
.leí hecho, donde infirió a la victima dos puñaladas. Es de adver- 
tir que la pretendida rectificación <lcl procesado al ratificarse 
ante el a quo, invocando la legitima defensa, no puede tenerse en 
cuenta porque no está apoyada en antecedente algt.no del suma- 
no y no ha sido probada tandeo en el plenario. No es necesario 
argumentar mas sobre estos puntos que están perfectamente esta- 
blecidos por el a quo, de manera a demostrar con claridad que el 
homicidio debe considerarse comprendido en la calificación del 
ai*. 17. maso Cap. I, de la ley 4189. 

III. — Xo deben computarse en contra del reo las agravan- 
tes <l e alevosía, ni la del art. 84. inciso i." del Código Penal ; la 
primera porque las heridas no fueron inferidas a traición, o por 
te espalda, constando de autos que el heri.br fué también heri- 
do por la victima : y la segunda, porque el respeto particular a 
que alúde la disposición ckada, se refiere al que debe resultar de 
una v.ncnlaoón de orden moral y legal, como en los casos que 
enumera de tutor, superior, maestro, etc. Las relaciones de pa- 
tr.m y peón son de orden distinto: q, le no imponen a ést. más 
respeto hacia aquél, que el común que deben guardarse los hom- 
bres entre sí. toda vez que no los liga otra relación que la deriva- 
da de un contrato que les imi>one mutuas obligaciones. 

IV. — Deten computarse las atenuantes de ebriedad v mi- 
nondád l*>r estar probadas en autos por las declaraciones de to- 
dos los testigos y por la manifestación no contradicha del pro- 
■cesado. 

V . — Aún tomando como cierto en todas sus partes, el rela- 
to del hecho, j»or el procesado ante la policía (fs. 4 vta), no re- 
sultana que la victima provocó el homicidio con injurias u ofen- 
sas ihctas y graves: El declarante le dijo: "para qué conchava 
peones si no tiene con qué pagar, por esto su patrón Méndez lo 
insudó diciendole que se retirara, qué no lo venga a insultar v que 
estaba borracho". De esta versión no puede inferirse que huí» 
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provocación iti injuria alguna de parte de Méndez, pues el mismo 
Gallo reconoce <|iie se encontral» bascante ebrio. 

VI. — Ell consecuencia de lo expuesto, debe confirmarse en 
lo principal la sentencia apelada, disminuyéndose la ¡wna en re- 
lación a las atenuantes computadas, que. dada su naturaleza, de- 
ben suavizar e! rigor de aquella hasta la proximidad de su mini- 
mun, ya que ellas, unidas al informe médico de fs. 34, alejan 
toda idea de perversión absoluta del delincuente. Por esto y sus 
fundamentos concordantes, se confirma la sentencia en cuanto a 
la calificación del delito y se la modifica en cuanto a la |>eira que 
se reduce a la de once años de presidio que deberá cumplirse en 
pitcnciaría hasta la mayor edad del condenado. — A'. Guido l.u- 
ralte. — Marcelino Escalada. — José Marcó. 

IWU.O I)!- I.A CORTE Sel'KKMA 

Bueno* Airet. M»yo 29 de KM5. 

Vistos y considerando : 

One de autos no resultan comprobada- otra- circunstancias 
atenuantes que la menor edad del procesado y el estado de beo- 
dez incompleta en que se encontraba al cometer el delito que cau- 
só la muerte de Juan Méndez a consecuencia de Ia> lu-ridas que 
le fueron inferida*, según resulta del informe médico de fs. 18 
vuelta a fs. 20. 

One las referidas atenuantes, establecidas en e! art. 83. inci- 
sos 1 y 2 del Código Penal, lian sido tomadas en consideración 
para graduar la pena en once años de presidio (pie se le ha im- 
puesto al reo, pena que es próximamente el minimun de la deter- 
minada i>or el art. 17, Cap. 1." inc. l.° de la ley núm. 41*) en la 
que está comprendido el delito de homicidio de que se trata, como 
lo demuestra la sentencia apelada. 

Por ello y sus fundamento... se la confirma con rostas Noti- 
fiquen ordinal y devuélvanse. 

A. Hkkmejo. — Nicanor G. del 
Somr. — 1). K. Palacio. 
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NOTAS 



En odio de .Mayo de mil novecientos quince; la Corte Supre- 
ma no haré lugar al recurso <!c hecho interpuesto |x>r don Áajty- 
üfo fierres en autos con Andrés Giordano, sobre cobro de pesos, 
por haberse discutido en él pleito deposiciones del Código de Co- 
mercio, ajenas a! recurso extraordinario del art. 15, ley ními. 4.S. 



Eii la misma fecha no se hace (ligar al recurso interpuesto 
por don Amonio Brand en autos con José Paradiso, por cobro 
ordinario de peso , pf haberse tratado en él caso de la interpre- 
tación y aplicación del Código de Comercio v cfel de Procedi- 
mientos de la Capital, .pie no dan rasión al recurso extraordi- 
nario del aif. 14 de la ley número 48. 



Eti diez y ocho del misino la Corte no hizo lugar al recurso 
de queja interpuesto por César Condra en autos con Ernesto Ber- 
na- f «»n¡, sobre cobro ejecutivo de pesos |»r haberlo deducido 
fuera del término perentorio señalado por el ari. 231 de la lev na- 
cional de procedimientos y artículos 235 y 236 del Código de 
Procedimientos de la Capital. 



En la misma fecha n<> hizo lugar a la queja interpuesta |ior 
«ton Melchor Alejandro Turres contra resolución «le la Cámara 
eti !o Criminal y Correccional de la Capital, sobre reducción de 
pena, por cuanto la interpretación y aplicación de los artículos 73 
y 74 del Codig», Pena] no puede motivar un recurso para ante la 
Corte Suprema. 
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En veinte del mismo se dictó idéntica resolución en la ¡ 
tud del penado Lucio IT. V. Villagrán. 



Kn veintinueve del mismo no se hizo lugar al recurso de ¡n- 
aplicabilidad <Ie la ley o de doctrina legal previsto en el ai* 284 
del Código de Procedimientos de la Capital, deducido i>or don 
Heraclio Roig en autos coa Manuel Rocca — su sucesión — |H>r 
no ser procedente para ante la Corte Suprema, cuva jurisdicción 
de apelación se encuentra determinada en la lev número 4055. 



CU SA XXIX 



Doña María M. /;. Gtgcna de Corralón Mendilaharsu. contra el 
Gobierno Nacional, por indemnización 

Sumario: 1." La acción personal por indemnización proveniente 
de un déficit de superficie de un <nni|x>, entablada contri 
el Gobierno Nacional por vecinos de las provincias se 
prescribe a los veinte años. 

2. ° Kn caso de evieción. el término de la prescripción ele 
la aGÓ$n personal de saneamiento o garantía déte empe- 
gar a contarse desde la fecha en que se produce la turba- 
ción en el ejercicio del derecho de propiedad. 

3. " El gobierno nacional puede ser citado de evieción, con 
arreglo al articulo 2109 del Código Civil, como vendedor 
originario por el último adquirente de la cosa, habiendo 
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terceros que pretendan en juicio derecho preferente a parte 
<le esta. 

Caso : l«o explican las piezas siguientes: 



Si:.\TBNVl.\ DKI. JI KZ l-i;i)KK.\|. 

Bueno$ Airt». Marzo 24 de 1914. 

V vistos: C stos autos de cuyo estudio resulta: 

< gue U i se presenta ,ion J. Aguijar por don Dardo Corva 
lan Mend.lahars,, en su carácter de representante legitimo de SU 
esposa dona María M. g. Gigená, demandando a la Varió,, por 
m« «n„, za ,,on proveniente d e nn déficit de superficie en un 
lampo vendido por ella; y expone: 

Que el gobierno de la provincia «le Córdoba «le conformi- 
dad con la ley de su fegisktsra de ,8 ,le Octubre de r8 7 8, cedió 
ai bOBierno de la Nació,, una extensión de tierra fiscal para 
qtie con ella amortizará títulos del empréstito autorizado por le- 
yes de 13 de Agosto de 1867 y 5 de Octubre de 1878 



Que el Gobierno Nacional adjudicó en pago < < ,•>,,„,, 
de que era tenedor de «Ion David H. Webster los 
-.'i y 22 de la fracción B sección 1." cedide por la provincia de 



los lotes número 



Córdoba según consta dé titulo de propiedad otorgado el l| de 
Octubre de .88. que corre a fs. 4 del expedente administrativo 
letra I . numero 7i4 . alegado a estos autos, siendo la superfi- 
cie de diclios lotes de 10.000 hectáreas cada uno 

QUí en .Mayo 1 .-> de 1882 el señor Webster vendió a 'os se- 
ñores Benjamín Dupont y Pablo y Eugenio Minvielle dichos 

T ''T"',- á ~ V " ,OS vent,i " < '" «1 '4 'le Agosto de 188,. 
a don Braulio (.igena. ,«dre de la demandante. Producido >*u 
fallecimiento se le adjudicaron a la adora ;.ooo hectáreas de 
camben la mitad Norte del lote n". 2.. v ía mitad Sud ^e le 
adjudicó al hereden, don Klias B. C.igena quien lo vende más 
tarde a don Jorge M. Dixon. 

Que el >X de Novfembre de 1883; el Presiilent* «le la gfcpfc 
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büca a cuyo arbitraje sé había sometido una cuestión de lími- 
tes entre las provincias de Córdoba y San Luis soluciona la 
" cuestión y, en virtud de su laudo se reconoce el mejor derecho 
de la provincia de San Luis -obre una parte importante de las 
tierras que la provincia de Córdoba cedió a la Nación v que ésta 
adjudicó a W ebster. 

Que la provincia de San Luis el 24 dé Mayo de 1865 había 
enajenado parte de esos campos a don lícniro Horda, éste a don 
Juan iíurzaco, quien los vendió a don .Mario Arzac y éste a don 
Tomás Anustrong pasando dc>ptiés a sus herederos. 

Qitó al quererse ubicar en la mensura judicial en juicio su- 
cesorio de don líraulio Gtgena las 5.000 hectáreas que corro- 
jx.ndían a la demandante se encontró que sólo 1.445 hectárea ; 
ROdían serlo, pites las otra- 3.554 pertenecían a los herederos 
del señor Arm-ímn^. 

One tanto don Jorge Dixon como la señora Gigena de O.r- 
valán Mcndilaharsu iniciaron la correspondiente reclamación 
ante el Cobierno Nacional, y el P, .K. reconoció e! jo de Sep- 
tiembre de 1904 el derecho de Dixon. pero desconociendo el re- 
clamo que hacia la demandante. 

Que iguales reclamos que el señor Dixon hicieron los año- 
res Hardiin^Cassidy y Kunes y a todos ellos el I'. E. reconoce 
plenamente los fundamentos de su derecho a ser indemnizados 
lo cual no ha impedido que la reconsideración solicitada p>r el 
señora (iigena haya sido desestimada. 

Oue en virtud de esos antecedentes funda su acción en los 
fófc 505, 508. 5 og. 718, 72I, 725, 731. 740, 1239, ¿oüj. 2091, 
- c/f - 2I °9» 1 -M 19. 2121, yjXH t yjfy del Código Civl 

y pide se condene a la Nación a indemnizarle por las 3.554 |,ec- 
tárea N 02 áreas, 54 centiáreas. que resultan cfcmo déficit de lo 
vendido, más las o Mas. 

Conferido el traslado de ley el seu..r Trocurach-r del Teso- 
ro, doctor Vicente F. López, cu rcpre>entacióa del Cwliicrno 
Nacional se proenta a f<. 15 contestando la demanda y expone; 

One no existe entre el Gobierno N'acional y la aétora 1™. 
alguno contractual del que pudiera emerger obligaciones legales. 
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por canto ni la sciu.ra Gigena ,1c Corvalán, .,¡ don Braulio 
Gigeaja han sido compradores del Gobierno de la Xació,, ni te- 
nedores (te l<» títulos de! empréstito. 

Qiie la- tierras reclamadas son párt je de las que en mayor 
extensión se adjudicaron a don David Webster, quien las m- 
jeno a los Señores Dltporit y Mimicllc. que a su vez los vendie- 
ron a don Braiilio Gfgcna, padre de la aetora, rio habiendo por 
consiguiente relación de comprador a vendedor entre éste v el 
Gobierno Federal, 

Que la actora pretende litigar contra el Gobierno sin haber 
sido antes vencida en juicio, sin haber demandado a quién ase- 
gura hallarse en posesión de la tierra que le falta v sin haber 
citado de eviccion a sus vendedores. 

Que el vendedor responde por h evieción a su comprador 
y tes vendedores .1,- don Braulio Gigena ««.n lo. señores Dupont 
y Mmvielle, siendo necesario para qué se haga efectiva la sen- 
tencia que preceptúa el art. *or>l-, C. Civil, y q UC en el presente 
caso no concurre;, ninguna de las dos circunstancias. „i contra- 
to, ni sentencia. 

Qtie aparte de esas razones hay otra importante <|ii c se opo- 
ne a los derechos de la demandante y es que su acción se halla 
presenpta por -ser el titulo originario de la adjudicación a Webs- 
terde fecha de Octubre l88l y haber «I señor Gigena fallecido 
después de 1802. sin demandar al Gobierno. „¡ a S us vendedores 
con citación de evicción y que !>or lo tanto han transcurrido los 
•lie/, años que establece el art. 40.^. más los tres años transcu- 
rro, entre la mayor edad .le la demandante v la iniciación de 
la demanda. 

Que en ninguna época ha celebrado el Gobierno con ella ni 
Con su señor padre compromiso alguno arbitral sobre este asun- 
to, m ha reconocido pretendidos derechos, ni indemnización ai- 
jimia de un modo expreso ni de un modo tácito, pues siempre se 
ha opuesto a esta- pretensiones en sucesivos decretos, y .pie se 
sirva «entenciar rechazando la demanda con las costa* 

Corrido íraslado de la excepción ,| c prescripción el apode- 
ra.lo de la demandante, expuso: 



156 



FALLOS DK LA CORTK SLPRKMA 



Que podía dirigir la acción contra el último vendedor, los 
intermediarios o el Gobierno Nacional vendedor originario c 
iniciador de la o|>eración y que no habiendo oposición justa «¡ne 
oponer no hay necesidad de citar de eviceión, art. 21 xi, citado 
y ni siquiera de producir sentencia evictora. toda vez que, como 
en el caso, dicha preferencia sea de la más flagrante legitimidad. 

Oue la prescripción itanq>oco existe porque principia a con- 
tarse desde el nacimiento de la acción y que ésta no ha nacido 
con el título de adjudicación .1 Webster, sino desde 1904 c:i que 
fué conocida la pretensión de dominio excluyeme por parte de 
los compradores al Gobierno de San Luis y que se ha hallado en 
suspenso durante la menor edad de la actora, quien alcanzó la 
mayor edad recién el 6 de Octubre de 1906. 

Que la prescripción fué interrumpida antes de alcanzar la 
mayor edad por los reclamos que interpuso desde el primer mo- 
mento, porque las actuaciones administrativas interrumpen la 
prescripción en los asuntos qué sea parte interesada. 

Que el Gobierno Nacional renunció tácitamente a la pres- 
cripción con el reconocimiento hecho en el c aso de Dixon que es 
el mismo por tratarse de la misma fracción cuestionada y de 
acuerdo con los articula 873, 3988 y 3989 del Código Civil. 

Que no e s aplicable la prescripción dc diez años porque la 
demandante es vecina de Córdoba y el Gobierno Nacional tiene 
domicilio en la Capital de la República y que por lo tanto el 
término no es el ordinario entre presentes, sirio el que rige entre 
ausentes. 

■Abierta la causa a prueba se produjo la qué certifica el ac- 
tuario a fs. 56, presentando sus alegatos ambas partes a fs. 57 y 
95. ™n I» que quedó la causa para definitiva. 

Y considerando: 

Que en l«i forma como se ha entablado la litis debe resol- 
verle en primer término si la acción instaurada contra el <',.>- 
bierno de la Xación es procedente, toda vez que sólo en el ca«, 
de serlo, corresjHmderia analizar !a excepción de prescripción 
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opuesta por el demandado, y si ésta no fuera admitida. sería 
llegada la «qxmunidad de pronunciarse en la materia de fondo 
que origina esta demanda. 

«Juc el representante del Cohierno manifiesta a fs. t.í vta 
que no existe entre las ,,artes lazo alguno contractual de'l que 
pudieran emerger obligaciones legales, por cnanto ni la señora 
Gigena de Corvalán Mcndilaharsu. ni su padre, han sido com- 
pradores de tierras al Gobierno de la Nación, ni tomadores de 
títulos del en,,,ro . tito de la referencia, y que si bien la actora 
esta habilitada para ejercitar todas las acciones que en vida le 
hubieran correspondido al autor de la sucesión <|iie no fuesen in- 
herentes a su persona, pero «pie no puede ejercitar derechos y 
..ccH.nes mis extensos <lc los de aquél, y que en consecuencia no 
ha hiendo podido don Braulio C.igena deducir esta acción contri 
el bobieriio Nacional t>or haber comprado las tierras de la refe- 
rencia a los señores Dupont y Minvielle. lo que corresponde se- 
na exigir a éstos el cumplimiento del contrato, fe. 101. Preten- 
der que el comprador pueda demandar no a su vendedor inme- 
diato smo a su vendedor originario constituirle un caso e excep- 
ción en los anales judiciales que no ampara ni la lev ni la doctri- 
na. Que el art. 1 ioí, del Código Civil se refiere a los derechos v 
acciones del deudor, y los tratadistas limitan el ejercicio de esa 
subrogación inmediata, exigiendo que se le intime previamente 
ejercite |Hir si mismo esos derechos y acciones, porque a él le 
J*rtcnecen. mientras no haya hecho a su acreedor una cesión 
expresa por acto legal. 

Qttc «le aceptar esta interpretación resultaría qtic la parte 
actora tendría «pie haber demandado <a sus vende«Iorcs inmedia- 
tos que lo son los señores Dupont y Minvielle. y éstos a su vez 
a los suyos, hasta llegar al vemlcdor originario, que respondería 
en ultimo término .le la «aramia «le evicción. .todo lo cual está 
en pugna con los principios sustcnta.los por nuestro código, que 
en forma expresa se ha apartado de la doctrina practicada en el 
Derecho Romano, al establecer que. las acciones no Mían pa- 
sar de una persona a otra sin una cesión, de manera que el ad- 
quirente debía citar al enajenante inmediato, éste al que le había 
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transmitido la cosa y así sucesivamente, hasta llegar al enaje- 
nante originario. 

La interpretación restrictiva que pretende dar el demanda- 
do al art. 1 196 es inadmisible, pues no tan sólo altera el alcance 
literal del mismo al decir sin restricción alguna, que los acree- 
dores pueden ejercer todos los derechos y acciones de su deudor 
con excepción de los que sean inherentes a su persona, sino que 
admitiendo ese criterio resultarían contradicciones palmarias 
con los artículos 1409. 1414 y 3266, que obligan al vendedor a 
entregar la cosa vendida libre de toda otra posesión; que debe 
sanearla, respondiendo |>or la eviceión al cor»P ra< I°r y que las 
obligaciones del que ha transmitido una cosa pasan al sucesor 
universal y al sucesor particular. 

(Jnc esto mismo lo confirma d art. 2100. al dis|K»ner que el 
aduuircnte de la cosa no está obligado a citar de eviceión al ena- 
jenante qué se la transmitió; cuando haya habido otros a Iqui- 
rentes intermediarios, pudiendo hacer citar al enajéname origi- 
nario o a cualquiera de los enajenante* intermediarios. 

Y para no dejar la nías mínima dula al respecto basta 
transcribir la nota puesta al pie del articulo citado que dice "El 
acreedor puede ejercer todos los derechos y acciones de su den 
dor. con la sola excepción de los que sean inherentes a su perso- 
na. Se juzga que cada enajenante ha transferido la cosa a su ad- 
quirentc. cun oinni sita causa. c< decir, con todo* los ilcrecíu» 
que le competían. Kl último adjúrente, es pues tácita y necesa- 
riamente subrogado en todos los derecho* de garantía de los 
que han poseído la cosa antes que él y reúne esos derechos en 
su persona". 

Xo puede exigirse mayor claridad de concepto a la expresad:! 
IH»r nuestro codificador, y en consecuencia preciso es reconocer 
qué la parte ae<*>ra ha podido entablar mi aevión como lo ha hecho 
di rigiéndola ontrá el Gobierno de la Nación, vendedor origina 
rio de las referidas tierra> que consideraba entonces de propic- 
da i fiscal y que más tarde resultaron haber sido enajenada* 
■michos años antes por el gobierno de la provincia de San Ljiiis 
En esta forma, se evitarán en la práctica una serie intennimMe 
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de pleitos, que redundarían en perjuicb manifiesto de la insti- 
tuejón judicial y de los mismos interesados, puesto qu e al fin el 
vendedor originario, seria siempre el único responsable de los 
perjuicios sufridos por el último a<lquirente. 

Resuelta así la primera cuestión con la personería del Go- 
bierno demandado, corresponde examinar la excepción de pres- 
cripción, por cuanto todo lo que se refiere a la necesidad de la 
citación por evicción y a la sentencia evictora, como que afecta 
al fondo del asunto será tratado en su debida oportunidad. 

Oue al deducir la excepción de prescripción en el escrito de 
contestación de la -demanda por haber transcurrido el plazo de 
diez años que establece el art. 4023 del Código Civil no se ha 
determinado de una manera precisa desde cuando entiende co- 
mienza aquella a correr, si desde el año 1881 en que el Gobierno 
otorga el titulo a don Pavib H. Webster, o en 1882 en que éste 
vende las tierras de la referencia a los señores Dupont y Min- 
viellc, o en 1883 que las adquiere don Braulio Gigena. y recién 
en su alegato a fs. 96 afirma que la prescripción empezó a ope- 
rarse en la fecha del titulo de compraventa de Webster o sea en 
1." de Mayo de 1882 y que habiendo muerto don Braulio Gigc- 
na en 1804 la prescripción Sé había operado en vida del mismo, 
pues éste no había demandado al Gobierno ni a sus vendedores 
con citación de evicción, y que por consiguiente, antes de nacer 
los derechos de la actora, la acción estaba pre-¡cripta, no tenien- 
do nada que ver en este asunto la menor edad, la ausencia y 
demás defensas que opone la t demandada. 

Oue para resolver la acción deducida por el representante 
del Gobierno, es necesario determinar con exactitud la fecha en 
qüe nace r la acción puesto que no hay prescripción sin acción, y 
respecto de cuyo principio fundamental están contestes las par- 
tes, estrilando toda la divergencia en dictaminar si la prescrip- 
ción comienza con la fecha del titulo otorgado por Webster en 
(882 como lo pretende el demandado, o en 1904 como lo sostie- 
ne la actora. 

Que a este respecto las dÍH|M)sicioiu> de nuestra ley civil son 
terminantes, estableciendo el art. 3957 que 'a prescripción de la 
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acción de garantía o saneamiento no principia sino desde el (lia 
de la evicción, esto es, desde c?dia en qué se produjo la turba- 
ción del derecho en el libre ejercicio de! mismo, como Ib precep- 
túa el ant. 20-;i al decir, que habrá evicción en virtud de senjen 
Cía si el adquirente ftttóe privado en todo o c:i parte del dercebo 
que adquirió o sufriese una turbación de dercebo en la propie 
dad, goce o posesión de la cosa: y de acuerdo con el art. 3513 la 
acción de garantía se prescribe por el término de diez ajios dev 
de el <ba en que la cvicció;i lia tenido lugar. 

Que siendo estos los principios que iníonnan nuestra legis- 
lación civil, toda la dificultad se reduce a determinar ruando se 
produjo la turbación en el ejercicio del derecho de propiedad 
de las tierras en cuestión, si con anterioridad a la adquisición 
de don Braulio Ciijcna, o en vida de éste, o después de su muer- 
te, para inferir de allí si la acción que deriva de la misma y que 
origina esta demanda se baila pre^cripta. 

Que examinados los antecedentes que suministran la« 
r>ruebas agregadas, i-abc observar: 

1. " Que en virtud de las leves nacionales del 5 y 16 | e Oc- 
tubre de 1878 el Ciobicrno lanzo un empréstito amortízablé en 
tierras fiscales de la .Vación, siendo ( ]on Hnv d I!. WYb^tcr 
subscriptor por odio aceites y se le adjudicaron en propiedad 
los lntcs números 21 y 22 de la tracción l¡. Sesión 1.' de la< 
tierras cedida- j>or la provincia, según corista del titulo que co- 
rre a fs. 4 cu c! expediente administrativo. T. número 734. 

2. " Que a fs. 5 consta <|iie Webster vende los reíeri los lo- 
tes a Dupont y Minvielle el 1." de Mayo de 1882 y en rSÜ3 los 
transfiere a don P.ranlio Cigená, quien funda el establecimiento 
"El Caldcn". Producida su muerta en 1894, al inciarse mí jui- 
cio ^ice^ori.» se inventarían la* existencias del mismo, segwi 
consta a 17 y 18. sin que aparezca constancia alguna de que 
fuera molestado en el rocc pacifico de su posesión ni en el libre 
ejercicio de su dercebo de propiedad. 

,V Que adjudicado el establecimiento "Él Calden'" a >iis 
herederos C n condominio, procede a la división judicial del miV 
mo en Noviembre 28 de njoi, según consta a fs. 21. adjudican- 
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dote a la adora la mitad .Wte de! lote número 2í, o sea 3 opo 
hectáreas, y la mitad Sud a don Elias I!. Gigena, quien lo ven- 
de a don Jorge M. Dixon; como este lote quedaba en la juris- 
dicción ríe San Luis, se presenta ante las autoridades de e<a 
provincia pidiendo la protocolhación de sil títnto, lo «.al se 
efectúa según las constancias que corren a K ¿o. 

A " Que él jefe de la ( ) faina de Tierras de San Luis certi- 
fica a f . 39 del expediente H. ^90 que por denuncia que en el 
ano 1894 tito don Benito Horda le fueron adjudicados en -«4 
de Marzo 1X65 cien leguas cuadradas de campo fiscal, en el 
Departamento General Pedente™, vemliendo la mitad de esos 
campos en ■«/<•• transfiriéndolos sucesivamente a don luán 
Bur*aco, don Ltris Alaria Arzac y .Ion Tomás Armstrong, pa- 
sando después a siu herederos. 

3" Qwc recién en 1903 la sociedad anónima Las l'.arranca» 
Limitada, en su carácter de sucesores de don Tomás Arras- 
thMig, solicita la mensura de estas tierras y coa ese motivo «Ion 
Jorge M. Dixon en representación de la actora presenta los tí- 
tulos de su propiedad en la mitad Norte del lote número 21, y 
protesta de la superposición que resulta en la referida mensura 
.lijando a salvo los derechos ,1c su representada. V habiendo 
adquirido Dixon la fracción Sttd del lote número 21 que fué 
adjudicado a Elias Gigeha, se presenta al juez territorial de 
San LUis, según con>ta a fs. 42 de! expediente T. numero 7*4. 
solicitando la mensura del establecimiento "Kl Caldch" que fué 
practicada por el ingeniero Jorge Poiltu Xorés y aprobada ju- 
dicialmente. 

(.." One comprobado en esa oportunidad <•! deti.it de la- 
tierras cuestionadas y en presencia de la oposición qtte en la 
misma diligencia se detalla proveniente de los compradores pri- 
mitivos en la provincia de San Luis, don Jorge Dixon por si y 
por su representada, la actora en este juicio, cita de evicción a! 
Gobierno de la Nación, según consta a fs. 42, e inicia al mismo 
tiempo los redamos administrativos que se detallan en el mis- 
mo expediente. 

Que de todo lo expuesto resulta que parte de las tierras 
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vendidas por el Gobierno Nacional a don David Webster en el 
año 1K81. habían sido ya vendidas por el gobierno de la pro- 
vincia de San Luis a don Benito Borda en 1865; que los titule 
que aquél otorgo fueron registrados a nombre de .sus respecti- 
vos compradores; cjtte las contribuciones e impuestos fueron 
pagados según resulta a fs. 42 y 45 : que el misino Poder Ejecu- 
tivo Nacional, ignorante de las ventas efectuadas en la provin- 
cia de San Luis, continuaba vendiendo en el año 1887 a don 
Walterio Harding el lote número jo, lindero del número 21 , 
que originó un reclamo posterior por superposición que debió 
indemnizar, y finalmente que la hijuela de la actora fué inscrip- 
ta en la provincia de San Luis, según consta a fs. 39. sin obser- 
vación alguna, hasta que en h;o4 .-e descubre la superposición 
de las referidas tierras y !a operación de los sucesores de 
Arnistrong. 

Que en presencia de esto- antecedentes que rió han sido 
desvirtuados en lo más mínimo por el Gobierno demandado, 
forzoso es reconocer que la turbación de la posesión se ha pro- 
ducido recién en el año de IJJGJ con motivo de la mensura ju- 
dicial solicitada por los sucesores de «Ion Tomás Armstrong, 
que originó a su vez la practicada en seguida a pedido de Dixon 
en los lotes números *\ y ¿2. determinando en forma exacta la 
superposición de las tierras en cuestión, pues hasta entonces los 
heredero- <| t > don Braulio Cigena no habían tenido motivos de 
ninguna especie para sospechar en la perfecta legitimidad de la 
propiedad que habían heredado. 

Que di terminada en forma precisa e incontestable la fecha 
en que se produjo la primera oposición al libre ejercicio en el 
derecho ÚC propiedad de las tierras de la referencia, encontra- 
mos ahí el punto de partida que sirve de liase al ejercicio de la 
acción de evieeión cuya prescripción se deduce, no viendo por 
:»> tanto admisible la tesis sustentada por el demandado al opi- 
nar que la prescripción se cuerna desde la venta efectuada en 
el año iSS_\ pues no ha justificado cii forma alguna que en esa 
fecha se produjera la turbación que pudiera dar lugar a! naci- 
miento de la acción cuya prescripción opone; Y asi se explica la 
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duda del dimaidado para fijar cu su contestación el momento 
en que comenzaba la prescripción, pues de la misma manera que 
dijo I" fué en i88ft piulo decirlo en i88j o en iÉ$$, años en 
que >e efectuaron las otras ventas, olvidando los rebatidos ¿«pe- 
cíales que las leyes determinan al respecto, que harían imposi- 
ble Sil defensa desde que nada turbó la posesión pacifica de la 
misma, ni hubo pretensión e<> uradictoria alguna, única forma 
eoiño la prescripción pudiera ser viable de acuerdo con las di-, 
posiciones citadas de nuestro código, 

One demostrado como queda que la turbación se produjo 
en el año ir;o 4 , nace con ella la acc:ón cuya prescripción se «'po- 
ne de acuerdo con el art. 3957, pero sin afectar en 1.» más mh¡- 
1110 a la parte adora, por cuanto era entonces menor, y llega re- 
cién a la mayor edad en 1906 según cansía de la partida de fo- 
jas 33¿ bailándole por lo tanto aquélla suspendida, en virtud de 
lo diipüCStO en el art. 3966 de! Código Civil, al dis]>oner que la 
prescripción no corre contra los menores de edad, estén o no 
emancipados. 

One iniciada esta demanda en i«;m, y habiendo transcurri- 
do desde que la actora alcanzó la mayor edad tan sólo cinco 
años, no ha podido operar>e la prescripción de la acción, porrptc 
el art. 3513 establece que la acción de «aramia se prescribe en 
el término de diez años contados desde el dia en que la evicción 
ha tenido lugar, y en consecuencia, no hallándose prescripta la 
acción que origina este juicio por imposibilidad material de 
tiempo hsgal, no hay objeto en analizar ninguna de las otras 
cuestiones indicadas respecto de si esa prescripción ha sido in- 
terrumpida por los diversos redamos administrativos entabla- 
do* ante el Snperi.tr Gobierno, como si el plazo aplicable al ea<o 
Sub fítufce para que se opere aquella es el de diez o veinte años. 

Oue resueltas como quedan las dos cuestiones previamente 
planteadas en el sentido que la acción entablada contra el 30- 
hierno procede con arreglo a derecho, y que la prescripción de 
la misma no se ha operado, corresponde examinar, ahora, la 
materia de fondo de eáta demanda, es decir. c l derecho que 
puede corresponder a la parte actora para exigir la indemniza- 
ción que reclama en virtud de hallarse privada de la propiedad 
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d« 3554 hectáreas de tierra, que se íe habían adjudicado cu su 
herencia paterna, de acuerdo con los títulos otorgados origina 
riamente por el Gobierne» de la Nación. 

Que a este respecto sostiene e! demandado ser necesario 
para que !;i evicción se haga electiva, la sentencia de que habla 
el art. 2o:>i del Código Civil y que en el caso actual la actora 
no ha sido desposeída por sentencia, ni el gobierno citado de 
evicción en demanda alguna. 

Tara la soliicidn de este punto, cabe observar que si bien el 
art. aojij establece que habrá evicción en virtud de sentencia, 
si el adquirtiite fue- privado en todo o en parte del derecho que 
adquirió, debe tenerse presente también (pie el art. 211 1 dispone 
qúe el enajenante responderá per la evicción, >\ ¿1 vencido en 
juicio probare que era inútil citarlo por no fiáber oposición jus- 
ta que hacer a! derecho del vendedor. 

Que e<te precepto legal armoniza con el criterio desenvtie?- 
1- por e! legislad. r y ya enunciado anteriormente, de evitar una 
•ene interminable de pleitos, disponiendo c l art. jio-j que el ad- 
qidrcnte de la cosí no está «Migad» a citar de evicción al cía 
jenante que g C la transmitió, Sino que puede citar al originario, 
y consecuente con ese temperamento declara que e! vendedor 
ortginario responderá al adquirente vencido, aún cuando no 
haya -ido citada de evicción si probare que era inútil hacerlo 
por n<» existir defensa justa que oponer. 

Que de acuerdo con esta interpretación, la Suprema Corte 
en ei tomo -»4- pág. 5"< ha reconocido que "Ks doctrina estable- 
cida que el vendedor ;io citado de evicción, no queda exento de 
respOft&biHdad cuando es evidente que nada razonable pofl}* 
oponer o ntra el evieci* nantc" y en el tallo que registra el tomo 
8t>, pág. 12$ dLe: "Para que haya evicció:i c n el sentido de que 
el obligado por ella -va responsable de dallos e intereses debe 
existir sentencia que declare privado al actor del todo n parte 
del derecho que hubiere adquirido i*>r titulo oneroso, o bien 
qúe su /ra una turbación de derecho, y para d caso en qué no 
hubiere sentencia, atando el adquiieute de/ derecho exincido 
demostrare <¡ne era inútil toda defensa for no haber oposición 
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justa ijitc hacer a la temando del terreno qué hubiese reclama- 
do el derecho de que aquél se ve privado según se desprende del 
ari. .'iii del citado código. 

Que la jtírijphideneia ha consagrado asi el principio, que 
la falta de sentencia evíctora y de citación de evicción no exo- 
nera al vendedor cuando el vicio de la cosa vendida es manifies- 
to y itada puede oponerse :i la evicción, iodo Ib cuál, ea perfec- 
tamente aplicable al presente caso* pués resulta ampliamente 
confirmado en tes expedientes administrativos traídos como 
elementos de pruebas, que la parte actora no tan sólo citó al Go- 

bíerno eje la Nación sino qtí$ no tuv<> nece>idad de producir sen- 
tencia eviclora por cnanto la parto demandada ha reconocido en 
diversa* reclamaciones e l mejor derecho que invocaban los 
compradora originarios de la provincia de San Luis, lo que ha- 
cia inútil todo debate judicial, como lo demuestran los siguien- 
te* antecedentes : 

i.' Que el titulo de propiedad número 134. que corre agre- 
gado a fs. 4 del expediente administrativo T. número 734. otor- 
gado por el Gobierno de la Nación el 15 de Octubre de 1881, 
expresa q(ie le fueron adjudicados a don David B. Webster los 
Ióté¡¡ números 21 y 22, flucción I!, sección 1* según el plano 
general, levantado por el Departamento de Ingenieros Civiles, 
de la? tierras cedidas por la provincia dé Córdoba, que lindan 
con ¡05 Inte* número* 23, 28. 2t) t 19, jo y por el Oeste con tie- 
rra- de la provincia de San [¿tris, 

" Que SCgtill -e ha visto a fs. 5 del ÚlisniO expediente corre 
la escritura por la cua! don David IJ. Webster vende los referi- 
dos lotes números 21 y 22 a los señores Benjamín Dnpont v 
M muelle, que los transfieren a don Braulio Gigena y con motivo 
de *u fallecimiento se loa adjudican a sus heredero*., enrropon- 
diendole a doña -María .Mercedes Gigena la niitail Norte del lote 
número 21 y a don Elias B. Gigena la mitad Sud del mwmo, 
quien I" vendió a don Jorge Dixon, según consta a fs. 21 vta. 

¿: One por el certificado del archiven» general de ja pro- 
vincia de San Lilis que corre a fs. 46 del expediente II. 290, 
consta que en 1865 le fueron adjudicados a don Benito Borda 
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cien leguas de campo fiscal en el Departamento que liúda con h 
provincia de Córdoba, vendiendo la mitad de los mismos a don 
Juan líurzaco, don Luis María Arzac y don Toma* Armstron" 
cuyos sucesores son los propietarios actuales de parte de la-i 
tierras comprendidas en los lotes números 20 v ¿1. 

4. " Que hasta entonces la provincia de Córdoba había con 
sideral como limite con la provincia de San Luis el meridiano 
llamado La Inquina** y hábiendo resucito someter la ¿«sltón 
al arbitraje del Presidente de la República, pronuncia su laudo 
el 20 ríe Noviembre de 1883, fijando el limite con arreglo al me- 
ridiano «¡P 71* O. de Grcmvieh y debiendo tener en cuenta que 
en el compromiso arbitral se establecía que serian respetadas las 
ventas hedías par ambos gobiernos anteriormente, respecto de 
todo lo cual las partes están de completo acuerdo. 

5. " Que de los expedientes administrativos traídos cortó* 
elementos de prueba resulta que el Gobierno de la Nación, ase- 
sorado jM.r las oficinas respectivas y con los dictámenes favora- 
ble-; del señor Procurador del Tesoro y Procurador de la Xa 
ción, lia reconocido en los c asos que se enumeran en seguida h 
legitimidad de diversos reclamos fundados en que las tierras 
vendidas por el gobierno en virtud de las leyes diotadas en Oc- 
tubre de 1876 y que comprenden los lotes 29. 1 1. ¿o y 2!. fueron 
vendidas primeramente por el Gobierno de la provincia de San 
Luis y en cuya virtud lia efectuado cambio de ubicación y acor- 
dado indemnizaciones que fueron aprobadas por el Congreso 
Nací, mal. 

ó.'Ouc ás¡ resulta del reclamo formulado por don Wahcrio 
Mardin- cn e] expediente II. J0<> pidiendo el cambio de ubica- 
ción del lote número*), fracción 11., sección i? que linda con el 
mismo lote número zi en una extensión de &G92 hectárea* [>or 
quedar en la jurisdicción de la provincia de San Luís, en virtud 
del laudo arbitra!, y que hablan sido enajenados |>.,r el g*>- 
bierno de esta provincia. Después de divcr>os trámites que com- 
prueban la -uperjMKMción de la tierra en cuestión, a fs. 9* el Go- 
bierno de la Nación declara (pie la citada superficie se halla 
comprendida dentro de» c ampo vendido a don Benito Borda en 
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1805 por ti gobierno de la provincia de San Luis a cuya juris- 
dicción le corresponde, de conformidad con él laudo arbitral y 
adjudica al señor llarding en sustitución de la misma 6.602 hec- 
táreas de tierra fiscal en la parte Sud del lote número 8, frac- 
ción G del territorio (le la Pampa Central y le reconoce al mis- 
mo tiempo rl derecho a ser indemnizado por lo - daño* y perjui- 
cios qtte le irroga el cambio de ubicación, todo lo cual fué apro- 
bado |»*>r ley del Gongtésa número 4308. 

7." Une otro tanto sucede con el reclamo de don Domingo 
Fúnes, según consta en el expediente F. número n>:>o c|iiien ma- 
nifiesta ser propietario de la mitad del lote número 1 1 que fué 
vendido por el Gobierno de la Nación, y en cuya virtud está 
obligado a eximir la tierra vendida, puc- resulta una >uperj>osi- 
Cion con la propiedad de los sucesores de don Toma-; Armstrong 
en tierras que fueron vendidas por el gobierno de San Luis en 
1865. Atentos los informes favorables del jete de la División de 
Tierras de la Oficina de Geodesia* de la División de Agricultura 
y del Procurador d c la Nación, el Poder Kjecutivo dicta el de- 
creto (pie corre a f<. 20, con fecha Septiembre 1." de i<xm, reco- 
nociendo qué el señor Funes adquirió 5.000 hectáreas ubicadas 
en el lote número 1 1 fracción \\.. sección i", ]K>r compra a Pist- 
toleti, quien las hubo por compra al doctor Kscalantc, v com- 
prendidas en las tierras que la provincia de Córdoba cedió a la 
Nación, que después quedaron en jurisdicción de la provincia de 
San Luis, en virtud del laudo arbitral de Noviembre 28 de 1883. 
One de la mensura practicada por el agrimensor dorr Jorge hdn- 
tu Noré<, la mitad de dicho lote se super¡>one a la propiciad de 
la sucesión Armstrong en una extensión tic 405 hectáreas, y en 
consecuencia le adjudica en propiedad al <eñor Fúnc* 405 hec- 
táreas en el lote número ¿8, fracción B., sección r:*\ de la pro- 
vincia ilc Córdoba, y que la indemnización será resuelta j»or ar- 
bitro* nombrados al efecto, lo «jué también fué aprobado por la 
ley del Congreso número 5320. 

8." One en el expediente administrativo 1). número io»2, 
corre a fs. 1, la declaración interpuesta ante el (Gobierno de la 
Nación por don Jorge M. Dixou, en virtud de la compra que 
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Hizo el i." (le Noviembre de 1^3 dé una parte Je los campos 
que el gobierno vendió al señor David Webster, quien los trans- 
mitió a los señores Dupont y MinvieUe, y éstos a don ISniulío 
Gigena en cuyo juicio sucesorio se adjudicó a «ion Elias 16. Gi- 
gena la mitad Sin! del lote número ¿1, fracción i'... sectíón (>', 
motivando este reclamo la existencia de una Stipe^po^ición que 
«leja libre m sote 2.cb$ hectáreas faltando, en consecuencia^ 
hectá^eas^ por c orre.s|>onder a ventas efectuadas |x>r el go- 
bierno de la provincia de San Luis en el año 1804. Previos ío$ 
itiforincs de la Dirección de Tierra> y Oficina de Geodesia que 
manifestaron mi conformidad con la mensura practicada por el 
agrimensor Jorge Póintu Korés y lo. dictámenes favorables del 
Procurador del Ti M.ni y de la Nación, nianifestátldó que se lia 
acreditado de una manera concluyeme el hecho real y positivo 
de la extensión de tierra supérputsta en la propiedad de los su- 
cesores de! señor Armstrong, e | iv>,i cr Ejecutivo, a fs, 23, dicta 
un decreto reconociendo que didho lote numero ¿1, está c&in- 
prendido en la extensión de tierras que la provincia de Córdoba 
ce lió á la Nación y qup después quedaron en la jurisdicción de 
la provincia de San Lilis en virtud del laudo arbitral de W 
viemlm- 28 de 1883; rtgrfcga que habiendo sido citada la Nació:, 
de evicción ante los tribunales de !a provincia de San Luis reco- 
noce en propiedad al señor Dixon 21)4 bectáreas en el lote núnu- 
ro ¿8, fracción I!, sección 1.", de la provincia de Córdoba en 
cambio de igual superficie qué le falta para integrar el lote que 
le cqrrespi ndiá, y que la indemnización será e-timada por peri- 
to-, todo lo cual fué aprobado j>or la ley número 52X0. 

Vnora bien, en presencia ele e>to> antecedente- surge indis- 
cutible la indemnización reclamada 111 e.Me juicio, pues el <io- 
bierno de la Nación, al adjudicar nuevas tierras y al indemnizar 
perjuicios en los casos citados de Fúnes, Marding v Cassidv, im- 
plícitamente reconoce la justicia de la présente demanda, desdi? 
que los lotes en cuestión se hallan en idénticas condiciones, , K . ril 
el reconocimiento puede afirmarse que es expreso cuando se 
trata del reclamo formulado por Dixon. 

Que debe notarse liitiy especiaimente que él reclamo de don 
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jojtgé líixon y el do la aetora se confunden y en el fondo es el 
mi>mo. pues Díxou reclamaba la parte Sud del Tote número 21, 
(pie había comprado a don Klias B. Gigena, s*gún consta a fs. 1 
del expediente I> número io¿¿. y el Gobierno de la Nación al re- 
conocerlo la legitimidad de su derecho, expresamente estaba re- 
conociendo el «pie origina esta demanda que se refiere a la parte 
Norte del mismo. 

\ no cabe otro criterio, porque no se roiibe :pie se reconoz- 
ca la obligación de evineir e indemnizar la mitad Sud del lote 
número ¿f, y al mismo tiempo se desconozca la misma obligación 
en 'o que resínela a la mitad Norte, cuando está probarla que la 
Mipcrpo.iei/1.1 comprende una y otra fracción según resulta de la 
mentira judicial practicada |>nr el agrimensor Jorge IViintu No 
rév Seria de una contradicción palmaria aceptar que el señor 
l>i\on como simple comprador ele un bere loro de don Braulio 
Gigena, pueda reclamar directamente al Gobierno Nacional la 
superposición que sufre su propiedad, sin tenerlo que citar de 
eyiecion y sin necesidad de sentencia evictora y que se le niegue 
idéntico derecho a una heredera inmediata de aquél, exigiéndole 
formalidades que como «e ha visto no <. n exigidas tampoco por 

la lev. 
• 

Y por último, no seria menos observable; que los miónos 
medio* de prueba admitidos como bueno* n una <K- las partes y 
en cuya virtud $e satisfacen los redamos entablad.»-, sean desco- 
nocidos y rechazado* a lastra. 

QilC de acuerdo con la jurisprudencia invocada de la Supre- 
ma Corte y en presencia de los reconociinientos expresos efec- 
tuado* por el Superior Gobierno en los casos recordados, que de- 
uute*tran sin dejar Jugar :i dttdá alguna, lo inaceptable de la te 
vi* -intentada por el representante del ffoder Ejecutivo al soste- 
ner que debia producirse primeramente sentencia evictora y ci- 
társele de eviceión; no eabe más que una solución única, que con* 
M-te en ol reconocimiento pleno del derecho en cuya virtud e 
entabló esta doman la. *ioiido íorzt só declarar en consecuencia, 
!a legitimidad de la indemnización reclama. la. por exigirlo asi 
los principio* más elementales de equidad y de justicia. 
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Por cMos fundamentos y dé lo expuesto en el alegato de 
fs. 57. falló declarando qué el Gobierno d c la Nación debe in- 
demnizar a doña María M. Gigena de Corvalán Mendilaharsu 
las tres mi! quinientas cincuenta y cuatro hectáreas de tierra que 
le faltan en la adjudicación cíe la mitad Norte del lote número 21, 
fracción lí., sección \.\ provenientes del título Otorgado a íavor 
de don David 15. Webster el 15 de Octubre de mil ochocientos 
oolienta y uno con las costas de este juicio. N'otifiquese y repón- 
ganse las fojas. 

Manuel li. de Anchor ata. 



Si:\TK\-i !A DK l*A CAMARA rKMlkAi. l>K AI'l-i.ACio.VKs 
Y vistos : 

Por Stls fundamentos se confirma, coa cOsta^ la sentencia 
apelada de ís. 1 10. 

Nofifiquese, devuélvase y repóngase las fojas ante el juzgado 
dé prígen. — y. .Y. Smiúfáo. » - A-npi Fmmm Cortes — RTa- 
»/>/ f/ov/w. — /:. VUtáfañ*. 



m I.A CÓRTfi SL'PKKM \ 

Huenoi Afrres. Junio I á> 191 :.. 

Y vistos estos autos seguidos por dona .Mari;i M. E, Gigená 
de O.rvalán Mendilaharsu entra el Cobiemo de la Xación, so- 
bre indemnización. 

Y considerando: por lo que hice a la pi*scrip*iór, opuesta 
por la defensa y que corresponde tratarse ..i primer término 
fla.la la naturales» de esta excepción. 

Que en la hipótesis más favorable para la demandada • > va 
en la que él términu de la prescripción debiera tentarse desde el 
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15 »Ie Octubre de 1881, fecha de la enajenación hecha por la pri- 
mera a don David \\. Webster ( |e los lotes números 21 y 22. frae- 
éjQii I!., 1." seo. de las tierras cedidas por la provincia de Córdo- 
ba a la Nación, no habria estado c nmpl¡do dicho término en 5 de 
Diciembre de 10! t, fecha en que sé interpuso !á demanda (fs. 11 
vuelta ), con arreglo a los artículos 3966 y 4023 del Código Civil, 
pues consta que en i." de .Mayo de iHH¿. Webber vendió esos lo- 
tes al doctor Benjamín Dupont y a los señores Pablo y Eugenio 
Minvielle. vecinos de la provincia ele San Luis ( fs. 13 y siguien- 
te, expediente administrativo acompañado, letra T número 734» 
y que éstos, a su vez, los transmitieron en 14 de Agosto de 1883 
a don Braulio Gígena, vecino de Córdoba (fs. 30 y otras), quien 
falleció en 6 de'Octubre de 1K04. dejando entre otros herederos, 
a la aetora menor de edad hasta el seis de Octubre de 1906 ( f (J - 
jás 32, 34 > 96; Fallos, temo 98, pág, 5 >. 

One el hecho de qtie la prescrijKMÓn hubiera podido invocar- 
se válidamente conlra los hereden» mayores de Gigena, no pue- 
de o|Miner-e a lo dicho en el considerando precedente íart. 30X1, 
Código Civil», dado que no.es exacto (pie la adora reclame in- 
demnización |K»r todo lo que pretenden los ojMtsitores a la men- 
sura (fs. 42 y siguientes del expedienté administrativo citado), y 
porque la división de cond< uninio se había practicado con ante- 
rioridad. 

Q«C la demanda entábla la "por indemnización proveniente 
de déficit de superficie de campo vendido" por la Nación, se fun- 
da entre ««tra- disposiciones, en los artículos 209! . 200,2, 2109, 
jmi. 21 |g, 2! 19 y 2121, del Códígó Civil, relativos a la evicción. 

Oue sea cualquiera el mérito de dicha demanda, ella ha po- 
dido dirigirse directamente contra la Nación con arreglo a lo dis- 
puesto en el articule» 2101J citado, desde que terceros lian preten- 
dido en juicio derecho preferente a parte del campo aludido. 

Ouc no es aplicable al caso el art. 1345 <Iel Código Civil, se- 
g#f) lo ¡>retende la demandada, como quiera que no se trata pro- 
lijamente en él de taita de continencia de la eos*. (Fallos, tomo 
8ó¿ pá«. 274). 

Q"« "<> puede jH>nerse C M duda que la aetora solicitó la cita- 
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eión de cviceión del Gobierno por considerarle amenazada erí el 
gpce de su propiedad, pues» según aparece en el testimonió que 
corre a fs. 42 vuelta del expediente administrativo, letra T.. nú- 
mero 734, este pedido fué hecho ante los tribunales de la provin- 
cia de San Lilis y jon motivo del juicio de deslinde precisamente 
del lote 21, poseído en parte por ella, quedando asi de manifies- 
to la voluntad de la adora por lo- que respecta a requerir la ac- 
ción del gobierno en defeisa de SUS derecho-. 

Que procede tamliién tenerse presente lo que résillta de las 
gestiones administrativas sobré parte de las mismas tierras a que 
BC refiere la demanda. sea s->bre la mitad <lcl lote zi, lindero al 
Snd, adquirido por don jorge M. Dixon de uno de los sucesores 
de don I?. Gigvna. Resolviendo la> reclamaciones formuladas por 
Dixon quedó reconocido por el gobierno que los referidos lotes 
estaban comprendidos en las tierras qu c ]a provincia de Córdoba 
cedió a la Nación a los fines establecidos p>r las leye> números 
947 }' '/ x> >' ÍMC después quedaron en la jurisdicción de San Liiis 
por el laudo arbitral de ¿X de Noviembre de 1883 ¡ qué la Nación 
Había sido citada de evicción ante los tribunales de San Lilis por 
e^tar ubicadoén su jurisdicción dicho inmueble, y que é-te se su- 
perpone a los de la sucesión de don Tomás Armstnm^ en la ex- 
tensión que se desprende del informe de la Dire.vión de Tierras 
y Colonias a que se hace referencia, en cuya virtud y de confor- 
midad ¿O» I<» aconsejado por el señor Procurador General de la 
Nación y el del Tesoro ce resolvió (pie el monto de la indemniza- 
ción reclamada seria estimado por peritos. 

Qué de los expedientes administrativos citados que corren 
agregados a esto* autos sin acumularse, resulta probado el défi- 
cit c uya indemnización se reclama. Asi se reconoce en efecto ¡»»r 
la Dirección (leñera! de Tierras y Colonias en el informe expedi- 
do en una fie las redamaciones de la interoada. "A juicio de 
esta Dirección General — se dice en dicho informe — está pro- 
bado el déficit de superficie que reclama la señora de Corvalán, 
(véase fs. 59), pues existe una mensura judicial practicada |x»r 
el agrimen-or Jorge l'ointú Xorés aprobada por juez competente 
de la provincia de San Luis y no habría razón alguna en obligar 
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a la petíciblfóitte a producir una cuestión judicial a la Nació i 
para obtener lo que evidentemente le corresponde, tanto »"á> que 
existen ya precedentes análogo* resueltos por c! ¡Podé* Kje cutivo 
administratívamer'tc en la forma indicada de Julio 6 de 1905 
i ís. 61 ) como se pone de manifiesto en estos mismos anteceden- 
tes en el fritarme ya citado de la División de Geodesia". 

"Comprobado el déficit de superficie de que reclama la se- 
ñora Gigena de Corvalán, es evidente que la Nación seria venci- 
da en el juicio ;|iie le promoviera la interesada, de donde resulta- 
ría que fió sólo deberia entregar la superficie reclamada sino 
también pagair las costas del juicio y más los daños y perjuicios 
qW pudieren resultar. Cree, en consecuencia' e*ta Dirección Ge- 
neral que, teniendo en cuenta los precedentes análogos ya resuel- 
tos favorablemente por ol Poder Ejecutivo, hay conveniencia en 
resolver en igiiál forma la reelamaeiój de que c trata**. ' Expe- 
diente administrativo. Ministerio de Agricultura, Letra T. núme- 
ro 5403, pag* uX >. 

One la deíeiwi consistente en que los herederos de Gigena 
pudieren oponer la prescripción a los sucesores de Armstron^j 
1 fs. 195 y siguiente de la memoria presentada en e*ta instancia) 
no fué oportunamente artictiláda al contentarse la demanda, 
como debió serlo (art. 85, ley 50), ni han sido materia de discu- 
sión y de prueba. 

Que demandada ha dicho a í<. 143 y vta. que el caucante de 
la actora nunca poseyó el total del área de los lotes números 2í y 
22; y si bien la actora había expuesto antes < ís. fo) que creia 
que dicho causante tomó posesión de ésos lotes inmediatamente 
después del trazado general del Meridiano del arbitro < 1887). es- 
tos conceptos pueden tomarse en el sentido de que con la funda- 
ción de ' El Caldcn", o *ea la ¡kiscsíóii efectiva de una parte del 
terreno, se la tenia del todo ( fs. ifa vta.), extremo que sólo pue- 
de ser admisible en el supuesto de que no hubieran existido otros 
l>oscedores. lo (pie no es de presumirse, en vista de IftS mensuras 
anteriores que Se relacionaron en !a ya citada de fs. 42 i Expe- 
diente administrativo letra T. mimen» 734), 

(Juc por otra parte, no aparece que la actora baya reconocí- 
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ido en c! juicio de mensura el mejor derecho de los opositores ha- 
ciendo imposible la defensa de parte de la Xación, ni que se haya 
colpeádp en las condiciones previstas por el art. 21 1 2 del Código 
Civil. * 

IW ello y fundamentos concordantes de la se- tencia de fo- 
ja- 174 se la confirmaren lo principal. Las costas del juicio se 
al« narán en el orden causado en atención a la naturaleza de las 
cuestiones debatidas. Xotifíquese original y devuélvanse debien- 
do reponerse el papel ante el Inferior. 

w 

A. Bermejo. — Nicanor (¡. del 
Solar. — M. |> Dakact. — 
D. E. PÁtACÍO. 



CAUSA XXX 



Pon Francisco Cayol t contra doña Esperanza Fernández, 

por desalojamiento 

Sumario : Xo procede al recurso extraordinario del art. 14, k-v 
4K contra una resolución que, sin desconocer el privilegio 
consagrado en el art. 100 «de la Constitución Xacional, deses- 
tima el fuero federal por considerar que las levo profésalo 
de la Capital ño autorizan su invocación como artículo de 
previ*» y especial pronunciamiento en juicio sumario de des- 
alojo, y por falta de producción de prueba de la distinta na- 
cionalidad. 

' aso: Lo explican las pieza.-* siguientes: 
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SKXTKNCIA OKU JÚtZ OH I.' INSTANCIA EN I.OCIYU. 

Buenos Aires. M* izo 9 de 

V resultando: 

t." Que a fs. i se presenta don Santos Cornejo en represen- 
tado:! de «Km FnmcUo Cayo!, promoviendo demanda contra la 
scfiora Esperanza Fernández, por desalojo de la finca caite Álsi- 
na 1563 y 1565 y cxptííie: a) que la demandada adeuda el alqui- 
ler corropi ndiente al mes .le Septiembre de 1914 a razón de 
ochocientos pesos m¡n., por lo qué pide se le condene oportuna- 
mente, a 1 «ie-alojo de la finca, c on cOStas ; 2" Ouc el juzgado pro- 
ve,) o fijando la audiencia del seis <¡é Noviembre próximo pasado 
para cjíie tuviera lugar el juicio verba! que establece el art. 586 
del Codito de IVocedinnentOS, la que fué transferida fijándose 
la f celia iltl 32 de Noviembre del mismo año. 3;" (Jue a la audien- 
cia *cíia!:ida e< mparceieron las partes y abierto el acto por Su 
Señoría, el act..r reprodujo los términos de la demanda, negán- 
dole ci demandado a contestar la exposición del actor y dedu- 
ciendo en cambio como articulo de previo y c pecial pronuncia- 
miento ja excepción «le declinatoria de jurisdicción fundándola 
cu íJHfc el demandado es español y el demandante argentino. 4.0 
One como medida de mejor proveer se ordenó la agregación del 
contrato de locación que corre a fs. 13 y que se había omitido 
acompañar a tía demanda, con lo que quedó concluido para re- 
solver. 

V c« n-iderando: 

i." Que la cin.-tión suscitada en \.\ juicio verbal por el de- 
mandado, ajena completamente al 

procedimiento que dcl>c 
seguir.^ en ote > autos que no admite por su fin y naturaleza 
dilaciones de la índole opuesta por el fieman lado. |>or cuya 
cau<a el juzgado debe ncharzarla. 2. Que el demandado no ha 
lucho objeción a la demanda, por lo que deben tenerse j>or 
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ciertos los hedx>s en que se funda. 3° Que el contrato de loca- 
ción ha quedado comprobado con c< contrato agregado a fs. 13. 

Por estas consideraciones, fallo: rechazando la excepción 
opuesta por el demandado y ordenando el desalojo de la finca 
mencionada, acordando por ello d plaso de diez días, con cos- 
tes; Regulo los honorarios del doctor Ahina e n cien pesos mo- 
neda nacional y los derechos procúratenos de don Santo* Cor- 
nejo en cien pesos de igual monoda. Repónganse las fojas. 

R. Navcira. — Ante mi : /. A. Basmléo. 

DICTAMEN ÚÍl l-ISCA!. I>E CAMARA 

Excma. Cámara: 

El art. 586 del Código de Procedimientos, habilita a la* 
partes, en el comparendo en juicio de desalojo, para exponer lo 
que vieren convenirles "sohrc la existencia del contrato ti otras 
circunstancias". Tsñ ha sucedido en la audiencia de fs. 8 vta. 
pero la demandadla al oponer la excepción de incompetencia rflffer 
ne personae, no aportó prueba alguna de su dicho. Tratándose 
de un juicio stunarí.simo es de aplicación la regla genérica del 
art. 571 código citado, con arreglo a la cual deben presentarse 
en aquella audiencia todas las probanzas del caso, sean docu- 
mentales o certificables, pues de lo contrario se desnaturali- 
zaría la Índole misma del juicio. 

En el caso actual, no cabe la pretensión de abrir a prueba 
la excepción opuesta : si la demandada, deliberadamente, lia 
omitido presentar en tiempo y forma la prueba de su aserto, 
sibi impulato. Es tan sumartsimo este juicio que ni siquiera lo 
paralizan los interdictos, a pesar de lo privilegiado de su hdolc. 

De lo contrario cualquier habilidad forence transformaría 
este juicio en ordinario, con violación del espíritu y de la letra 
de la ley. 

El fiscal, es por ello de opinión que V. E. debe confirmar 
el auto recurrido. 

Ernesto Qiiesatfa. 
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SEMENCIA DE LA < 'A MARA 2." J>K APELACIONES EN LO CIVIL 

BtiMo* Airtt, Abril 20 tft 1915. 

Y vistos: 

Por sus fundamentos y de acuerdo con lo dictaminado por 
el señor Fiscal de Cámara se confirma con costas la sentencia 
de fs. 2Í», fijándole en cincuenta y quince pesos moneda nacional 
el honorario del letrado Alsina y el del procurador Cornejo, res- 
pectivamente, por su trabajo en esta instancia. 

Devuélvase y repóngase la foja. — Anrcliano Gigena. — 
Baltasar S. fícltrán. — José M. Zafioia. — Ante mí ; Ricardo i\ 
Olmedo. 

■ 

DICTAMEN PEL SI\ PROCURADOR CE N ERAL 

Bmms Airtt, Maye l9 4tM3. 

Suprema Corte: 

La sentencia apelada no ha tratado la cuestión relativa a 
la procedencia de jurisdicción federal invocada por el recurren- 
te ya que a ello se oponían las prescripciones del Código de Pro- 
cedimientos aplicables al caso; resultando por tanto, que no 
existe decisión que pueda motivar el recurso del art. 14 de k 
ley 4& 

Kn efecto, mi ser contestada la demanda en el comparendo 
de f<. 8, la demandada opuso excepción de incompetencia de 
jurisdicción, fundándose en la distinta nacionalidad de las par- 
tes, más sin acreditar en manera alguna la razón que invocaba 
para justificar la jurisdicción federal, por cuyo motivo fué re- 
chazada la excepción opuesta, a mérito de lo dispuesto en el ar- 
ticulo 586 del Código de Procedimientos, sin darse curso por 
ende, al debate ni al pronunciamiento sobre la cuestión de com- 
petencia que insinúa el recurrente y en que mal funda su recur- 
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so, ocurriendo, en cambio, que la decisión recaída toma por bate 
legal aquella prescripción de orden procesal. 

Por lo expuesto, pido a V. E. se sirva resolver que no haj 
lugar al recurso deducido. 

Julio Bóiét 
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BMtaM Aint, jMto i «t mu. 

Vistos y considerando: 

Que sin desconocer el privilegio consagrado en ct art. 100 
de la Constitución, la sentencia apelada por su referencia a lo* 
fundamentos de la de ís. 26 y el dictamen fiscal de fs. 44 lia 
desestimado el fuero federal por no permitir las leyes procesa- 
les de ia Capital que fuera alegado como articulo de previo y 
especia! pronunciamiento en juicios sumarios de desalojo y por 
la falta de producción de la prueba de la distinta nacionalidad 
que lo motivaba en la audiencia señalada por el art. 586 del Có- 
digo de Procedimientos. 

Que la interpretación de la ley local y !a apreciación «te la 
pruelu son puntos ajenos al recurso extraordinario previsto en 
d art. 14 de la ley número 48 ( Fallos, tomo 64, pig. 437 ; tomo 
wo, pág. 349; tomo 113, pág. 89). 

Por ello y de conformidad con lo pedido por el señor Pro- 
curador General se declara no haber lugar al recurso. Notifíquc- 
se con el original y devuélvanse debiendo reponerse los sellos 
ante el inferior. 

A. Bermejo. — Nicanor O. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
IX E. Palacio. 
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CAUSA XXXI 



Don Nicolás Mihanovich y otros, en autos con el Fisco Nacional 
y Sacro Ríos, por defraudación. Recurso de hecho 

Sumario: Una resolución incidental sobre competencia, decla- 
rando la procedencia de ila de un juez federal en contrapo- 
sición a la de otro de igual fuero, no puede considerarse de- 
finitiva de una cama sobre defraudación de rentas, a los 
efectos del recurso autorizado por el art. 3.", inciso 2." de 
la ley 4055. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 



DICTAMEN DEL Sr. PfiOCURAIOR GENERAL ' 

Rueños Airts, Dicto** 23 4* 

Suprema Corte : 

De las resoluciones que en copia certificada eleva la Excnia. 
Cámara Federal del Rosario, se desprende que la cuestión de- 
tmtida, ha sido la referente a determinar la competencia del 
juez federal del Rosario para entender en el proceso incoado 
contra el recurrente, con independencia de la procedencia del 
fuero federal, que no ha sido impugnada en los autos. Dicha 
cues tiéii ha sido resuelta por aplicación de los artículos de! 
Código de Procedimientos en lo Criminal, que fijan las reglas 
a cjtie se subordina la competencia ele los jueces, de acuerdo con 
los principios establecidos para determinar el orden jurisdic- 
cional de la Nación. 

Por consiguiente, el recurso extraordinario «juc se deduce 
no es procedente, desde que el recurrente no invoca cláusula 



constitucional o legal que ampare su derecho, y la decisión re- 
currida se limita a aplicar una disposición del régimen procesal, 
que es ajena a la jurisdicción de apelación atribuida a esta 
Corte Suprema (artículos 14 y 15 ley 48; art 6.°, ley 4055). 

Pido a Y. E. se sirva dcelarar bien denegado el recurso 
deducido. 

Julio Botct. 



KAUO DE hk CORTE SUPREMA 

Bumm Aires, Junio I 4t 1*5. 

Autos y vistos, considerando: 

Que la resolución apelada de la Cámara Federal del Rosa- 
rio declara la compet encía de aquel juzgado federal para cono- 
cer de la causa sobre contrabando y defraudación a la renta 
fiscal seguida contra Taylor IVythes y Cía., don Nicolás Miha- 
novich y Maumus y Dodero. 

Que la presente queja por la denegación del recurso inter- 
puesto para ante esta Corte se funda en lo dispuesto en el ar- 
tículo 3. , inciso 2. de la ley de 1 1 de Enero de 1902; según se 
manifiesta a fs. 1. 

Que una resolución incidental sobre competencia declaran- 
do la procedencia de la del juez federal del Rosario, en contra- 
posición a la del juez del mismo fuero de la Capital, no puedo 
considerarse definitiva de la causa sobre defraudación de ren- 
tas de que se trata como lo requiere el art. 3. , inciso 2.* de la 
ley citada de njra número 4055, pudiendo agregarte que con 
arreglo al art. 19 de esa ley las contiendas de competencia entre 
jueces de sección están sometidas al conocimiento y decisión 'de 
las Cámaras Federales de Apelación. 

Por ello y de conformidad con lo .pedido por el señor Pro- 
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curador Genera] s e declara bien denegado el recurso. Xotifique- 
se con el original y repuesto el papel archívese. 

- - . """" i 

A. Hermkjó. — Nicanor G. i*El 

Solar. — Al. R Daract. — 
D. E. Palac'io. 



CAUa\ XXXII 



Compañía de Gas del Rosario, contra la provmda de Santa Pe* 
sobre daños y perjuicios. Incidente de prueba 

Sumario : i.° La prueba debe jecaer sobre hechos determinado* 
y no convertirse en investigaciones generales e indetermi- 
nadas; por lo que, no procede la exhibición de Iibros.de li 
administración pública, a fin de que entfe otras diligencia*, 
se saquen las copias que el ahogado patrocinante indicaría 
en el acto de la exhibición. 

2.° Los libros de la administración pública están exclusi- 
vamente a cargo de los jefes de oficina» y sólo ellos pueden 
dar certificados de sus constancias. 

Caso : Lo explica el siguiente : 
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AJrw, JmIo l ét «15. 

Y vistos : Rl incidente promovido a f s. 1 1 sobre revocatoria 
de la providencia en que se dispuso "determínese concretamente 




los documentos cuyas copias se requiere como parte de prueba y 
se proveerá". 



Y considerando: 

Que e?a providencia recayó en las peticiones del actor de 
que se librara oficio al señor juez federal del Rosario para que 
la jefatura de policía de aquella ciudad (fs. 2) y el Ministerio 
de Gobierno (fs. 2 vta.) exhibieran ante el juzgado los libros 
respectivos en que constara : respecto a la primera, las comuni- 
caciones epistolares y telegráficas dirigidas al Ministerio o al 
gobernador de la provincia de Santa Fe referentes a las huelgas 
y desórdenes producidos en Abril y Mayo de 1913; 'a exhibición 
de los partes de servicio diarios pasados por el jefe del Escua- 
drón de seguridad y por el jefe del Batallón de bomberos del i.° 
de Abril al 15 <le Mayo de 1913 y asimismo la exhibición del li- 
bro de Entrada y Salida de infractores de los meses de Abril y 
Mayo; y respecto al Ministerio de Cobierno para que "exhiba 
ante dicho juzgado el libro respectivo de comunicaciones episto- 
lares o telegráficas a la jefatura política del Rosario o funcio- 
narios de dicha repartición, a fin de que se saquen las copias de 
que mi abogado patrocinante indicará en el acto de la exhibición 
o la persona que él determine, si no pudiere asistir personalmen- 
te al acto"; 

Que como lo ha establecido la jurisprudencia por esta Cor- 
te, la prueba debe recaer sobre hechos determinados y no conver- 
tirse en investigaciones generales e indeterminadas (Fallos, to- 
mo 24, pág. 49). 

Que en el mismo mentido se ha hecho constar que los libros 
de la administración pública están exclusivamente a cargo de los 
jefes de oficina y sólo ellos pueden dar certificados de sus 
con-tancias (Falios, tomo 5, pág. 433). 

Por estos fundamentos no se 'hace lugar, con costas, a la re- 
. vocatoria solicita'ln. 

A. Bkrmkjo. — Xicaxor O. mi 
Solar. — M. P. Daract. — 
D, E. Palacio. 
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CAUSA XXXIII 

Don Max Levitcky, contra su esfosa doña Miika Wmsniakt 
por desconocimiento de la paternidad de una hija. Con- 
tienda de competencia. 

Sumario: Corresponde al juez del domicilio del marido, o sea, 
el de los cónyuges, el conocimiento de "na demanda dirigi- 
da a obtener que se deje sin efecto la inscripción de una 
filiación legitima. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



AL TO DEL JUEZ DK I," INSTANCIA KX LO CIVIL 

UPbte, Dlckabrt7*l9t4. 

Autos y vistos: Atento lo solicitado en el escrito de 
fs. 5, lo que resulta del testimonio de fs. I acerca del domicilio 
en Avellaneda jurisdicción de este juzgado, lo aconsejado por 
el ministerio fiscal en su vista que antecede y con arreglo a lo 
establecido en el art. 433 del Código de Procedimientos, líbrele 
el exhorto que se pide al señor juez de instancia de la Capi- 
tal Federal, doctor Arturo Seebcr, invitándolo a que se inhiba 
de conocer en los autos que sigue don Max Levitzlcy contra 
Milka Wisniak sobre desconocimiento de la paternidad de h 
niña Elena, y los remita al infrascripto, debiendo remitirse te - 
timonio <lol escrito de fs. 5 y vista del agente fiscal con tras- 
cripción de este auto. Autorice el secretario Goñi por ausencia 
del titular. — .-/. Cortés, — Ante mi : Antonio A. Goñi. 
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AUTO DEL JUEZ DE I.' INSTANCIA EN LO CIVIL 

BftttM Alrtt, Dkfeafcra 29 te lili 

Autos y vistos : 

'Atento lo que dispone el art 53 de la ley de matrimonio 
civil, concordante con el art 5 del Código de Procedimientos y 
resaltando de autos que el actor tiene constituido su domicilio 
en esta capital, el infrascripto es el juez de la jurisdicción para 
entender en este juicio. 

Por ello y lo dictaminado por el agente fiscal a fs. 23, 
no ha lugar al pedido de inhibitoria solicitada por el señor ju;z 
de La Plata doctor Adolfo Cortés y hágasele saber por oficio 
como asimismo para que en caso de insistir en su resolución, 
deberá elevar los autos al superior a los efectos consiguientes. 

Repóngase la foja. — Arturo Scebcr. — Ante mi: Carlos 
Jlf. Fraguriro. 



DICTAMEN DEL Sr. PROCURADOS GENERAL 

Bmm Aires» May* 19 ét IMS. 

Suprema Corte : 

•Corresponde a V. E. dirimir la contienda de competencia 
trabada en estos autos, a mérito de lo dispuesto en el art. 9, 
inciso d) de la ley 4055. 

Es competente para conocer del presente juicb el señor 
juez de lo civil de esto Capital, por tener en ella el actor su do- 
micilio real, sin que tenga influencia en sentido contrario el 
hecho de que la demandada este domiciliada en la provincia de 
Buenos Aires. 

Desde luego, tratándose le una pación sobre desconocí- 
miento de paternidad, impugnada por el actor, es de justa apli- 
cación en el caso la disposición del art. 71 de !a ley de matri- 
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monio civil, cuya discusión ha de constituir la principal cuei- 
tión de! pleito promovido, debiendo también, en concordancia, 
aplicarse los artículos 51 de la citada ley y 90 inciso 9. del Có- 
digo Civil, que, en la prevalcncia que dan al domicilio del ma- 
rido, determinan la jurisdicción respectiva. 

De las referidas disposiciones legales no es dado excluir el 
juicio de que se trata, fundándose en que consiste en una acción 
personal, que debe ser iniciada dentro de la jurisdicción del do- 
micilio del demandado, puesto que el juicio iniciado encuadra 
manifiestamente en el régimen matrimonial, a tal punto que de 
lo contrario quedaría desnaturalizado el objeto mismo de la de- 
manda. 

Por lo expuesto, pido a V. E. se sirva declarar competente 
para entender en este juicio al señor juez de lo civil de la 
Capital. 

Julio Botct. 



FALLO DK LA CORTE SI 'PRISMA 

BdtaM Airas, Jualo 3 dt 1915. 

Vistos : La presente contienda de competencia suscitada 
entre un juez de I.' instancia en lo Civil de esta Capital y otro 
de igual clase de la ciudad de La Plata para conocer del juicio 
promovido por Max Lcvitzky contra su esposa Milka Wisniak, 
sobre desconocimiento de la paternidad de una hija. 

Y considerando: 

Que la demanda deducida por Lcvitzky es dirigida a ob- 
tener que se deje sin efecto la inscripción de la filiación legiti- 
ma que se ha heoho en favor de Elena Lcvitzky, cuyo nacimien- 
to fué denunciado como hija del actor por su esposa y ordena- 
da su inscripción en tal carácter por las autoridades judiciale; 
de esta Capital, en la que el actor se encuentra domiciliado. 
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Que la mujer casada tiene el domicilio de su marido con 
arreglo a k> dispuesto por el art. 90, inc. 9. <kl Código Civil. 

Que los efectos del divorcio decretado en 1907 habían ce- 
sado por la reconciliación posterior de los cónyuges, afirmada 
por el actor y no contradicha la demandada y que se infiere 
además de la inscripción judicial tampoco contradidia hecha 
en 1914 de la menor Elena como fruto del matrimonio. Artícu- 
lo 228 código citado. 

Por ello y de conformidad con lo dictaminado por el señor 
Procurador General se declara que el señor juez de i¿? instan- 
cia en lo Civil de esta capital es competente para conocer en la 
presente causa a quien en su consecuencia se remitirán los au- 
tos, haciéndose saber por oficio esta resolución al señor juc* de 
1/ instancia de La Plata. Notifiquen original y repónganse los 
sellos ante el inferior. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. 



CAUSA XXXIV 



Molinos I /armeros y Elevadores de Granos, contra el Ferrocarril 
del Oeste, por devolución de fieles 

Sumario; No habiéndose desconocido el derecho fundado en la 
ley especial y decreto reglamentario respectivo, no procede 
el recurso extraordinario del art. 14, ley 48. Tampoco pro- 
cede cuando se trata de la interpelación de disposiciones de 
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los Códigos Civil y de Comercio, ni cuando no es el apelan- 
te el c¡tie invocó la disposición reglamentaria respectiva de 
que hace mérito la sentencia recurrida. 

aso* Lo explican los siguiente-*: 



SENTENCIA DE U CAMARA FEDERA!* DE APELACIONES 

Bmmi AJrtt t Atril 21 * IM4. 

Vistos y considerando: 

Que la Sociedad Molinos Harineros y Elevadores de Gra- 
nos ha entablado demanda contra la empresa del Ferrocarril del 
Oeste de Dueños Aires, pidiendo la devolución de lo que ha pa- 
gado demás, por haber ésta aplicado tarifas más altas de las que 
correspondían sobre los cereales que la sociedad actora hito 
transportar. 

De los antecedentes de autos resulta, que con relación a la 
zona del transporte, el ferrocarril tenía para cereales la tarifa 
número 68, -disponiendo que se aplicara según kilometraje hasta 
Chacarita, con agregación de lo que cobra el Ferrocarril al Pa- 
cifico hasta el puerto de Buenos Aires; que esta disposición se 
modificó por la tarifa especial nú í mero 82, la cual establecía 
que desde Caballito se pagara veinte centavos oro más como 
proporción del ramal a Chacarita; que dejada sin efecto ésta, *c 
anunció la tarifa número 83, por la que se disponía que los ce- 
reales despachados al puerto por los empalmes Chacarita y Pa- 
lermo serian aforados por las mismas tarifas que rigen para di* 
cho punto por Empalme Riachuelo. 

Según la demanda, anulada la tarifa 82, debía quedar en 
vigencia la 68, y según la empresa, habiendo sido ésta anula la 
j or ella anteriormente, quedaba rigiendo para el tráfico de Ca- 
ballito a Chacarita la de tránsito ordinario. 

Están conformes ambas .partes que por la tarifa especia! 
número 88 puesta en vigencia el i.° de Abril de 1907, se anuló 
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te tarifa de tránsito entre Caballito y Chacarita, que había re- 
gido desde el 15 de Septiembre de 1906 en que fué anulada la 
número 68. 

La compañía, en contra de lo expuesto en la demanda, alega 
liaber estado en su facultad dejar sin efecto la tarifa especial 
número 68. A este respecto debe declararse que las empresas 
ferroviarias tienen derecho para fijar sus tarifas, según lo es- 
tablece el art. 68 de la ley general de ferrocarriles, con las limi- 
taciones contenidas en él, en el 49 de la misma y en el 9 de la 
fcy número 5315. En cuanto a la tarifa número 82 que fué ob- 
servada por la Dirección de Vías de Comunicación, la Compa- 
rtía dice que nunca tuvo aplicación, de modo que sobre su vali- 
dez ha quedado eliminada toda cuestión. 

La parte adora manifestó, que habiendo el 1.* de Abril de 
»7 quedado anulada por la tarifa especial número 88 la tarifa 
tránsito entre Caballito y Chacarita, correspondía desde esa 
fecha aplicar la tarifa ordinaria por empalme del último punto 
|»-a las estaciones de !a línea principal, calculándole kilometra- 
je, según las distancias, y no por la tarifa 83, que fija el aforo 
para el empalme de Riachuelo, lo que recarga el precio que co- 
rresponde al tránsito para el empalme de la Chacarita, 

La empresa observa que todas las cargas que motivaron la 
reclamación fueron despachadas sin indicación de rumbo y que 
por ello pudo enviarlas al puerto por la vía del Riachuelo, k> que 
ha podido efectuarse por ser vía recta, según lo que dispone el 
art 186, in fine, del Código de Comercio; de modo que aunque 
no se hubieren aplicado las tarifas vigentes para el empalme 
Chacarita y línea del Ferrocarril Buenos Aires al Pacífico, na- 
da tendría esto de irregular, puesto que se han aplicado las co- 
rrespondientes al rumbo seguido por el transporte. 

Estudiados los artículos 186 del Código de Comercio en 
combinación con el art. 221 del Reglamento General de Ferro* 
carriles, resulta como ya lo estableció la resolución administra- 
tiva, constante a fs. 21 del expediente anexo, que cuando hay 
dos vías para un mismo destino, debe entenderse por la más 
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rada, la que sea más corta y más barata como ocurre con el em- 
palme de Chacarita. 

'La parte actora invocando haber pagado por error, solicita 
la devolución de lo pagado de más, fundada en lo que dispone el 
art. 784 del Código Civil. La empresa contesta que esto no co- 
rresponde • por tratarse de fletes definitivamente liquidados, y 
menciona la jurisprudencia de la Suprema Corte y de esta Cá- 
mara. Las sentencias citadas que asi lo declararon, partieron de 
la base de que los interesados al pagar los fletes tuvieron cabal 
conocimiento del retardo empleado en el transporte de las mer- 
caderías; pero tal circunstancia no puede aceptarse en el presen- 
te caso, porque se trata de una situación complicada por el cam- 
bio de tarifas y las combinaciones con otras empresas, lo que 
hace posible la confusión e inadvertencia de parte del cargador. 

Por estos fundamentos, se revoca la sentencia apelada y se 
condena a la Empresa del Ferrocarril del Oeste de Buenos Ai- 
res a devolver a la Sociedad actora el exceso de flete que hayi 
cobrado por el mayor recorrido en el empalme del Riachuelo 
sobre el de Chacarita y la diferencia que pueda haber en favor 
del demandante por la menor tarifa del Ferrocarril al Pacifico» 
a contar desde el 1* de Abril de -1907. 

Esta liquidación si no se hiciese de común acuerdo, se prac- 
ticará por uno o más peritos, según resolución de las partes, y se 
agregarán además los intereses a estilo de Banco dede la inter- 
posición de la demanda. Páguense todas las circunstancias del 
debate, las costas en el orden causado. Notifíquese, devuélvase 
y repóngase las fojas ante el inferior.—/. AT. Matíemo.— Angel 
Pcrrcira Cortés. — Daniel Coytia. 

FALLO DE LA COR TK SI'I'RKMA 

Vistos y considerando: 

El apelante ha sostenido en el pleito : 

i.° Invocando los artículos 44 y 68 de la ley número 2873, 
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113 a 113 B y otros del reglamento general de ferrocarriles na- 
cionales, el derecho para dictar y anu* tarifas especiales de 
transporte que no sean de las compre as en el art. 49 de la 
citada ley, sin otros requisitos que el simple aviso a la dirección 
general, su publicación anticipada, etc. ; 

2. Que' habiendo equiparado las tarifas por los empalme - 
Riachuelo y Chacarita, la empresa pudo transportar la carga 
por el que más le conviniera, ¡x>r ser ambos de vía recta al punto 
de destino, de conformidad con lo dispuesto por el art. 186 i« 



3. Que el error de la demanda estriba en creer que deh¡& 
aplicarse a las cargas de referencia la tarifa especial número 68 
corriente a fs. 38 y no la ordinaria, desde que aquélla fué anu- 
lada por la número 82 a fs. 39, aunque no se la poso en vigencia, 
pues fué inmediatamente reemplazada por la número 83, fs. 40, 
y después por la número 88 fs. 41 ; 

4. Que no obstante lo expuesto, la demanda no puede pros- 
perar fundada en el error esencial cometido al efectuar los pa- 
gos, pues el caso no encuadra entre los enumerados en el art. 790 
del Código Civil. 

Que respecto al primer punto, no corresponde ser examina- 
do por esta Corte, desde que el mismo recurrente expresa a 
fs. 199 que la sentencia "reconoce explícitamente el derecho de 
mi representada para fijar sus tarifas con las limitaciones con- 
tenidas en el art. 49 de la ley general de ferrocarriles y en el ar- 
tículo 9 de la ley 5315", lo que quiere decir que el expresado de- 
recho, amparado en las disposiciones antes citadas, no le ha sido 
desconocido. 

Qik en cuanto al segundo y tercero, es de observar que la 
sentencia apelada hace constar que "estudiados los artículos 186 
del Código de Comercio en combinación con el art. 221 del Re- 
glamento General de Ferrocarriles, resulta como ya lo estableció 
la resolución administrativa corriente a fs. 21 del expediente 
anexo, que cuando hay dos vías para un mismo destino, debe en- 
tenderse por la más recta la que sea más corta y más barata, 
como ocurre con el empalme de Chacarita", 
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Que la interpretación y aplicación del primero de dichos 
artículos no puede dar lugar al recurso extraordinario de que »e 
trata (art. 15, ley 48) ; y en cuanto ál segundo, no es la empresa» 
, quien lo invocó durante ci juicio en apoyo de su defensa, ni ha 
sostenido tampoco que estuviera en oposición con aquél, sino 
que se referia a un caso especial en los transportes (art. 14, in- 
ciso 3. ley citada). 

Que lo propio debe decirse respecto al cuarto, pues el fallo 
se ha basado puramente en disposiciones del Código Civil. 

Por ello se declara no haber lugar al recurso. Notifiquen 
original y devuélvanse reponiéndose los sellos ante el inferior. 

A. B¿RMFJO. — X fC A N" OH G. DE!, 

Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. 



CAUSA XXXV 




Dan Genaro Conté, r;i autos con la Aduana de la Capital, por 
dobles derechos. Recurso de hecho 

Sumario: i." Las causas por defraudación de Aduana son de ca- 
rácter criminal y no procede en ellas la tercera instancia 
prevista cu el art. 3. de la ley 4055. 

2.° Xo procede el recurso extraordinario del art. 14, ley 
48 y 6." de la 4055 contra una resolución de una Cámara 
Federal que por aplicación del art. 10 del Código de Proce- 





■ 

dimientos en lo Crimina!, no impugnado de inconstitucional, 
declara nula la de un juez federal llevada a ella en revisión, 
y repone la causa al estado de sumario. 

»: Tx> explican las piezas siguientes: 
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Suprema Corte: 

Kn el recurso de hedió deducido ante esa Corte Suprema 
por don José C. Rodríguez, como representante de don Adolfo 
S. Rosa en los autos "Genaro Conté, apelando de uña resolución 
de Aduana", cúmpleme en nombre del tribunal, informar a V E. 
lo siguiente : 

El señor Procurador Fiscal de primera instancia por decre- 
to del Poder Ejecutivo de u de Junio de 1914, recibió instruc- 
ciones para solicitar de la justicia federal, la revisión del fallo 
recaído en el juicio que por defraudación a la Aduana se siguió 
contra Genaro Conté en mérito de la denuncia formulada por e! 
jefe de la Oficina de libros de Aduana, don Adolfo J. Rosa, que 
fué exonerado por el mencionado decreto del Poder Ejecutivo 
por irregularidades cometidas en el desempeño de sus funciones. 

La sentencia a que se refiere aquel decreto fué dictada por 
el juez doctor Jantus en 15 de Abril de 1914, condenando a Ge- 
naro Conté a una multa igual al valor de la mercadería en in- 
fracción. ¡ 

El Procurador Fiscal, solicitó la revisión ante el juez Fede- 
ral de la causa doctor Jantu>, el que proveyendo a dicha solici- 
tud mandó elevar los autos a esta Cámara de acuerdo con lo es- 
tablecido por el art. 553 del Código de Procedimientos en lo 
Crimfnal. 

Practicados tos támitcs legales, el señor Procurador Fiscal 
de Cámara, solicitó que el señor defensor de |>obres incapaces y 
ausentes asumiera la representación del condenado Genaro Con- 
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te, j>or resultar de la diligencia del ujier que el mencionado Con- 
té y su esposa se hallaban fuera del país. 

Sobre este pedido del Ministerio Fiscal recayó la siguiente 
resolución: "Rueños Aires, Noviembre 10 de 1914. — Autos, 
vistos y considerando: i.° Que de 1as presentes actuaciones y del 
expediente seguido contra Genaro Conté, por infracción al art. 8 
del decreto reglamentario de la ley de Aduana, que se tiene a la 
vista resulta que el acusado se encuentra íucra del pais y 
prófugo." 

"2." Que el Código de Procedimientos en lo Criminal, en el 
art. 10 establece que, cuando el procesado se halle prófugo, la 
causa se suspenderá, después de concluido el sumario, hasta que 
el prófugo se presente/' 

U 3? Qu« este caso, resulta haberse seguido la causa en 
primera instancia no obstante la ausencia del procesado, lo que 
vicia de nulidad lo actuado durante el plenario." 

"Por esto y oído el señor Procurador Fiscal, se decían 
nula la sentencia venida en revisión y repuesta la causa al c iado 
de sumario. Xotifiquesc y devuélvanse los expedientes al juzga- 
do de origen. — /. JV. M atiento. Angel Ferrara Cortés. — 
Daniel Goytia. — E. ViUéféñe? 

Contra esta resolución el apoderado del exempleado de 
Aduana, que actúa como denunciante interpuso el recurso de ape- 
lación que le fué denegado por el siguiente auto: "Buenos Aires, 
Noviembre 2\ de 1914. — Autos y vistos; Tratándose de una 
causa criminal en la que las sentencias de esta Cámara causan 
ejecutoría, en virtud de la expresa disposición del art. 4. de la 
ley 7055. y no concurriendo por otra parte, ninguno de los extre- 
mos del art. 14 de la ley de 14 de Septiembre de 1863, por lo 
cual no procede ti recurso extraordinario dado por el art. 6.° de 
la ley 4°55« "o ha lugar al recurso interpuesto. — /. AT. ftfatiefh 
— Angel Ferreira \ Cortés. — A. Urdinarrain. — Daniel 
Goytia, — /;. Villafañe" 

Es todo cuanto debo informar a V. E. a quien Dios guarde. 

José Nicolás Matienzo. 
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DICTA SI EN DEt sr. PROCURADOR GENERAL 

^ iMMt Air*, Dicfe«brc 23* 1914. 

Suprema Corte: 

■ ** 

Del informe expedido por la Excma. Cámara Federa!, que 
ratifica las manifestaciones hechas por el recurrente se despren- 
de que la resolución apelada se ha limitado a aplicar una dispo- 
sición del Código de Procedimientos en k> Criminal, en cuya vir- 
tud se declara nula la sentencia del juez inferior y se repone la 
causa al estado de sumario. De acuerdo con lo anterior, resulta 
que es improcedente el rmirso extraordinario qu c se trac a co- 
nocimiento de Vi E., en razón de que la materia de procedimien- 
tos está excluida de la jurisdicción de apelación de esta Corte 
Suprema, y por tratarse además, de una resolución que no e< 
definitiva, ni pone fin al proceso. ( Artículos 14 y 15, ley 48). . 

Por lo expuesto pido a V. E. se sirva declarar bien denega- 
do el recurso promovido. 

Julia Rotet. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

tomos Aira*. Jn*> 5 * IW5. 

Autos y vistos : El recurso de queja por apelación djncgida 
interpuesto por don Julio C. Rodrigue* en representación de don 
Adolfo J. Rosa, contra sentencia de la Cámara Federal de Ape- 
lación de la Capital en el expediente caratulado ' Genaro Conté 
apelando de una resolución de Aduana". 

Y considerando: 

Que como consta, en el informe de fs. 29 la sentencia de la 
Cámara ha declarado nula la del juez federal llevada a ella en 
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revisión y repuesta la causa al estado de sumario aplicando e! 
art. 10 del Código de Procedimientos en lo Criminal en raaón de 
"que en este caso resulta haberse seguido la causa en primera 
instancia no obstante la ausencia del procesado lo que vicia de 
nulidad lo actuado durante el plenario". 

Qué por el auto de fs. 29 vta. t transcripto en el informe, la 
misma Cámara ha denegado los recursos de apelación, ordinario 
y extraordinario interpuestos para ante esta Corte. 

Que para decidir si en el caM), procede o no alguno de los 
recursos denegados, debe tenerse presente que en uso de la fa- 
cultad conferida por el art. 101 de la Constitución en su primera 
j)artc, el Honorable Congreso ha reglamentado la jurisdicción de 
apelación de esta Corte respecto a las sentencias de las Cámaras 
Federales, en los artículos 3.", 4.", 5." y 6." de la ley núm. 4055. 

Que las causas por defraudación de Aduana son de carácter 
criminal y no procede en ella la tercera instancia ordinaria pre- 
vista en el art. 3." de ]a ley citada, respecto a la Cámara Federal 
de la Capital, a mérito de lo dispuesto en el art. 4 de la ley nú- 
mero 7055 y jurisprudencia al respecto (Fallos, tomo 70, página 
433 ¡ to »K> 1 14» páginas 279 y 400; tomo 1 16, pág. 184). 

Que en la hipóttsis de que la disposición del art. 4." fuera 
aplicable al recurso de revisión de un fallo de un juez de sección 
como al de una Cámara Federal, debe observarse que en el ca*> 
no existe pronunciamiento alguno sobre la revirón prevista en el 
art. 551 del Código de Procedimientos en lo Criminal. 

Que el art. 5. se refiere a redamaciones por retardo o de- 
negación de justicia y en cuanto al art. 6.° es de observarse que, 
acertadas o no, la interpretación y aplicación hecha en el presen- 
te caso por la Cámara Federal de la Capital, del art. 10 del Có- 
digo de Procedimientos en lo Criminal, (pie no ha sido impug- 
nado como contrario a la Constitución Xacional, no pueden ser 
traídos a la decisión de esta Corte por vía del recurso extraordi- 
nario del art. 14 de la ley número 48, y 6. a de la ley 4055 según 
lo reiteradamente resuelto de conformidad con el art. 15 de la ci- 
tada ley número 48 (Faltos, tomo 97, pág. 270; tomo 59, página 
158; tomo 114. pág. 419: tomo 118. pág. 56). 
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Por dio y de conformidad con lo pedido por c! señor Pro- 
curador General se declara bien denegados los recursos inter- 
puestos. Repuesto el pajiel, archívese. 

A. Bermkjo. — Nicanor G, del 
Solar, — M, P. Daract. — 
D. E. Palacio. 



CAUSA XXXVI 



Don Manuel Abal Suárcc, contra los doctores Manuel Peña 
y Julio C. Borda, por escrituración ; sobre competencia 

Sumario : r.° Desconocido el fuero federal fundado en el art, loo 
de la Constitución y art. 2.\ inciso 2. de la ley 48, procede el 
recurso extraordinario previsto en el art. 14 de la citada ley. 

2.° Cuando la Constitución Nacional ha dicho que corres- 
ponde a los tribunales inferiores de la Nación el conoci- 
miento y decisión de todas las causas -entre vecinos de dife- 
rentes provincias", lia querido referir* a los argentinos y 
no a los extranjeros ; por lo que no corresponde el fuero fe- 
deral invocado por un argentino, vecino de lo Capital Fede- 
ral, demandado por un extranjero, domiciliado en otra pro- 
vincia, ante los tribunales locales de ésta. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 
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SalU, AgOf 14 tft 1114. 

Vistos: la excepción dilatoria de incompetencia de jurisdic- 
ción opuesta por los demandador en este juicio sobre escritura- 
ción del contrato privado de compra-venta que se acompaña a la 
demanda interpuesta por don Manuel Abal Suárez contra los 
señores doctores Manuel Peña y Julio C. Borda ; fundándose 
aquélla en que los demandados son argentinos con domicilio y 
residencia en la Capital Federal, mientras que el actor reside y 
está domiciliado en esta ciudad de Salta, tratándose por consi- 
guiente de vecinos de diferentes provincias, en cuyo caso la ju- 
risdicción competente es la federal, ante la cual ha debido pro- 
moverse el presente juicio, de acuerdo con lo mandado por el ar- 
tículo 100 de la Constitución Nacional, ley sobre jurisdicción y 
competencia de los tribunales nacionales y la jurisprudencia uni- 
forme de la Suprema Corte. 

La contestación del actor, evacuando el traslado de la excep- 
ción opuesta, cuyo rechazo se pide» fundándose en que es cierto 
lo aseverado por los demandados en cuanto a la distinta vecin- 
dad de las partes y a que ellos sean argentinos, pero hay un ele- 
mento de juicio que tiene importancia capital para este asunto y 
es el hecho de ser extranjero el actor, en cuyo caso no procede el 
fuero federal por razón de la distinta vecindad, porque la pala* 
bra "vecino" en el sentido que la da la ley fundamental, confir- 
mado por las reglamentarias dictadas por el congrego y por la 
jurisprudencia constante de los tribunales, corresponde puri y 
exclusivamente a los ciudadanos argentinos ; y si bien el fuero 
federal corresponde por razón de la distinta nacionalidad de la* 
partes, ha podido el actor renunciarlo y lo renuncia de bebo al 
ocurrir a la justicia local, de acuerdo con lo que prescribe el ar- 
ticulo \2 de la ley de jurisdicción y competencia de los tríbunale.. 
nacionales. 

Las pruebas producida* y lo alegado sobre su mérito, por 
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las partes. Lo dictaminado por él señor Agente Fiscal, manifes- 
tado* conforme con fo que sostiene el actor, y opinando en su 
consecuencia, que este tribunal es competente para el conoci- 
miento y resolución del préseme juicio de escrituración. 

Considerando ; 

1. ° Que por la conformidad de partes y prueba rendida, re- 
sulta demostrada la distinta nacionalidad y vecindad de! actor y 
de los demandados siendo el primero extrajero (español), re- 
sidente y domiciliado en esta ciudad, y argentinos los segundos 
residentes y domiciliados en la Capital Federal. 

2. ° Que no se discute entre las partes la procedencia, en 
general, del fuero federal, sea por la distinta nacionalidad de los 
litigantes, sea por la distinta vecindad de los mismos; jurisdic- 
ción y competencia de los tribunales nacionales, establecidos por 
la Constitución (art. 100) y ley de 14 de Septiembre de 186* 
(art. 2. , inciso 2°). 

3 o Que siendo el fuero federa!, por razón de la distinta na- 
cionalidad, una garantía que la ley argentina ha querido dar a 
los extranjeros, como un tributo de reconocimiento a sus dere- 
chos individuales que la Constitución ampara, la misma ley esta- 
blece que el extranjero puede renunciar esc privilegio, presentán- 
dose ante un juez o tribuna) d c provincia demandando en pleito 
civil a un ciudadano o a una provincia, entendiéndose en c*tos 
casos que la jurisdicción federal ha sido prorrogada. Artículos 
12, inciso 4. , de la citada ley dc 14 de Septiembre. 

Por consiguiente el actor en el caso sub jiutkc, ha podido 
renunciar al privilegio del fuero federal que le corresponde por 
razón de la distinta nacionalidad de las partes, optando por la 
jurisdicción provincial 

4 ° Que el art. 100 dc la Constitución Nacional, como el ar- 
tículo 2 inciso dc la ley dc 14 de Septiembre de 1863 y el 
art. !>• d< la ley número 14167, atribuyen a la justicia nacional c! 
conocimiento de las cuestiones entre nacionales vecinos de dis- 
tintas provincias. 
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Así, pues. Ja diversa vecindad como causa de! fuero federal, 
comprende solamente a los ciudadanos argentinos, según lo ha 
establecido inveriablcmentc la Suprema Corte Nacional en nu- 
merosos fallos, a .«aber: "Kl ciudadano demandado por un ex- 
tranjero, ante el juez ordinario, no tiene derecho de invocar el 
fuero federal por razón de distinta vecindad y nacionalidad" 
i Diccionario de la Jurisprudencia Argentina, del doctor Augusto 
Carcttc; tumo II, pág. 671, número 770). — 'Las palabras veci- 
nos de diferentes provincias empleadas en el art. 100 de la Cons- 
titución, se refieren a los nacionales y no a los extranjeros" 
(Temo citado, pág. 679, número 974). — "Tratándose de cau- 
sas entre un argentino y un extrarjero, no surte el fuero federal 
l»or razón de la «li.- tinta vecindad. En consecuencia, el argentino 
demandado por un extranjero ante los tribunales locales, no pue- 
de declinar de jurisdicción fundado en aquella causal". Tomo V, 
pá£. 665, número 72). — "El fuero federal, por razón de la dis- 
tinta vecindad de los litigantes, sólo procede en las causas egui- 
d;is entre argentinos". (Tomo V, pág. 611, números 153 y 154,. 

Para concluir, este tribunal considera de importancia recor- 
dar los fundamentos de esta jurisprudencia de la Suprema Corte 
Nacional, transcriptos en el tomo V. páginas 605 y 606, del Dic- 
cionario citado, y son como sigue: "Citando la Constitución Na- 
cional ha dicho entre los vecinos de diferentes provincias ha que- 
rido referirse a los argentinos y no a los extranjeros, porque, 
como observaba esta Corte poco tiempo después de su organiza- 
ción, el art. 100 distingue esos casos de aquel en que uno es /e* 
ciño de una provincia y el otro es ciudadano extranjero (Tomo 
I. pá£. 452), y además. ]>orque es únicamente respecto de aq'te- 
llos. es decir, de los nacionales que sería explicable la creación 
fie un fuero especial para la distinta vecindad, en razón de que el 
juez podría entonces ser sospechado de patcialidad en favor del 
hijo de la provincia en que se suscite el pleito o argentino radi- 
cado en ella. Por esto, la ley de jurisdicción y competencia ác 
1863 atribuyó a los jueces de sección las causas civiles en que 
fueran partes un vecino de la provincia en que se suscite el plei- 
to y un vecino de ctra, excluyendo las causas promovidas en una 
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provincia en que fio esté avecindado ninguno de los litigantes 
(Fallos, tomo 37, pág. 146)". 

Por tales fundamentos y los pertinentes invocados por !a 
parte de don Manuel Aba! Suárez en sus escritos de fs. 17 a fo- 
ja* si, de fs. 33 a fs. 34 y de fs. 41 a f s. 42, y de acuerdo con el 
dictamen fiscal, se resuelve: 

No hacer lugar, con castas, a la excepción opuesta, y en 
consecuencia, declarar ompetente a este tribunal para seguir en- 
tendiendo en el presente juicio de escrituración. Regúlase el ho- 
norario de los doctores Serrey y Saravia en la suma de trescien- 
tos pesos nacionales ($ 300). Hágase saber, previa reposición di 
sellos, y publíquese en el Boletín Oficial. 

Francisco F. Sosa. 
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ACt'ERDO DEL Sl'PERIOR TRIBUNA!, DR JVSTICIA 

» 

• 

En Salta a los veintidós días del mes de Octubre de mil no- 
vecientos catorce, reunidos los señores vocales del Superior Tri- 
bunal de Justicia en un salón de acuerdos para fallar el juicio 
"Enrrituración, Manuel Abal Suárez v|. Manuel Peña y Julio C. 
Borda", el señor presidente declaró abierta la audiencia. 

Se hizo un sorteo para establecer el orden en que Jos seño- 
res vocales han de fundar su voto, resultando el siguiente: doc- 
tores Figueroa S. Cornejo y Ovejero. 

El doctor Figueroa S., dijo: Viene en grado, por el recur.o 
de apelación el auto del señor juez doctor Sosa, corriente de fo 
jas 48 vta. a 54 vta., de fecha 14 de Afeosto del año en curso, re- 
solviendo no hacer lugar a la excepción dilatoria de incom|>eten- 
cia de jurisdicción opuesta por los demandados señorc* doctores 
Manuel Peña jr Julio C. Borda, en este juicio sobre escrituración 
de la boleta de compra-venta de la finca "Pozo del Mo ite", ubi- 
cada en esta provincia en el departamento de Oran, acción dedu- 
cida j)or el señor Abal Suárez. 

Tanto por los fundamentos de la sentencia recurrida como 
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por la numerosa y constante jurisprudencia de la Suprema Cor- 
te de Justicia Nacional que ha dado la verdadera interpretación 
al art. 100 de la Constitución Nacional, atribuyendo a la compe- 
tencia de la justicia ordinaria las demandas o conocimiento de 
las cuestiones entre un extranjero y vecinos argentinos de otra 
provincia, |x>r cuanto el fuero federal consagrado como un pri- 
vilegio para los extranjeros ha sido renunciado en el caso sub 
judicc, desde el momento que el actor ocurre ante los tribunales 
de la provincia en demanda de su derecho y además porque co- 
mo lo tiene consagrado la jurisprudencia de la Suprema Corte 
Nacional, el fuero federal no surte en tratándose de causas en- 
tre un argentino y un extranjero por razón de distinta vecindad. 

Por estas breves consideraciones y ¡x>r los fundamentos de 
la sentencia recurrida venida en grado, voto por la confirmato- 
ria en lo principal y porque ¡*e modifique en cuanto a las costal 
de primera instancia, debiendo eximirse de ellas a los vencido* 
por cuanto se trata de una cuestión de puro derecho y que ha 
sido necesaria jwra la solución de esta cuc ,tión la interpretación 
dada |>or la Suprema Corte de Justicia Nacional, hacia el alcan- 
ce del art. 100 de la Constitución Nacional, con costas en segun- 
da instancia, regulándose los honorarios del doctor Serrey en 
ciento cincuenta ¡«sos moneda nacional. 

Los demás miembros del tribunal se adhi ieron al voto que 
precede. Habiendo quedado acordada la siguicucc sentencia: 

Salta. Octubrt 32 da 1915. 

Y vistos: Por los fundamentos que preceden se confirma 
la sentencia recurrida en lo principal, la que no hace lugar a 
la excepción de incompetencia opuesta y se la modifica en 
cuanto a las costas de primera instancia, eximiéndolas, con 
costas en esta instancia, regulándose los honorarios del doctor 
Serrey en la suma de ciento cincuenta pesos moneda nacional. 

Tomada razón y repuestos los sellos, devuélvanse. — 

Abraham Cornejo. — A. Mi Ovejero. — Juth Fígucroa. 
Ante mi: tosí A. Araos. 
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BnMOt Aire». Febrero 8 4* 891 1. 



Suprema Corle: 



En razón de haberse desconocido el fuero federal invoca- 
do en el pleito por una <Ie las partes, procede el recurso inter- 
puesto con arreglo al art. 14, inciso 3." de la ley 48. 

Opuesta por los demandados la excepción de incompeten- 
cia de jurisdicción, no se hilo lugar a ella por las sentencias 

de primera y segunda instancia, las cuales están ajustadas a 
derecho. 

No corresponde, en efecto, el fuero federal invocado por 
los excepcionantes fundándolo en la distinta vecindad de hs 
partes, por cuanto el actor es extranjero y los demandados, ar- 
gentinos, y, según la repetida y constante jurisprudencia de 
V. E., para que la distinta vecindad de las partes surta el fue- 
ro federal menester es que ambas sean de nacionalidad argen- 
tina. Dentro de esa interpretación y alcance, dados por V. E. al 
art. 100 de la Constitución y disposiciones legales que lo regla- 
mentan, es claramente improcedente en el caso la jurisdicción 
de los tribunales nacionales. 

• ■*■■* 

Por lo demás, el actor ha hecho tácita prorrogación de la 
jurisdicción de los tribunales locales de provincia, renunciando 
el privilegio a que tenía derecho en virtud de su calidad de ex- 
tranjero (art, i2, inciso 4. de la ley de 14 de Septiembre 
de 1863). 

Por estas consideraciones pido a V. E. se sirva confirmar 
la sentencia apelada. 

Horacio R. Lar reta. 
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Botaos Airo. Junio 10 4« 1*15. 

Vistos y considerando: 

Qüs desconocido por el Superior Tribunal de Justicia de 
la provincia de Salta el fuero federal fundado por e! recurren- 
te en el art. 100 de ia Constitución y el art. 2.°, inciso 2/, de la 
ley .«obre jurisdicción y competencia de los tribunales naciona- 
les, procede para ante esta Corte el recurso extraordinario pre- 
visto en e! art. 14» de la ley citada (fs. 15 y fs. 69). 

(¿ue ya se juzgue el caso con relación a la cláusula del ar- 
ticulo 100 de la Constitución que atribuye a la jsticia federal 
el conocimiento de las causas entre los vecinos de diferente* 
provincias, o con relación a la del art. 2. , inciso 2.", de la ley 
número 48, la conclusión tiene que sér la misma, desde que h. 
segunda ha tenido que atribuir al carácter de reciño, respecto 
al fuero federal, el mismo alcance que la primera, dado que 
emplean los mismos términos y se proponen el mismo objeto. 

Que el inciso 28, art. 67, de la Constitución no se opone a 
esa conclusión, desde que la facultad atribuida al Congreso de 
hacer todas las leyes y reglamentos que sean convenientes, no is 
indeterminada, sino para poner en ejercido todos los poderes 
concedidos por la presente Constitución al Gobierno de la \ r a~ 
ción Argentina, lo que significa que la ley no podría crear un 
poder de jurisdicejón no concedido por la Constitución y. j>or lo 
mismo, reservado a las provincias con arreglo al art. 104. 

Que como se ha hedió constar, en causa análoga a la pre- 
sente, cuando la Constitución Nacional ha dicho "entre los ve- 
cinos de diferentes provincias" ha querido referirse a los argen- 
tinos y no a los extranjeros, porque, como observaba esta 
Corte, poco tiempo después de su organización, el art. 100 dis- 
tingue esos casos de aquellos en que el uno es vecino de una 
provincia y el otro es un ciudadano extranjero (tomo t.% pági- 
na 452); y además, porque es únicamente respecto de aquéllo*, 
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es decir, de los nacionales, que seria explicable la creación dé 
un fuero especial para la distima vecindad, en razón «le que el 
juez podría ser sospechado de parcialidad en' favor del hijo de 
la provincia en que se suscite el pleito o argentino radicado en 
ella. Por esto, la ley de jurisdicción y competencia de 1863, atri- 
buyó a los jueces de sección, las causas civiles en que fueran 
partes un vecino de la provincia en que se suscite el fleito y un 
vecino de otra, excluyendo las causas promovidas en una pro- 
vincia en que no e.*té avecindado ninguno de lo« litigantes (Fa- 
llos, tomo 27, pág. 146). Que esa disposición correlativa de la 
qut consigna el art. 8.° de la Constitución, tuvo por objeto dar 
al litigante el medio de garantirse ocurriendo a un juez extraño 
al orden local contra la sospecha que podría abrigar de que el 
juez de provincia pudiera ser parcial en favor de su* connacio- 
nales de la localidad que por lo general, serian sus comprovin- 
cianos, eliminándose de esa manera, una posible causa de anta- 
gonismo entre las provincias. En los pleitos entre extranjeros, 
unos y otros son igualmente extraños al orden político de la lo- 
calidad en que se radica el pleito, y si éste se traba entre un ex- 
tranjero y un argentino, el primero puede prevenir toda influen- 
cia local acogiéndose al beneficio que le asegura la cláusula 
final del art 100 que atribuye a la justicia nacional el conoci- 
miento de las causas "entre una provincia o sus vecinos contra 
un Estado o ciudadano extranjero". (Fallos, tomo 103, pági- 
na 273). 

<¿uc la influencia que, >cgtin se expresa, podría ejercer o 
extranjero demandante respecto a los magistrados del lugar en 
que vive, quedaría en todo caso neutralizada con la del vinetno 
más ¡Hvleroso de la nacionalidad respecto del demandado. 

Por estos fundamentos, los de la sentencia apelada de fs.j65 
y do conformidad con lo expuesto y pedido por el señor Procu- 
rador General, se la confirma. Repuestos los sellos, devuelvan e. 

A. Hkrmií.io. — M. R Dak.ut.— 
IX \\. Palacio. 
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CAUSA XXX VII 



Don Agustín Hnciso y Cía., la sociedad, contra ta provincia de 
Córdoba, por jactancia; sobre competencia 

Sumario : Corresponde a la Corte Suprema el conocimiento de 
tina demanda contra tina provincia, entablada por una so- 
ciedad colectiva compuesta de extranjeros y argentinos ve- 
cinos de otro provincia, sin que sea óbice para ello, la cir- 
cunstancia de no corresponder el fuero por la misma causa 
a todos los miembros de la sociedad, bastando que competa 
por distinta vecindad a los unos y por la nacionalidad a los 
°tros. Tampoco obsta al fuero el que la sociedad tuviera su 
domicilio en la provincia demandada, pues no tratándose dz 
una sociedad anónima, e s el domicilio o la nacionalidad de 
de los socios lo que debe tenerse en cuenta para determinar 
el fuero. 

Caso: I«o explican las piezas siguientes: 

DICTAMEN DKt Sr. PROCURADOR GCN'EtfM. 

Bmmm Alitt. Ft taño t ét IMS. 

Suprema Corte; 

La sociedad actora presenta la escritura pública de fs. 74, de 
la que resulta que está compuesta de dos socios, un ciudadano 
argentino, domiciliado en Buenos Aires, y el otro ciudadano 
francés, lo cual no ha sido impugnado al formular la excepción 
tle incompetencia que deduce la parte demandada, por lo (¡tic de- 
be aceptarse esc antecedente a los efectos de dicha excepción. 

Por tratarse de una sociedad colectiva, para determinar el 
fuero a que está sujeta, debe atenderse exclusivamente a la na- 
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cionalidad o vecindad de los miembros que la componen, siendo 
preciso que cada uno de ellos individualmente tenga derecho de 
demandar ante los tribunales nacionales, como lo dispone el ar- 
ticulo 10 de la ley 48» siendo inoficioso averiguar cuál es el domi- 
cilio constituido en el acta social, que carece de valor a los efec- 
tos de la determinación del fuero. ( Fallos, tomo 51. pág. 291 ; to- 

mo67,pág. 3*»)- 

De acuerdo con estos antecedentes, surje la procc ciencia de 
la jurisdicción originaria de esta Corte Suprema para conocer de 
!a demanda entablada contra la provincia de Córdob-i, en razón 
de que a los miembros de la sociedad actora les asiste individual- 
mente el derecho de recurrir a este tribunal, con arreglo a lo que 
dispone el art. i.° de la ley 48 y art. 1.°, inciso de la ley 1467, 
por ser uno de ellos argentino* vecino de distinta provincia, y el 
otro extranjero. Xo modifica esta solución el hecho de que sea 
diversa la causal que ampara a los socios para acudir a la justicia 
federal, por cuanto, según los términos del art. 10 de la ley 48, se 
requiere que cada uno de ellos individualmente pueda hacerlo, 
sea en razón de la nacionalidad o de la vecindad, sin que se exija 
que invoquen el nismo motivo todos los socios. (Fallos, tomo 
90, pág. 124). 

Por lo -expuesto, pido a V. E. se sirva declarar improceden- 
te la excepción deducida. 

Horacio F. Loneta. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Alrtt, Justo 12 é$ 190. 

Y vistos: 

1.a excepción dilatoria de incompetencia de jurisdicción 
opuesta como previa, por el representante de la provincia de Cór- 
doba, en el juicio que por jactancia le ha promovido la sociedad 
Agustín Enciso y Cía., y 
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Considerando: ! 

Que con arreglo a lo dispuesto en los artículos 100 y 101 de 
la Constitución, 2." de la ley 4055 y l.° inciso i.° de la número 
48. la Suprema Corte de Justicia Nacional conocerá en primen 
instancia de las causas que se susciten entre una provincia y al- 
gún vecino o vecinos de otra, o ciudadanos o subditos extran- 
jeros. 

Qué la sociedad demandante está compuesta por el doctor 
«Ion Agustín Enciso, vecino de la capital de la República y don 
Julio Mouliá extranjero, como sucesor en la referida sociedad 
de los derechos de don Andrés A. Degoy, también extranjero, 
según consta -de la escritura pública de fs. 64, lo que por otra 
parte no se desconoce, como consta también el domicilio social a 
f s. 74. que ta es esta ciudad de Buenos Aires. ¡ 

Que no se trata de una sociedad anónima de las que habla 
el art. 9 de la ley número 48, sino de una colectiva a que se re- 
fiere el art. io t ley citada ; y en tal virtud debe atenderle a la na- 
cionalidad o a la vecindad de todos sus miembros, para determi- 
nar la procedencia o improcedencia del fuéro federal según lo 
reiteradamente resuelto. ! 

Que aunque no corresponda el fuero por la misma causa a 
todos los asociados, basta que competa por distinta vecindad I 
uno y por la nacionalidad al otro, para declarar en el caso la ju- 
risdicción federal, con arreglo a las disposiciones antes citad .s. 
(Fallos, tomo 90 página 124). 

Que aunque fuera cierto, como se afirma, que el domicilio 
de la sociedad colectiva estuviese en Córdoba, nada importaría 
ello en el caso, pues no tratándose, como se ha dicho antes de 
una anónima es el domicilio o la nacionalidad de los socios lo 
que debe tenerse en cuenta para determinar el fuero. (Palios, 
tomo 67, pag. 360). 

Que la circunstancia de haber dicha sociedad sometido a la 
justicia local, en varias ocasiones, asuntos que hacen relación a 
sus intereses, no puede importar una prórroga de jurisdicción 
para el presente caso porque esa es una facultad que puede o no 
ejercitarla a voluntad. 
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Por dio y conforme con lo expuesto y pedido por e! seiior 
Procurador General, tío se hace lugar con costas a la excepción 
opuesta e intimase a! representante de la provincia haga la ma- 
nifestación proscripta en el art. 427 <le! Código de Procedimien- 
tos de la caphal aplicable en lo federal como fué ordenado a fo- 
jas 108. Repóngase el pape!. 

A. BKRMKJ0. — XlCAXOR G. DE!. 

•Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. 



CAUSA XXXVIII 

PtH Manuel /. Correa, en autos ton las Obras de Salubridad de 
¡a X ación, por cobro de pesos. Recurso de hecho 

• 

Sumario : Una sentencia de trance y remate pronunciada por los 
tribunales de la capital no tiene carácter de definitiva a los 
fines del recurso extraordinario del art. 14, ley 48, pues de- 
ja a salvo a las partes su derecho a promover el ordinario 
(art. 500, Cód. de Proccd., incorporado al federal). 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

DICTAMEN' DKL Sr. PROCt RADOR OKN'KRAL 

Suprema Corte : 

Observo, en primer término, que el presente recurso ha sido 
interpuesto sin llenar la formalidad que prescribe el art. 15 de la 
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ley 48» cuando manda deducir la apelación de manera que su 
fundamento aparezca de los autos y tenga una relación directa e 
inmediata a las cláusulas constitucionales o legales en disputa. 

Aun prescindiendo de tal consideración, es de tener en 
cuenta la reiterada jurisprudencia de V. E. que ha declarado que 
en los juicios ejecutivos no es procedente la apelación contra la 
sentencia de trance y remate, puesto que no hace cosa juzgada, 
con arreglo al art. 500 del Código de Procedimientos, y queda il 
vencido el derecho de promover el' juicio ordinario, en el que se 
debatirán Ampliamente las defensas que opongan las partes. (Fa- 
llos, tomo 1 18, pág. 245 y 423 ; tomo 1 19, págs. 1 19, 121 y 132). 

Por lo expuesto, pido a V. E. se sirva declarar bien denega- 
da la apelación. , 

Horacio R. barreta. 

KAU.O DÉ KA CORTF. SI PRF.MA 

tomos Alrtt. Julo 12 4t 1915. 

Autos y vistos : 

F.l recurso de queja por apelación denegada interpuesto por 
don Manuel I. Correa, contra sentencia de la Cámara segunda 
de Apelaciones en lo Civil de la Capital, en el juicio ejecutivo 
seguido por las Obras de Salubridad contra dicho señor Correa, y 

Considerando: 

Que según se infiere del escrito de apelación de fs- 151 au- 
tos principales y del de queja presentado ante esta Corte, el re- 
curso interpuesto es el extraordinario previsto en el art. 14, in- 
ciso 3." de la ley 48, que exige, entre otros requisitos allí enume- 
rados; el de que la resolución apelada sea definitiva. 

Que según las <Iis|>OMciones del Código de Procedimietnos 
de la Capital que reglan el juicio ejecutivo, incorporadas al pro* 
cedimiento federal, conforme a lo dispuesto en la ley 3981, la 
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sentencia de remate no concluye definitivamente el juicio» pe* 
deja a salvo a las partes su derecho para promover el ordinario. 
(Art. soo). 

Que en tal concepto esta Corte ha declarado con repetición, 
que una sentencia semejante no tiene el carácter de definitiva, a 
los fines del recurso extraordinario previsto en dicho art. 14 de 
!a ley 48, siendo por lo tanto bien denegado. 

Por «lio y conforme con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General asi se dedara. Xotifiquese original y re- 
puestas las fojas archívese, devolviéndose los autos principales 
con testimonio de esta resolución. ' 

A. Bermejo. — Nicanor G. mu 
Somr. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. 




CAUSA XXXIX 

i 

Cámara Federal de Apelaciones de Córdoba, remite anteceden' 
tes relativos a la inspección practicada en el Juzgado Fede- 
ral de Jujuy. 

Sumario: Xo constando haber reincidencia en las faltas atri- 
buidas a un juez federa] en el desempeño de su cargo, no 
corresponde el ejercicio de la superintendencia de la Corte 
Suprema, prevista en la parte final del punto 4. del art. 2." 
de la ley 701J9. 

Coso*. Lo explican las piezas siguientes: 
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ACORDADA !>F. fcA CAMARA FKí>E* AI. Dfg APKI.ACION 

■ 

En la ciudad <Je GVrdoUa, a quince días de! mes <!e Abril 
del año mil novecientos quince, reunidos en acuerdo los senore* 
miembros de la Cámara Federa! de Apetaciones de la cuarta 
circimscripción doctores Nemesio González, Andrés (i. 1W y 
Ain-edo Berduc y procirrador fiscal de la misma doctor U»:s J. 
Posse, para resolver sobre la investigación practicada por el 
señor inspector de justicia doctor Arturo Vinent en el juzgado 
federal de J»juv\ y dijeron : 

Que la amplia investigación practicada y los antecedentes 
qUe siuninistran los numerosos cxi>edientes c|iie con ella tienen 
relación, demuestran con plena evidencia como lo indica el se- 
ñor inspector en las conclusiones de su meditado informe, los 
siguientes hechos: a) Entre el señor juez federal doctor Castil- 
lo Aparicio y el Procurador Fiscal doctor TcoJosio Carrizo ha:i 
surgido graves desacuerdos que se caracterizan por incidentes y 
conflictos reiterados en juicios donde rozan intereses de los lan- 
dos políticos en que se divide la opinión de Jujuy. b) Que e«os 
desacuerdo» y conflictos han creado tm estado de permanente 
hostilidad entre amitos funcionarios, que entorpece seriamente 
la marcha regular de los asuntos en que el señor procurador 
fiscal intenrene y que habiendo trascendido al público han 
dado páln\o al comentario apasionado de la prensa y de los 
partidos, los que unánimemente atacan el uno al juez y el otro 
al fiscal, atribuyendo su conducta como funcionarios y como 
(articulares a vinculaciones con el partido contrario, c ) Que el 
fiscal ha recusado al juez en los asuntos que le afectan perso- 
nalmente por enemistad manifiesta y lo recusa en lo de car*» 
dé ciudadanía, imputándole interés directo en su resolución por 
ser candidato a una diputación nacional, d) Que el juez ha le- 
vantado un sumario administrativo, según él a fin de comprobar 
denuncias hechas por la prensa contra el señor fiscal sobre he- 
chos que podían constituir delito, al solo objeto de ]x>nerlo en 
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conocimiento del Ministerio cíe Justicia e Instrucción Pública, 
como lo hizo, c) Que el mismo juez impuso en carácter de co- 
rrección disciplinaria al señor fiscal, por haber éste, en realidad, 
presentado un escrito en términos hirientes y depresivos para 
su persona, la pena de suspensión por un mes, lo que evidente- 
mente no estaba en sus atribuciones como b declaró esta Cá- 
mara, limitándose a apercibir al fiscal. /) Que ¡x>r su parte la 
actitud del fiscal en ese y otros juicios y aún en la exposición 
que ha presentado al señor inspector ' revela no solamente su 
mala voluntad para con el juez, sino que también constituye 
una sosjiccha de la intervención en la política que le atribuye 
uno de los |>artidos ya que su acción apasionada y violenta re- 
sulta en todos los casos contraria a este, y finalmente: y) Que 
con motivo de la actitud del señor fiscal en las últimas eleccio- 
nes nacionales verificadas en Jujuy. se instruye ante el juzgado 
federal un sumario provocado por una denuncia elevada al P. E. 
de la N'ación y el Suprior Tribunal <le la Provincia ha ordena- 
do que se le acuse liaber puesto en libertad presos que esta- 
ban a disposición de los tribunales ordinarios. Que evidente- 
mente la situación creada por estos hechos no puede subsistir 
por más tiempo sin desprestigio de la justicia nacional y grave 
daño de los intereses (pie les están confiados. 

Que e;i concepto de la Cámara esa situación no puede vol- 
ver a la normalidad, mientras permanezcan descm|>cuando a la 
vez en la sección judicial de Jujuy sus respectivos puestos los 
doctores Carrizo y Aparicio, siendo ineficaces para conseguir 
las simples medidas disciplinarias que en virtud de la ley núme- 
ro 70:^9 puede adoptar el tribunal y que lia aplicado ya ante 
nórmente sin resultado a¡>reciable. 

Que en esta virtud y de acuerdo con lo aconsejado |K>r el 
señor Procurador Fiscal en su dictamen, de fs. 85. cuyas con- 
clusiones la Cámara hace suysis y con !o dispuesto por el art. 2. 
de la citada ley resuelven poner el caso en conocimiento de h 
Siq>renia Corte Nacional a los fines de su mejor solución de- 
biendo darse noticia de esta acordada al Ministerio de Justicia 
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e Instrucción Pública en contestación a su telegrama de fecha 
treinta ele Marzo próximo pasado. 

Con lo que terminó el presente, que firmaron los señores 
camaristas y el señor Procurador Fiscal, por ante mi de que 
doy fe. — Nemesio Cotizóles. — C. Posse. — Ai Bcrduc.-Luis 
J. Posse. — li. I). derrotarán. 

Es conforme la precedente copia con su original que corre 
a fs. 128 y siguiente del libro de resoluciones de este tribunal.— 
Córdoba, Abril i6 de 1915. — /;. n. Bcrrotaráit. 

DICTAMEN «El. Sr. PRoeü« \I»K i.ENKRAI, 

Bnnn Alrct, Mayo n dt 1915. 

Suprema Corte: 

Las persistentes disidencias y rend as entre el juez fede- 
ral y su procurador fiscal do la sección de Jtijuv, dio lugar a la 
investigación practicada que se acompaña por la Cámara Fe- 
deral de Córdoba, bajo cuya jurisdicción se llevó a efecto. 

Reputando este tribunal que tales disidencias entre los re- 
feridos funcionarios, «pie casi continuamente encerralan recri- 
minaciones o apasionamientos propios a la lucha de los bandos 
políticos en esa provincia, y a que respectivamente se acusaban 
como afiliados de aquéllos, y considerando que | a situación 
creada era grave pára la administración de Justicia Nacional en 
la sección de Jujuy, dados los perjuicios que le irrogaban aque- 
llas disidencias, que repetida» con violencia v con desdoro de s,i 
propia investidura, constituían la reincidencia a que se refiere 
el art. 4 ." de la ley 7099: ese tribunal, digo, remitió a Y. E. los 
antecedentes acompañados a los efectos del inciso 4." del art. 1 1 
de la ley 4055, como lo expresa el dictamen fiscal que basa la 
resolución a que me refiero. 

No existiendo, sin emirargo. en los hechos constatados de 
parte de los mencionados funcionarios, un acto de culpabilidad 
absoluta, sino una actitud verdaderamente extraña, apasionada 



FALLOS Ut LA CORTE SUPREMA 

U/íí' - ■ ■ - . : B3f¥fWtfMj*''*- ' r *;'i-' i " ' ' ..... 

y dañosa para el buen crédito del Poder Ejecutivo se ha acepta- 
do la renuncia del fiscal doctor Carrizo, lo que hace presumir 
que aquellas rencillas o disidencias desaparecerán en absoluto 
no sólo por la separación de uno de los que en ella actuaban, 
smo por el efecto moral que la investigación misma ha debido 
producir en el señor juez federal de Jujuy a quien se supone 
ajeno a toda influencia o presión de política local; reputo que 
en tal situación, es llegada la oportunidad de que V. E. resuelva 
el caso, aún pn el supuesto de que la Cámara Federal de Cór- 
doba, no hubiera estado en condiciones de remitir los antea - 
dente* que remitió, entregando a Y. E. la solución del asunto. 

AI mencionar el decreto <fe aceptación de la renuncia de! 
fiscal doctor Carrizo, cuyo texto se ha dado a la publicidad y 
haciendo mérito de las consideraciones que dejo expuestas, así 
como de la circunstancia de haber raaones para sostener que la 
solución <kl caso no tiene ya razón de ser, vengo a pedir a V. E. 
de por terminado este asunto mandando se archiven los antece- 
dentes en la forma que corresponde. 

Julio Hotct 



KAM.O Olí LA CORTE sri»RKMA 

Bumoi Alna, ¡nnio 12 é* 1915. 

I labiendo cesado en el desempañé de su cargo el Procura- 
dor Fiscal doctor Carrizo, y no constando en los antecedentes 
remitidos que el juez de sección de la provincia de Jujuy doctor 
Aparicio se encuentre en el caso de reincidencia que requiere el 
último inciso del art. 4. de la ley número 7099 para la inter- 
vención de esta Corte a los efectos que expresa, y de conformi- 
dad además con lo resuelto por este tribunal en casos análogos, 
(Fallos, tomo 114, pág. 190: tomo 115, págs. 17 y 67; tomo l ió, 
l*g- 173) í con lo dictaminado jkw el señor Procurador Cenera!, 
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devuélvanse estas actuaciones a la Cámara Federal <l e Apela- 
ción de Córdoba. 

A. IU:rmk;o. — Nicanor G. dke. 

SOLAK. — M. 1». ÜARACT. — 

D. E. Palacio. 



! 
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Pon Francisco Pepe, contra la empresa del Ferrocarril Central 
Argentino, por daños y perjuicios; sobre competencia 

Sumario: Corresixmde a la justicia federal el conocimiento de 
una demanda |>or daños y perjuicios entablada contra una 
empresa de un ferrocarril nacional por un peón de la mis- 
ma, apretado por una máquina, mientras la limpiaba. La 
circunstancia de <|ue la víctima sea empleado de la empre- 
sa sólo es susceptible de influir en lo relativo al onus pro- 
bandi del caso fortuito o fuerza mayor, mas no en la apli- 
cación de la ley y del fuero para conocer del caso. A los 
efectos de dicho fuero, es la naturaleza en sí misma de los 
hechos lo que debe tenerse en cuenta. 

Caso : l«o explican las piezas siguientes : 
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SKXTKVCIA I>EL JVKZ KK LO CIVIL Y COMERCIAL 

ItoMffo, Abril 20 él 1911. 

Y vistos: Las excepciones dilatorias de previo y especial 
pronunciamiento, deducidas por la impresa demandada a fs. 40, 
las que debidamente tramitadas quedaron para resolución a 
fs. 48, y 

Considerando : 

Primero: — Que el fuero federal procede rationc inatcriae 
en los casos especialmente regidos i»* la Constitución Nacio- 
nal y por las leyes sancionadas por el Congreso de la Nación. 
Art. 2 de la ley del 14 de Septiembre de 1863, sobre jurisdic- 
ción de tribunales federales. 

Segundo: — Que la presente causa en que se demanda a 
h Empresa del Ferrocarril Central Argentino |x>r resarcimien- 
to de daños y perjuicios cansados con motivo del accidente es- 
pecificado en el memorial de fs. 1 ocurrido en las dependencia* 
de la misma empresa, con ocasión de actos relacionados con el 
servicio y explotación de sus vías, se encuentra especialmente 
fétido i>or los artículos 65, 83 ¡ti fine y 91 de la ley nacional nú- 
mero 2873 sobre ferrocarriles nacionales; 

Tercero: — Que el derecho común no tiene, pues, imperio 
en el caso sub judke sino como supletorio en lo que no esté pre- 
visto y legislado es¡>ecialmente por la citada ley número 2873: 

Cuarto: — Que el fallo que se cita por e! actor en sus es- 
critos de fs. 42 y 46 no lo considera el proveyentc de aplicación 
en esta emergencia; en primer lugar |x>rcjue no se trata de las 
relaciones del principa; con un factor o dependiente, sino de las 
que han existido entre una empresa comercial y un peón de la 
misma; en segundo término porque no se trata de una acción 
emergente de un contrato de locación sino de uri cuasi delito, y 
finalmente, |x>rque la demanda no se funda en disposición legal 
alguna, sea ella de derecho común o especial. Véase escrito de 
fojas 1 ; 
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Quinto: — Que i siendo la jurisdicción federal privativa y 
excluyente de la que corresRpnde a los tribunales de provincia 
en las cansas regidas por los artículos i, 2 y 3 de la ley nacional 
de jurisdicción (art. 12 de la misma), y no encontrándose la 
presente en nmgiroo de los casos de excepción que esta última 
disposición establece, es indudable que el proveyente carece de 
jurisdicción para entender «n esta demanda: 

Sexto: — Que ante lo considerado se hace innecesario tra- 
tar la otra excepción deducida, o sea la de incompetencia de ju- 
risdicción fundada en la distinta nacionalidad de las partes. Por 
estas consideraciones, las emitidas en los esentso de fs. 40 y 49 
y con el señor Agente Fiscal Idic-tánien de fs. 44 vta ), se 

Resuelve: 

Hacer lugar con costas a la excq>ció:i dilatoria de incom- 
petencia de jurisdicción que se ha considerado, mandando que 
el actor ocurra ante quien corresponda. Artículos 1375 y 991 del 
GWÍgo de Procedimientos en lo Civil. Estímanse en cien peso* 
los honorarios del procurador señor Mugo Férgusen y en igual 
suma la de cada uno de sus alionados patrocinantes, doctore* 
Carranza y Lagos García. Hágase saber, repóngase é insértese. 
—Carlos X. González. — Ante mi : A. Palacios Costa. 



SKXTKXCIA IIK LA i \M \H.\ »K ABLACIONES, SALA 

RüMrto. AcoM 2t «t n4é 

Autos y vistos : 1.a apelación interpuesta ¡>or el señor Ré- 
lx>ra «le la resolución de fs. 53, en la que se hace lugar a la ex- 
cepción dilatoria de incompetencia «le jurisdicción opuesta por 
el F. C. C.A. ¡ 

Considerando : 

i." Que el actor al deducir su acción no se funda en la ley 
de ferrocarriles nacionales, por jo que, teniendo en cuenta h 
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calidad de peón de la empresa de la víctima, y el fundamento 
del art. 156 del Código de Comercio que se invoca a f». 46, debe 
considerarse el caso, como regido por las disposiciones del dere- 
cho común. La ley de ferrocarriles es de interpretación estricta 
y su art. 65 soto legisla las relaciones de las empresas con los 
pasajeros y cargadores en caso de accidente, mas no con sus 
empleados. 

2. Que hay una diferencia fundamental para la detennim- 
ción del fuero, en el hecho de que sean terceros los que recla- 
men indemnización por daños a causa- de accidentes, o de que 
sean empleados de la empresa que se demanda: en «I primer 
caso la jurisdicción es de los tribunales federales en razón de la 
ley citada, en el segundo no. Este es el principio que se deduce 
del fallo de la Suprema Corte Nacional de 14 de Mayo de 1912, 
con el que tiene perfecta analogía el caso sub judice, 

3° Q»c la incompetencia |K>r razón de las |>ersona.s no pue- 
de alegarla el ferrocarril demandado que se reputa nacional, 
como constantemente lo ha establecido la jurisprudencia. 

I'or tanto, y no siendo el caso previsto por el art. 2. , ¡nci«o 
1." de la ley nacional número 48. la Sala de Tercer Turno, re- 
suelve: revocar, con costas, la resolución apelada y declarar que 
el señor juez a q^ó es competente para conocer en este juicio. 
Kegúlansc en cien pesos los honorarios del doctor Adriano Si- 
buru en esta instancia. Hágase saber, repónganse y lajen. — 
ftaifjorria. — Alian. — Lopes Zamora. — Ante mí: Alberto 
Arias. 

PALLO DE LA CORTE Sl'PKKMA 

Bucnoi hit—. Jan»» tT de 1915. 

Vistos y considerando: 

Que en el caso sub judice la démandá de fs. 1 se funda en 
el hecho de que Jorge Pepé^ peón de la empresa Ferrocaril Cen- 
tral Argentino, fué apretado por una máquina de esta, que se 
puso en movimiento mientras la limpiaba. 
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Qtié ese liecho. sin perjuicio «le la prueba que pudiera pro- 
ducirse en contrario, importa prima facie una negligencia culpa- 
ble, de los previstos en el art. 65 de la ley número 2873, del que 
pueden surgir responsabilidades que los tribunales federales es- 
tán llamados a hacer efectivas, con arreglo a lo dispuesto en el 
art. 2.°, inciso 1* de la ley número 48 (Fallos,, tomo 41, página 
2fio : tomo 66, pág. 222 ; arg. fallo tomo 103, |tóg. 421 ; tomo 107, 
¡j;ig. 276; tomo 1 16, pág. 10 y otros). 

Que la circunstancia d c que la víctima fuera empleado de 
la empresa, sólo es susceptible de influir en lo relativo al onus 
prolwidi del caso fortuito o fuerza mayor, mas no en la aplica- 
ción de la ley y del fuero para conocer del caso: art. 83 jn fitc, 
ley citada (Fallos, tomos 90, pág. 293, y Ii6 t pág. lo). 

Que aLsimismo no puede alterar el fuero el antecedente dc 
que la demanda no invocara en su aj)oyo la ley gc:ieral de ferro- 
carriles, pues que, como lo observa la sentencia da fs. 53, tam- 
]xko se hizo mérito en aquélla <tel derecho común : y porque, es 
la naturaleza en si misma de los hechos lo que debe tenerse en 
cuenta a los efectos de «lidio fuero. (Fallos, tomo 103, página 
331 : tomo 116, pág. 279). 

yue no aparece en el fallo de esta Corte dc 14 de Mayo de 
1012 (Tomo 115, pág. 356), que la compañía ferroviaria de- 
mandada en ese juicio explotara un ferrocarril nacional, some- 
tido, como tal, a la ley número 2873. 

Por ello, y fundamentos concordantes del mencionado fallo 
de fs. 53. oído el señor Procurador General, se revoca el apela- 
do de fs. 67, declarándose que la presente causa es de la compe- 
tetteia dé los tribunales federales. Repuesto el papel, devuélvale. 

A. P.KRMEJO. — M. I». DaRACT.— 

D. E. Palacio. — En disiden- 
cia: Xk axor 0. p8£ Solar. 
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DISIDENCIA 

Vistos y considerando; 

Que no se trata en la presente causa de una demanda que 
por razón de la materia corresponda su conocimiento a los tri- 
bunales fedérale» y por los cuales debe aplicarse la ley nacional 
de ferrocarriles, como se sostiene por la empresa demandada, 
desde que como resulta de autos, el actor se ha limitado a pedir 
la indemnización de los daños y perjuicios que sostiene se le han 
causado por la muerte de su hijo, ocurrida el 31 de Julio de 
191 1 a consecuencia de un accidente ferroviario, invocando para 
fundar sil pedido disposiciones del derecho común como la de! 
art. 156 del Código de Comercio por las cpie jípente regido él 
caso. (Escrito de fs. 1 y Es. 46). 

Qttc conforme con lo reiteradamente resuelto |>or esta Cor- 
te, es necesario que el derecho que se pretende hacer valer en 
juicio, esté directa e inmediatamente fundado en la Constitución, 
tratado o ley especial de suerte, que su conocimiento correspon- 
da a la jurisdicción privativa de la justicia federal la que como 
queda dicho no residta en el caso stib judke. 

Que resolviendo cuestiones análogas se ha declarado que 
cuando no se trata de un juicio de casos emanados exclusiva- 
mente de las prescripciones de la ley 2873 que con carácter es- 
pecial rige las relaciones de las empresas de ferrocarriles, no 
procede el fuero federal rathfte inateriae y que una cama debe 
considerarse bien radicada ame los tribunales de provincia cuan- 
do no aparece de las circunstancias en que se produjo el acciden- 
te, como el que motiva la demanda que se ha deducúb en la 
presente, que aquélla esté -especialmente regida por la citada ley 
(Fallos, tomo 101, pág. 241 ; tomo 103, pág. 421 ). 

Que no procede tampoco en el caso la jurisdicción federal 
por razón de hs personas como se ha sostenido por la misma 
empresa demandada en sil escrito de.fs. 40, por cuanto como lo 
reconoce en el escrito mencionado, el actor es extranjero y a 
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éste a quien correspondería aquel f turro litigando con «na com- 
I>añi;i que se reputa nacional, fuero que ha podido renunciarse 
añidiéndose a la justicia local. Arfe 12, inciso 4.° ley 48 (Fallos, 
toñló 2. ¡>ág 117: tomo 3, pág. 402 ; tomo 5, pág. 405 ; torno 9. 

439; tomj 18, pág. 23; tomo 19, pág. 5; tomo 90 pág. 54). 

Por ello y de conformidad con lo expuesto y pedido por el 
stflpr Procurador Genera!, se confirma la sentencia apelada de 
fs. 67, en cuanto ha sido materia del recurso. Nottfiquesc origi- 
nal y repuestos los sellos devuélvanse. 

Nicanor G* i*x Solar. 
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Don H erodio Román (sus herederos), en auto* con don 
Bernardo Elehehoum, sobre entrega de un inmueble 

Sumario : Es e.vtem|>oránco a los fines del recurso extraordina- 
rio del art. 14, ley 48. la invocación de drsjiosícioties de la 
ley orgánica del 1 Sanco I I ipotecario Nacional, al ser inter- 
puesto aquél. Rs animismo improcedente dicho recurso 
cuando el caso se ha fallado fundándose tan sólo en hechos 
y disposiciones del Código Civil. 1 

Caso: l«o explican las piezas siguientes: 
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DÍCTAMK.V DEL ST. 1-KOClKADOK (7KXKRAI. 

■ncm Air», Junio 4 te 1915. 

Suprema Corte: 

\*o ha sido materia del presente asunto cuestión alguna que 
encuadre en los términos del art. 6? de la ley 4055 y su corre- 
lativo el 14 <Ie la ley 48, siendo en consecuencia, improcedente 
el recurso deducido. 

Solamente se han discittklo en el juicio por entrega del i:i- 
muelile de que se trata, y aplicado por la sentencia recurrida, al 
ordenar dicha entrega al actor, disposiciones del Código Civil, 
que, como de legislación común, están excluidas del recurso ex- 
traordinario, con arreglo al art. 15 de la citada ley 48; y, como 
asi también, han sido cuestiones de hecho acerca de la posesión 
del inmueble en litigio las (pie han dado has? al pronuncia- 
miento judicial de que se ajK-Ia y no debates so!>re la inteligencia 
de las cláusulas constitucionales y de las legales que autorizan el 
recurso para ante V. E.. no resolviendo, por tanto, la decisión 
recurrida ninguna cuestión sobre la aplicación de la ley 8172. 

Tor lo expuesto y jurisprudencia de V. E. (tomo 1 15. pági- 
ties 277 y *)4 ; tomo 1 18, pág. 121 ; tomo 1 1<>, pág. 114)* pido a 
V. E. se sirva declarar bien denegado el recurso interpuesto. 

f utió Botét 



PALLO DE LA CORTE SUFtCUA 

Bmmm A! reí. junto 19 de 1915. 

Autos y vistos: 

El recurso de queja por apelació i denegada interpuesto por 
los herederos de don I leradío Román, contra sentencia de la Cá- 
mara Federal de Córdoba, en el juicio seguido entre dichos he- 
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rederos y don Bernardo Ktchehoum, sobre entrega de un in- 
mueble, y 

Considerando: 

Que no hay referencia alguna, ni la sentencia apelada hace 
constar que oí recurrente haya amparado su derecho en lo que 
disponen los artículos 51, 52 y 55 de la ley orgánica ÚA Bancd 
Hipotecario Nacional, recordados jkw primera vez al interjioncr 
el recurso para ante esta Corte a fs. 457 de los autos principales; 
y que le haya sido <lesconocido. 

Que en todo caso, las disposiciones ¡:iv«vada« eti dicha opor- 
tunidad, no pueden tornarse en consideración, por haberlo sido 
extemj>oráncamcnte con arreglo a la jurisprudencia constante 
del tribunal. 

Que respecto a lo manifestado a fs. 19 vta. del recurso, 
acerca de la mención que hace la sentencia del art. 53 de la ley- 
citada, debe tenerse en cuenta que se trata de una simple enun- 
ciación en la relación de la causa, pira decir lo que el actor, e«to 
es que el titulo que otorgó el I Sanco I iipotecario Nacional a su 
comprador, fué con arreglo a dicho artículo, el que tampoco ha 
sido materia de cuestión y. por tanto de resolución, según se ve 
en el considerando anterior. 

Que el caso se ha fallado fundándose tan sólo en hechos v 
disposiciones del Código Civil, discutidos ¡Kir las partes; v tales 
cuestiones ¡=on ajenas al recurso extraordinario de qué se trata, 
según lo reiteradamente resuelto (articulo 15, ley número 48). 

Por ello y conforme con lo expuesto y pedido por «1 señor 
Procurador General, se declara bien denegrido el expresado re- 
curco. Xotifiquese original y previa reposición de sellos, archí- 
vese, devolviéndose los autos principales con testimonio de esta 
resolución. 

Nicanor G. pKt Solar. — M. P. 
Daract. — ü. K. PALACIO, 
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CAUSA XLII 



Criminal, contra Jost Freiré, por homicidio 

Sumarlo : Es Juste la sentencia c,u C condena a la pena de veinti- 
cinco años de presidio, treinta dias de reclusión solitaria en 
los aniversarios de! crimen y demás accesorias legales, al 
autor ile un delito de homicidio perpetrado con las circuns- 
tancias agravantes previstas en los incisos 3, 15 v 18 del ar- 
ticulo 84 del Código Bettd, concurriendo ia atenuante pre- 
vista en el inciso 8." del art.'S.? del mismo código, 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 
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Victo. Jalto 31 di »M. 

Y vistos: Éstos autos seguidos de oficio a José Freiré, sin 
apodo, argentino, de veintitrés años de edad, soltero, jornalero, 
domiciliado en Talcal.uala. jurisdicción del dej>artamento o «le 
Julio. ,x>r liomicidio en la persona del subcomisario de ¡x»licía 
don Emilio Alfaro y lesiones al agente Constantino Pítales, de 
los que resulta: 

Que en circunstancias que se encontraban presenciadlo unas 
carreras de caballos (|lK; se corrían con motivo del aniversario 
patrio el 9 de Julio de ítfil, en el paraje denominado "Los Me- 
micos . el subcontisario Emilio Alfaro, en compañía de los seño- 
res Fernando Tossi, Pedro Solanges. José Mattuz, Iti.enaventu 
ra Caliott,, Santiago Sesteni y Emilio Hengton. empleados del 
ferrocarril en construcción de San Antonio a Nahuel llnapi y 
íiendo mas o menos las cuatro d c la tarde, al finalizar una carre- 
ra, se atravezó un |>erro en la cancha, causa |»r la cual se es- 
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panto uno de los caballos que corrían, arrojando en tierra a su 
corredor (fue quedó desmayado a consecuencia del golpe; que 
habiéndose aproximado los concurrentes al caído, con el objeto 
de prestarle auxilio, sintieron un disparo de revólver, y enton 
ees el subcomisario Al faro, preguntó quien había hecho el dis- 
paro, contestándole el procesado José Freiré "yo fui", diciéndole 
. Alian ' "que estaba nial hecho, pues podía haberle pegado a al- 
guna de las personas que se encontral>an allí reunidas", respon- 
diéndole Freiré "que le habia tirado al perro que hizo caer al 
corredor", invitándole el seiíor Alfaro a que dejara el revólver 
en un boliche distante unos cuarenta metros de la cancha de ca- 
rreras, que Freiré después de caminar unos pasos en esa direc- 
ción, se dió vuelta y enquiñando el revólver en la mano <lere- 
cha, se encaró al subcomisario diciéndole : "yo tío entrego mis 
armas, haga usted lo que quiera" y como apuntara en dirección 
a su ]>ersona, Alfaro sacó su revólver, volviéndole a intimar a 
Freiré que dejara sus armas, a lo que éste le contestó: "o tira 
usted o tiro yo" y entonces viendo esta actitud el subcomisario 
hizo un di>paro al aire desde una distancia de quince metros más 
o nienos con visible propósito de intimidar a Freiré, pero éste» 
lejos de ceder, hizo puntería en Alfaro, haciendo fuego, lleván- 
dose éste rápidamente la mano a la aUura del estomago y dando 
un salto de costado, lo que hizo presumir a los testigos presen- 
ciales que fué herülo, sucediéndose desde este momento los dis- 
paros de una y otra i>arte a medida que el subcomisario avan- 
zaba hacia Freiré. Que e:i esa circunstancia el agente Constanti- 
no Pítales, viendo a su superior en peligro, corrió con su revól- 
ver en la mano y aproximándose a Freiré martilló por varhs 
veces su arma sin que ésta diera fuego, razón por la cual guar- 
dándola, abrazó al procesado con intención de desarmarlo, de- 
jándole el brazo derecho libre, haciéndole un nuevo disjn.ro a 
Alfaro y después dió vuelta su revólver en dirección a Pítales, 
que lo tenia sujeto |x>r detrás y le hizo fuego, lesionándolo en el 
hombro al mismo tiempo que hacía un violento esfuerzo, consi- 
guiendo desprenderse de Pítales, qtie salió disparando en direc- 
ción a las carpas ya herido; Que entonces Alfaro hizo otro 
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dUpnro contra Frctne sin confuir tocarlo y tato ft mi ve* apun- 
Mtldo detenidamente hi»> fuego eotttra el *uhcomi*ar¡o pegan- 
dote la bala en la pierna izquierda, quien al sentirse herido di.» 
alquilo* «altos, cayendo en tierra sobre el eostadn izquierdo, 

mientra-* el procesado continuaba avanMitdo martillando su re- 
vólver que no tenia más halas. Que al llegar donde e*tuha el Búb- 
comUnrlo mido, éste, es decir. Alfaro, tirando su revolver qu: 
«fin tenia en la mano, l c «lijo; "no me laxtlmp que ya e*lóy heri- 
do y tu» puedo defendernre". conte»tánd< freiré: "yo te voy .i 
arreglar", mientras sacalm de la cintura una daga cabo de plata, 
COIMO de cuarenta centímetros de largo y lomándole el brazo h 
qulenlo del stilicomisario, se lo levantó clavándole la da^'a hasta 
la t'iupuA»dura en el costado izquierdo, mientras decía en alta 
vo*: "aprendan a matara un hombre"* incorporándose después 
de cometer su liárbaro crimen gritó a los pn%cnte» que presen- 
ciaban este cuadro horrorizado*: con este van trei que hago e. . . 
mamando y si a algium no le pista lo que lie hecho que salga, 
que para lodos alcanza no contestándote ninguno de ¡ire- 
letttea (pie se encontraban desarmados la provocación, retirán- 
lk»e tranquilamente Freiré en dirección al Mlelie, después de 
haber recocido el revólver de mi victima, de donde despareció 
en la madrugóla, sin saber donde dirigía. 

Que los testigos presenciales de v *te lu cilo salvaje %e npro- 
• fclmaroi al subcornisario herido y (rotaron de hacerle» caminar, 
y viendo que no podía lo llevaron hasta la carpa de José Mattuz 
in donde le prodigaron toda clase .le auxilios con lo* escaso, 
medio* de que disponían, falleciendo el mjbcomlaarlo Alfaro n 

la» ilo* de la Madrugada del día siguiente, agregando los testi- 
go* que el procesado no se encontraha ebrlOj DIMM no halda be- 
bido ni una sola copa ese día y además no era aficionado u la be- 
Idda y que tenia fama de homhre malo, razón por la cual no le 
(lidio dar trabajo en loa carros de ta construcción del ferrocarril 
\k l|tte era encargado don José Mattuz. ( Declaraciones de los 
lerttlgOfl presenciales Pédi© Salantes f«. 96 a fu. 31 vta.; fot- 
»»'"!'» To»ri¿ ($. 32 a 37 majtaé Mattuz, 30 a 4/ vta. ; v Bue- 
naventura GálmU 43 « 45 vta. ». 
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CJifc rva/WtHtitt'tíé jttif '<* j»dMa I» CAftflira <le iir/jfjfjfu, ( ;,f 
filé fh'tt'fiífb'fi /|f %wi?\n R)j?fl)0 ((fío en I»» HiHii'ljfn'jMW* 
(le l'íclií Mafitijífa, tf/*|fl <M Mí'* Colorado, jnri*f|jwj/tf| 'I* 

Wtt«w taiúfo B&frito dtf Matfo AMna, mimtf&n^t mi,i 
méim rém'mittHj m wMvtf Wnltíi y Wukmi nitím jfc¡ 

una úm «d" Í*W# « » Ni flfl tremía y «litro y fflfjfó 

cmtífiKHftM # tefjpwr áw f multo de Meto ijim iwf A« ft 
ijjÍmiw p*wriMfe w k Ij/M m\Ató pírai herir «I «iflwmnfMirfs 
Ufare; im mé^u^Afí w#r» tle mm con i»imtn, no jwr ,|«/ I*,, 

tydpra* y iíém txItHtitti ¡0 m iwdo fiwilfimr hi projrfedwi Al 
prttfftf dttUifMiún *M f) ^/wiwirio di Biiefia l'araito, hm-h 
fii««ia í|nc c^jern #í iw4Wti de *« detención por hwAvf táüéti 

muerte fl im *ui>.trtM*HfÍtt 4íf J*>JMa el p dé Julio #| t * ¿jfff f<ñ" ,./ f 

h ím Mmk&¿*4 i#>f*iM h' itítujü y «pllrá mm püfm de «• 
benque, hjuTtíiHtt<*1t> pt)ft0 éí dijo uno «lia Mfw«íííwrin 

dirlgiwe a ñtéki pofiftw HH p$m íWlJwhdów en la oim-'Iw Ih/h 
critf d «tfMrrf Mi / »W tylff tenía vi ílttliirftffte y ija« 
habiéndole »ucf*< MM tÜ*jW> df revólver A ftulw>fflfffftfto f p| 
procesado *»fó í* d*¿¿y /jw \\\{* w\\v*\n\i\i\ y t¡iw rwwiff 
o mío miv;i ( ' -,<< < u i\vmk* arow» y alteó al •wlntrnú^fin 
Ittffrféntfafe ftftoíM* ffl ^1 tWttíto lft|lrier<to y lo #t^j/> # flgw 
gánelo rftM <•! «/^^ Htfifio iJ BgttHi Pítalas rjutf (""fMfMWflf 
•cría Imtomdd ^£tf kUiffí/ pMfi ¿I 'ií* ha IiHim nín amiM 

ftttjto y que «rto 0íMF^ *^ Ineontrabo Inutan»^ ffrfte 

Qtfi rl ptMti**éi HI *M dflfjHMfdil iti<l»K'«torf;» pr^f^l'i 
ante- d jnz^rto « h J#> IMfílfiWtü í)M« líciic WfWfímffrtfl 

el 4iil,vrfnJ^^^ |/^HÍ)í/# Alíaro, íné bfffc^ dMi 
jwuntt él í<*é wWtol» flW 'a tt«íl di) día rf# mmIo« 

corría uní f« '/W ^1 dlllirBntl era iwar((«ifí# tic 

mi" de f«j« ílífeft/»/ ffa iti* MÍHt\b» t t&ñ |H>rmÍH» <h f . mími- ^ím, v 
que cu vfiMMérWkM #fl ^tfl mfwh »e vnrría, un |H»rro »^ alraw 
tó en la ranrfw w mfuéfí ll fWMl del eorrMlór qiii <|fic/|/( /le. 
niayado a c<ftí*?cii*WÍH t\¥\%'*\\n-' el deflftffnfei NUilfldO «ll 
revólver híz/# p«ff« y w> Kíftildfl cor/f6 /i lflnd«F 
ai jinete i-aíti* y ^rtt w m* rimm*t*M\** el infwfníwfío Al' 
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faro, tomándolo del brazo le dijo que él no tenia porque usar 
armas d< fuego, habiendo |iolicia ; contestándole el declarante 
que por eso le había pedido antes de la carrera que no dejara 
arrimar gente co:i perros, porque el caballo era bastante arisco ; 
que Al faro le pegó un rebencazo, dkiéndole: "andá no más" v 
que después de desocuparse de la carrera hablaría ¿on él, diri- 
giéndose el declarante al boliche llevando al jinete caido. y que 
de pronto él subcomisario sacó su revólver, dirigiéndose ál ac- 
larante, quien viendo esta actitud dejó al enfermo en el sucio y 
e armó a su vez de su revólver y en ese instante el subcomisario 
Al faro le hizo un disparo a lo que el declarante le contestó con 
otro, y al tratar de hacer el segundo le falló el tiro, por lo que 
dejando el revólver sacó la daga y atacó al subcomisario que 
seguía disparándole y alcanzó a herirlo, cayendo a! suelo. Que 
durante su lucha con el subcomisario Al faro, el agente Pítales le 
hizo tres disparos que lió dieron en el blanco y que después de! 
hecho se quedó en los a!rede<lores hasta la noche en que *c au- 
sentó en dirección a Pilcaniyco con intención de pasar un tiempo 
y presentarse a la autoridad, reconociendo en este acto la daga, 
el revólver, cuchillo y boleadoras que se le ponen de manifiesto, 
como de su propiedad y ser los mismos que le secuestró la poli 
cía ál ser detenido en la costa ('el rio Colorado ffs. 76 a 78). 

Que elevada la causa a plenario, el fiscal acusa de fs. 87 á 
89 y pide (pie el procesado José Freiré sea condenado a la pea* 
de 25 años de presidio, mientras que la defensa impugna e«e 
dictamen, fs, 92 a 04 vita, y solicita la absolución de culpa y car- 
go de su defendido. 

Que no se ha producido ninguna pruela según el certificado 
del actuario de fs. 05, habiéndose llamado autos para sentencia. 

Considerando: 

1." Que los dos hechos delictuosos deque se acusa a! proce- 
sado están probados por t<wias las constancias de autos v espe- 
cialmente por los informes médicos de fs. 65 y 66, Cy a 68 vta. 
69 y 81 y por la partida de defunción de f«. 85.' 
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Z? Que la responsabilidad del roo en los delitos que se te 
imputan se halla plenamente comprobada en autos por una aca- 
llada, precisa y concordante prueba de testigos, insospechables 
qtie no deja la menor duda de su responsabilidad no obstante *u 
negativa en su primera declaración que no hizo uso de armas de 
fuego, contradicha después en la que prestó ante el juzgado, y 
por los testigos presenciales del hecho, ya citados. 

3." Que examinadas las constancias de autos resulta plena- 
mente prohado que el i) de Julio de 191 1, entre cuatro y cinco de 
la tarde, fué herid»» gravemente el sul>comisario de |K>lícia don 
Kmilio Al faro por el procesado, quien después de cambiar varios 
disparos y habiéndolo lesionado en la pierna y ya caído en el 
sítelo, desarmado y pidiéndole que no lo lastimara i>orquc no po- 
día defenderse, le levantó el brazo izquierdo sepultándole una 
daga en el mismo costado y lesionando también de alguna consi- 
deración de un tiro de revólver en el hombro al agente Constan- 
tino Pítales, qtic ocurrió en auxilio de su superior que víó en 
peligro |>or la agresión de Freiré, no pndiendo conseguir su in- 
tento jx>r haberle fa!la<lo su revólver y al pretender abrazarlo 
para desarmarlo fué lesionado ¡x>r el procesado, quien después 
de recoger el revólver de su victima se ausentó tranquilamente, 
siendo capturado un mes después en las costas del río Colorado, 
secuestrándole las amias certificadas en su indagatoria y dos 
caballos cuya procedencia no puede comprobar. 

3." Que el procesado ha prestado declaración, primero ante 
el comisario I ionio que lo captures corriente a fs. 1 vta. a 4 en 
la que manifiesta que hirió al suheomisario Al faro porque éste 
le estrujó y le asestó un rebencazo en la espalda, haciéndole un 
disparo de revólver, |>or lo que él sacó sti daga y lo atacó infi- 
riéndole una puñalada en el costado izquierdo y lo dejó, negando 
(pie hubiera usado armas de fuego, ni lesionarlo a! agente Pita- 
Ies que dice, que debe haberlo herido el subeomisario Al faro, 
manifestando que se encontraba bastante ebrio, hcho* r¡uc *e 
encuentran totalmente desvirtuados por las declaraciones de los 
testigos presencíales, que manifiestan uniformemente que Frei- 
ré 110 había tomado ni una copa, que estaba en su estado nonti i! 
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y que no era aficionado a la bebida, aunque tenia lama de hom- 
bre malo, ratón ,>or I. cual no quiso darle trabajo en lo, carro; 

tt t ^T lKa ^ Cl ferrocarril e] «««8» Mattux, cuando lo 
solicito. Que a fe. 76 pre,ta dedararión ante el jurgado y al re- 
conocer como .suyas las armas q Ue se le ponen de manifiesto v 
declara que h.zo fuego con s„ revólver contra el subcomNario 
por las mismas causas que expresa e: , su declaración de fs. 2. 

5" Que las declaraciones del procesado no puedan tomarse 
en coiwderacmn, pues son manifiestas sus contradicciones, y cu 
co:isecucncia la ])oca o ninguna sinceridad de sus declaración»* 
que resultan mentirosas. c stán en ojwsictón a lo manifestarlo por 
los testigos del sumario uniformemente. El defensor manifiesta 
que su defendido ha obrado c:, legitima defensa, pero „i siquiera 
ha intentado ,»r«har su aserto, dejando transcurrir el término dé 
prueba sm producir ninguna, limitándose a pe-lir la absolución 
de su defendido, a quien considera qae ha obrado en defensa de 
la vida amenazada, cu contradicción manifiesta a las constancias» 
de autos ; en efecto. ninguno de los testigos presenciales, ha visto 
que el sulKomisario injuriase y menos que le aplicase 
golpes de rel,en ( ,«c e„ la espalda al procesado. q„e se ve clan- 
mente que ha expresado esto, pan eludir o atenuar su responsa- 
bilidad en el IwrUiro hecho cometido contra el sulicomisario \1- 
faro y agente de polisia Constamina Pítales, que -»e encontraban 
all», en cumplimiento de los deberes de su cargo. 

fy" Que el delito s„b judke lia sido cometido con las agra- 
vantes oe haber aumentado deliberadamente el mal. causando 
otros innecesarios para su ejecución de! art. 84 del Código 
lenal ; en efecto, la teatralidad repugnante de que ha hecho 
gala d reo. para ultimar su victima indefensa, que va inútil le 
imploraba que n., lo lastime |H.rr,uc no puede defenderse, rue- 
gp que no alcanzó a desarmar al procesado, que con toda su san- 
gre fría, le sepulta la daga al infeliz subcomisario que yace en 
tierra herido e indefenso. po„ e „ de manifiesto l a relajación mo- 
ral del reo^comp sujeto anormal e inadaptable con la sociedad, 
que según Carrara. coloca al hombre en situación peor que la 
fiera, porque ,»rocede por odio al género humano. (Carrara, 
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Curso ele Derecho Crim., Tonto I, Omicidio )0t líbidini de 
sangre >. 

Gowurren, además, las agravantes 15 y 18 del art. y Código i 
ya citados por hállenla efectuado en personas que ejercían auto- 
ridad pública y haber empleado la daga para ultimar a Al faro, 
que e> un anua prohibida por los reglamentos. 

7" Q uc dei>e declararse c! caso sub judice, comprendido en 
el art. 17 Capítulo I, inciso \:\ do la ley 4189, teniéndose en 
cuenta para la aplicación de la pena, lo dispuesto en el art. 85 
del Código Penal y que no concurre ninguna atenuante y sí las 
agravantes de los incisos 3. 15 y 18 del art. 84, del mismo código. 

Por estas consideraciones y de acuerdo con lo pedido por el 
señor Fiscal: Fallo: Condenando a José Freiré, a sufrir la iiena 
de veinticinco años de presidio, treinta días de reclusión solitaria 
en los aniversarios del crimen, accesorios legales y pago de las 
costas procésale*. Regístrese, notífíquese origina] y elévese en 
consulta a la Kxema. Cámara, sino fuere apelada. — P, S. Agui* 
Itir. — Ante mi : Ramón Ésfectic. 



SKNTK.VCIA 01: i.a Cámara fkokkai. dh vi'i:i. U lox P.S 

U nato, NoWetrtw 21 de 1914. 

Visto* v considerando: 

One el cuerpo de los delitos de homicidio y lesiones está ple- 
namente comprobado con los informes médicos de fs. 65 a 68 y 
la partida de defunción de fs. 85. 

yue la culpabilidad del procesado Freiré surge de manera 
indudable, de su propia indagatoria y de la abundante prueba 
testiim -nial í fs. 76 a 78, 96 a 31. 32 a 37, 39 a 42. 43 a 45). 

Qtíe no cabe ante ella, admitir la excepción de legítima de- 
fensa por el sólo dicho del procesado, toda vez que todas las 
constancias del sumario le son en extremo desfavorables y au- 
torizan a dividir la confesión en perjuicio del confesante. J^os 
testigos que han declarado no se encuentran afectados por ta- 
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chas o inhabilidades de orden legal, de que ni siquiera sé ha he- 
cho mención en el curso de la cansa: todos ellos son concurren- 
tes a las carreras, durante las cuales se produjo «1 sangriento su- 
ceso y que por tanto pudieron presenciarlo de cerca, sin otro, 
vínculos con las victimas y victimario qué los comunes que re- 
sultan de las relaciones de los hombres entre si, cnando concu- 
rren a un mismo sitio y con un mismo objeto. En consecuencia, 
sus declaraciones como procedentes de testigos hábiles qué de- 
ponen sobre hechos (pie han presenciado hacen plena fe respecto 
de éstos, dé acuerdo con el art. 307 del Código de Ptpcedinwen- 
tos Criminales sin que sea una presunción en contra de su vera- 
cidad la resultante uniformidad de estas declaraciones, toda vez 
que se trata de un delito, que por sus circunstancias exfraordi- 
nanas ha debido causar una tortísima impresión entre los pre- 
sentes que lógicamente se traduce de idéntico modo. 

Que la calificación legal del delito de homicidio que lia for- 
mulado el a i/iio no se ajusta a las constancias ,| c auto- ni aún al 
concepto de sus propios considerandos. 

\o se trata, en efecto, de un homicidio común con agrayan- 
tc más menos poderosas, previsto y castigad.» en el art. 17. 
Cap. 1 • inc. 1" de la ley 41%: las modalidades del delito consu- 
mado lo perfilan claramente como homicidio calificado que debe 
encuadrarse en el inc. 3» ilel citado artículo; el mismo a quo lo 
demuestra en estas acertadas expresiones... '«la teatralidad re- 
pugnante de que ha hecho gala el reo para ultimar su victima ¡11- 
defenas. que inútilmente le imploraba no lo lastime porque np 
m-ede defenderse, ruego «pie no alean//» a desarmar al procesado 
que con toda su sangre fria le sepulta la daga al infeliz subcomi- 
sario queyaceen tierra herido e indefenso, jvonen de manifiesto 
la relajación moral del reo, como sujeto anormal e inadaptable a 
la sociedad, que según Carrara, coloca al hombre en situación 
peor que la fiera, porque procede jx.r odio al genero humanó. 

Como se, pues, el a quo establece perfectamente una de ¡as 
características del homicidio calificado, enumerada en el inciso 
3.". letra a del art. 17: "el q„ e mata a otro |>or impulso de per- 
versidad brutal". 



DE JUSTICIA DE LA NACION 8» 

Fruto <!e éste, e* también el ensañamiento que demuestra el 
procesado que no satisfecho con haber derribado de un balazo a 
Stt victima la ultima cruelmente en el suelo, levantándole e1 bra- 
zo izquierdo y busca en su ferocidad la región cardial para hun- 
dir su enorme cuchillo, y exclamar acto seguido "aprendan a 
matar un hombre". 

Que cótl arreglo a la dis¡>osiei»'»n legal citada y a la jurisprti- 
denclá de este tribunal, corresponde aplicar al reo la junia de 
muerte, no obstante la atenuante que resulta ele autos (art. 83, 
inciso 8."), toda vez que la ley de reformas derogó el inciso i. w 
del art. 04 del Código Penal. 

Tero habiendo la Suprema Corte interpretado el caso Cii 
forma contraria y favorable al procesado, debe aceptarse la alta 
jurisprudencia, y en su mérito confirmar la ]>cna impuesta |>or 
el inferior. 

Por estos fundanicntoa y sus concordantes se" confirma, con 
costas la sentencia apelada de fs. 07. Devuélvase. — K. (¡nulo 
hayafíe. — Marcelino Escatada. — Jos* Marcó. 

I Wt.I.O I. A CORTK Sl'l'RKMA 

Bueno* Aires, jimio 19 de 1915. 

Vistos y considerando: 

Oue están flebidanicnte comprobados en estos autos loa de- 
lito?» de homicidio y de lesiones perpetrados por el procesado, el 
primero en la persona de Emilio Al faro, suheonrisário de policía 
del territorio nacional del Río Negro, y e! segundo en la persona 
de Constantino Pítales, agente de policía del misino territorio. 

Que el informe médico de fs. 65 en cuanto a la naturaleza 
de la- heridas inferidas a! subcomisario Al faro a que dicho in- 
forme se refiere, no ha sido o|x>rtunamciUe impugnado ni las 
deficiencias que pudieran contener le quitarían en todo caso su 
valor probatorio (argumento, art. 325, Código dc Procedimien- 
tos en lo Criminal ). 
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Que la pena de (25) veinticinco años de presidio, rccltísíj.i 
solitaria en los aniversarios de! crimen y demás accesorios lega- 
Ies, que se ha impuesto al reo. se ajusta a lo dispuesto en C j ar- 
ticulo 17, Capitulo 1, inciso y de la ley 4 iKj, combinado con e! 
art. 83, inciso 8." del Código Penal. 

Por ello y sus fundamentos concordantes, Se continua, con 
costas la sentencia apelada de fs. 114. Ndtiftjiiésé originé y 
devuélvase. 

.V Hkk-Mkjo. — Xicanor G. i)i:r. 
Solar. — M. p. Daract. — 
D. E. Palacio, 



causa suri 



Don Martelo López, contra el Ferrocarril Central Argentino, 
por reizindicacum; sobre competencia 

Sumario: Xo eorresi>oride a la justicia federal por razón dé la 
distinta vecindad de las ¡wrtcs, e¡ conocimiento de un juicio 
e:i el qué uno de los actores tiene la misma vecindad ijue el 
demandado (art. 10 de la ley 48). Xo basta oponer la excep- 
ción de imomi»etcncia de la justicia loca!, para tener por 
acreditada la jurisdicción federal y preten ler que por acue- 
lla circunstancia del>c estimársela ¡>or firme. 

I.a demanda por reivindicación de un inmueble ocupado 
en virtud de un juicio de expropiación, no puede -cr i-.,n i 
deraJa como un incidente de este último si resulta que ta! 
juicio de expropiación quedó <in efecto albino. 

í aso : Lo explican las piezas siguientes : 
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SKNTKXCIA j I KZ DK I.' INSTANCIA KM I.O CIVIL V CoMKKCIAt, 

Rotarlo «t Santa Fé, Mayo 15 de 1913. 

AUtOS y vUtos: 

La excepción de incompetencia de jurisdicción interpuesta 
a fs. 28 \H)r ta parte demandada- en los autos caratulado; "Ma- 
riano López contra el Ferrocarril Central Argentino sobre reí* 
vinlkactón", de líos que resulta: <Jue opuesta la excepción fun- 
dada en las razones expresada- en el escrito de fs. 28 se corrió 
traslado a la parte actora la cual Id evacuó a fs. 45, pidiendo que 
en virtud de las razones que aducen, se rechacen las pretensiones 
formuladas y se ordene al demandado conteste derechamente la 
demanda a lo que se proveyó se remitieran los autos al juzgado 
de origen ¡»« >r haber desaparecido la causa en virtud de la cua! 
vinieron a conocimiento del proveyente. Y en virtud del decreto 
de fs. 54 volvieron nuevamente los autos al juzgado y proveyen- 
do lo que al estado de ta causa corrcsjKtndía se atirió el incidente 
¡M>r diez días, se ofrece y produce ]x>r el actor la documental co- 
rriente 3 fs. 35 a 41, 58 a 67; a su vez el demandado ofrece la 
documenta! que expresa en su escrito de fs. 70 y que corre en 
autos de fs. 72 a 74, 35 a 41 y 58 a 67. Dada la intervención co- 
rrespondiente al señor agente fiscal, este funcionario dictaminó 
a fs. 70 y por los fundamentos que aduce considera que el caso 
es de la -competencia del proveyente. Clausurad*) el término de 
prueba a pedido del actor, y previo informe del actuario, estando 
agregada la producida, se designó audiencia para informar, haf 
ciénolo las partes por sus escritos de fs. t<$ a 93, quedando ta 
causa éá estado, se llamó autos para sentencia y considerando : 
i." Oue la excepción fie incompetencia opuesta por el demanda- 
do considero que no puede prosperar en el caso sub jud¡ci\ dadj 
la naturaleza de la cuestión que se lia iniciado y los elementos 
traídos a juicio para resolverla. En efecto, la expropiación a que 
se refiere ¿1 demandado, por la giíal pretende que el conocimien- 
to de esta causa eorres|Nmde al fuero federal y como consecuen- 
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cías de aquélla, no existe, desde el momento que jx>r !a sentencia 
cuyo testimonio corre en estos autos a fs. 36, 37, 38. 39 y 40 se 
resolvió c|iie c8 terreno de QUe se trata en la presente cuesiión, no 
sé encuentra sujeto a expropiación y <|iie en consecuencia, su 
dueño puede disponer libremente de él. Sentencia que ha pasado 
en autoridad de cosa juzgada en virtud de lo resuelto ]>or la Su- 
prema Corte de Justicia, cuyo testimonio corre a ís. 40 y 41. 
Siendo esto asi, no es iwsiUe, como lo pretende el excepeionantv 
que la cuestión que se ventila tenga relación alguna con la ex- 
propiación referida, en razón d c ser ésta una cuestión definitiva- 
mente concluida y debe considerarse como si nunca hubiera exis- 
tido en relación a este juicio. 2° Que tampoco es viable en este 
caso el fundamento aducido, del diverso domicilio de las partes, 
en razón de que en e! presente -caso se trata de una acción reafl y ' 
y no personal ; y de acuerdo con lo dis|mesto en el art. 8." del 
Código dc Procedimientos, es juez competente para conocer de 
las acciones reales, ol del lugar en 'que estén situado* todo* o aí- 
gUiios dc los inmuebles sobre que versa !a acción. Esta sofá consi- 
deración, es suficiente a demostrar que no es eficaz el razona- 
miento del demandado en esta parte. Ten» dada la naturaleza de 
la cuestión considero conveniente para su mayor ilustración f 
confinna^ión de la tesis sostenida por el tribunal, transcribir 
áqtii lo expuesto por el doctor Machado en el tomo t. s de su 
ohra -Comentario del Lo digo Civil Argentino, al comentar en la 
pág. 07 di art. 44 del Código Civil, dice: Cna corporación pue- 
de tener su asiento en un luy.ir y en otro su dirección, | K »ro en 
cuanto a las obligaciones contraída- debe ser demandada donde 
tengii la difecciói), a menos </,• tratarse dc acciones reales". Tam- 
bién la jurisprudencia es decisiva al respeto y asi pueden citar- 
se ol fallo de la Suprema Corte Nacional contenido en el tomo 
¿'\ ¡úg. 80, que dice: "no mediando contrato, acción real, o al- 
guna otra circunstancia que limite la réglá, el actor delw seguir 
el lucro del reo. pues el art. 2." ley de jurisdicción, ha estableci- 
do la competencia de la justicia federal entre extranjeras y ar- 
gentinos y entre vecinos de distintas provincias, sin estatuir ni al- 
terar en nada el derecho o mfin sobre las causas de surtir e! 
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fuero"; y los «le la Cámara Civil de Apelaciones de la Capital 
contenidos en los tomos 98, pág. 32$; tomo 127, pág. 385: tomo 
l¿¿ ]>ág. i¿ ; tomo 14, jmg. 411. 3." Que también carece de efica- 
cia la argumentación del cxccpciotiantc de que, el actor alega tío 
se ha dado al terreno el destino que había motivado la expropia- 
ción, desdé que esta argumentación no es fundamental como e 
sostiene, ni puede ella hacer surtir el fuero federal, desde el nio- 
mento que, como acatamos de ver. el mencionado terreno no se 
encuentra sujeto a expropiación ; y la ocupación de él por la ]>ar- 
te demandada después de esa resolución, no puede fundarse en 
olla ni aunque haya sido datla en virtud de las diligencias inicia- 
das, y m> es el momento tic entrar aquí a examinar los funda- 
mentos de la ocupación. Por estas consideraciones y las pertinen- 
tes, de los escritos de fs. 45 y 85 y lo dictaminado ¡*>r el señor 
Agente Fiscal a fs. 76, juzgando en definitiva, fallo: Xo hacien- 
do lugar a la excepción de incompetencia de jurisdicción opuesta 
por oí demandado y ordenar que una vez ejecutoriada, conteste 
derechamente la demanda, con costas. Regulo tos honorarios del 
doctor Paganini y señor López Zamora en las sumas de un mil 
y quinientos pesos nacionales, respectivamente, llágase saber, 
regístrese y repóngase* — Eduardo López. — Ante mi: Emilio 
Robirosa, 

SXTKNi'l \ OI- Í\ CA M ARA DE APKI.ACION KM I.O CIVII. Y* COMKRCIAt* 

Ruarlo, Noviembre M de »|H. 

Autos y vistos: 

Los seguidos por don Mariano López contra eJ Ferrocarril 
Central Argentino, por reivindicación de un inmuelie, venidos 
en apelación de la resolución de fecha 15 de Mayo del corriente 
año. obrante a fs. o& que resuelve el ¡neníente de incompetencia 
de jurisdicción propuesto por la parte demandada e:i forma de 
articulo de previo y especial pronunciamiento, no haciendo lugar 
a la excepción propuesta, de los que, 
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Resulta: 

1. " Que promovida la acción y citada y emplazada la Kmprc- 
?a dcniandada, ésta comparece al juicio y en la estación y térmi- 
noSegal oportuno, opone para contener la demanda la excepción 
dilatoria de incompetencia de jurisdicción. Ai*. 986, ,nci<o 1 " 
Código de rrocedimientos. 

2. " Que funda dicha excepción en las siguientes argumenta- 
clones: «) en la circunstancia de tener el actor su domicilio ¿n 
esta provincia y la compañía o empresa demandada en la Capital 
(le la República, donde funcionan su directorio o administracio- 
nes principales. siendo a los efectos del fuero las sociedades anó- 
nimas consecradas como de nacionalidad argentina, según 'o 
tiene resuelto la jurisprudencia de la Suprema Corte Xaciona!. 
b ) en la circunstancia ,|e resultar de los antecedentes expuesto; 
en la demanda que el ferrocarril ha entrado en la jwsesió,, «| c ! G , 
terrenos que se reclaman en virtud de un juicio de expropiación 
pro.uov.do ante la justicia federal ,K,r e l Gobierno de la Nación 
en cumphnuento de leve* del 1 1. Congreso, juicio aún no termi- 
nado, loque vale decir que está pendiente, eírcuñstacia esta que 
hace que deba intervenir en la incidencia el mismo juez que dictó 
y mando ejecutar la resolución de entrega del inmueble ; de otro 
modo se dice, resultaría que un juez con jurisdicción ¡ocal, po- 
dría conociendo en el incidente, rever las decisiones de un jues 
federal en causas de su exclusiva competencia, que es lo que en 
c sub judiee pretende la parte de don .Mariano López, c ) en aa¿ 
el demandante lia fundado la acción de reivindicación deducida 
en e! art. 19 de la ley nacional de expropiación de 13 de Septiem- 
bre de 1886, que autoriza al expropiado a retrotraer al dominio 
privado la cosa expropiada, cuando no se le dá el uso o destino 
para el cual ha sido tomada ; qué tratándose de la aplicación de 
u:ia ley especial del Congreso, como es la de expropiación de 
1886. es la justicia federal la competente para intervenir en di- 
cho pleito. 

3" Que substanciada esta exección |x>r el trámite del juicio 
or imano de menor cuantía (art. 956 Cód. de Procedimientos) y 




llamados los autos para resolver la incidencia, el inferior con fe- 
cha 15 de Mayo del corriente año, dictó la sentencia de fs. 98, 
por la que resolvió no hacer lugar a la excepción opuesta, orde- 
nando que la parte demandada contestara derechamente la 
demanda. 

4." Que contra esta resolución se interpuso por la parte del 
Ferrocarril el recurso de apelación, que ha traído estos autos a 
conocimiento de este tribunal. 

Y considera mío : 

1. ° Que el fundamento de la excepción de incompeten- 
cia que se hace valer en primer término, es el de la distinta ve- 
cindad de las partes, a mérito de tener su domicilio en esta- pro- 
vincia la parte demandante y en la Capital de la República la 
Kmprcsa demandada, por ser allí donde funcionan sus directo- 
rios y administraciones principales, y ser amitos de nacionalidad 
argentinos de acuerdo con la jurisprmiencia de la Suprema Cor- 
te, según la cual las sociedades anónimas son consideradas como 
de nacionalidad argentina a los efectos del fuero. 

2. a Que la circunstancia invocada o alegada por la parte del 
ferrocarril, para determinar que su domicilio está en la Capital 
de la República a los efectos de determinar el fuero, no es bas- 
tante, ]K>rque dentro de la ley (art. 90 inciso 4" Código Civil), 

I "las compañías que tienen muchos establecimientos o sucursales 
tienen su domicilio especial en dichos establecimientos para la 
ejecución de las obligaciones contraidas en dicho lugar", disposi- 
ción que concuerda con la del art. 44 del mismo código, como 
caso de excepción establecido por la ley de un modo expreso. 

3. ' Que en este mismo sentido puede y debe invocarse tam- 
bién el art. 9. de la ley número 48 de 14 de Septiembre de 1863. 

4. " Que por otra parte, la jurisprudencia de la Suprema 
Corte asi lo tiene consagrado uniformemente. Pueden verse en- 
tre otros casos los que se contienen en los siguientes fallos, tomo 
4<>. páginas 22 y 23. "Las compañías que tienen sucursales, pue- 
den ser demandadas en el lugar donde las tengan, para el cum- 
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plimiento de las obligaciones contraídas allí, y que deben cum- 
plirse tim Tomo 17, pág. I$& "Las sociedades anónimas tienen 
su domicilio en la provincia donde funcionan, sea como casa 
principal o como sucursal". Tomo pág. $2. "t'na compañía 
anónima cuya existencia y formación aparece autorizada por le- 
ves de una provincia, se considera a los efectos del fuero, como 
ciudadano vecino de esa provincia, aunque su directorio este 
constituido y funcione en el extranjero". Tomo 37, pág. ¿43. -— 
"Las sociedades anónimas son reputadas a lo sefectos del fuero 
como ciudadanos vecinos del lugar en que hicieron sus negocios". 
"Las sociedades anónimas son reputadas a los efectos del fuer » 
citados y jurisprudencia invocarla y teniendo como tiene él ferro- 
carril Centrad Argentino, demandado en el sub judice, oficina 
y dependencias en esta provincia, este es el lugar de su domicilio 
a los efectos del fuero, para los negocios realizados y obligacio- 
nes contraídas en esta provincia. 

6.° Que por tanto la c au>al alegada para fundar la incompe- 
tencia «le jurisdicción, por razón de la distinta vecindad o dom - 
cilio de las partes, es evidentemente improcedente. 

7- n Que, además, constando como consta de autos (diligencia 
de fs. 73 vta.) quetlon Mariano P. López, que es uno de lo< he- 
rederos de don Mariano López, reside o está domiciliado en li 
Capital de la República, tampoco surte el fuero federa! de acuer- 
do con lo expresamente legislado .por el art. 10 de la ley 48 citada. 

8.° Que por otra parte, es principio de derecho universal- í 
mente admitrdo, que en las acciones reales, el juez competente 
para conocer de ellas es el del lugar donde están situados los bie- 
nes que son ohjeto de ellas l : oru m rei sitae o el de! domiciüo a 
elección del actor. A>í lo establecen de nn modo expreso los ar- 
tículos ;."\ 8. n y 9." del Código de Procedimientos de la provincia 
y lo consagra también de un modo expreso la jurisprudencia de 
la Suprema Corte. Véanse, casos contenidos en los siguientes 
fallos: trino pág. 3!. "Las acciones reales pueden ejercitarse 
ante el juez del lugar de ios bienes o domicilio del deudor". To- 
mo 2!, pág. 201. "Las acciones reales pueden deducirle en el lu- 
gar de los bienes o c n el domicilio dul demandado a elección del 
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actor". Tomo 16, pág. 344. "Eji las acciones reales es. juez com- 
péleme el tlcl lugar donde se halla Ja cosa demandada, precin- 
diendo del domicilio do los demandados". Tomo 2, i>ág. 80. "No 
mediando contrato, acción real it otra circunstancia que limite la 
regia, el actor debe seguir el fuero del reo". El fuero general que 
se determina por el domicilio de las personas, sufre asi excep- 
ción cuando se trata de acciones reales, en cuyo caso rige el prin- 
cipio fomm reí silae o sea el fuero del lugar donde o«tán situa- 
dos los bienes. 

9** Qñe I*>r tanto es indudable que la acción sub judkc, que 
os por reivindicación y ]>or ende de naturaleza real, ha sido bien 
instauraba al instaurarse ante el juez donde están situados los 
bienes, descartada como está la distinta vecindad de las jwrtes. 

10. Oue respecto de la causal que también se hace valer, 
fundada en la circunstancia de tratarse de un juicio de expropia- 
ción aún no terminado, del cual la acción sub judkc es una con- 
secuencia, y como tal está sujeta a la jurisdicción del juez de lo 
principa!. <k*l>e decirse que tal afirmación no es exacta, pues las 
copias o testimonios autorizados que obran de fs. 35 a fs. 41 y de 
fs. 58 a 07, hacen ver y evidencian con toda claridad, que el jui- 
cio de expropiación que se inició y a que se refiere la parte de- 
mandada, terminó |w>r resolución judicial, en la que se declaró 
que e! terreno hoy reclamado, no se cncoritrat» sujeto a expro- 
piación y que ]x>r tanto su -dueño podía disponer libremente de él 
(scnteiKia del juez federal doctor don Gualberto Escalera y Zu- 
viria. de fecha 3 de Noviembre de 1887. obra en las copias acom- 
pañadas por la parte actora). Que esta sentencia quedó firme y 
ejecutoriada por desistimiento del Gobierno Nacional presentado 
ante la Suprema Corte, Tribuna! al cual Se remitieron los autos 
en jurado de apelación de dicho fallo. 

1 f ." One siendo e<;to así y estando la causal alegada, funda- 
da en un hecho inexacto, ella no puede prosperar en el sentido 
que >c pretende. 

12. Oue respeto a la última causal alegada como funda- 
mento de la excepción deducida, o sea la de que el juez ordinario 
incompetente, por exigirse como fundamento de la demenda, 
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la aplicación de la ley nacional de expropiación, ella carece de 
toda importancia seria, pues basta leer el escrito de demanda 
para convencerse de que «1 argumento que se hace a base del ar- 
ticulo 19 de la ley de expropiación es accidental y hecho con el 
simple objeto de extremar la dilucidación del caso dentro de 
normas de la más extricta justicia. La base de la demanda rei- 
vindicatoría, la que fundamenta la acción, está en la solución 
dada por la justicia federal, que establece que el inmueble recla- 
mado no está sujeto a expropiación y (pie [*>r lo tanto sil dueño 
puede disponer libremente de él. Esta es la relación de los hechos 
en que se funda la demanda, como puede constatarse leyendo el 
escrito pertinente. 

13. Que por tanto esta causal tampoco puede ser óbice pafá 
la competencia de la justicia ordi naria en la acción deducida. 

Por lo expuesto la Tercera Sala integrada con el señor Pre- 
sidente de la Cámara doctor Alian y con el vocal de la 1. a Sala 
doctor Bravo (ver decreto de fs. ). Resuelve: confirmar con 
costas la sentencia apelada que no hace lu»ar a la excepción de 
incompetencia <lc jurisdicción propuesta por la parte del Ferro- 
carril Central Argentino. Repúlanse en quinientos pesos los ho- 
norarios de! doctor Paganini y en doscientos cincuenta pesos el 
del procurador don Manuel I/>pe;> Zamora. Hágase saber, re- 
póngase el sellado y bajen. — Miau. — Ha'ujorria. — Bravo. — 
Ante mí: .liberto .Irías. 



iuctamkx peí, sr. PROCURADO* .:i:xi:uai. 



Suprema Corte: 

De acuorvlo con lo pre-eript<> por v) art. 14, hkíso 3." de la lev 
48, «corresponde declarar procedcite el recurso deducido. 

Ha sido invocado ]>or el recurrente el fuero federal para co- 
nocer en la presente causa, y la 'decisión recaída al respecto ha 
desconocido ese privilegio l Tomo 66, páginas 347 y 354). 
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Por sus fundamentos debe confirmarse el fallo apelado. 

Instaurada la demanda de reivindicación a que sé refiere 
este asunto, ante la justicia ordinaria, el demandado opuso ex- 
cepción «de incompetencia alegarfdo que, para entender en ella co- 
rrespondía la jurisdicción federal, en razón <le la distinta vecin- 
dad de las partes, por estar domiciliado el actor, dim Mariano 
López, en la provincia de Santa I*c, y el demandado, el Ferroca- 
carrH Central Argentino, tener su domicilio, o sea el asiento de 
sn directorio princijvil en esta Capital: y a mérito, asimismo, de 
ser anillos de nacionalidad argentina, jn>tifkándose, la de la em- 
presa demandada en la doctrina quid la jurisprudencia dé la 
Corte Suprema lia establecido respecto de la nacionalidad de las 
sociedades anónimas. 

Kn primor término, la circunstancia de que el ferrocarril de- 
mandado tenga en la Capital su directorio central, no basta para 
justificar el domicilio, a los efectos del fuero, pues según lo pres- 
eripto pói e! art. «jo. inciso 4." del Código Civil, "las compañías 
que tienen muchos establecimientos o sucursales, tienen su domi- 
cilio es|>ecial de dichos establecimientos para la ejecución de las 
obligaciones contraídas en dicho lugar'*, y adema*, como en el 
caso snb yWíiV.se trata de una acción real, debe prevalecer el 
asiento que tenga la corporación en el jugar del inmueble, de 
acuerdo eOn b que establece el art. 44 del Código citado. Asimis- 
mo, la disposición del art. 9" de la ley 48, que reputa a las corpo- 
raciones anónimas que bagan sus negocios en una provincia, 
como ciudadanos vecinos de la provincia en que se hallan csta- 
blocKIos, autoriza también a declarar improcedente en el caso la 
justicia federal invocada por razón de la distinta vecindad de las 
partes. 

En cuanto a la causal aducida j»or el exccpcionantc, de que 
la acción de que se trata está vinculada a un juicio de expropia- 
ción aún no terminado, y que, por tanto, de!>e quedar sujeta a la 
jurisdicción del juzgado en que tramita lo principal, resulta in- 
exacta de las constancias de autos, como lo prueban los testimo- 
nios agregados a fs. 35, 41 y 58, de los que se desprende que el 
juicio aludido por el demandado, se ha resuelto judicialmente, y 
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la sentencia ha declarado que !a> tierras (jue se reclaman estaban 
libres de expropiación. 

Resulta de k> expuesto, que la jurisdicción local en que fué 
entablada la demanda, es la componente para entender en la 
misma. 

Por ella y jurisprudencia de Y. K. (Tomo 17, pág. 156; 
tomo 37, pág. 343), pido a Y. E. se sirva «infirmar la senten- 
cia apelada. 

Mió Botct. • 



FALLO DE I.A COR** Sl'TkKMA 

Buenos Air«», junio 19 d« 191 :. 

Vistos: 

líl recurso extraordinario 'del art. 6& de la ley 4055 y 14 
inciso 3? de la número 48, interpuesto ¡x>r la empresa del Fe- 
rrocarril Central Argentino contra sentencia de la Cámara de 
Apelaciones 2." Circunscripción de la ciudad del Rosario que le 
ha denegado el fuero federal en el juicio iniciado por don Ma- 
riano Lépese, sobre reivindicación, y 

Considerando: 

Que opuesta como previa \k>t la empresa, la excepción di- 
latoria de incompetencia de la justicia loca!, por la distinta ve- 
cindad de las partes, la sentencia apelada hace constar que uno 
de los herederos de López ( don Mariano) que intervienen 
como actores por haber sucedido en los derechos de su causante, 
déspués de iniciada la demanda ante la justicia ordinaria, es 
vecino de la Capital de la República, domicilio y vecindad pre- 
tendidos para si \x>r dicha empresa. 

Que ello establecido sin contradicción, es de aplicarse el 
art. 10 de la ley de jurisdicción y coiiq>etcneia númcTo 48, que 
prescribe que en todos lrrs casos en que dos o más personas 
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asignables pretendan ejercer una acción solidaria para qtte cai- 
gan bajo la jurisdicción nacional, se atenderá a la tiacionalida 1 
o vecindad de teñios los miembros de la sociedad o .omunidid, 
dC tal modo que será preciso que cada uno de ellos individual- 
mente tenga el derecho de demandar ante los tribunales navio- 
nales (Fallos, tomo 17, pág. 446; tónW 27, páginas 35 v 329 y 
otros). 

(Jue no liasta oponer la excepción de ¡ncómpetenciá de la 
justicia local, para tener jx>r acreditada la jurisdkcipii federal 
y pretender que por aquella circunstancia debe estimársela por 
firme como si se tratara de demanda y contestación después de 
acreditado el fuero, pues la doctrina de los fallos tomos 57 y 58 
páginas 7 y 329, respetivamente, que se invoca, se refiere a 
casos distintos del actual sin que baya en ellos nada que pueda 
consagrar dicha doctrina. 

Que no se trata de un incidente en un juicio de expropia- 
ción aún no determinado ante la justicia federal, puesto que 
como consta en los testimonios do las sentencias de fs. 35 a fs. 
41 el convenio sobre expropiaeión celebrado entre el Procurador 
Fiscal <W Rosario y don Mariano I^'ipez, quedó sin efecto al- 
guno y debe considerárselo como no producido. 

Que tampoco puede estimarse en el caso, que sea uno de los 
comprendidos por el art. 2/\ incido i. w de la ley número 48, por- 
que no está regido especialmente por el art. 19 de la ley número 
i8y, invocado por los actores ineulcntalmcnte, desde que la ex- 
propiación no se llevó a efecto, según lo expresa la sentencia 
recurrida, siendo esta !a causa principa! por la cual se reclama 
el inmueble y no porque se lo haya destinado a un fin distinto 
del «pie se tuvo en mira al iniciarse la ya referida expropiación. 

Por ello, y de conformidad con lo pedido por el señor Pro- 
curador General, se confirma la sentencia apelada en la partj 
que ha sido materia <lcl recurso, con costas. Xotifiquesc origi- 
nal, y repuestos los sellos devuélvase. 

A. Iíi-rmkio. — p. R. Palacio.— 
.V.rsTiN I'ruixarraix. 
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CAUSA XUV 



Sociedad Crédito Territorial de Santa fe, confía ta provincia de 
Santiayo del listero, por reintegración de terreno y daños y 
perjuicios: sobre prueba. 

Sumario: Corresponde la sus]>cnsióii Útí auto mandado certifi- 
car sobro la prueba producida, a los efectos del art. 177 de 
la ley nacional de procedimientos, si resulta que hay prueba 
ofrecida y no diligenciada aún, \x>r culpa <le las autoridades 
dependientes <lc una «le las .partes. 

Caso: El representante de la provincia demandada pidió que se 
certificara sobre las pruebas producidas |x>r haber vencido 
los términos ordinario y extraordinario «le prueba, prove- 
yéndose de conformidad. 

ta parte actora pidió no se hiciera lugar a tal medida, 
por cuanto la demora ocurrida en la tramitación de la 
prueba solicitada *|>or ella no le era imputable, siéndolo ex- 
clusivamente a las autoridades «le la provincia demandada 
Se ordenó estar a lo mandado por hallarse consentido el 
auto en que se había mandado certificar sobre el término 

• «le prueba. 

La secretaria certificó y nuevamente la actora pidió re- 
vocatoria por resultar de autos que había solicitado, en 
tiempo, las pruebas cuyo cumplimiento dependía de las au- 
toridades de la demanda, y que éstas aún no habían remiti- 
do los testimonios pedidos. 

Conferido traslado, el representante de la provincia de 
Santiago «leí Estero, conté stándolo, exipuso: que era de ley 
y de doctrina que las diligencias de prueba debían pedirse 
y producirse dentro de los términos establecidos, incum- 
biendo a las partes pedir todas aquellas medidas conducen- 
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tes para que ellas se practiquen en la estación oportuna; si 
los antecedentes que el actor solicitaba de las oficinas de la 
provincia no existen o no es |>osible encontrarlos sino en un 
tiempo más o menos largo, debía cargar el actor con las 
consecuencias «le esa situación, pues debió documentarse 
previamente y estar seguro de los elementos de prueba que 
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Bátaos Alrti, Junio 24 de 1915. 

Y vistos: líl incidente de revocatoria deducido a fs. 192 del 
auto de fe. ajo vta. y considerando: 

Que según resulta de' oficio de fs. 98, el dirigido |>or esta 
Corte con fecha i. M «le Septiembre de 1914 y reiterado el 3 de 
Diciembre de! mismo año, ordenando las medidas de prueba «so- 
licitadas en el escrito de fs. 95, fueron debidamente diligencia- 
dos |>or el juez federal de Santiago «leí listero, sin halier «lado 
cumplimiento a ellos el director «le! Archivo General «te la ex- 
presada provincia a pesar de tratarse de copias «le escrituras y 
protocolizaciones en las «pie se determinan las fechas «le sus 
otorgamientos ; se resuelve: suspender los efectos «leí auto «le 
fs. I&) y reiterar el oficio ordenado a fs. 96 vta., fijándose el 
término «le quince días para su diligenciamiento. 

RejKMigase el pape!. 

A. IÍKRMKJO. — XlCAVOK O. DKI. 

Solar, — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. 
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CAUSA XIA 



Don Tomás Jofr.é v otro contra la Municipalidad de Sallo, 
por cobro de honorarios 

Sumario: las rentas generales de las provincias y «le sus muni- 
cipios no figuran entre los l)icnes públicos, y las provenien- 
tes de impuestos se encuentran, en lo que hace a! pago de 
los acreedores de las municipalidades, en distintas condicio- 
nes que los inmuebles puestos fuera del comercio por su 
consagración especial a un servicio público; por lo (jflei e! 
art. 404 del Código de Procedimientos de la provincia de 
Buenos Aires, en cuanto equipara las rentas públicas a los 
bienes público-, de ese catado, prohibiendo en consecuencia, 
su embarco, es contrario al articulo 48 del Código Civil. 

Cuso : Lo explican las piezas siguientes: 



ai to oi i. jvkz i:n 1.0 civil 

Mercttfn, Sfpllcmbrt 2 4c 1914. 

Autos y vistos: Xo estando ]>erniitido el embargo de las 
rentas públicas ni lo* bienes públicos y si solamente los que 
constituyan el patrimonio privado de las personas públicas, con- 
forme a lo dispuesto ¡mr el art. 4«>j m fine del Código de Pro- 
cedimientos, no se hace lu»ar a lo peticionado |)or Km actores en 
el escrito de f-. — D. Diez Gúnez. — Ante mi: Dúnitl Gcsiñb. 
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RKSOLUCIJN DK I.A CAMARA I." DKt DEPAR TAM KXTo DEL CKXTRO 

Bucao* Aireo, Octubre 23 U 1914. 

Y vistos: 

Por sus fundamentos, se confirma el auto ajumado <Ic foja* 
175, con costa* íart. 311 del Código cíe Procedimientos». — 
Hernández. — Orth. — Ante mi: Aiujel J. Breyazzi. 



DICTA XI EX DEL Sr. l'KCXVRAIKyR OKXKRAI. 

í 

Buenos Aiitf , Febrero 2 íe 1915. 

1 

Suprema Corte: 

Kl recurso en cuya virtud se trac este juicio a conocimiento 
do V. K. es procedente, en razón de haberle discutido la validez 
de una ley de provincia, bajo la pretensión do ser repugnante a 
la Constitución Nacional, y ser la decisión recaída favorable a la 
validez de la mencionada ley < art. 14. inc. 2. a , ley 48; fallos, to- 
mo 114, pág. 33). 

l*os recurrentes solicitaron un embargo >obre fondos per- 
tenecientes a la municipalidad del Salto, que les fué denegado a 
mérito de lo que dispone el art. 494 del Código de Procedimien- 
tos Civiles y Comerciales de la Provincia de Huenos Aires, que 
en la parte pertinente presente: "Tampoco ¡>odrán embarcarse 
las rentas públicas ni los bienes públicos, y si solamente los que 
constituyen el patrimonio privadlo de las personas públicas con 
sujeción a lo dispuesto en el Código Civil". El recurso inter- 
puesto se funda en que dicha prescripción es contraria a] art. 42 
del mencionado código y j>or consiguiente repugnante al art. 67, 
inc. 11 y su concordante el art. 31 de la Constitución Nacional. 

He acuerdo con las facultades que en materia de legislación 
na atribuido la Constitución al Congreso Nacional, corresponde 
a éste dictar los códigos que constituyen las leyes comunes de la 
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Nación, estando prohibido a las provincias legislar sobre esta 
materia, una vez qué el Congreso hubiere sancionado dichas le- 
ves, las que forman la !cy suprema de la República, a la que las 
autoridades provinciales están obligadas a conformarse, no obs- 
tante cualquier disposición en contrario que contengan las leyes 
o constituciones efe provincia (arts. 31, 67 inc. 11 y 105 Constitu- 
ción Nacional). Fuera de la legislación de fondo, incumbe a las 
provincias dictar los códigos de procedimientos y demás leyes 
reglamentarias destinadas a poner en ejercicio las facultades que 
están deferidas a los gobiernos respectivos, siendo entendido que 
- esta atribución no puede tener |>or alcance limitar o restringir 
las reglas del derecho común que forman la legislación general 
del país. 

KI Código Civil que legisla en lo referente al estado y con- 
dición de las personas, sus obligaciones y derechos, sus bienes, 
la manera de adquirirlos, transferirlos b perderlos, determina 
que las personas jurídicas entre las que incluye al Estado» la 
iglesia, cada una de las provincia* y sus municipios, son sujetos 
activos y pasivos del derecho privado, están sometidos a la ley 
común y son susceptibles de ser demandados y ejecutados en sus 
bienes particulares < artículos 41 y 42). Siendo esto isi, no ha 
podido un código provincia sustraer a la acción de los acree- 
dores de los poderes públicos tic las mismas, cuando actúan 
como personas jurídicas, los bienes pertenecientes a éstos que 
constituyen por mandato de la ley la garantía establecida para 
hacer efectivo el cumplimiento de las obligaciones contraídas 
por dichas |H.*rsonas jurídicas. Si otra fuera la doctrina legal, 
como lo ha declarado esta Corte Suprema cu un caso análogo 
( Fallos, tomo 25. pág. 4^2) podría producirse el ca>o inmoral 
de que una municipalidad tomase dinero de los ciudadanos, v 
faltando a sus compromisos de pago, se beneficiara a costas de 
esos ciudadanos, que habrían honrado su crédito, quedando sin 
medios eficaces y legales de impelerla al cumplimiento de sus 
deberes. Con arregle» a esta teoría, las municipalidades, como 
la* demás persona- del derecho privado, en cuanto obran en esta 
calidad, con prescindencia de las funciones públicas que además 
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revisten, están sometidas a las prescripciones del Código Civil, 
<|tie ha sido dictado |>or el Congreso en virtud de una atribución 
constitucional, excluyeme de tolla otra legislación sobre las ma- 
terias que abarca, y fot tanto, el desconocimiento de una ley 
provincial de las disposiciones del citado código, implica atacar 
las reglan que en orden a la legislación del país consagran los 
articules 31 y 67. inciso 1 1 de la Constitución. 

Xo puede argumentarse «pie las renta- o dineros pertene- 
cientes al gobierno O a la- municipalidades constituyan parte dé 
su dominio público, por cuanto, consistiendo el dinero en una 
cosa f tingible <|tie puede ser substituida |n>r otra de la misma 
calidad, no es equiparable a I<»s bienes del Estado afectados a un 
servicio público, y por lo mismo exentos de todo eml»argn (Fa- 
llos, tomo 1 16, pág. So: tomo 1 10. pág. 372). 

Por lo expuesto, pido a V. K se sirva revocar la resolución 
apelada en cuanto la denegación del embargo pedido afecta las 
_disiH.-icii.nes de la Constitución Nacional y del Código Civil que 
dejo enumeradas. 

Horacio A\ Latrcitíi 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aire», Junio 26 de 19». 

Victos: Los del recurro extraordinario entablado |>or el 
doctor Tomás Jofré y don Agustín Yillalba» contra sentencia 
pronunciada |»or la Cámara 1.* del departamento del Centro de 
la provincia de Unenos Aires, en autos seguidos j>or aquéllos 
co-itra !a munici|>a!idad del Salto, sobre cobro de honorarios, 
de los c|tu\ en lo pertinente resulta: 

One dictada la sentencia «le remate de fs. 135, los ejecutan- 
te- mencionados solicitan »n embarco basta la suma de cuatro 
mil novecientos doce pe>os con noventa y siete centavos moneda 
nacional en la cantidad «pie pudiera corrcsj>onder a la munici|>a- 
lidad por su parte en el impuesto a las bebidas alcohólicas, nai- 
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pe» y tabaco, y otros vigentes en la provincia de Buenos Aires, 
sosteniendo que no se oponía a ello el art. 494 del Código dé 
Procedimientos de la provincia, porque no era aplicable al caso 
y porque si lo fuera, sería contrario al art. 42 del Código Civil, 
que tiene que primar sobre las leyes locales, de acuerdo con jo 
dispuesto en el art. 67, inciso 1 1 y art. 31 de la Constitución Na- 
cional (fs. 164). 

Que los tribunales locales no hicieron lugar a esa solicitud 
en atención a que el art. 494 citado no permite el embargo ele 
las rentas y bienes públicos (autos de fs. 175 y 182 vta.K 
1 

Y considerando: 

Que con arreglo a lo dispuesto en los artículos 33 y 42 del 
Código Civil, las municipalidades pueden ser demandadas [>or 
acciones civiles y puede hacerse ejecución en sus bienes. 

Que las rentas generales fie las provincias y de sus munici- 
pios no figuran entre los bienes públicos (artículos 2340, 234 j, 
inciso 3.", y 2344 Código Civil), de las que sólo pueden disponer 
como poderes, y no como personas jurídicas, pues están destina- 
das a gastos administrativos de toda clase, muchos de carácter 
eventual o que no son indispensables y urgentes, y al cumpli- 
miento de obligaciones regidas por el derecho común. 

Que en tal concepto, él dinero proveniente de los impuestos 
se encuentra, en lo que hace al pago de los acreedores «le las 
municipalidades y a las medida* de seguridad pedidas por 
aquéllas, en distintas condiciones que los inmuebles puestos fue- 
ra del comercio por su consagración especial a un servicio pú- 
blico. 

Que, en todo caso, no aparece de autos* ni se ha alegado, 
que el pago de los gastos judiciales que se cobran esté excluido 
de los que puede hacer la municipalidad de Salto, por su lev- 
orgánica y presupuesto, ya en carácter de poder público, va de 
persona jurídica : o que el embargó de que se trata imposibilite 
el funcionamiento regular de la institución. 

Por ello, de acuerdo con lo resuelto en casos análogos y lo 
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dictaminado PP r c ' señor Procurador General, se declara que el 
árti 494 del Código de Procedimientos de Buenos Aires, en la 
furnia que ha sido interpretado y aplicado» es contrario al ar- 
ticulo 42 del Código Civil; y en su consecuencia, se revoca 1 
auto apelado. Xotifinuesc con el original, repóngase el papel y 
devuélvase. 

A. BERMEJO. — XlCAXOR G. DKL 

Solar. — M. P. Daract. — 
I). E. Palacio. 



CAUSA XIA I 

Banco Británico de la América del Sud. contra la provincia de 
Santa Fe» por repetición de dinero 

Sumario: 1." Ka ley número 2746, de 10 de Octubre de 1890, no 
ordenó la liquidación propiamente dicha de los líancos Na- 
cionales Garantidos, y el funcionamiento del Banco llritá- 
nico de la América del Sud responde, en la actualidad, a los 
propósitos qué tuvo en vista el Poder 'Ejecutivo al presen- 
tar el proyecto convertido en la ley 2216. 

2." I.a exención de impuestos acordada a los I laucos Na- 
cionales Garantidos no es inconstitucional, ni está sujeta, en 
cuanto al tiempo que ella del* durar, a la restricción del 
art. 67. inciso 16 de la Constitución. 

Caso: £0 explica el siguióme: 



* 
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Y vistos: 

Don Avelino Roló,,, ,„, r el Banco Británico de la América 
del Sud, con los documentos de f*. , :i 24 entabla demanda en- 
tra la provincia de Santa l"c. aponiendo: 

Que st, representado se encuentra acogido a la lev nacional 
n. 2216 cuyo articulo | S dispone que los gobiernos de provincia 
no podran gravar con impuesto alguno los bienes, accione, .. las 
operaciones de los Bancos Nacionales Garantidos, 

Que el banco mencióna lo estableció tina sucursal en la cía* 
«W < el Rosario de Santa Ke cu flg y a lK>„ó por error basta 
iSo/, las patentes de la provincia que se le exigían anualmente v 
también el impuesto de contribución directa por la cara que ocu- 
pa con sus oficinas. 

Que al exigirsele la patente del año 1807. se apercibió el 
Hanco de que no debía abonarla e hizo presente a la Dirección 
de Kentas de la provincia la razón en que fundaba la exención 
sm que fuera atendido, por lo que se vio en el caso «le bagar la 
patente y contribución dircta de ese año, bajo formal protesta, 
deduciendo en seguida ante esta Corte las demandas consigilten- 
tes de repetición de lo pagado. 

Que los juicios referidos concluyeron mediante una tran- 
sacción, por la cual el Gobierno de Sama Fe debía devolver al 
Hanco Uritanico de la América del Sud el importe «le la patente 
abonada en los últimos cuatro años y no podría cu adelante gra- 
varlo con patente alguna mientras se encontrara acogido a la lev 
nacional de Bancos Garantidos: y a su vez dicho Banco debía 
continuar pagando el impuesto de contribución directa. 

Que en Junio , 9 de 1912, por denuncia de un comerciante, 
la Receptoría <le Rentas del Rosario reclamó a su paderdante la 
patente más las multas por los años 1892 al 1912. 

Que han sido inútiles los reclamos administrativos hecho* 
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con motivo de este cobro contrario a la ley y transacción antes 
mencionadas, y su mandante, para evitar la vía de apremio, ha 
abonado, bajo protestas, la suma de <¡? 240.045) doscientos cua- 
renta mil cuarenta y cinco pesos cu concepto de patentes por los 
años 1902 a 1914, de multas por los años [902 y 1913 y de re- 
dición de sellos. 

QW él I «anco británico de la América del Sttd es el único 
garantido lw>y existente y cumple e-trictamente con todas las 
obligaciones de la ley respectiva, como remisión de balances, 
formación de reserva metálica con el 8 o|o (le sus utilidades 
anuales, etc. 

Oue después de agregar otros antecedentes de berilio y de 
derecbo, pide se declare que la provincia demandada no lia po- 
dido cobrar ni puede seguir cobrando el impuesto de patente in- 
dicado, y que se la condene a devolver la suma de S 240.045 
moneda nacional, con sus intereses, costas y daños y perjuicios. 

Que don Salvador Rodríguez por ¡a provincia de Santa Fe, 
solícita el rechazo de la acción, con costas, alegando: 

Que el I Sanco Uritánico de la América del Sud estableció 
su sucursal en el Rosario en 180J, mando ya había sido deroga- 
da la ley 2216 por la de 10 de Octubre de i&p, ampliada por 
las leyes de 180,5 >' 

One dicho l'aneo opera hoy como todos sus similares, ri- 
giéndose |M»r las leyes generales del país y no hay una sola dis- 
posición legal en vigencia que señale distinciones al respecto. 

QMg admitiendo la constitucionalidad del art. 35 de la ley 
número 3216, que bajo ningún concepto es aceptable, no j>odria 
pretender el ! Sanco Británico un privilegio derogado por leyes 
posteriores. 

Que el hecho de tener el mismo liana» depositados doscicn* 
IOS cincuenta mil pesos en títulos públicos provenientes de la 
garantía sobre su emisión, en nada puede influir para dejar sub- 
sistente una ley derogada. 

One el arreglo liedlo en los juicios antes recordados es 
nulo, |mrqne el Poder Ejecutivo no estaba autorizado para exi- 
mir a nadie del pago de impuestos. 



W*'; 1 ' ' ' ' ' - 

w FALLOS DE LA COME SUPREMA 

Si?/ " , ■ **'-" ' 

Que es gratuita la afirmación de que c! Gobierno Nacional 
considera acogido a la ley 2216 al Llamo Británico dé la Ameri- 
ca del Snd, por el hecho de figurar en el presupuesto una par- 
tida con el rubro de flancos Garantidos para el pago .le los inte- 
reses de los fondos públicos depositados |>or dicho I Sanco. 

Que recibida la causa a prueba, háse producido la que ex- 
presa el certificado de fs. 77, y han alegado las partes a f-. 79 y 
83. respectivamente. 
• 

Y considerando; 

Que según ios informes de ís. 60 y (A, el Banco Británico 
de la America .leí Sucl se acogió en 27 de Junio de 188;, a la lee 
de Bancos Nacionales Cíaranti.los, y en ¿o de Junio de 1892 se 
le entregaron, conforme a lo dispuesto en dicha lev. doscientos 
cincuenta billetes con SU rubro. <| c mil pesos cada ' uno, o sean 
doscientos cincuenta mi! pesos, monto de su emisión autorizada, 
que no ha sido devuelta y que la Caja de Con versión considera 
en circulación conservando en su poder la garantía (le doscien- 
tos cincuenta mil pesos en Pondos Públicos a oro. 

Que la ley número 2746 .le 10 «le Octubre de 1890 no orde- 
nó la liquidación propiamente dicha de los Bancos Nacionales 
Garantidos, pues su art. 1 - se limitó a fijar el plazo de diez 
anos para que esos Mancos volvieran a la Conversión de sus bi- 
(tetes al portador y a la vista, por monedas metálicas. 

Que como se .lijo c:i la discusión parlamentaria .le dicha 
ley. el plazo «le diez años era para que los Bancos Garantido; 
empezaran a convertir y la idea general de aquélla fué la «le ha- 
cer desaparecer en c! menor tiempo posible el curso forzoso o 
el .le fijar un termino extremo a la ineon-.ertibilidad de los notas 
llenando un vacio de la ley bancam, no derogándola. ( Diario de 
Sesiones «le la Cámara de Diputados — 1890-yi, páginas (#2; 
ídem ídem, Senadores, júginas 164 \- 204). 

Que la conversión por cada Banco .le sus billetes respecti- 
vos, podía ser irrealizable, desde <,uc los articulo* 3 y 4 de la 
misma ley 2746 permitieron a los Bancos Garantidos "anticipad 
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se «i la obligación (le convertir" antes de los diez año* entregan- 
do notas o billetes aun cuando no fueran de su propia emisión. 

Que la ley número 3062 de 12 de Enero de 1804, autorizó 
al Poder Ejecutivo para proceder a renovar la moneda fiducia- 
ria a cargo de la Nación* dis|x>niéndose que la renovación de los 
billetes de los Bancos Nacionales Garantidos se liaría de con- 
formidad a la ley de 3 «le Noviembre de 1887 taris. 1." y 5.") 

Oue ]x>r la ley 11." 3871 de 4 de Noviembre de 1899 dispú- 
sose que la X'ación convertirla toda la emisión fiduciaria actual 
( 1804)) de biletcs de curso legal en moneda nacional de oro, a! 
cambio de un peso moneda nacional de curso legal |*>r cuarenta 
y cuatro centavos de jk'sos moneda nacional oro sellado, sin de- 
terminarse la fecha en que principiaría la conversión ni la clase 
de los billetes, como no lo había hecho, en cuanto a lo último, la 
ley anterior número 3505. relativa a la renovación de toda h 
moneda fiduciaria. 

Que en presencia de los términos de las leyes citadas y del 
decreto del Poder Ejecutivo de 27 de Enero de 18-/4, la Caja de 
Conversión ha venido renovando los billetes sin tomar en cuen- 
ta los rubros de los mismos, de tal suerte que en 14 de Octubre 
de 1913, la circulación de los billetes de mil jmísos había queda- 
do reducida a treinta y tres y el Uaneo Uritánico de la América 
del Sud no podía retirar su depósito de doscientos cincuenta mil 
pesos en fondos públicos con la entrega del valor correspon- 
diente en billetes de su propia emisión (fs. 61 y fia). 

Oue a virtud de lo que precede, la existencia legal del lian- 
co Uritánico de la América del Sud, no es de conceptuarse, des» 
de luego, subordinada desde iSuoa la circulación en plaza de lo* 
mismos billetes que recibió en 30 de Junio de 1892, cualesquiera 
que sean las diferencias a este respecto entre nuestra legislación 
y la que le sirvió de fuente. 

Oue |>or otra j>arte, aún cuando la Nación haya tomado a 
su cargo toda la circulación fiduciaria, es fuera de duda, que el 
depósito hedió por c| BatlCO Uritánico de la Amériea del Sud 
de los doscientos cincuenta mil pesos en fondos públicos y ¿pie 
no han pasado a propiedad de la Nación, como los que pertene- 
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cieron a los Bancos tic Tucumán, San Juan, Mendoza Catamar- 
ca. San Luis, Entre Ríos, Corrientes, Santa Fe, Buenos Aires, 
Córdoba, Santiago del Estero, Salta y La Rioja (leyes 3215 y 
3216), constituye una garantía de la conversión de los billetes 
nacionales con cualquier rubro que dicho Banco emplee en *m 
operaciones, toda vez qu¿ no podría dejarse sin efecto ese depó- 
sito sin disminuir en la proporción de su valor los billetes que 
deben convertirse con arreglo a la ley número 3871, aún prest i. 
diendo de la reserva metálica que ha debido reunirse en cumpli- 
miento de lo proscripto por el art. 14 de la ley 2216. 

Que en tales condiciones y estando el Banco referido su- 
jeto a la fiscalización gubernativa, su funcionamiento responde 
a los propósitos de que se tuv ieron en vista al presentarse j>or el 
Poder Ejecutivo el proyecto convertido en la ley 2216. "La Ikísc 
de este proyecto, decía el Poder Kjccutivo, rcjmsa sobre la fe ✓ 
el crédito de la Xaetón, pues los fondos públicos que se emiten 
y cuyo servicio delw hacerse en oro. están destinados a garantir 
la emisión de billetes, y representan por lo mismo una res¡>onsa- 
bilidad fija y duradera. . "Las emisiones quedan reguladas y 
limitadas |>or la ley de la Nación y aún la misma circulación cíe 
los Bancos quedaría limitada por sí misma y por el Ínteres de 
dicho* bancos". . . (Mensaje del Poder Ejecutivo. Diario de Se 
siones del Honorable Senado, 1887, páginas «77 y 678). 

Que la Caja de Conversión, en su informe de 14 de Julio de 
1014. expresa: — "Desde que el Manco Mritánico de la Améri- 
ca del Snd (antes Manco Inglés de Rio de Janeiro), se acogió en 
27 de Junio de 188.) a la ley fie Mancos Nacionales Garantidos 
(número 2216 de 3 de Noviembre de 1887) no sabe esta geren- 
cia que se haya producido circunstancia o hecho alguno que 
modifique su situación primera como tal Manco Garantido. Di- 
cho establecimiento, de acuerdo con la ley citada, presenta men- 
sttalmente sus lialances. habiéndose recibido recientemente •! 
correspondiente al mes de Junio último". . . ( fe. 60). 

Que ninguna observación se ha hecho a ese informe por e; 
directorio de la Caja (fs. fo vta.) ni por el ministro de Hacien- 
da (fs. 65 vta.) y cu la página 20 de la Memoria de la Caja de 
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Conversión correspondiente a 1912, corriente a fs. f>" «le los au- 
tos, se encuentra consignado ip siguiente al ocuparse (fe la cir- 
culacíón general: "Circulación por cuenta del Banco Británico 
de la America ílél Sud con la garantía de pesos doscientos cin- 
cuenta mil oro en Fondos Públicos de 4 1 12 ]><>r cíenlo. Ley de 3 
de Noviembre de 1X87 de I 'ancos Garantidos... $ 250.000". 
Asimismo en la nota sobre garantía de la emisión fiduciaria 
consignada en la página 53 se agrega lo siguiente: "Ademas de 
la garantía metálica consignada en el precedente cuadro, existen 
depositados en la Caja tic Conversión $ 250.000 oro en títulos 
nacionales de 4 i|j i>or ciento en garantía de $ 250.000 moneda 
tegttl de la emisión del Banco Británico «le la América del Sudj 
comprendida en la circtdación general". 

Qiie si la oficina nacional, que la ley ¿74! creó para atender 
a la conversión y amortización gradual de la moneda de cursó 
legal y a la que quedó incorporada la Oficina Nacional de Ban- 
cos Garantido-, Hubiera procedido ¡legalmente al reconocer al 
Banco Británica de la América del Sud Corno Banco Garantido, 
la provincia de Santa l ; e no habría podido ]>or si misma y sin 
verificar previamente las gestiones del caso, dejar sin efecto lo 
hecho |>or la Nación o a nombre de ella. 

One el II. Congreso en la ley de presupuesto vigente y en 
otra- anteriores, lia reconocido la subsistencia del depósito del 
Banco Británico de la América del Sud y calificándolo de ga- 
rantido 1 Anexo 1). Item 27, número 2). 

Que a fs. 84 vta. en su alegato de bien probado, la provin- 
cia observa que al fallarse la presente causa deben tenerse en 
cuenta los dictámenes corrientes de fs. 14 a 20, en los que, entre 
otra- conclusiones, se sostiene que el art. 35 de la ley número 
2210 no exime de los impuestos de patentes y contribución di- 
recta a los Bancos Garantidos y que si asi fuera, dicha ley se- 
ria inconstitucional. 

Que en el escrito dé contestación a la demanda, donde, con 
arreglo a lo dispuesto en el art. 85 de la ley número 50, han de- 
bido «»|Minerse todas las excq»ciones que favorecieran a la pro- 
vincia, se reconoce implícitamente qué la exención aludida de 
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impuestos estaba contenida en la ley, pues todo lo que al respec- 
to se alega es que "admitiendo | a constítucioi alidad del art. 35 
de a ley 2216, que bajo ningún concepto es aceptable, cómo ¡x>- 
dia entonces pretender el Manco Británico un privilegio derotm- 
do por leyes posteriores? 

Que además, en vista de los antecedentes parlamentarios 
relativos a la sanción de la ley citada, es indiscutible (pie la pri- 
mera parte del art. 35 al estatuir (jtte los Mancos Garantidos no 
gozarían de privilegio fiscal alguno para las obligaciones inte- 
riores a su promulgación, no se referia a impuestos. < Diario de 
Sesiones del H. Senado, 1887, páginas «00 y 801 ; Diario de Se- 
siones de la IT. Cámara fie Diputados. II, páginas 511, 
543 >' siguientes). 

Que no es dable tachar de inconstitucional la exención de 
impuestos acordada a los Itancos Nacionales Garantidos, pues 
ellos se crearon como instituciones de carácter federal, análogas, 
en ta! sentido, al Banco Nacional, Banco de la Nación Argenti- 
na y a los Ferrocarriles «le la Nación, exentos también de im- 
puestos provinciales, en la medida que el Congreso juzgó indis- 
pensable para asegurar su fuiicionamiento y estabilidad il.ey 
número 581, art. ¿J; ley 2841, art. 7»; ley 3»A art. 8.": lev 
6757, art. 14: Fallos, tomo 18. páginas 340 v 345; 14 Wáll. j%; 
loo tí. S. 53*>; 121. V. S. 138 y otros). 

Que la exención aludida, de acuerdo con su naturaleza y 
fines, no está necesariamente sujeta a la restricción del art. 07, 
inciso íít de la Constitución Nacional, en cuanto al tiempo que 
ella debe durar. 

Oue es innecesario entrar en el examen del punto relativo 
a si el Poder Kjceutivo de la provincia de Santa Fe estuvo o no 
facultado por las leyes locales para celebrar las transacciones dé 
fs. 41 y fs. 28 de los autos agregados, desde que atento a lo di- 
cho en los considerandos anteriores, la exención de impuestos 
al actor, emanaba de una ley nacional que debía prevalecer so- 
bre las de la provincia <art. 31, Constitución Nacional). 

Que conforme a la jurisprudencia establecida. la justicia 
federal no debe impedir a las provincias el cobro de sus im- 
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puc. tos. sin perjuicio de la acción para repetir lo payado bajo 
protesta, si ellos son contrarios a la Constitución o leyes del 
C< >ngreS0. 

POr estos íundamentos, se declara qtié la provincia dé San- 
ta Fe delw devolver al Ha neo Británico de la América del Sud. 
dentro del plazo de diez días, la cantidad de doscientos cuaren- 
ta mil cuarenta y cinco pesos moneda nacional y sus intereses, 
desde el seis de Mayo de mil novecientos catorce, al ti|K> de los 
cobrados |H»r el Haiico de la Nación Argentina en sus operacio- 
nes ordinarias de descuento. Las costas so abonaran en el orden 
causado, por no halarse hecho Ittgaf a la demanda en toáis sus 
partes. Xoliliquese con el Original; repongas* el pipé y en su 
oportunidad archívese. 

A. ÜKKMl-.IO. — XíCANOR G. DEI. 
Soi.AK. — M. T. DaKACT. — 

D. K. Palacio. 



NOTAS 



Kn odio de Junio de mil novecientos quince, la Corle Su- 
prema decían'» improcedente el recurso extraordinario deducido 
por don Julio C. Moranehel y su esposa en autos con don Lo- 
renzo A. Bários y Ricard Helio* sobre reivindicación. por ha- 
ber sido interpuesto fuera del término perentorio señalado por 
el art. 208 de la ley nacional de procedimientos. 



Kn quince del mismo, la Corte Suprema no hizo lugar al 
recurso extraordinario deducirlo por los sucesores de don Teo- 
doro Silva Chaves en autos con don José Prunotto, sobre cobro 
ejecutivo de pesos, |>or haberse fundado éste en la interpretación 
y aplicación del art. 501 del Código de Procedimientos de la Ca- 
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piUI que no puede motivarlo, con arreglo a lo dispuesto en el 
art. 15 de la ley número 48. 



En ve.nti.los «leí mismo, no se hizo lugar al recurso .le ..ne- 
ja por apelación denegada, interpuesto por <loña leopoldina 
Aeimiann de k'oranda en autos con .los t,üis Koranda, sobre 
falsificación, por no constar que en la causa le haya sido tfésco- 
nocido a la recurrente algún derecho, privilegio o exención dé 
los previstos en e! art. 14 de la lev número 48. 



CAUSA II 



Fisco Xachnat, contra el dador Martín S. Bcrho, for infracción 
a la ley de impuestos internos 

Suntario : 1." X„ incumbe a los tribunales federales, creados pa- 
ra conocer de causas concretas, entrar en el examen del 
estado <le las rentas de la Nación v de la naturaleza de los 
gastos a cargo de la mismo, y no pueden. ,«,r lo mismo, c-i 
ejercicio de las facultades que les confiere el art. 100 de la 
Constitución, resolver si las leves «le impuestos internos 
han sido o no sancionadas en lr»s circunstancias cxcejicio- 
nales previstas en la Constitución Xacional. (Artículos 4 v 
67, inciso 2 "). 

2. a En la instancia extraordinaria que acuerdan los ir- 
nados 14. ley 48. y 22 del Código de Procedimientos en lo 
criminal solo pueden examinarse puntos de dcreclio y no 
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tiene tal carácter el concerniente a la mayor ó menor nece- 
sidad en í|ue se haya visto la nación para exigir la contri- 
i >ución establecida en las leyes de Impuestos internos, nú- 
meros 3761 y 4*>5. 

Caso: l.o explican las piezas siguientes: 



SKNTKXCIA MX JIKZ IICI»KHAI. 

Tucumdn, Octubre 23 de 1909 

Y visto- : Ivsta causa soguilla contra él doctor Martín S. 
Berilo, por pregunta infracción a la ley de impuestos internos 
número 3761, (le la que resulta : 

í. Une habiendo denunciado don Néstor J. Córdoba qué el 
d *ctof Ucrho, propietario del ingenio "La Invernada" remita 
por ferrocarril una hordalesa de alcohol con rótulo de vino a 
don Máximo Rittcrstein y que en la casa habitación había más o 
menos cuatro mil litros de alcohol en infracción y que funcio- 
naba álli una licoreria clandestina, la administración de impues- 
tos internos ordenó la instrucción del sumario qué corre de fo- 
ja- 3 a fs. 04. 

II. One el doctor Kerho presentó el escrito de fs. 40 pidien- 
do el sobreseimiento en el expediente, después de lo cual el se- 
ñor administrador general, doctor U. Várela, dictó la sentencia 
(le fs. 58 a («o. resolviendo declarar caídos en comiso los doscien- 
tos litros de alcohol de «/•" detenidos en la estación del Ferroca- 
rril Central Córdoba e im|x>nicndo al doctor Heriio una multa 
equivalente a cinco tantos del impuesto corres¡K>ndiente a esos 
do>cientos litros y a los do* mil cuatrocientos de alcohol, de 
buen gusto encontrados en su casa habitación, fuera de la desti- 
lería, o sea un total de trece mil pesos moneda nacional 
( 13.000», fs. 60 vta. 

Que el doctor BCrho c! mismo día de haber sido notificado 
de la resolución administrativa, interpuso los recurso* de apela- 
ción y nulidad, fundando este último en que "las leyes de im- 
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.puestos internos son inconstitucionales como asi sus decretos re- 
glamentarios y particularmente la ley número 37O1, por cuánto 
contrarían los principios consagrados por nuestra Ucy Suprema 
en los artículos 4, la última parte del 16, el inciso 2 del art. 104 
y su., correlativos. 

Que el juzgado concedió los recursos interpuestos en la 
forma establecida j»or el art. 504 del C. de P. Crim. mandando 
poner los autos a la oficina por el término y a los efecto., del 
art. 519 del mismo código. 

Que en su expresión de agravios ¡a parte del acusado niega 
qne se haya comprobado en todas sus partes la remisión del ea>- 
co de alcohol con rótulo de vino, desde el ingenio Ka Invernada, 
y sostiene que nunca procedería la aplicación del art. 31, sin»» 
en todo caso la del art. 30 de la ley 3764; agrega en cuanto a lo-; 
tanques con alcohol encontrado-, en la casa habitación del propie- 
tario, que el único que declara no conocer la existencia de aque- 
llos es el interventor Brulánd, que fué el último : que 110 es 
exacto que ese alcohol no figurara en los partes diarios; que du- 
rante los diez años que ha funcionado Sil destilería, no ha tenido 
depósito especial para alcoholes, habiendo sido dispensado ]*»r 
el Excino. Gobierno «le trabajar llenando Ionios los requisitos 
de la ley: que además la sentencia va contra el espíritu de la ley 
que sólo se propone gravar al consumo y no a la producción. 

Fundando el rccur>o de nulidad dice que la ley de impues- 
tos internos está en pugna con la Constitución Xacional. de-de 
que vulnera los artículos mencionados en el resultando III ¡jor- 
que no son equitativos y projKircionnles a la p»hlnc¡ón. 

Que corrido traslado de la expresión de agravios, el señor 
procurador fiscal, sosteniendo que 'a responsabilidad de la re- 
misión del casco de alcohol recae sobre el propietario del ingenio 
y de que ha existido la ocultación denunciada, pide se confirme 
con costas la resolución administrativa. 

Que abierta la causa a prueba, se produjo la que da cuenta 
el certificado del actuario, corriente a fs. 143 y habiéndose lla- 
mado autos para sentencia a fs; 145 vta., se agregaron los ale- 
gatos de bicil prohado a fs. 150 y 152. 
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Ouc en virtud «Id estudio de los antecedentes que quedan 
expüestQs, el juzgado plantea las siguientes cuestiones a resol- 
ver: — lis nula la sentencia recurrida?; en caso negativo, es 
arreglada a derecho? 

Y considerando: 

í. Que el juzgado no puede pronunciar-e sobre la inconsti- 
tucionalidad de la ley de impuestos internos, alegada como nu- 
lidad de la sentencia, porque ella no está comprendida entre las 
transgresiones u omisiones enumeradas l>or el art. 500, del Códi- 
go de r ocedimientos Criminales que dan lugar al recurso de 
nulidad. l*or otra parte la legalidad de la ley 3761 ha sido decla- 
rada por la Suprema Corte: surge de (pie a) los impuestos in- 
ternos son una derivación lógica del sistema protector que las 
provincias |>edian y necesitaban imperiosamente para el fomento 
y desarrollo de su vida económica, habiéndose traducido las ven- 
tajas del sistema en un poderoso impulso de su bienestar; h) 
que a las contradicciones aparentes de la Constitución, se o¡>one 
la transformación constante de la vida nacional, que exige la 
adaptación de las leyes, a los fenómenos de su desenvolvimiento, 
pues lo contraria implicaría someter el desarrollo de un orga- 
nismo vivo a la rigidez cíe una fórmula que comprimiéndolo lo 
esterilizaría: o que la imjMisíción de impuestos por tiem;>o de- 
terminado, tiene su limite de duración en la voluntad del Poder 
J,cgMativo, (pie se traduce en la revisión de las leyes. 

II. — En cuanto a la segunda cuestión: que si bien en opi- 
nión del juzgado 110 debe tomarse en cuenta la declaración de 
Máximo Ritterstein, fs. 2 a 12, por haberse convertido también 
en denunciante de la ocultación que se atribuye al doctor llerho, 
sin que por una omisión del funcionario encargado de organizar 
el sumario, hayan prestado declaración las personas menciona- 
das por aquél, «pie pudieron corroborar su dicho, cree que se lia 
establecido la procedencia del casco de alcohol "entregado en la 
estación |M»r el ingenio" según la aseveración no impugnada he- 
día ¡x»r el jefe de la estación de Villa Alberdi en la conferencia 
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telegráfica ( fs. 7) con su superior el jefe de tráfico, que desau- 
toriza la defensa del propietario del ingenio y sus negativas, 
para dar lugar a un conjunto (le presunciones va qiie no resulta 
probada la responsabilidad directa que lo colocan bajo la sanción 
del art. 31 de la ley 3764. En efecto, cualquier excusa (¡ye qui- 
siera aducirse tendiente a demostrar la extracción del casco sin 
noticia del dueño, equivaldría a una negligencia, negligencia que 
la ley ca.-tiga rigurosamente, porque es incompatible con mis fi- 
nes, desde que en toda infracción los propietarios podrían escu- 
darse cómodamente en el hedió de mis factores dependientes, 
etcétera. 

111. — Que c! acta levantada por los inspectores Colombres 
y Padilla y firmada |>nr el doctor Bcrho, corriente de í>. ji a si 
resulta .que en una pieza de la casa habitación había ocho tan- 
qites, ¿tete ron alcohol de buen gti>to y uno con alcohol de nía! 
gUSto y .pie el inventan'., practicad.» arrojó un excedente -le dos 
mil cuatrocientos cincuenta y tres litros de alcohol de buen yu- 
to sobre el balance del libro de fabricación del interventor. 

,v - — Q" c si Wen inspector Virgilio Colóiíibres hfeb 
constar en el inventario ,| c fs. 2 6 a ¿8. qne en el depósito de la 
destilería no había ya espacio, en su declaración i fs. 107) ex- 
puso que cabia en él mayor cantidad de tambores y que \„< tam- 
Ixires existentes tenían tan sólo una pequeña cantidad de alcohol, 
no estando por lo tanto en las condiciones exigidas por la ley ; y 
contestando a la segunda pregunta del interrogatorio de fs. '1 ¡4. 
dijo: que sólo por falla de práctica en la organización de Mima- 
nos noliabia consignado la manifestación del doctor ,!erh... de 
que no firmariá diligencia alguna si no se hacia constar la falta 
de capacidad del depósito; a lo que debe aj-reyar-c el conclu- 
yentc informe del inspector Padilla (fs. 53 a 5'.» sobre dicha 
capacidad, fijándola en los depósitos de la disrilcria en 414K li- 
tr is en volumen, de buen gusto v 3774 de mal gusto, v en treinta 
mil litros la del -alón del depósito de alcoholes "sin' considerar 
que en el depósito podría hacerse eStivar y que ctl la sala de los 

espacio para colocar tañí* 
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bores y que tiene condiciona de seguridad sin salir dé la desti- 
lería^ 

V. Que Ic*jos de haberse probado que el alcohol depositado 
en la casa habitación figuraba en los parles de fabricación re- 
sulla que él fué incluido recién en el inventario de fs. ¿h y que 
el interventor Krtiland declara que ignoraba su existencia y (pie 
se había hecho cargo tan <ólo do los que se encontraban en el dc- 
pósito de alcohol y qué el propietario no había solicitado ni él 
concedido autorización para habilitar Otros locales con ese 
objeto. 

VI. Qtie la prueba testimonial producida por el acüsádó» no 
le ha sittá favorable, quedando asi evidenciadas !a sustracción a 
la inspección y fiscalización administrativa, lo que es muy dis- 
tinto de la cuestión que se ha pretendido suscitar de que la ley 
grava a] consumo y no a a] existencia <Ic alodio] y <juc tiene tan 
sólo una relación remota con él caso iiíb Indice. 

V II. Ouc conio lo establece el inferior, debe denunciarse a 
la administración todo depósito que se pretenda habilitar, ha- 
ciéndolo figurar en lo-* planos oficiales de la fábrica, para que 
los interventores no s c vean coartados en su amplia libertad de 
fiscalización, a la que se oponía en el caso de qué se trata la in- 
violabilidad del domicilio particular «leí propietario. 

VIII. QUtí la autorización concedida el 12 dé Junio de 1903 
para acreditar en los libros respectivos la cantidad de novecien- 
tos quince litros de alcohol encontrados demás en la fábrica, 
prueba tan sólo que a ese procedimiento se ajusta ( fs. 102) la 
administración, fijando las existencias de acuerdo con el inven- 
tario practicado, siempre que no haya presunciones de ocultación. 

IX. Ouc el art. 10 de la ley número 3$6t» modificado por 
la ley numero 4295 *"a"tij»a l¿* infracciones como la constatada 
con él comiso del alcohol, materia del fraude y con una multi 
de cinco a trenta veces el importe de las sumas defraudadas. 

X. Ouc es procedente ia condenación en costas al doctor 
Berilo, dado lo establecido por el art. 144, del Cód de Procedi- 
mientos Criminales. 

Por esto* fundamentos, fallo: no haciendo lugar 8Í recurso 



V 



de nulidad deducido y confirmando la sentencia corriente de 
f s. 58 a 60 y condenando por lo tonto al doctor Martin S. Berho 
• pagar dentro de tercero día la multo de trece mil pesos 
(í 13.000 m|n.) que se le ha impuesto y las costas del proceso, 
con el original y repónganse los sellos. 



Xotil 



U baldo Benci. 



SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL DE APELACIONES 



Vistos: en el recurso de apelación interpuesto por don 
Martin S. Berho, contra la sentencia de fecha 23 de Octubre 
del año próximo pasado corriente a fs. 158, dictada por el señor 
jue* federal de Tucumán, en la causa seguida contra el recu- 
rrennte por suponérsele infractor a la ley de impuestos inter- 
nos; por sus fundamentos se confirma con costas la sentencia 
recurrida. Hágase saber, transcríbase y devuélvanse previa re- 
posición. — A. G. Poste. — N.M. Berrolarán. — En disiden- 
cia: \ emesia González. 



Kl--:" 



DICTAMEN" DEL Sf. PROCL'RADOR OEXERAL 



Suprema Corte : 



A raíz de la denuncia que motiva esta causa sobre infrac- 
ción a la ley 3761, e! apelante fué condenado al pago de la muí- 
ta impuesta |x>r el art. 10 de dicha ley. 

Alega el recurrente la inconstitucionalklad de la referida 
ley de impuestos internos, sosteniendo que el que grava a los 
alcoholes no está comprendido en los términos del art. 4/ ni es 
de aquellos a que se refiere el incido 2.» del art. 67, de la Consti- 
tución Xacional. 
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Tales objeciones son inconsistentes: 



l.° Pon|iic el impuesto de que se trata, está perfectamente 
comprendido entre los que ha establecido el Congreso en virtud 
de la facultad que le acuerda el art. 4." y el inciso a.° del art. 67 
de la Constitución, «lado que didto impuesto ha sido creado por 
razones que directamente afectan el bien general del Estado. 

a." Porque el concepto de la equidad y proporcionalidad, 
que el primero de los conceptos constitucionales establece, no se 
refiere a las personas sino a la producción y consumo, que es la 
que determina en realidad su mayor o menor importancia, man- 
teniéndose igual por su tasa a todo el territorio de la Nación. 

Esta* consideraciones, y las que V. E. tiene formuladas en 
casos análogos relativos al punto en cuestión, me inducen a pe- 
dir a V. E. se sirva confirmar la sentencia recurrida declarando 
constitucional el impuesto al alcohol, de que se trata. 

Julio Botet. 

1 

FALLO DK CORTE Sl'PKKMA (i) 

Vistos y considerando : 

gue al enumerar el art. 4? de la Constitución las fuentes 
del Tesoro Nacional, incluye entre ellas fas "contribuciones que 
equitativa y proporcionalmente a la población imponga el Con- 
greso General", y aún cuando se han suscitado graves chutas en 
repetidos y prolongados debates parlamentarios acerca del sig- 
nificado y alcance de esa cláusula, no puede desconocerse que 
con ella se quiso autorizar impuestos en circunstancias muy ex- 
cepcionales sobre valores sujetos, en principio, a las leyes im- 
positivas de las provincias, sin determinarlos o enumerarlos 
(Actas de la Convención Constituyente, Sesión 40 de 22 de 
Abril de 1853). 




i) Vémifmmpi**. 
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HMMM M LA COMS tUfMMA 

Que la facultad de establecer distinciones entre esos valo- 
res y la de determinar la manera de hacer efectivos los gravá- 
menes, eran puntos de importancia secundaria que quedaban 
necesariamente comprendidos, con las restricciones del art. 16 
de la ley fundamental, en el poder expreso concedido al Con- 
¡peso. 

Que si las contribuciones aludidas fueran las mismas que 
se mencionan en el art. 67, inciso 2. de la propia Constitución, 
el Congreso habría también podido establecerlas con carácter de 
extraordinarias o por tiempo limitado, para atender a la defen- 
sa, seguridad común y bien general del Estado. 

Que no estando asi prohibidos en absoluto los impuestos 
internos, a diferencia de lo que ocurre con otros, no incumbe a 
los tribunales federales, creados j>ara conocer de causas concre- 
tas, entrar en el examen ámplio y complejo del estado de las 
rentas de la Nación y de la naturales» «le los gastos a cargo de 
la misma, como debe hacerlo el Poder Legislativo, con todos los 
informes y antecedentes necesarios para el acertado desempeño 
de sus funciones; y no pueden por lo mismo, en ejercicio de las 
facultades que les confiere el art. 100 de la Constitución, resol- 
ver si las leyes a que se refiere el recurso «le fs. 1, han sido o no 
sancionadas en las circunstancias excepcionales aludidas. 

Que a este respecto existen más poderosos motivos que los 
que obstan a la revisión judicial de las declaraciones del Con- 
greso relativas a la necesidad o utilidad que pueden legitimar 
las expropiaciones y a su urgencia, i Fallos, tomo 4, página 311 ; 
tomo 6 pág. 67; tomo 56, pág. 195). 

Que por otra parte, el recurso interpuesto (fs. 188 de los 
autos principales), y concedido por esta Corte (fs. 24), es el 
extraordinario del art. 14 de la ley 48 y art. 22 Código de Pro- 
cedimientos en lo Criminal. 

Que con arreglo a lo reiteradamente resuelto en la instan- 
cia extraordinaria que dichos artículos acuerdan, sólo pueden 
examinarse puntos de derecho; y no tiene tal carácter el concer- 
nimiento a la mayor o menor necesidad en que se haya visto la 
Nación de exigir la contribución de que se trata. 
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En su mérito, se confirma la sentencia apelada. Notifique-* 
von el origina!, repóngase el papel y archívese, debiendo devol- 
verse los autos principales con testimonio de esta resolución y 
de la de fs. 24. 

A. Bermejo. — Nicanok G. del 
Solar. — M. P. Dabact. — 
D. E. Palacio. 

1 



CAUSA XLVIII 



Don Carlos Casado (su sucesión) en autos con don Camilo 
Aldao (su sucesión), sobre expropiación. Recurso de hecho 

Sumario : Es improcedente el recurso extraordinario del art 14, 
ley 48, contra una resolución que desconoce el fuero fede- 
ral, fundada en que existe cosa juzgada respecto a las cir- 
cunstancias en que se basa el apelante para invocar dicho 
fuero. (Las condiciones de la cosa juzgada en un punto de 
derecho común). 



DICTAMEN DEL Sr. PROCURADOR GENERAL 

mmm* im, mm m m tm 

Suprema Corte: 

Es evidente la improcedencia del presente recurso» por 
cuanto el fuero federal que el recurrente invoca fué por ¿1 re- 
nunciado al consentir la sentencia que lo denegó a fs. ais. lo 
que hace cosa juzgada al respecto. 



Por tanto, pido a V. E. se sirva declarar bien denegado e! 
recurso deducido. 

Julio Bote». 



FALLO DE LA CORTE SCPREMA 

* ■«■■ Aitt>. j|iti $mm¿ . 

Autos y vistos; el recurso de hecho por apelación denegada 
interpuesto por el representante de ta sucesión de don Carlos 
Casado contra sentencia de la Cámara i.' de Apelación en lo 
Civil de la Capital en la causa sobre expropiación seguida contra 
la sucesión de don Camilo Aldao. 

Y considerando: 

Que la única cuestión de carácter federal que se concreta 
en la presente queja es la que se refiere al desconocimiento del 
fuero federal que se dice ser procedente "por ser parte en e! 
juicio la provincia de Santa Fe por un lado y la sucesión Aldao 
por otro". 

Que la sentencia apelada hace notar "que toda cuestión a 
este respecto ha quedado eliminada por la resolución ejecuto- 
riada de fs. 215 que hace cosa juzgada sobre el particular". 

Que las condiciones que debe llenar la cosa juzgada corres- 
ponden al derecho común cuya aplicación es ajena al recurso 
extraordinario riel art. 14 de la ley número 48. c|iic ha sido inter- 
puesto y denegado (art. 15 ley citada. Fallos, tomo 108, página 
100; tomo i!3. pig.437). 

Que en todo caso no puede tomarse en cuenta 2a alegación 
de que la provincia de Santa Fe es parte en e*ta causa hecha 
ante esta Corte a fs. 313 vta. de los autos remitidos por vía de 
informe, dado que no se concilla con lo manifestado a fs. 10, 15 
y ir» de los autos principales al invocarse el fuero federal por 
ser don Carlos Casado extranjero y argentino el señor Aldao. 

Por ello v de conformidad con lo dictaminado oor el seño.- . 
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Procurador General, se declara no haber lugar al recurso y re- 
puesto el papel archívese. Devuélvanse los autos principales *on 
testimonio de esta resolución. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Sola*. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. 



CAUSA IL 



Criminal contra Atanasio Rkwola y otro, por homicidio 

Sumario : Es justa la sentencia que condena a la pena de diez y 
ocho años de presidio y accesorias legales al autor de un 
homicidio perpetrado en la circunstancia agravante prevista 
en el art 84, inciso 15 del Código Pena!. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



í SENTENCIA DEL JUEZ LETRADO 

Y vistos: Para resolver esta causa seguida a Atanasio Ri 
varóla, argentino, soltero, de veintinueve año», jornalero, domi- 
ciliado en Bernasconi y Emiliano Alegre, argentino de veinti- 
nueve años, jornalero, domicilíelo en General Acha. procesados 
por el delito de homicidio : de la que resulta : que en el pueblo de 
Hcrnasconi de este territorio el 29 de Enero de 1912, como a las 



vaum m ul cora surautA 



dos de !a tarde, se produjo un hecho de sangre en e! prostíbulo 
de Josefina Gallardo, resultando muerto de bala el sargento do 
policía Olivencio García. Que trasladado el comisario al lugar 
del hecho acompañado del médico doctor Fernández Gil, consta- 
taron que frente a la casa de la referencia y como a cinco metros 
de la puerta principal y haría la derecha yacía el cadáver del 
sargento García, quien según el informe del médico habia falle- 
cido a consecuencia de una hemorragia interna determinada por 
una herida de arma de fuego, cuyo proyectil, haciendo orificio 
de entrada en el limite izquierdo de la región esternal había pe- 
netrado en la cavidad toráxica interesando el corazón sin hacer 
orificio de salida ( fs. i vta. y 21 vta.). Que iniciada en esta for- 
ma el sumario se llama a declarar al agente Francisco Miranda, 
único testigo presencial del hecho. Según el dicho de este testi- 
go, a raíz de un desorden producido entre Emiliano Alegre y un 
desconocido en la fonda de Antonio Ochoa lo citó a Alegre para 
que compareciera ante la policía, contestándole que a las tres se 
presentaría. Que puesto esto en conocimiento del sargento Gar- 
cía, se trasladaron al prostíbulo de Josefina Gallardo donde se 
encontraron con Alegre, a quien invitó el sargento para que lo 
acompañara a la comisaria. Que Alegre le contestó "no voy" y 
sacando el revólver apuntó y saltó hacia atrás, tomándole' del 
brazo el declarante. Que en estas circunstancias v mientras lu- 
chaba con Alegre se oyó la detonación de un tiro.' pudiendo ver 
a Atanasio Rivarola que disparó tres tiros en contra del sargen- 
to, el que al caer de espaldas le hizo un disparo y va en el suelo 
le descerrajó otro tiro. Que una vez detenido y encontrándose 
en la comisaria le dijo Alegre que declarara qué él lo habia 
muerto al sargento, extrañándole esta manifestación. Oue el 
acusado Alegre en su indagatoria de fs. . se declara autor y 
reconoce como suyo el revólver que le pene de manifiesto v Ri- 
varóla en su indagatoria corrobora la declaración de \ie7re. 
alegando que el hecho se produjo por provocación v agresión del 
sargento. 

Que según el aírente Miranda, el revólver que tenia Alegre 
en el momento de! hecho era una pistola grande empavonada y 
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afirma que es distinta al revólver secuestrado. Esta última ma- 
nifestado;! del agente Miranda está corroborada por la de An- 
tonio Ochoa a fs. 13 vta. ; Emilio Núficz a fe. 15 vta. y Petra 
Pire* Je fs. 18 a 19, quienes declaran que nunca han visto a Ale- 
gre con el revólver que se le puso de manifiesto. 

Que elevado el sumario al tribunal, presta declaración Ri- 
varola y se ratifica en 511 exposición anterior, no así Alegre que 
rectifica en parte su declaración diciendo que el único autor del 
homicidio fué Atanasio Rirarola y con su mismo revólver com- 
probando esto con el testimonio del agente Miranda, testigo 
presencia! del incidente. Que si se declaró autor del hecho fué 
por intimidación de Rivarola, hombre de pésimos antecedentes 
y que según oyó decir estuvo varias veces preso (declaración 
de fs. 39). 

Que decretada la prisión preventiva y elevada la causa a 
plenario produciéndose a fs. 47 la acusación fiscal pidiendo la 
pena de veinte años de presidio para Emiliano Alegre como 
autor del homicidio y tres años de prisión para Atanasio Riva- 
rola. como encubridor íart. 17, inciso i.% cap. 1 lev 418) y ar- 
tículos 42, inciso i, y 43 del Código Penal. Conferido traslado al 
defensor de Alegre alega la inocencia de su defendido, soste- 
niendo que Rivarola es el autor del homicidio y que su patroci- 
nado se confesó autor por intimidación de aquél, sujeto de malos 
antecedentes, que las presunciones reunidas y las declaraciones 
del único testigo presencial abonan en favor de su tesis, por lo 
que solicita la absolución de su patrocinado. Igual actitud asu- 
me la defensa de Rivarola que pide la absolución de su repre- 
sentado, sosteniendo qu c Alegre confesóse autor y que la rectifi- 
cación posterior de su declaración no puede ténér ningún valor 
jurídico desde que no ha probado lo que en ella sostiene. Que 
no hay mérito siquiera para conceptuar encubridor a Rivarola 
desile que no ha ejercido actos de tal en el concepto de la ley. 

Que abierta la causa a prueba no se produjo por ninguna 
de las partes, según certificado del actuario y previos los demás 
trámites de ley, quedó la causa en estado de sentencia. 



- 

MU» M la com «ni* a 

V considerando: 

Que c! delito <le homicidio consumado en la persona de! 
sargento García en las circunstancias expuestas está probado 
pór todas las constancias sumariales y especialmente por el mor- 
tificado médico de fs. 21, y la partida de defunción agregada 
a fs. 22. Que la individualización del autor del delito no se pres- 
ta a muchas dificultades, aún cuando la confesión de Alegre 
haya sido retractada ante el tribunal atribuyendo el hecho a su 
compañero Rivarola. Es verdad que obra en autos la declaración 
del agente Miranda favorable a Alegre, pero este testimonio 
pierde en mucho su valor si se reflexiona que el referido testi- 
go pudo haberse equivocado y máxime cuando declara que Ri- 
varola estaba a sus espaldas, casi oculto. V. f s. 5 vra. 

Por lo demás, ni Alegre ni Rivarola hablan en su primer* 
indagatoria ante el comisario de esta pretendida intervención 
del agente, quien dice haber tomado del puño a Alegre en e! 
momento en que hacía puntería, mientras que según declaran 
los procesados quien lo habría hecho seria Rivarola, pretendien- 
do comprobar esta circunstancia con la pequeña lesión dcscripta 
en el certificado de fs. . herida que verosímilmente 1ia sido 
producida durante el lance por alguno de los disparos cambiados 
entre los protagonistas. Resumiendo: e | procesado Alegre es 
quien inicia la tragedia con su resistencia, revólver en mano, al 
sargento Garcia, según declaración del mismo agente Miranda 
y Rivarola coadyuva a Alegre en esa resistencia, también arma- 
do de revólver. I.os dos procesados fueron vistos empuñar ar- 
mas momentos después del drama, declaración de Chaparteli de 
fs. 7 y las presunciones reunidas son bastantes para conceptuar 
que ambos tomaron parte activa en la contienda. En cuanto a la 
circunstancia de que el revólver secuestrado parece no ser el 
que usaba hahitualmcnte Alegre, carece de importancia capital, 
toda vez que los procesados pud ; ion haberlo cambiado con an- 
terioridad según observa el señor agente fiscal a fs. 48. De to- 
dos modos Alegre y Rivarola se acompañaron antes, durante y 
después de! crimen y esta es la mejor prueba de su coparticipa- 
ción en el hecho delictuoso. 
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Que la confesión del procesado Alegre, cuya retractación . 
no ha sido probada en forma, es bastante para responsabilizarte 
como autor del delito en los términos del art. 318 del Código de 
Procedimiento?, debiendo Rivarola ser considerado como cóm- 
plice del mismo, ya que su adhesión se ha exteriorizado por ac- 
tos simultáneos, art. 32 del Código Penal. Que se trata de un ho- 
micidio simple comprendido en la generalidad del art. 17, inciso 
t.° Cap. 1 de la ley 4189, debiendo computarse como agravante 
la del inciso 15 del art. 84 del Código Penal. 

Por estos fundamentos» resuelvo: Imponer a Emiliano Ale- 
gre dieciocho años de presidio, accesorios y costas como autor 
del homicidio y a A tan asió Rivarola catorce años de la misma 
pena» más accesorios y costas, como cómplice, teniendo en cuen- 
ta el criterio señalado por el art. 4. de la ley 4189» para la repre- 
sión de la complicidad. 

Hágase saber y elévese en consulta si no fuese apelada 
esta sentencia. — Domingo Sasso. — Ante mi : Juan Julián 
Lastra. 



ffiXTKNCtA DE M CAMARA FEDERAL DE APKt ACION ES 

U Plata, Manto 23 4a ifii5 

Vistos: considerando: 

l.° El a quo. después de demostrar en las pertinentes piezas 
de autos, que el homicidio perpetrado en la persona del sargento 
Olivencb García se halla legalmente comprobado, funda la con- 
denación de Alegre, como autor principal de aquel delito, en su 
propia confesión prestada ante el comisario instructor. 

Es verdad que este procesado ha confesado a fs. g que él 
dio muerte a Garcia con su revólver, en circunstancias que Ri- 
varola forcejeaba con él, para impedir los disparos, pero es tam- 
bién cierto, que esta confesión fué retractada ante el a quo a 
fs. 22, y más categóricamente en el careo de fs. 121, y dicha re- 
tractación es admisible, en este ca«o, porque de autos se dcs- 



prende !a prueba de que el hecho confesado es físicamente im- 
posible de parte de Alegre y no concuerda con las circunstancias 
y accidentes del delito, siendo por lo tanto inverosímil (artículo 
3<6 y 3«9 del C&digp de Procedimientos). Lo demuestran: i."> 
La declaración del testigo presencial, agente Miranda, que vio 
cuando Rivarola hizo los disparos contra García, en circunstan- 
cias que luchal>a con Alegre : "oyó, dice, atrás y al costado dere- 
cho del declarante la detonación de un tiro, y al darse vuelta vió 
al sujeto Atanasio Rivarola parado contra la puerta principal 
de entrada al salón y la de cancel, qué disparó tres tiros más en 
contra del sargento, el que a su vez y ya tambaleando, le hizo un 
disparo y cayó de espaldas, tirando en esa circunstancia y sin 



duda con las ansias de la muerte, otro tiro" ( fs. 435). 

2.° La veracidad de esta declaración, corroborada por las 
averiguaciones hechas por el instructor, confirmadas por los 
peritos a fs. 24 y 27 vta. junto con el croquis y sus referencia* 
de fs. 26, en cuanto constatan que en el Salón del prostíbulo v 

en cI "V™ í,e ,in ,)ioniJ, ° a un metro V medio de! piso, se nota 
un orificio pro-lucido por una bala, con entrada de afuera hacia 
adentro, sin orificio de salida, y del cual se extrajo después un 
proyectil de cobre correspondiente al revólver suizo que u^ib.i 
el sargento, y un otro orificio más en la hoja derecha del postigo 
de la puerta principal, a un metro del piso, el que atravesando 
el batiente de la misma salía a un costado de adentro hacia 
afuera, correspondiente a un tiro hecho «le muy cerca, a juzgar 
por e! fogonazo que lo circundaba. 

3." Que ambos procesados también dicen que Alegre estaba 
en la calle cuando ocurrieron los hechos. 

4. El testigo Chaparteli que también ,ió armado a Rivarola 
(fs. 7 y 7 vta.). 

5. El arma secuestraba, que no es la que usaba Alegre, 
como lo declaran otros testigos fs. 14, i6, 18 vta. y 20. 

6.° La herida que presentaba Rivarola en la falange del Ín- 
dice de la mano izquierda, que no pudo ser hecha por Alegro 
mientras aquél le tomaba el caño del revólver, pues "no hahien- 
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ilo signes de fogonazo e:i la piel que circunda tal herida, debe 
haberse producido a distancia" (informe médico de fs. 23 na.)- 

II 

De acuerdo con las declaraciones y demás circunstancias de 
esia causa y los malos antecedentes de Rivarola (fs. 35), que 
se dejan expuestos, «urge !a convicción de que éste y no otro, es 
el autor directo de !a muerte del sargento García. 

La declaración del testigo Miranda que presenció los he- 
chos, es digna «le toda consideración, no obstante su singulari- 
dad, no sólo porque no se descubre en el testigo interés alguno 
que pueda llevarlo a la falsedad en contra de Rivarola, sino por 
que resulta comprobada por los indicios o prueba circunstancial 
de qüc se ha hecho mérito, (o cual es unido a la retractación de 
Alegre, fundamentan el dicho de.Miranda.de manera que mere- 
ce entero crédito. 

La retractación de Alegre es lógica con la particularidad 
que se desprende de la declaración de Miranda, quien afirma 
que aquél "en circunstancias que penetró al calabozo donde se 
encontráis alojado, le «lijo : che declara que yo he muerto al «ir- 
(icnto. ignorando el móvil que lo haya llevado a hacer tal propo- 
sición". A la luz de este antecedente, las a f inunciones de Alegre 
cu contra de Rivarola, agregan otro indicio que le es desfavora- 
ble íart. 276, inciso 2." y 357 Código de Procedimientos). 

III 

El homicidio perpetrado por Rivarola, no aparece rodeado 
de circunstancia calificativa alguna, por lo cual delw encuadrar- 
se dentro del art. 17, inciso i.° de la ley 4189. con la agravante 
del art. 84, inciso 15, del Código Penal, desde que !a víctima 
ejercía autoridad pública (sargento de policia). 

IV * 

Alegre no puede ;er considerado como cómplice de Rivaro- 
la, porque no resulta de autos haya cooperado a la muerte de 
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García, pues si bien su desacato y agresión al sargento fué ci 
origen del crimen, no existe prueba de que estuviese enterado 
del propósito de Rivarola (art. 32 Código Penal). 

El delito de Alegre, resultante de su propia confesión y de 
la declaración de Miranda, es de atentado a la autoridad, con 
armas, previsto y castigado por los artículos 234 y 235 del Coli- 
go Penal). 

Por estos fundamentos y oído el señor fiscal, se revoca la 
sentencia apelada condenándose a Atanasio Rivarola a la pona 
ile dieciocho años de presidio, accesorios y costas v a Emiliano 
Alegre a la de dieciocho meses de prisión y estando computa- 
da la de este último, lihrese oficio telegráfico para sil libertad.— 
Marcelino Escalada. — R. Guido ¡.avalle. — José Marcó. 
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Vistos y considerando: 

Que obran en estos autos suficientes elementos de prueba 
sobre la responsabilidad de! procesado Atanasio Rivarola como 
autor principal del homicidio perpetrado en la persona de Oli- 
ve icio Carcía, sargento de po-kiz del territorio nacional de la 
Pampa Central. 

Que el testigo Francisco Miranda, agente de la misma poli- 
cía relacionando la forma en (pie se cometió este delito, expone 
en su declaración de fs. 2 vta. a fs. 6 que el día 29 de F.nero de 
1912, 'hiendo las dos de la tarde, tuvo conocimiento que en la 
fonda de Antonio Ochoa se había producido un desorden, cau- 
sa por la que se constituyó en ésta y supo por manifestación do 
Ochoa qüe el individuo Emiliano Alegre momentos antes v a 
raiz *!e tuia discusión sostenida con un desconocido había pro- 
movido un desorden y pegado una trompada a éste. Que al mo- 
mento y próximo a la fonda detuvo un individuo que resultó 
ser uno de los promotores del dcsorJcn conduciéndolo a la co- 
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misaría y cliólc cuenta a! sargento (¡a reía lo rjuc acababa de ba- 
rrar, recibiendo en el acto orden de éste de ir a buscar a Alegre 
y citarlo a la comisaría; cjue a los veinte minutos más o meno< 
encontró a Aleare en el prostíbulo y le (lió la orden referida, 
contestándole c! mismo que a las tres se presentaría, contesta- 
ción que inmediatamente transmitió al sargento, quien en com- 
pañía del dlccnte se trasladaron al prostíbulo de Josefina Qá- 
llardo dónde encontraron a Alegre al que el sargento con e! 
modo habitual pidióle 1< > acampanara a la comisaria, < obteniendo 
pnr contestación Uri no :oy, unido 3 lo cual saltó atrás y sacó re- 
vólver, podiendo el declárame agarrarle el puño en el momento 

en que hacía puntería: que siguiendo la lucha para reducir a 
prisión a Aleare oyó atrás y al contado derecho del declarante la 
detonación de un tiro y al dar-e vuelta vió al sujeto Áftnásio 
.Ri varóla "«arado entre la puerta principal de éntra la al salón j 
la de car -el. «pie disprró tres tiros más en contra de! sar^ent»» 
el que a su vez y ya tambaleando le hizo un disparo y cayó de es- 
palda tirando en esa circunstancia y sin duda con las ansia* de 
la muerte otro tiro". 

Que el referido te>ti^o respondiendo a otras preguntas que 
*e le hicieron en el mi.-nio acto de su declaración con respecto a! 
revólver que decía tener Aleare manifiesta ''que sin temor de 
equivocarse créc haya sido pistola en vez de revólver" y agrega 
que no vió "el arma que u?ó Rivarola cuando disparó los tiro« 
contra el sargento, pues como ya ha declarado, Rivarola hizo 
fuego de entre la puerta principal del salón y la de cancel, que- 
dando en consecuencia para el declarante. casi oculto". 

Qnc la inspección ocular de f-. 1 vta. a fs. 2, plano de fs. 2^1 
c informe de los peritos de fs. jj. asi como las declaraciones de 
los testigos Justo Chapartelli, fs. 6 vta.: Antonio Ochoa fs. 13 
vuelta: Emilio Xúñez. fs. 15 vta.; Petra Pérez, fs. 18, y Sebas- 
tiana Flores, fs. Hj y demás diligencias practicadas en el suma- 
rio instruido por las autoridades policiales del pueblo de "tter- 
nasconi'" lugar en (pie se realizaron los hechos que quedan ex- 
oresados. co nfirman lo cNpuestn por c! prendarme Francisco Mi- 
randa en su citada declaración de fs. 3 vta. a fs. o. 
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Que estos antecedentes y circunstancias tienen una relación 
directa con el cielito y contribuyen razonablemente a f mular una 
prueba por la que se demuestra fué el procesado Atanasio 

Rivarola quien hizo fuego eonir. sargento Garda con el re- 
vólver de que estaba armado y dew el lugar en que se encon- 
traba según la declaración de! testigo nombrado y lo indicado en 
el croquis de fs. 26, en momentos en que García en desempeño 
de las funciones de su cargo trataba de reducir a privón a Kmi- 
liano Alegre. 

Que por lo que hace a la pena de dieciocho años do presid : o 
y accesorios legales y costas del juicio que se ha impuesto al 
procesado Rivarola, por el homicidio de que se trata, ella se 
ajusta a lo establecido por la ley de reformas al Código Petftri 
en su art. 17, capitulo inciso !.". con la agravante del art. 84, 
inciso i| del mismo Código desde que la victima ejercia autori- 
dad pública y fué muerto en momentos que desempeñaba las 
funciones de su cargo como -argento de policía. 

Por e!lo, y fundamentos concordantes, se confirma, con 
costas. la sentencia apelada fie fs. i¿§ en lo que se refiere al pe- 
nado Atanasio Rivarola. Xotifíqucse original y devuélvase. 

A. BERMEJO; — NICANOR 0. D1& 

Solar. — M. P. Daract. — 
I). K. Palacio. 
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Ihm Alwl Güftérres en untos con i/"» Juan C. Bancalari, sobre 
reivindicación. Recurso de hecho 

Sumario; I.a inviolabilidad de la defensa en juicio que comagra 
c! art. 18 de la Constitución, importa que el litigante déte 
s^r oído y encontrarse cu condiciones de ejercitar sus dere- 
chos en la forma y con las solemnidades estáncenlas por 
las leyes de procedimientos : y la exigencia de firma de le- 
trado iló es violatoria de esa garantía, ni da ltiga.r, salto 
caso extraordinario, al recurso de] ari. 14, tey 48. 

Caso; Lo explican las piezas siguientes: 



DtCTAMEN DEL ST. PROCURADOR GENERAL 

Suprema Corte: 

El recurso presentado ante V. K. es manifiestamente im- 
procedente, de acuerdo con lo que resulta de la propia exposi- 
ción del recurrente. 

I.a invocación que hace el apelante del art. 18 de la Consti- 
tlcióii Nacional, no basta para fundar por si el recur.-o, pues la 
garantía consagrada en esa cláusula en cuanto establece la li- 
l>ertad y la inviolabilidad de la defensa en juicio, según la cual 
el litigante del* ser oído y ejercitar sus derechos en la forma y 
con las solemnidades fijadas por las leyes comunes de procedi- 
mientos, no ha sido vulnerada en el caso, en que só|q se exige un 
requisito que en ver de ser violatorio de la referida garantía 
constitulional. tiende y tiene por efecto asegurar en la tramita- 
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ción de los juicios una mejor administración de justicia (tomo 
If3. pág. 229; tomo 119, pág. 156). 

Por otra parte, no es dado atribuir el carácter ni fuerza de 
sentencia definitiva a) auto de que se recurre, no llenándose por 
tanto la exigencia del art. 14 de la ley 48. cuando establece que 
las sentencias definitivas co:i exclusión de las otras, son las qiie 
en ¡os casos que prevé, pueden dar base al recurso extraordma- 
rio (tomo 102, pág. 24). 

Por lo expuesto y jurisprudencia invocada, pido a V. E. se 
sirva 110 hacer lugar a la queja deducida. 

Julio Bótet. 
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■ 

•uen«« Alrtt, julio 8 4c 1915. 

Autos y vistos: El recurso de hecho por apelación denega- 
da interpuesto por don Abel Gutiérrez contra una resolución de 
la I.' Sala de la Cámara de Apelación del Rosario, provincia de 
Santa Fe, en autos con don Juan C. P.ancalari. sobre reivindica- 
ción. 

Y considerando: 

Q«e para fundar e! recurso extraordinario del art. 14, inci 
3»» ley número 48 se alega que !a resolución apellada en la 
que se le ordenó que en lo sucesivo se presentara con firma de 
letrado, era violatoria o chocaba con la garantía constitucional 
del art. 18 sobre libertad de la defensa en juicio (fs. r). 

Que !a inviolabilidad de la defensa, que consagra el art. 18 
de la Constitución, importa que el litigante debe «cr oído v en- 
contrarse en condiciones de ejercitar sus derechos en la forma 
y con las solemnidades establecidas |x>r las leyes comunes de 
procedimiento (Fallos, tomo 63, pág. 102; tomo 100, pág. 408). 

Que ni se lia alegado la omisión de audiencia ni la interven 
ción obligatoria de letrado es en si misma susceptible de imposi- 
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bilítar o dificultar el goce <le los derechos aludidos, sino al con- 
trario, de tal suerte que aquélla, salvo caso extraordinario, no 
da lugar al recurso del art. 14 de la ley número 48 ( Fallos 
tomo 94. pág. 328; tomo 113. pág. 229). 

Por ello y de conformidad con lo dictaminado por el señor 
Procurador General se declara no haber lugar al presente re- 
curso. Repuesto el papel archívese. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. 



CAUSA U 

P. y I '. Jáuregui, contra la provincia de Mendoza, sobre 
devolución de dinero 

Sumario: Corresponde desechar una demanda ]>or devolución 
de impuestos locales, fundada, no en disposiciones de la 
Constitución Xacional o leyes del Congreso, sino en la mala 
interpretación y aplicación de las respectivas leyes provin- 
ciales. 

Caso: Lo explica el siguiente: 

■ 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

B«mm Alrtt. Julio 10 4t ItlS. 

Y vistos : 

Don Pedro Jáuregui a nombre de la razón social P. y V. 




ÜÉ 
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1 Jáuregui entabla demanda por devolución de dinero contra la 
provincia de Mendoza, exponiendo: 

Que el Departamento de Irrigación de la provincia mencio- 
nada en uso de facultades de que se consideró investido por el 
art. 7 de la ley provincial de 24 de Abril de i8</>, estableció un 
impuesto para costear los gastos del mismo, de i> 0.20 por he* 
tárea sobre todos los terrenos cultivados con derecho de agtlá. 

Que esc impuesto se hizo extensivo a todos los terrenos 
con derecho de agua, estuviesen o no cultivados, y se exigió a la 
sociedad el pago de la suma de diez mil seiscientos quince pesos 
con cincuenta centavos, por los años 1896 a 191$ sobre cuatro 
mil setecientas diez y siete hectáreas que no ha cultivado hasta 
ahora. 

Que la sociedad o«ó dicha suma, reservándose el derecho 
de reclamar su devolución. 

Que en virtud de estos antecedentes y de lo dispuesto en el 
art. 786 del Código Civil, pide se condene a la provincia de Men- 
doza a la devolución de !a cantidad expresada, con sus intereses 
y costas, si se opusiere. 

Que don Joaquín Allende por la demandada pide el rechazo 
de la acción, alegando: 

Que los señores 1'. y V. Jáurcgui. concesionarios desde el 
20 de Knero de 1886 de un derecho de agua para el regadía de 
cuatro mi! setecientas diez y siete y media hectáreas sob*e el rio 
Atue¡, pidieron al Poder Kjccutivo de Mendoza el empadrona- 
miento de su eoncesión. en 13 de Octubre de 1910, lo que les fué 
acordado en 18 del mismo mes y año. previo pago de la suma 
antes expresada, por derechos adeudados. 

Que los demandantes aceptaron cu todas sus partes la reso- 
lución administrativa y no pudieron dejar de aceptarla, pues te- 
nían a doble titulo caducada su concesión, a causa de haber de- 
jado vencer los términos fatales señalados por las leyes locales 
para el cultivo de las tierras objeto de la concesión y habían, 
además, dejado de pagar los impuestos correspondientes al re- 
gadío de !os mismos. 

Que la resolución gubernativa en cuestión y su aceptación 
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por los reclamantes son actos concluidos, definitivos e irrevoca- 
bles. 

Que, por otra parte, no es exacto que los impuestos de irri- 
gación, si ele tales se pueden clasificar las cuotas con que los 
concesionarios de agua están obligados a concurrir para los gas- 
tos de la administración general y local del ramo, se entiendan 
sólo aplicables a los terrenos cultivados. 

Y considerando: 

Que conforme a lo establecido en el art. 105 de la Consti- 
tución Nacional, y a lo reiteradamente resuelto, las demanda ? 
ante esta Corte sobre repetición de impuestos locales, no pueden 
fundarse en la mala interpretación y aplicación de las respecti- 
vas leyes provinciales y sí tan sólo en disposiciones de aquélla o 
de las leves del Congreso (Fallos, tomo 102, pág. 436; tomo 117, 
pág. 48 y otros). 

Que la demanda no alega que exista conflicto alguno entre 
las leyes provinciales y las disposiciones nacionales aludidas; y 
si bien se invocó el art. 780 del Código Civil, lo fué en el sentido 
de que no estando autorizado por las primeras el cobro hecho a 
los actores, había mediado error en el pago. 

Que la presente litis no presenta asi cuestiones de carácter 
federal que esta Corte esté llamada a resolver, independiente- 
mente de la vecindad o nacionalidad de los actores, y que pudie- 
ran habilitarla ¡>ara c! examen de todas las otras discutidas í 2x2 
Ü. 57* v otros). 

Que a este respecto el caso se encuentra en condicione i di- 
versas del registrado en el tomo 119. pág. 407, donde el actor 
sostuvo que el impuesto se !e habia cobrado por macadam en un 
camino de propiedad y a cargo de la Nación, y era además con- 
trario a la Constitución Nacional, por su carácter de retroactivo. 

Que el gravamen de que se trata, por las circunstancias de 
estar destinado a objetos especiales y de no pesar sobre todo; 
los habitantes de la provincia, no se haíla fuera de la esfera pro- 
pia de las leyes tributarias, en términos de hacerse inaplicable al 
mismo la doctrina y jurisprudencia antes recordadas, desde que 
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tiene el mismo origen que los impuestos en general, distinto de! 
de las relaciones de derecho regidos por las leyes comunes ( ar- 
tículo inciso I.*, ley número 48). 

En su mérito, se declara no haber lugar a la demanda. Las 
costas se abonarán en el orden causado, atenta la naturaleza del 
punto decidido. Notifiquen con el original, repóngase el papel v 
archívese. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Socar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. 
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Don Emilio L. Casares, contra la provincia de Buenos Aires, 

por cobro de pesos 

Sumario : Comprobado (|ue los servicios que el actor prestó en la 
contratación de un empréstito, por los que cobra como co- 
rredor la comisión usual del cuarto por ciento de su monto, 
se limitaron a determinado trabajo en dicha operación de 
crédito, corresponde que el precio de ese servicio sea fijado 
por árbitros. (Art. 1627 Cód. Civil). 

Caso: Resulta del siguiente: 
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Buenos Aire*, julio IC de 1915. 

Y vistos estos auto.* de los que resulta: 

(pilé don Emilio X. Casares demanda a la provincia de Bue- 
nos Aires ¡>or cobro de la suma de cuarenta y cuatro mil cien 
l>esos oro sellado o en su defecto, lo que se fije por arbitros en 
concepto de honorarios que afirma se le adeudan por su inter- 
vención en la negociación del empréstito autorizado por la lev de 
22 de Noviembre de 1910. Pide también el pago de los intereses, 
costas y gastos del juicio. 

Como fundamento de esta demanda se expone: Que en el 
mes de Noviembre y año citado fué requerido el demandante 
ix>r el gobierno de la provincia para que negociara en el conti- 
nente europeo el empréstito mencionado; que no era esta la pri- 
mera vez que atendía esta clase de negocios y que inmediata 
mente de recibir el pedido a que se refiere en su demanda se 
puso al babla con los banqueros de París que se le indicaban, con 
los que mediante su diligencia y después de varios viajes pudo 
llevar rápidamente a buen término la negociación encomendada, 
la que una vez terminada pidió por la vía administrativa el pago 
de sus honorarios, habiendo tenido por toda respuesta la nota 
que original acompaña firmada por el entonces ministro de Ha- 
cienda, doctor Ahumada, en la que se le niega su intervención 
en la realización de] empréstito. 

Que la suma reclamada en oro sellado es la comisión del 
cuarto por ciento usual para esta clase de operaciones, que en 
otra oportunidad le ha sido pagada sin observación por el mismo 
gobierno y que el empréstito de la referencia importó la suma de 
diez y siete millones seiscientos cuarenta mil pesos oro represen- 
tado por ciento setenta y seis mil cuatrocientos títulos de cien 
pesos de la misma moneda cada uno, con el interés anual de! 
cuatro y medio por ciento y uno de amortización. 

Acreditada la competencia de esta Corte y evacuando el 
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traslado de la demanda, el representante de la provincia niega 
en absoluto el hecho aducido por el actor, manifestando: que 
éste no ha sido autorizado para gestionar el referido empréstito 
y que por consiguiente no ha podido ponerse con tal fin al habla 
con los banqueros de París. 

Que deja constancia de que la litis queda trabada sobre este 
hecho afirmado por el actor y negado por la provincia, pues, la 
única autorización que se le dio por el gobierno fué para subs- 
cribir en Europa los prospectos, certificados provisorios y títu- 
los definitivos de dicho empréstito, cuya tramitación y coloca- 
ción tuvo lugar en la provincia y con intervención directa del se- 
ñor ministro de Hacienda, habiéndose firmado el Bono General 
en La Plata, e! 23 de Noviembre de 1910 y en 6 de Diciembre del 
mismo año e! poder conferido al señor Casares para firmar en 
Europa los prospectos, certificados provisorios, cupones y títu- 
los definitivos, de todo lo que hace mérito con el propósito único 
de establecer cuál ha sido el verdadero papel del demandante 
con relación a dicho empréstito. 

Agrega que aún cuando no debe considerarse como materia 
de la litis lo relativo al encargo que el gobierno confirió en e! 
poder aludido porque sobre ello no versa la acción deducida, 
'debe manifestar que fué a requisición del actor que se le enco- 
mendó la firma de los prospectos y certificados provisorios, 
'pero no con cargo de retribución sino gratuitamente como siem- 
pre lo han hecho en distintas ocasiones argentinos, que encon- 
trándose accidentalmente en Europa fueron comisionados por 
la provincia por todo lo que atento a lo que deja indicado sobre 
el único heeho articulado en la demanda, sobre el que debe ver- 
sar su justificación, se importe su rechazo que pide con costas. 

Recibida la causa a prueba y producida la que aparece del 
certificado de fs. 80 se llamó autos para definitiva, después de 
agregados los alegatos presentados por las partes. 

Y considerando: 

Que la escritura pública que en testimonio corre agregada 
a fs. 65 resulta acreditado: que el gobierno de la provincia re- 
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presentado por su ministro ile Hacienda convino con los banque- 
ros europeos que en dicha escritura se expresan, la negociación 
de un empréstito por !a suma de diez y siete millones seiscientos 
cuarenta mil pesos oro sellado o su equivalente en libras esterli- 
nas, francos o marcos, bajo las condiciones que fueron acordadas 
en el convenio provisorio celebrado en La Plata y firmado en dos 
ejemplares en ocho de Noviembre de 1910, convenio que fué 
aprobado en todas sus partes por decreto del Poder Ejecutivo 
expedido en la misma fecha y sometido a la sanción de la Le- 
gislatura. 

Que en el art. 7 de dicho contrato que fué aprobado en todas 
sus partes por la ley de 22 de Noviembre del mi*mo año, quedó 
establecido que el gobierno de la provincia debería nombrar un 
delegado en Europa para firmar los prospectos, certificados 
provisorios, cupones, títulos y demás documentos de práctica, 
con excepción del Bono General que se firmaría en La Plata, en 
cuyo cumplimiento se otorgó en seis de Diciembre el poder a 
que se refiere la escritura pública de fs. 73, en la que se declara 
I>or el gobernador de la provincia que "confiere poder especial a 
don Emilio N. Cacares, residente en la ciudad de Londres para 
que eti representación de la provincia firme en Europa los pros- 
pectos, certificados provisorios, cupones y títulos definitivos del 
empréstito de que se trata". 

Que estos antecedentes acreditan, como queda dicho, que 
la tramitación y negociación del empréstito mencionado y a que 
se refiere la demanda se hizo en La Plata directamente entre los 
representantes de los banqueros europeos existentes en el país y 
el doctor J. C López Bucbardo como ministro de Hacienda de 
la provincia, sin intervención de ninguna persona extraña a la 
administración como éste lo manifiesta en su informe de fs. 77, 
agregando en contestación a las preguntas contenidas en el inte- 
rrogatorio de fs. 76, que el actor señor Casares no había tenido 
ninguna autorización oficial ni particular para intervenir, ni si- 
quiera en forma oficiosa, en dichas operaciones, y que la úni *a 
autorización que tuvo fué para firmar en Europa los documen- 
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tos mencionados del empréstito que se tramitó en La Plata en la 
forma indicada. 

Que establecido como queda, cuáles lian sido las funciones 
que ha desempeñado el actor en Europa como delegado del go- 
bierno según el poder que le fué conferido, y si bien esas funcio- 
nes no comprenden la negociación y realización del empréstito 
en lo que no tuvo participación, sino tan sólo el encargo de fir- 
mar los títulos claramente determinados, no puede desconocerse 
e! derecho a cobrar el pago de esos servicios en la forma que co- 
rresponda apreciarse desde que, su nombramiento de delegado 
a tal objeto "no se hizo con carácter gratuito" a estar a lo mani- 
festado por el doctor López Ruchardo en su informe de fs. 77, y 
desde que, por otra parte, ha justificado que su profesión habi- 
tual es la de corredor y comisionista en Europa con asiento de 
sus negocios en Londres, según lo declaran los testigos exami- 
nador al tenor del interrogatorio de fs. 49. 

Que dada la limitación del servicio prestado que es el que 
se consigna en la escritura de poder de fs. 73, no puede admitir- 
se la comisión del cuarto por ciento que se reclama ni el prece- 
dente de lo pagado anteriormente al actor, por una gestión más 
importante confiada en Í907 e:i que debía subscribir también ci 
Bono General como consta a fs. 2. lo que no ha ocurrido en el de 
que actualmente se trata. 

Que por lo tanto y con arreglo a lo establecido por el Códi- 
go Civil en el art. 1627 de aplicación en el caso, esos servicios 
prestados con arreglo al mandato conferido y no desconocidos, 
deben determinarle por arbitro; y están ellos comprendidos den- 
tro de los términos de la litis en cuanto se refieren a las opera- 
ciones del empréstito en que ha intervenido, si bien con la limi- 
tación que queda expresarla y han sido materia de discusión y de 
prueba durante el juicio. Ley 10, 'titulo 17, Libro 4. R. C. Fallos, 
tomo 37, pág. 329. 

Que por lo que hace a lo alegado al final del escrito de foja ; 
06 de que la provincia no estaría obligada al pago ele los servi- 
cios aludidos por- cuanto éstos implican gastos que no han sitió 
debidamente autorizados, es de observarse que ellos están impli- 
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¿lamente comprendidos eü los términos de la ley de 22 de No- 
viembre de 1910 aprobatoria del contrato de seis de Noviembre 
del mismo año que en su art. 7 autorizó el nombramiento de un 
delegado en Europa para firmar los prospectos, certificados 
provisorios, cupones, títulos y demás documentos de práctica. 

Por estos fundamentos se declara que la provincia deman- 
dada está obligada a pagar a don Emilio X. Casares dentro del 
término de treinta días el precio que fijen arbitros por los servi- 
cios indicados en el mandato de fs. 73. Las costas se abonarán en 
el orden causado atenta la naturaleza de las cuestiones debati- 
das. Notifícese con el original y repuestos los sellos archívese. 

A. H kkmk.io. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. 



CAUSA LUI 



Sumario instruido a ¡-clisa Orona por aborto provocado; 

sobre competencia 

Sumario : Apareciendo, prima facie, que el delito fué cometido 
en esta capital, corresponde a] juez de instrucción de la 
misma, el conocimiento de la causa. 

Caso'. I.o explican las piezas siguientes: 
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AUTO DEL JügZ DE íNSTRUCCION 

Buenos Aires. Mayo 21 de 1915. 

Que no es evidente que el delito denunciado se haya come- 
tido en jurisdicción de la Capital Federal, desde que no basta la 
declaración de Felisa Orona, prestada ante un funcionario po- 
licial. 

Que la aplicación de una sonda, en caso que se haya produ- 
cido, es el acto preparatorio de un delito el que se ha consumado 
recien con el fallecimiento de la víctima, hecho que se ha produ- 
cido en Bernal. jurisdicción de la provincia de Buenos Aires. 

Que no habiéndose autopsiado el cadáver de la victima, no 
se puede establecer Jas causas que han originado el deceso, cir- 
cunstancia ésta de capital importancia para la instrucción de un 
sumario, desde que la autopsia establecería las causas de la 
muerte. 

Que enterrado el cadáver, en la jurisdicción de la provincia, 
tiene el juez de esa jurisdicción más facilidades para la marcha 
de la investigación, y además, estando domiciliados en esa ju- 
risdicción la familia de la victima y el médico denunciante, fa- 
cilita la tarea del juez sumariante. 

Que la circunstancia de ignorar la víctima el nombre de la 
partera, que dijo le introdujo la sonda, produce duda, sobre el 
lugar del hecho y la ]>ersona que en él ha intervenido, y siendo 
de estricta aplicación el art. 36 del Código de Procedimientos en 
lo Criminal, remítasele el presente al sefior juez doctor Villar 
Sáenz Peña, invitándolo en caso de disconformidad, a elevarlo, a 
sus efectos, a la Suprema Corte de Justicia. — TJavaUol — An- 
te mi. — Orcstc Potito. 

Ai ro DEL Jl'KZ DEL CRIMEN' 

La Plata. XUfa 31 da 1915. 

Autos y vistos: Considerando: 
Primero: Que según se desprende de la declaración presta- 
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«la por Felisa Orona, ante el funcionario instructor, llenándose 
todos los requisitos de ley. el delito «le que se decía victima se 
hab.a ejecutado en !a Capital Federal y había sido aconsejado 
por .Mana Góbahinich, domiciliada en la misma ciudad para ha- 
cerse producir un aborto. 

Segundo: Que tales manifestaciones son las que debe tener 
en cuenta el suscripto y las únicas que determinan la competen- 
cia del juez del lugar en que prima facie se ha cometido el delito. 

Tercero: Que tan es asi que el señor juez doctor Beltrán, 
por auto de fs. 16, admitió la competencia de la justicia del cri- 
men de la Capital de la Xación. 

Cuarto: Que la aplicación de la sonda a objeto de provocar 
un aborto no es un acto preparatorio de un delito, sino la comi- 
sión del delito mismo, y aún en el supuesto de que no hubiera 
producido efecto, existiría la tentativa castigada también en 
nuestra ley penal. 

Quinto: Que si bien no se ha practicado la autopsia del ca- 
dáver, ello no tiene relación alguna con la cuestión planteada, 
desde quc existe la denuncia de un delito y corresponde instruir 
la información sumaria al juez competente. 

Por ello, el juzgado mantiene su resolución de fs! 15 vta., y 
dando por trabada la cuestión de competencia resuelve elev-ir 
las actuaciones a la Excma. Suprema Corte Nacional, a fin de 
que ella la decida (art. 14 del Código de Procedimientos). — 
Luis Filiar Sácnz Peña. — Ante mí : Miguel Jiménez Lastra. 



DICTA»! EX DEL Sr. PROCURADOR GENERAL 

Buenos Airo, Junio 10 dt 1915. 

Suprema Corte: 

Corresponde a V. E. con arreglo al art. 9 inciso d de la ley 
4055. dirimir la contienda de competencia suscitada en estos 
autos. 

Es competente para conocer en el juicio de que se trata el 
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juez de instrucción en turno de esta capital, en cuya jurisdicción 
en efecto, ha tenido lugar la comisión de! acto delictuoso, que se 
castiga, y está el domicilio de la persona que aconsejó ese acto. 
Esta circunstancia determina por sí la competencia del referido 
juez en el presente caso, de acuerdo con el art. 34 del Código de 
Procedimientos, ya que dicho magistrado es el juez del lugar en 
que, a prima facie, se ha cometido el delito, siendo de observar- 
se v por lo demás, que si las maniobras delictuosas de que infor- 
mal, estos autos, no hubieran producido efecto, implicarian al 
menos la tentativa de un delito. 

Por lo expuesto, pido a V. E. se sirva declarar competente 
para entender en la presente causa al juez de instrucción de e«ta 
Capital. 

Julio BoM. 



F.M.LO DE M CORTE SU PR E M A 

ButflOt Alret, Julio 13 de 1915. 

Y vistos los de contienda de competencia negativa suscitada 
entre el señor juez de instrucción de esta Capital y el del Crimen 
de La Plata, para conocer en la presente causa seguida contra 
Felisa Orona. 

Y considerando: 

Que el delito que ha motivado la formación de este procer» 
aparece trifila facic, cometido en esta Capital a estar a lo mani- 
festado por la procesada en su declaración de fs. a a 3. 

Que este antecedente determina la jurisdicción y competen- 
cia del juez de Instrucción de esta Capital para conocer en h 

causa. Art. 25, inciso i.° Código de Procedimientos en lo Cri- 
mina!. 

Por ello, y de conformidad con lo expuesto y pedido por el 
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TSffSíl ha f B ?°« Sabcr P° r «> ««a resolución 

al señor ,«« del Cn.no, ,. a ,.,ata. Nótifíquese original. 

Nicanor C. uki. Solar. _ m. r 
Daract. — D. E. Palacio, 



CAUSA IJV 



Pm Alejo dracena, contra don S'orbcrto Maillart, por cobro 
de pesos; sobre competencia 

Sumario .. , - Entre Jos requisitos que el art. 5 « del Trata.lo de 

fXX eX ' ge q " e ,as sent ">™* y fallos «¿ 

c SÍ 3 7 T I' 6 ,0S Estad ° S tengan 
en lo territorios de los demás la propia fuerza que en el 

pa,s <bnde se pronuncian, no se menciona el de que la per- 
sona contra q„i e „ se intente ejecutar una sentencia en al- 
guno de esos países, se encuentre domiciliada en él. 

2." Los tribunales argentinos son competentes para cono- 
cer de una demanda dirigida a obtener c! cumplimiento de 
un fallo dictado por los tribunales de Montevideo, que con- 
deno al demandado al pago de honorarios regulados en un 
juicio que no se desconoce que fué de la competencia de es- 
tos últimos tribunales. 

í%«; Lo explican las piezas siguientes: 
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SENTENCIA DEL JUEZ EN LO CIVIL 

Bueno* Airts, Mmo 24 ét 1913. 

Y vistos: A fs. 7 comparece don José R. Molina, en repre- 
sentación de don Alejo Arocena, abogado de la República Orien- 
tal de! Uruguay, exponiendo: 

Que don Korberto Maillart, domiciliado en esta Capital, 
adeuda a su mandante la suma de doce mi! pesos oro oriental por 
trabajos profesionales a cuyo pago fué aquél condenado en el 
juicio que le siguió el Banco Transatlántico del Uruguay, sobre 
nulidad de un contrato, por un pronunciamiento pasado en auto- 
ridad de cosa juzgada según las leyes de su origen, cuyas trami- 
taciones tuvieron lugar con citación de parte interesada, reunién- 
dose así todos los requisitos del tratado de derecho procesal en 
vigor. 

Agrega que los documentos justificativos de su derecho se 
hallan agregados a las diligencias promovidas sobre embargo 
preventivo j concluye pidiendo se declare oportunamente que la 
ejecutoria debe ser cumplida en la República con arreglo al ar- 
tículo 560 y concordantes del Código de Procedimientos y al 
Tratado de Montevideo. 

A fs. 11 contesta don Salvador Rodríguez, por don N. 
Maillart, solicitando no se haga lugar, con costas al pedido for- 
mulado en mérito de no ser el juzgado competente, de no ser 
una sentencia el auto de regulación de honorarios, de ser nece- 
saria copia de las sentencias no siendo bastante certificados de 
secretarios ni declaraciones de jueces, de no haberse llenado las 
formas prescriptas en e! art. 146 del Código de Procedimiento* 
de la República Orienta!, de ser nulo el juicio en que los honora- 
rios se regularon, de haber caducado la instancia en el juicio se- 
guido por el doctor Arocena y de haberse prescripto el derecho a 
cobrar honorarios. 

Evacuando el traslado conferido, el representante de don N. 
Maillart, pide se tengan presente las extensas consideraciones 
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que aduce para refutar los argumentos en que se funda el de- 
mandado. 

A pedido del señor agente fiscal se abre a prueba la excep- 
ción de incompetencia por auto de fs. 40. Producida la de que da 
cuenta el certificado del actuario de fs. 127, se corre un nuevo 
traslado por su orden a las partes, quienes lo evacúan a f s. 129 v 
132, respectivamente, y el señor agente fiscal dictamina a fojas 
142 vuelta. • 

Y considerando : 

Que la excepción de incompetencia se ha sustanciado como 
dilatoria, y en consecuencia, el pronunciamiento que el juzgado 
está llamado a emitir sólo debe versar sobre ella aún cuando las 
partes hayan discutido cuestiones distintas. 

Que de los instrumentos que constan en estos autos y en los 
referentes a la traba de! embargo preventivo solicitado por el ac- 
tor aparece que no se trata del cumplimiento de una obligación 
contractual, sino de la ejecución de una obligación impuesta por 
un fallo judicial. No puede» por tanto, entre nosotros, aplicarse a 
la obligación que incumbe a) señor Matllart, otras reglas que las 
que rigen el cumplimiento de las obligaciones en general. 

Que, siendo esto así, es evidente que el pago de la prestación 
a que el señor Maillart fué condenado por ios tribunales de la 
República Oriental del Uruguay sólo puede serle requerido de 
acuerdo con el art. 747 del CódigoCivil de la Nación en el lugar 
de su domicilio. 

Que esta regla, como todas tas que se refieren a la jurisdi.- 
ción tic los tribunales dentro y fuera del territorio es de orden 
público. 

Que, por ende, conforme al inciso d ) del art. 5* del Tratado 
de Derecho Procesal acordado en é Congreso de Montevideo, 
nunca podría darse eficacia a la sentencia o al fallo arbitral qje 
tuviera por efecto alterar las jurisdicciones establecidas por las 
leyes de la Nación. 

Que de la prueba producida resulta plenamente acreditado 
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que don X. Maiüart tiene su domicilio en Francia, de modo que 
*»k» alo puede exigirsele el pago de la cantidad que lia sido con- 
denado a pagar de acuerdo con lo preceptuado por el art. 74N del 
Código Civil. 

Que la disposición del art. 1.T5 de! mismo Código, según la 
cual "en todos los contratos que delien tener su cumplimiento en 
la República, ránque el deudor no fuere domiciliado o residiere 
on ella, puede sin embargo ser demandado ante los jueces peí 
Estado", no es aplicable al caso presento, porque no se trata de 
una obligación contractual, primero; después, porque la obliqa- 
eion impuesta por los tribunales orientales, debe por su propia 
naturaleza cumplirse en el país de aquellos, y por último, porque 
en el supuesto de que los tribunales nacionales tuvieran jurisdic- 
ción, esa circunstancia bastaría por si sola para que no pudieran 
intervenir ejerciendo una jurisdicción delegada como es. necesa- 
riamente la que se pone en función al cumplir las sentencias dic- 
tadas por otros tribunales. 

Que resultando de las precedentes consideraciones que los 
jueces argentinos no pueden exigir del señor Maillart, según los 
arts. 747 y 748 del Código Civil el cumplimiento de sus obligacio- 
nes en otro lugar que en el de su domicilio, que es Francia, por 
su propia autoridad, surge evidentemente que tampoco pueden 
hacerlo en representación de una autoridad extraño. Lo contra- 
rio importaría acordar a las leyes extranjeras prelación sobre las 
nacionales. 

Que la condenación en costas no procede, atenta la natura- 
leza del punto discutido. 

Por estos fundamentos y los del dictámen del señor agente 
liscal. deriaro que el juzgado es incompetente para ordenar el 
cumplimiento de la sentencia cuya ejecución se pide. Hágase sa- 
ber, cópiese y repónganse los sellos. - V. F. Padilla. — Ante 
mi : p. a. s. Jorge Sauce. 
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SENTENCIA DE UA CAMARA 2.' DE APELACIONES EN I.O CIVIL 

I 

Butito* Atrt*. Afosto 21 U IM. 

Y vistos : 

Por sus fundamentos se confirma en lo principal el auto re- 
currido y se lo revoca en cuanto exonera de! pago de las costal 
al vencido, las que, son a su cargo según expresa disposición del 
art. 24 de la ley 4128, con costas. 

Devuélvase y repóngase la foja. — Pico. — Hehjucra. — 
Jiménez ¿apiola. — Ante mí : Ricardo /'. Olmedo. 
I 

FALLO DI. LA CORTE SUPREMA 

B«mm Aires, Julio 17 d« IMS. 

Vistos los del recurso extraordinario interpuesto por el doc- 
tor Alejo Arocena contra sentencia de la Cámara Segunda de 
Apelaciones en lo Civil dé la Capital pronunciada en los autos 
seguidos entre aquél y don Xorberto Maiilart, sobre cobro de 
pesos, y 

•Considerando : 

Que los fallos de esta Corte corrientes a fs. 117 bis, 161 , 
204 y 252 del expediente acompañado sobre embargo preventivo, 
tío han resuelto expresa o implícitamente, por los motivos con- 
signados en el penúltimo de dichos fallos, la excejKÍón de incom- 
petencia que ahora se discute. 

Que en apoyo de la excepción aludida alegóse que la cues- 
tión que se intentaba ventilar ante los tribunales argentinos se 
habia suscitado entre un subdito francés que no tiene su domici- 
lio en la Argentina y subditos de ki República Oriental, que tam- 
poco lo tienen en ¿tía ; y que la acción entablada, emergente de 
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sentencia de los tribunales uruguayos, no era real, sino personal 
y debía promoverse en Francia, donde estaba domiciliado el In- 
geniero MaiKart 

Que el auto recurrido ¿té fs. 171, al confirmar jwr sus fun- 
damentos el de fs. 151, no ha desconocido la competencia en la 
esfera internacional (art. 5.", inciso a del Tratado de Derecho 
Procesal que sancionó el Congreso de Montevideo y fué aprolia- 
do por la ley número 3192), de jos tribunales uruguayos para im- 
poner la condenación de honorarios que sirve de base al presente 
juicio, ni la parte de Maillart hizo cuestión al respecto y antes al 
contrario, observó: "Han celebrado (se refiere a dicho Maillart 
y al Banco Transatlántico Oriental) sus contratos en la Repúbli- 
ca Oriental, para cumplirse en la misma" (fs. 14 vta ). 

Que la condenación en costas y consiguiente regulación de 
honorarios han sido simples incidentes del juicio principal se- 
guido entre Maillart y el Hanco mencionado, de suerte que los 
tribunales uruguayos que tenían jurisdicción para conocer de! 
s ? undo, han podido resolver sobre aquéllos, de conformidad a 
principios uniformemente aceptados. 

Que con arreglo al art. 5° fiel Tratado de Derecho Procesa! 
antedicho. las sentencias y faltes arbitrales dictados en asuntos 
civiles y comerciales en «no de los Estados signatarios, tienen en 
los territorios de los «lemas la propia fuerza que en el país donde 
se pronunciaron, si retinen los requisitos que en el mismo articu- 
lo se establecen. 

Que entre esos requisitos no se menciona e! de que h ¡>erso- 
na contra filien se intente ejecutar una sentencia en alguno de 
los países signatarios, se encuentre domiciliada en él ; ni puede 
sostenerse que tal requisito está virt-uahnente contenido en el in- 
ciso d) del art. 5." citado, pues éste, en cuanto requiere que hs 
sentencias y fallos arbitrales no se o|x>ngan a las leves de orden 
público del país de su ejecución, ha tenido en mira, según sus 
f tientes, leyes de otra naturaleza, como las concernientes a la or- 
ganización de la propiedad, disolución del matrimonio y prisión 
por deudas (Actas del Congreso Internacional de Montevideo, 
páginasno.302,3i2y36o; Fiorc — Droit. Int. I pág. 346 — 
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véase además Carpcnticr Rep. G. A. de Oroit Franc. verb. jug. 
litratitj. números 102 y siguientes). 

Que lo precept nado en los artículos 747 y 748 del Código 
Civil, que invoca la semencia de fs. 151, está en condiciones dis- 
tintas, pues en ellos sólo se establecen reglas generales sobre el 
lugar en que deben hacerse los pagos; reglas susceptibles de ser 
alteradas por la voluntad de las partes y con mayor razón por 
leyes posteriores del Congreso, aún en el supuesto de que las pri- 
meras rigieran en lo concerniente a ejecución de sentencias. 

Qué lo propia es de observarse en lo que liace al art. 4 del 
Código de Procedimientos de la Capital. 

Que bajo el imperio de legislaciones que* como la francesa, 
consagran el principio, contrario a nuestra Constitución (articu- 
lo 20), de que la justicia se debe sólo a los nacionales, base re- 
suelto que un extranjero puede pedir el exequátur de una senten- 
cia, contra otro extranjero residente en Francia, aún cuando el 
último no tenga en ella domicilio autorizado, ni establecimiento de 
comercio «> d c otra clase ( Dalloz, verb. Droits Civils, sup. núme- 
ro 242 ; Carpenticr, obra y lugar citados, números 142 y 143). 

Ppr ello, oiifo el señor Procurador General, se revoca la ' 
sentencia apelada y se declara que los tribunales argentinos tie- 
nen jurisdicción para conocer de la demanda dc fs. 7. Xotifiquc- 
se con el original y devuélvase, debiendo reponerse e) papel ante 
el inferior. 

A. P.KRMKjO. — .\f. P. DaRACT.— 

D. E. Palacio. 



NOTA: — En la misma fecha se dictó idéntica resolución 
en el juicio seguido por don Abel J. Pérez contra don Norberttj 
Maillart. 
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CAUSA LV 



Doña Cruz Carmen de los Dolores Correa v don Cayetano 
Ugarteche, en autos con don Hdnardo Hunter. sobre reizin- 
dicación. — Recurso de hecho. 

Sumaría . Los defectos u omisiones de las formas prescriptas pa- 
ra las sentencias definitivas, no autorizan el recurso extra- 
ordinario del art. 14, ley 48. Los artículos 17 y 18 de la 
Constitución Nacional no tienen relación directa con el nú- 
mero de miembros con que se constituya el tribuna!. 

Casé: I-o explican las piezas siguientes: 



• DICTAMEN - DEL Sr. PROCURADOR GENERAL ' 

tono» Aira, Julio 7 dt IQI&. 

•Suprema Corte : 

El recurrente no determina con precisión cuál es la senten- 
cia contra la que interpone el recurso de queja, y hace alusión a 
los fallos dictado* pt>r la Cámara Primera de Apelaciones y por 
la Suprema Corte de Justicia de la provincia de Unenos Aires, 
no obstante que las impugnaciones de carácter constitucional se 
refieren a la organización y fallo <kl primero de dichos tribuna- 
les. Además, no apa rere de la exposición del recurrente, que se 
haya debatido en el pleito una cuestión legal que pueda motiva.* 
la jurisdicción de apelación <le V. E. con arreglo al art. 14 de la 
ley 48 y las garantias constitucionales que se invocan en esta 
oportunidad, se refieren a violaciones en que se «licen han incu- 
rrido los tribunales que dictaron las sentencias impugnadas, lo 
que tempoco es materia de apelación ¡«ra ante V. E. 
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Por lo expuesto, y jurisprudencia dé V. K. í Fállete; tomo 
i iiS, páginas S;ii 255, 192 y 338; tomo 1 19, pág. 61 ; tomo 120, 
Rápitas 216 y 323) solicito no se Haga lugar; 

Julio Bótét. 
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Buenos Aires, Julio 17 de IW5. 

Autos y vistos; el recurso de hecho \tor apelación denegada 
interpuesto por e] apodera<to de doña Cruz Carmen de ios Dolo- 
res Correa y don Cayetano J. irgartecho en los autos sobre rei- 
vindicación seguidos por doa Eduardo llunter. 

Y considerando: 

<Jiic para fundar la queja por denegación del recurso extra- 
ordinario para ante esta Corte se alega que ¿\ fallo de la Cámara 
Primera de Apelación de La Plata, provincia de Unenos Aires 
aparece suscripto por dos <le sus vocales contra lo dispuesto en 
el art. 300 del Código de Procedimientos; que no se hizo salier a 
las partes la incorporación al tribunal de uno de sus miembros; 
qué J;i ley provincial que autoriza a aquella Cámara a funcionar 
con dos de sus miembros, es contraria al derecho de defensa con- 
sagrado en el art. 18 de la Constitución y al art. 17 de la misma 
que garante la propiedad. 

Que aparece asi de la propia exposición «Icl recurrente que 
los agravios de que se queja se hacen consistir en defectos 11 omi- 
siones de las formas prescriptas por las leyes procesales para las 
sentencias definitivas, lo que como se ha hecho constar en caso; 
análogos, no autoriza el recurso extraordinario para ante esti 
Corle circunscripto a los puntos determinados en el art. 14 de la 
ley número 48 f Fallos, tomo 1 18, páginas 51 y 255). 

Que los artículos 17 y 18 de la Constitución que se citan no 
tienen relación directa con el número de miembros con que se 
constituya un tribunal. ! 



VALUM OS LA COMI SUPRIMA 



Por dio y de conformidad con lo dictaminado por el seño. 
Procurador General no se hace lugar a la queja deducida v re- 
puesto el papel archívese. 

A. Bermejo. — M. p. Daract. — 
D. E. Palacio. 



CAUSA I.VI 

Carlos Sayona, presidiario de la cárcel de '/ ierro del F„c<,o, 

solicitando arada 

Sumario : Es improcedente el recurso interpuesto para ante la 
Corte Suprema contra la resolución de una cámara federal 
m establece que ella sólo puede conocer por apelación en 
los casos en que se trata de la reducción de penas por apli- 
cación de los articules 73 v 74 <| c | Código Penal, 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERXL DE APELACIONES 

U Puta. Wcimkrt 12 <« »u. 

Autos y vistos : 

Resuelto por la Suprema Corte de la Nación, en su fallo del 
I. «le Octubre del corriente año, que la facultad de reducir pe- 
nas, en el concepto de los artículos 73 y 74 ,| e | Código Penal, co- 
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rresponde al Poder Judicial, la declaración del derecho que di- 
chos artículos acuerdan a los condenados, está sujeto a los trá- 
mites y 'recursos de cualquier incidente del proceso respectivo, y 
[>or tanto esta Cámara sólo puede conocer eu él por vía de apela- 
ción. (Ley 4055). 

Por esto ocurra el interesado donde corresponda. — R. Gtii~ 
do Ijr,'tülí\ — Marcelino Escalada, — José Marcó. 



Suprema Corte : 

La apelación concedida en estos autos no encuadra en nin- 
guno de Jos casos comprendidos en el art. 3. de la ley 4055 : y 
tampoco lo está en los previstos |*>r el art. 6.° de la misma ley, 
en concordancia con el art. 14 di la ley 48, no habiendo sido 
fundado en la forma que lo exige el art. 15 siguiente, como es 
indispensable para su procedencia, y ya que se trata, por último, 
de una disposición del Código Penal, que, como de legislación 
común está excluida de dicho recurso. 



Por lo expuesto, pido a V. E. se declare que no hay lugar a 
conocer de la apelación deducida. 



FALLO DR U CO*« SUPREMA 

■ 

Bumm AIrts.J«Nt 22* m5> 

Vistos y considerando: 

Que la sentencia de la Cámara Federal de Apelación de La 
Plata invocando la de esta Corte de i.° de Octubre de 1914 (Fa- 
llos, tomo 120, pág. 19) reconoce que corresponde al Poder Ju- 



DICTAMRN PEI. sr. PROCURADOR r.ENKRAI. 



By«ot Alrtt. Febrero tftlfllS. 
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dicial la aplicación de los artículos 73 y 74 del- Código Penal, 
estableciendo que esa cámara sólo puede conocer del caso por 
apelación, lo que significa que el interesado déla; ocurrir a! 
inferior. 

Que no se lia desconocido asi el fuero federal y no procede 
para ante esta Corte recurso alguno de los ..revistos en !a ley 
numero 4055. 

Por ello y de conformidad con lo pedido por el señor Pro- 
curador General, declárase improcedente el recurso interpuesto 
y devuélvase. 

A. lÍKRMKjo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. p, D.xract. — 
D. E. Palacio. 



CAUSA I.\ II 



Sumario mstruido con motivo de la nota del señor juez federal 
Dr. Anas, referente a las publicaciones hechas del informe 
MI vote" pronunciado en la Cámara Federal de la Capital 
Por el doctor Rodolfo Moreno, hijo, como defensor del 
doctor Miguel Piñeiro Sorondo. 

Sumario: Lis injurias proferidas j.or los litigantes, apoderados 
o defensores en !os escritos, informes y actuaciones produ- 
cidas ante los tribunales, que se dieron a la publicidad, cons- 
tituye un delito de imprenta, ajeno a la competencia de la 
justicia federal. 

Caso-. U) explican las piezas siguientes: 
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DICTAMEN DEL PlSCAL FKDF.RAL 

» 

í%eík>r Juez: 

Después <lc llenado el trámite esencial de la indagatoria en 
el presente juicio iniciado con motivo de la nota de fs. i del se- 
ñor juez federal doctor Aria.*, y de acuerdo con la resolución de 
la Excma. Cámara Federal de fs. 8 tria.; y habiendo manifes- 
tado el procesado doctor Rodolfo Moreno, hijo, en aquélla dili- 
gencia, que las publicaciones en los tres diarios agregados, 
coinciden con los originales de su informe pronunciado ante la 
Excma. Cámara, sin que este tribunal le hubiera formulado ol>- 
servación alguna a su palabra, salvo lo referente a los párrafos 
dirigidos al abogado de la parte acusadora, que por dos veces le 
hizo presente que eso era ajeno al asunto; y que en cuanto a la> 
publicaciones hechas en los diarios La Gaceta de Buenos Aires, 
IU Diario y La Argentina, las de los dos primeros fueron solici- 
tadas por el doctor Piñeiro Sorondo, y la del último por el mi- 
mo doctor Moreno; eorresponderia ahora considerar, antes de 
llevar adelante este sumario, si l\ S. sería competente para se- 
guir conociendo en este proceso, por los presuntos hechos delic- 
tuosos que puedan constituir un desacato, y fuera de la jurisdic- 
ción que tienen los tribunales nacionales, en este caso la Excma 
Cámara, para corregir |>or sí mismos los desacatos que se come- 
tiesen en las audiencias o alegatos, según lo establece el articulo 
19 de la ley sobre competencia y jurisdicción de 14 de Septiem- 
bre de 1863. 

Descartada así esta facultad privativa a que se refiere la 
disposición legal antes citada, y conforme a la resolución «le la 
Suprema Corte de Justicia Nacional que se registra en el tomo 
15, pág. 207, no quedan más que los presuntos hechos delictuo- 
sos en cuanto a las publicaciones hechas en los tres diarios antes 
mencionados ; lo que por el art. 32 de la Constitución Nacional 
y la jurisprudencia uniforme es ajeno a la jurisdicción y coinpe- 



m 9MJM m LA COIT» sumu A 

«££¿V^ n t: T " 3 '"' P ° r CStar prohibíd0 « Con- 

dfcndo consónente .ser sacado del fuero ordinario o común 
cua jen dehto que se cometa por medio de la prensa. a„n cian- 
do se trate contn, funcionarios nacionales, según .o tiene re 5 

stsrfir *** en ^ * ~ - st 

Por k» expuesto a V. S. pido se sirva desprenderse de! co- 
noc,m«,to de este proceso v pasarlo al señor juez de instr ,cc ,„ 

e e n n r ta capítal - a , ,os eftctos ** ¿*¿ SSSE 

en cuanto a los presuntos hechos delictuosos a que se refiere 
las pnbhcaaones que sirven de cabe» a este sumario. Salvo e! 
mejor parecer de V. S. 

a\ a. r 

RESOLUCION DKI. J Vl'Z FKDKRAL 

Buenot Afres, Mayo 7 de 1914. 

Autos y vistos: 

De conformidad con lo dictaminado por el señor procura- 
Í^rSás? 81,8 f,,nila " U " , ° 5 - *** '«»e el conoc'imienin 

I ^ ¡ C!, , C, r ° SC rchcre a ,os prcM,mos <I«»tos come- 
ados por medio de la imprente, no corresponde a la justicia fe 

«lera. s,„o a la ordmana de la capital. En consecuencia pasen 
«"«IT mC,SO 2 "' ^ 28 dd * ^cedimientos 

DICTAMEN DEI. Ar.KNTK FlSc AI. K .V LO CKIMIXAL 
Señor juez: 

la E^írr 3 qU v T'T CS,C S " n,ario - asi como cI «*> «le- 
la hxema. Cámara I-e.leral a fe 8 vta., se refieren a haber,. 
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vertido en una audiencia pública celebrada ante ese superior tri- 
bunal, conceptos y términos irrespetuosos y hasta injuriosos 
para la persona del señor juez federal doctor Arias. 

Este es, a mi juicio, el hecho que motiva c! proceso que. 
probado, ha de resolverse si constituyo o no el delito de desacato 
proscripto en las leyes de fondo. 

Sobre el!o no existe resolución en el auto del señor juez 
federal a fs. 36. „ 

Kn consecuencia, no se trata de delitos cometidos por me- 
dio de la imprenta, pues los diarios se han limitad.» a publicar e! 
informe m vocc que tuvo lugar en audiencia pública ante la 
Kxcma. Cámara Federa!. 

Si el hecho de expresar determinados conceptos ante los 
magistrados 110 constituye él delito de desacato. cómo lo ha de 
constituir la publicidad de esos conceptos, por medio de la pren- 
sa, que ejerciendo su función propia da cuenta al público de lo 
ocurrido en una audiencia judicial? Ksto, en verdad, sería res- 
Mugir la libertad de imprenta, derecho garantido por la Consti- 
tución Xaeional que niñería ley debe reglamentar, ni sustan- 
ciarse ante ningún tribunal de ta jurisdicción federal ni de !a or- 
dinaria. 

Xo se trata en el caso snb juiitc de artículos de diario inju- 
riosos sino de mía transcripción que coincide con las originales 
que <c pronunciaron ante !a Exenta. Cámara según lo confiesa 
el procesado a fs. 32. Kucyo, e! hecho no puede desdoblarse para 
considerar. ]x>r una parte, que solamente lian existido faltas de 
respeto, de acuerde» con lo estatuido en el art. 19 de la ley 48 de 
1803 y por otra, que existe el delito de desacato cometido por 
medio de la imprenta. 

Precisamente lo que debe resolverse por el juez que ha pre- 
venido es si existen meras incorrecciones merecedoras de penas 
disciplinarias o si se ha cometido el delito de desacato. Porque 
un letrado en el ejercicio de su profesión puede excederse en 
'os conceptos empleados, a causa del mismo calor de sus convic- 
ciones, pero también puede llegar a cometer el delito de desacato 
cuando por malicia o voluntad criminal, pretende injuriar o ve- 
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jar al magistrado. Y este es el punto que debe estudiar el procu^ 
rador fiscal y lo que del* substanciarse en esa jurisdicción. 

Los diarios, en el presente caso no han tenido otro objeto 
que informar lo ocurrido y, en tal sentido sólo constituyen una 
prueba de los hechos, con cuyo pro|msito se adjuntaron al ha 
cerse la denuncia. 

Por estas consideraciones, .señor juez, soy de opinión que 
\ . b. no es competente para entender en la causa v asi se ha de 
servir declararlo remitiendo los autos al señor juez federal que 
ha prevenido. 

Bunios Alrtt, Jnllo II dt 1914. 

Jorge Edo. Coll. 
RESOLUCION DEL JUEZ EN LO CORRECCIONAL DE LA CAPITAL FEDERAL 

Autos y vistos : 

Atentas las consideraciones expuestas en el dictamen 
fiscal que procede y <|uc el juzgado reproduce en todas sus par- 
tes. declárase incompetente para entender en esta causa y i>asen 
las presentes actuaciones al señor juez federal correspondiente 
con la nota de estilo. - ,/. ¡\ Obligado. - Ante mi : Héctor K. 
hit'maii. 



RBSpllJCIOX " Kz 6N I... CORRECCIONAL m. i.A capital 

Suenes Mttt, Julio l6dtNM. 

Autos y vistos y considerando: 

i." Que este sumario se instruye por dos hechos distintos, 
previstos en el art. 21 inciso c de la ley de reformas al Código 
Penal; a saber, el posible desacato cometido en el informe ¡n 
roce ante la Kxcma. Cámara, en cuyo caso corresponde exclusi- 
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vamentc a ella su juzgamiento; y la publicación de esc informe 
por la prensa. 

2." yuc és respecto íle csc segundo delito cometido por me- 
dio de la imprenta que este juzgado ha declarado que es de com- 
petencia de la justicia ordinaria. 

,V" Que el agente fiscal correccional entra en una serie de 
apreciaciones sobre el fóndo fie la cuestión, las que deberán ?er 
materia de la sentencia y qúe no pueden ser tratadas mientras se 
discuta la competencia. 

Ppf lo tonto, este juzgado ¡nsi>te en declarar su incompe- 
tencia para conocer en este asunto y pasen los autos a la Supre- 
ma Corte Xaci<>:ial de justicia, haciéndose saber. 

Miguel /antas. 



VM.l.O !>K I.A CORTE SCPRKMÁ 

Bueno. Me*. J„Ho22<i. Itl5. 

Vistos; 

Los de contienda negativa de competencia entre un juez 

federal de la Capital y otro ordinario en lo correccional de ia 

misma para conocer im la denuncia do fs. i y 

« 

Considerando: 

Que dioha contienda versa sobre cuál de las jurisdicciones 
mencionadas es la comitente para juzgar de la responsabilidad 
que pueda derivarse ,| c i as publicaciones a que se refiere el cita- 
do vscrito «le fs. I, y existiendo contradicción acerca de esto, co- 
rresponde a la Corte dirimirla con arreglo al art. 9 de la ley 4055. 
no obstante que los jueces antedichos califiquen v aprecien de 
de diversa manera los hechos a juzgarse, para «iecirse incom- 
petentes. | 

QttC el art. 21. inciso & de la ley 41R0,. determina que las in- 
jurias proferida.* por los litigantes, apoderados o defensores, en 



Ü ° "T" y artuacion « Peídos ante 

los tnb, males «ran correados disciplinariamente, de acuerdo 
las leyes de procedimientos, a menos que se Ies diera a la 
icdad en cuyo caso será responsable, como autor de la inju- 
el que lo sea de la publicación, lo que demuestra, prima fací, 
lfUe « trata ™ « «» caso de un delito de imprenta" ajeno a i 

ST" jl,sticía fcdera1, según ? 

Por ello, fundamentos concordantes riel auto de fe, 4l v 

2L -T fWador Ge " craI . « «'«lara juez competente a! 
ordinario. En consecuencia, remítansele los autos, avisándose 
por oficio al júé* federal. Xotifiquese con el original. 

A. Bermejo. — Nicanor G. di:i. 
Socar. — M. P. D.aract. — 
D. I?. Palacio. 




CAUSA LVII1 



/ 'arda y Linares, aplaudo de una resolución de aduana 

Sumario : Debiendo calcularse y li(, t ,i«larse el impuesto de a.lua- 
na sobre madera, por metros cuadrados, la errónea declara- 
ción sobre el numeró de piezas ,| e esa mercadería, estando 
acorde el metraje declarado, no constituye fraude. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 
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SENTENCIA UKI. JÚEZ FKDKRAI. 

Babia Blanca. Mayo 2 dt 1113. 

Vistos y considerando: . 

i .'• (¿ue por permiso de importación corriente a fs. 4 los se- 
«ores Várela y Linares introdujeron a depósito noventa mil tres 
Piezas (90.003, de pino «le , ea sin cepillar, con „ n total mani- 
estado de ochenta y nueve mil seiscientos sesenta metros cua- 
drados <8q.«Vío) de madera. 

2." C>e los documentos agregados de fs. 20 a 27 expresan 
sucesivo* despachos parciales ,le esa mercadería, lo que arrojan 
en conjunto cincuenta y nueve mil ochocientas piezas < >>.8oo> 
con ochenta y cuatro mil novecientos ochenta y cinco metros de 
madera «84.985 ». 

3" Que con po.stcri«,ri«lad a todos esos despachos s e pre- 
senta a la Aduana la solicitud de fe. S por veintisiete mil nove- 
cientas tres mezas (27.003) con cuatro mil setecientos cinco me- 
tros cuadrados (4.705». la que. resuelta de conformidad. fué 
ohjeto de la liquidación de derechos contenida en la planilla de 
is. jH sohre la cantidad de metros cuadrados pedida a despacho 
cuyo importe fué legado no obstante haberse hecho constar en' 
el recibo que el número de metros entregados era sólo de cuatro 
mH ciento veinticuatro (4., 24) distribuidos en cinco mil nove- 
cientos setenta y nueve piezas ,5.97,,, «¿ido final del cargamen- 
to conducido por la l*rca "Rosmos". según nota puesta al mar- 
gen del mismo despacho ív|. fs. 28). 

4 " Que de toda esa documentación, asi como de las declara- 
ciones prestadas ,»r las distintas personas que intervinieron en 
os d.vcrsos desechos ,»reiales. surje evidente, no sólo el abso- 
luto y general abandono «le sus funciones de fiscalización por 
parte de los empleados de la Aduana, si que también la carencia 
en los m.smos. del más elemcotal espíritu de observación 

A través de las contradicciones y reticencias en que han in- 
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currklo al declarar y no obstante el natural afán de ocultar o ex- 
cusar su negligencia, se descubre sin esfuerzo que :¡i el recuento 
de las piezas de madera ni la medición de los metros cuadrados 
pedidos a despacho han verificado. El menos perspicaz habría 
advertido en cualquiera de las solicitudes parciales la despropor- 
ción entre el número de piezas y el de metros. La partida inicial 
y total de despachos a depósito expresa un pequeño exceden!.- 
del numeró de piezas sol>rc.cl de metros: todas y cada una de las 
ocho solicitudes parciales arrojan a la inverna, un excedente de! 
nú\¿ero de metros sobre el de piezas. 

Presentada la novena y última solicitud, habría sido un col- 
mo que la desproporción pasara también inadvertida, puesto que 
para balancear en ese último parcial las cantidades manifestabas 
en el permi>o de imwrtación de fs. 4 la desproporción entre el 
número de piezas y el de metros tenia c|ue ser tan grande como 
la suma dé las ocho desproporciono anteriores en qué se había 
incurrido a la inversa. 

5." Que ¡>or evidentes que sean los ermres contenidos en las 
solicitudes parciales de despacho, es fuera de duda, que con la 
ultima de número 344, fe 5, quedaban aquéllos aparados, puer- 
to que al i*dir cuatro mil setecientos cinco metros cuadrados se 
expresaba como número de piezas componentes la cantidad do 
veintisiete mil novecientas tres (^.993), o -ean las necesarias 
precisamente, para sumar con las de los ocho despachos parcia- 
les anteriores el número tota] a deposito en la importación de 
fojas 4. 

- ta 

<>." Que deducir de esos antecedentes la comisión del delito 
de defraudado^ o siquiera una tentativa de tal. es una ligereza 
inexcitable en un empleado de aduana de la catearía del de- 
nunciante: cualquiera fuera la discrepancia entre el número de 
piezas expresadas en la ultima solicitud el de las existente* 
realmente en el debito de los solicitantes, de ello no resultaba 
para el fisco merma atgUtta en la renta correspondiente; pites 
que, tratándose de madera, los impuestos de aduana *e calculan 
y liquidan por metro cuadrado <art. 14, lev número 4933 y par- 
m de la Tarifa de Avalúo.) y asi se han pagado en lo. 
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mere despachos pardales, cuya suma total en metro* cna.Irados 
es igual a la manifestada en eí permiso de raportacióa de fs. 4. 

7f a ** * mayor abundamiento y teniendo en cuenta ta pro 
porción de equivalencia entre el metro cuadra-i v d pie cuadra - 
do de la medida inglesa i v|_ R Lcgrand. pa- 35). |o* documen- 
tos de fs. 6f« 65. 6f> y 1 1 ». acreditan plenarnente -r-n-.h, 
existido fraude ni tentativa de d en los importa«iores. pues la 
cantidad de madera conlocÑb para e3os por la Larca "K«ct>k- 
mncuerda exactamente o-n la maniatada en h solicitud de 
despacho de f^. 4. estando además eitrrnbnrado el .Iau> por los 
document.rs y libros comerciales de qne hace mérito tí informe 
I>eridal «le is. 1 1 ¿_ 

Por cst«* nimiamente y acocorantes de La defensa, tallo: 
abttbioMb de culpa y cargo a lo* señores Jesús de Andrés Vá- 
rela, Joaquín Lina re. y Bartolo Ferro. 00a» miembro, .¡e ¡a ra- 
zón social -\ areía y Linares^ en la acnsaein por de fr audado* 
al Fisco que ha anotado la kmrnMÓm de esta caris», v -onde- 
namlo a! demudante señor Félix Cueto a! pa-o Je las costas del 

juicio. 

XotiTiquese en el original, regi-troe. y 
los sellos, archívele e>te exjiediente. 

E. /. M 
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Vistos : Coa s idc iaado : 

Oue los nueve despachos pardales corrientes «le Est jo a A 
acreditan !a extracción de depósito, de osa cantidad de metros 
cuadrados «le pino de tea. ignai a la o fl-wb en b copia de 
factura de fs. 4. a nombre «le \ arela v fin mi, -.-ond::ddas por 
la larca noruega *KésaííosP m 

Oue según el art. 14 de la !ey «33 f la revertirá tarifa 
de ava!uos. el impuesto «Je Aduana sobre madera «lebe calcularse 
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y liquidarse por metros cuadrados, y así resulta haberse pagado 
en el caso de autos. 

Que en consecuencia la errónea declaración sobre e] húmero 
de piezas ele madera, estando acorde el nietrajededarado.no 
constituye fraude porque nunca afectaría la renta aduanera (ar- 
tículo 1025 de las Ordenanzas de Aduana). 

pite corresponde eximir de las costas al vencido en mérito 
de las circunstancias especiales del proceso que hacen verosímil 
la existencia de la defraudación denunciada. 

Por estos fundamentos, de conformidad fiscal. >c confirma 
en lo principal, la resolución apelada de fs. 261, y se revoca c i 
cuanto a la imposición de costas, que deberán abonarse en c! or- 
den causado. 

Devuélvase pana su cumplimiento. — Marcelino Escalada 
— R. duulo Lavaltc. — Amonio /,. Marccnaro. 



DTCTAM KX" pKt Sr. PROCIRALOR OKNÜR.W. 

Rueño. Aires. Marzo 24 de IOU. 

Suprema Corte : 

No habiendo cambiado la naturaleza de este asunto ni la 
calidad de las personas, procede hoy ediho procedió antes el re 
curso extraordinario traído ante Y. K. lo que tuve ocasión de es- 
tablecer y pedirlo a fs. 182. 

La sentencia recurrida de fs. 291 que confirma la de la pri- 
mera instancia de fs. 261, ,lehe ser. así lo pido a V. E., confir 
mada en todas sus partes.. 

La l>ase (pie esas sentencias tuvieron para la absolución <pie 
tienen dictada en favor de los acusados, parte de un hecho mate- 
rial perfectamente constatado: la madera descargada por la bar- 
ca noruega "Kosmos" para los señores Várela y Linares, en su 
metraje, está conforme con lo que esos señores declararon a la 
Aduana en la solicitud de despacho de fs. 4 v con los derechos 
que por ello pagaron. Si el número de piezas no coincide con esc 
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metraje, qt>c es lo que sirve según la ley (art. 14 de !a ley 4333 
y partida 1218 de la tarifa de avalúos) para determinar la mani- 
festación y pago de derechos, esa falta de coincidencia, no hasta 
para deducir y dar por existente una defraudación al Fisco, ni 
siquiera una tentativa por parte de los señores Várela y Linares, 
quienes por lo pronto han encuadrado sus procedimientos en las 
prescripciones legales, satisfaciendo sus obligaciones co:i arreglo 
a los metros de madera que han recibido. 

Pido a V. E. se sirva confirmar la sentencia apelada. 

Julio Bqtet. 



TALLO DE LA CORTK SU PRISMA 

BHfflOS Airea. Julio 22 de 1945. 

Y vistos: 

Por sus fundamentos y considerando además: 

Que no hay prueba en autos de que la copia de depósito 
número 3, que obra a fs. 4, fuera inexacta en lo que respecta al 
número de 89.M0 metros cuadrados correspondientes a las 
yo.003 piezas de madera de pino de toa a que dicho documento 
se refiere y que, según la resolución de la Aduana de fs. 54 A, 
fueron contadas; 

Que, por el contrario, corroboran la verdad de esc antece- 
dente el conforme del empleado Viüarruel, y los documentos de 
que hace mérito la sentencia de fs. 261 ; 

Que si bien en el despacho de fs. 5 los metros y las piezas 
de madera no guardan la misma proporción que en los despa- 
chos de fs. 20 a 27, relativos al mismo cargamento traído por la 
barca "Kosinos" y entrado al puerto en Enero 25 de 1905 bajo 
registro número 26, es de tenerse en cuenta: i.° que la propor- 
ción aludida no es igual en las últimos despachos, lo que hace 
suponer que las piezas de madera eran desiguales; 2. que en 
todo caso, no hay constancia de cuáles fueron las dimensiones de 
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éstas en ancho y longitud;. y 3. que las indicaciones contenida- 
en los despachos mencionados no pueden tomarse como dato-; 
seguros, desde que la propia resolución de la Aduana de fs. 54 
A., establece que los empleados de la repartición despachaban 
"casi todo en confianza" y "sin ningún control". 

Se confirma la sentencia recurrida. Las costas de la instan- 
cia se abonarán en el orden causados c:i atención a que dicha 
sentencia no las impuso y sólo fué apelada ¡>or don Félix Cueto. 
Xotifíquese con el original y devuélvase, debiendo reponerse el 
papel ante el inferior. 

A. I.krmk.io. — Nicanor G. DEL 
Solar. — M. P. Daract. — 
P. K. Palacio. 



CU SA I.IX 



Dátm y Barbará, su quiebra; sobre competencia 

• 

Sumario: Ks competente para conocer en una convocatoria de 
acreedores de una sociedad comercial el juez de comercio 
del lugar en donde ésta se constituyó, fijó su domicilio, se 
inscribió el contrato social y realiza el giro de sus negocios. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

AITO DKL JfKZ DE COMKRCIO 

Batnot Alrti, junio 18 dt 1915. 

Autos y vistos: Y considerando: 

Primero: Que Dávila y Barbará se presentaron aníe este 
ju/gado con fecha 5 de Abril del presente año, solicitando con- 
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vocatnria (Ic acreedores. De las constancias de autos „o resulta 
que existiera un pedido de «juiebra anterior a la fecha de pre- 
sentación; el auto del señor juez exhortante es de f eolia 17 de 
Mayo y de! escrito de presentación del acreedor que inicia la 
cuestión de competencia resulta que ya tenia conocimiento de la 
presentación realizada por los deudores ante los tribunales de la 
Capital. El término de tres días establecido por el art. 6.° de la 
ley número 4156 no es perentorio según !o ha declarado repeti- 
«l.-.s veces este juzgado con la confirmación del Tribunal Supe- 
rior, en tanto no exista un pedido dc quiebra el deudor comer- 
ciante tiene derecho a convocar sus acreedores v aprovechar de 
las ventajas concedidas |K>r la ley. La sociedad Dávila v Karbará 
se encuentran en esas condiciones y puede ampararse en los 
procedimientos preventivos dc la quiebra. 

Segundo: La sociedad deudora se formalizó ante una escri- 
banía de esta capital ( fs. 9). con declaración de tener en esta 
ciudad su asiento y domicilio principal. Los pagos de arrenda- 
mientos debían realizarse en esta Capital (fs. 12 y 13). La so- 
ciedad se encuentra inscripta en la matrícula de Comercio de la 
Capital desde Junio 5 dc 1912 ( fs. 19 vta). A fs. 37 los deudo- 
res mam fustán el sitio donde se encuentran sus libros en esta 
Capital. De la lista de acreedores resulta que la mayor parte tie- 
nen su domicilio en esta Capital o en e! Rosario, lo que induce 1 
creer «pie aquí residía el centro dc sus negocios. 

El art. 6 de la ley 4156 dice que la solicitud de convocatoria 
se presentará ante el juzgado del lugar donde existía el estable- 
cimiento principal. Esta disposición filtraba en el antiguo Có- 
digo en el art. 1389 y su alcance y significado ha sido perfecta- 
mente establecido por el doctor Manuel Oharrio (Estudio sobre 
las quiebras, fs. 46 y i.). El autor estudia el caso de un comer- 
ciente que tiene su establecimiento comercial en un lugar y que 
I., gobierna o dirige desde su domicilio real y dice: "Dónde de- 
berá hacerse la declaración de quiebra cuando el comerciante en 
la hipótesis propuesta llega a poner punto a sus negocios? La 
solución la encontramos en el hecho mismo y en el espíritu bien 
manifiesto «le la legislación que lo aprecia y" califica. Cuando la 
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ley habla de principal establecimiento no ha entendido ni queri- 
do referirse de cierto a los almacenes en <|ue se depositan las 
mercaderías que van a servir de objeto a las negociaciones, a la 
fábrica que elabore o perfeccione los productos, a la casa en que 
se preparen o concentren las materias que darán vida más tarde 
al giro y a las especulaciones de sus dueños. So: principal esta- 
blecimiento y centro principal de los negocios, son términos sinó- 
nim<» en nuestro concepto, y asi pensamos que debe entenderse 
la disposición legal a que hacemos referencia. Mi pensamíe ito, 
la intención del legislador no ha podido ser otra. Centro princi- 
pal, e>tablecimiento principal es aquel en que >c opera el movi- 
miento de los negocios comerciales, donde habitr.almente el co- 
merciante compra y vende mercaderías, donde pone en juego sin 
capitales, donde basca y obtiene elementos para dar impulso a 
sus operaciones, gira, endosa y acepta letra. ; donde tiene su es- 
critorio, donde figura en el gremio y está inscripto en el Ke-istfo 
de Comerciantes, donde contrac las demias cuyo pago no puede 
efectuar; en una palabra es aquel en que si- desenvuelve la vida 
comercial con todas sus alternativas, con todos los accidentes 
que !e son peculiares." — Ou c influencia puede tener en estos 
casos el hecho de que el establecimiento material, | a refinería, 
el ingenio, el saladero, p ur ejemplo, se encuentren en lugares 
distintos? 

Esta interpretación es la única admisible ea la doctrina y 
concordante con otros preceptos ríe la ley, por ejemplo, con e! 
art. 45 de la ley 4,156 y con los artículos fe) del Código Civi! que 
establece e! principio del domicilio real y asiento principal v lo 
distingue del domicilio especial, art. 90. inciso 4, Código Civil; 
este último es insuficiente a los efectos de radicar juicios de ca- 
rácter universal. 

tfna información de testigos mencionada ¡>nr el señor juez, 
exhortante no puede bastar al inf^cri^o para destruir las 
pruebas y las presunciones que determinan la competencia de 
este juzgado. 

Pof estas consideraciones y no obstante !o dictaminado por 
el señor agente fiscal y de acuerdo con lo dispuesto en el art. 410 
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d f C, '" l «" *¡ Procedimientos, el juzgado, resuelve: Mantener 
-u c.n.pdenca. no hacer ¡ugár a h ihfiibitoria solicitada por el 
señor juez letrado del Territorio Nacional del Chaco y rerLrir- 
to para q«e dando por formada la entienda ,1c competencia re- 
uma los .antecedentes a ¡a Suprema Corte de Jnstieia Xacional 
tart. o inciso c ley número 4055 de Enero 1 1 de ,,jo2) Y háda- 
sele saber esta resolución por medio de oficio a los efectos indi- 
cado* Repónganse la, fojas. - ¡:. .I/,,,-,;,, y Mcrrem _ Ame 
mi; Aljredo G. Romero. 



DICTAMEN DEL Sr. PROCCRADOK CEXERAL 

Butnoi Alies, julio 14 de 1915 

Suprema C'i>rte: 

Compete a V. E. dirimir la prcsoir.e contienda «le competen- 
cia conforme a 1.. que dispone el art. <j, inciso d) ley 4 o", 

De acuerdo con la interpretación que se ha dado a lo dis- 
puesto por el art. 6.- de la ley 4.56, en cuan... determina que la 
jurisdicción para conocer en ¡os juicios de convocatoria de 
acreedores, corresponde al juez del lugar en donde la sociedad 
comercial tiene constituido el principal establecimiento, debe re- 
putawc qnela sociedad de que se trata en estas actuaciones, está 
sometida a la jumdiccióh de los tribunales ,| c esta Capital, por 
haberse comprobarlo que en ella tenia radicado el asiento de sus 
negooos. y en la misma f«é formalizado Su contrato social 
1 fs. íj) e inscripto dicho contrato en el Registro Público de Co- 
mercio (fe, ,3 vta .). contra esta conclusión no puede oponerse 
la información producida ante el señor juez letrado del Chaco 
|>or cuanto, aparte «le su deficiencia, ella está destruirla por el 
informe producido a fs. i ? de los autos respectivos, del cual se 
desprende que ios convocatarios no están inscriptos como co- 
merc.antes en el Registro Público de aquel territorio. 

lor lo expuesto y jurisprudencia «le esta Suprema Corte 
' **** tomo P% 25' : tomo 1.7, pág. IQ0: tomo .20. pá- 
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guia 401), pido a Y. É. se sirva declarar la competencia del se- 
ñor juez de comercio de esta Capital, para entender en c! juicio 
promovido. 

Julio BotcV 



VALUO UK LA CORTE SUPREMA 

Buenos Airea, julio 22 de 1915. 

Vistos: 

Los de contienda de competencia entre un juez de comercio 
de esta capital y otro letrado del territorio nacional del Chaco, 
para conocer en la convocatoria de acreedores de la razón social 
Dávila y Barbara, y 

Considerando: 

Que en la copia autorizada de escritura pública corriente a 
fs. t>, conste que dicha sociedad se constituyó en esta ciudad, 
fijando su domicilio en la misma, que lo era á su vez el de los 
socios, para realizar operaciones de Índole diversa. 

Que asimismo consta en el certificado de fs. 19 vta. ( que en 
el registro de comercio de dicho tugar se inscribió el contrato 
social. 

Que no basta para desvirtuar tales antecedentes la informa- 
ción testifical de fs. 32 (autos de Resistencia) ni el hecho de te- 
ner en el territorio antes nombrado, la explotación industrial de 
un valioso establecimiento de campo. 

Que con arreglo a lo dispuesto en el art. 6." de ¡a ley 4156 y 
a mcritd de los antecedentes antes expuestos, es de estimarse que 
la expresada sociedad está sometida a la jurisdicción de los tri- 
bunales de esta capital para la convocatoria de sus acreedores, 
por realizarse aquí el giro de sus negocios y tener en consecuen- 
cia su establecimiento principal, según la interpretación reiterada 
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P% IftP v otro.). 

Por ello, fundamentos de! anta de fs. 76 v lo expuesto y 
pedido por el señor Procurador Genera!, se declara juez compe- 
tente para conocer en la convocatoria de acreedores de la razón 
social Dávila y Barbará, al de comercio de esta capital, fin con- 
secuencia remítansele los autos, avisándose por oficio al juez de 
Resistencia. Xotifiquese con el original, reponiéndose los sellos 
ante él inferior. 



el conocimiento de una causa terminada por sentencia de 
trance y remate. Xo tratándose de un caso de juicio univer- 
sal, es improcedente la inhibitoria pedida a un juez cuya ju- 
risdicción ha sido convenida por las partes. 

>: : Por antee! juzgado en lo civil dé La Plata, don Arturo B. 
Gibbinjs demandó ejecutivamente a doña Juliana Ortega 
de Biislíngorry por cobre de un crédito hipotecario y don 
Félix Xoé inició contra la misma deudora juicio de igual 
naturaleza, ante el juez de primera instancia de la capital. 



A. Bermejo. — Xicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. 



CAUSA LX 
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AUTO DEL JUR2 EN LO CIVIL 

Buenos Airo, Mayo 22 de 1016. 

Autos y vistos: Para resolver el pedido de inhibitoria a qtie 
se refiere el exhorto de fs. 26; 

Y considerando: 

Que Según resulta de la cláusu!a tercera del contrato testi- 
moniado ríe fs. 7 a fs. 10, las partes se sometieron expresamente 
a la jurisdicción de los tribunales civiles ordinarios de esta Ca- 
pital, para el caso de ejecución ; 

Que de acuerdo con lo preceptuado por el art. 1 (97 del Có- 
digo Civil, |as convenciones hechas en los contratos forman par í 
las partes una réglá a la cual deben someterse como a la ley 
misma ; 

Que la obligación que *e ejecuta en estas actuaciones está 
garantizada por hipoteca (jue BSSSS*i además del inmueble aludi- 
do en el exhorto de referencia, otros bienes raices de propiedad 
del demandado. 

Por estas consideraciones, atento lo dictaminado por el se- 
ñor agente fiscal a fs. 20 y lo expuesto en el precedente escrito* 
no se lince lugar a la inhibitoria solicitada, llágase saber al señor 
juez ri-í|iiircntc para que. dando |»or formada la contienda de 
competencia, remita los antecedentes a la Excma. Suprema Cor- 
te, donde se elevarán igualmente estas actuaciones, suspendién- 
dose, entre tanto, todo procedimiento. — Pedro /*. Mcléitdcs. — 
Ante mi: .liberto />. Odcniju. 

DICTA MEX DEL sr. PROCURiVDOR GENERAL 

Buenos Alrci, Junio 25 de 1915. 

Suprema Corte: 

Considero improcedente la contienda de competencia traba 
da, en razón de que no se trata de juicios seguidos entre las mis- 
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mas partes ni es procedente la acumulación de los autos. El jui- 
cio iniciado ante los tribunales <lc La Plata debe seguir sus trá- 
mites legales, sin necesidad de que sea remitido a aquella juris- 
dicción el que ha sido instaurado ante los tribunales de la Capital 
I-ederal, al que corresponde distinta jurisdicción por las conven- 
ciones pactadas entre las partes contratantes; Además de la di- 
versa jurisdicción a que están sometidos estos juicios, no hay 
identidad entre los litigantes y por consiguiente de.-aparece el 
motivo de la contienda, desde que en nada pueden perjudicarse 
las partes por el hecho «le que cada juicio siga sus trámites con 
independencia del otro. 

I'or lo expuesto, pido a V. E. se sirva declarar improceden- 
te la contienda suscitada, y ordenar la devolución de los autos a 
los tnbunales de su procedencia. 

Julio Boltt. 



1-M.l.o m- SUPREMA CORTE 

Bueno* Aire*. Julio 24 de 1915. 

Y vistos: la contienda de competencia trabada entre un 
juez de primera instancia de esta Capital y otro de igual clase 
de lá ciudad de La Plata para conocer del" juicio ejecutivo se- 
guido por drn Félix Xoé contra doña luliana Ortega de P.us- 
tingorry. «obre cobro de un crédito hipotecario. 

V considerando: 

íjue la jurisdicción ejercida jwr el juez de i." instancia de 
la Capital lia sido convenida por las partes interesadas en el 
contrato de cuya ejecución se trata y quedó radicada con el 
consentimiento de las mismas, estando terminada la causa por 
sentencia de trance y remate lo que no permite la promoción de 
contienda de competencia para el conocimic ito de ella ( Fallos, 
lomo 48. página 211 ; tomo 68. página 10). 
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Que la prosecución de ese juicio no se o¡K>ne a que los di- 
versos acreedores hipotecarios hagan valer sus derechos en la 
forma legal correspondiente. 

Que el juicio seguido contra la deudora ante el juzgado de 
La Plata no reviste carácter universal para imponer la acumu- 
lación al mismo de los que aquella tuviera pendientes ante otro 
tribunal. 

Que, por otra parte, en ninguno de los dos juicios remití, 
dos a esta Corte aparece que se haya trabado embargo de algún 
bien que pudiera dar jurisdicción preferente para la venta. 

Por el!o, y de conformidad con lo pedido ¡>or el señor Pro- 
curador general se declara improcedente la inhibitoria deducida. 
En su consecuencia, devuélvanse los autos a los respectivos juz 
gados de que proceden, agregando al de la Capital mi testimo- 
nio de esta resolución. Repóngase el papel. 

A. Ukrmkjo—M. P. Dar\ct.— 
D. F.. Palacio. 



CAUSA LXI 

Don Alfonso Aust contra la municipalidad de Campana, sobre 

embargo preventivo 

Sumario : Las rentas generales de las provincias y de sus muni- 
cipios no figuran e.itre los bienes públicos, y las provenien- 
tes de impuestos se encuentran, en lo 'jue hace al pago de 
los acreedores de las municipalidades, en distintas condicio- 
nes qnc los inmuebles puestos fuera del comercio por su 
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consagración especial a un «envicio público; por lo que, el 
art. 494 del Código de Procedimientos de la provincia de 
Buenos Aires, en cuanto equipara las rentas públicas a los 
bienes públicos de ese estado, prohibiendo en consecuencia, 
su embarg... es contrario al articulo 42 del Código Civil. 

Caso: El señor Alfonso Atísf demandó a la municipalidad de 
Campana ante el juez de primera instancia de La Piata por 
cobro de pesos. 

Trabado embargo a pedido del actor, sobre los fondos 
que la municipalidad tenia depositados en el Manco de la 
Provincia, la demandada pidió fuera levantado a lo que se 
proveyó de conformidad por ser. los fondos depositados 
rentas públicas, según el art. 494 del Código de Procedi- 
mientos de la provincia, resolución que fué confirmada por 
la de la Cámara primera de la misma provincia. 

Sostenido por el ¡Muí que c! art. 404 era inconstitucio- 
nal |x>r ser contrario al art. 4 -« del Código Civil, f„é llevado 
c! caso en apelación ante la Corte Suprema donde se produ- 
jeron las piezas siguientes: 



DICTAMEN nE(. sr. I'Koitr.ukik c.kxkkaj. 

BuíBPf Aires, Abril IS de 1915. 



La procedencia del recurso interpuesto está fundada en e! 
inciso j.- del art. 14. «le la ley 48. pues que se lia discutido en el 
pleito la validez de tina ley de provincia bajo la pretensión de 
ser rqmgnaiitc a la Constitución Xaciona! v la decisión recaída 
al respecto ha sido favorable a la validez 'de la lev provincial. 
Arguye el recurrente que la sentencia apelada, ha aplicado el 
art. 404 dd Código de Procedimientos de la provincia de filíe- 
nos Aires, que, al dis|M>ner que no podrán 'embargarse las ren- 
tas públicas ni los bic:ics públicos, y si solamente los que consti- 
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tuyan e! patrimonio privado de las personas públicas, con suje- 
ción a lo dispuesto en el Código Civil", es contrario al art. 42 
de ese Código. 

A mérito de las disposición en cuestión, la sentencia de que 
se recurre ha decretado el desembargo trabado sobre fondus 
depositados por la municipalidad de Campana en el Banco do 
la Provincia. Ahora bien, en virtud de los artículos 67, inciso u 
y 31 de la Constitución, es facultad del Congreso Nacional (bo- 
tar los códigos que constituyan las leyes comunes de la Nación, 
siendo su ley suprema, y las provincias están obligadas a confor- 
marse a ellas no obstante cualquier disposición en contrario que 
contengan las leyes y constituciones provinciales. Conforme a 
estos preceptos fie la Carta Fundamental, las leyes y reglamen- 
taciones que corresponda dictar a las provincias no pueden te- 
ner un alcance tal, que restrinja o altere la legislación general 
del pais qué forma e! derecho común. El Código Civil en sus ar- 
tículos 41 y 42 determina que las personas jurídicas* en cuya de- 
nominación incluye al Estado, la Iglesia, cada una de las pro- 
vincias y sus municipios, son sujetos activos y pasivos del dere- 
cho privado, están regidos j»or la ley común y son susceptibles 
de ser demandados y ejecutados en sus bienes particulares. 

De acuerdo COtl esas prescripciones, un código de provincia 
no puede sustraer de las acciones de los acreedores, las rentas 
de una municipalidad, toda vez que éstas actúan como personas 
jurídicas. A no ser así, llegaría a producirse el caso previsto en 
el fallo de V. E. registrado en el tomo 25, pág. 423 de que, una 
municipalidad tomase un préstamo de dinero de los ciudadanos 
y no sicndojpirantia de ellos los fondos provenientes de los im- 
puestos, no habría medio de hacer efectivo el pago de la deuda, 
resultando que ella se enriquecería a expensas de los ciudadanos, 
Es evidente que estando las municipalidades, cuando obran en 
carácter de personas privadas, sometidas a las disposiciones perti- 
nentes del Código Civil, toda obligación que contraigan queda 
sujeta al mismo, sin que pueda excluirla de su dominio una dis- 
posición de un Código de Procedimientos de provincia, lo que es 
contrario a la Constkucion Nacional. 
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Tor otra parle, si bien es cierto que los bienes del Estado 
afectados ¡x>r una consagración especial, como lo es un servicio 
público, están exentos de embargos y ejecuciones, y no son ena- 
jenables, verdad es también que el dinero no forma parte del 
dominio público del gobierno o municipalidades, puesto que es 
una cosa fundible, que, como tal puede substituirse por otra de 
la misma calidad (tomo i 16, pág. 8o; tomo 119, pág. 372). 

Por las consideraciones expuestas, pido a .V E. se sirva re- 
vocar la decisión recurrida, respecto al desembargo decretado, 
que afecta las disposiciones de la Constitución Nacional y del 
Código Civil que dejo mencionadas. 

Julio liotet. 

I AI.I.O I F. m CORTK Sl'PRKM A 

Buenos Airti, julio 27 de 1915. 

Y vistos el recurso extraordinario deducido en la presente 
causa, seguida por don Alfonso Aust contra la Municipalidad 
<lc Camena, sobre embargo de bienes. 

Y considerando: 

Que las personas jurídicas entre las que se encuentran las 
municipalidades, pueden ser demandadas por acciones civiles y 
hacerse ejecución en sus bienes — artículos 33 y 42 Código Ci- 
vil — Fallos, tomo 113, pág. 158; tomo 116, pág. 80 y 119, pá- 
gina 372. 

Que las rentas de las provincias y de sus municipios no tú 
¿tiran emre los bienes públicos (artículos 2340, 2342, inciso 3.°, 
2344, Código Civil) de los que sólo pueden disponer como pode- 
res y no .como personas jurídicas, pues, están destinadas a gas- 
tos administrativos de toda clase, muchos de carácter eventual o 
que no son indispensables y urgentes, y al cumplimiento de obli- 
gaciones regidas por el derecho común, como se ha declarado 
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por esta Corte en el fallo pronunciado en 26 de Junio último, en 
la causa seguida por el doctor T. Jofre y don Agustín Yülalba 
contra la municipalidad del Salto (1 ). 

Que el dinero proveniente de los impuestos se encuentra en 
lo que hace al pago de los acreedores cíe las municipalidades y 'i 
las medidas de seguridad pedidas por aquellos, en distintas con- 
diciones que los inmuebles puestos fuera del comercio por su 
consagración especial a un servicio público. Fallo citado. 

Que es además de tenerse presente que en el caso sitb /h- 
d'tcc no aparece que el embargo pedido por el actor imposibilite 
el funcionamiento cíe la institución demandada. 

Por ello y de conformidad con lo pedido por el señor Pro- 
curador General se declara que el art. 494 de: Código de Proce- 
dimientos de la provincia de Buenos Aires en la forma en que 
ha sido interpretado y aplicado es contrario a! art. 42 del Código 
Civil y en su consecuencia, se revoca el auto apelado de fs. 36 
en la paíte que ha sido materia del recurso. N'otifiqucsc original 
y repuestos los sellos devuélvanse. 

A. BERMK.JO. — XlCAXOR G. DE!. 

Solar. — M. P. Daract. — 
D. F.. Palacio. 



CAUSA LXI] 



Bonomi, Baldassare y Cía., en autos con la Sociedad "l¡e Pip- 
permhtt, sobre nulidad de marca, Recurso de hecho 

Sumario: El término fijado por el art. 208 de la ley número 50, 



(1) Vélt? Ciuia XLV. Página 250 de «te mismo tomo. 
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es fatal y Coitf áunqüé medie un podido de aclaración o rec- 
tificación de dlgún error. 

< oí*> : Lo explican las piezas siguientes : 



DICTAMEN DEL Sr. PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires. Junio 18 de 1915. 

■Suprema C«>rte: 

La sentencia definitiva dictada en esta causa fué notificada 
al recurrente en 9 de Abril de 1915, y el recurso de apelación 
para ante V. E. lo interpone el 20 de Abril, habiendo entonces 
transcurrido con exceso el termino dentro de! cual corre>pondc 
deducir e! recurso íart. 208 de la ley 50), no obstante el pedido 
de aclaración presentado ante t-1 inferior. 

Por lo expuesto y jurispnukncia de V. E. ftomo 98. página 
424; temo 116, pág. 142I, pido a V. E. se sirva declarar bien 
denegado el recurso deducido. 

Julio Botct. 



TALLO DE LA CORTE SIPREMA 

Buenos Aires, Julio 31 de NI 3. 

Autos y vistos: El recurso de hecho por apelación denega- 
da, interpuesto por don Alberto C. Rivarola en representación 
de los señores B< nemi, KaMassare y Cía., contra sentencia de 
1a Cámara Federal de Apelación de la Capital en los autos se- 
guidos por la Sociedad Le Pippcmiint sobre nulidad de marca. 
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Y considerando: 

Que como lo hace constar ol informe de ts. i?, el rCctlrsn 
para ante esta Corte fué deducido ante la Cámara Federal fuera 
del termino fijado en el art. 208 de la lev numero g& 

Qué ese término es fatal y corre aun. pie medie un pedido de 
adaraaon o rectificación de algún error, ^c^úii (o decidido cu 
casos análogos. 

Que además, es do agregarse (\ue ni la qpeja ha sido de-h- 
cida en los términos requeridos por e! art. 15 de | a ley número 
48. ni la declaración que la marca de los demandados se presta a 
confusión C o n h anteriormente registrada por los actores po- 
drí? ser revisada, como ptttito de hecho, en é recurso extraordi- 
nario qi« ha sido denegado. 

Por ello y de conformidad con lo expuesto v pedido por , I 
«mor Procurador General no se hace higár a la queja deducida. 
Repuesto el papel. árchívese. 

A. ÜKRMK.TO. — XkaNor & DEL 

Solar. — M. r. Daract. — 
I). E. Palacio. 



CAUSA LXIII 



Don Juan Upes So: o y don Usé J. García (sus herederos) 
contra el Gobierno Nacional, f>or indemnización 



Su mar i 



ano -. Destinada para uso público una propiedad U macfa por 
e! Estado a un particular, sin ley, convenio 11 otro acto ju- 
rídico que ia motive, no procede aplicar la prescripción de 
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las acaWs personales al reclamo rje su valor, máxime 
citando desechada tal excepción en las instancias inferiores, 
no ha sido sostent la ante esta Corte por el representante 
«leí fisco, 

( asa: Lo exp'ieau las píe/.is siguientes: 



5KNTI a( IA Dí-L Jl'KZ KKDRRAK 

Buenos Aires, Octubre de 1911 

V vistos ; de esle juicio remita . 

I>« :i Nicanor í). de Nevares en representación de loa here- 
den s de don Juan López Novo y de don José J. García, deman- 
dó ai Gobierno de la Nación, previa la obtención de la venia le- 
gis'aiiva, por vi pa»o del precio de seiscientos ochenta v cinco 
metros con nú) novecientos ochenta y nueve «liez milésimos cua- 
drados de terreno, tomados para la prolongación de la calle Bra- 
sil, intereses y costas, por los fundamentos siguientes: los men- 
cionado, terrenos fueron adquiridos én 18S8. en mayor exten- 
sión, de doña Margarita Reíd de Ackerley, por el doctor Mamid 
(Juintana. quien en 7 de Junio de 1895 transfirió sus derechos 
sobre la fracción de que se trata a la sucesión de López Xovo 
y a don Juan J. García, por cuanto hizo la compra en unión con 
eüos y por terceras partes, no obstante figurar únicamente a su 
nombre en la escritura respectiva; en 21 <!c Febrero de 1889 el 
Gobierno procedí.'» a ocupar dentro de esos terrenos la superfi- 
cie necesaria para la apertura fie la calle Brasil, entre Paseo Co- 
lón y la Dársena Sud ; los propietarios reclamaron en 1902 del 
Poder Ejecutivo Nacional la indemnizado 1 correspondiente, de- 
recho que les fué negado i*>r decreto de 25 de Jüíip de 1903, 
por lo que solicitaron !a venia pan demandar a la Nación: se 
funda el derecho en que López Xovo y Carda han adquirido* 
mediante la cesión del doctor Quintaría, tfn derecho real que 
debe retrotraerá a la época de k adquisición hecha por éste, de 
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conformidad con las disposiciones de los artículos ¿695, 2352, 
2387, 2304 y 2308 dé Código Civil; sobre esta base se sostiene 
que la prescripción alegada por el C.obicrno en el decreto antes 
mencionado debe sor !a de treinta años, conforme con e! articulo 
4015, término que no ha transcurrido; se observa finalmente, 
que aún en el caso de admitirse que López Novo y Garda tuvie- 
ran solamente una acción perdona*, prescriptible i>or diez años, 
tampoco ha corrido ese plazo, porqué ha sido interrumpido por 
las reclamaciones administrativas y |*>r el reconocimiento que 
consta de decreto de 15 de Enero de 1X7,8, hecho a favor de la 
señora de Ackerley ]>or la superficie total de terrenos tomados, 
en la que quedaban incluidos los de los actores, y porque los úl- 
timos eran menores de edad, contra quienes no ha podido correr 
la prescripción, conforme con lo dispuesto por el art. 30,60 de! 
código citado. 

El Gobierno de la Nación designó su representante al señor 
Procurador Fiscal, doctor Parcra. quien contestó la demanda a 
fs. 36 y siguientes, pidiendo su rechazo con costas, por los si- 
guientes fundamentos: Sentados los hechos referidos por la de- 
manda, los señores López Xovo y García jamás han adquirido 
el dominio del terreno cuya indemnización pretendan, por cuan- 
to el doctor Quintana no pudo transferírselo en 1 S ^5. cuando Ies 
hizo la cesión de los restantes, porque él mismo ya no los tenia, 
puesto que habían sido ocupados por una calle pública desde 
1889. según los artículos 2340, 577 y 3205 del Código Civil ; t tm- 
poco ha podido hacerse esa adquisición por división de un con- 
dominio anterior a iSVSo;, que no ha existido, porque los señores 
López Xovo y García no han podido válidamente tener un dere- 
cho real por documentó privado o convenio verbal, contra lo dis- 
puesto per los artículos 2073 y 1184, inciso 1." del referido cj- 
digo. Se dió traslado al actor de la excepción de prescripción 
alegada por el demandado y contestó a fs. 43 repitiendo los ar- 
gumentos de la demanda ya relacionados: el juicio se abrió 'i 
prueba y se produjo la corriente de fs. 46 a fs. 94, sobre la que 
las partea alegaron. 
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V considerando: 

„,..,.,.„ ,»„,;,'„;.:;,:;;:;: *** w* 

3-° Que por los términos eti qué sé redactó i-, 

« .«p«« ,„ i, , k , l . nilh: „. ¡ „„ (k . medMu v 2;*» 

•iu en aqueiaa lecha, es natural que ri «forfnr n„;„. 
pudo tratBferir lo qiie ya no era snv , f J'»ntann no 
puede reconocerse , 22S22Í5 t 3 f? ) y ' Cuana ° " ,: ' s - 

m^sm^ > as 

1%, con arreglo a |o di spl *sto en cl an ' v < ñ. h m> ^ 
te que averiar si proven , as c^S^ÍSS^ 
rrup^Mel menctónado lapso, alegada pJ^SSS^ 

^^^^^^^^ - 

tUaliOad la junspriidencia contraria, con los carácter*, r" . 
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presente caso, na Ja importan las gesticules que se han comproba- 
do; <Ie acuerdo, entre numerosos falles, con el dictado per la 
Suprema Corte én el juicio idéntico al presente, seguido por la 

señora de Ackerley contra el Gobierno Nacional. — Tomo íoj. 
página 415, 

5. " Que d fallo citado examina y rebate, igualmente, la sig- 
nificación de los actos de reconocimiento del poder administra* 
dor. invocado |>or la parle actora: asi como la ¡naplicabilidad 
del art 3980 del código citado, a las demoras e n eí trámite í'.e 
concesión de la venia legislativa para deducir la demanda, c m 
lo que !a jurisprudencia antes citada completa la doctrina re- 
trictiva sobré la materia. 

6. ° Que, en consecuencia, esta sentencia solamente puede 
analizar ¿a suspensión de la prescripción por !a menor edad de 
lo* actores que invoca el escrito de ís. y 44. De acuerdo con 
lo establecido en los considerandos 1." y 2.", es lógico computar 
como tiempo que aprovecha en todo caso a la prescripción el 
que corrió contra el doctor Quintana, desde la ocupación de! te- 
rreno por el Gobierno, e! 21 de Febrero de 1SS9, h»sta la f eolia 
de la escritura de transferencia de derecho en favor de los acto- 
re-, o sea el 17 de Junio de 1895 (art. 3983 ». lo que da un perio- 
do de seis años, tres meses y veintiséis dias. Seria necesario (pie 
desde el día en que los actores llegaron a la mayor edad, hasta la 
fecha de la demanda — i.° de Octubre de 1907 — hubieran 
transcurrí. lo tres años siete meses y cuatro dias, por lo menos, 
para completar el término de diez años de prescripción útil. 
Ahora bien, de las partidas de nacimiento agregadas a H. 57. 58. 
Gi| 63, 64, 65 y 84, resulta que solamente falta tal condición para 
doña Angela Xouni López» habiéndose cumplido con exceso 
para todos los demás interésalos. Kn consecuencia, el Gobierno 
de la Nación es deudor le la partí alícuota que correspondía a 
!a expresada actora en el total de la indemnización demandada 
íart. 3966 y 30/5^. la que consiste en la tercera parte de la mi- 
tad, o sea la sexta parte de los derechos discutidos, s?gún resulta 

de los testimonios de declaratoria de herederos de f*. 73 y 74 y 

de la escritura de ís. 1 a 9. Y lio hablen tose contradicho por el 
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demandado la extensión atribuida en la demanda al terreno ocü- 
pstdo por la calle Brasil, la dicha sexta parte debe tomarse del 
total de seiscientos ochenta y cinco metros con mil novecientos 
ochenta y nueve diez milésimos cuadrados, o sean, ciento catorce 
metros con mil novecientos noventa y ocho diez milésimos cua- 
drados. 

Pot estas consideraciones y de ccnfnrmidad al art. jr de la 
ley número 3952, Pallo: declarando que doña Angela Xncmi 
Wpez de Lastra tiene derecho a ser indemnizada por el Gobier- 
no de la Nación del valor de ciento catorce metros con mil nove- 
cientos noventa y ocho diez milésimos cuadrados de los tomados 
al doctor Manuel Quintana en 1889 para la prototígación de la 
calle Brasi), al precio que tuvieron en la mencionada época según 
su tasación pericial, y sus intereses a estilo de 1 Janeo, desde U 
ocupación hasta el día del pago, y rechazando la demanda en lo 
restante, por las partes que se refieren a los demás actores, sin 
costas. Hágase saber con el original y repónganse los sellos.' 

fi. Claros. 



SENTENCIA DÉ LA CAMARA FKDF.R.M. DE APELACION KS 

Bu.no. Air», Diciembre 28 d< 1912. 

Vistos y considerando: 

Que conste en la escritura de fs. 1, por declaración del doc 
tor Manuel Quintana, cjUe el terreno, de! cual es parte el que se 
cuestiona en éstos autos, ha sido comprado a la señora Margari- 
ta K. de Ackcrlcy en Julio 7 de 1888 por e! doctor Quintana CU 
uUiSn con los señores Jmm López Xoio y don José J. Garda, no 
obstante figurar únicamente a su nombre en la escritura respec- 
tiva. Que las dos terceras partes vendidas a los señores Hume se 
compusieron de tres sextas partes, por cuenta común y una sex- 
ta parte por cuenta del doctor (Juintana. quedando las dos sexta, 
partes restantes de la exclusiva propiedad de los añores López 
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Novo y Garcia. Qué dando termina a su misión, declara que esta 
fracción de terreno corresponde únicamente y exclusivamente a 
la testamentaria de López: Xovo y García a quienes les transfie- 
re todos lo> derechos dé propiedad que aparecía tenor. 

Que en estos autos, ni en los administrativos, han negado 
los representantes del Gobierno Nacional que el terreno en 
cuestión, de-ti iado por el Gobierno para calle pública, es parte 
de! que en mayor extensión compró el doctor Ouintana en unión 
con los demandantes, segúii la referencia de! precedente con- 
siderado: 

El representante del Gobierno, funda su resistencia a pagar 
el valor del terreno, |>on|ue desconoce a los actores que tengan 
derecho de domi lio sobre este terreno, afirmando el señor Pro- 
curador Fiscal, que cuantío c! doctor Quintana transfirió en 
Junio 17 de 18-/5 SUS derechos a los señores López Xovo y Gar- 
cia. el Gobierno Nacional ya habia tomado posesión de ese terre- 
no para calle pública; y por consiguiente, no ha podido adquirir 
la propiedad, porque el doctor Quintana estaki imposibilitado 
de hacerles tradición. Ouc lo único que pudo transmitirles es 
una acción personal, la que estaba prescripta a la fecha de b 
demanda. 

Ouc lo* demandante* han presentado como titulo de propie- 
dad una escritura pública, que no lia sido argüida de falsa o si- 
mulada, y por tanto hace plena fe de las enunciaciones y reco- 
nocimientos en ella contenida ( artículos 994 y 005 del Código 
Civil». El doctor Ouintana ha declarado que el terreno lo ha 
comprarlo en unión con los señores l/>pcz N'ovo y García; tal 
declaración hace fe aún contra terceros e importa, eoiin» conse- 
cuencia, reconocer que desde c*a fecha tal adquisición es en cotí" 
dominio con los mencionados señores. 

í*.n est<»> autos no hay elementos do juicio que fiág&:i dudar d_- 
la VCída de la precedente declaración del doctor Ouintana. 

Kste reconocimiento o ratificación de la compraventa es 
simplemente declarativa del dominio para López N'ovo y (Jarcia, 
en el sentido que I<>. nombrados sejfores y e! doctor Quirttdna 
son propietarios riel terreno dcMÍe el origen de la compra a la 
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señora <lc Aekerity. & d.cir «lc.«!c Ju : „ ; ,? c ,883, v 

paletón del condominio, los demandantes son propietarios 
exclusivos del l« te <|i:c les ha correspondido por la división (ar- 
ticulo 2695 de! Código Civil). 

Kl acto jurídico celebrado por el doctor Quintada* y que in- 
fóraia la escritura ele fs. i. no es un acto traslativo de la propie- 
dad. pOítjtte no es una venta. cesión, donación, permuta, legado, 
transacción, o contrato análogo. 

Por consiguiente, no hay base legal para sostener que el 
doctor Quintana ha transferido, por la c-eriuira mencionada, un 
derecho creditorio a favor de López Novo y de Garda; 

Estos señores han adquirido desde Julio 7 de 1888. como se 
establece mas arriba, el derecho de propiedad al terreno, y sien- 
do el dominio, por su naturaleza, perpetuo, subsiste independien- 
temente del ejercicio que «e pueda hacer de él. Kl propietario no 
deja de serlo, aunque no ejerza ningún acto de propiedad; aun- 
que este en la imposibilidad de ejercerlos, porque el terre 10 ha 
sido convertido en calle pública, y aunque el 6obi< -110 liava to- 
mado jwsesión. desde que no ha transcurrido el tiempo necesa- 
rio para que éste pueda adquirirlo por prescripción. (Art. 2; 10 
del Código Civil). 

F.s correlativa de esta disposición la contenida por el articu- 
lo 2^09: Se pierde el dominio (entre otros casos) por enajena- 
ción de la coca cuando otro adquiere la propiedad por tradición, 
y después de firmado el instrumento público de transmisión del 
inmueble. 

Desde la fecha de la adquisición del terreno por el doctor 
Ouintana en condominio con López Novo y García, no se ha 
probado hasta hoy que la heredad hubiese sido enajenada. El 
proletario es siempre propietario : Su derecho permanece in- 
conmovible ínterin no se haya producido alguna .le las causas di 
extinción que no se ha justificado en autos. 

La Suprema Corte, en el fallo que se registra en el tomo 2\ 
pág. 582, considerando 11 y 12 establece: "Si es monstruoso, in 
* moral y repugnante que un particular pueda tomar por si Ii 
•' propiedad ajena, qué se dirá cuando se trata del poder tutelar 
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V de tocia sociedad, del que representa cuanto hay de augusto, 

grande y elevado, porque emana de la misma justicia» 
„ . "'f Constitución y nuestro Código Civil han sancionado la 
„ ,nv,o! f blBdad de ,a propifjdad, y sólo consintieron en la des- 
„ P° ies,( " Por ca» sa de utilidad publica, declarada prcViamente 
P° r Ic >" : el caso d « desposesión está previsto v garantido p.r 
„ fon "f y ,ramitcs salvadores; los privilegios del Kisco. ct jus 
„ mimreym caído para entronizar la igualdad en cuanto a 
los derechos que pueda tener como persona jurídica". 

(Juc el gobierno o sus representante, en este juicio, no han 
justificado que hubiese expropiado este terreno para destinarlo 
a uso publico de calle. Si bien consta que de hecho ha tomado 
el Gobierno posesión del terreno, esto no significa la pérdida de 
la propiedad, n. es equivalente a expropiación o venta forzada, 
para que el Gobierno se defendiera razonablemente, sosteniendo 
que es solamente deudor personal del precio, l'or consiguiente 
no puede invocar a su favor la prescripción liberatoria, que no 
se ha producido. 

LOS propietarios conservan integro su derecho a ser ¡nclem- 
nizados del precio de! terreno, según el valor que tenia en la 
época de la ocupación y los intereses hasta el día del pago, de 
acuerdo cc:i la constante jurisprudencia. 

Vnr e-tas consideraciones, se revoca la sentencia de fs i »> 
y se condena a! Fisco (!c ¡ a Xaciun a pi „ ar a , og , a cx 

tensión del terreno temado para prolongación de la calle liras¡' 
según el precio n„e e! terreno tenia en la época de la toma de i»o* 
ses,o„. y ad.mas los intereses desde esa época, según tasa adop- 
tada en ¡os descuentos del flanco de la Xación. Xotifiqucse v 
devuélvase j repagase el papel ante el inferior. - Daniel Cov- 
lia. — Juan A. Garda. — Ángel Pem 
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B««no. A¡,e.. julio Jl d. 191». 

\ Ktos y éonsiderand • : 
«Jue en virtud «leí titulo de 1888. el do:tor Quintana podía 
reivindicar n pedir en mi .aso la indemnización correspondiente 



condicione 

"o 
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por el terreno -le su pertenencia que le tomó el Gobierno <!e la 
Nación para ensanche de la calle Brasil, sin ley, convenio „ otro 
acto jurídico 'lite lo motivara, „„ bastando el desfino que se le 
«JO para modificar su derecho de dueño, garantido en primer 
termino por el art. 17 de la ConstittiCKKt. 

Que el doctor Quintana, no obstante dicha ocupación en las 
liciones expresadas, continuaba siendo propietario aunque 
ejercitase los derechos dé tal y a pesar de su silencio o inac- 
ción, mientras no corriese el tiempo necesario para la prescrip- 
ción (art. ..510 Código Civil, Fallos, tomo 23. pág. 582 >. 

<>e como propietario, según queda dicho, tenia la acción 
reivindicatoría y las demás que pudiera,, comrspondcrle contra 
el ocupante de su inmueble y pudo cederlas válidamente, como 
lo hisoen la escritura de fs, l. ya que tal es el carácter que la 
parte demandada pretende asignar al mencionad.» titulo. 

Que esa escritura, como quiera que se le aprecie, declara- 
"0"c les transfiere todos los derechos de propiedad que apare- 
cía tener, a fin de que disponen .le ella en la forma pie crea,, 
mas conveniente" y entre esos derechos deben comprenderse los 
que el doctor Quintana podía ejercitar ( Fallos, tomo 46. página 
tomo 59, pág. 324 y otros ) si-, que ello importe establecer 
otr< s nuevos, que no se mención™ y contra terceros, „i modifi 
car ,n situación que creó el titulo «le ,888 y actos pasados en su 
virtud. 

Que con tales antecedentes. del>e rechazarse la excepción 
de prescripción invocada en las instancias inferiores por el .Mi- 
nisterio Fiscal, máxime cuando desestimada |>or el fallo apelado. 

no se la ha sostenido ante esta Corte, como lo demuestra el me- 
morial de ís. 154. 

Por ello y fundamentos concordantes de la sentencia recu- 
rrida, se la confirma, sin costas, atenta la naturaleza de las cues- 
tiones debatidas. Xotifítpiesc original v devuélvanse; debiendo 
rc¡>onersc los sellos ante el inferior. 

N'icanor ('.. 1,1:,. Solas. _ n. jg 
Palacio — M. P. Daract: 
En disidencia. 
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DISIDENCIA 

Buenog Aires, Julio 31 de m. 

\ ¡stoa y considerando: 

Que la acción entablada contra la Nación (fe, 18) es per. 
sonal, de cobro de pesos y no reivindicatoría o real. 

Que con arreglo a lo (I¡s¡)uesto en e! art. del Código 

Civil, las aeck nes personales se prescriben por diez años cntr: 
presentes y veinte entre ausentes. 

Qué si en el sfib jndñ'c fuera procedente la acción subsidia 
ria acordada por el art. 2779 Código Civil, ella babria incido y 
comenzado a prescribirse en 21 de Febrero de 188:;, época eíi 
fpie se admite (pie el Poder Ejecutivo Nacional ocupó el terreno 
cuyo valor es reclamado ( Arg. art. 3356 Código Civil» ; y entre 
esa fecha y la de !a demanda, r.» de Octubre de 1907 i f?. 31 > 
habría transcurrido con exceso el tiempo requerido para la 
prescripción, pues debe reputarse que los actores han tenido st; 
domicilio en esta Capital, donde estuvieron radicados sus cau- 
santes l fe. 1 a 9 y otras; Fallos, tonio 1 15, pág. 395). 

Que drn José J. García falleció el 18 de Diciembre de 1895 
í fs. 6, expediente administrativo ) v don Juan López Novo, en 
1892, a e<tar a los antecedentes que obran a fs. 1, 3; 5, f> vía., 7 

y fe- 73. 

Que ya se conceptúe que los derechos de los exprésa los 
García y López Xovo se adquirieron en 7 de Julio de 1888. ya 
e 1 17 de Junio de 1895. según se de o no efecto retroactivo a ías 
manifestaciones hechas por el doctor M. Quintana en la cscritu 
ra de fs. 1 , es indudable qilé al tiempo corrido desde la mayoridad 
de los herederos de los primeros debe agregarse el transcurrido 
contra éstos o contra el doctor Quintana, a contar del 21 de Fe- 
brero de 1889. resultando asi hasta el fc* de Octubre de 1907 un 
periodo de más de diez años hábil para la prescripción, respecto 
de todos los actores, con excepción de doña Angela Xoemi López 
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(le Lustra (Semencia de primera instancia, fs. 122; partidas ! 

f*-57. 5*. % <M.*5y«4>. 

Que no ¡Hiede sostenerse <|tic la acción perenal esté en e! 
caso sometida a !a prescripción establecida por e! art. 4015 pan 
las acciones reales contra los poseedores sin titulo o buena fe. 
dada !a distinta naturaleza de estas acciones y los términos abso- 
lutos del art. 4023. 

Qlíe en el caso más favorable para la demanda, no aparece 
(|«e la prescripción estuviera aún sin operarse cuando se hizo al 
Honorable Congreso la solicitud de venia para demandar a ¡a 
Nación (Julio 4 <fc ígdfi — Diputados, iqoo, I, p&g s 435), ni la 
demanda se habría presentado imne¿Mam*nte de consc guíete di- 
cha venia (art. 5980, Código Civil; Fallos, tomo 10?. p%. r 55 > 

Que. como lo establece la sentencia de primera instancia y 
ha sido reiteradamente resuelto por esta Corte en' casos análo- 
gos, las gestiones administrativas no interrumpen la prescrip- 
ción. 

Que el reconocimiento de una obligación o derecho, para 
los fines de! art. 30S3 Código Civil. del>e ser a favor de quienes 
lo invoquen o de sus causantes (Fallos, tomo nf>, pig, 37) de 
tal suerte que aún cuando tuviera eficacia lega! el hecho por e! 
Poder Fjecutivo a favor de doña Margarita R. de Ackerlev, por 
decr.-to de Febrero 15 de 1889 (& SS) <^<lo sin efecto 'por c! 
decreto posterior de 21 de Julio de 1903, csc reconocimiento no 
podría ser invocado por los actores. 

One las opiniones de los funcionarios públicos que intervi- 
nieron en el expediente administrativo acomunado, favorable; 
a los actores, de que se hace mérito a fs. 28, no son actos del 
Poder Fjecutivo, o sea <Iel representante de la Nación, que pue- 
dan obligar a ésta. 

Que tani|ioco pueden los demandantes acogerse a lo dispues- 
to en el art. 3990 del mismo Código, porque ni doña Margariti 
interrumpió la prescrijKión con sus gestiones administrativas, ni 
ha mediado el hecho de la privación de la posesión por más de 
un año. 

Por estos fundamentos, se revoca la sentencia apelada, y 
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te declara que la Nación debe alionar a doña Angela Xoemi Ló- 
pez de Lastra la indemnización que expresa la sentencia de fo- 
jas 12», no haciéndose lugar en lo demás a la demanda. Las cos- 
tas se abonarán en c! orden cansado. N'otiíiqucse con c! origina! 
y devuélvase, debiendo reponerse los sellos ante el hferior. 

M. P, Dak.u't. 



CAUSA LNIV 

Empresa Puerto del Rosario, cintra los herederos de Grandoít, 

sobre ex propine ión 

Sumario: La nación no puede, a titulo de reglamentar el comer- 
cio y navegación de los rio* y de habilitar puertos, ocupar 
gratuitamente, de manera definitiva y permanente para la 
construcción del puedo de] Ro-ario, terrenos de rilara de! 
rio Paraná, que se hallan normalmente o de ordinario fuer., 
de las aguas. 

Casó*. Lo explican las piezas siguientes: 



SENTENCIA DEL JUEZ FICDKKAL 

Rotarlo. Novirabrt 24 de 1911. 

AlitOS y vistos: Kstos autos seguidos ñor la Rmpresa Cons 
tructora del Puerto de! Rosario contra los herederos (Ira íldol?, 
sobre expropiación y de los cuales resulta: 
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i." Qúe en 30 de Septiembre de IQ03 compareció a este juz- 
gado e! doctor Carlos Silveyra en representación conjunta de b 
Kmprcsa Constructora del Puerto y del Gobierno Nacional, ini- 
ciando en juicio por separado, la expropiación de los lotes de te- 
rreno marcados en el plano oficial de las obras con los número* 
14, 15 y t6, o ntra sus ocupantes, o sea, actualmente, los herede- 
ros Grándolii 

En las demandas respectivas expone: One de acuerdo coi 
la ley número ¡os lotes de terrenos Telendos, están desti- 

nados a las obras del puerto del Rosario, y que habiéndose de- 
clarado de utilidad púbüca sil construcción* . solicitaba la inme- 
diata ocupación de ¡os mismos per ser necesaria la prosecución 
de los trabajos, debiendo aplicarse en consecuencia el procedi- 
miento establecido por la ley de 13 de Septiembre de 1863, a 
cuyo fin consignaba en el Manco de la 'Nación Argentina e* 
precio en que estimaba el valor de los terrenos acompañando al 
efecto las correspondientes boletas de dep-ósito. 

Al mismo tiempo declaraba, categóricamente, que dichos 
fondos no deberían entregarse a los demandados, sino en cuanto 
éstos demostrasen tener el dominio de los terrenos expropiados. 
Consideraba que todos los terrenos destinados a las obras de! 
puerto, pertenecen en exclusivo dominio al listado General, y 
que los actuales ocupantes carecen de titulo legitimo de adquisi- 
ción respecto de esos mismos terrenos ; pero como no era posible 
retardar la continuación de las obras del puerto, hasta que e! Go- 
bierno gestione en juicio ordinario la declaración judicial de sns 
derechos, inicia en cada caso y por intermedio de la Empresa 
Constructora, que es la encargada sc^ún contrato, sustituí la en 
los derechos del Gobierno Nacional, los respectivos juicios de 
expropiación. 

(Jne en ta! virtud el juicio de expropiación no importa recono- 
cer en el que invoque el carácter de actual propietario, el dominio 
del terreno «pie posee: pues segin antecedentes y estudios practi- 
cados por orlen del S. Gobierno, careen los particulares de un 
titulo legitimo de adquisición respecto de los terrenos, que ]H>r 
formar la playa o rii>cra del rio, pertenecen en exclusivo domi- 
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nio al Gobierno Xacional, según asi lo demostraría oportina 
mente. 

Que bajo este concepto la expropiación que solicita, m im- 
porta un desconocimiento de los derecho, del Gobierno Nacional, 
ni puede atribuirá a los demandados un dominio que no han po- 
dido jamás adquirir; quienes deberán, como acto previo, justifi- 
car el dominio que se atribuyen, para evitar de este modo nulida- 
des en perjuicio de los derechos que representa. 

Fundado en las leyes citadas concluye pidiendo, se le tenga 
jx>r presentado en virtud del mandato que hace mérito y se le dé 
la inmediata ocupación provisoria de los terrenos referidos de 
conformidad con el art. 4." de la ley sobre expropiación, con las 
salvedades que ha hecho presente. 

Que accediendo el juzgado a esta ultima petición se da a 
la Empresa actora la po>csión de los terrenos a expropiarle y 
citados eti forma los demandados, se presentan los herederos 
Orando!, por su apoderado don Carlos Castilla, a petición de cu- 
ya parte se ordena por resolución de fs, 133 la acumulación de 
los juicios correspondientes a los loies 14» 15 y 16, en el presente. 

3." Que convocadas las partes a juicio verba!, la parte acto- 
ra, pidió la suspensión de los procedimientos del juicio de ex- 
propiación, hasta tanto > e aclara -e quién era el verdadero pro- 
pietario de los terrenos expresados. Previa sul>stanciación del 
incidente se resuelve a f*¿ 134 de conformidad a lo solicitado. 

4" Que en ccnsecueacia, a fs. 135, interpone c! doctor Sil- 
veyra formal demanda contra los herederos de don Mariano 
Granduli, y solicita se dictara sentencia definitiva declarando: 

<i) que los terrenos motivo del juicio, forman parte de ) \ 
ribera del rio I 'araná. 

b) Que dichos bienes son por consiguiente una dependencia 
del dominio público y que es el Estado General a quien corres- 
ponde la jurisdicción absoluta y exclusiva de los mismos. 

c ) Que estando la empresa del puerto del Kosario, subro- 
gada cu los derechos <lel Gobierno Xacional y teniendo la auto- 
rización de éste para ocupar esos terrenos, no necesitaba expro- 
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I»iar!o J: porque la expropiación supone bienes que se encuentran 
en el comeré» y son susceptibles de enajenación 

rf) Que los demandados no han podido adquirir en ningún 
Lempo la propiedad ni ningún otro derecho estable sobre la pro- 
piedad, porque perteneciendo esos bienes al dominio público no 
son susceptibles de apropiación privada. 

*) Que la posesión que hayan tenido los demandados, no 

les da ningún derecho: puesto que la posesión de bienes de! do- 
WIUO publico nunca pude ser legalmente con á timo de dueño, 
desde que es esencialmente precaria y revocable por un acto ad- 
ministrativo del Gobierno Nacional. 

/ > One habiendo sido hecho el depósito de dinero al só'o 
efecto de llenar un requisito legal para tomar la ocupación inme- 
diata de los terreno, destinaos para las obras del puerto, debe 
ordenare !a devoción de ese depósito al Gobierno Nacional en 
mentó de los consideraciones precedentes 

.'/> Que el ejercido ,-lc todas estas arciones por parte de la 
empresa y a nombre del Gobierno Xacio.al. está justificada ix>r 
las estipulaciones estableckfes en el contrato «le la construcción 
del puerto de esta ciudad ; y que sólo debe aceptar transmisiones 
cíe dominio «le quien tenga nn titulo legitimo de propietario So- 
licitaba en resumen, <e condenasen a los herederos de don Ma- 
ñano Grandoli a perpetuo silencio, con costas, .levo! viéndose a 
la empresa actora los fondos depositados. 

5>Qne a fs. t= 2 contesta la demanda don Carlos Castilla 
qiueii pidió el recharo «le la acción con costas, solicitando a! 
mismo tiempo se declarase que la empresa del puerto estaba 
obligada a expropiar por su propia cuenta, los terrenos c „ litigio 

Cf, co!tas' nrteniniZaCÍ ° neS rcspcctivas ' íncl,,so cI P a S° de intereses 

Haciendo una exposición detenida sobre los títulos y docu- 
mentos en que apoya sus argumentos y derechos, en síntesis de- 
muestra: t* Que la expropiación debe hacerla la empresa de! 
puerto, por su propia cuenta, y no por cuenta de la .Vacian, la 
cua no es parte en el juicio: ¿* Q w Ja Nación carece en absolu- 
to de derechos sobre la propiedad privada del terreno, sin per- 
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juicio de la jurisdicción que le corresponde para rcglamrietar cí 
comercio y !a navegación. 

&? Ouc a fs. 163, se abrió la causa a prueba* pmdiu-iOmUsc 
la que corre agregada de fs. 164 a fs. 295 y de que informa ei 
certificado dé fs. ¡296; presentando las partes sus alegatos a fojas 
300 y 333. respetivamente, y llenados los flemis trámites dé lev, 
se llama a fe, 371. autos para sentencia definitiva. 

V consideran lo: 

1. a One es un hecho demostrado a base de la más complot;, 
conformidad entre k>3 interesados y por los antecedentes acumu- 
lados en los autos. c|ue los terrenos objetó fie la acción dilucida, 
forman parte de la playa del Río l'nnná, encontrándole ubica- 
íos dentro de la zona denunciada a la expropiación en los planos 
respectivos y destinado* a la construcción del puerto por ley de! 
H. Congreso número 3885 de fecha 20 de Diciembre de iH^>. 

2. ° Que por su parte los demandados ha 1 comprobado sñ¿ 
derechos de dominio a! terreno de la referencia en la forma usa- 
da en esto Clase de enajenaciones, acompañando a! efecto títulos 
derivades de diversos actos jurídicos; que apreciados prima fa- 
cic. en SU faz legal presentan todos los caracteres de validez v 
firmes. 

3. " Que el art. 17 ilc la Constitución Nacional, preceptúa éíi 
término- categóricos "qn C la propiedad es inviolable y <\uc nin- 
gún habítente de la Nación, puede ser despojado de ella sino en 
virtud de sentencia fundada en ley", agrtgando: que la expro- 
piación por causa de utilidad pública debe ser calificada i>or sati- 
rión legislativa y previamente indemnizada. 

4. " Que como complemento de esta doctrina, pe es a la ve/, 
la consagrada por el Código Civil en sus dispoéicio íes pertinen- 
tcs. la misma Constitución en el art. ¿X, establece "que las «Icela- 
raciones, derechos y garantías reconocidos y enumerados C n ella 

no podrán ser alterado* so pretexto de reglamentados en mi 
ejercicio. 

5* si bíoji es cierto que la génesis <!c la nacionalidad ¡ir- 
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gcntina, comienza a tomar formas tangibles en el senti<lo políti- 
co en la mañana del 25 de Mayo ríe 1810 y se acentúa con perfi- 
le? dientes en la Asamblea del 9 de Julio de 1816, lo es también 
en ella como se recoioce uniformemente, se afirma recién en el 
íll< memo en qué las provincias, que formaban el antiguo virrey- 
nato. >e sustraen de la anarquía del año veinte y sellan su pacto 
de unión, jurando !a Constitución definitiva de! año 53 reforma- 
ba el 60 y en la cual la Nación adopta para su gobierno la forma 
representativa republicana federal. 

6vf Qtté una de las tantas consecuencias de orden trascen- 
dental (pie surgen de este antecedente histórico y en cnanto pue- 
de interesar la propiedad territorial tomando e>tc concepto bajo 
el aspecto jurídico que ocupa c:i esta controversia^ es que la in- 
^labilidad con (pie la Constitución !a protege y ampara, se re- 
fiere por igttal a la adquirida con anterioridad a stl promulga- 
ción, ya tenga su origen eti actos jurídicos emanados de los es- 
tados autónomos, o ya procedan de las mercedes llamadas de h 
Corona. 

7. " (Juc no existe eñ e! cuer]*> de legislación que nos ri^e 
ley alguna ni en I05 código* comunes, ni en Ips especiales, que 
asigne a la Nación por la sola razón de su soberanía, el dominio 
exclusivo <lc las playas o riberas de SUS ri<»> navegables o no; va 
sean las primeras, cubiertas o no por las más bajas o a!tas 
mareas. 

8. n Que las disposiciones constitucionales invocad;-* por el 
actor en apoyo de su tesis, art. 20, 10S y 07, inciso 9, 12 y 14 de 
la Constitución; antítesis de la esbozada en el considerando an- 
terior en cua:ito se relaciona con este punto, alude, y no puede 
ser de otra manera, al dominio eminente, concepto jurídico esen- 
cialmente diverso por su naturaleza y efectos públicos o priva- 
do*, y que es el que le corresponda ejercer a la Nación como 
poder regulador y a los solos finc< (pie los convenció na'es tuvie- 
ron en vista al sancionarlo, que son los (pie se desprenden de sus 
propios y naturales términos. 

9" Que la Suprema Corte, en su luminosa sentencia fecba 8 
de .Mayo del año 1909, y pronunciada en dos juicio- análogos a! 
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¿t& judke, ha interpretado en el mismo sentido los preceptos an- 
tes citados, declarando en resumen: que la Constitución no ha 
atribuido al Gobierno Nacional el dominio de las playas de los 
ríos navegables, cerno quiera que las facultades de reglamentar 
la libre navegación y el comercio marítimo y terrestre con las 
naciones extranjeras y de la* provincias entro si, de habilitar 
puertos y de fijar los limites de las provincias, no implican c! 
dominio público ni privado del Estado (leñera! .-obre esos rios. 

io. Que esta doctrina coexiste además, en lo principal, con 
los precedentes y resoluciones de los tribunales ele la Unión 
Americana, salvo algunos fallos contradictorios de parte de h 
Corte, que aparecen separados, apenas sus miembros Sé sustraen 
a la influencia centralista y reaccionaria de Washington y orien- 
tan sus decisiones con espíritu ecuánime hacia la verdadera teo- 
ria constitucional. (Véase Coo!ey, pájr. 578, Limitaciones Cons- 
titucionales. Kcn en comentario sobre leyes americanas pfigf 
»a 537 )• 

if. Que al ordenarse por el art. 2673 del Códigp Civil, que 
los propietarios limítrofes con los rios o con Jos canales que -ir 
ven a la comunicación por agua, están obligados a dej ir lina 
calle ó camino público de 35 ttits. hasta la orilla dé rioo canal sin 
ninguna indemnización, no pudiendo hacer en c-c e-paeio nin^n- 
na construcción, ni reparar las antiguas qiie existan, ni deteriorar 
el terreno en manera alguna, debe entenderse que no es otra cosa 
que el ejercicio de un acto de jurisdicción que haga factible en 
todos los tiempos y l>ajo cualquier circunstancia los derecho < 
¿que le incumban a la Nación c.i to 1<> aquéllo que se relacione 
con la navegación y el comercio marítimo. 

12. Que de no ser asi. habría el legislador creado a favor de 
la X'ación — motu propio, — un titulo de propiedad -obre las 
playas o riberas de los rios en perjuicio de derechos «le tercero-, 
lo que además de ser absurdo como doctrina jurídica, chocarh 
abiertamente con la suprema ley de las leyes: la Constitución; y 
la que como <c ha dicho, con>a¿;ra la inviolabilidad del derecho 
de propiedad. 

13- Qué -e han producido actos de parte del Poder Ejecuti- 
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yo Nacional, relacionados con las riberas de los rios, cuvo signi- 
íú-ado y alcana-, confirman plenamente la interpretación que e. 
tribuna! da a] art. 2073, que viene comentando, actos por medio 
de los cuales explícita e implícitamente, se reconoce la natura- 
leza restringida de los poderes federales, sobre el suelo de los 
ríos bañados por sus altas y bajas mareas y sobre sus ribera-, 
limitándolas a la rc^nentació:, del comercio marítimo sin ex 
U'íuJcrlos al dominio de los mismos. Véase decreto del Pod;rr 
Kjccmivo Xaciona! de fecha 30 de -Marzo de KJ09, en el expe- 
diento Municipalidad del Rosario reivindicando para sí el dere- 
cho de cobrar una tasa por la extracción de la arena de las 
playas sobre el lecho del río Paraná. Decreto del Superior Go- 
bierno, encontrándose en ejercicio de la presidencia el doctor 
Carlos Peüegrini; solucionando él conflicto suscitado entre in 
Municipalidad y el receptor de rentos de Mar del Plata, el cual 
en su texto literal dice lo luiente: "Declárase que en el enten- 
der del Poder Ejecutivo de la Nación, la jurisdicción gcieral 
ouc ja Constitución le atribuye sobre las nlayas de mar y riberas 
de ríos nave-rabies, se refiere a la facultad de mantener expedito 
e! tránsito publicó y reglamentar todo lo conveniente a la nave- 
gación y ermercio exterior de la República, y a los re-pectivos 
estados federales correspo-idc la jurisdicción "policial y J domi- 
nio inmediato del suelo, pudiendo éstos en consecuencia, dictar 
los reglamentos y crear los impuestos por el aprovechamiento de 
la arena, piedras etc., etc., subord 1 iados siempre al objeto pri- 
mordial que motiva la jurisdicción nacional — PcUcurim. — Vir 
cente Fidel López? 

14- esto no quiere decir que la Nación, como entidad 
jurídica y aún como cuerpo político, carezca de capacidad lega! 
para abstener y ejercitar derechos de propiedad de índole priva- 
da o pública sobre inmuebles comprendidos dentro de su propio 
territorio: porque la tiene indudablemente para el primer caso 
en la misma medida que los particulares, conforme co:i el dere- 
cho cemún; y para el segundo conforme con lo dispuesto en e¡ 
art. 67, incido 27 «le la Constitución Xacional. y en e! cual se es- 
tablece: "Qué corresponde al Congreso ejercer nía legislación 
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exclusiva y sobre los lugares adquiridos por compra o cesión en 
cualquiera de las provincias, para establecer fortalezas, ars^na 
les, almacenes u otro establecimiento de utilidad nacional. 

t$i Que si bien es cierto que «le acuerdo con los principios 
<¡uc informan la materia, que el dominio eminente, siendo como 
es un atributo de la soberanía, confiere a qítteri !e corresponde 
altas y trascendentales prerrogativas y facultades, lo es animis- 
mo que cuando él ha de ejercitarse obrando sobre la propiedad 
debe serlo respetando !as garantías establecidas en las Cartas 
fúndame itales del paisj a lo menos en lo que se rigen par insti- 
tuciones libres. 

V bien: se ha visto y demostrado que nuestra Constitución 
declam inviolable |á propiedad: Por consecuencia* si el Gobierno 
dé la Nación necesita los terreno* que forman las riberas del rio 
Paraná, para cumplir las obligaciones contraidas por la empresa 
concesionaria, debe abonar a sus legítimos ocupantes el precio 
de los mismos, conforme a la vez con lo qué dispone, asimismo, 
el GpdigO Civil en su art. ¿51 1. 

Pencar en sentido opuesto seria colocar a la Nación sobre 
su propia carta orgánica* avance repudiante a la esencia de las 
instituciones democráticas, que han sido y son el ambiente de sti 
redimen político; y con mayor razón, si se piensa que las Consti- 
tuciones son para los países qnc las adoptan condiciones necesa- 
ria- e indispensables para <i\ existencia; aparte de que por ilimi- 
tados que sean los poderes de la Nación, ellos no pueden como 
dice un constitucionalista argentino, ir más allá de los limites 
fijados e-i el or len y aplicación de las ideas por los eternos e 
inmutables principios de la justicia. 

16. (Jtie la última palabra -sobre el punto en debate ha sigo 
pronunciada por dos sentencias dictada- por los tribunales <u- 
periores. Existe, pues, por consecuencia jurisprudencia hecha, y 
qtie, en síntesis, puede condcnsar-e en la siguiente proposición; 
La Nación carece de titulo fundado en la ley y en la Constitu- 
ción, que la confiera derechos exclusivos de dominio al suelo de 
los rio- cubiertos por las apias de las más altas y bajas mareas 
y sobre sus playas ribereña-. 
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17. Y finalmente, la personería ejercitada por el doctor 
Car!, s Süveyra, qn« ha asumido drible represcnlacióa en este 
juicio, ha sitio a la vez declarado — ¡>or sentencia de! superior 
- bastante y suficiente en casos análogos; circunstanch que 
importa afirmar que, como punto de doctrina, hay cosa juz-ada. 

Por estos fiuidanientos y rechazado como rechazo las ex- 
cepciones que bajo la denominación de personería ha opuesto la 
parte demandada en su escrito de oposición Fallo: \o haciendo 
lugar a la acción interpuesta y declarando que la Sociedad Puer- 
to del Rosario, está obligada :i ex¡>ropiar los terrenos materia 
-lo este juicio con arrezo a la ley nacional número 18; debientlo 
Seguir !a causa según su estado. Las costas se abonarán en el or- 
den causado por haber tenido el actor razón plausible para liti- 
gar de acuerdo con la expresa declaración de la Suprema Corte 
en una incidencia i-nal a la si A índice. 

insértese, há-.-ov saber y re;;ón£ase el sellado. 

T. Arias, 
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Rwerio, Diciembre 15 de rM«. 

\ istos y consideran<!o : 

One en el escrito de demanda corriente de fs, 135 a 146 se 
solicita la declaración de que parte de los terrenos a que se re- 
fiere este juicio son del dominio público nacional v que no debe 
alonar indemnización alguna por la parte de los mismos que 
quedan en la calle de 35 metros que está obligado a dejar todo 
propietario limítrofe con ríos navegables. 

(Jne en el escrito de fs. 412 a 417 al expresar agravios, c! 
actor manifie<ía que en atención a! fallo diciado por la Suprema 
Corte de Justicia en el juicio análogo sentido por el mismo con- 
tra la Empresa Muelles y Depósitos, de Comas, no insiste en la 
aíirmació i de que los terrenos expresados Son del dominio pú- 
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Mico nacional; pero sostiene que procede lu ocupación (le ellos 
sin el requisito de la expropiación, con arreglo a Id resuelto en 
el Mencionado fallo dé la Suprema Corte, que la Nación no está 
sujetó a pagar indemnización por la tierra bajo el agua <|«e ocu- 
pe para mejorar la navegación y que no haya sido antes utilizada 
en muelles, etc.; por concesionarios o adquirentes de los Estados 
particulares íT. mi. pájr. 107. Coi»; «6). Siendo así corrcsp ( n- 
líe resolver si dichos terrenos se encuentran en tales condiciones. 

Que los informes de los peritos ingenieros .-aflores Vinent 
y Teuac, corrientes de ís. 267 a 278, concordante con lo expre- 
sado por -1 actor en su expresión de agravios ( fs. 414), llegan .1 
la conclusión ;!c que los terrenos cuestionados se hallan sitúa !«•< 
parte encima de la ^-¡-5.20, dentro de la calle de ribera, y h 
parte restante bajo dicha cota pero sin internarse en el agua : 
luego no se encuentran en las condiciones previstas en ei men- 
cionado fallo. Y en cuanto a los que ¿e encuentran en la calle de 
ribera, la Suprema Corte y esta Cámara tiene resuelto en varios 
casos que tampoco pueden ser ocupados por el actor sin indem- 
nización. 

Qüe el actor arguye, por otro lado. que los señore* («randoli 
(np obstante haber demandado contra ellos) no han probado su 
derecho de propiedad sobre los terrenos de referencia, ni que 
éstos hayan salido del dominio del Estado provincial, y que, aún 
en el caso, de >\uc fueran parte de los que se hizo merced a don 
Luis Romero de Pineda en 1689, esa merced linda con el rio y 
no c< mprende sus playas. 

Que los «eñores Gran loli han presentado títulos de propie- 
dad en forma con antu*üed." ! mayor de treinta años a la deman- 
da. Para el caso les bastaba justificar su posesión con ánimo de 
dueños, con forme este tribunal lo tic:ie resuelto reiteradamente, 
máxime siendo demandados. Y su posesión, si bien no aparee 
de las actas por las que se la otorga provisoriamente a la em- 
presa expropiante, < ís. 12, 44 y 75). resulta: de la presunción 
de la ley en favor del que presenta títulos de propiedad (arrú- 
menlos de fe» artículos 27W y 4003 del Código Civil >. la que ro- 
bustece tratándose de adquisiciones anteriores a la vigencia de! 
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Código Civil, puesto giie según la legislación entonces en vigor 
t bey », Tit. 30, Part. III) se {pina la posesión i>or la simple en- 
trega de las escrituras ó haciendo otras de nuevo o dándosela; 
por las declaraciones testimoniales corrientes de fs. 263 a 265, y 
por el hecho mismo de la demanda; todo !o cual concuerda y ad- 
quiere especial mérito si se tiene presente que se ha citado por 
edictos a los que se crean cen derecho a elidios terrenos y nadie 
más se ha presentado ni aparece otra pretensión manifestada en 
o. nt ra rio. 

une de los títulos corrientes a fs. ¿30 a 237 ¡le la adquisi- 
ción de Homero de Pineda resulta gue el listado se ha despren- 
dido de las tierras que dan a! rio entre el arroyo Salinas y e! 
paraje Matanzas, entre las cuales se encuentran, sin duda," las 
de que se trata. Del informe pericial citado se desprende qUe es- 
tas están comprendidas en el titulo de los demandados. Y debe 
interpretarle, como se ha interpretado ya en casos análogos por 
¡a Suprema Corte y esta Cámara, (fue los términos "frente al río 
Paraná" con que los títulos expresan e! limite oriental de la 
propiedad, no dejan zona intermedia entre el agua y dicho limi- 
te, sino <pie emprende todos los terrenos susceptibles de apro- 
piación privada hasta el agua: 

Que en consecuencia, y sin perjuicio de! derecho de la par- 
te interesada a pedir en la oportunidad correspondiente, la stib- 
?a nación de los defectos de rpte el titulo prese ntado pudiera ado- 
lecer, o de la* medidas de precaución que pile la usar si tuviera 
fundados temores de reivindicación o de ser molestado por ac- 
ción de terceros, son los demandados a quienes se priva por la 
expropiación de la dis|H>nibi!idad de la cosa, quienes deben <er 
indemnizados y tienen por consiguiente acción para reclamar la 
indemnización. 

Que en cuanto a las costas < motivo de la apelación del de- 
mandado), como ha resuelto asimismo la Suprema Corte en los 
casos citados, dada la dificultad de las cuestiones debatidas, no 
corresponde especial condenación; pero esta consideración ¡>cr- 
tmetue a las costas causadas en la primera instancia, pierde su 
importancia respecto a los de segunda, átenlo a que esta se ha 
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seguido después de la jurisprudencia hecha sobre las cuestiones 
aludidas, y no resultando que el ador haya ceñido razón par í 
insistir en sus pretensiones. 

Por esto: de acuerdo con los fundamentos de los fallos cita- 
dos de la Suprema Corte, los dictados últimamente por ésta Cá- 
mara contra la Empresa del Puerto, análogos al présente por 
tratarse de casos idénticos de doctrina y por les concordantes de 
la sentencia apelada de fs. 388 y 400, se la confirma, debiendo 
en consecuencia procederse, con arreglo a la ley de la materia a 
la expropiación de los terrenos ocupados del demandado, y se 
declara a cargo de! actor las costas de esta instancia. 

Xotifiquese. insértese y devuélvase al juzgado de su proce- 
dencia 'onde se repondrá el sellado. — José del fíano. — J. ¡\ 
¡.una. — Xicolás l'rra Barros. 



IWU.O DE 1.A CORTE SUPREMA 

Bueno» Aires, Julio 31 de 1915. 

\ istos : 

Por los fundamentes de los faltos de c<ra Corte que se re- 
gistran en el tomo 1 1 1, paginas 179* 197, los concordantes de] re- 
currido de fs. 459 y considerando además: 

Que se^ún lo manifestado por el actor al pedir la posesión 
de los terrenos a que se contrae e! juicio, ellos teñan edificacio- 
nes y plantaciones ( fs. 6 «ta.» 38 vta. y (H vía.). 

Oué, asimismo, de los planos de í<. 1, 33, (>o; actas de fs. 1 j. 
44. 75 * informes periciales de fs. zU-j y ¿«o. resulta que dichos 
terrenos, aún los ubicados dentro de la cota -(-5. jo, están ñor 
¡nalmente o de ordinario fuera de las aguas dei Paraná. 

gué en tales condiciones, la Nación o la empresa concesio- 
naria, a título de reglamentar el comercio y ] a navegación de los 
ríos y de habilitar puertos ¿artículos 26, 67, ¡neto 9 y 12 Con., 
titución Nacional» no puede ocuparlos gratuitamente de manera 
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definitiva y permanente, para la construcción del Puerto del 
Rosario «Fallos, tomo 116, pág, 365». 

Que si los conceptos so j )rc e ¡ Paraná, frente al Paraná, 
del título que obra en téstnnonio a fe 230; no comprendlerán el 
dominio discutido, ni se hubiera adquirido este por prescripción, 
la propietaria «cria la provincia ele Santa Fe, con arreglo a lo 
establecido en los citados fallos y la pación estaría inhabilitad» 
para reclamar el inmueble ( Fallos, tomo 120, pág. 1=4). 

Que 110 procede la condenación en costas en ninguna de las 
infancias, por haber tenido la expropiante razones probables 
para litigar y por no ser el caso sttb judicc en todo igual a los an- 
teriormente resueltos: 

Se confirma en lo principal dicho falto, revocándolo en 
cuanto a las costas, las que se alionarán, asi como las de ésto 
instancia, en el orden caucado. Notifiquen con el original y dé 
vuélvase; debiendo reponerse el papel ante el inferior. 

A. BERMEJO. — XíCAS'OR G D*X 
Sot.AR. — M. P. Darao . — 
D. IV Paí.acio. 



CAUSA LXV 



Don Ramón Siwhwtarina tstis herederos), contra el Gobierno 
Nacional, sobre a»bro Je pesos 

Sumario : La lev de tierras públicas, número 1552 que establecí j 
un plazo dentro del cual delierian revalidar sus títulos los 
adqui rentes de tierras (pie habian otarlo en el dominio 
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provincial y después pasaron a formar parte de los territo- 
rios nacionales, en virtud de la ley de 5 de Octubre de 1878. 
no es violatoria del art. 17 de la Constitución. Es ajustada 
a dicha ley número 1552 la resolución gubernativa denegan- 
do la nacionalización de un titulo expedido por la provincia 
de Buenos Aires, en 1870, sobre tierras que hoy forman 
parte del territorio del Río Negro, solicitada después de 
vencido el término fijado por la referida ley. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



SEXTEKClAjDEL JL*E2 FEDERAL 

Buenos Alfft. Abril 19 de 1SI3. 

Y vistos: En los autos caratulados "Herederos de don Ramón 
Santa marina ( hoy doña Ana Irasusta de Santamarina) contra 
el Poder Ejecutivo Nacional, por cobro de pesos", resulta : 

i.° Que a fs. 1 don Ramón Santamarina se presenta inician- 
do formal demanda contra el P. E. de la Nación a nombre de 
los herederos de don Ramón Santamarina, a fin de que sea con- 
denado aquél a que abone a éstos el precio de una porción de 
campo de 2.024 hectáreas, 88 áreas y 12 centiáreas, ubicada en 
el lote 23, fracción C, y en el lote 3, fracción E, de la Sección 
VI del territorio de! Rio Negro, sus intereses, los daños y per- 
juicios y las costas, a menos que se les acuerde una extensión 
de tierra que sea de valor equivalente a la que tenia aquella en la 
fecha de la demanda, i.° de Agosto de 1906. 

Expone que el señor Santamarina había comprado el cam- 
po de la referencia el 27 de Septiembre de 1875 a los señores 
Aguirré y Murga, quienes lo adquirieron por compra el 20 de 
Abril de 1870 de Carlos Martínez, Julio Almeyra y Mariano 
Ruiz a los que vendiera el Gobierno de la provincia de Buenos 
Aires, según escritura otorgada ante el Escribano Mayor de Go- 
bierno, en 16 de Febrero de 1870, y de la que resulta que los 
compradores habían poseído el campo desde 1862. Que el señor 
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Santamarina poseyó efectivamente el campo desde el dia que !o 
compró, arrendándolo a Tomás Kincaid primero, y a Domingo 
Martinolich después, hasta que fué desalojado por orden de! 
Ministerio de Agricultura a consecuencia del decreto de 19 de 
Diciembre de 1900; siendo puestos en posesión del campo don 
M. D. Robinson y varias personas, a quienes se dio el carácter 
de colonos del pueblo Coronel Prmglcs. 

Que en Octubre de 1900 el señor Santamarina (padre) ha- 
biendo tenido conocimiento, con motivo de una mensura orde- 
nada por el Gobierno Nacional, de que la administración pública 
requería que los títulos otorgados por la provincia de Buenos 
Aires sobre tierras que después pasaron a formar parte de los 
territorios nacionales fuesen protocolizados en un registro na- 
cional, se presentó al Ministerio de Agricultura solicitando la 
nacionalización del que se ha mencionado anteriormente. La. 
Oficina de Geodesia informó que el campo de que se trata venia 
a quedar en el lote 23, fracción C y el lote 3, fracción E. de la 
Sección VI del Rio Negro, formando parte la primera, de lo es- 
criturado a H. D. Robinson, y la segunda, formaría parte del 
pueblo Pringles, .creado por decreto de Septiembre 23 de 1883. 
Por este motivo e invocando la ley de 27 de Octubre de 1884, el 
Poder Ejecutivo por decreto de 19 de Diciembre de 1900 no hizo 
lugar al pedido. 

Que acudió a la justicia federal demandando a la Nación 
por devolución del campo o el pago de su precio, daños y perjui- 
cios y costas; p,*ro no prosperó la demanda porque la Excma. 
Cámara declaró que prévimamente debía llenarse el requisito del 
art. i.° de la ley 3952. Cumplida esta exigencia, y rechazado el 
reclamo por decreto de 21 de Octubre de 1905, se presentaba 
nuevamente deduciendo esta demanda. 

Que el P. E. al no hacer lugar a sus distintos pedidos se 
basa en la ley 1552 de 27 de Octubre de 1884, cuyo art. i.° esta- 
blece que dentro de seis meses de sancionada, las personas que 
tuvieran títulos otorgados por los gobiernos de las provincias 
sobre terrenos que se hallan áctüamentc en territorio* 
nacionales, deben presentarlo para su revalidación ; que 



• esa ley se ha dado un alcance que no tiene, jM.es su 
objeto fue organizar el catastro de los territorios nacionales a 
fin de que el Gobierno Nacional supiese quienes eran los verda- 
deros propietarios de las grandes extensiones de tierra compren- 
didas en aquellos ; evitar que gentes maliciosas se apoderaran de 
lo que no les pertenecía ; y q, le se cobijaran bajo la protección de 
las prov.neias individuos a quienes ningún derecho les asistia 
pero no fue el de despojar a los que tenían justo título y adema* 
habían poblado las tierras de que eran dueños. 

Que en la discusión de esa ley se había determinado que e' 
termino • revalidar" se refiere sólo a la inscripción v no a otra 
cosa. Que "revalidir" es equivalente a "ratificar", y "ratificar" 
es aprobar una cosa que ya se ha hecho. 

Que no puede invocarse esa ley para realizar el despojo de 
una prop.edad adquirida justamente «leí gobierno de la provin Ha 
de Huenos Aires, cuaivlo ésta sé consideraba v era considerada 
por todos como único propietario del territorio que fué partido de 
Patagones y que si lo contrario fluyera de la lev número 1552, 
esa ley seria inconstitucional, y como tal la ataca desde va ¿r 
ser contraria al art. 17 de la Constitución Xaoional. 

Que el señor Pantamarína ha poseído, quieta v pacífica- 
mente de buena fe y con justo titulo, la propiedad .leí campo en 
cuestan desde 1875 hasta el día en que fué despojado de ella 
arb.trar,amontc por el Gobierno «le la Nación : pero enmo puede 
unir su posesKm a la de sus antecesores resulta que su posesión 
se remonta a 1862 Asi. pues, sino bastara el titulo de propiedad, 
habría adqumdo el dominio por precripción de diez, veinte v 
treinta anos al tenor de lo dispuesto en los articulo.. «OdÉ 

IZ 6 : d , el 2* Co " du -- sc 

juicio en la forma indicada. 

° <¡ 0n / Crií, ° í traslado * le? al R E., este designó por el 
decreto de fs. , 4 a | sc ñor Procurador Fiscal de la Capital para 

Z Z ,TJ a P ; CSC . nte Ktl& En e * ec " ción " e «"o « apersoné en 
autos el doctor Enrique J. Racedo a fs. , 5 , y contesta la de- 
manda diciendo: 

Que es improcedente por carecer de base lega!, pues de la 
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misma exposición del actor resulta que el demandado no ha 
procedido cono persona jurídica, sino como poder público ad- 
ministrador, por lo que el juzgado es incompetente mientras no 
se obtengí. la correspondiente autorización legislativa. 

Que entr.rn.-lo ai fondo de la cuestión, ésta estriba en la lev 
1552 de 27 de Octubre de 1884. la que prueba de modo conclu- 
yeme la falta de derecho del actor. Los gobiernos de provincia 
limítrofes de los actuales territorios nacionales otorgaban títulos 
de propiedad sobre fracciones «le ellos, no obstante su jurisdic- 
ción dudosa desde que los límites no estaban definitivamente 
fijados. 

Que el Congreso, juzgando equitativo reconocer esos títulos 
«neto la ley 1552, que a nadie despojaba de derechos adquiridos y 
que rcc,,nw,! » «itulo que pudo no aceptar por su origen y iwsesión 
no concluida para adquirir, y <|Ue no es inconstitucional «urque 
no trata de privar a nadie de su propiedad arbitrariamente Que 
dicha ley fijó seis meses, tiempo más que suficiente para que se 
presentasen a revalidar sus títulos quienes los tuvieran como 
única condición que debía mediar para reconocerlos. 

Que "revalidar" equivalente de "ratificar" según el diccio- 
nario de la lengua española, significa confirmar o dar nuevo va- 
lor y firmeza a una : y lo que se progne la lev <le 1884. es 
dar nuevo valor y firmeza a los títulos defectuosos, existentes 
en aquella época. 

Que c! señor Santamarina no cumplió su obligación dentro 
del plazo citado, pues recién se presentó en 1000 solicitando la 
nacionabzación de su título, vale decir, la revalidación, lo que 
implica el reconocimiento de su justa obligación, sin que sea ad- 
misible su manifestada ignorancia de la ley, porque ella en nin- 
gún caso impide los efectos legales de los actos lícitos íart. 057 
C«Khgo Civil) como son los realizados por el Gobierno Nacional 
en cumplimiento de la ley 1552, entre otros la mensura ordenada 
con anterioridad al reclamo, de una parte de las tierras que pre- 
tendía el actor, para adjudicarlas a otro «¿¡citante sin que me- 
diara protesta de aquél, según el informe de la División de Geo- 
desia que no ha sido objetado. 



Que no desconociendo su mandato d derecho que ten!; n en 
1884 algunas personas sobre fracción de territorios nacionales 
pero imponiendo ciertas condiciones para su reconocimiento, tan- 
to más explicables cuanto que quien otorgó esos títulos no tenia 
ningún derecho para ello, y siendo inadmisible la ignorancia de 
las leyes, la parte actora por su abandono, perdió todo derecho 
a las tierras que hoy pretende le sean abonabas por su precio e 
intereses y daños y perjuicios. 

Que es íuera de duda que ningún derecho surge centra su 
mandante, amparado por la citada ley 1552, y si alguno le asiste 
al actor por el titulo otorgado por el gobierno de la provincia de 
Buenos Aires, que ejercite contra é> sus acciones, pues el caso es 
para el Gobierno Nacional res hlcr altos. 

Termina pidiendo que al fallar en definitiva se declare fir- 
me y válida la resolución administrativa de 21 de Octubre 1905. 

3 o Declarada la incompetencia del juzgado en virtud de los 
fundamentos dados por el señor Procurador Fiscal (fs. 22), la 
Excma. Cámara revocó dicha declaración, pronunciándose en el 
sentido de que el juzgado es competente para conocer en la pre- 
sente demanda (fs, 31). 

4 o Abierta la causa a prucha, fs. 34, se produjo por la ac- 
tora la que es materia del certificado del actuario de fs. 69, y 
habiendo alegado las partes fs. 70 y 77, quedaron los autos en 
estado de sentencia. 

Y considerando: 

i. D La ley de 17 de Octubre de 1862 dec!aró en su art. i.' 
que sen nacionales todos los territorios existentes fuera de los 
limites o posesión de 'as provincias, aunque hubiesen sido ena- 
jenados por los gobiernos provinciales desde el i. rt de Mineo 
de 1853. 

Razones históricas impidieron en aquel entonces fijar ios 

límites de las tierras nacionales, lo que recién se hizo por !a ley 

de 5 de Octubre de 1876, art. 3.% con relación a las situadas a: 

exterior de las fronteras de las provincias de Buenos Aire* y 
otras. 
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Tal falta de limites precisos dió lugar a que la provincia de 
Dueños Aires enajenase o donase tierras nacionales como si 
fueran <Ie su propiedad; pero ello no perjudicaba jurídicamente 
a la Nación — su verdadero dueño — porque el propietario no 
deja de serlo aunque un tercero ejerza con su voluntad o contra 
ella actos de propiedad (art. 2510 Código Civil), entre los cuales 
se encuentra el de disponer de ella (art. 2513 id.). 

Según esto y atenta la ubicación de la tierra de que se trata, 
el titulo otorgado por la provincia de Buenos Aires en 16 de Fe- 
brero de 1870 a los señores Carlos Martines, Julio Almeyra / 
Mariano Ruiz (fs. 1, expediente administrativo) adolece del vi- 
cio de emanar de quien no era propietario de la cosa, y por tanto, 
la tradición traslativa de la posesión no pudo hacer adquirir e! 
dominio de ella, porque no fué hecha por el propietario con ca- 
pacidad para enajenarla o donaría (art. 2601 Código Civil). 

Esto mismo se desprende del titulo por el que se concede en 
propiedad el campo a que se refiere "sin perjuicio de tercero de 
mejor derecho ', fs. 3 vta., expediente administrativo. 

El que tiene dominio pleno o perfecto sobre una cosa y, en 
ejercicio de su derecho, dispone de ella, no necesita hacer esa 
clase de salvedades, y quien acepta un titulo en esas condiciones, 
virtualmente se somete a ellas. 

Atento lo que queda expuesto, los señores Martínez, Al- 
meyra y Ruiz, primero, en seguida los señores Aguirre y Murga 
y después el señor Santamarina, adquirieron con tí tirios viciosos ; 
pues nadie puede transmitir a otro sobre un objeto, un derecho 
mejor o más extenso que el que gozaba, y recíprocamente, nadie 
puede adquirir sobre un objeto un derecho mejor o más extenso 
que el que tenia aquél <le quien lo adquiriere, art. 3270, Código 
Civil. 

2. Al dictarse en Noviembre 3 de 1882 la ley sobre venta 
de tierras y división de los territorios nacionales, se estableció en 
el art. 26 que. "los ocupantes de las tierras cuya venta se auto- 
riza por esta ley (entre las que estaban las de la Patagonia) 
deberán presentarse al P. E. por intermedio del Ministerio del 
Interior; dentro del término de seis meses, contados desde la fe- 
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cha de su promulgación, a deducir los derechos con que se con- 
sideren y que se les dejan a salto." 

El señor Santamarina no se presentó a deducir ningún de- 
recho, pero lo hicieron otros solicitando la propiedad de la tierra, 
o la preferencia para la compra. En presencia de esto, el Poder 
Ejecutivo, como lo dice en sn mensaje del 26 de Junio de 188^ 
propiciando la sanción de la que después fué ley 1552, se encon- 
tró con que "ni en la ley de 3 de Noviembre de 1882. ni e i las 
anteriores, se había establecido cuáles son los derechos qué se 
dejan a salvo a los ocupantes de la tierra pública". "Carece, 
pues, — decia, el Poder Ejecutivo de autorización para conce- 
derlos y e-pera de! H. Congreso una resolución fijando definiti- 
vamente los derechos de los pobladores mencionados. Con est? 
fin se ha preparado un proyecto de ley en el que se reconoce los 
títulos expedidos por los gobiernos de provincia antes de la lev 
de limites f ia citada de 1878) y sc acuerda la propiedad a los 
ocupantes que acrediten posesión no interrumpida por mis de 
treinta años" ( Diario de Sesiones de la Cámara de Diputado*. 
1884, tomo 1.", pág. 346). 

3." Participando de estas ideas, el Porter Legislador sancio- 
nó la ley número 1552 de 27 de Octubre de 1884, disponiendo en 
su art. l.' que "los actuales ocupantes de tierras públicas en los 
territorios nacionales, que poseyeren en virtud de titulos de 
propiedad otorgarlos por los gobiernos de provincia, antes de ln 
ley de fronteras de 1878 (como el señor Santamarina) para los 
de la Pampa y Fatatfonia. . ., serán considerados propietarios, 
■si.se presentasen al P. E. a revalidar sus titulos dentro del ter- 
mino de seis meses de sancionada la presente ley"; v agrega en 
su art. 7», "para acogerse a los beneficios de la presente ley los 
pobladores deberán presentarse al P. E. en el término de seis 
meses de sancionada esta ley, y. abonar la parte que les corres- 
ponda en los gastos de mensura y amojonamiento que hubiese 
hecho el Gobierno Nacional." 

Con esta ley, la Nación, única dueña de las tierras a que e 
refiere el señor Santamarina, resolvía ejercitar su derecho de 
propiedad, confirmando en el dominio de ellas a terceras perso- 
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H^r 11 ! '". áS °! ,, í sa 1 ción ,a dc Presentar sustituios provb- 

cona! de gastos que su mensura le hubiese ocasionado. 

a ,i; s tl X ° ?' S *, P " eS ' inconstitucío '»I ley que faculta al dueño 
a deponer de las cosas objeto de su deminio; y la taHla ™ 

c con an.enondad a l a ley , 552 era propietario <le las tierra 
que reclama, cando recién revestiría ese carácter después de 

olable como consagra el art. ,7 de la Constitución, v ni? 

I sení ^ 3 Sf " PUCde SCT pr¡Vad ° * e,,a > v.rfud 
? n, T a , Ia ' ,a e " ley ; pcro "° es este cl «so: la ley ,552 
no privaba al señor Santamaría de una propiedad que tuviese 
«no que le permitía adquirir una propiedad de que carecía 

exeuS I' T° Señ0r ' • T? "° P1,e<le «> mt » a valer la 

Zo ecía» STT? * ,?S %es * "° sc presentó «entro del 

£ en J a í y ,552 ' sino a ,os diez y seis ■*». 

do había perd.de todo derecho a la revalidado,, de su titu'o 
perd,da que se producía por el simple transcurso del piara 

En su consecuencia, la resolución del P. E. de 2 , <! e Getu- 

5^ de'Sciem,; 40 ' confirmatoria 
oc ia <ic Lhciembre 19 de 1900, es ajustada a ley. 

5." Equivocando el alcance de la lev 1552, entra el actor m 
«-na ser e de consideraciones tendientes" a fifi 
va hdacon de su titulo equivale a !a simple inscripción l toma Z 
razón en un registro nacional, y omite todo lo concerniente * 
piara que aquella ley fija. 

nn, xllüTf dUd f q " C S¡ Cl gobierno de ,a de Bue- 

clamar ÍÍT 3^ W * dn0 de Ia ,ierra 

tiSfa tí, 'I ° P ° r e ' aCt ° r habria Sid ° un titu, ° Pe r - 

SSl • * ÍT"' y SU ÍnSCn 'P CÍÓn tó »» regis.ro „a- 

c onal hulera s.gn.f.cado una mera formalidad externé que no 

afectan, su val.dez mtrinseca; pero no siendo tal titulo trasla • 

ZrVrT ,0 'I a reva,idactón im P ,icabá eI «conocimiento en 
favor del actor, de un derecho de propiedad que no tenia, y en- 
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tonccs la inscripción en un registro nacional, tocaba a su validez 
intrínseca. 

La citada ley 1552 otorgaba un derecho subordinado al cum- 
plimiento de la obligación a plazo que establecida ; y no habién- 
dose cumplido ésta, mal puede invocarse aquél. 

6.° En cuanto a la prescripción invocada por la parte actora, 
como argumento en favor del dominio que defiende, ella no re- 
sulta justificada. 

Desde pocos meses después de obtenido del gobierno de la 
provincia el titulo con la salvedad "sin perjuicio de tercero de 
mejor derecho", habriase necesitado treinta años para prescri- 
bir; pues la salvedad aludida hacía de aplicación el art. 4016 déi 
Código Civil, vigente desde el i.° de Enero de 1871. 

Pero la prescripción corrida desde entonces, vióse sucesiva- 
mente interrumpida por las ya citadas leyes de 1878, 1882 y 1884. 
cuya ignorancia no podría alegarse. Además, el señor Santama- 
rina empezó sus gestiones en 1900, las que fueron rechazadas 

por el Gobierno en el mismo año. (fs. 28, expediente adminis- 
trativo). 

En cuanto al tiempo transcurrido desde 1862 a i.° de Enero 
de 187 1, él corresponde a la época en que regían las leyes proce- 
dentes de la antigua metrópoli ; y por estas no se prescribí con- 
tra el fisco, el cual gozaba de diversos privilegios, entre ello* el 
de ser considerado menor de edad. 

Por estos fundamentos y concordantes del escrito del señor 
Procurador Fiscal corriente a fs. 15, se absuelve al Gobierno de 
la Xacion de la demanda promovida contra él por don Ramón 
Santamarina y continuada por su esposa señora Ana Irasusta de 
Santamarina. Sin especial condenación en costas por no haberse 
solicitado. Hágase saber y repónganse las fojas. 

Emilio VtUafañc. 



* 



tm JUSTICIA US LA MACHÍN 87f 



SENTENCIA DE I.A CAMARA FEDERAL DE APELACIONES 

Buenos Aires, Jallo 29 de I»l3. 

Vistos y considerando : 

i." Que en el juicio seguido por los herederos de! señor Ra- 
món Santamarina contra la Nación, corresponde tener presente 
que la señora Irasusta de Santamarina por la adjudicación que 
se le ha hecho en la herencia, sostiene que era de dominio de su 
esposo, el mencionado señor Santamarina, un terreno constante 
de dos mil veinticuatro hectáreas, ochenta y ocho áreas y doce 
centiárcas, que compró en 1875 a los señores Aguirre y Murga, 
quienes lo habían adquirido de los señores Carlos Martínez, Ju- 
lio Almcyra y Mariano Ruiz, los que lo obtuvieron por compra 
en 16 de Febrero de i8;o del Gobierno de la provincia de Bue- 
nos Aires. El terreno fué después enajenado por la Nación y por 
esta causa se ha producido el juicio. 

2. Justificados con las escrituras correspondientes los ante- 
cedentes referidos, el señor Procurador Fiscal, objeta que el ti- 
tulo de tal propiedad es nulo, porque el terreno quedó compren- 
dido en la zona que se declaró de! dominio de la Nación por la 
ley de fronteras de 5 de Octubre de 1878, y hace valer la consi- 
deración de que el adquirente de ese terreno no cumplió con la 
obligación que impuso la ley de 27 de Octubre de 1884, para que 
presentaran dentro de seis meses a revalidar, anotándoos en e! 
Registro Nacional, los títulos de los ocupantes de tierras conce- 
didas por los gobiernos de las provincias y que habían quedado 
en la jurisdicción nacional. 

3. Es evidente que la Nación ha legislado dentro de sus fa- 
cultades al fijar los limites de las provincias, pues así lo determi- 
na el art. 67, inciso 14 de la Constitución; y es indudable, tam- 
bién, que se ha obrado con legalidad al establecer un plazo dentro 
del cual deberían revalidar sus títulos los adquirentes de las tie- 
rras que habían estado en el dominio provincial, puesto que estas 
tierras se declaraban de propiedad de la Nación. 
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4. Pero aparte de estos principios, se dice que la cláusula 
que puso el Gobierno de Buenos Aires en la escritura de 16 de 
• Febrero de 1870, expresando que se hacia la enajenación "sin 
perjuicio de tercero de mejor derecho", importa haber dejado a 
salvo el derecho de la Nación. 

Debe declararse qué es insubsistente la observación, poque 
la salvedad se refiere a los derechos que pudieran tener los ocu- 
pantes de esas tierras, en razón de que las leyes de la provincia, 
para su propiedad particular, daban preferencia a los poseedores. 

5. No puede aceptarse la calificación que hace el señor Pro- 
curador Fiscal de que el señor Santamarina adquirió de mala 
fe el terreno, para la consolidación de su titulo por medio tle la 
prescripción. Sucede todo lo contrario , pues el título ha sido 
otorgado por un Gobierno de provincia que tenía esas tierras en 
su jurisdicción, de modo que los títulos que otorgaba sobre elfes 
eran perfectamente aptos para fundar la buena fe de los adqui- 
rentes. Código Civil, artículos 2356 y 4005 ¡n fine. 

6 » Es una verdad jurídica que la prescripción obra contra 
el fisco. 'En el antiguo derecho español eran necesarios cuaren- 
ta años para que los poseedores adquiriesen por prescripción la 
propiedad de las tierras baldías del Estado. 

Puede verse al respecto el ier. tomo de las vistas fiscales 
del doctor Cortés, pág. 344. En el derecho argentino, corre la 
prescripción contra el fisco, en cuanto a los bienes susceptibles 
de ser propiedad privada, en las mismas condiciones que puede 
correr contra los particulares. Art. 3951 del Código Civil. 

7. La posesión que puede dar lugar a la prescripción se 
pierde por la tradición de ella o la usurpación que hace un terce- 
ro y por las demás causas enumeradas en el Código Civil, artícu- 
los 2451 a 2459. 

El código no menciona que se pierde la propiedad en virtud 
de nuevas leyes que modifiquen las jurisdicciones territoriales, y 
no habría fundamento legal para determinarlo así. Por otra 
parte, la interrupción para la prescripción se produce, no por 
acto legislativo, sino por medio de la interpelación judicial, según 
!o ordena el art. 3986. La ley de 1878 como la ley de 1884, no 
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han podido tampoco tener efecto para cambiar la buena fe con 
que había empezado la posesión de que se trata, en cnanto a 1a 
cosa misma, por la máxima de derecho: mala fides superveníais 
non twcct. Código Civil, art. 2358 y su nota. El argumento, pues, 
que en rawn de las leyes citadas hace el señor procurador fiscal 
contra la prescripción que invoca la actora es improcedente. 

8.° No es aplicable en este caso la ley que cita la sentencia 
de primera instancia, de 17 de Octubre de 1862, referente a las 
tierras que declara nacionales, por cuanto esta declaración, pu- 
ramente abstracta, concierne a las tierras ubicadas fuera de los 
límites o posesión de las provincias, lo que sólo tiene un valor 
determinativo en las leyes de 1878 y 1884. 

Es fuera de toda duda, que la provincia de Unenos Aires 
en 1870 estaba en posesión de la zona de Patagones, en !a parte 
que ocho «ños después fué declarada nacional, y que el señor 
Santamarina por tal causa adquirió el terreno con justo titulo v 
buena fe en 1875. y ha podido nnir su posesión a la de sus cau- 
santes, que adquirieron en 1870. como lo autoriza la última parte 
del art. 4005. 

9 o Por efecto del titulo traslativo de dominio del señor 
Santamarina, emerge la presunción legal de su posesión, como 
lo dispone el art. 4003. Surge también del informe de la Direc- 
ción de Tierras y Colonias que obra en el expediente anexo: 
menciónase allí que el Gobierno de Huenos Aires hiandó medir 
esas tierras en 1864 para los pobladores de Patagones; que en 
1881 el agrimensor Julio Salas hizo mensura de esa zona y fijó 
en su plano las líneas perimctrales que la mensura de la provin- 
cia había fijado para los pobladores Martínez y Almeyra, ante- 
cesores ríe Santamarina ; que el agrimensor Manuel Quiroga 
que midió en el año 1893 la colonia Nacional "Coronel Pringlcs" 
consigna en el plano de su mensura una población a nombre de 
Ramón Santamarina ; que la mensura que en 1897 n " zo *1 agri- 
mensor Guillermo Estrella pone también en su plano tal pobla- 
ción, a nombre del señor Santamarina, en el mismo lugar. 

La Dirección de Tierras y Colonias expresa sin embargo, 
que no habiendo reclamación de parte de Almeyda y Martines, el 
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Poder Ejecutivo adjurltcó el terreno en discusión a don U. W 
Robinson en el año i8yfi t y dice que la mensura que en 1898 c 
hizo para esta adjudicación no tiene tampoco ninguna protesta 
de! señor Santamarina. Dos observaciones deben hacerse a esta 
referencia de la Dirección de Tierras y Colonias: la una, que 
las mensuras del Gobierno Nacional no podían alarmara los pó- 
bladores, porque no implicaban, por su solo hecho, la extinci >n 
de sus títulos de propiedad, ni su desposesión, puesto qué se Ies 
déjala en ella; la otra, en cuanto a la mensura para la adjudi- 
cación a Robinson, que era la que afectaba a Santamarina, que 
se trataba de una mensura puramente administrativa, sin que se 
enuncie que hubiese sido citado Santamarina para la prácti:a 
«le ella. 

La posesión de Santamarina se acredita además, por prueba 
testimonial. El testigo D. Martinolich dice, que es cierto que el 
señor Santamarina poseyó de de el año 1875 y reconoce que 
desde el año i8Cx> hasta i8*)2, él estuvo en el campo como arren- 
datario. Juan A. Martinolich, a fs. 57, expresa que conoce la po- 
sesión de Santamarina desde el año 1883. » 

10. Establecido de un modo completo que el señor Santama- 
rina compró el terreno en 1875 a personas que lo adquirieron en 
1870, y que uniendo aquél su posesión a la de éstos, lian pasado 
catorce años hasta la ley de 1884, que dió seis meses de plazo 
para que se revalidaran los títulos provinciales, debe declararse 
que Santamarina adquirió el dominio del terreno que compró 
por haberse cumplido a su favor la prescripción que ordena el 
art. 3999 del Código Civil. 1 

!i. La demanda contra la N'ación por haber el Poder Eje- 
cutivo dispuesto del terreno de que se trata, es para que se ata- 
ñe e! precio pagado por el señor Santamarina con los intereses v 
los daños y perjuicios que se hubieran ocasionado. 

Debe resolverse que en cuanto al precio procede su devolu- 
ción por ser el dueño inmediato del caso, desde que bu propie'r 
rio ha sido desapoderado con lesión de su derecho, y debe serlo 
con sus intereses respectivos, a estilo de Manco y a contar desde 
la interpelación judicial, a mérito de la disposición de los articu- 
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los 508 y 509 del Código Civil ; pero, en lo relativo á los otros 
perjuicios reclamados, corresponde declarar que no hay causa 
para ello, puesto que tale? daños emergen por culpa del señor 
Santamarina, por.no haber en el tiempo fijado por la ley de 1884 
hecho inscribir su titulo en el Registro Xacional. y serle, en tal 
situación, aplicable la regla del art. 1111 del mismo código que 
preceptúa que "el hecho que no canse daño a la persona que lo 
sufre, sino por una falta imputable a ella, no impone responsa- 
bilidad alguna". 

Por estos fundamentos, se revoca la sentencia apelada de 
fs. 80, y se declara que la Xación está obligada a devolver a la 
parte actora el precio de! inmueble de que se trata, que es, según 
reza la escritura de la compra del señor Santamarina, de diecio- 
cho mü pesos fuertes, en cambio equivalente a moneda nacional, 
ron sus intereses respectivos a estilo del que cobra el Manco de la 
Xación en sus operaciones de descuento y a contar desde la in- 
terpelación judicial. Abónense las costas de ambas instancias en 
el orden causado y las comunes por mitad. Xotifíquese, devuél- 
vase y repónganse los sellos ante el inferior. — Angel Ferreira 
Cortés. — Agustín ürdinarrain. — Daniel Goytio. 
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Bueno. AltM, Julio 31 4t «15 

Vistos y considerando: 

Que como lo observa la sentencia arlada : "Es evidente 
que la Nación ha legislado dentro de sus facultades al fijar los 
limites de las provincias, pues así lo determina el art 67, inciso 
14 de la Constitución ; y es indudable, también, que se ha obrado 
con legalidad al establecer un plazo dentro del cual deberían re- 
validar sus títulos los adquirentes de las tierras que habían esta- 
do en el dominio provincial, puesto que, estas tierras se decla- 
raban de propiedad de la Xación". 

Que la ley número 1552 tuvo un propósito claro, cual fué 
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el «le determinar los derechos que leyes anteriores dejaban a 
salvo, entre otros, a los ocupantes «le la tierra pública que pose- 
yeran con títulos expedidos por los Gobiernos de las provincias, 
antes de la ley «le fr ras de 1878. 

Que c! ÍHbnora ingreso, teniendo en cuenta considera- 
ciones de equidad, dicto la expresada ley 1552, determinando 
esos derechos, para que los que se encontrasen comprendidos en 
ios términos «le la misma, los reclamaran dentro «leí plazo de seis 
meses de sanciona«la. 

Que si pasados esos -eis meses sin que los ocupantes se pre- 
sentaran, la Nación no quedaba obligada a reconocerles sus tí- 
tulos en territorios sujetos a su dominio y jurisdicción, y podía, 
por lo tamo, proceder a la venta ,1c los mismos inmuebles, no se 
concibe que el art. t." de la citada ley. sólo se hubiera propuesto 
crear un registro de simple información, sin afectar en nada los 
derechos de lo* que no cumplieran lo proscripto en ese artículo, 
adoptando, además, un criterio distinto «leí que informa el ar- 
ticulo 227 de la ley número 1803; ni que se empleara el concepto 
revditiar, cuyo uso e:i tal sentido era impropio (Fallos, tomo 
"4.pág. 43 r). 

Que la ley, asi entendida, no importaba un despojo, ni era 
violatoria de! art. 17 de ta Constitución, porque tuvo por objeto 
claro precisamente lo contrario, es «lecir, amparar a los adqui- 
rentes «le «lercchos emanados de los que no eran dueños de la 
tierra cuando la enajenaron, o nacidos «le una larga posesión, sin 
más que cumplir las condiciones impuestas: y porque el Hono- 
rable Congreso legislaba sobre lo que era de propiedad indiscu- 
tible e ¡«discutida «le la Xación. » , 

Que es también de observarse scbr« el particular y acerca 
de la posesión invocada por el actor, que éste en ningún momen- 
to reclamó de les diversos actos públicos «le la administración 
para enajenar una porción de la tierra a «|ue se refiere el titulo 
presentado y «leí resto «pie pasaba a formar parte de la colonia 
Coronel Pringles en la proporción que indican los informes ad- 
ministrativos, ni observó la posesión «lada a los colonos y al se- 
ñor Robin-on ; y antes al contrario, su pretendido arrendatario 
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seilor Martinolich, contestando a la quinta pregunta del interro- 
gatorio de fs. 6p vta., dijo a fs. 62 vta., que 110 fué desalojado 
por el Ministerio de Agricultura, del campo en cuestión, pues 
se quedÓ en el mismo ocupando tt:i lote de la colonia. 

Oue si la parte de Santamarina, no usó del derecho que le 
acordara la ley número 1552. en e! plazo establecido por la mis- 
ma, no era caso de presentarse ante el Poder Ejecutivo que no 
podia atender tales reconocimientos, sino ante el Honorable 
Congreso, que, por los mismos motivos que inspiraron diefia !cy, 
porlía satisfacer sus pretcnciones en la medida que lo e-timase 
de justicia. 

Oue cualquiera que fuese el título de adquisición del señor 
Santamarina, su reconocimiento estaba subordinado, como se 
ha dicho antes, a la ley 1552, ya se tratase de una escritura pú- 
blica otorgada por el que no era dueño, o bien de la posesión sin 
título, pues en ambos casos, como se dice anteriormente, estaba 
obligado a presentarse para su reconocimiento en el término se- 
ñalado a tal objeto; y en esta virtud, toda disposición legal ante- 
rior, contraria a los propósitos de aquella, no puede ser invoca- 
da para desvirtuarla, porque la ley pudo poner un limite, como 
lo hizo, al ejercicio ele los derecho* que acordaba y que no podían 
• conservarse indefinidamente, sin perjuicio de las conveniencias 
públicas. 

Por ello y fundamentos concordantes del fallo de fs. 80, se 
revoca la sentencia apelada. \ T otifiquese original y devuélvase, 
reponiéndose los sellos ante el inferior. 



A. Hkrmkio. — Nicanor G. mu 
Solar. — D. E. Palacio. 
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CAUSA LXVF 



Juez Federal de Bahía Blanca eleva ü conocimiento det superior 
una resolución de carácter administrativo 

Sumario: Corresponde a la superintendencia ele las Cámaras 
Federales el conocimiento de conflictos entre un juez fede- 
ra! y el procurador fiscal respectivo, sobre horas de despa- 
cho y personal para atender a! mismo. 

Caso: El juez federa! de Bahía Manca, excusado de intervenir 
en ios juicios seguidos por el Manco de la Nación Argentina, 
remitió dichos juicios al procurador fiscal, juez subrogante, 
designándole al propio ticm¡x>, las horas de oficina en que 
debería actuar asi como el personal con que lo haría. Iv 
procurador fiscal, considerando menoscabada su autoridad, 
elevó su protesta a la Cámara Federal de La Plata, de don- 
<L- fueron a resolución de la Corte Suprema por considera, 
que las medidas solicitadas ¡wr el fiscal, esto es, la designa- 
ción de personal y horas de despacho no encuadraban den- 
tro de las atribuciones concedidas a esa Cámara por las le 

m 4055 y 



DICTAMEN" DKL Sr. PROCURADOR GENERAL 

Buenos Airt», Julio 26 4c 1015. 

Suprema Corte: 

Kste asunto es extraño a la superintendencia general que 
acuerda a Y. E. el art. 1 1 de la ley 4055 : pertenece a la que está 
llamada a ejercer la Cámara <!e Apelación en lo Federal de La 
Plata, en cuya jurisdicción se encuentran el juez federal de Ua- 
hia Cianea y el Procurador Fiscal, oficiante. 
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Se trata de una cuestión levantada, dentro de esa juris li - 
ción, a propósito de horas de despacho v personal del expresado 
juzgado, muebles y necesidades del procurador fiscal respectivo. 
I.o referente a los tíos primeros puntos, está comprendido dentro 
del árt i." del reglamento vigente para los juzgados seccionales, 
dictado por V. E. encuadrando por ende, dentro de la superin- 
tendencia particular acordada a la expresada Cámara por la lev 
7099 < ¡lie 1, art. 2), sin perjuicio de la general (de la ley 4055) 
que a V. E. corresponde según el texto del art. 2 de la citada ley. 
I-o relativo a las necesidades qué experimenta el procurador fis- 
cal según su afirmación de muebles, gasto de oficina, etc., tam- 
poco ■corresponde a V. E. pronunciara, dado que no es su misión 
considerar tales reclamos ni proveer a tales necesidades. 

En consecuencia pido a V. K. de acuerdo con lo dicho, se 
sirva devolver este asunto a la Cámara de donde provrenen, 
para que proceda y resuelva dentro de lo que le compete. 

Julio Rotct. 
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Buenos Aire*, julio 31 de NU. 

De conformidad con lo dictaminado *j>or el señor Procura- 
dor General, vuelva a la Cámara Federal de Apelaciones de La 
Plata, a sus efectos. 

A. Ukrmejo. — Xicaxor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. 



NOTAS 

En quince de Julio de mil novecientos quince, la Corte Su- 
prema no hizo lugar al recurso de queja por ¡naplicabilidad de 
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ley. interpuesto por don José Segundo Scarpiaelü - en los autos 
de su quiebra - por cuanto. la interpretación y aplicación que 
los tribunales de la provincia de Buenos Aires han hecho de lo, 
artículos 2.» y 8.», inciso 1.° del Código de Comercio, son extra- 
ñas al recurso extraordinario deducido con arreglo a lo estable- 
cido en el art. 15 de !a ley número 48. 



En veinticuatro del mismo, no se hizo lugar a la queja de- 
ducida por don Luis Urdan» en autos con la Sociedad -Mutua Hi- 
potecaria Franco Sud Americana, por cobro de un crédito hipo- 
tecario, por cuanto el auto recurrido, confirmatorio del d- pri- 
mera instancia se limitaba a declarar bien denegada la apelación 
.sobre el nombramiento de tasador, interpretando y aplicando las 
leyes procesales, que están fuera del alcance de', recurso extra- 
ordinario del art. 14, ley número 48. 



CAUSA LXVÍI 



Pon Enrique Gerstrom (su concurso). Contienda de competencia 

Sumario- X» basta para determinar c | cambio de domicilio ad- 
quirido en un lugar por un concursado, por la residencia 
coa su familia en e! mismo, la circunstancia de haber resi- 
dido por algún tiempo en un establecimiento de campo si- 
tua.lo en otro, dado que la residencia debe ser habitual y no 
accidental para que cause domicilio, y que cn ca ;o de resi- 
< encía _ alternativa en diferentes lugares, se entiende que c! 
domicilio es el lugar donde se tiene la familia. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



- 
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ACTO Ptt, JUEZ EN LO CIVIL Y COMERCIAL 

Tucumáa, Diciembre 14 dt igt« 

Y vistos : Estes autos, sobre cobro ejecutivo de pesos, se- 
guidos por don Francisco J. Alvarez contra don Enrique Gers- 
trom por aliora c-» lo relativo a la cuestión de competencia pro- 
¡nnvula a fs, 47 por el ejecutante, en razón de que el ejecutado 
na pedido ser concursado y lo na sido en la provincia de Santia- 
go del Estero, escapando asi a sus jueces naturales, pues aquél 
ha sido y es vecino de Tucumán donde reside su familia ( artícu- 
los 93 y 94 del C. C). Pkte en consecuencia al juez de primen 
instancia de Santiago del Estero, intimándole la suspensión del 
tramite del juico de concurso de .le, Enrique Gerstrom por ser 
de la competencia de! suscripto, conforme a lo dispuesto en el 
art. 2." de la ley nacional de 3 de Septiembre de 1875, y 

Considerando : 

1. " Que la cuestión de competencia de que se trata, ha sido 
promovida por inhibitoria de acuerdo con lo establecido por el 
art. 370 del Cód. fe Procedimientos y 45 ,„ fí„ e <ie la lev del 
Procedimiento Nacional. 

2. " Que con la prueba producida, el peticionante ha justifi- 
cado debidamente, que el deudor Enrique Gerstrom, desde hace 
mas de dos años se encuentra domiciliado en esta ciudad, donde 
tiene res.dencia con su familia. En efecto, asi lo demuestran lo 
declarado uniformemente por los testigos Miguel Angel Molina 
y Juan José Chavarre, el certificado policial de fs. 51, y espe- 
cialmente la escritura pública de hipoteca de fs. 3 a f s. 11 del 
año 191 1. 

3. " Que siendo asi, es evidente que el mencionado juicio de 
concurso del señor Gerstiom debió iniciarse y seguirse ante los 
jueces de esta provincia y no ante los de Santiago del Estero, 
se;un lo jirescripto terminantemente por los artículos 2." de la 
ley nacional de 3 de Septiembre de 1878 y 3284 del Código Civil. 
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m J" f»' corresponde hacer lugar a la cuestión pro- 

Í v 22S wf ~ nfor,nC a '° I™ lo* artículos 

f y 49 de la «teda ley <fe Procedimiento Xaeional. para que se 
, inhiba y remita los referidos autos. 1 

a gcnte°íi s tr nt0 aCMerd ° C °" '° ,,, ' fta,n, '" !U,u ¡ M ' r cI •*» 
Se resuelve: 

Hacer lugar a lo íolicitado por don Francisco J. Alvar» • 
en consecuencia, declárase competente el suscripto para entender 
en el juico de concurso de don Enrique Gerstrom «,ue se tramita 
ante el juez de primera instancia de Santiago del listero. Libre- 
se exhorto a dicho magistrado, con inserción de esta resolución, 
dd petitorio de fs. 47 y del precedente dictamen fiscal, para que 

doctor Juan B. Terán. desde fs. 5 , C n adelante en doscientos 
cinaienta pesos. 

Hágase saber, repóngase. 

I'acz de lía Torre. 



AUTO DEL JUEZ EN lo CIVIL v COMERCIAL 

Staliaio <kl EUtto. M.rzo 71 de IBIS. 

nr; m L V - St T : $ '"T exI,orto <lirigi<, ° l* r el seño ^ i«« de 

SIS í T*. Z '° aVÍ ! y Comerclal dc Tucuraán, doctor 
Manuel I'aez «le la Torre solicitando que asta juzgado se declare 

incompetente para entender en el concurso del señor E, Gers- 
trom, y considerando : 

i." Que «le las declaraciones uniformes «le los testigos To- 
mas Bengoechea, Rosa Pérez. Mateo Sánchez y Alonso C«,rva- 
^in se ha «leniostra«lo que el señor Gerstrom tenia su domicilio 
particular en "Contreras", departamento Capital de esta pro- 
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vmcia, <!e donde sólo se ausentaba temporariamente para ¡r a 
kuropa o TucUmán, tiuta que en el mes de Abril del año pasado 
en que se presentó haciendo cesión de bienes, se trasladó defini- 
tivamente a esta última ciudad. 

2." Que a estar, pues, a la información sumaria producida, 
el domicilio del señor Gerstrom en Tucumán era accidental 
siendo definitivo después de haberes presentado haciendo cesión 
de bienes. 

3 " Q»e está fuera de toda duda que el establecimiento prin- 
cipal de sus negocios lo tenia en e] susodicho paraje de Contre- 
rás¿ según evidentemente resulta de todos :os expedientes for- 
mados co:i motivo del concurso. 

4 " Que c¡ hecho de que en la escritura hipotecaria labrada 
a favor de la Sociedad Crédito Territorial Sud Americano, ha/a 
fijado como domicilio el de Tucumán, está desvirtuado con ías 
escrituras hechas en Santiago del Estero, y sobre todo con la 
presentación de Gerstrom, solicitando el concurso en el que fija 
como su domicilio legal, constituido el paraje ya mencionado de 
Contreras. 

5;" Que para ía apertura de juicio de concurso debe estarse 
al ultimo domicilio del concursado antes <Ie su presentación o 
donde el mismo tenía el asiento principal de sus negocios; que el 
présente caso está comprendido dentro de lo dispuesto ¡>or los 
artículos 9* 93, 33 >8 del C. C. y art. 2." de la ley nacional núme- 
ro 927 de 1878 sobre causas de jurisdicción concurrente. 

Por estas consideraciones el juzgado resuelve: Declararse 
competente para seguir entendiendo en el juicio de concurso del 
señor E. Gerstrom, no haciendo lugar a la inhibitoria solicitada 
I>or el señor juez exhortante doctor Taez de la Torre. Hága;e 
saber, transcríbase y fecho devuélvase. — /. l 'ogct y Olaechct 
—Ante mí: E. Olivera. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 



Btttoei Alrci. A*otto3 de igis. 



V vistos; Los de contienda <Ie competencia suscitada entre 
el señor juez de primera instancia en lo civil y comercial de Tu- 
cuman y el de igual ciase de Santiago «le! Estero para conocer 
del juicio de concurso civil de acreedores de" don Enriqu» 
Gerstrom. • 1 " 

l- 

Y considerando: 

Que está suficientemente comprobado que el concursado se 
encontraba domiciliado y tenia su casa habitación en la ciudad 
de Tucuman, en la que residía con su familia desde la época an- 
terior a la declaración de su concurso. 

Que asi resulta en efecto de su propia manifestación en la 
escritura hipotecaria otorgada con fecha 13 de Diciembre de 
191ra favor de don Francisco J. ASvarez, manifestación qu: 
confirma el certificado expedido por la policía de la misma ciu- 
dad de Tucuman y lo declarado por los testigos en la informa- 
cion ofrecida al respecto en los autos caratulados '"Alvares don 
Francisco J. contra Gerstrom Enrique", sobro cobro ejecutivo. 
f«. 3. 51 y 63 a 66. 

Qué el domicilio una vez adquirido se conserva por la sol í 
mte«c.ón de no cambiarlo o de no adoptar otro íart. 50, Código 

Que este cambio de domicilio por parte de Gerstrom no 
aparece comprobado cn e I caso s„l> judicc de las diligencias prac- 
ticadas ante el señor juez de primera instancia de Santiago del 
Estero, pues, 1a circunstancia ele haber residido por algún tiem- 
po en su establecimiento "Contreras", situado en Santiago del 
Estero, a que se refieren los testigos que han declarado ante di- 
cno juzgado, no bastan para determinar j>or si sola el cambio dc¡ 
domicilio anterior, con tanta más razón si se tiene presente, que 
la resarcía debe ser habitual y no accidental para que cause 
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domicilio y c,„c en el «so <k habitación alternativa en diferentes 
higares. se entKnde que el domicilio es el lugar donde se tiene la 
familia. Artículos 02 y 94. Código Civil. 

Que « además de observarse que con excepción del estable- 

Tucumán et. domle está:, también el mayor número desús 
acreedores declarados por él mismo en el estado presentado a 
ís. 10 de los autos de su concurso. 

¿te IV'Yn °! SCfl0r General y de conformi- 

dad con lo estableció por esta Corte en casos análogos, fallos, 
tomo 97, pag. 154 y 1 19. pág. 179. se declara que el juez de pri- 
mera instancia e 1 lo civil y comercial de Tucumán es compe- 
^nte para conocer en el referido concurso civil de acreedores de 
den En™,,,. Gerstro.n a quien en su consecuencia se remitirán 
los autos haciéndose saber por oficio al de Santiago del Estero. 
.Notifícese original y repónganse las fojas. 

A. Bermejo. — Nicanor G. bn. 
Socar. — M. p. Dakact. 
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Dpinénech Hnos., en autos con la administración de impuestos 
internos. Solrre defraudación. Recurso de hecho 

Sumario : La senté , cía que, por aplicación de Ja ley de impuestos 
internos impone una multa al poseedor de una partida de 
cigarros, estableciendo "no habiendo los señores Domenech 
Hermanos demostrado que la partida de cigarros encontra- 
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da en su casa de comercio pertenecía a tercera persona, déte 
tenérseles por dueños de los mismos de acuerdo con el pre- 
cepto del derecho civil, según el cual la posesión presume la 
propiedad tratándose de cosas muebles" no da lugar al re- 
curso extraordinario del articulo 14, ley 48, por importar 
una conclusión de hecho y tratarse de la interpretación v 
aplicación de preceptos del derecho conuvi. 

Caso: Ia> explican las piezas siguientes: 

DICTAMEN DEL Sr. PROCURADOR GENERAL 

Rumos Alrti, Mario 2C 4t 1914. 

Suprema Corte: 

Xo se trata en el caso de una cuestión sobre la inteligencia 
del art. 30 de la ley del Congreso número 3764, invocado en el 
pleito, y la decisión no contraria, tampoco, el derecho que el re- 
currente funda en esa disposición. 

La sentencia recurrida considera que, de acuerdo con lo 
prescripto por el Código Civil, sobre el poseedor de cosas mue- 
bles recae la presunción de su propiedad ; no habiéndose, ade- 
más, producido en el caso la prueba en contrario; esto es, que 
los cigarros que se descubrieron en la casa tk comercio de Do- 
menech Ifnos., pertenecían a tercera perdona, como alega el 
apelante. 

De esa suerte, ol recurso deducido no procede, pues que !a 
sentencia se funda en la apreciación de la prueba, o mejor dicho 
en la falta <!e prueba sobre puntos de hecho, en los que la parte 
adora fatce derivar su irresponsabilidad, los cuales son extraños 
a la interpretación o inteligencia de alguaa de las cláusulas cons- 
titucionales o legales previstas en el art. 14 de la ley 48. (Fallos, 
tomo 97, inginas 319 y 403; torno H7,pág. 261, tomo 118, pá- 
gina 30). 

Por lo expuesto y jurisprudencia invocada, pido a V. E. se 
sirva declarar hkn denegado er recurso interpuesto. 

Julio Boiet. 
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Bucnoi Air». Agosto 6 de 1915. 

Autos y vistos: Rl recurso «le hecho por apelación denegada 
interpuesto por Domcnech Hermanos contra sentencia de la Cá- 
mara Federa! de Apelación de Córdoba en los autos seguidos 
por la administración de impuestos internos sobre defraudación. 
Y considerando : 

Que para fundar la queja interpuesta ante esta Corte se 
alega que aquélla sentencia ha aplicado el art. 30 de la ley 3764, 
de impuestos internos, dándole una inteligencia contraria a la 
exención que han invocado en juicio, pues habiendo manifestado 
•er simples tenedores «le una partida de cigarros en infracción 
que obraba en su poder se les ha aplicado el art. 30 citado, que 
se refiere a los poseedores "produciéndose asi una inteligencia 
de la ley que hace pertinente el recurso extraordinario que in- 
terponemos (art. 14, inciso |¿« ley 48)". 

Que la sentencia apelada no contraría el derecho que el re- 
currente funda en esa disposición de la ley 3764, pues en ella se 
expresa que en el supuesto de que no se refiera al simple tene- 
dor, "no habiendo los señores Domenech Mérmanos demostrado 
que la partida de cigarros «encontrada en su casa de comercio 
pertenecía a tercera persona, debe tenérseles i>or dueños de los 
mismos de acuerdo con el precepto del derecho civil, según el 
cual la posesión presume la propiedad tratándose de cosa* 
muebles". 

Que las conclusiones respecto a puntos de hecho yah 
prueba de los mismos, así como la interpretación y aplicación de 
preceptos del derecho común, son ajenas al recurso extraordina- 
rio dd art. 14 de la ley 48 con arreglo al art. 15 de la misma. 

Por ello y de conformidad cocí lo expuesto y podido por el 
señor Procurador General se declara bien denegado el recur-o. 
Repóngase el papel y archívese. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. 
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Don Carias Carrasco (s„ concurso). Contienda de competencia 

Sumario: El juez del •domicilio del deudor es el competente par-, 
conocer el juicio universal (le concurso de acreedores a' 
que deben acumularse los demás juicios que se sigan ante 
otros jueces, aún cuando ?c trate «le juicios por cobro de 
créditos hipotecarios, en une por convenio de partes se haya 
establecido un domicilio especial para el cumplimiento de 
las obligaciones. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 



DICTAMEN DEL Sr. PROCURADOR GENERAL 



Bueno* Mica, Maro 27 de I9IS. 

Suprema Corte : 

Corresponde a V. R dirimir la contienda de competencia 
trabada en estos autos, con arreglo a !o dispuesto en el att 
inciso d de la ley 4055. 

El concurso civil formado contra don Carlos Carrasco, ¡ni. 
cnndowatite el jue* de primera instancia de San Nicolás, es un 
juicio de carácter universal míe. como tal, atrae todas las accio- 
nas activas o pasivas del concursado, debiendo por ello el juicio 
ejecutivo que se sigue contra la misma persona tramitarse por 
ante el jiizga.k» en el que se ha entablado el principal. 

Esa es la uniforme jurisprudencia sentada por V. E. en la 
que ha considerado que. la coexistencia dentro «le la República 
de diversos concuños formados a una misma persona ante dis- 
tintos tribunales, o de un concurso y de juicios independiente 
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promovidos contra el deudor común hacia muy Jificil la distri- 
bución de los bienes «le dicho deudor en la forma establecida en 
la sece.on 2.% libro IV del Código Civil, e impediría además, la 
economía de gastos y simplicidad de procedimientos e i !a admi- 
nistración de justicia. 

A mayor abundamiento, la circunstancia de que los bienes 
hipoteca los se hallan situados en la provincia de Buenos Aires, 
determina también la competencia de la jurisdicción ordinaria 
de San Nicolás en cpie tramita el concurso. ' 

Por lo expuesto y jurisprudencia de V. E. (tomo 97, págLu 
154 : tomo 1 19, pág. 3<)7)> pjdp a V. E. se sirva declarar compe- 
tente para entender en «I juicio que motivó ésta contienda, al 
senor juez de San Nicolás, ordenando sean remitidos los autos a 
dicho magistrado. 

- 

Julio Botct. 
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Rumo» Alm, AgOlto 5 dC IttS. 

Y vistos : los de c< ntienda de competencia entre un juez de 
primera instancia en lo civil de esta Capital y otro de igual clase 
de San Nicolás, provincia de Buenos Aires, para conocer tlei 
juicio ejecutivo sobre cobro de un crédito hipotecario seguido 
por don Joaquín Bustos centra don Carlos Carrasco ante el pri- 
mero de los jueces nombrados. 

Y considerando: 

Que el juez «leí domicilio de! deudor, es el competente para 
Conocer del juicio universa] de concurso de acreedores, al que 
deben acumularse los demás juicios que se sigan ante otros jue- 
ces, como lo tiene declarado esta Corte co i arreglo a lo dispuesto 
por el Código «le Procedimientos vigente en la Capital, (artícu- 
los 718 y 720), y de la Provincia de Buenos Airea (artículos 713 
y 7«5)- Fallos, tomo 97, pág. 154. 
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Que lo establecido en los convenios entre partes relativo a la 
constitución de un domicilio especial para e! cumplimiento de 
sus obligaciones, no puede sobreponerse a las facultades que por 
las leyes correspondan a los jueces de concurso sobre los bienes 
de los concursados. 

Que el Código de Procedimientos de la Capital íart. 763 ) 
y el de h provincia de Rueños Aires < art. 758), asi como el ar- 
ticulo 3938 del Código Civil, según el cual, los acreedores hipo- 
tecarios no están obligados a esperar las resultas del concurso 
general para proceder a ejercer sus acciones contra las respec- 
tivas fincas, suponen la acumulación de esas acciones al con- 
curso general, dado que sólo ante c! juez de éste podría cumplir- 
se la disposición final del último, 6 sea, la determinación de la 
cantidad que se juzgar? suficiente para el pago de los créditos 
que sean privilegiados, la que debe ser consignada o afianzada, o 
la caución de acreedores de mejor derecho a que aluden las leyes 
procesales. 

Por ello y de conformidad con lo dictaminado por eí señor 
Procurador General, se declara que el juez de primera instancia 
de San Nicolás de los Arroyos es el competente para co:iocer 
del juicio ejecutivo seguido por don Joaquín Bustos contra don 
Carlos Carrasco a quien en consecuencia se remitirán los autos 
haciéndose saber por oficio al juez de esta Capital Notifiquen 
original y repónganse las fojas. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. 
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-V. Drysdale contra la tro: inda de Buenos lires, 
interdicto de despojo 

Sumario: Constituye un despojo en los términos del art. 2498 
del Código Civil del qué el autor está obligado a reparar 
dejando las cosas en el estado que tenían antes <lc su ejecu- 
ción, el levantamiento de un cerco, ordenado por el Poder 
Kjecuttvo de una provincia con el propósito. de ensanchar 
un camino público. (Xo lasta para desvirtuar esta conclu- 
sión la circunstancia de creerse autorizado ci Poder Ejecu- 
tivo por leyes locales sobre venta de tierra pública, para re- 
querir de los «propietarios, sin indemnización alguna, el te- 
rreno necesario para caminos públicos). 

Caso: Lo cNplican las piezas siguientes: 



ÍAttO DE LA CORTE SL'PREMA 

Bu moi Aires. Agosto 10 do 195. 

Autos y vistos: 

Don Alberto B. Moulié, por don José X. Drysdale se pre- 
senta exponiendo, en lo sustancial. 

Que la provincia <Ic Buenos Aires, por propia autoridad, 
sin juicio previo y en forma violenta ha desposeído a su man- 
dante áé una fracción de campo de su pertenencia, ubicada en e! 
partido Carlos Pellegrini, para destinarla al ensanche de un ca- 
mino público. 

Que dicha fracción es parte integrante de una mayor ex- 
tensión que ha poseído y posee a titulo de dueño, primero en 
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condominio con don Francisco Merlo, y exclusivamente, desde 
el 25 de Enero del año de 1899, habiéndolo cercado con aproba- 
ción de la municipalidad y subdividido, dejando para camino pú- 
blico, gratuitamente, doce metros cincuenta centímetros, en el 
costado cjite linda con los señores Santa Marina, PUeyrrédón v 
. Madero y que constituye la materia de la cuestión. 

Que en 13 de Octubre del año próximo pasado el señor 
Dry¿dale fué notificado en la persona de su mandatario general 
don Pedro Chilibrosti. de una resolución suscripta por el gober- 
nador de la provincia, ordenándole <¡ue en el término de treitta 
días diera el ancho de veinticinco metros que le correspondía al 
camino parcial de Pellcgrini a Tres Lomas, en ta parte que indi- 
ca el pla.no de la materia, resolución que facultaba además a la 
Dirección de Puentes y Caminos para efectuar los trabajos por 
cuenta del interesado si fuese necesario, pudiend» hacer uso de 
la fuerza pública a cuyo efecto detia dirigirse a la jefatura de 
polícia. 

Que tal resolución había sido ex pontánea mente dictada, 
porque un señor Dante Mordenti, auxiliar técnico de h Direc- 
ción de I 'tientes y Caminos, había asegurado que el canij-o del 
señor Drysdale estalla comprendido en la ley de tierras de 1878 
y debia retirar el alambrado para dentro de su campo lo q íe 
fuera necesario hasta dejar el camino veinte metros de ancho 
con el objeto de obtener "una estética perfectamente recta". 

Que reclamó de tal resolución ofreciendo antecedentes que 
justificaban su pedido, sin «er atendido; y en su mérito, los em- 
pleados del Poder Ejecutivo de la provincia requirieron el auxi- 
lio de la fuerza pública que les fué prestado innu'diatamente y 
dieron principio a cortar el alambrado existente sobre el caminó 
y a tomar posesión de la fracción de terreno, lo que dió origen a 
que su mandante por intermedio de! señor clon Carlos Tuvo, le- 
vantase una protesta ante escribano público reclamando del des- 
pojo y de los daños y perjuicios que le ocasiona. 

Que en mérito de lo expuesto ampliado a fs. 83, y disposi- 
ciones legales que invoca, enlabia interdicto de despojo contri 
la provincia de Buenos Aires, para que se le condene a la resti- 
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tüdón del terreno qué le sa tomado, dejando los cercos como es- 
taban antes <le ser -destruidos, costas del juicio y reserva de da- 
ños y perjuicios para hacerlos valer oportunamente centra quien 
corresponda. , 

Acreditada la jurisdicción originaria del tribunal y presen- 
tes las partes en la audiencia prescripta por los artículos 332 y 
333 de la ley número 50, el actor ratificó su demanda ampliando- 
la como queda antes dicho; y el apoderado de la provincia de- 
mandada, expuso: 

(¿tic en cuanto a los hechos en que se funda el interdicto se 
veía precisada a negarlo categóricamente ]w>r no tener en sus 
manos la completa información administrativa qué corresponde, 
dejando así al demandante la carga <lc la prueba. 

Que en cuanto a los antecedentes que resultan de la deman- 
da y demás documentos de que se le ha dado traslado, cabía afir- 
mar que el Poder Ejecutivo de la provincia de Kuenos Aires, ha 
procedido con derecho al intimar al demandante dejara el espa- 
cio necesario para camino público, sin indemnización ninguna, 
haciende as! efectiva una limitación a la propiedad del «ñor 
Drysdale, con que fué recibida por su antecesor en el dominio 
como consecuencia de haberse efectuado la primera enajenación 
con sujeción a las leyes de tierras de la provincia de 1871 y 1878. 

Que el actor ha querido eludir el cumplimiento de esa obli- 
gación afirmando que las tierras en cuestión fueron enajenadas 
por el Gobierno Nacional y que en consecuencia no cabía hacer 
efectivas limitaciones que establece !a legislación provincial. 

Que cualquiera que sea el titulo en virtud del cual la Nación 
adquirió la propiedad de esas tierras que luego enajenó a parti- 
culares, siempre sería verdad: ifi Que la Nación ha hecho la 
mencionada adquisición en su carácter de persona jurídica, so- 
metida como cualquier particular a la legislación comú:i. 2." Que 
la Nación al adquirir la propiedad la ha rccibiilo con las limita- 
ciones establecidas en la legislación <ie tierras vigente en la pro- 
vincia, leyes que determinando el régimen administrativo de las 
limitaciones a la propiedad por razo íes de interés públicir, tienen 
eficacia contra cualquier adquirente. 3." Que esta limitación de 
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la propiedad rige para cualquier adquirente posterior. 4. Oue 
en consecuencia, la provincia de Buenos Aires, al hacer efectiva 
una limitación en la propiedad del actor que es un derecho para 
la provincia y un deber para el propietario no ha realizado acto 
alguno de perturbación que autorice e! presente interdicto. 

Que en las razones expuestas se funda e! pedido de tarazó 
del interdicto, con costas al actor. 

Producida la prueba ofrecida en la audiencia, se pusieron 
los autos al despacho para sentencia, y 

Considerando: 

Que con arreglo a lo dispuesto en el art. 2490 y concordan- 
tes del Código Civil, corresponde la acción de despojo a todo 
poseedor despojado y sus herederos, de la posesión de inmuebles 
aunque su posesión sea viciosa sin obligación de producir título 
al?uno contra el despojante, sus herc<leros y cómplices, aunque 
sea e! dueño del inmueble. 

Que el actor ha probado cen el expediente administrativo 
agregado, el testimonio corriente de fs. 97 a 100 y la protesta de 
fs. 8f» que tenía la posesión del inmueble de que se trata desde 
hr.ee más de quince años, separados de sus colindantes por tn 
camino público; y qu e el Poder Ejecutivo de la provincia, con el 
propósito de ensancharlo, ordenó de propia autoridad el levanta- 
miento del cerco, lo que se ejecutó, autorizándose para ello el 
empleo de la fuerza pública, no obstante los reclamos y prole >- 
tas que formuló e 4 i oportunidad. 

Que tales hechos constituyen un despojo en los términos 
del art. 2498 del Cnligo Civil, que el autor está obligado a repa- 
rar dejando las cosas en c| estado que tenían antes de los actos 
denunciados, como se ha resuelto reiteradamente. 

Que no basta para desvirtuar tales colusiones, la circuns- 
tancia, opuesta como única defensa, de creerse autorizado el I\> 
der Ejecutivo por sus leyes locales de 1871 y 1878, sobre venta 
de la tierra pública, en los términos que se invocan, fiorque di- 
chas autorizaciones deben entenderse sin perjuicio de las gañí- 
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tías consagradas por la Constitución y leyes de la Nación respec- 
to a la propiedad privada. (Fallos, tomo 95, pág. 102 y otros). 

Que aunque el Poder Ejecutivo de Ja provincia estuviese 
autorizado por las leyes de la mr>ma para requerir de los propie- 
tarios, sin indemnizada 1 alguna, el terreno necesario para cami- 
nos públicos, tastana en el caso, la posesión invocada y probada 
con los caracteres exigidos por las leye s para amparar en ella al 
actor, contra las violencias cometidas, porque de otra manera las 
per.-onas no otaria. 1 garantidas en sus intereses, desnaturalizán- 
dole así el amparo acordado jmr los artículos antes cíta los del 
Código Civil, y porque cualquiera que sea la naturaleza de la po- 
sesión nadie puede turbaría arbitrariamente, art. 2469 código ci- 
tado, siendo indudable que en juicios como el presente no corres- 
ponde discutir el derecho de poseer sino la posesión tan solamen- 
te, desde que el último esta . lo de ésta no es dudoso y puesto que, 
en ta-! caso, es inútil la prueba del derecho de poseer, según lo 
prescribe eJ art. 2472 del mismo código. (Fallos, tomo 75, página 
67; tomo 93, pág. 328). 

Por ello se hace lugar con costas al interdicto entablado, de- 
biendo el gobierno de la provincia de Buenos Aires, repoier 
dentro del término de treinta días, desde la notificación de esta 
sentencia, los alambrados destruidos, en la linca de Ta que fue- 
ron retirados, dejando a salvo al actor la acción por daños y per- 
juicios como lo solicita, a cargo de quien corresponda. Notifi- 
quen original y repuestos los sellos archívese, previa devolución 
del expediente agregado. 

A. Bermejo. — M. P. Daract.— 
D. E. Palacio. 
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Causa lxxj 



Compañía General de ferrocarriles en la pro: ¡acia de Buenos 
yhres. contra la provincia de Uncios Aires, sobre expro- 
piación. 

Sumario: Existiendo disconformidad entre los peritos en la 
apreciación de la cosa expropiada, corresponde al juez o i 
la Corte, en su caso, dirimir las diíereicias entre ios intere- 
sados, con arreglo al mérito de ¡os informes suministrados 
para apoyar sus pretensiones. 

Caso : Resulta del siguiente : 
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Bueno» Aire*. Aceito 12 di IBIS. 

Y vf-tus estos autos de los que resulta: Que la Compañía 
(.enera! de Ferrocarriles en la Provincia de Buenos Aires, dedu- 
ce demanda de expropiación contra el Gobierno de la misma 
exponiendo: 

Que ha adquirido por ley nacional numero 4417, el derecho 
de n nsiruir y explotar una red de ferrocarriles de trocha 
angosta. 

Que por .1 art. 8." de h citada ley se declara de utilidr-I pú- 
b ica " la ow^pación de los terrenos necesarios |*ara las vias, esta 
ciónes, depósitos, talleres, galpones «le- carga, casas de camineros 
y calles que deben circundar las estaciones, de acuerdo co i lo« 
p.anos inte apruebe el Poder Ejecutivo quedando facultados Jos 
eonces.onanos para gestionar jx.r su cuenta su expropiación dfi 
acuerdo cr n la ley general". 

Qué con arreglo a los planos aprobados por el Poder Ejecu- 
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tivo entre los terrenos necesarios para lalínea a V illegas, se en- 
cuentran unos pertenecientes a la provincia de Buenos Aires, si- 
tuado en el partido Carlos Tejedor, entre los kilómetros 358(310, 
70 y 3»||690,ao y pt\T!Sm y 3<>4l335>oo de una superficie to- 
tal de diez y siete hectáreas, noventa y nueve áreas y setenta y 
nueve centiáreas, lindando la primera fracción ; al X.O. caminó 
en medio, la segunda fracción ; al S. O. D. S. Cap depont ; al S.K. 
D. Alejandro Moreno; al X. K. el expropiado; y la segunda 
tracción al X. E. el expropiado; al X. O. doña María Inés W 
zar; al S. O. Ernesto Laglaise, y aJ S. E. camino en medio la 
primera fracción, según se ve c:i el plano parcial que se acom- 
paña. 

Que la compañía estima que ese terreno apreciado con lar- 
gúela sólo podría valer incluidos toda indemnización y daños y 
perjuicios, $ 3.959.54 m | n ., y ofrece por lo tanto esa suma que ha 
depositarlo en el Raneo de la Xación a la orden del tribunal, se- 
gún lo acredita la bokta adjunta. 

Convocadas las partes al juicio verl>a! decretado a fs. 18 vta. 
a los efectos de lo dispuesto por el art. 6 de la ley 189 y no ha- 
biendo sido aceptada en dicha audiencia por el representante del 
gobierno de ta provincia demandada el precio ofrecido por los 
terrenos a expropiarse, se procedió al nombramiento de peritos 
para su tasación, operación que fué practicada en la forma que 
expresan los escritos de fs. 36 y 40, Mamándose autos para sen- 
tencia por las providencias de fs. 39 y 41 vta. 

Considerando: 

Que no existe acuerdo respecto al valor del terreno expre- 
sado, pues d perito nombrado por la empresa, asigna el antes di- 
cho, mientras el designado por parte del Gobierno, aprecia la 
misma superficie, incluso indemnización por fraccionamiento, 
en la suma de siete mil setecientos noventa y nueve pesos, vein- 
tiséis centavos moneda nacional. 

Que atenta esta disconformidad y de acuerdo con los prece- 
dentes establecidos en casos análogos, procede resolver la in- 
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deronizació:! que debe acordarse oor e! terreno <!e que se trata, 
con arreglo a las constancias de autos, de los que resulta ; 

Que los terrenos son linderos con los ejidos de Carlos Te- 
jedor, población floreciente y centro de comercio importante. 

Que estuvieron siempre destinados a la agricultura por su 
calidad superior, hasta que la Empresa los ocupó. 

Que dentro de !a misma zona se vendieron en remate entre 
466 pesos y 750 la hectárea. 

Que la valorización no proviene tic la línea en construcción, 
pues se trata de una región ampliamente servida por una empre- 
sa como la del R C. del Oeste. 

Que tales manifestaciones deben tenerse presente para la 
resolución de la causa, sin necesidad <le nuevas pericias, atent 1 
la poca importancia del terreno de que se trata y que la opinión 
de los peritos que se nombran en los juicios de cxproniacíóo es 
meramente ilustrativa y no preceptiva para el juez, a quien co- 
rresponde fijar su importe, según ío estime equitativo v que es 
el juez de la causa o la Corte en su caso, el llamado a dirimir las 
diferencias que se susciten entre los interesados con arregío a! 
mérito de los informes suministrados para apoyar sus pretcn- 
siones. 

En consecuencia de lo dicho, se fija el precio y ta indemni- 
zación que la Empresa del>e abonar al Gobierno de' la provincia 
de Buenos Aires en la suma de cinco mil quinientos pesos na- 
cionales, con más las costas conforme a !o dispuesto por el ar- 
ticulo 18 de la ley número 189. e intereses a que asciende dicha 
indemnización total desde el día de la ocupación hasta el del 
pago, computados según los que cobra el Banco de la Xación en 
sus oraciones ordinarias, descontándose los que corresponden 
a la cantidad que la Empresa depositó en el mismo Banco. Xoti- 
fiq-uese original y repuestos los sellos, archívese. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. 
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En !a misma fecha, se dictó idéntica resolución e:i Ja causa 
seguida entre las mismas partes por expropiación de una frac- 
ción de terreno situada en el" partido de Carlos Tejedor entre los 
kilómetros 3611715,20 y 3te|/'5.20 de una superficie de 2 hectá- 
reas y 90 áreas ; fijándose i>or la Corte Suprema como* precio e 
indemnización, la suma de mil setenta y sei . pesos nacionales. 



CAUSA LXX1 



Don Leónidas Urtubcy, recurriendo de resolución dictada por el 
superior tribunal de justicia de San Luis, en e! incidente ca- 
ratulado "Juez de lo CivÜ doctor Aguirre Cclis pide se le 
haya payar costas al procurador Leónidas Urtubey de 
acuerdo con el art. 210 ley orgánica 9 . 

Sumario: i.° Las cuestiones planteadas al interponer el recurso 
para ante .la Corte Suprema o en el escrito de queja, son ex- 
temporáneas a los fines del recurso extraordinario del ar- 
ticulo 14, ley 48. 

2. w Xo puede decirse desconocido el derecho consagrado 
per e! art. 18 de la Constitución cuando e! recurrente ha si- 
do oído y ha podido ejercitar sus medios de defensa. 

y La Corte Suprema no está llamada a pronunciarse so- 
bre la correcta o incorrecta aplicación de !as leyes procesa- 
les y de organización de los tribunales, que se dan las pro- 
vincias en uso de sus facultades reservadas. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



■ 
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DICTAME» DEL Sr. PROCURADOR GENERAL 

Sueno» Alté, julio 10 de 1915. 

Suprema Corte: 

U queja por apelación denegada que se trae a conocimien- 
to de V. E. se refiere a una resolución dictada por el Superior 
Tribunal de San Luis, en ejercicio de sus facultades de superin- 
tendencia, ordenando la eliminación del recurrente de la matri- 
cula de procuradores, por no haber satisfeclio las costas de un 
juicio en que intervenía en esa calidad, conforme a lo dispuesto 
en el art. 208 de la ley orgánica de los tribunales efe aquella 
provincia. 

i r .l recurrente funda su apelación en que la resolución im- 
pugnada ha sitio dictada con violación del art. 18 de la Constitu- 
ción Nacional, en cuanto asegura el derecho de defensa, y en 
que, además, la disposickVi de la ley orgánica que ha servido .le 
base a su eliminación de la matricula de procuradores, es contra- 
ria al texto del art. 1930 del Código Civil. 

Calw observar, desde Juego, que la resolución apelada no 
constituye una sentencia definitiva, de las que menciona el ar- 
ticulo 14 de la ley 48 y su correlativo el art. 6." de la lev 4055, 
por cuanto ella no da término a un litigio, sino que con-ist; en 
una medida disciplinaria adoptadla por el tribunal respectivo, 
con arreglo a la superintendencia que le está atribuida. Esta 
circunstancia es óbice para que V. E. pueda ejercer su jurisdic- 
ción de apelación, por no encuadrar el caso dentro de los que de- 
terminan Jos citados artículos. Por otra parte la resolución de 
que se apela, aplica una disposición de la ley orgánica, que ha 
sido sancionada por la legislatura provincial, en uso de faculta- 
des que constitucionalmente le incumben, y por tanto, la resolu- 
ción dictada no puede ser revisada por esta Corte Suprema, 
mientras no se alegue que ella es repugnante a la Constitución 
Nacional. (Fallos, temo 101, pág. 95; tomo 1 14, pág. 311 ; tomo 
120, pág. 216). 
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La invocación del art. 18 de la Constitución ha sido hecha 
«temporáneamente, por lo que no puede fundar el recurso de- 
ducido, además de lo cual, es de tener en cuenta que la inviolabi- 
lidad de la defensa, según la cual d litigante debe ser oído y en- 
contrarse en condiciones de ejercitar sus derechos en la forma v 
con las solemnidades establecidas en las leyes de procedimientos", 
no es confundible con la reglamentación que las leyes locales 
pueden fijar para el desempeño de las funciones de procurado- 
res en la actuación de los juicios. (Fallos, tomo 113, pá?. 220: 
tomo 119, pág. 156). *' 

En cuanto a la contradicción que pueda existir entre el ar- 
ticulo aludido de la ley orgánica y el Código Civil, recordaré 
que la doctrina común ha establecido que la facultad atribuida al 
Congreso de dictar Jos códigos que forman la legislación común 
del país no impide que cada Estado adopte las medidas que re- 
pute mas conducentes a la buena administración de la justicia 
por cuanto está facultad 1c ha sido expresamente reservada por 
los artículos 105 y 107 de la Constitución ,de suerte que las me- 
didas que a este respecto sancionan las legislaturas locales no 
pueden ser restringidas por lo que dispongan los códigos cotnu- 
nes, que leg.sfan sobre materias ajenas a la que motiva la reso- 
lución apelada. (Fallos, tomo 101, pág. 126; tomo 120, pkg. 216- 
tomo 121, pág. 72). 

Por Jo: expuesto pido a V. E. se sirva no hacer lugar a la 
queja formulada. 

Julio Botet. 
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Bmbm Alm. «|««to 12 de ísis. 

Autos y vistos : El recurso de hecho por apelación denega- 
da interpuesto por don Leónidas Urtubey de resolución pronun- 
ciada por el Superior Tribunal de Justicia de la provincia de 
San Luis en el incidente caratulado "Juez de Jo Civil doctor 
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Cdi* pide se !e haga pagar costas al procurador Lconi- 
rtubey de acuerdo con el art 210, Ley Orgánica". 

Y considerando: 




Que para fundar su queja por denegación del recurso ex- 
•io previsto en el art. 14 de la ley de jurisdicción y 
:ia de 1863, don Leónidas Urtubey a!ega que por esa 
resolución del tribunal de San Luis se le eliminó di? la matricula 
de procuradores sin haberle oído y por ello ei violación del ar- 
tículo 18 de la Constitución ; que se le priva del derecho de tra- 
bajar en !a provincia en contra del art. 14 de ia misma Constitu- 
ción y que además e! art. 208 de I3 ley orgánica de los tribunales 
de San Luis con el que se le responsabiliza por las costas del 
juicio era contrario al texto del artículo 1930 del Código Civil 
que dispone que, tratando el mandatario en nombre del man- 
dante, no queda personalmente obligado para con los terceros 
con quienes contrató. 

Que según consta en los autos remitidos a solicitud del se- 
ñor Procurador General, la única cuestión federal planteada en 
el incidente que dio por resultado la eliminación de la matrícula, 
en condiciones que el tribunal de San Luis ha podido pronun- 
ciarse sobre ella y motivar una decisión de esta Corte en el re- 
curso extraordinario del art. 14, ley 48, ha .«ido la que se refiere 
a la inviolabilidad de la defensa planteatia a fs. 13 del incidente, 
con anterioridad a h ape!ación de fs. 15. 

Que las cuestiones planteadas al interponer el recurso para 
ante esta Corte (fs. 15 de los mismos autos) o en el escrito de 
queja, son extemporáneas a los fines del recurso extraordinario 
del art. 14, !ey 48, que exige que "en el pleito" se haya puesto 
en cuestión alguno cíe los puntos que indica y con arreglo a la 
jurisprudencia establecida. (Fallos, tomo 112, pág. 24; tomo 
1 '3> pág. 36; temo 75, págs. 183 y 404; tomo 104, pág. 146 y 
tomo 112, pág. 168). 

Que esa consideración basta para desochar la cuestión rela- 
tiva a la contradicción que «se alega entre el art. 208 de la ley or- 
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&^^Í2F^^ ^^« y«I*rt , 93 o de! Código 
C,vd presc.nd.er.do cíe lo dispuesto por ¿ate en el inciso 6.- del 

TL 8 / CStab ^ P° r Ia jurisprudencia de este tribunal. 
(Faltos, tomo 42, pag. 274 y otros). 

Que no puede decirse desconockk» c! derecho consagrado 
por el arr. .8 de la Constitución desde que el recurrente ha sido 
oulo y ha podido ejeratar sus nidios de defensa. (Fallo.*, tomo 
100, pag. 408; tomo 1 19, pág. , 74 ). 

Consta, en efecto, que e! procurador señor Urtubey fué em- 
plazado para el pago de las costas dentro de 48 horas bajo aper- 

oSS ; L** fi* OÍ< '° ( fs - 156 «* y '57 de «os autos 
principales) ¡ quedo notificado igualmente de la orden de pago 

dictada contra su fiador y expuso ampliamente sus medios de 
defensa ( medente promovido por el juez de lo civil ante el tri- 
minar, fs. 4 y fs. 9). 

Que por lo demás esta Corte no está llamada a pronunciarse 
>ol,re la correcta o mcorrecta aplicación de las leyes procesales 
y de organ.zac.on de los tribunales que se dan las provincias en 
uso de s«. s facultades reservadas (art. 105, Constitución Nacio- 
nal; Fallos, tomo 120, pág. 216). 

curalTr y . dC «j*^ 1 ** 1 co " Io ^dido por el señor Pro- 
curador General, se declara no haber lugar a la queja deducid, 
y repuesto el papel archívese. Devuélvanse los autos principales 
con testimonio de esta resolución. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. p. Dakact. — 
D. E. Palacio. 
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Compañía Genera! de Ferrocarriles en la provincia de Buenos 
Aires, contra la Provincia de Buenos Aires, sobre expro- 
piación. 

Sumario: Existiendo disconformidad entre los peritos en la 
apreciación de la cosa a expropiarse, corresponde al juez o 
a Corte, en su caso, dirimir las diferencias entre los intere- 
sados, con arreglo al mérito de los informes suministrado; 
para apoyar sus pretensiones. No es aceptable que el frac- 
cionamiento {le una propiedad no cause perjuicio al dueño 
* so pretexto de su mala calidad. 

Caso : Resulta de! siguiente ; 
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Aim, Agosío 12 tft 1013. 

Y vistos estos autos de los que resulta: Que la Compañía 
General de Ferrocarriles en la Provincia de Buenos Aires, de- 
duce demanda de expropiación contra el gobierno de la misma 
exponiendo: 

Que ha adquirido por la ley nacional número 4417, el dere- 
cho de construir y explotar una red de ferrocarriles de trocha 
angosta. 

Que por el art. 8° de la citada ley se declara de utilidad pú- 
blica ' la ocupación de los terrenos necesarios para las vías, es- 
tacíoaes, depósitos, talleres, galpones de carga, casas de camine- 
ros y calles que deben circundar las estaciones, de acuerdo con 
los planos que apruebe el Poder Ejecutivo» quedando facultados 
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los concesionarios para gestionar por su cuenta su expropiación 
de acuerdo con la ley general". 

Que con arreglo a los planos aprobados por el Poder Eje- 
cutivo entre los terrenos necesarios para la linca a Villegas, se 
encuentra «no perteneciente a la provincia de Buenos Aires si- 
toado en el partido de Carlos Tejedor, según rectificación de 
fs. 27 entre los kilómetros 4021387.20, y 402)532.02, de una su- 
perficie de 40 áreas, 74 centiárcas y 60 decímetros cuadrado?, 
lindando al Norte y Sud el expropiad: al X. K. calle en medio, 
Zacarías Artaza, y al X. O. Florencio Cañete, según se ve en el 
plano parcial acompañado. 

Qw por el art. v | a Compañía tiene señaladas plazas pe- 
rentorios para la ejecución de las obras, circunstancia que le crea 
la necesidad inehidible de tomar inmediata posesión de los terre- 
nos por donde pasará su linea. 

Que la Compañía estima que ese terreno apreciado con lar- 
gueza só!o podría valer, incluidos tenia indemnización y daños y 
perjuicios, pesos cuarenta y ocho con ochenta y nueve centavo» 
curso legal ; y ofrece por lo tanto esa Mima que ha depositado 
en el Hanco de ta Nación a la orden del tribunal, según lo acre- 
dita la boleta adjunta. 

Convocadas las partes al juicio verba!, decretado a fs. 13 a 
los efectos de lo dispuesto por el art. 6.° de la ley 189 v no ha- 
biendo sido aceptado en dicha audiencia por el recentante del 
gobierno de la provincia demandada el precio ofrecido por los 
terrenos a expropiarse, se precedió al nombramiento de peritos 
para su tasación, operación que fue practicada en la forma que 
expresan los escritos de fs. 39 y fs. 41, llamándose autos para 
sentencia por las providencias de fs. 40 y 44; y 

Considerando: 

Que no existe acuerdo respecto al valor del terreno expre- 
sado, pues el perito nombrado por la empresa asigna el antes di- 
cho, mientras el designado por parte del gobierno aprecia la 
misma superficie incluso indemnización por fraccionamiento en 
la suma de pesos trescientos cuarenta y dos con sesenta centavos. 
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Que atenta esta disconformidad y de acuerdo cen los prece- 
dentes establecidos en casos análogos, procede resolver la in- 
demntiación que del ? acordarse por el terreno de que se trata, 
con arreglo a las constancias de autos, de los que resulta. 

Que el perito de la provincia hace constar entre otros ante- 
cedentes que la misma empresa, por terrenos colindantes al de 
que se trata, ha pagado en virtud de convenios privados, para la 
misma linea férrea, a razón de trescientos pesos la hectárea ; y 
que cuando se ha ocurrido a juicio, también por otros colindan- 
tes, se estimó en trescientos cincuenta pesos la misma medida. 

Que con tales precedentes debe considerarse insuficiente e! 
precio de ciento veinte pesos por hectárea ofrecido al gobierno 
y fijado después por el perito de la empresa, afirmando que est- 
es el pagado por campos de mejor aprovechamiento en el Parti- 
do y no de terreno salitroso y de bañado como vi ocupado. 

Que como lo reconoce dicho perito, es de tenerse en cuenta 
que se trata de terrenos de chacra y no de campos de pastoreo 
como los que le han servido de base para su apreciación ; cir- 
cunstancia aquélla que les da mayor valor en razón de la pobla- 
ción radicada e inmediación a centros urbanos y de comercio. 

Quj no es aceptable que el fraccionamiento de una propie- 
dad no canse perjuicio al dueño so pretexto de su mala calidad. 

Que tales manifestaciones deben tenerse presente para la 
resorción de la causa sin necesidad dé mievas pericias, atenta la 
poca importancia del terreno de que se trata y que la opinión de 
los peritos que se nombran en los juicios de expropiación es me- 
ramente ilustrativa y no preceptiva para el juez a quien corres- 
ponde fijar su importe, según lo estimo equitativo y que es el 
juez de la causa o la Corte en ski caso, el llamado a dirimir las 
diferencias que se susciten entre lo? interesados coi arreglo al 
mérito dolos informes suministrados para apoyar sus prc 
tensiones. 

En consecuencia de lo dicho, se fija d precio y la hcbmni- 
zación que la empresa debe abonar al gobierno «le la provincia 
de Buenos Aires, en la suma de doscientos cincuenta pesos mo- 
neda nacional, con más las costas, conforme a lo dispuesto por 
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el art. 18 de la ley número 189. e intereses de la cantidad a que 
asciende d»cha indemnización total desde el dia de la ocupación 
hasta el del pago, computados según los que cobra el Banco de 
la Nación en sus operaciones ordinarias, descontándose los que 
corresponden a la cantidad que la empresa depositó en el mismo 
Banco. Notifíquese original y repuestos los sellos, archívese. 

A. Bkrmrjo. — Nicanor O. del 
Solar. — ^^. P. Daract. — 
D. E. Palacio. 



CAUSA LXXIII 



Don Biutth D. Ortiz en autos con herederos Granel y Pedro 
Chitsa, por reivindicación. Recurso de hecho. Sobre perdi- 
ción de la instancia. 

Sumario: Transcurrido el término señalado por el art. i.« inciso 
b), de la ley 4550, corresponde declarar operada la peren- 
ción de la instancia. 

Caso : Rn 17 de Julio de 1013 se presentó ante la Corte Suprema 
el señor Emilio D. Ortiz. deduciendo recurso de hecho con- 
tra sentencia de la Cámara de Apelaciones del Rosario, dic- 
tada en el juicio seguido por los "Herederos Granel contra 
don Pedro. Chiesa, por reivindicación", en el que el recu- 
rrente intervenía citado de evicción. 

Pedido informe del caso a la Cámara del Rosario y pro- 
ducido éste, fué pasado el recurso a dictamen del señor 
Procurador General, quien manifestó serle necesarios los 
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autos principales para expedirse y la Corte Suprema en iS 
<Ie Diciembre de 1913, ordenó fuera pedido el juicio origi- 
nal. 

El recurrente abandonó toda gestión posterior, hasta que 
en 30 de Jimio del corriente año, el apoderado de los here- 
deros Granel se presentó pidiendo se declarase perimida la 
instancia y se archivara el recurso interpuesto. 

Corrido traslado <k la perención <le<hicida, el señor Ortiz 
no lo contestó, dictándose por el tribunal, el siguiente: 



FAU.O DE S.\ CORTE Sl'pRKM A 

Bueno» AU—, Atóale 12 d« 915. 

Y vistos : el incidente promovido a fs. 13 sobre perención de 
la instancia solicitada por aplicación de la disposición de la lev 
número 4550. 

Y considerando: 

Que vencido el término del traslado conferido a fs. 13 vta. 
de acuerdo con el art 3.° <le la ley citada y el alcance atribuido al 
mismo en la discusión parlamentaria (Diario de Sesiones del 
Senado, 1904, página 310), se da por evacuado en rebeldía al 
recurrente. 

Que desde la última notificación de fs. 10 en que a solicitud 
del Procurador General se pidieron los autos principales, ha 
transcurrido con exceso el término señalado por el art. I o inciso 
b) de la ley de perención citada. 

Por ello se declara operada la perención de la instancia, 
siendo las costas a cargo <le don Emilio D. Ortiz. Repuestos los 
sellos, archívese. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Sola*. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. 
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CAUSA LXXIV 



Municipalidad de la Capital, contra el doctor Ernesto Qucsada, 
sobre expropiación. Recurso de hecho 

• 

Sumario : i." U invocación del art. 19 de la Constitución no im- 
porta el ejercicio de un titulo, derecho, privilegio o exen- 
ción especiales, a los fhes del art. 14, inciso 3.° ley número 
48, toda vez <fue aquel se limita a consagrar la libertad in- 
dividual en todas sus manifestaciones, si no se halla expre- 
samente restringida por la acción del Poder Legislativo, en 
la medida <fiie le es licito hacerlo ; y es manifiesto que toda 
cuestión acerca de la existencia y alcance de disposiciones 
legislativas, debe ser decidida por los tribunales que conoz- 
can de un pleito o proceso, sin recurso ulterior para ante h 
Corte, fuera de los casos extraordinarios previstos en los 
artículos y 6.° de la ley 4055 y artículo 22 del Código de 
Procedimientos en lo Criminal 

2. La Corte Suprema no está llamada a intervenir en to- 
dos los casos en que haya de fijarse cuál sea el verdadero 
alcance de las garantía» acordadas a la propiedad. 

3. La admisibilidad o ¡«admisibilidad del desistimiento 
en las expropiaciones y el estado del juicio en que él pueda 
verificarse, son pumos que deben ser resueltos con arreglo 
a las leyes de la materia, sin que su solución pueda afectar 
las relaciones de los poderes a que se refiere el art. 1 de la 
Constitución, máxime no tratándose de esos poderes sino de 
los locales <le la capital. 

4. U ley número 8855 dictada por el Honorable Congre- 
so en su carácter de Legislatura local, incorporó a sus dis* 
ixxsicioncs la ley número 189, convirtió idola por esta mis- 
ma circunstancia en ley local para los fines de las expropia- 
cienes dentro del municipio de la capital, por k> que, cor-es- 
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pondic rio exclusivamente a los tribunales del fuero común, 
la interpretación y aplicación de las leyes sancionadas para 
«1 gobierno y administración de la capital, la de dicha ley 
número 189, no da lugar, en el caso, al recurso extraordina- 
rio del art. 14* ley 48. 

Caso : El representante de la Municipalidad de la Capital, se pre- 
sentó a la Corte Suprema interponiendo recurso de hecho 
por haberle negado la Cámara primera en lo Civil de la mis- 
ma capital, el de apelación autorizado por el art. 14, ley 48, 
que había interpuesto contra un auto de ese tribunal no ha- 
ciendo lugar al desistknic íto del juicio de expropiación que 
tenia iniciado contra el doctor Ernesto Quesada. Argumen- 
taba, diciendo: que si se obligaba a la Municipalidad a ex- 
propiar, se violaría el precepto del art. 19 ¡n fine de la 
Constitución que dispone que nadie puede ser obligado a 
hacer lo que la ley no manda, dado que la ley de A venidas, 
número 8855, es facultativa y no obligatoria para aquella; 
que se violaría también el principio fundamental de la Cons- 
titución, que establece el equilibrio de los poderes, ya que el 
poder judicial se convertiría en poder ejecutivo, pues él de- 
terminaría el momento de ejecutar la obra pública; que se 
trataba <le la aplicación de leyes especiales del Congreso, la 
número 189, de expropiación y la de las Avenidas. 



FALLO I>K LA CORTE SUPREMA 

B«eno» Alrei, A(©»to 14 tf« llis. 

Vistos los del recurso de hecho interpuesto por la munici- 
palidad de la Capital contra sentencia de la Cámara primera de 
Apelaciones en lo Civil de la misma Ccpital, pronunciaba en e! 
juicio de expropiación seguido entre la primera y el doctor Er- 
nesto Quesada, de los que en lo pertinente resulta : 

Que pendiente la apelación del auto de fs. 41 por el cual se 
determinó la suma que la expropiante debía abonar al doctor 
Quesada, aquélla se presentó desistiendo del juicio ; que en apo- 
yo de la procedencia de su pedido, la actora sostuvo; que no pb- 
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di* obligársela a expropiar, con arreglo al art. 19 de la Constitu- 
ción Xacional, porque 110 había ley que lo dispusiera, desde que 
la número 8855, importa una autorización no un deber; que se 
violaría también el principio fundamental de la misma Constitu- 
ción que establece el equilibrio de los poderes, pues si el poder 
judicial no admite el desistimiento, se convertiría en poder eje- 
cutivo; que en el juicio se ha tratado át la aplicación de leyes 
especiales del Congreso» como son las números 189 y 8855 y que 
se hace n?cesario fijar el alcance del art. 17 de la citada Consti- 
tución en lo concerniente a la inviolabilidad de la propiedad. 

Y considerando: 

Que no hay objeto práctico en substanciar el recurso, dada 
la naturaleza <le las cuestiones debatidas y lo resuelto en caso* 
a ¡tenores por este tribunal. 

Que !a sentencia <de fs. 82, autos principales, ha rechazado 
el desistimiento a mérho de lo resuelto en un caso análogo que 
menciona y a las consideraciones concordantes del escrito de 
fs. 74, de tal suerte que, arreglados o aré a derecho sus funda- 
mento?, dicha sentencia no es un acto arbitrario o la simple ma- 
nifestación de la voluntad de los jueces que la suscriben y como 
tal contraria al art. 19 de la Constitución. (Fallos, tomo 108, 
pág. 389; tomo 115, páfr 34i ; tomo 1 16, pág. 156; tomo 117, pá- 
gina 281, y otros). 

Que la revocación del articulo referido no importa el ejer- 
cicio de un titulo, derecho, privilegio o exención especiales, a los 
fines del art. 14, inciso 3.°, ley número 48, toda vez que aquél se 
limita a consagrar la libertad individual en todas sus manifesta- 
ciones si no se halla expresamente restringida por la acción del 
Poder Legislativo, en la medida que le es licito hacerlo ; y es ma- 
nifiesto que toda cuestión acerca d: la existe ncia y alcance de 
disposiciones legislativas, debe ser decidida por los tribunales 
que conozcan de un pleito o proceso, sé 1 recurso ulterior para 
ante esta Corte, fuera de los casos extraordinarios previstos en 
los artículos 3. y 6.° de la ley 4055 y art. 22 del Código de Pro- 
cedimientos en k> Criminal, porque de lo contrario la jurisdicción 
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seria mucho más amplia de lo establecido por los artículos 67 
inciso 11 ; 100 y 101 de la Constitución. (Fallos, tomo 100, pá- 
gina 17 ; tomo 1 17, pág. 281, y otros). 

Que el art. 17 <le la propia Constitución no se ha invocado 
durante el juicio como debió serlo (art. 14, ley 48 citada) ; pu- 
diendo agregarse que esta Corte no está llamada a' intervenir en 
todos los casos en que haya de fijarse cuál sea el verdadero al- 
cance de las ganiitias acordadas a la propiedad, a mérito de lo 
expuesto en el considerando precedente. (Fallos, tomo 10, pági- 
na 20, y otros). 

Que la admisibilidad o inadmisibilklad del desistimiento en 
las expropiaciones y el estado del juicio en que él pueda verifi- 
carse, son puntos que deben ser resueltos con arreglo a las leyes 
de la materia, sin que su solución pueda afectar las relaciones 
de los poderes a que se refiere el art. tf de la Constitución, má- 
xime no tratándose de esos poderes sino de los locales de la 
Capital. 

Que !a ley número 8855 dictada por el Honorable Congreso 
en su carácter fie legislatura local, incorporó a sus disposiciones 
la ley núm. 189, convirtiéndola por esta misma circunstancia en 
ley local para los fines de las expropiaciones dentro del munici- 
pio de la Capital: como han podido hacerlo las leyes provinciales 
coi el propio objeto, dentro de sus respectivas jurisdicciones. 

Que la interpretación y aplicación de las leyes sancionadas 
para el gobierno y administración de la Capital, corresponden 
exclusivamente a los tribunales del fuero común, co i forme a lo 
reiteradamente establecido en numerosos fallos, y no pueden dar 
lugar al recurso extraordinario ante esta Corte fuera de los 
casos determinados por el art. 90 de la ley número 1893. 

Por ello, oído el señor Procurador General, se declara no 
haber lugar al recurso. Molifiqúese con el original y archívese, 
debiendo devolverse los autos principales, con testimonio de esta 
resolución. 

A. Rkkuejo. — Nicanor G. del 
Sola*. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. 
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Igual resolución se dictó «i la misma fecha, en el recurso 
de hecho deducido por la Municipalidad de la Capital, en autos 
con don Manuel J. Aguirre (su sucesión), sobre expropiación. 



CAUSA LXXV 



Municipalidad de la Capital, contra don Juan Reibaldi, sobre 

expropiación 

Sumario: i.° La ley de expropiación para las Avenidas, número 
8855, 00 es de las previstas en e! inciso 3. del art. 14, ley 
48, por haber sido dictada para el gobierno de la capital. 

2. Al aplicarse en las expropiaciones realizadas en este 
municipio la ley número 189, ésta deja de tener carácter dt 
ley federal, para convertirse en ley local, no dando lugar, 
en consecuencia, su interpretación y aplicación, al recurso 
extraordinario del art. 14, ley 48, fuera de los casos deter- 
minados en el art. 90 de la ley número 1893. 

(A esta causa le es aplicable e! sumario y caso de la an- 
terior, caratulada "Municipalidad de la Capital, contra el 
doctor Ernesto Quesada, sobre expropiación. Recurso de 
hecho"). 



fallo de la corte suprema 

Buenos Afra*, Agosto 14 tf« 1915. 

Vistos los del recurso de hecho interpuesto por la Munici- 
palidad de la Capital contra sentencia de la Cámara primera de 
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Apelaciones en lo Civ il <te l a misma Capital, pronunciada en el 
Sm eXPr0I>,aC1On SegUÍd ° Cntre ,a P r »"«a y don Juan 

Y considerando: 

Que no hay objeto práctico en substanciar el recurso, dada 
la naturaleza de las cuestiones debatidas y b resuello en caso, 
anteriores por este tribunal. 

Que la sentencia de ís. 81, autos principales, ha rechazado 
el desistimiento a mérito de lo dispuesto en la lev 9, titulo 22, 
partida 3." y consideraciones pertinentes del escrito de fe 76, de' 
tal suerte que. arreglados o no a derecho sus fundamentos, dicha 
senteu-u, no es un a< lo arbitrario o la simple manifestación .lo la 
voluntad de los jueces que la subscriben y como ta! contraria al 
art. 19 de la Constitución. (Fallos, temo 108, pág. 389; tomo 
115. pág. 341 : tomo 1 16, pág. , 5 6 : tomo 1 17, pág. 281 , y otro.). 

Que 'a invocación del articulo referido no im]x>rta el ejer- 
cicio de un titulo, derecho, privilegio o exención especiales, a loa 
fines del art. 14. inciso 3.°. ley número 48, toda vez que aquél se 
limita a ccisagrar la libertad individual en tedas sus manifesta- 
ciones si no se halla expresamente restringida por la accr.",, ,| c ' 
Poder Legislativo, en la medida que le es licito hacerte; y es 
manifiesto que toda cuestión acerca de la existencia v alcance 
de d-pos.ciones legislativas, debe ser decidida por los tribuna'es 
que conozcan de n„ pleito o proceso, sin recurso ulterior para 
ante esta Corte, fuera de les casos extraordinarios previsto, en 
los artículos 3.» y 6." de la ley 4055 y art. 22 «leí Código de Pro- 
cedimientos en lo Criminal, porque de lo contrario la jurisdic- 
ción federal sería muel» más amplia que !a establecida por los 
artículos 67, inciso 11 ; 100 y 101 de la Constitución ( Fallos, to- 
mo 100, pag. 17; tomo 117, pág. 281, y ctros). 

Que el art. 17 de la propia Constitución no se ha invoc. S 
durante el juicio como debió serlo (art. 14, ley 48, citada) • pu- 
oiemlo agregarse que esta Corte no está llamada a intervenir en 
toJos los casos en que haya de fijarse cuál sea el verdadero al- 
cance de las garantías acor Jadas a la propiedad, a mérito de lo 
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expuesto en el considerando precedente. (Fallos, tomo io, .pági- 
na 20. y otros). 

Que la admisibilidad o inadmisibilidad del desistimiento en 
las expropiaciones y el estado del juicio en que él pueda verifi- 
carse, son puntos (pie delwn ser resueltos con arreglo a las leyes 
de la materia, sin que su solución pueda afectar las relaciones 
de los aderes a que se refiere el art. 1." ,| e la Constitución; 
máxime .10 traían- lose dé esos poderes sino de los locales de la 
Capital. 

Que la ley municipal mencionada en el recurso, no es una de 
las previstas en el inciso 3° del art. 14, lev número 48. desde 
que no se ha dictado para toda la Nación sino para el gobierno 
de la Capital. 

Que al aplicarse en las expropiaciones realizadas <.n este 
municipio la ley número 189. ésta deja de tener carácter de ley 
federal para convertirse en ley local, del propio modo que toma 
e) carácter de provincia] cuando las provincias la hayan adoptado. 

0¿W la interpretación y aplicación de las leyes relativas al 
gobierno y administración de la Capital corresponde exclusiva- 
mente a los tribunales del fuero común, conforme a lo reitera- 
dañante establecido en numerosos fallos y no pueden dar lugar 
al recurso extraordinario ante esta Corte, fuera de los casos de- 
terminados por el articulo 90 de la ley número 1893. 

Por ello, oido el señor Procurador General, -c declara no 
haber lugar a! recurro. Notifiquese con el original y archívese, 
debiendo devolverse los autos principales con testimonio de cstl 
resolución. A. Hkrmi:jo. — Nicanor G. del 

Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. 

F.n la misma fecha se dictó igual resolución en el recurro 
«le hecho deducido per la Municipalidad «le la Capit.il en autos 
con los señores Bogarello y Obligio, sobre expropiaciui. 

En 26 'le Agosto «leí mismo año se dictó igual resolución en 
el recurso de hecho deducido por la Municipalidad de la Capital 
en autos co i el señor Hernardo l'up¡ sobre expropiación. 
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CAUSA LXXVI 



Municipalidad de la Capital, contra don Manuel J. Aguirre (su 
sucesión^, por expropiación. Recurso de hecho, en el juicio 
sobre ejecución de sentencia. 

Sumario: No procede el recurso extraordinario del art. 14, ley 
48, contra las sentencias de remate dieta-das por los tribuna- 
les de la capital en juicios ejecutivos. 

Caso: Condena-da la Municipalidad de la Capital por sentencia 
firme de segunda instancia a pagar a don Manuel J. Agui- 
rre (su sucesión) la suma de seiscientos sesenta mil pesos 
moneda nacional, como indemnización total de la finca ex- 
propiada a éste y, encontrándose los autos en ejecución de 
sentencia, el representante de la Municipalidad opuso ex- 
cepciones, las que fueron rechazadas en primera y segunda 
instancia, ordenándose la continuación de la ejecución. 

Negada la apelación interpuesta de este pronunciamiento, 
el representante de la Municipalidad, se presentó a la Corte 
Suprema recurriendo de hecho. 



FALLO !>K U CORTE SI PRK.MA 

Buenos Aires. Agosto 14 de 1915. 

Vistos ; 

Xo siendo procedente el recurro extraordinario del articulo 
14 de la ley número 48 contra sentencia de remate, dictadas ]*»r 
los tribunales de la Capital en juicios ejecutivos, por no tener di- 
chas sentencias el carácter de definitivas (art. 500 del Código de 
Procedimientos en lo Civil de la misma Capital), se declara con 
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arreglo a lo reiteradamente resuelto, bien denegada la apelación. 
Xotifiqucse co:j el origina! y archívese, devolviéndose los autos 
principales con testimonio «le esla resolución. 

A. Hi'pmkjo. — Nicanor G. otu 
Solar. — M. P. Daract. — 
P. E. Palacio. 



CAI SA LXXVIi 
* 

Caray, don Anastasio (sus herederos) , contra don Pedro 1. 
Portillo por cohro ejecutivo de pesos, sobre competencia 

Sumarto; Cuando en el contrato no se ha designado el lugar de 
su cumplimiento, es competente el juez del lugar en que se 
contrajo la obligación, si fuese el domicilio del deudor, aun- 
que después éste muda-e de domicilio. 

Caso: Lo explican la.s piezas siguientes; 

AUTO OKU .1 » KZ EN LO CIVIL Y COMERCIAL 

La Piala. Nevfcnbrc 25 da IQU 

Autos y vistos: Los que corresponden a esta inhibitoria, en 
el juicio Caray, don Anastasio contra Portillo don Pedro J., so- 
bre cobro hipotecario. 

Considerando : 

I. — Que a la época de la celebración del contrato de prés- 
tamo íle que instruye la escritura de fs. i, ambas partes — deu- 
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dor y acreedor — tenían su domicilio en Lobos, jurisdicción de 
este juzgado. No habiéndose establecido en dicho contrato el lu- 
gar de su cumplimiento, es de aplicación lo dispuesto en el ar- 
tículo 1212 del Código Civil, el cual establece que el co itrato 
debe cumplirse en el tugar donde fué hecho, sí fuere e) domicilio 
del deudor, aunque después lo mudare o falleciese. Asi lo esta- 
blece también ol art. 618 del Código citado, al deponer que la 
obligación se ha de cumplir en el lugar en que se ha contraído. 

If. — Que por otra parte, el art. 4 del Código de Procedi- 
mientos en lo Civil y Comercial, acuerda jurisdicción a los jue- 
ces donde se encuentra ubicado el inmueble, cuando se trata de 
demandar créditos garantidos con derecho real de hipoteca. Tra- 
tándose de una disposición legal anterior a !a celebración del 
contrato, cabe la presunción de que a ella se sometieron las par- 
tes, por tratarse de leyes de orden público, vigentes en el lugar 
de su domicilio. 

Por estos fundamentos, los del escrito de fs. 33 que se re- 
producen en lo pertinente (art. 24 Código de Procedimientos) y 
de acuerdo con lo dictaminado por el sénor agente fiscal, declá- 
rase competente el infrascripto para conocer en este juicio y há- 
gase saber al señor juez doctor Padilla, a los efectos consiguien- 
tes, con copia de esta resolución y del escrito de fs. 33. Repón- 
ganle las fojas. (Art. 72 código citado). — Pedro R. Qmpgtf. 
— Ante mi: Horacio .-/. Casco. 



(DICTAMEN DKI. Sr. PROCURADOR GKXKRAE, 

Buenos Aires, Julio 23 de 1915. 

Suprema Corte ; 

La presente contienda de competencia debe ser dirimida 
por la aplicación del art. \z\2 «leí Código Civil, según el cual el 
lugar del cumplimiento del contrato, cuando en el no estuviere 
designado, o no lo designare la naturaleza de la obligación, será 
aquel en que el contrato fué hecho, si fuere el domicilio del deu- 
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dor, aunque después lo mudara. Con arreglo a lo previsto en di- 
cho artículo, el contrato que ha dado margen a la ejecución pro- 
movida, debe cumplirse en la jurisdicción de la provincia, por 
haberse celebrado en el pueblo de Lobos, en el que estala domi- 
ciliado el deudor a la época de la celebración, sin que pue<Ia al- 
terar esa jurisdicción el cambio efectuado posteriormente en ese 
domicilio. 

Por lo expuesto y jurisprudencia de esta Corte Suprema 
(Fallos, tomo 1 13» páginas 152, 356 y 392 ; tomo 1 18, pág. 341 ), 
pido a V. E. se declare la competencia del señor juez de La Plata 
para conocer en la ejecución iniciada. 

Julio Bpiet 



IWU.O DE U\ CORTK SI I'KKMA 

Bueno» Aires, Agoilo 17 de 1915. 

Y vistos: La contienda de competencia entre el señor juez 
de primera instancia en lo Civil de esta Capital y el de igual ¿la- 
se de La Plata para conocer en la demanda promovida por los 
herederos de don Anastasio Garay contra don Pedro J. Portillo 
por cobro ejecutivo de un crédito hi|>otecario. 

Y considerando: 

Que según consta en la escritura pública otorgada en el 
pueblo de Lobos con fecha cuatro de Julio de mil novecientos 
siete, en la época en que fué contraída la obligación hipotecaria 
a que dicha escritura se refiere y cuyo pago se gestiona, tanto cí 
causante de los actores como el demandado se encontraban do- 
miciliados en la provincia de Buenos Aires, estando en ella, tam- 
bién, ubicado el inmueble hipotecario. Expediente caratulado, 
Caray Anastasio contra Portillo Pedro J. sobre cobro hipoteca- 
rio, fs. 1. 

Que el lugar del cumplimiento de los contratos que en ellos 
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no estuviere designado o no lo indicare la naturaleza de la obli- 
gación es aquel en <pie el contrato fué hecho si fuese el domici- 
lio del deudor, aunque después mudase de domicilio, como lo 
dispone el art. laifl del Código Civil y lo tiene declarado esta 
Corte en reiterados casos análogos. Fallos, tomo 67, pág. 376; 
tomo 92, pág. 380; tomo 113, páginas 356 y 392; tomo 118, pá- 
gina 341 entre otros). 

Por ello y de conformidad con lo dictaminado por el señor 
Procurador General se declara que el señor juez de primera ins- 
tancia en lo Civil y Comercial de I*a Plata es el competente para 
conocer en el juicio referido, seguido contra don Pedro J. Por- 
tillo. En consecuencia, remítansele los autos haciéndosele saber 
por oficio esta resolución al señor juez de primera instancia de 
esta Capital Notifique*» original y repónganse las fojas. 

A. BkrmJ'Jo. — Nicanor G. dkL 
Solar. — D. E. Palacio. 
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fisco Nacional, contra don Virgilio Vétcéllóñi (su concurso), 

sobre cobro de pesos 

Sumario: Xo figurando en el haber de un concurso los bienes 
es¡>ecialmcnte afectados al cobro de una multa por infrac- 
ción a la ley de impuestos internos ¡minero 3884, el privile- 
gio qtic e! art. 19 de la h y número 3764 consagra sobre 
aquéllos bienes no puede extenderse a otros distintos. 

Caso : Resulta de las piezas siguientes: 
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AUTO DEL JlffiZ DE I" INSTANCIA 

Salta, Mayo 2n de 1914. 

Y vistos: Los autos llamados a fs. 31, para resolver sobre sí 
se ha cíe reconocer el crédito reclamado por el señor Procurador 
Fiscal Nacional, importe de dos mil cuatrocientos ochenta pesos 
moneda nacional, privilegio especial o no, las razones en < le se 
funda y lo sostenido por la contraparte, y 

Considerando: 

Que estando la presente cuestión especialmente regida por 
el art. 19 de la ley 3764, no es posible aplicarle ninguna otra dis- 
posición; que aquella, por ser ley especial y posterior ha deroga- 
gado en cuanto pudiera serle aplicable. Ks por esto, que lo dis- 
puesto en los artículos 3879 y 3880 del C. C. no son aplicables a! 
caso sub jiidicc. 

Que el crédito en cuestión, como consta a fs. 15 y vta., pro- 
viene de una multa impuesta al señor Virgilio \ ercellonc. por 
infracción a la ley de Impuestos internos, la que sólo puede go- 
zar del privilegio acordado por el art. ig dé la citada ley núme- 
ro 3764. 

IY>r estas razones, y las conformidades manifestadas en los 
escritos de fs. 46 y 48, las concordantes del escrito de fs. 49, re- 
suelvo: — tener por reconocido, como crédito quirografario, la 
mencionada cantidad adeud.'da al Fisco Xacional y que no goza 
de privilegio ninguno sobre los bienes del concurso. Si:i costas, 
¡>or tratarse de una cuestión de puro derecho. 

A. Hassani. 

ACUERDO DEL SUPERIOR TRIBUNAL 

Ivi esta ciudad de Salta a los diez y siete días de Julio de 
m¡! novecientos catorce, reunidos los señores vocales del Supe- 
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rior Tribunal en su salón de acuerdos para fallar la causa "im- 
puestos Internos — boleta de (leudas de Virgilio Vercellone, 
$ 3.480 — concepto de multa", el señor presidente declaró abier- 
ta la audiencia. 

Se hizo un sorteo para establecer el orden en que los seño- 
res vocales han de fundar su voto, resultando el siguiente: Doc- 
tores Figucroa S. t Arias y Torino. 

El doctor Figucroa, S., dijo: Viene a resolución de V. K. 
por el recurso de apelación la sentencia <lel señor juez «le prime- 
ra instancia doctor Alejandro Bassani, de fecha Mayo 20 próxi- 
mo pasado corriente, a fs. 51 a 52. por la que :io hace lugar a la 
demanda del señor Procurador Fiscal nacional del juzgado fe- 
deral de esta sección, quien pretendía que la multa a favor de! 
Fisco, debía ser graduada en este concurso de don Virgilio Ver- 
cellone en calidad de crédito con privilegio general sobre los bie- 
nes tic dicho concurso. 

Según el art. 19 le la ley número 3764, sobre el privilegio 
especial que gozan los créditos por impuestos internos, éste pri- 
vilegio es, como la misma ley lo indica, de privilegio especia', 
sobre todas las maquinarias, enseres, edificios de la fabricación 
y productos en existencia, todo lo cual queda igualmente sujeto 
a las responsabilidades en que se incurran por contravención a 
las disposiciones de esta ley. 

Como se ve, este privilegio está acor lado tanto para la apli- 
cación del impuesto como para la multa a que diera lugar la con- 
travención a la ley de cuya disposición nace el ejercicio inmedia- 
to de este derecho sobre los bienes especialmente gravados con 
este privilegio; pero en manera alguna puede éste extenderse so- 
bre otros bienes que no son objeto de impuesto y de la milita que 
1c sigue en caso ríe infracción a la ley, porque de otra manera s<: 
crearía un privilegio que ni la ley <le forma ni la ley de impues- 
tos lo establece para la multa. 

Por otra parte, si la ley especial de impuestos internos no 
contiene una disposición positiva y expresa que terminantemen- 
te acuerde a la multa un privilegio en el sentido de abarcar todo.* 
los bienes pertenecientes al concurso, juzgo que los jueces no 
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pueden conceder un privilegio mayor y mejor que él que la ley 

T r daría 8 ° metÍík> a antojadizo í 

iontr.no a los pr.ncfp.os establecidos por el Código Civil en *is 

credos del Fisco por tmpuestos públicos directos o indirectos. 

"acer presente que el señor Procurador Fiscal \W 
na de la hcch,„ f e; Ieral de esta provincia, manifiesta en su es- 
crito de fs. 46. que mdudablemente el privilegio especial acorda- 
do por el art ,9 de la ley 3764. no puede invocarse, limitándose 
a demandar el privilegio general que acuerda el Código Civil en 
las d.spos.cones citadas, las que únicamente reconocen tal pri- 
v.le«K> a los créditos del Fisco por impuestos directos o indirec- 
<>s. pero en manera alguna lo hace extensivo a este privilegio a 
las multas por .«fracciones a dicha lev. una vez pagados estos 
nnpucstos ; tampoco estoy de conformidad con el señor juez 
« quo, cuando dice que el privilegio general proscripto por nue; 
tra ley civil a favor del Fisco Nacional ha sido derogado por la 
ley numero 3764. por cuanto esta concede un privilegio especial 
a que se refiere el art. 19. ^ 

Ej privilegio <le que gozan los créditos por impuestos inter- 
nos sobre los b.enes enumerados e „ e l art. 19 de la ley citada e< 
especial hy extensiva al crédito del fisco emergente de ..na con- 
trnvencon a la misma ley. dice la jurisprudencia de la Cámara 
K-deral de la Capital en el fallo que se registra en el tomo 3.» 
pagina 262 (art.culos 3833, 3914. 3917 Y 393». Código Civil). 

I or tanto y por las consideraciones expuestas voto por la 
confirmatoria de! auto recurrido. 

Lo> «lemas vocales del Superior Tribunal, adhieren al voto 
<iuc precede, habiendo quedado acordada la siguiente 



V vistos: 



SFATKXCJA 

Stlti, Julio 17 de l»'4. 



m |0S fundamentos que preceden, se confirma el auto re- 
currido» de fs. 5, a 52 de fecha Mayo 20 del corriente año. el que 
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no hace ¡ugar al privilegio del crédito demandado por el señor 
• Procurador Fiscal Nacional. 

Tomada razón y repuestos los sellos devuélvase. — Julio 
Figueroa S. - Flavio Arias. - Arturo O. Torino. - Ante mi : 
José A. Araoz. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aire». Agosto It de 1915. 

Vistos y considerando: 

Que ejecutoriada la sentencia de fs. 33 vuelta, confirmato- 
ria de lo resuelto por la Administración de Impuestos Internos 
a fs. 13, imponiendo una multa de dos mil cuatrocientos ochenta 
pesos, entre otros, a don Virgilio Vercelíone, |x>r contravención 
a lo dispuesto en el art. 7.", inciso 2° de la lev 3884 y art. 65 de 
su decreto reglamentario, el Procurador Fiscal substituto, repre- 
sentando a la Nación se presentó al concurso de dicho Vcrcello- 
ne, pidiendo, que el crédito de la referencia, fuese reconocido 
con el privilegio acordado por el art. 19 de la ley número 3764. 

Que el sindico del concurso abierto en la ciudad de Salta, 
asintió a verificar dicho crédito; pero sin privilegio alguno sobre 
bienes que no fuesen de los expresamente enumerados en el ya 
citado art. 19. 

Que conferida vista al Procurador Fiscal titular en la men- 
cionada ciudad de Salta, reconoció a fs. 48, c,ue: "La ubicación 
de los bienes que ocasionaron la infracción y la circunstancia de 
no figurar entre ellos los del concurso hacen que el privilegio cu 
cuestión no pueda invocarse". "Pero si existe y lo reclamo ter- 
minantemente, el privilegio que a este crédito acuerdan los ar- 
tículos 3879 y 3880 del Código Civil" conceptos ratificados a 
fojas 55. 

Que la sentencia recurrida resuelve en lo substancial, que 
el privilegio especial a que se refiere el art. 19 de la ley número 
3764, no puede invocarse sino sobre los bienes expresamente 
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enumerados en el mismo artículo y ta! pronunciamiento lia moti- 
vado el recurso extraordinario de que se trata. 

Que es obvio que no figurando en el haber del concurso 
corno lo dice el recurrente a Éfc 4 8, los bienes especialmente afec- 
tados al cobro de la multa, conforme a lo dispuesto en el art. 19 
de la ley 37^4- el privilegio qtic éste consagra sobre aquéllos, no 
puede extenderse a otros distintos, en virtud de dicha disposición. 

Que si los tribunales locales interpretando los artículos 3879 
y 3880 del Código Civil, invocados por el Procurador Fiscal, le 
han negado lo que pretendía, tal pronunciamiento, por si solo y 
en el caso, no puede ser revisado en la infancia extraordinaria 
de que se trata, con arreglo a lo dispuesto en el articulo 15 de la 
ley numero 48 y a lo reiteradamente resuelto. 

Que es de observarse además que ante c<ta Corte, el señor 
Procurador General, representando los intereses de la Nación, 
solicita a fs. 65 la confirmación del fallo recurrido. 

Por estos fundamentos se lo confirma en la parte que ha 
podido ser materia del recurso. Xotifiqucsc origina!, v devuél- 
vanse. 

A. Bkrm kjo. — Nicanor G. m;r. 
Solar. — D¿ E. PÁtAcio. 



CAUSA UCXJX 

Crimina!, mitra Constantino y Pedro Rodríguez, por homicidio 

Sumario : Xo causa agravio al procesado la pena de diez años y 
seis meses de presidio, impuesta por e! delito de homicidio, 
perpetrado sin circunstancias atenuantes ni agravantes. 

Caso: to cNplican las piezas siguientes: 
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I SENTENCIA DEC JUEZ LETRADO 

Visto C»te proceso criminal seguido, primeramente <lc ofi- 
cio, y después por ia querellé de fs. 45, contra los hermanos 
Constantino y Pedro Rodríguez, el primero de diez y nueve 
años y el segundo de veintiséis, ambos españoles jornaleros, 
solteros, avecindados en Gainián; por el delito de homicidio de 
don Reginaldo Pinnel!. Resulta de fs. X que el dia 31 de Agosto 
de icji^, presentóse don William Jones ante el señor comisario 
de Caimán a denunciar que el señor Reginaldo Pinnell acababa 
de ser mucrio por tm chacarero español, según noticias que 
acababa de íbrle John Hcnry Pace, compañero de! finado, 
(piien había vuelto a la casa mortuoria después de darle esto 
aviso al efecto de que presente la denuncia correspondiente. El 
comisario, señor Julio O. de Antueno, trasladóse en el acto a la 
casa de Pinnell acompañado del médico de Gainián, ductor Ar- 
dite V. Johh, donde recibió la declaración del expresado don 
John Hcnry Pace, quien dijo que ese «lía 31 de Agosto a las j 
de la tarde, más o menos, >e encontraban sentados a la mesa e! 
declarante y el señor Pinnell, cuando a<!virtieron que el inquili- 
no de éste, Pedro Rodríguez. ali>baba desde afuera del come- 
dor, ocultándose de rodillas en tierra en unas mata>. Que ad- 
virtiéndolo el señor Piñnell se levantó de la mesa, y saliendo 
por el costado de la Osa con dirección a la casa de su inquilino 
Pedro Rodríguez* donde ¿penas llegó a la puerta de la pieza, 
cuando el referido Rodríguez le descerrajó un tiro de pistola al 
pecho, según le dijo el herido, quien antes de caer, de regreso 
desjdie la pieza en que fué herido hasta su dormitorio donde se 
desplomó; de torio lo cual que le llenó de estilar, y sin saber 
como obrar en el primer momento corrió a la casi del vecino 
William Jones a avisar lo ocurrido para que diera parte a la 
comisaria. Después de levantar el comisario ci inventario de la 
casa mortuoria, fs. 1 a 8, elevó la prevención «le fs. 1 a fs. 32 a 
la jefatura de policía, que la elevó ante este juzgado, fs. 33, en 
17 de Septiembre de 1913, poniendo a su disposición a los dos 
Sindicados del homicidio, Constantino y Pedro Rodríguez 
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quienes rindieron sus indagatorias a fs. 34 y fs. 38, respectiva- 
mente, declarando el primero, Constantino Rodríguez, "que se 
hacia cargq de la muerte de Tinnel!". Interpelado sobre lo que 
quería decir. contestó que Pinnell prcse.uóse en la pieza donde 
estaban el declarante, sil señora madre Josefa Fernández y su 
hermano Pedro, a quien íliri^ió-e Pinnell con estas palabras: 
"¿Oué hay, Medro?". One Podro abatatado, contestó: "nada, 
señor". Que entonces I'inncll Se encaró al declarante, y sin de- 
cirle una palabra, hizo ademán de sacar revólver, pues llevó h 
mano derecha al lx>lsi!lo del sobretodo; pero que antes de que 
saica.se e! revólver, el declarante sacó el sttyo e hizo fuego contra 
l'inncli, hiriéndolo en el picho, donde él herido llevó la mano 
izquierda, dejando caer en su bolsillo del sobretodo el revólver 
"Colt" que tenia empuñado en la mano derecha, y dándose 
vuelta regresó a mi habitación. I£l otro sindicado Pedro Rodri- 
gue^ a fs. 38, declaró, más o men«»>, lo misino. 

Que a fe. 80 don Juan Clemente Milncr I'innell, mediante 

el procurador Herminio Monighetti asiimió el rdl de parte 
querellante. 

Cerrado el sumario por el auto de privón preventiva ¿le 
ís. loo, se pasaron los autos a! señor fiscal, quien a fs. 102 acu- 
só a Constantino Iv-dri^ucz como autor material y a Pedro Ro- 
dríguez como amor moral del homicidio de Reginalijo IMnnel!, 

requiriendo que Se aplicase al primero la ¡una de diez 

y siete año* y medio de presidio, y al segundo la <le 
diez años de la misma pena. Corrido traslado de la acusa- 
ción, el señor Pedro Rearte, defensor de los dos acusados, la 
eontesfó de fs. 11» a fe. u 4 . Recibiéndose la causa a prueba, 
jx>r auto del 13 de Abril último, fs. 124 vía., solamente los acu- 
bados produjen n la de fs. 125 a ís. 155. la cual consta del cer- 
tificado de fs. 156 en cuyo mérito Se pidió autos paira sentencia 
en 3 de Agosto último, señalándose la audiencia «leí dia 10 de! 
mismo mes para t|üe las partes informasen 111 voce, haciéndolo 
SÓló los acosados mediante el escrito precedente, pues el señor 
fiscal renunció al informe. 

! 
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Y considerando : 

í? Que el cuerpo del delito de homicidio del señor Regi 
naldo Pinncll resulta plenamente comprobado con la in&]>ección 
ocular que en el acto fie su perpetración, Verificó la 'policía de 
fs. 8 a fs. ii, con e! informe médico legal de fs. 2<>. expedido 
por el doctor .Archiva] C. Julib, coa la partida de defunción de 
fs. 30 y con las propias confesiones de los acusados prestada-, 
primeramente ame la policía a fs. 13 y wX, y después, ante este 
juzgado a fs, _>;. 38, 59 y 87, sobre cuyo mérito pasamos a 
ocuparnos. 

2. La responsabilidad dé los dos acusados resulta igual- 
mente probada por sus confesiones ya expresadas, siendo indu- 
dable, prima focu\ que esa responsabilidad debe ser i^ual y la 
que el art. del Código Penal atribuye al crimen perpetrad-» 
en Complot. í*"l acuerdo resulta «le que ambos tenían trnba en 
cuentas con el finado señor PinRétl cuya chacra le tenían ;irrc¡- 
dada en una parte donde sembraron trigo ya cosechado njuc el 
patrón no permitía, justamente, salir mientras lo- dos arrenda- 
tarios no le pagaron el canon. Ta! hilho de ser la rebeldía de 
los acusado.- a pagar, que el patrón los había ya desalojado dias 
antes, cerrando la puerta de la pieza donde vivían. Allí resulta- 
ron. sin embargo, inopinadamente, en la tarde del ;>i de Agosto 
de 1913 en (pie cometieron el homicidio, preparándolo en la 
forma que resulta, es decir, redro Rodríguez, el mayor de los 
conjurados, que conocía probablemente mejor la casa, se fue 
sigilosamente a atisbar :il señor Pinnelii quien a esa hora cuatro 
de la tarde, estaba en su comedor preparándose a tomar tlié 
Pedro hincóse de una rodilla detrás de uno. tamariscos y se 
fué a advertir, sin duda, que la victima estaba al caso; pero su- 
cedió qüe John rTenry Tace. sirviente de Pinncll vió a Pedro, 
avisándole al patrón, quien le contestó — voy a ver, che — y 
salió con dirección a la pieza fie lo- conjurados Rodríguez. L'na 
vez en la puerta, de donde no pasó, dijo, dirigiéndose a Pedro 
Rodríguez: - ¿que hay Pedro?; contestando éste; — nada, 

>enor — y seguidamente, sin má- preámbulos; recibió un balara 
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en el pocho, donde llevó fa manó izquierda; dió media vuelta y 
se fué a su comedor donde 1c dijo a su mozo PáCC: — Pedro 
me lia herido — y avanzó a la picata vecina de su dormitorio, 
donde cayó de bruces para siempre. Los conjurados emprendie- 
ron la fuga* cada cual por donde pudo, lo que presenciaron va- 
rias personas que caminaban por ahí fuera (pie declararon en la 
prevención policial. El acuerdo * e destaca también en el hecho 
de que citado Pedro por el comisario, señor Antucno, para pre- 
sentarse en la comisaria y juagado de paz colindantes, a las tres 
dé la tarde para arreglar, precisamente, la cuenta de Pinnell, 
rió fué y sólo cayó siempre en compañía de su hermano Cons- 
tantino, una hora después, a las cuatro de la tarde, cuando ya 
el jiuz de paz se había ido, por lo cual el comisario Antueno 
los echó fastidiado. Kvidente resulta, pues, la conjuración o 
complot que hace incursos a los dos acusados en el art. 25 de! 
Código Penal que los castiga con igual pena. 

.i." Antes de pasar adelante, importa establecer cuál de los 
dos conjurados fué quien disparó el balazo contra Pinnell. No 
es fácil presumirlo, sino por indicios como los que vamos a 
compulsar. La palabra -adrada de la victima dice que fué Pedid 
Rodríguez ((ilion lo hirió, y asi lo declaró en el mismo acto ante 
el cadáver todavía caliente del señor Pinnell, su sirviente |ohn 
Ilonry Paco, cuál consta de 911 declaración de fs. o en las lincas 
subrayadas: Tal ha sido !a impresión de todos los vecinos de 
Caimán que a porfía acudieron a la casa quinta del finado, 
cuando se traslució la tragedia. Bajo esta impresión, el prove- 
yóme, cuando recibió a fs. 34 su primera indagatoria al otro 
coacusado Constantino Rodrigues, le interrogó: "sabe quién o 
quiénes esa tarde, hubiesen dado muerte a don Reinaldo Pin- 
noli", conftstó: "Qué el declarante se hacia cargo de la muer- 
te"; respuesta patentemente evasiva. Cuando el reo advirtió la 
sorpresa del juez y del fiscal ante una respuesta c.ijK'iosa, v la 
imprudencia de ambos funcionarios que se comunicaban su 
sorpresa, el acusado, que ya recapacitó al ser nuevamente inte- 
rrogado, contestó entonces que fué él quien disparó c! balazo 
contra Pinnell. Después y una vez que el tribunal se trasladó 
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desde esta capital a la ciudad de Caimán en cuyos alrededores 
está la quinta de Pinnell tuvo ocasión de conferenciar con mu- 
chas personas, entre ellas el mismo sirviente de Pinnell, cercio- 
rándose en la creencia de que quien hizo fuego contra Pinnell 
fue efectivamente Constantino Rodríguez y no Pedro que a pe- 
sar de tener nueve años más que Constantino, es tenido en esa 
vecindario, como un talego. Por lo demás, y de modo invaria- 
ble, han declarado, después los dos Rodríguez, tanto en la pre- 
vención policial fs. 13 rta., fs. 17. fs. 18 vta.. fs. 27 vta. v fojas 
26 ^ cn Sl,s indagatorias de fs. 27. fs. 38 y fs. 87. que quien dis- 
paro el balazo mortal contra Pinnell, fué el menor Constantino 
Rodríguez y no Pedro. Asi se establece. 

4-° Volviendo sobre la extensión de la responsabilidad de 
los acusados, I a acusación fiscal de fs. 102 concluye en el sen- 
tulo de: que Constantino Rodríguez es el autor material .leí ho- 
micidio y Pedro Rodrigues su autor moral. Respetando la opi- 
nión fiscal atinada en el fondo, no la admitimos cn la forma, 
porque autor moral, si tal calificativo puede aplicarse, es quien 
ordena ejecutar el homicidio, y Pedro Rodríguez nada mandó a 
su hermano, sino que ambos estaban eomplotados para el cri- 
men. Un célebre proceso pendiente ante la justicia criminal de 
la Capital Federal por homicidio de I.ivingston, que se dice 
mandado ejecutar por su cónyuge, mediante otros, sería acaso, 
lo de autor moral y materiales. Sea como fuese, coincidimos 
con la acusación en cuanto a que Pedro Rodríguez merece pena 
menor, no por ser autor moral, sino usando las palabras de la 
ley. por ser cómplice en primer grado del homicidio, conforme 
al art. 4." de la ley 4180,, referente al art. 33, inciso 6 del Código 
Penal, según el cual el cómplice será castigado con la pena co- 
rrespondiente al ludio a que cooperó y sufrirá la pena de pre- 
sidio temporal, si el autor principal mereciese la pena de presi- 
dio perjiétuo. 

5." Es justo establecer (pie los acusados que son peones, 
ávidos de ganancia pronta, no viesen de buen grado las morato- 
rias de su patrón Pinnell, para permitirles aprovechar su cose- 
cha ríe trijro ya enfardada y contratada; pero es igualmente jus- 
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to establecer que el enor Pinnell autorizó ya al juez de paz y a! 
comisa™, <le Caimán a arreglar el asunto, a cuyo efecto fueron 
emplazados l„ s «los Rodrigue* a comparecer a las tres «le la tar- 
de del nefasto dia del , ? . de Agosto de 19.3. Faltando los dos a 
la ata. a la hora fijada, pues „«, comparecieron sino una hora 
mas tarde, cuando ya el juez se habia ido. Quizá una condes- 
cemlenca «leí «.misario señor An.ueno. quien podía llamar al 
juez, hubiese evitado la tragedia- pero pomo Pedro, irritado, 
quina una orden de prisión contra Pinnell, ese comisario fasti- 
diado por la injusta pretcnsión lo echó, retirándose entonces los 
conjurarlos a la quinta de Pinnell para realizar sus propósitos 
entonces no les favorece ninguna circunstancia atenuante, por- 
que la (V del art. 83 del Código Penal „o les corresponde, pues 
esa ley Cipone un estado de justa irritación. Entonces el delito 
se encuentra literalmente comprendido en el art. 17. inciso , » 
de la ley 4.8" que lo castiga con la pena de diez a veinticinco 
anos d« presidio, cuyo máximum corresponde al matador Cons- 
lamino Rodnguei pór las circunstancias agravantes » 
del art. 84 del Código Penal. ' 

ó." La inculpación «le Constantino Ko,lr¡g..ez como autor 
principal del homicidio sub judicc. se acentúa más con o.r.w 
antecedente de importancia que roulta plenamente acreditado 
en este proceso, y es el de q«e ya en otra ocasión anterior, en 
el mes de Mayo de ese impulsivo acusad*,, pretendió va 

dar muerte al señor Pinnell. sin respetar la casa comercial den- 
tro de la cual se encontraba en visita de negocio. Sucedió que 
conversando el infrascripto con s „ amigo el señor Anastasio 
Martínez, miembro de la RUÓn social Martínez Hermanos, re- 
cavo la conversación, casualmente, sobre este proceso; y enton- 
ces el señ«,r Martínez, recordó que muchos meses antes, el se- 
ñor I inaell hubo de ser atacado a balazos por Constantino Ro- 
dríguez. a quien pudo contener serrándolo e internarlo en otra 
pieza de la casa, donde le reprochó su osadía y falta de conside- 
ración a la casa de un español como él, donde se proponía atre- 
pellar a un caballero desarmado. Con tal antecedente, este juz- 
gado ordenó en seguida al señor jefe de policía, mediante el 
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oficio de fs, 83, que comisionase al señor comisario de Trclew, 
donde está establecida la casa de Martínez Hermanos, para re- 
cibirá cualquiera de los dos miembros de ésa casa su declaración 
al tenor del interrogatorio de fs. 84. que fué absuélto a fs. 85 
por el señor José María Martínez. Sobre igual anterior ataque 
que tuvo lugar en la tarde del 29 de Mayo de 1913. E«ta impor- 
tante declaración, es idéntica y resulta corróborada por la del 
señor Francisco W illiams de fs. vta.. fs. 6$ Lo dicho deja 
patentizado el terrible c impulsivo carácter del homicida Cons- 
tantino Rodrigué. 

7." I.a defensa en su larga exposición de fs. 11 j a fs. 125, 
se ocupa fie todo, menos de contrarrestar la acusación fiscal: 
Es una minuciosa relación sobre que los Rodríguez eran arren- 
datarios del finado l'inncll, mediante un contrato conforme al 
cual le debían más de mil pesos ; todo lo cual es cierto, ya queda 
establecido en los considerandos precedentes, v, que a nada 
viene; como no sea a la afirmación acreditada y audaz de que 
el señor Pinncll, en el dia en que fué sacrificado e-taba también 
armado de un revólver. Y como la única disculpa de los dos 
acusados en sus indagatorias ya citadas, es esa misma afirma- 
ción, corresponde establecer su completa falsedad, acreditada 
oficialmente, por el señor emisario de policía preventor que 
requisó la casa, levantando el inventario de fs. 1 a fs. 8, por el 
respetable médico doctor Archie V. Jubb, que reconoció el ca- 
dáver ríe la victima y por los vecinos testigos Pedro D. Castro, 
Eduardo Moreno. John II. Pace, corrientes de fs. 71 a 75. quie- 
nes presenciaron la inspección y atestiguan que el finado P14- 
nel estaba en traje de baño, que lo tomaría antes de sentarse a 
tomar el té. teniendo encima de ese traje nada más que su so- 
bretodo. Su revólver fué encontrado en su dormitorio en su 
estüché. K ? Unca pensó en que tuviera que pelear, ni tuvo más 
tiempo que para decir: voy a ver, ché tt que quieren, como dicen 
el testigo presencial John Henry Pace. fs. o. y saüó en el acto, 
tal como estaba sin arma alguna, como lo encontraron el comi- 
sario y el médico. F.s que el homicida Constantino, para expli- 
car la enormidad de un homicidio alevoso, no encontró más que 
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la afirmaron desnuda de prueba, de <nie el finado hubiera lle- 
vado la mano derecha al bolsillo de su sobretodo, "como para 
sacar su revólver" y <, u « por eso y sin darle tiempo se levantó 
a hacer uso del suyo. El señor Pinnell, en traje de baño y para 
no sentir la siempre fria latitud de estas comarcas, metió las 
dos manos en sus bolsillos de su sobretodo y no sacó una de sus 
manos, sino cuando herido de muerte, la llevó al pecho para dar 
en silencio, media vuelta a su comedor. Esta es la verdad única 
probada, (pie la defensa no ha desvanecido con sus pruebas de 
fs. 125 a 156, reducidas todas ellas ha probado que los Rodrí- 
guez tenían contrato de arrendamiento v traba de cuentas con la 
victima. 

8." El coacusado Pedro Rodrigue? tiene la responsabilidad 
que le atribuye el art. 33, caso f, del Código Penal, reformado 
por el art. 4.° de la ley 4189 que impone ia pena arbitraria de 
pres.dio temporal. Un sentimiento de piedad a la anciana ma- 
dre de los acusados y de equidad nos aconseja reducir esta pe- 
na a la de cuatro años de presidio. 

Por lo expuesto, fallo: Declarando a Constantino y Pedro 
Rodríguez, autores convictos y confesos del delito de homici- 
dio penetrado en la persona de Reginaldo Pinnell en la tarde 
del 31 de Agosto de 1013: y conforme a la acusación fiscal y a 
las leyes citadas en los números y 8.» a sufrir el primero 

la pena de diez y siete años y seis meses de presidio, y al se- 
gundo a la de cuatro años de la misma pena por favorecer las 
circunstancias atenuantes 3." y 7.' del art. 83 del Código Penal • 
sus accesorios del art. 63 del Código Penal y al pago de las cos- 
tas procesales. Pronunciada en la Sala de mi despacho, en Raw- 
son, el «lia 12 de Octubre de 1914. Tómese razón. — Luis Na- 
varro Carcatja. — Ante mi : Oscar Richelct. 

SENTENCIA DI- IA CAMARA FEDERAL DE APEI.ACIO.VKs 

La Plata, Abril 13 4*1013. 

Y vistos: Considerando: 
Que el delito de homicidio en la persona de don Reinaldo 
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Pinnell. está comprobado por la partida fie defunción de fs. 30, 
certificado médico de fs. 29 y confesión de Constantino Rodri- 
gues de fs. 26, confirmada ante el a quo a fs. 34 y siguientes, 
concordante con lo manifestado por el coprocesado Pedro Ro- 
drigues fs. 22 y 38 y por la madre de ambos doña Josefa Fer- 
nández, fs. 24. 

Su autor, está también individualizado, siéndolo Constan 
tino Rodrigue*, de las generales de fs. , no habiendo cir- 
cunstancias bastantes para sustentar la hipótesis de un complot 
o de una complicidad entre los dos hermanos para atentar con- 
tra la vida de la victima como erróneamente sostiene la senten- 
cia apelada. 

Xo hay en autos, en efecto, más prueba del hecho material 
de la muerte de Pinnell, que la confesión de Constantino v las 
declaraciones, de la madre de éste y de su hermano Pedro, to- 
das ellas concordantes; puesto que los demás testigos del su- 
mario y aún el denunciante no han presenciado la escena de h 
muerte y sólo manifiestan los antecedentes de los procesados 
con respecto a la victima. 

La confesión, pues, de su autor, aparece indivisible; pero, 
de ella no se desprende que a! matar a Pinnell, haya estado en 
situación de legitima defensa de su persona, como lo pretende, 
ni tampoco que se trate de un homicidio provocado por la vic- 
tima con ofensas o injurias ilícitas y graves. 

De todas las declaraciones aparece comprobado el hecho, 
manifestado por Constantino, de que el señor Pinnell, se pre- 
sentó en la puerta de la habitación en que los Rodríguez se en- 
contraban y dirigiéndose a Pedro, le preguntó que hacia, a lo 
que éste erntestó nada, señor". Pinnell llevó la mano al bolsi- 
llo del sobretodo para sacar revólver, según dice Constantino y 
en ese momento, éste creyéndose amenazado hizo uso del suyo 
descerrajándole un tiro que le hirió de muerte. 

Pero de esa misma declaración se desprende que no había 
necesidad racional del medio empleado, para repeler !a preten- 
dida agresión, pues no se ha comprobado que efectivamente 
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Pinnell llevara revólver, ya que éste nunca fué encontrado en el 
sobretodo que llevaba puesto. 

Lo verosímil, es que Constantino, en un momento de 
vehemencia al ver aparecer a Pinnell, haya creído, dados los 
antecedentes comprobados en autos, de enemistad existentes 
entre ellos, en un peligro inminente y mortal y haya hecho fue- 
go en un movimiento primo. 

Que el hecho de autos está previsto y penado en el art. 17, 
inciso t¿* Cap. i.° de la ley 4189, concurriendo las circunstan- 
cias atenuantes de provocación en parte, la que resulta de haber 
sido su autor, víctima de procederes ilegales a propósito de! 
arriendo de la chacra y cobro de sus sueldos de peón. 

Que en cuam> a Pedro Rodríguez, se desprende de los au- 
tos su no intervención en el delito, resultando sólo haber sido 
testigo presencial de la tragedia. 

Por estas consideraciones se confirma la sentencia apelada 
sólo en la calificación legal del delito imputado a Constantino 
Rodríguez, modificándose en cuanto a la duración de la pena 
<|uc se fija en diez años y seis meses de presidio, debiendo esta 
cumplirle en penitenciaria, mientras dure su minoridad de 
edad. En cuanto a Pedro Rodríguez se le absuelve de culiw y 
cargo, librándose oficio telegráfico, para su soltura inmediata. 
— Marcelino Escalada. — R. Guido Lavallc. — José Marcó. 

FA I.I.O !>K COttTK St'l'RKM A 

Buenos Aires, Agosto 21 de 1915. 

Vistos y considerando: 

Que del sumario instruido en la presenté causa resulta 
comprobada la responsabilidad del procesado Constantino Ro- 
dríguez en el delito de homicidio perpetrado en la persona de 
Reginaldo Pinnell, en su propia casa habitación, de cuatro a 
cinco pasado meridiano, del día 31 de Agosto de 1913. Dili- 
gencia de fs. 8 a fs. rj; informe pericial de fs. 29; partida de 
defunción de fs. 30 y declaraciones de fs. 34 y 38. 
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Que no existe constancia alguna de que en la comisión de 
ese delito haya mediado provocación por parte de Pinnell, en- 
contrándose éste sin armas en el momento de ser mortalmeutc 
herido 

Que las desavenencias que habían existido entre la victima 
y los hermanes Pedro y Constantino Rodríguez motivadas por 
las reclamaciones que les habia hecho con respecto al pago de 
arrendamientos de la chacra, que le arrendaban, no puede au- 
torizar la suposición de un homicidio provocado, suposición que 
por otra parte está contradicha por la relación de los hechos i 
que se refieren las declaraciones citadas y las diligencias que se 
ha i practicado para el esclarecimiento de ese delito v su autor. 

Que dados estos antecedentes, la pena de diez años v seis 
meses de presidio que se ha impuesto por este delito a Constan- 
tino Rodríguez, seria la que corresponde en el más favorable de 
los casos con érreglo a lo dispuesto en el art. 17, inciso i.» de b 
ley de reformas al Código Penal, número 4189, para el referido 
procesado cuya causa es la única (pie ha sido traída al conoci- 
miento de esta Corte, sin que exista mérito para modificarla en 
su favor, ni tampoco para agravarla por no haber sido apelad 1 
por el Ministerio Fiscal. 

Por ello y sus fundamentos concordantes, se confirma | a 
sentencia apelada de U. 191, con costas. Notifiquese original y 
devuélvanse los aillos. 

A. Mkkmk.io. _ Nicanor C». del 
Solar. — I). F.. Palacio. 
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Don Francisca E. Alfonso en autos con Martin y Cía., sobre 
úicumfiUmienlo de contrato. Recurso de hecho 

Sumario : Xo procede el recurso del art. 14, ley 48, contra un 
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auto que declara desierta una apelación, interpretando dis- 
posiciones de la ley nacional de procedimientos. La garan- 
tía constitucional de !a defensa en juicio, no puede decir- 
se desconocida por una decisión respecto a si un términti 
señalado e* o no prorrogarle. 

Caso ; Lo explican las piezas siguientes: 

DICTAMEN PEI. Sr. PROCURADOR GENERAR 

Bueno» Aires, Julio 2 de 1915. 

Suprema Corte: 

De la exposición que liace el recurrente y copias que pre- 
senta conjuntamente con su escrito, se desprende que la inci- 
dencia que motiva e! presente recurso envuelve una cuestión de 
procedimientos, resuelta por la aplicación de la ley de la mate- 
ria, cuyas disposicicnes no han sido atacadas como violatorias 
de la Constitución N'acional. 

De ello surje la improcedencia de la queja que se trae a 
conocimiento de V. con arreglo a lo prescripto en los artícu- 
los 14 y 15 de la ley 48, y a la reiterada jurisprudencia de V. fi- 
que excluye del recurso extraordinarios los casos de aplicación 
- íle leyes de procedimiento. (Fallos, tomo 115, pjíg. 138; torno 
II 9, páj*. 156; tomo 120, pjg. 302). 

La invocación <lcl art. 18 de la Constitución, sc^ún el cual 
la defensa en juicio es inviolable y asegura a los litigantes el 
ejercicio de sus derechos en la forma y con las solemnidades 
establecidas en las leyes de procedimiento, no puede dar lugar 
al recurso extraordinario, por cuanto esa garantía no fui pues- 
ta en cuestión < portunrmente. y la decisión recurrida no la to- 
mó en cuerna, fundándose dicha decisión exclusivamente en las 
disposiciones del Código de IVoeedimientos, a cuyo rcsj>ccto la 
hxema. Cámara ha obrado con funciones propias, que no pue- 
den ser revisadas por esta Corte Suprema. (Fallos, tomo 94, 
P¿& 3 2 **: tortio 119. pág. 284 ). 
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Por lo expuesto, pido a V. E. se sirva declarar improcc 
dente la queja deducida. 

Julio fíoíet. 

I'ALI.O QE LA CORTE SI TREMA 

Buenos Aires, Agosto 24 de 1913. 

Autos y vistos: El recurso de hecho por apelación denega- 
da interpuesto por el doctor Francisco lí. Alfonso de resolución 
dictada por la Cámara Federal de Apelación del Rosario en el 
juicio que ha promovido contra Martin y Cia., sobre cumpli- 
miento de contrato. 

Y considerando: 

Que el auto de que se recurre para ante esta Corte ha de- 
clarado desierta una apelación interpretando los artículos 217 
v 374 de la ley nacional de procedimientos modificados el últi- 
mo por la ley 3981 y esa interpretación no puede motivar el re- 
Curso extraordinario previsto en el art. 14 de la ley número 4H 
< • n arreglo a lo dispuesto e:i c! art. 15 de la misma y a lo reite- 
radamente resuelto. 

Que e?a< leyes procesales son reglamentarias de (a garan- 
tía constitucional de la defensa en juicio que no ptie.Ic decirse 
desconocida W r una decisión judicial respecto a si un término 
señalado en aquéllas es o no prorrogable. 

Por ello, y de conformidad con lo expuesto y pedido por e] 
señor Procurador General, no ha lugar a la queja deducida. 
Hepótigasc el papel y archívese. 

A- r.KJíMKjO. — N'lCANOR G; btff, 

Solar. — l). E. Palacio. 
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Dofi Fortunato A. Tagl¡aferr¡> apelando de ma resolución de 

la Oficina de Marcas 

S'::mario : Contra una sentencia que declara que una marca de 
comercio carece de los requisitos que exige el art. i.° de la 
,e > 3975» como constitutivos de marca, o sea, tratándose de 
letras y números, el dibujo especial o formando combini- 
ción. no procede e! recurso extraordinario del articulo 14, 
ley 48, por envolver tal sentencia una cuestión de hecho, y 
por lo tantO v ajena a dicho recurso. 

Caso: Resulta del si-uicnte: 

r.\U.O DK LA CORTK SI I'KKM \ 

Bueno» Aire», Agosto 24 di 1015. 

\ istos y considerando: 

Que el apelante al interponer el recurso extraordinario 
( fs. 50) de los artículos 6.* de la ley 4055 y 14, inciso 3° de la 
ley número 48, expresa como único fundamento del mismo lo 
guíente: "V. E. al <lene^ar el registro de la marca solicitada 
por mi mandante, ha declarado que ella carece de los requisitos 
que exige el art. 1." <le la ley 3975, como constitutivos de mar- 
ca, porque tratándose de letras y números, la ley sólo les acuer- 
da protección cuando ?c los presenta con dibujo especial o for- 
mando combinación, lo que no ocurre según V. E. con la marca 
pedida j>or mi parte". 

"Esta decisión de V. E. en cuya virtud se deniega la mar- 
ca a mi cliente, importa interpretar la inteligencia y alcance que 
debe darse a la disposición do! art. I." de la ley 3975, cuando se 




refiere a letras con dibujo especial o formando combinación 
que pueden constituir marca, interpretación que tiene por con- 
secuencia privar a mi representado de un derecho acordado en 
virtud de esa ley". 

Que el art. i.° de la citada ley 3075 dice: "Podrá usarse 
como marca de fábrica, de comercio o (le agricultura. . . las pa- 
labras o nombres de fantasías, las letras y números con dibujo 
especial o formando combinación etc."; y la sentencia de fs. 56, 
aplicando dicha disposición establece que la marca de comercio 
pretendida por el apelante, "carece de los requisitos que exige 
el art. i.° de la ley 3975, como constitutivos de marca, o sea el 
.signo con que ha de individualizarse los artefactos de una fá- 
brica, los objetos de un comercio o los productos de la tierra y 
de las industrias agrícolas, ya que tratándose de letras y núme- 
ros, la (lisj)osic¡ón legal citada les acuerda protección citando e 
los presenta con dibujo especial o formando combinación, lo 
que no ocurre en el caso sub judtcc\ 

Que si la marca de comercio pretendida por Tagliafcrri, 
carece o no de los requisitos antes expresado.-, tal pronuncia- 
miento no se refiere a la inteligencia que deba atribuirse a la 
disposición de la ley citarla, en los términos del art. 14, incido 
3.° de ¡a ley número 48, sino a una cuestión de hecho como es 
la de saber si dicha marca está presentada con dibujo especial 
o formando combinación las letras, circunstancias que la sen- 
tencia apelada 110 las estima cumplidas y para apreciarlas en es- 
ta instancia extraordinaria hahria que someterlas a comproba- 
ciones de igual carácter. 

Que tales cuestiones de hecho son ajenas al recurso inter- 
puesto, según lo reiteradamente resuelto. (Fallos, tomo 113, 
pág. 212; tomo 11 6 t pág. 30). 

En mérito de lo expuesto se declara no haber lugar al re- 
curso. Notifíquese original y devuélvase, reponiéndose los se- 
llos ante el inferior. 

A. Rkrmejo. — Nicanor 0. DEfc 
Solar. — D. E. Palacio. 
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PerOCárril Centra! ¿ c Unenos Aires contra don Esteban fundo 
y otros, sobre expropiación 

Sumario : No procede el recurso extraordinario del art. 14, ley 
4*. contra una sentencia en juicio de expropiación, en que 
sólo SC ha debatido entre ¡.artes y sido malcría del fallo, 
cuestiones de hecho sobre la extensión de la tierra a expro- 
piarse, su precio y momo de la indemnización. 

Caso : Resulta de! siguiente: 



r-M.i.o di; i. a CORTÍ StTREM \ 

Bueno» Aires. A ios t o 24 de 1915. 

\ ¡stos y considerando : 

«Jue en la presente causa promovida por el Ferrocarril 
Centra! de Muchos Aires, por expropiación, sólo se han delnti- 
do cuestiones «le hecho suscitadas entre las partes, sobre la ex- 
tensión de la tierra a expropiarse, su precio y e! monto de la 
indemnización, que debía acordarse i>or perjuicios, todo lo que 
resuelle la sentencia de fs. 84, tomando para ello exclusivamen- 
te en consideración los elementos de juicio suministra los por 
los perito- nombrados y lo alegado al rcs|nrcto. 

Que apelada esta sentencia j>or considerarse excesivas las 
Mimas mandadas pa-;ar por el precio y perjuicios, la Cámara 
Federa! de Ka Plata se ha limitado a confirmarla por juzgar 
equitativa la estimación cpie hace el inferior, fs. 98 vta. 

One la inteligencia y aplicación, C n el caso, de lo estableci- 
do en el art. 15 de la ley número i&) a que se hace referencia 
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en el escrito de fs. 100, no a, a rece haber sido cuestionada en 
oportunidad y |K>r Ib tanto no ha podido motivar un pronuncia- 
miento y fundar el recurso extraordinario autorizado por la lev 
■\°55 Y su correlativa número 48. 

Que con arreglo a lo reiteradamente resuelto i>or esta Cor- 
te en casos análogos el recurso extraordinario referido no pro- 
cede cuando la sentencia de que se recurre se funda en la apre- 
ciación de la prueba sobre puntos de hecho, ajenos a la interpre- 
tación que pueda darse a cláusulas de la Constitución, tratados 
o leyes del Congreso. Fallos, tomos 9;, páginas 319 y 403; 113- 
pág. 36; 114, pág. 423; 115. pég. -77 y 117, .pég. ¿61 y otro..). 

Por ello se declara no haber lugar a dicho recurso. Xotifi- 
quese original y devudvasc reponiéndose las fojas ante el in- 
ferior. 

A. Bkrmejo. — Nicanor G. pp 
Solar. — n. É; Palacio. 



G&VSA lAX.MII 

Compañía Pranccsa de I'erroearrües de ¡a proiincia de Sania 
/Y, contra don Juan S. Atfreell. sobre expropiación 

Sumario: La ley número 4167, de 8 de Enero de !<x>¿. derog > 
todas las leyes generales sobre tierras públicas anteriores, 
con excepción de las disposiciones relativas a la inmigra* 
cion contenidas en la ley de colonización de 19 de Octubre 
de 1876; con lo que desapareció la restricción al dominio 
de los adquirentes de {ierra pública impuesta por el art. 16 
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<Ic la ley número 1265, de 1882, que privaba a éstos de toda 
indemnización |>or la superficie <|tie ocuparan los ferroca- 
rriles O canales. 

Caso: Ante el juzgado letrado del Chaco, se presentó la Com- 
pañía Francesa de Ferrocarriles de la provincia de Santa 
Fe. iniciando juicio de expropiación contra don Juan S. 
Attwcl, de un terreno ubicado en la colonia Resistencia, en 
términos análogos a los que resultan de la causa que se re- 
gistra en la página 46 del tomo CXXI. Kl juez falló decla- 
rando, en cuanto a la expropiación, que su gratuídad e-ta- 
ba clara y perfectamente determinada y reconocida en las 
disposiciones legales dé que se hacía mérito, y que fueron 
las mismas que se expresan en la causa antes referida, por 
Ip que reconoció el derecho de la Compañía para expropiar 

gratuitamente el terreno que necesitaba. 

La Cámara Federa! del Paraná, en atención al referido 
fallo de la Corte Suprema, revocó dicha sentencia decla- 
rando que el expropiante estaba obligado a (Migar al expro- 
piado el precio de !a tierra ocupada. 

KA I. I.O DE !. \ COUTK sn»RKM\ 

1 

Buenos AJrti, Agosto 26 dr 1915. 

Vistos: Kl reí. tirso extraordinario de los artículos 6.° y 14 
dC bis leyes números 4055 y 4K, respectivamente, interpuesto 
por la Compañia Francesa de Ferrocarriles de la provincia de 
Santa Fe, contra sentencia de la Cámara Federal del Paraná, 
que la condena al payo del terreno tomado al señor Juan S. 
Attwcl, para la linea de la Sábana a Puerto barranqueras, y 

Considerando: 

Que el apelante funda el recurso diciendo que en el pleito 
ha puesto en cuestión la validez de las leyes de 3 de Noviembre 
de iX8j y de ?o de Octubre de 1876, habiendo la sentencia des- 
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conocido la existencia de dichas leyes, como también la validez 
del decreto del Poder Ejecutivo de la Nación de 7 de Enero de 
»903. reglamentario de la ley número 4167. 

Que sostuvo asimismo, de acuerdo con las leyes húmeros 
8t7 y 1265, su derecho a ocupar las tierras necesarias para la 
linca férrea sin abonar su precio y se ha resuelto negándole la 
exención que pretendía ( fs. 108). 

Que acerca de las cuestiones planteadas, debe observarse, 
que esta Corte Suprema, en diferentes casos traídos por ia mis- 
ma parte y con el mismo objeto, ha estudiado las disposiciones 
invocadas en el presente y ha resuelto que la ley número 4167, 
de 8 de Enero de 1903, derogo todas las leyes generales sobre 
tierra pública anteriores, con excepción de las disposiciones re- 
lativas a la inmigración contenidas en la lev de colonización de 
19 de Octubre de 1876; con lo que desapareció la restricción al 
dominio de los adquirentes «le tierra pública impuesta ]>or el 
art. 16 de la ley número 1265 ¿e 1882, que privaba a éstos de 
toda indemnización por la superficie que ocuparan los ferroca- 
rriles o canales. ( Fallos, Ionio 1 12. pág. 444: tomo raí, pág. 46 
y otros). 

Que tales antecedentes hacen inútil reproducir ¡11 extenso 
las consideraciones de derecho que se tuvieron en vista para es- 
tablecerlos en los fallos antes citados. 

Tor ello se confirma la sentencia apelada en la parte que 
ha sido materia del recurso. Notifiquese ordinal y devuélvase, 
reponiéndose los sellos ante e! inferior. 

A. Bermejo. — N'icakor C. okl 
Solar. — D. É. Palacio. 



NOTAS 



En 10 de Agosto de 1915 la Corle Suprema no hizo lugar al 
recurso de queja i>or apelación denegada, interpuesto por los se- 
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nores l rdaniz y Cía., en autos con el Ferrocarril del Su* «obre 
cumplimiento de contrato, por cuanto la interpretación y aplica- 
ción déla ley procesal número 4550. complementaria 'de la dé 
I rocedimientos, es ajena al recurso extraordinario previsto en 
el art. 14 de la ley numero 4», con arreglo al art. 15 de la misma. 



En 17 del mismo no se hizo lugar al recurso de hecho dedu- 
cid,, por don Francisco Segovia en autos con ]. Ii. YVasscrmann 
SObl* col.ro de pesos, por haberse Irata.lo en el caso de un juicio 
ejecutivo, y además la interpretación v aplicación de los artícu- 
los 491 y 505 del Código de Procedimientos -le la Capital son 
extraños al recurso extraordinario, con arreglo al art ií rife h 
ley 4N 



CAUSA LXXXIV 



Ihm Juan li. Amold en autos con la Compañía de Mandatos y 
Agencias Australasia, sobre cobro de créditos hipotecarios. 
Recurso de hecho. 

Sumario: Una sentencia de trance y remate pronunciada por los 
tribunales de la Capital no tiene carácter de definitiva a los 
fines del recurso extraordinario del art. 14, ley 48, pues 
deja a salvo a las partes su derecho para promover el ordi- 
nario (Art. 500. Código de Procedimientos, incorporado al 
Federal 1. 
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DICTAMEN DEL ST. PROCURADOR GENERAL 

Bamoi Alrts, Agosto 21 4t 1915. 

Suprema Corte : 

Se trata en el raso presente ríe un juicio ejecutivo en el cua!. 
con arreglo a lo que dispone el art. 500 dé] Código de Prometi- 
mientos <Ie la Capital, las» sentencias pronunciaos no pueden 
considerarse definitivas, a lo- efectos del recurso previsto en el 
art. 14 de !a ley 48 y art. 6.* de la ley 4055. I Fallos, tomo 1 18, 
pátg. 245; tomo 1 20, pág, | 

Por ello, pido a V. % se sirva declarar bien denegado el re- 
curso de apelación. 

lidio Bótet. 



FALLO DE l.A CORTE SI I'KKMA 

Byfno» Aire*. Septiembre 2 de »)5. 

Autos y vistos: F.l recurso de hecho |>or apelación denega- 
ba interpuesto por el ap.wlerado «le don Juan 15. Arnold < Ma- 
nucl I!. Arnold en los autos principales » contra resolución de la 
Cámara Segunda de Apelaciones en lo Civil «le la Capital, en el 
juicio seguido por la Compañía de Mandatos y A^en-iasdc 
Australasia Limitada, sobre cobro ejecutivo <lc peso*. 

V considerando : 

Que la sentencia apelada de fs. 84, por su referencia a los 
fundamentos de la de fs. 59 (autos principies) no ha hecho lu- 
gar a la declaración de nulidad de los procedimientos seguidos 
en el juicio por aplicación de lo dispuesto en los artículos n> y 
1197 del Código Civil. 

Que el mismo tribunal lia hecho constar <jue esa sentencia 
no es definitiva en los términos del art. 14, ley número 4K. ya 
que el recurrente puede deducir juicio ordinario ( ís. K7). 
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Que no es de aplicación al caso lo resuelto en él falló que se 
ata (tomo n8, pág. 231) en qu€el recurrente sostenía hab¿r 
sido privado de su propiedad sin verdadero juicio y sin defensa 
en tanto que el sub judice se encuentra aún en tramitación con 
audiencia del ejecutado. 

Por ello y de conformidad con lo expuesto por el señor 
Procurador General, se declara bien denegado el recurso. Re- 
puesto el papel archívese y devuélvanse los autos principales con 
testimonio de la presento resolución. 

A. BERMEJO. — Nicanor G. del 
Solar. I). K. Palacio. 



causa Lxxxv 



/Hschmann y Cía. Luis \ sus sucesores) e n autos con Giménez, 
Schadc y Cía., sobre cobro de fosos. Recurso de hecho. So- 
ifce competencia. 

Sumario: t,° Dentado el fuero federal, procede él recurso ex- 
traordinario del art. 14, ley 48. 

2;° El vecino de una provincia que demanda al vecino de 
otra ante los tribunales locales de é<ta, prorroga la jurisdic- 
ción de los mismos; no pudiendo, en consecuencia, el de- 
mandado invocar el fuero federal |n>r razón de las persoite*. 

Cosp: Los señores Giménez. Schadc y Cia., domiciliados en la 
provincia de San Juan, promovieron demanda ante el juez 
de comercio de esta Capital por cobro de pesos contra los 
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suce ores de la casa Luís Aischmann y Cia., <Ic esta plaza. 
Opuesta por los demandados la excepción <Ic incompetencia 
<Ie jurisdicción por la distinta vecindad, no se hizo lugar a 
ella por cuanto era facultativa al actor la elección de la ju- 
risdicción, de acuerdo con el espíritu de la ley 48, resolu- 
ción que fué confirmada, por sus fundamentos, i>or ta Cá- 
mara de Apelación en lo Comercial. 

Se dedujo recurso de apelación para ante !a Corte por 
haberse desconocido el privilegio al fuero federal, v dene- 
gado que fué, ocurrieron de hecho al tribunal, donde se pro- 
nunció el siguiente: 



l- W.I.O DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno» Aires, Septiembre 2 de 1915. 

Autos y visto. : Kl recurso de lu cho por apelación denegada 
interpuesto por el representante de Luis Aischmann y Cía., su- 
cesores, contra resolución de la Cámara de Apelación en lo Co- 
mercial de la Capital, en el incidente sobre incompetencia del 
juicio promovido por Giménez. Schade y Cía., snl»re cobro de 
pesos. 

Y considerando : 

Que desconocido el privilegio del fuero federal míe el recu- 
rrente ha fundado en el art. 100 de la Constitución y art. 2/\ in- 
ciso 2." de la ley número 48. procede para ante esta Corte el re- 
curso previsto en el art. 14 de la misma ley y asi se declara. 

Que entrando al fondo del asunto ppr ser innecesaria mavor 
substanciación después de lo alegado por !as parte* en los escri- 
tos de fs. 30 y 33 de los autos remitidos por vía de informe, co- 
rresponde la confirmación de la sentencia recurrida que no hizo 
lugar a la excepción ele incompetencia promovida por el de- 
mandado. 

Que en efecto, la invocación del tuero federa! por la distin- 
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ta vecindad .le las parles sé ha basado en que la compañía actora 
es vecina de la provincia de San Juan, y la demandada, de esta 
Capital, ante cuyos tribunales ordinarios ha sido iniciada la 
causa. 

• 

Que las razones que informan el privilegio de! fuero fede- 
ral por la distinta vecindad de las partes carecen de aplicación 
respecto al vecino d c una provincia demandado ante los tribuna- 
les de la misma por un vecino de otra, pues en tal caso corres- 
ponde al segundo que puede renunciarlo prorrogando la juris- 
dicción con arreglo al art. 12. inciso 4° de la ley número 48 y lo 
reiteradamente resucito. (Fallos, tomo 51, pág. 429; tomo 77, 
pag. 121). 

Por ello, oiflo el señor Procurador General; se confirma, 
con costas, la resolución apelada. Repuesto el papel archivese y 
devuélvanse los autos principales con testimonio fie e<ta resolu- 
ción. 

A. ÜKKMKjO. - N'lCANOK (',. DEL 

Solar. — D. E. Palacio. 



CAUSA I.XXXYí 



Ihm rublo Consitjlicri, capitán del vapor Rawsnn. apelando dc 
una resolución dc la Prefectura General dc Puertos, que le 
impone una multa por infracción al art. 26 del decreto dc 
Marzo 31 de 1913. 

Sumario ; De conformidad a lo dispuesto por los artículos 26 y 
2i) del decreto de Marzo 31 dc 1913, reglamentario del ar- 
ticulo 94 de la ley 2873. es pasible dc la pena de cien a mil 
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peso? <le multa el vapor que no toque en un puerto indicado 
como escala obligatoria cu su itinerario. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

RESOLUCION DE LA PRKFKCTI'RA CiKKKRAL I>E PUERTOS 

Bueno* Alm, Junio 17 do 1015. 

Vistas estas actuaciones, los informes producidos y los fun- 
damentos expresados en el dictamen del asesor. 

Se resuelve : 

Aplicar al capitán del vapor Raii'son. «Ion Pablo Cmsiglieri, 
una multa de cien pesos moneda nacional í$ 100 m|n.) i>or in- 
fracción a lo dispuesto en el art. 26 del decreto de fecha 31 de 
Marzo del año próximo pasado, |>or ser la primera vez que lo in- 
fringe y puesto que la causa dada para no hacer escala en Santa . 
Cruz no es admisible dado que |x>r itinerario tenia la obligación 
de tocar. | 

Pase a la Prefectura del Puerto para su notificación, cum- 
plimiento y demás efectos, fecho vuelva. 

D. Rojas Torres. 

SENTENCIA DEL JUEZ FfiM-RAL 

Butnos Alrtfl, ffcptlcnbrc II de 1914. 

Y vistos: este recurso de apelación, y 

Considerando: En cuanto a la nulidad de la resolución de 
fs. 19 alegada por el apelante: 

Que la Prefectura General «le Puertos es la autoridad com- 
petente para aplicar la [tena de multa que ha dado origen a esta 
apelación. 

Que esa competencia resulta de lo preceptuado en los ar- 
tículos 101 y t)4 de la ley genera! de ferrocarriles, estableciendo 
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el primero, que ésta regirá sobre los transportes por agua mien- 
tras no se dicta una ley especial para los mismos, y el segundo, 
que el P. E. establecerá multas de cien a mil pesos para castigar 
las infracciones de los reglamentos que dicte o apruebe, espe- 
cialmente las que importen falta o desatención hacia los pasaje- 
ros y cargadores por parte de las empresas y sus empleados. 

Que es a virtud de esta última disposición que el RE. ha di > 
tado el decreto de Abril 4 de 1913, reglamentando la obligación 
y derechos de los buques con privilegio ele paquete, cuyas infrac- 
ciones las sanciona el art. 29 con multa de cien a mil pesos, esta- 
bleciendo en su art. i.° que las funciones que en materia de 
transportes terrestres corresponden a la Dirección General . de 
Ferrocarriles, dependerán en todo lo que se refiere a transporte; 
marítimos de la Prefectura (¡enera! de Puertos. 

Que en cuanto al hecho penado, es indudable que el constitu-. 
ye la infracción al art. 26 del referido decreto por cuanto se ha 
demostrado que el vapor Rawson del cual es capitán el apelante, 
no tocó en Santa Cruz, escala obligada en el itinerario de dicho 
buque (fs. 17), no habiéndose comprobado la fuerza mayor ale- 
gada como causa de dicha omisión, en la forma que establece 
dicho articulo. 

Por estos fundamentos, fallo: confirmando con costas la re- 
solución apelada de fs. 19. Notifíquesc y devuélvanse a la Pre- 
fectura General de Puertos para su cumplimiento. 

Miguel L. Jantus. 

DICTAMEN DEL Sr. PROCURADOR GENERAL 

Situó* Alrts, Noviembre 6*t I9U. 

Suprema Corte : 

Procede el recurso interpuesto, con arreglo al art. 14, incido 
3, de la ley 48, en razón de que la sentencia recurrida ha desco- 
nocido al apelante un derecho fundado en una ley nacional, esto 
e¿ 9 la aplicación al caso sub judkc de la ley 4930, sosteniJa 
por él. 
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En cuanto al fondo del asunto, el juzgamiento de la infra:- 
dón de que se trata corresponde a la Prefectura General de 
Puertos, cuya competencia para aplicar la multa ordenada, es 
conferida por la leyde ferrocarriles, la que en su art. 101 dispo- 
que dicha ley regirá sólo los transportes por agua, mientras 
no se dicte una ley especial para los mismos ; y en su art. 94 
prescribe que el Poder Ejecutivo establecerá multas de cien a 
mil pesos para castigar las infracciones de los reglamentos que 
dicte o apruebe, especialmente las que importen faltas o desaten- 
ción hacia los pasajeros y cargadores por parte de las empresa 
y sus empleados. El decreto de Abril 4 de 1913 reglamentó, con 
arreglo a la disposición legal últimamente citada, las obligacio- 
nes de los buques con privilegio de paquete, estableciéndose en 
«1 art. 29 la sanción de una multa de cien a mil pesos y precej>- 
tuando su art. i.° que las funciones que en materia de transpor- 
tes terrestres correspondan a b Dirección General de Ferroca- 
rriles, dependerán en todo lo que se refiere a transportes marí- 
timos de la Prefectura General de Puertos. 

A mérito de esas disposiciones legales y reglamentarias, re- 
sulte evidente que el hecho imputado encuadra en las mismas, 
correspondiendo por tanto, que V. E. se sirva coafirmar la sen- 
tencia apelada. 

Julio BoM. 



FALLO DE m CORTE SUPREMA 

Bueno» Aires. Septiembre 4 de 190. 

Autos y vistos: 

■ 

El recurso extraordinario de los artículos 6.° y 14 de las le- 
yes 4055 y 48, respectivamente, interpuesto por don Pablo Con- 
siglierc, capitán del vapor Rawson, contra sentencia del juez fe- 
deral en lo Criminal de la Capital, que ha confirmado !a multa 
impuesta a dicho Gmsigliere por la Prefeotura Genera! de 
Puertos, y 
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Considerando: 

Que el apelante ha invocado a fs. 26 lo dispuesto por los 
artículos 31 y 33 de la ley 493°? según los cuales las concesiones 
de privilegio de paquete no se otorgarán si los vapores no desti- 
nan un compartimento para la correspondencia y no transportan 
gratuitamente el personal que la custodia, y que cualquier infrac- 
ción a dicho artículo y otros de análogo carácter de la misma 
ley, se penará con una multa de cien a mil pesos moneda nacio- 
nal aplicada por la administración de correos, pudiendo los inte- 
resados reclamar de ella por la via contenciosa ante la jmisdi:- 
ción federal, etc. 

Que en tal virtud, agrega, debe declararse nula la resolución 
de la Prefectura, que el impuso una multa de cien pesos sin estar 
facultada i>or ley, puesto que ésta confiere dicha atribución a la 
Administración de Correos. 

Que la semencia apelada hace constar, al confirmar la reso- 
lución de la Prefectura, qué la infracción de que se trata, se re- 
fiere a falta o desatención hacia los pasajeros y cargadores; y 
que en tal concepto cae bajo las disposiciones de los artículos 94" 
y 10 r de la ley número 2873 y decreto reglamentario de 31 de 
Marzo de 191 3. 

Que las disposiciones legales invocadas por el apelante, se 
refieren a infracciones de carácter postal y no a hechos distintos 
regidos por otras leyes, como la aplicada por la sentencia. 

Que la invocación del art. 18 de la Constitución al interpo- 
ner el recurso para ante esta Corte, en el escrito de fs. 30, lo ha 
sido extemporáneamente, según lo reiteradamente resuelto. (Fi- 
Ilos, tomo 120, pág. 323 y otros). 

Por eüo y concordantes de la sentencia apelada y de acuerdo 
con lo expuesto y pedido por el señor F "ocuraddf General, se la 
confirma en la parte que ha podido ser materia del recurso. 
Xotifíquese original y devuélvanse reuniéndose los sellos ante 
el inferior. 



A. Bkrmkjo. ~- Nicanor G. dkl 
Solar. — D. E. Palacio. 
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CAUSA LXXXVII 



Don Volco Yvanoff, contra ci concurso de don Ignacio Galindcz, 
• sobre reconocimiento de crédito. Recurso de hecho 

Sumario : La aplicación <lc disposiciones del Código de Procedi- 
imientosi no impugnadas como repugnantes a la Constitu- 
ción, no da lugar a! recurso extraordinario del art. 14, ley 
48. No tiene carácter de definitiva a los fines de dicho re- 
curso, un auto, que por aplicación de la ley procesal, resuel- 
ve que de determinada petición se forme un incidente. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



DICTAMEN DEL Sr. PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Agosto 28 4c 1915. 

Suprema Corte : 

No ha sido materia del pleito cuestión alguna sobre consti- 
tucionalidad o sobre validez ni inteligencia de leyes nacionales, a 
que se refiere el art. 14 de la ley 48. Se trata simplemente de un 
incidente sobre verificación de un crédito presentado en un con- 
curso civil, en cuya tramitación sólo ha sido aplicada la disposi- 
ción del art. 755 del Código de Procedimientos en cuanto esta- 
blece la procedencia «leí juieio ordinario para resolver la cuestión 
sobre la legitimidad del crédito que haya sido objetado por la^ 
personas facultadas a ello. 

Por lo expuesto y jurisprudencia de V. E. (Fallos, tomo 
ip, pág. 209; tomo 119, páginas 15, 156 y 417; tomo 120; pá- 
gina 302), pido a V. E. se sirva declarar bien denegado el re- 
curso deducido. 

Julio Botet. 
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FALLO DK LA CORTE SUPREMA 

Buenos Airts. Septiembre 7 4t 1tl& 

Autos y vistos: E\ recurso de queja por apelación denegada, 
interpuesto por don Volco Vvanoff, contra sentencia de la Cá- 
mara Secunda en lo Civil de la Capital, en el incidente sobre ve- 
rificación de un crédito a cargo del concurso del doctor Ignacio 
Galindez. y 

Considerando: 

<¿ue dicha sentencia no hace más que aplicar el articulo 755 
del Código de Procedimientos de la Capital, que en el juicio no 
ha sido impugnado como "repugnante a la Constitución en cuan- 
to anula y modifica lo dispuesto en el Código de Comercio (ar- 
tículos 673 y siguientes)". 

(¿uc recién al interponer el recurso para ante esta Corte 
(fs. 26) se ha hecho mención de lo antes manifestado, por lo 
cual no ha podido ser considerado y resuelto en las instancias 
precedentes. 

Ouc en tal condición, dichas defensas deben estimarse ex- 
temporáneamente invocadas a los fines del recurso extraordina- 
rio, conforme a lo reiteradamente resuelto (Fallos, tomo 120, 
l>áíí..Rnotros). 

Que por otra parte, el auto de (pie se trata no es definitivo 
a los fines del recurso previsto por el art 14, ley número 48 y 
ley 4055. como lo dice el proveído de fs. 24, puesto que re- 
suelve, tan sólo, que de la petición de fs. 4 vta., confirmada por 
. la Cámara a fs. 21, se forme el correspondiente incidente, apli- 
cándose el ya cKado art. 755 del Código de Procedimientos. 

Por ello y conforme con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General, se declara bien denegado el recurso. Notifí- 
cpicse original y repuestos los sellos archívese, devolviéndose los 
autos principales con testimonio de esta resolución. 

A. IW-rmkjo. — Nicanor G. dki. 
Solar. — D. E. Palacio. 




i CAUSA LXXX VIH 

Ferrocarril del Sud> en autos con la Municipalidad de la Capital, 
por cobro de impuestos. Recurso de hecho 

Sumario : Una sentencia de trance y remate pronunciarla por los 
tribunales locales de la capital, no tiene carácter de definí- 
<tiva a los fines del recurso extraordinario del art. 14, ley 48. 

Caso; Lo explican las piezas siguientes: 



DICTAMEN DEL Sr. PROCURADOR GENERAL , 

t«MOt Airts, Diciembre 29 <J« 1614 

Suprema Corte: 

De acuerdo con la jurisprudencia establecida por esta Corte 
Suprema, acerca de la improcedencia del recurso extraordinario 
de apelación contra las sentencias de trance y remate dictadas en 
juicios ejecutivos, pido a V. E. se sirva declarar bien denegado 
e! recurso interpuesto. (Fallos, tomo 116, pág. 297; tomo 117, 
Pfe. 3791 tomo 1 18, pág. 423 : tomo 1 19, páginas 1 19, 121 y i0)' 

En apoyo de esta petición, debo agregar que la sentencia de 
remate no puede considerarse definitiva, en razón de que ella 
constituye un trámite del procedimiento sumario, establecido en 
los juicios ejecutivos, subordinado a la revisión que puede pe- 
dirse en juicio ordinario, y por consiguiente carece de la condi- 
ción indispensable para que esta Corte Suprema ejerza la juris- 
dicción de apelación que !e atribuye el art. 6 de la ley 4055, en 
concordancia con el art. 14 de la ley 48. Si otra fuera la solución 
resultaría que las decisiones dictadas por esta Corte Suprema en 
apelación de las sentencias de trance y remate, estarían también 
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subordinadas a la revisión de los tribunales inferiores que cono- 
cieron en el juicio ordinario promovido posteriormente, con k> 
cual se violaría el espíritu de la recordada disposición del art. 14 
de la ley 48, que ha entendido constituir a la Suprema Corte en 
iVtimo y definitivo juez de las cuestiones que se susciten acer:a 
de la aplicación o inteligencia de la Constitución, leyes o tratados 
del Congreso. 

Pido a V. E. se sirva resolver como lo solicito al principio. 

MufBoitL 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Sueno. Airci, StpHtmbrt T de «15. 

Autos y vistos : El recurso de hecho por apelación denegada 
interpuesto por el representante del Ferrocarril del Sud contra 
sentencia de la Cámara Primera de Apelación en lo Civil en los 
autos seguidos por la Municipalidad de la Capital sobre cobro de 
impuestos. 

Y considerando: 

■ 

Que contra la sentencia de trance y remate que consta ¿ 
fs. 134 de los autos remitidos por vía de informe, la empresa hn 
interpuesto el recurso previsto,, en el inciso 3.°, art. 14 de la ley 
de jurisdicción y competencia número 48 por habérsele descono- 
cido la exención que ha fundado en las disposiciones de la ley 
número 5315. 

Que según lo reiteradamente resuelto en vista del art. 500 
del Código de Procedimientos de la Capital, supletorio en lo fe- 
deral con arreglo a la ley número 3981, esa sentencia pronuncia- 
da en juicio ejecutivo no reviste el carácter de definitiva a los 
fines del recurso extraordinario del art. 14, ley 48 y 6.° t ley 4055. 
(Fallos, tomo 97, pág. 51 ; tomo 118, pág. 245 ; tomo 1 19, páginas 
119 y 121 y otros). 



rAUMDtu corrí stinutUA 



Por ello y de conformidad con lo expuesto y pedido por el 
señor Procurador General se declara bien denegado el recurso. 
Repuesto el pape!, archívese y devuélvanse los autos principales 
con testimonio de esta resolución. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — D. E. Palacio. 



! 



CAUSA LXXXIX 



Don Carlos A. Mansilia (sus herederos), en autos con don Ar- 
senio Bcrgallo, sobre devolución de un inmueble. Recurso 
de hecho. 

Sumario : I<a aplicación de disposiciones del Código Civil y las 
del derecho procesal, así como la cuestión relativa al alcance 
de disposiciones de las constituciones de provincias, son aje- 
nas al recurso extraordinario del art. 14, ley 48. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 



DICTAMEN DEL Sr. PROCURADOR GENERAL 

Bueno» Airas. Diciembre 24 de 1914. 

Suprema Corte: 

Según se desprende de los autos remitidos a V. E. la cues- 
tión suscitada por el recur- .itc y decidida por la Suprema Corte 
de !a Provincia, consiste en la violación cometida j>or la Cámara 
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de Apelaciones al art. 173 de la Constitución Provincial, al sen- 
tenciar el juicio sometido a su falb sin llenar los requisitos que 
prescribe el citado artículo constitucional. 

Basta plantear dicha cuestión, para que surja la improce- 
dencia del recurso extraordinario promovido contra la resolu- 
ción dictada a su respecto por la Suprema Corte de la Provincia,- 
desde que la aplicación e interpretación que efectúen los tribuna- 
les de la provincia de las constituciones o leyes locales no puede 
ser traída a conocimiento de esta Corte Suprema (Fallos, tomo 
114. pág.42). 

Debo agregar que el presente recurso ha sido deducido fue- 
ra del plazo prescripto por el art. 231 de la ley de procedimientos. 

•A mérito de lo expuesto, pido a V. E. se sirva declarar im- 
procedente la queja formulada. 

Julio BoM. 



PALLO PE LA CORTE SUPREMA 

ButftM AifM, S«pHt«bra 7 d* «5. 

Autos y vistos: El recurso de hecho por apelación denegad* 
interpuesto por el doctor L. del Campo en representación de los 
herederos de don Carlos A. Mansilla contra sentencia de ta Su- 
prema Corte de Justicia de la provincia de Rueños Aires, en los 
autos seguidos contra don Arsenio Bergallo, sobre devolución de 
un inmueble. 

Y considerando: 

Que como consta en los autos remitido* por vía de informe, 
la causa ha sido debatida y resuelta en primera y segunda ins- 
tancia en vista de las disposiciones del Código Civil y de las del 
derecho procesal en lo que se refiere a las condiciones y efectos 
de la litis contestación. 

Que esas cuestiones asi como la relativa al alcance del ar- 
tículo 173 de la Constitución de la provincia determinado en la 



•entencia de aquella Corte a fs. a 3 o, son ajenas al recurso extra- 
ordinario previsto en el art. 14 de la ley número 48 con arreglo 
al I art. 15 de esa misma ley y art. 105 de la Constitución Nacional 
(Fallos, tomo 114, pág. 42). 

Que la invocación del art. 17 de la Constitución Nacional 
hechas a fs. 203 no basta para autorizar el recurso extraordina- 
rio deducido, dado que lo ha sido extemporáneamente y además 
la solución de la causa no depende de la inteligencia que se dé a 
esa disposición constitucional, sino'de las que se hallan consigna- 
das en el derecho común. 

Por ello y de conformidad con lo dictaminado por el señor 
Procurador General se declara improcedente la queja formula- 
da. Repuesto el papel, archívese y devuélvanse los autos princi- 
pales con testimonio de esta resolución. 

A. Bermkjo. — Nicanor G. del 
Socar. — D. E. Palacio. 



CAUSA XC 



Don Matías E. Calándrela, contra el Gobierno Nacional, por 
dailos y perjuicios, sobre competencia 

Sumario : Una demanda contra la Nación, por indemnización de 
danos y perjuicios que se dicen causados por los encargados 
de una obra nacional, inutilizando con excavaciones y depó- 
sitos de tierra , parte de la propiedad del actor, y da:ulo oca- 
sión al destrozo de siembra por haberse dejado abiertos los 
alambrados del campo, no importa el ejercicio de una acción 
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civil deducida contra aquélla en su carácter de persona jurí- 
dica, a que se refiere la ley 3952, sino de una acción de in- 
demnización por perjuicios derivados de actos ilícitos de 
parte de los encargados de la ejecución de la obra, que nece- 
sita de la venia del Congreso para poder ser dirigida contra 
la Nación. 

Caso: Resulta de las piezas siguientes: 



IHCTAMKX FISCAL 



Señor Juez: 

Es evidente que la Nación ha procedido en el sisb judice, 
como poder soberano, usando de las facultades que a esc respec- 
to le acuerda la carta fundamental y leyes de la Nación. 

El Gobierno Nacional no ha contratado nada al respecto con 
el demandante para que éste lo considere como persona jurídica, 
y siendo así es indispensable que aquél obtenga la venia del Ho- 
norable Congreso para demandar a la Nación a fin de que U, S. 
pueda darle curso como lo ha resuelto recientemente la Suprema 
Corte en la causa de Samuel de Madrid contra el Gobierno Na- 
cional, tramitada en el juzgado a cargo de U. S., secretaria del 
doctor Gómez Molina. 

Las dudas que el caso referido presentaba, relativas a la 
condición en que había obrado el Gobierno Nacional, no existen 
en el presente, en el que es evidente que el Superior Gobierno ha 
procedido como poder soberano y no como persona jurídica. 

Por esto soy de opinión de que U. S. no debe dar curso a la 
presente demanda, mientras no se obtenga la venia del Honora- 
ble Congreso. 



B. Nazar Anchorcna. 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

AUTO DEL JUEZ FEDERAL 

1 

Bhmcs AIrtt, Abfll 7 de 1915. 

i 

Autos y vistos : 

Por los fundamentos tlel escrito que antecede <lel señor Pro- 
curador Fiscal y de acuerdo con la jurisprudencia establecida .por 
la Suprema Corte en el juicio a que se hace referencia en dicho 
escrito: resuelvo hacer lugar a la incompetencia de jurisdicción 
solicitada por el señor fiscal y no dar curso a la presente accióü 
mientras no se obtenga la correspondiente autorización legislati- 
va para demandar a la Nación. Con costas. Repóngase el sello. 

I 7. Arias. 



HKSOT.rcfON- DE LA CAMARA PEDIS RAI* DK APELACIONES 

Bu«roi Aires, Mtyo 20 d* 1M&. 

Vistos y considerando: 

Que. en la presente demanda, fundada en los artículos 1 109. 
11 10, 11 13 y concordantes del Código Civil, se persigue el resar- 
cimiento de daños, que se dicen causados por personas dependien- 
tes del Poder Ejecutivo Nacional. 

Que los hechos que han dado origen a los perjuicios cuyo 
pago se reclama, consisten — según se afirma en el escrito de 
iniciación del pleito y en las actuaciones administrativas agrega- 
das — en la ocupación de aproximadamente «los hectáreas de 
campo de propiedad del actor, para depósito de tierra y tosca ex- 
traída en la excavación del canal, en la destrucción de alambra- 
dos existentes y en !a falta de colocación de otros necesarios. 

Que tales hechos no son por su naturaleza actos gubernati- 
vos, sino hechos susceptibles de ser efectuados por cualquier par- 
ticular o empresario de obra, dentro de la esfera de actividad re- 
gida por el derecho privado. 
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Que siendo esto asi y dirigida la presente demanda contra 
el Estado como persona jurídica, debe estarse a lo dispuesto en el 
art. i." de la ley 3952, por liaber justificado el actor, con el expe- 
diente administrativo agregado, la reclamación previa de los de- 
rechos controvertidos ante el Poder Ejecutivo, y su denegación 
¡>or parte de éste. 

Por ello, oído el señor Procurador Fiscal de Cámara y te- 
niendo en consideración lo resuelto por la Suprema Corte en el 
lallo que se registra en el tomo 1 13, pág. 104 de su colección, se 
revoca el auto apelado de fs. 13 vta., declarándose que debe darse 
curso a la demanda interpuesta por don Matías E. Calandrelli 
contra el Gobierno de la Nación, por indemnización de «latios y 
perjuicios, co:i sujeción a lo preceptuado en la ley X>5 2t 

Xotifíquese. devuélvase y repónganse las fojas en el juzgado 
rte origen. — . 1, Ferretra Cortes. — Agustín Urdimrrain. — /. 
;V. Matiatzo. 



KAU.o DB LA CORTE SUPREMA 

Bueno* Airea, Septiembre 7 de 1915. 

Vistos y considerando: 

Don Matías lí. Calandrelli demanda a la Nación la indemni- 
zación de los daños y perjuicios que dice le han ocasionado los 
encargados de la construcción del canal de riego fiel Norte en la 
provincia «le San Luis, por haber inutilizado con excavaciones y 
depósitos de tierra parte de su propiedad y dado ocasión al de- 
trozo de hembras de alfalfa y de maíz, dejando abiertos ios alam- 
brados del campo. 

Oue no se trata de acciones civiles deducidas contra la Ni- 
cipo en su carácter de persona jurídica, .-ino de !a indemnización 
de perjuicios derivados de actos ilícitos de parte de los encarga- 
dos dé la ejecución de las obras, dado que nada se observa respec : 
to al convenio sobre cesión de terreno y construcción de un puen- 
te celebrado entre el demandante y el Gobierno. 
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Que como se ha hecho constar por esta Corte, las acciones 
dviles contra la Nación en su carácter de persona jurídica a que 
ae refiere la ley número ? para cuyo conocimiento dicha ley 
da competencia a los trib -s federales, son las derivadas de h 
capacidad artificial, sólo aplicable a las relaciones de derecho 
privado que el Código Civil reconoce para adquirir los derechos o 
contraer las obligaciones que él regla, en los casos, por el modo y 
en la forma que determina (Fallos, tomo 100. pág. 103). 

Que carece de aplicación al caso el fallo que se cita del tomo 
M* páff- "<M en que no se trató de la interpretación de la ley de 
demandas contra la Nación número 3952, sino de las resj>onsabi- 
lidades de la persona jurídica con arreglo al art. 43 y sus concor- 
dantes del Código Civil. 

Por estos fundamentos y lo resuelto en casos análogos (Fa- 
llos, tomo 1 19, pág. 414)» se revoca la sentencia apelada de fs. 21 
declarándose improcedente la demanda de fs. 1 por falta de la 
autorización legislativa correspondiente.. Xotifíquese y devuél- 
vanse, reponiéndose los sellos ante el inferior. 



A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — D. E. Palacio. 



